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    Capítulo I


    Defensa y Seguridad


    Recurso extraordinario


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe extender al presente caso las consideraciones del  fallo de la causa B. 474, L. XXXIV, "Bovari de Díaz, Aída y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad”.


    Flor, Héctor Bertrand c/ Ministerio de Defensa de la Nación (Gendarmería Nacional) s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    F. 17, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     

  


  
     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Administrativo


    Cobro de sumas de dinero


    Agotamiento de la instancia administrativa. Cuestión no federal. Cuestión de derecho público local. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Remisión al fallo de la causa I. 71, L. XXXIV, "Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires - Recurso de hecho".


    Los agravios de la demandada referidos a la falta de agotamiento de la vía administrativa previsto en el art. 99 de la Ley 19.987, no suscitan cuestión federal para su examen en la instancia del art. 14 de la Ley 48, toda vez que remiten al tratamiento y examen de normas de Derecho Público local, cuya consideración es propia de los jueces de la causa y ajena a la vía extraordinaria.  Por lo demás, en el sub lite no se configura el supuesto de arbitrariedad que permita apartarse de dicho principio, máxime si se tiene en cuenta que en un caso similar, la Corte resolvió que: "Al respecto, resulta aplicable la distinción entre la vía impugnatoria que presupone el agotamiento de las instancias administrativas, de conformidad con los arts.  23 y sgtes. de la Ley 19.549 y 99 de la Ley 19.987, cuya consecuencia sería necesariamente un pronunciamiento sobre la ilegitimidad del acto administrativo y la reclamación del reconocimiento de un derecho. En este último caso, por tratarse de una demanda contra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, el administrado no debe cumplir con la exigencia del art. 30 de la citada ley, en atención a la exclusión establecida para el ámbito municipal por el art. 1" de la ley 20.261.  En tales condiciones, la decisión del a quo de declarar innecesario el agotamiento de la vía administrativa previsto en el art. 99 de la Ley 19.987, al ponderar que lo pretendido es el cobro de una suma de dinero que tiene por causa el incumplimiento de un contrato de suministro, en cuyo caso, se trataría del reconocimiento de un derecho y no de la declaración de invalidez de un acto administrativo, lo que convertirlo a tal agotamiento en un ritualismo inútil, no se advierte que medie prescindencia de la norma ni sustitución de la misma por voluntad de los jueces, puesto que el tribunal hizo una interpretación posible de la disposición en juego y que resulta acorde con la doctrina elaborada por la Corte en precedentes que guardan analogía con la cuestión planteada. ,  Cabe concluir, que los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado por los magistrados de la causa respecto de normas de Derecho Público local, aspectos que, resultan extraños al recurso extraordinario y que, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que aquellas divergencias tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional. En este sentido, tal remedio no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.  Sin perjuicio de lo expuesto, si bien los restantes agravios referidos a que el a quo ha prescindido de aplicar las normas sobre contrataciones que regían en la ex Municipalidad de la  ciudad de Buenos Aires, contenidas en la Ley de Contabilidad y su Decreto reglamentario 5720/72, aplicables en virtud de lo dispuesto por la Ordenanza municipal 31.655, vigente al momento de los hechos, también conducen al examen de cuestiones de hecho, prueba y Derecho Público local, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, cabe hacer excepción de ese principio en el sub lite, de acuerdo a lo declarado por la Corte, toda vez que el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  Ello es así, porque la Cámara, en claro apartamiento de las normas que rigen el caso, ha omitido considerar planteos conducentes del apelante, dirigidos a privar de sustento la pretensión de la actora, al no aplicar las disposiciones de Derecho Administrativo invocadas por aquélla, con grave menoscabo del derecho de defensa en juicio.


    Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 567, XXXV, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Defilpo, Vicente s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1624, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Competencia contencioso administrativa. 


    Ante todo, cabe poner de manifiesto que, por aplicación del artículo 19 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el tribunal competente para entender en una recusación -y, en su caso, en la correspondiente excusación- cuando ellas provinieren de jueces de primera instancia, es la cámara de apelaciones respectiva. Esta norma indica el marco dentro del cual se debe decidir cuándo corresponde la intervención de la Corte, pues somete previamente la cuestión a la Alzada de los Jueces que se han excusado.  En tales condiciones, toda vez que no media vacío legal, es aplicable, la jurisprudencia de la Corte que indica que si los tribunales de alzada no se declaran inhabilitados para conocer en la litis, no se configura un supuesto de denegación de justicia.  Si bien la Corte ha admitido conocer en algunos casos para poner límites al deber de apartamiento que establecen las leyes en tutela de la imparcialidad de los magistrados, tal circunstancia no se advierte en el sub lite, ya que la Intervención requerida a la Corte no es provocada, como en aquéllos, por la privación de justicia que implicaría la excusación de la totalidad de los jueces, por tratarse de un tema común a la generalidad de ellos, sino por una causal diferente y que sólo atañe a los que tuvieron intervención en el trámite.


    Montero de Grau, Susana Dolly c/ Nación Argentina y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1394, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Obras sociales. Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. 


    Según jurisprudencia de la Corte, a los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Obra Social del Sindicato de Mecánicos y Afines TTE AUT c/ Estado Nacional Ministerio de Salud y Acción Social s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 831, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia interlocutoria. Actos y diligencias procesales. Notificación. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 479 XXXVII, "G.C.B.A. c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Si bien la cuestión de competencia entre ambos magistrados no se ha trabado todavía, cabe recordar que este Ministerio Público ha sostenido que los procesos en los que no se ha dictado un acto jurisdiccional válido, en los términos allí consignados, que permita radicar la causa ante el juzgado en lo Civil que previno, como ocurre en autos, deben continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lauge, Oscar s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1569, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Empleo público


    Docentes. Cargos de dedicación exclusiva. Estatuto del Docente. Salario básico. Interpretación de la ley. Normalización universitaria. Derecho de propiedad. Derechos adquiridos. Expresión de agravios. Insuficiencia del agravio. 


    Ley de Educación Superior.


    En la tarea de esclarecer normas, la Corte no está limitada por las posiciones de la Cámara ni del apelante, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  A la luz de tal principio, el art. 4° de la Resolución N° 45/58, dictada por el Consejo Superior de la UBA en febrero de 1958, establecía una escala de sueldos básicos mensuales mínimos para profesores titulares, adjuntos, jefes de trabajos prácticos y auxiliares de investigación, la que sería revisada por el Consejo Superior cuando lo creyera necesario.   Sin embargo, siete meses más tarde se sancionó la Ley 14.473 que instituyó un sistema particular para la determinación de las remuneraciones de los agentes comprendidos en su régimen, ya que los haberes de cada cargo se componen de diversos rubros, cada uno de los cuales está determinado no por una asignación directa en moneda, sino por una cifra de carácter abstracto llamada índice. Dicho Estatuto estableció el derecho de los docentes al goce de una remuneración y jubilación justas "actualizadas anualmente, de acuerdo con las prescripciones de este estatuto y de las leyes y decretos que establezcan la forma y modo de su actualización". Asimismo, el art. 172 fijó un Índice de remuneraciones mensuales para el personal directivo, docente y de investigación de las universidades nacionales, cargos entre los que se encuentra específicamente contemplado el de "Profesor titular dedicación exclusiva (full-time)" y, finalmente, el art. 184 estableció la derogación de todas las disposiciones que se opusieran al Estatuto.  Por otra parte, diversos regímenes se sucedieron en materia económico-financiera de las universidades nacionales. Ya en 1974 se sancionó la Ley 20.654, que sustituyó a la 17.245 y se limitó a disponer, en relación al tema que aquí interesa, que es atribución exclusiva del Consejo Superior de cada universidad aprobar el presupuesto art. 49). La Ley 22.207, en su art. 65, dispuso que no podían incrementarse las partidas para financiar gastos de personal sin autorización del Poder Ejecutivo y habilitaba, al Consejo Superior, a reajustar la planta de cargos siempre que no alterara el monto total del crédito de la respectiva partida y no se disminuyera el número de docentes con dedicación exclusiva, ni el de aquéllos con dedicación plena.  Esta ley, a su vez, fue derogada por la 23.068, que instituyó un régimen provisorio de normalización de las universidades nacionales hasta tanto se dictara la correspondiente ley de fondo, restableció la vigencia de los estatutos que regían al 29 de julio de 1966 y dispuso que correspondía, al Consejo Superior Provisorio, aprobar, a propuesta del rector, el presupuesto de la universidad, sus ajustes y modificaciones, para su posterior elevación al Poder Ejecutivo Nacional.  En el marco de dicho régimen de normalización, se dictó la Ley 23.151 con el objeto de regular el sistema económico-financiero de las universidades nacionales. En relación a sus presupuestos, el art. 8° disponía que podían ser reajustados y ordenados por el Consejo Superior de cada una de ellas a nivel de partida principal, sin alterar los montos de los respectivos programas y, al mismo tiempo, le impedía incrementar las partidas para financiar gastos de personal sin autorización del Poder Ejecutivo Nacional. Una norma de similar contenido fue incluida en el art. 7° de la Ley 23.569, que derogó a la 23.151 y tuvo vigencia hasta agosto de 1995, fecha en la que comenzó a regir la Ley de Educación Superior N° 24.521.  De tales antecedentes normativos surge que, si bien las autoridades de las universidades nacionales pudieron haber estado facultadas a establecer las retribuciones de los docentes e investigadores con dedicación exclusiva que se desempeñaran en su ámbito de actuación al dictar la Resolución N° 45/58, lo cierto es que esa atribución se vio modificada por sucesivas normas que fijaron procedimientos específicos con relación a este punto. Así, la función de los respectivos Consejos Superiores de cada universidad quedó limitada a elaborar y remitir el anteproyecto de presupuesto al Ministerio correspondiente y a efectuar los ajustes necesarios sin incrementar los montos de las partidas asignadas para financiar gastos en personal y, por su parte, el Poder Ejecutivo, cuya función no se limita a "autorizar partidas para abonar remuneraciones", quedó a cargo de dictar la reglamentación que fijara el valor en moneda de los índices remunerativos del personal docente y su correspondiente actualización.  Aun cuando lo expuesto es bastante para rechazar el planteo de los recurrentes, la sola invocación de derechos adquiridos que se pudieron haber generado al amparo de la Resolución N° 45/58 no alcanza para fundar su postura, puesto que, al afirmar en forma dogmática que se halla vigente, propugnan una determinada interpretación jurídica y omiten rebatir la existencia de normas específicas de rango superior dictadas con posterioridad, en particular, de la Ley 14.473 y, por lo demás, ni siquiera intentaron demostrar el perjuicio que les habría ocasionado la no aplicación de la norma cuya vigencia pretenden, en comparación con el sistema por el que se liquidaban las remuneraciones al momento de efectuar los reclamos.  En tales condiciones y, sin perjuicio de las variaciones introducidas por la Ley de Educación Superior N° 24.521 actualmente en vigor, la Resolución N° 45/58 del Consejo Superior de la UBA perdió su vigencia a raíz del dictado de normas que, aun sin explícita referencia a ella, regularon específicamente las remuneraciones de los docentes universitarios de un modo incompatible con el régimen anterior.


    Santillán de Garcia, Marta Adela y otros c/ Universidad de Buenos Aires y/o Estado Nacional s/ Empleo público


    S. 484, XXXV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo


    Cesantía. Servicios de inteligencia. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Interpretación de la ley. Inconstitucionalidad. Discrepancia del recurrente. 


    Los agravios referidos al modo en que el tribunal efectuó la valoración de las circunstancias fácticas probadas en el sub lite, no pueden ser atendidos en esta instancia extraordinaria, toda vez que, en razón del carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad, las discrepancias del apelante con el criterio de selección y apreciación de las pruebas no autorizan a la Corte a sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que, por su naturaleza, le son privativas. En efecto, según reconocida jurisprudencia, los magistrados no están obligados a seguir a las partes en todas sus argumentaciones ni a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas incorporadas a la causa, sino sólo aquéllas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones. A ello cabe agregar que, en el caso, el recurrente no demuestra la atingencia de los elementos que destaca con la sustancia del debate, toda vez que ni las pruebas testimoniales que considera relevantes, ni los agravios referidos a las motivaciones con las que actuó el Consejo, ni lo atinente a la desviación del objeto del sumario parecen circunstancias susceptibles de alterar la solución alcanzada por el a quo.  Por el contrario, procede el recurso interpuesto en tanto se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa resulta adversa a las pretensiones que el recurrente fundó en ellas.  En cuanto a la cuestión interpretativa en torno del art. 13, inc. 6° de la Ley S. 19.373, la tesis del recurrente carece de solidez. En efecto, la Corte tiene dicho que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del Legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley; que, al realizar dicha exégesis, se requiere la máxima prudencia, cuidando que la interpretación que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho; o que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción.  Entre las obligaciones que impone el art. 13 de la Ley S. 19.373, al personal de los organismos de inteligencia del Estado se encuentra la restricción vinculada a la actividad política, en función de las especiales características de las tareas que cumplen los integrantes de los diferentes cuadros. Así, el inc. 6° del ya citado art. 13, contempla tres deberes diferentes aunque relacionados entre sí: no estar afiliado a partido político, no participar en actividades políticas y, por último, no profesar o vincularse a organizaciones, sectas, movimientos, logias o agrupaciones que sustenten o propugnen principios contrarios a los de libertad y democracia, de acuerdo al régimen establecido por la Constitución Nacional y el respeto a las instituciones fundamentales de la Nación Argentina.  Sobre la base de lo expuesto, la claridad de la norma bajo examen no permite una interpretación distinta de la formulada por la Cámara, máxime si se tiene presente que no parece razonable que el Legislador hubiese previsto la posibilidad de que se reconozca y se admita el funcionamiento de un partido político que sustente "principios contrarios a los de la libertad y democracia".   Finalmente, en relación a la alegada inconstitucionalidad de dicha norma, cabe señalar que el actor, desde el momento de su ingreso al Organismo de Inteligencia tomó conocimiento de las normas a las cuales estaba sujeto y adquirió los derechos y responsabilidades que fijan el Estatuto y su reglamentación, circunstancia que torna aplicable conocida jurisprudencia que establece que el voluntario sometimiento a un régimen jurídico, sin reservas expresas, comporta un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia dé su impugnación ulterior, con base constitucional, mediante el recurso extraordinario. Por lo demás, contra el argumento del sentenciador acerca de la necesidad de probar que la norma que se reputa inconstitucional contraría la Ley Fundamental y causa un agravio, nada sustancial dijo el recurrente, quien se limita a reiterar las cláusulas que protegen la libertad de expresión y a esgrimir que resulta "insólito" que se pueda "considerar menester probar que una norma que vulnera la libertad de expresión es inconstitucional", cuando es precisamente esta violación la que requiere ser demostrada en el sub lite. Ello es así, en virtud de que una escueta y genérica impugnación de inconstitucionalidad no basta para que la Corte Suprema ejerza la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico.


    Giardelli, Martín Alejandro c/ Estado Nacional- Secretaría de Inteligencia del Estado


    G. 660, XXXIII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Falta de agravio concreto. 


    Según reiterada jurisprudencia de la Corte, las resoluciones que dictan las universidades en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente que les es propio, no son, en principio, susceptibles de revisión judicial, en tanto respeten en sustancia los derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional y no constituyan un proceder manifiestamente arbitrario. En la especie, no se configura una hipótesis de excepción a dicha regla.  Por un lado, cabe advertir que la Ordenanza N° 756, dictada por el Consejo Superior de la Universidad de Mar del Plata, que aprobó el reglamento de Becas de Investigación para la categorías Estudiantes Avanzados, Iniciación, perfeccionamiento y de Formación Superior, dispone, en el art. 11 del Anexo, que no podrán participar en la Comisión Interdisciplinaria que asesora a la Secretaría de Investigación y desarrollo Tecnológico los Directores y Codirectores de beca.   Sin embargo, dicha restricción no se encontraba prevista, en el ordenamiento en vigor al dictarse la Ordenanza N° 1573 que aprobó el orden de mérito correspondiente al concurso de becas de investigación que impugna el actor. En efecto, esta resolución expresa, en su Considerando 3°, que se siguió el procedimiento de evaluación "según lo establecido en la reglamentación vigente.. En sentido concordante, el art. 42 de la Ordenanza N° 756/97 ya citada, dispone que, quienes se encuentran dentro del sistema de becas de iniciación y perfeccionamiento, quedan sujetos al reglamento conforme al cual ingresaron.  Habida cuenta de ello, no es posible sostener que el acto impugnado se haya apartado de los preceptos aplicables al caso, ni que adolezca de nulidad absoluta, sin perjuicio de la conveniencia de adoptar medidas que garanticen la máxima imparcialidad, tales como la disposición del art. 11 del nuevo Reglamento de Becas. Por lo demás, resulta claro que en el sub lite se procedió de acuerdo con un complejo sistema de evaluación, implementado con el  objeto de establecer el orden de mérito, que cuenta con específicos criterios y ponderaciones que, a su vez, tienen como referencia los valores propuestos por las distintas unidades académicas pertenecientes a la Universidad. En este sentido, asiste razón a la Cámara, al ponderar que se tomaron recaudos suficientes para garantizar la imparcialidad, que la Comisión carece de competencia resolutoria y que todos los órganos vinculados a la perfección del acto administrativo cuestionado prestaron su conformidad con el procedimiento llevado a cabo, puesto que ello demuestra que se realizó un ejercicio razonable de las facultades de las que se hallan investidos los funcionarios competentes e impide declarar la nulidad de todo lo actuado.  En tales condiciones, las alegadas deficiencias de trámite y la invocación de las garantías que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional en que se funda la apelación extraordinaria, no guardan relación directa e inmediata con lo resuelto por el a quo.


    Olivera, Rodolfo José s/ Recurso de apelación s/ Artículo 32 Ley 24.521


    O. 108, XXXIV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraodrinario


    Licitación pública. Aplicación de la ley. Ley provincial. Falta de agravio concreto. Pronunciamiento inoficioso. Contrato de obra pública. Cuestión de derecho público local. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Cabe recordar que la constante jurisprudencia de la Corte, señala que, “si el demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inútil la resolución pendiente puesto que falta uno de los requisitos indispensables para la viabilidad del recurso extraordinario... Esto impone entonces que la Corte deba atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión -aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario-".  Sobre tales bases, resulta inoficioso cualquier pronunciamiento de la Corte respecto del agravio planteado por la demandada referido a la falta de aplicación de la ley provincial N° 11.192, por falta de gravamen actual, en la medida que la actora consintió expresamente en sujetarse a sus disposiciones.  Las resoluciones que resuelven controversias surgidas durante la ejecución de un contrato de obra pública, por tratarse de cuestiones de Derecho Público local, resultan ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, máxime cuando, por otra parte, tal como también sucede en el sub examine, se encuentran en discusión cuestiones de hecho y prueba, también ajenas a la instancia de excepción. Sin embargo, tales principios no son absolutos y ceden cuando la decisión adolece de arbitrariedad.  El agravio relativo a la supuesta improcedencia de pago de los montos correspondientes al ítem previsto para atender los gastos de la inspección de la obra contratada no puede prosperar, porque la provincia demandada sólo expone sus discrepancias con la decisión que adoptó el a quo, fundada en la interpretación que efectuó de las constancias probatorias existentes en el sub discussio. En efecto, aquél examinó la prueba pericial y entendió probada la deuda por tal concepto, , es decir, cuente con fundamentos suficiente que lo ponen a salvo de la tacha que se le endilga, pues la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, en definitiva, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo.  En cuanto a las críticas que formula contra la sentencia, porque admitió el reconocimiento de gastos improductivos, le asiste razón en cuanto afirma que el a quo no tuvo en cuenta el ordenamiento jurídico vigente.  Pues aun cuando también se trata de materias regidas por el Derecho Público local, el único sustento esgrimido por el Superior Tribunal provincial para su admisión fue la ampliación del plazo contractual dispuesta por la Administración, pero sin reparar en el otro requisito que, a tales efectos, impone el Decreto 1329/78. Esto es, que la disminución de la obra debe representar, al menos, el veinte por ciento del monto del contrato. En tales condiciones, el fallo se asienta en un fundamento que sólo en apariencia satisface los requisitos a cuyo cumplimiento el Tribunal supeditó, con base en la Constitución Nacional, la validez de los actos judiciales, sin que la determinación de su monto en la etapa de ejecución de sentencia subsane esta circunstancia, porque la existencia del derecho debe surgir de la sentencia judicial que tiene por acreditadas todas las exigencias del ordenamiento jurídico, a cuyo respecto la liquidación, que en aquella etapa se practique, constituye una operación mecánica de fijación del quantum reconocido.  Finalmente, del precedente de la Corte, no resulta aplicable al sub lite la conclusión del considerando 3°, sino la indicada en el considerando 4°, toda vez que, en el presente, el pronunciamiento del tribunal a quo también omite la consideración de un extremo conducente para la correcta dilucidación de la controversia.  Por ello, existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas por la demandada y que la sentencia recurrida, en este aspecto, es arbitraria y pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Hercam S.C.A. c/ Provincia de Buenos Aires


    H. 40, XXXIV, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Banco Central de la República Argentina. Multa. Defensa en juicio. Debido proceso. Acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuando está en discusión una norma de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo. En tales condiciones, corresponde, atender aquellos agravios referidos a la afectación del derecho de defensa del apelante pues, de prosperar, resultaría inoficioso pronunciarse sobre los restantes.  Lo expuesto conduce a analizar, en primer lugar, si esa garantía fue observada en el procedimiento seguido ante el B.C.R.A., toda vez que la Corte ha sostenido en fallos 310:1129, con remisión a un pronunciamiento anterior, que “la posibilidad de producir prueba de descargo constituye uno de los requisitos que integran el concepto de juicio en sentido constitucional”, lo cual impone la necesidad de que se asegure a los recurrentes un adecuado proceso, con la posibilidad de ejercer su derecho de defensa.  Por otro lado, la Corte ha interpretado que, independientemente de la naturaleza o alcance que corresponde asignar a la responsabilidad aludida en el párrafo tercero del artículo 41 de la ley 21.526, cierto es que la existencia de aquélla es un requisito necesario para que puedan aplicarse válidamente las sanciones que la ley establece, por lo que no puede prescindirse del examen circunstanciado de los planteos de los que puede derivarse la exculpación del imputado.  En tal sentido, según ha dicho la Corte reiteradamente, la circunstancia de que la entidad administrativa obrare en ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, como tampoco la omisión de los recaudos que, para el dictado de todo acto administrativo, exige la ley 19.549. Es precisamente la legitimidad con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado.


    Banco Latinoamericano Sociedad Anónima c/ Banco Central de la República Argentina


    B. 409, XXXIV, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Licitación pública. Carta orgánica municipal. Contratos administrativos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, cabe señalar que, de acuerdo con lo declarado por la Corte, corresponde apartarse de ese principio cuando el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.  El razonamiento adecuado para la solución de la litis exigía acudir a las previsiones de la ley 19.987 y a las normas sobre contrataciones que regían en la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, contenidas en la ley de contabilidad, aplicables en virtud de lo dispuesto por la ordenanza municipal 31.655, vigente al momento de los hechos.  La Corte ha señalado que la voluntad plasmada en los contratos administrativos debe manifestarse en los límites de una competencia determinada, por medios formales y mediante una representación regularmente instituida por la ley formal o material, porque cuando el órgano de la administración ejercita una atribución determinada, es preciso que cuente con aptitud legal para llevarla a cabo, puesto que ello hace a su propia competencia, elemento que reviste el carácter de esencial en todo acto administrativo.  Además ha entendido la Corte que, en materia de contratos públicos, al igual que en los demás ámbitos en que desarrolla su actividad, la administración y las entidades estatales se hallan sujetas al principio de legalidad, en cuya virtud se desplaza la regla de la autonomía de la voluntad de las partes, en la medida en que se somete la celebración del contrato a las formalidades preestablecidas para cada caso y, el objeto del acuerdo de partes, a contenidos impuestos normativamente, sobre los cuales las personas públicas no se hallan habilitadas para disponer sin expresa autorización legal.   Es por ese principio que la Corte ha señalado reiteradamente que la validez y eficacia de los contratos de la administración pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes, en cuanto a la forma y procedimientos de contratación.   La Corte ha expresado que todo supuesto de exención de subasta pública obliga con mayor razón a justificar en las actuaciones la relación entre el precio de los bienes y servicios contratados y los de plaza, y a explicar, en su caso por qué aquél difiere de estos (…), pero en modo alguno significa instituir un ámbito de actividad administrativa al margen de la legalidad y del correlativo deber de dar cuenta de los antecedentes de hecho y de derecho en virtud de los cuales se decide y de observar exclusivamente los fines para los que fueron conferidas las competencias respectivas, entre ellas, la de contratar; pues aunque en principio pueda resultar indiferente a la ley el modo como los particulares arreglan sus propios negocios, no lo es la manera en que los funcionarios administran los asuntos públicos.   Los argumentos expuestos tornan innecesario el tratamiento de los restantes agravios de la recurrente y llevan a la conclusión de que el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, lo que impone su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    Seguridad Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 312, XXXV, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Concursos universitarios. Nulidad del acto administrativo. Falta de traslado. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Autonomía universitaria. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 175, L. XXXIV, "Tandecarz, Juana Sara y otros c/ Universidad de Buenos Aires (UBA) s/ Res.  3397/3398/95 - 2662/95".


    La Corte tiene dicho que las cuestiones que se suscitan en torno a los hechos y a las pruebas aportadas al juicio, son ajenas, como regla general, a la vía del art. 14 de la ley 48, pero que ello no constituye óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades habilitan a hacer excepción a tal principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que ésta tiende a resguardar la garantía de defensa enjuicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  Asimismo, la Corte sostuvo que la designación y separación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente, no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la Universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados en el ámbito judicial estén afectados por arbitrariedad manifiesta. Esta afirmación, encuentra también actual fundamento en la autonomía y autarquía de las universidades nacionales consagrada a partir de la Reforma Constitucional de 1994.  Sobre la base de tales principios, el recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que los apelantes sólo expresan su discrepancia con la valoración del a quo respecto del criterio seguido en la apreciación de las actuaciones llevadas a cabo por los miembros del Jurado, las autoridades de la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales y el Consejo Superior de la Universidad, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos que se consideran al efecto, o la irrazonabilidad en las conclusiones.  En efecto, los argumentos expuestos por los sentenciadores para fundar su decisión en punto a los defectos de los que habría adolecido el trámite del concurso y a la forma en que ellos fueron subsanados posteriormente, revela que se efectuó el estudio particular de cada una de las cuestiones propuestas y que la forma en que fueron ponderadas las circunstancias de la causa y los elementos probatorios aportados por las partes no merece su descalificación como acto judicial válido; máxime cuando los recurrentes, se limitaron a reiterar los argumentos vertidos en el recurso directo acerca de la nulidad de las resoluciones atacadas y a esgrimir consideraciones genéricas en relación al decisorio, apreciaciones que sólo demuestran un desacuerdo con el criterio seguido por los jueces de la causa. Por otra parte, el agravio basado en la omisión del traslado al resto de los concursantes del recurso interpuesto, no se ajusta a lo establecido en el art. 37 del Reglamento en crisis. Por lo tanto, la medida procesal que pretenden los apelantes que se habría omitido, no se encuentra prevista en la disposición que invocan, precepto que no ha sido objeto de cuestionamiento por los quejosos. Por otra parte, la norma reglamentaria resulta razonable, puesto que los recursos administrativos son impugnaciones de actos de la Administración y soló son partes en el procedimiento recursivo la Administración y el recurrente, sin perjuicio que los terceros potencialmente interesados pidan intervención en el proceso y se les conceda, en cuyo caso cabría correrles traslado de lo actuado para que expongan lo que estimen adecuado a su defensa.  Cabe concluir, entonces, que ninguno de los planteos alcanza, conforme a reiterada jurisprudencia del Alto Tribunal, a sostener la tacha de arbitrariedad que permita habilitar la instancia extraordinaria.


    Tandercarz, Juana Sara y otros c/ Universidad de Buenos Aires


    T. 171, XXXIV, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Como ha expresado en forma reiterada la Corte Suprema, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos profesionales cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias son, como regla, insusceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Sin embargo, cabe la posibilidad de hacer excepción a dicha regla cuando lo decidido es encuadrable en la doctrina de arbitrariedad de sentencia.   Dicha doctrina no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de los  magistrados por el suyo propio, en la decisión de cuestiones no federales, pues posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentos.  Cabe recordar que la ley 21.488 permite el pago de la actualización de los créditos verificados, en el supuesto de existencia de remanentes en la quiebra.   Atento a que el pronunciamiento de la Corte se encuentra limitado por los agravios deducidos en el recurso extraordinario y reiterado en la queja y que de ellos no surge que la petitio sea diferente de los derechos reconocidos en el veredicto apelado, corresponde rechazar la queja impetrada.


    Construcciones Meijide S.A.C.I. c/ Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado


    C. 781, XXXV, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Permisos de pesca. Política de recursos naturales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa P. 394, L. XXXV, “Pesquera Leal S.A. c/ Estado Nacional - Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca s/ Medida cautelar”.


    Ante todo, cabe recordar que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten en principio el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia de la Corte reseñados en el dictamen de esta Procuración General, en la causa S. 43, L. XXXIV, “Sociedad Aeronáutica San Fernando S.R.L. y otros”.  El fallo recurrido incursiona en el ejercicio de la política estatal de preservación y aprovechamiento de los recursos naturales y del poder de policía que desarrolla la Secretaría de Estado con competencia específica en la materia, a la vez que constituye una acción positiva -al otorgar un permiso todavía no concedido por la autoridad administrativa-, que proyecta sus efectos a un ámbito declarado en situación de emergencia. Lo expuesto en modo alguno significa convalidar la inactividad administrativa en resolver el pedido de transferencia del permiso de pesca solicitado por la actora, el que deberá ser objeto de tratamiento por las vías correspondientes.


    Rosmar S.A. c/ Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación


    R. 128, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo. Licitación pública. Adjudicación de la licitación. Certificados parciales. Cuestión federal. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso extraordinario fue incorrectamente denegado, pues no obstante la jurisprudencia de la Corte, según la cual: “el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre los aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio, desde luego, que las cuestiones federales que también puedan comprender esas pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía de recurso extraordinario”, en el sub lite, existe cuestión federal suficiente para apartarse de dicha regla, ya que la resolución impugnada, en un injustificado rigor formal, atenta contra la garantía de defensa en juicio consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.  En efecto, contrariamente a lo afirmado por el a quo, aquel acto administrativo, resolvió negativamente el fondo del tópico discutido y fue adoptado por el órgano superior de la entidad autárquica. En tales condiciones, no sólo se trata de un acto definitivo, sino que, además causa estado. Es decir, cumple con los requisitos exigidos por el a quo para impugnar judicialmente la actuación administrativa.  La posición contraria, conlleva una interpretación que, con excesivo rigor formal, desatiende la controversia planteada entre aquélla y su contratista, pues, en esa inteligencia, a la Administración le bastaría con modificar permanentemente lo decidido ante cada requerimiento de su contraparte, para afirmar que no se configura un acto definitivo.  Por otra parte, en Fallos: 311:2082, la Corte descalificó una sentencia que había declarado formalmente improcedente una demanda contencioso-administrativa, por no haberse deducido previamente el recurso de revocatoria, al considerar que ello importaba un injustificado rigor formal, que vulneraba la garantía constitucional de defensa en juicio, porque aquélla había hecho valer infructuosamente sus pretensiones en sede administrativa. Y si así lo entendió en un supuesto en que no se dedujo formalmente un recurso de revocatoria, con mayor razón, iguales conclusiones deben adoptarse en el presente, donde el acto impugnado es producto de un recurso administrativo y el fallo recurrido desconoce el principio "in dubio pro actione", rector en materia de habilitación de la instancia contencioso-administrativa.  Por ello, existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas por la actora, como así también que la sentencia recurrida es arbitraria y pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Elemec S.A. c/ Dirección de la Energía de la Provincia de Buenos Aires


    E. 85, XXXIV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Gastos improductivos. Actualización monetaria. Cuestión de derecho público local. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones que resuelven controversias surgidas durante la ejecución de un contrato de obra pública, por tratarse de cuestiones de Derecho Público local, resultan ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, máxime cuando, por otra parte, se encuentran en discusión cuestiones de hecho y prueba, también ajenas a la instancia de excepción. Sin embargo, tales principios no son absolutos y ceden cuando la decisión adolece de arbitrariedad.  El recurso de la provincia demandada es formalmente inadmisible. En primer término, porque no se configura un supuesto de gravedad institucional que permita su consideración por parte del Tribunal, toda vez que los perjuicios que supuestamente le acarrearía la sentencia recurrida, no dejan de ser conjeturales e hipotéticos, en la medida que la mera existencia de otras causas en donde se debaten controversias similares a las del sub lite, no autorizan a concluir que, en tales casos, tendrá un resultado adverso a sus pretensiones. Máxime cuando, no “le compete e la Corte transformarse en el intérprete final de las decisiones que adopten los tribunales provinciales, dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran, sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de que el Tribunal puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales". En segundo lugar, porque sus restantes agravios sólo trasuntan su discrepancia con la solución otorgada al caso, por el a quo, sobre la inteligencia de normas de Derecho Público local, extrañas al remedio federal que intenta.  En efecto, el Superior Tribunal local admitió el reconocimiento de gastos improductivos teniendo en cuenta la doctrina que surge de sus pronunciamientos en causas anteriores, tanto respecto de la falta de imputación al contratista de las demoras en la ejecución de las obras, como de la interpretación que cabe asignarle a la fórmula que contiene el Decreto N° 1329/78, que reglamenta el art. 56 de la ley provincial 6.021, de obras públicas y, en especial, de la limitación que le atribuyó al reclamo administrativo de la actora, circunstancia que, unida a la aplicación de la ley 24.283, impiden que la indemnización final supere varias veces el monto final de la obra.  En tales condiciones, contrariamente a lo sostenido por la Provincia demandada, la sentencia cuenta, en este aspecto, con fundamentos suficientes que la ponen a salvo de la tacha que se le endilga, pues la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, en definitiva, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo.  En cuanto al recurso de la parte actora, los agravios contra la sentencia, en tanto dispone aplicar las disposiciones de la ley 24.283; ordena liquidar los gastos improductivos que reconoce de acuerdo con la conducta asumida por aquella parte en sede administrativa y los limita hasta la fecha de recepción provisoria de la obra, tampoco son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48.  Dado que, respecto de la aplicación de la ley de desindexación de deudas, no se vulneró su derecho de defensa, pues si bien es cierto que su contraparte no la invocó en oportunidad de contestar la demanda, sí expuso como defensa, para oponerse al reclamo, que: "...Si se accediera a los gastos improductivos peticionados por las demandantes estaría reconociendo una indemnización equivalente a más de siete veces el valor total de la obra...". De ahí que, el a quo no aplicó de oficio una ley, sino que encuadró en el derecho positivo, vigente al momento de dictar sentencia, la defensa esgrimida por una de las partes, es decir, hizo uso del principio iuria curia novit, sin afectación del Derecho constitucional de defensa en juicio.  Tampoco demuestran que la decisión del a quo de limitar el reconocimiento de gastos improductivos al costo actual de la obra que los originó, sea arbitraria, toda vez que tales gastos se computan teniendo en cuenta los valores ofertados con relación a una obra en particular, tal como lo dispone el Decreto N° 1329/78 y, en tales condiciones, no satisfacen aquel requisito indispensable para admitir la vía extraordinaria, cuando se trata de la aplicación de normas no federales, resuelta por los jueces de la causa. La jurisprudencia del Tribunal respecto de la ley 24.283, señala que "no reviste naturaleza federal. En efecto, tal norma no instaura un sistema de política económica del Estado, sino que su finalidad es reparar supuestas situaciones de indexación indebida producidas por la aplicación mecánica de los índices".  Finalmente, los agravios de arbitrariedad de sentencia y falta de fundamentación de la sentencia, al igual que los similares esgrimidos por la parte demandada, remiten a la consideración de cuestiones de hecho, prueba y a la interpretación de normas del régimen legal de obras públicas, resueltas por el a quo con fundamentos de igual carácter, que impiden apartarse del principio general que veda su revisión por la vía del recurso extraordinario.  Distinta es la solución respecto de las críticas que las actoras formulan a la sentencia del Superior Tribunal provincial que admitió la incorporación de pruebas fuera de la etapa procesal oportuna y sin cumplir con las prescripciones del Código de Procedimientos, y sobre las que sustentó su decisión de limitar, el reconocimiento de gastos improductivos, hasta la fecha de entrega del terreno en donde se construyeron las viviendas objeto del contrato de obra pública que ligó a las partes. Así, les asiste razón cuando afirman que tal proceder vulneró su derecho de defensa, por no preservar el principio de igualdad de tratamiento entre las partes en litigio.  En tales condiciones, se alteró el equilibrio procesal de las partes litigantes, sin que tal proceder pueda ser subsanado con la invocación de la nota aclaratoria del art. 54 de aquel Código, ni la pretendida fundamentación en normas del Código Procesal Civil y Comercial de la provincia, cuerpo legal que rige supletoriamente el proceso contencioso administrativo local.  Ello es así, porque si bien es cierto que el tribunal debe procurar averiguar la verdad material, no puede hacerlo a costa de sacrificar el derecho de defensa de las partes, ya que, por muy amplias que sean las facultades que, para ello, le otorguen las normas rituales, no alcanzan para admitir una prueba incorrectamente incorporada al expediente, desestimando la oposición que formulara la parte perjudicada, por medio de serias y fundadas alegaciones, en la primera oportunidad procesal posterior al conocimiento de tal irregularidad, haciendo privar una nota aclaratoria puesta por el Codificador a un artículo que faculta al tribunal contencioso administrativo a adoptar medidas para mejor proveer, por sobre otras normas expresas que regulan la admisión de las pruebas instrumentales en tales procesos, antes y después de contestada la demanda, tal como lo prevé el art. 38 del Código ritual respecto de los nuevos documentos que pueden arrimar las partes a la causa judicial.  Tal forma de actuar constituye, un claro apartamiento de la norma específica que rige la situación controvertida que, al privilegiar la solución que surgiría de la aclaración de una disposición normativa que regula otras incidencias procesales, toma en arbitraria la decisión recurrida.  Asimismo, las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial, también invocadas por el a quo en sustento de su decisión, tampoco pueden remediar la violación infringida al derecho constitucional de las actoras, porque el inc. 2° del art. 36 de aquél faculta a los jueces a "Ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes", mientras que el inc. 6° del mismo artículo, los autoriza a "Mandar, con las formalidades prescritas en éste Código, que se agreguen documentos existentes en poder de las partes o de los terceros en los términos de los articulos 385 y 387". En el primer caso, se trata de una norma atributiva de facultades para ordenar diligencias y, en el segundo, si bien admite la incorporación de documentos, exige que se cumplan ciertas formalidades, entre las que se encuentran, por un lado, la exhibición de los documentos originales y, por el otro, intimar al tercero en cuyo poder se encuentre el documento para que lo presente. Ninguno de estos requisitos fue satisfecho para admitir la incorporación de un documento, en la medida que, según surge del sello inserto en las fotocopias, ni tampoco se confirió un traslado a la parte contraria, para que pudiera ejercer su derecho de defensa.  En este sentido, la Corte ha dicho que si bien es cierto que el objeto del juicio es la averiguación de la verdad objetiva, dicha averiguación no puede llevarse a cabo sino conforme a las pautas rituales, que aseguran la igualdad de las partes en el proceso y la consiguiente garantía de defensa en juicio, pues esta última "en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en substancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de defensa”.  Por ello, existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas por las actoras y que la sentencia recurrida, en este aspecto, es arbitraria y pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.  A igual conclusión arribo respecto del agravio que dirigen contra la sentencia, en cuanto hizo coincidir la fecha de iniciación de los gastos improductivos con la entrega de los terrenos, por considerar que no existían pruebas que acreditaran la efectiva realización de los trabajos contratados.  Si bien esa decisión surge de la ponderación de elementos de hechos y pruebas, en el sub lite, se configura una excepción a la jurisprudencia que indica que el recurso extraordinario no es admisible para revisar aquella materia, porque el a quo omitió toda referencia a las alegaciones de las actoras que señalaban la existencia de acopio de materiales para la posterior edificación de las viviendas, inclusive la mención e individualización de una resolución administrativa que les reconoce aquel derecho, efectuada tanto en el escrito de iniciación de demanda, como en su alegato.  En tales condiciones, aun cuando el tribunal no tenga la obligación de ponderar todas las pruebas rendidas en autos, sí debe, al menos, considerar aquéllas que sean conducentes a la adecuada resolución de las cuestiones discutidas, circunstancia que no ocurrió en el fallo recurrido, en cuyos términos se advierte que el a quo afirmó categóricamente la falta de todo elemento probatorio al respecto y olvidó examinar las manifestaciones que formularon las actoras con relación a la resolución administrativa que les reconocía el derecho de acopio de materiales, así como las relativas al sistema de construcción de las viviendas. Todo ello quita sustento válido a la sentencia en crisis, máxime cuando la aprobación del plan de trabajos implicaba el comienzo de los plazos contractuales, con la consecuente obligación para las partes de realizar las tareas comprometidas.


    Corvin S.A. -Sorsa S.A. c/ Provincia de Buenos Aires


    C. 409, XXXV, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Reinstalación en el puesto de trabajo. Reincorporación. Cuestión federal. Juicios en que es parte una provincia. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los agravios del apelante suscitan cuestión federal suficiente en los términos del artículo 14 de la ley 48, por cuanto, aun cuando se trata de cuestiones de hecho y de derecho procesal local, ajenas, en principio, a la instancia extraordinaria, el a quo ha prescindido de la solución normativa aplicable al caso, lo cual redunda en evidente menoscabo del derecho de defensa garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional y habilita a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.  Corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, revocar la sentencia apelada y devolver las actuaciones a los efectos de que se dicte una nueva con arreglo a derecho.


    Ojeda, Germán Carlos c/ Provincia de Córdoba


    O. 34, XXXIV, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Sí bien los planteos de la apelante atinentes a la carga de soportar los aportes previsionales y el monto de la indemnización remiten al examen de cuestiones de hecho y Derecho Público local, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no constituye óbice para la apertura del recurso extraordinario cuando, existe cuestión federal bastante para habilitar la vía deducida, al haberse prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del tema e incurrido en autocontradicción.  También suscita cuestión federal bastante para su examen a través de la vía intentada, el planteo referido a la omisión del a quo de tratar el reclamo de pago de los salarios y el cómputo de los intereses devengados durante la suspensión preventiva. El superior tribunal local no ha efectuado una adecuada exégesis de los agravios sometidos a su consideración, lo cual lo ha conducido al dictado de un pronunciamiento que lesiona el derecho de defensa en juicio de la actora. Ello Justifica descalificarlo en lo que atañe a los agravios descriptos, ya que media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas.  Diferente es, la solución que debe darse al agravio referido a la omisión del tribunal local de expedirse sobre el reconocimiento de la antigüedad a los fines jubilatorios y de la carrera durante el lapso de suspensión, pues el hecho de haberse realizado el planteo, por primera vez en ocasión de interponer el recurso extraordinario y no haberlo sometido a consideración del a quo, lo torna extemporáneo y configura un óbice para su tratamiento en esta instancia de excepción. En tales condiciones, es aplicable la doctrina de la Corte según la cual “Si las argumentaciones que desarrolla el recurrente no fueron oportunas y suficientemente propuestas a los jueces de grado, ello impide su consideración en la instancia extraordinaria”.


    Ambrosio, Esther María c/ Provincia de Buenos Aires


    A. 271, XXXIV, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Salarios caídos. Indemnización. Procedencia del recurso. Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cabe recordar que los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que se ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas; principio que cede cuando adolece la arbitrariedad.   Es por ese mismo respeto que la Corte tampoco podría transformarse en el interprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que la Corte puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. Por ello, la Corte ha entendido que no es revisable, en principio, por vía del recurso extraordinario, la interpretación que efectúan los tribunales de provincia de las disposiciones de carácter local que constituyen el derecho administrativo aplicable a las relaciones entre los empleados públicos provinciales y el gobierno del que dependen.  La determinación del alcance con que se aplican las leyes no federales es materia ajena a la instancia extraordinaria, pues, como principio, es facultad privativa de los magistrados de la causa establecer las normas que deben regir el pleito y su vigencia en el tiempo.  La Corte ha dicho en jurisprudencia aplicable al sub judice, que la doctrina de la arbitrariedad tiene carácter estrictamente excepcional y no puede pretenderse por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, en definitiva, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo.   No es ocioso recordar que la Corte ha dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.


    Ambrosio, Esther Maria c/ Provincia de Buenos Aires


    A. 262, XXXIV, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Sanciones disciplinarias administrativas. Cesantía. Falta de fundamentación autónoma. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el requisito de fundamentación autónoma del recurso extraordinario consiste en que el escrito de interposición debe traer un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal, a través de una crítica razonada y concreta de los argumentos en que se basa la sentencia que impugna, sin que valga, a tal efecto, una mera crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.  Tal deficiencia se configura en el sub lite, toda vez que un examen atento del escrito recursivo de la demandada pone en evidencia que, dicha parte, se limita a esgrimir la arbitrariedad de la sentencia con apoyo en agravios genéricos y citas de jurisprudencia que de ninguna manera se hallan concretamente referidos a los términos del decisorio.  En efecto, afirma dogmáticamente que debían aplicarse al caso de autos los plenarios "González Vilar c/M.C.B.A." y "Boaglio c/M.C.B.A.", sin explicar las razones por las cuales así lo considera, ni señalar la aptitud que ello podría haber tenido para variar la solución del pleito. Si tales precedentes ponen de relieve la importancia de la motivación en todo acto administrativo, hubiera sido menester demostrar que el Decreto 326/95 no reúne dicho requisito y, además, que el tribunal a quo soslayó la existencia de ese vicio. Sin embargo, la recurrente se limita a argüir que el apartamiento de los plenarios citados torna al fallo recurrido en arbitrario.  Por otro lado, tampoco basta expresar que la conducta del actor debió calificarse como "mera inconducta" y que la Cámara resolvió con "criterio equivocado", pues con tales argumentos sólo se propugna el acierto de determinada solución jurídica y se omite rebatir el argumento central en el que se basó el decisorio, esto es, que era el actor quien debía verificar que el reclamante del retiro de especies arbóreas fuera el legitimado para hacerlo y que existía correspondencia mínima entre el plano y la obra nueva edificada, para luego efectuar la constatación del obstáculo alegado y que, en el caso, teniendo en cuenta las discordancias existentes en la documentación presentada, no lo hizo.


    Piñeiro, Juan José c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 178, XXXIV, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Universidades. Docentes. Estatutos universitarios. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Corresponde habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, toda vez que se encuentra controvertida la validez de un acto emanado de autoridad nacional y que la decisión de los jueces de la causa ha sido contraria a su validez.  Con relación al fondo del asunto, cabe señalar, por un lado, que el Estatuto Universitario constituye un ordenamiento destinado a regir las diversas actividades que se desarrollan en ese ámbito educativo, de conformidad con las pautas sentadas por normas de rango legal que fijan las bases del régimen jurídico universitario, de sus órganos de gobierno y del conjunto de deberes y derechos de los docentes y, por otro, que el control de legalidad que está facultado a realizar el Poder Judicial, supone el de la debida aplicación de las normas estatutarias, de manera que los hechos se clarifiquen adecuadamente y que las sanciones se ajusten a su texto.  En lo que aquí interesa, el artículo 64 del citado Estatuto de la Universidad Nacional de Catamarca establece que los docentes no podrán ser separados de sus cargos sino por la autoridad que los designó previo juicio académico. Asimismo, cabe tener presente que las autoridades universitarias, ante la denuncia de que la docente habría incumplido sus deberes y ante la falta de reglamentación del debido proceso legal, resolvieron iniciar la investigación conforme al procedimiento establecido por el decreto 1798/80 que cumplió las funciones del juicio académico aun no instrumentado.  Este proceder del Consejo Superior soslayó la circunstancia de que, en el ejercicio del poder disciplinario sobre agentes que están sometidos a un específico régimen en el cumplimiento de su función docente, debía ajustarse al procedimiento previsto por el Estatuto Universitario, de cuyas disposiciones no podía apartarse sin menoscabar el respeto a los principios inherentes al debido proceso legal, los cuales no pueden considerarse suficientemente resguardados con la instrucción de un sumario administrativo en los términos del Reglamento de Investigaciones, máxime cuando el procedimiento idóneo para preservar los derechos de la docente fue aprobado durante la tramitación de aquél.  Por lo demás, cabe señalar que la supletoriedad que imponen la ley 22.140 y el decreto 1798/80 para llenar los vacíos de la normativa específica respecto de las situaciones no previstas, no habilita a extender irrazonablemente su ámbito de aplicación, puesto que la actora se encontraba sometida a un régimen específico, que establecía en forma expresa, el modo de separación del cargo de los docentes universitarios y su falta de reglamentación no resultaba óbice valido para menoscabar las garantías que aquella normativa ofrecía a la ahora accionante.


    Carabus de Martinez, Olga Nélida c/ Universidad Nacional de Catamarca s/ Contencioso adminsitrativo


    C. 578, XXXIV, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 714, L. XXXVI, "Ganz de Guerrisi, Claudia Alicia c/ Provincia de Río Negro – Consejo Provincial de Educación - Recurso de Hecho".


    Arza, Silvia Mariela c/ Provincia de Río Negro - Consejo Provincial de Educación


    A. 689, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Inspección General de Justicia. Ley de procedimientos administrativos. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe señalar en primer lugar que, si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no procede en aquellos supuestos donde se hallen en juego la aplicación e interpretación de normas de derecho procesal y común, ha hecho excepción a tal principio, en aquellos casos donde la aplicación de una norma procesal relativa a facultades discrecionales de los tribunales de la causa, se ha llevado a cabo con notorio e injustificado rigor formal que afecta de modo irremediable el derecho de defensa en juicio.  La decisión del a quo, sancionando con la pérdida del recurso, la presentación fuera de la órbita física del Ministerio, constituye una aplicación mecánica y literal de la previsión normativa, que desconoce principios fundamentales que sostienen y regulan la tramitación administrativa y ponen especial énfasis, en la informalidad del procedimiento, pautas reiteradamente consagradas tanto en la doctrina nacional como extranjera, así como en la propia Ley de Procedimientos Administrativos 19549, artículo 1° incisos b y c,  y en las consideraciones del decreto del Poder Ejecutivo n° 1883/91, texto ordenado del decreto reglamentario de la ley.  Cabe agregar que la decisión del a quo, produce una alteración del mecanismo procesal de control administrativo, que atiende al principio de la tutela judicial efectiva o a la llamada jurisdicción revisora del acto, generando una lesión irreparable al administrado que ve restringida de manera indebida su defensa y el acceso a la jurisdicción, al impedirse el tratamiento en sede judicial del derecho sustancial que era alegado no fue atendido en la órbita administrativa, razón por la cual se le impide la revisión del acto que según sostiene afecta sus derechos y garantías de indiscutible protección Constitucional y en tratados internacionales de derechos humanos de jerarquía superior otorgada en el artículo 75 inciso 22 de nuestra Ley Fundamental.  En tales condiciones, la resolución cuestionada incurre en exceso ritual manifiesto en la aplicación de la norma que prevé el recurso de apelación, generando en orden a la naturaleza de la decisión impugnada, un agravio irreparable a los derechos del justiciable; por tanto corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia acuñada por la Corte.  Por ello, corresponde hacer lugar a la presente queja y conceder el recurso extraordinario revocando la resolución impugnada.


    The Nichiren Shoshu c/ Inspección General de Justicia 1611021/23209/23685


    T. 286, XXXV, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    ACOMFER. Multa. Publicidad radial. Ley vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ante todo, cabe señalar que los planteos de inconstitucionalidad de la ley n° 22.285 y del decreto n° 1357/89 fueron desestimados por él a quo y la sentencia, en este aspecto, ha pasado en autoridad de cosa juzgada, toda vez que el actor, en su recurso extraordinario, se ha limitado a cuestionar la aplicación de la resolución n° 133/83 del COMFER y las facultades para determinar un régimen de sanciones que, a dicho ente, confiere aquella ley.   Sentado lo anterior, el remedio federal es admisible en sus aspectos formales, pues se encuentra en discusión la vigencia de una resolución de naturaleza federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante funda en ella.  En cuanto al fondo del asunto, debe tenerse presente que el artículo 11 del decreto – ley n° 19.549 exige que, para que los actos administrativos de alcance general adquieran eficacia, deben ser publicados, mientras que por su parte, el artículo 103 del decreto reglamentario n° 1579/72 dispone que aquéllos producirán efectos a partir de su publicación oficial y desde el día que en ellos se determine, y si no designan tiempo, producirán efectos después de los ocho días, computados desde el siguiente al de su publicación oficial.   El cumplimiento de tal requisito, que condiciona la validez del acto de contenido normativo general, también ha sido exigido por la Corte, tal como lo demuestran los precedentes de fallos: 251:404, con las citas del considerando 2°, 252:19 y 293:157. Precisamente en el último de los casos mencionados, la Corte descalificó la sentencia que había considerado suficiente la publicidad dada a la resolución mediante su difusión en órganos periodísticos privados, por entender que ello no brindaba certeza sobre la autenticidad del texto legal ni indicaba la fecha en que entraría en vigencia, consecuencias que estimó graves, máxime cuando era fuente de penas.


    Gartner, Ángel Eduardo c/ Comité Federal de Radiodifusión R. N° 960/961/962/963/96


    G. 343, XXXV, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Administración General de Vialidad Nacional. Expropiación. Obras públicas. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva, ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia del Tribunal para habilitar la vía de excepción del art. 14 de la ley 48.  Debido a que la resolución judicial del presente pleito coincide, sustancialmente, con lo requerido por la actora apelante, esto es, hizo lugar a la demanda de expropiación que promovió y lo único que aquélla discute es la posibilidad de inscribir directamente el inmueble a su nombre en el Registro de la Propiedad Inmueble, sin abonar la indemnización fijada, haciendo valer, para ello, los efectos de una cesión de créditos a su favor, suscripta por los que mediante boleto de compra-venta, de los aquí expropiados, y sobre tales cuestiones, no existe sentencia definitiva, en la medida que el a quo dispuso que ellas se ventilen en juicio separado, por aplicación de lo dispuesto en los arts. 27 y 28 de la ley 21.499.  Por otra parte, el fallo recurrido tampoco puede asimilarse a definitivo, entendiéndose por tal aquél que causa un gravamen de imposible o de muy dificultosa reparación ulterior, porque la mera invocación de que la promoción de un juicio posterior para discutir aquellos temas "implicaría un dispendio jurisdiccional sin beneficio para nadie", no es suficiente para otorgarle aquel carácter a la sentencia apelada, ya que, por un lado, ello es consecuencia de la propia actitud de la actora, que eligió la vía expropiatoria para obtener la titularidad del bien, en lugar de una demanda de escrituración y, por el otro, existe controversia entre las partes sobre los efectos de aquel acto jurídico, a poco que se recuerde que los demandados desconocieron su existencia y que mantienen diferencias respecto del pago de las tasas e impuestos que gravan el inmueble.  Finalmente, la controversia quedó reducida a los efectos de la cesión de créditos que invoca la actora y a determinar si existe confusión entre acreedor y deudor, temas que exceden las previsiones de la ley expropiatoria, la que expresamente los remite a un juicio posterior, regido, esencialmente, por normas del Derecho Privado.


    Dirección Nacional de Vialidad c/ Vilella y Canepa, Guillermo y otros s/ Expropiación - Servidumbre administrativa


    D. 82, XXXV, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Empleo público. Remuneración. Poder judicial. Diferencias salariales. Juicios contra el Estado. Autarquía judicial. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, desde que se halla en juego la interpretación de un acto de autoridad nacional y la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente funda en él.   Cabe señalar, en primer término, que la ley de Autarquía Judicial facultaba a la Corte Suprema a fijar las remuneraciones de los integrantes del Poder Judicial de la Nación.  La calificación de “no remunerativo”, dada en la acordada 57/92, al suplemento otorgado al personal judicial integrante de los Anexos II y III, supone que dicho emolumento no está sujeto a aportes jubilatorios y, por lo tanto, que no integra el concepto de sueldo.  Al respecto, debe señalarse, liminarmente, que tal calificación colisiona con la forma en que la ley 18.037 -entonces vigente- definía a la remuneración, en tanto precisaba como tal a todo ingreso que percibiere el agente en dinero o en especie, susceptible de apreciación pecuniaria, en retribución o compensación o con motivo de su actividad personal, en concepto de sueldo, sueldo anual complementario, salario, honorarios, comisiones, participación en las ganancias, habilitación, propinas, gratificaciones y suplementos adicionales que revistan el carácter de habituales y regulares, viáticos y gastos de representación, excepto en la parte efectivamente gastada y acreditada por medio de comprobantes, y toda otra retribución, cualquiera fuere la denominación que se le asigne, percibida por servicios ordinarios o extraordinarios prestados en relación de dependencia.  Sin perjuicio de la denominación dada al suplemento, lo cierto es que, su pago no reconoce otra causa que la retribución por tareas desempeñadas genéricamente por el personal administrativo y técnico, de servicio, obrero y de maestranza del Poder Judicial de la Nación, puesto que se dispuso su pago habitual y general conjuntamente con los haberes mensuales de dicho personal.  En segundo lugar, al estar definido por ley lo que debe entenderse por retribución, sólo por ley puede ser modificado tal concepto, con lo cual la exclusión dispuesta por la Corte  -en ejercicio de la facultad delegada por el Poder Legislativo- violaría el principio de jerarquía normativa, toda vez que esa atribución ha de ser ejercida dentro de los límites establecidos por la misma legislación.  En tercer término, de los fundamentos expresados en la acordada 57/92, se infiere el criterio de la Corte sobre la naturaleza salarial del incremento, no obstante su calificación como suplemento no remunerativo ni bonificable.  Parece insoslayable además, observar que ya la corte ha dicho que “habida cuenta el carácter general con que fue otorgada la compensación… a todo el personal en actividad, no resulta dudosa su naturaleza salarial”, de lo que se sigue que en casos como en el sub lite, en que el suplemento ha sido creado en forma generalizada para todos los agentes del Poder Judicial de la Nación incluidos en los anexos II y III, debe reconocérsele carácter remunerativo.  También la Corte ha señalado reiteradamente que la expresión “no remunerativo” resulta poco afortunada, carente de contenido, y un evidente contrasentido, en cuanto pretende negarle al adicional su ostensible carácter remunerativo.


    Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional - C.S.J.N. – Acordada 57/92 s/ Empleo público


    A. 629, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Reclamo salarial. Ejército. Liquidación de haberes. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, desde que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de una norma de naturaleza federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ella. Se considera, asimismo, que toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad del fallo se encuentran inescindiblemente ligados con los referentes a dicha inteligencia, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos.          Preciso es recordar que el decreto 2528/85, que creó el adicional denominado “reintegro por servicio de refrigerio”, que percibirían a partir del 1 de enero de 1986 los agentes que dependían del Poder Ejecutivo Nacional, entre los que se encontraba el personal civil de las Fuerzas Armadas, se limitó a precisar que, “el citado reintegro estará sujeto a aportes y contribuciones previsionales y asistenciales y su liquidación se efectuará de acuerdo con las normas que rigen sobre el particular para el sueldo básico”. Posteriormente, el decreto 1282/86, actualizó ese adicional y además creó el “adicional recuperatorio retributivo ascendente” y el “adicional especial por jerarquización”. Ello no obstante señaló solo respecto del primero que será liquidado en las condiciones indicadas en el decreto 2528 del 30 de diciembre de 1985, en tanto que, a los otros dos, su liquidación se efectuará de acuerdo con las normas que rigen sobre el particular para el sueldo básico.   A su vez, el decreto 1713/86 que actualizo los tres adicionales referidos supra, mantuvo con relación al primero que debía liquidarse conforme a lo dispuesto en el decreto 2528, en cambio, respecto a los otros dos, reiteró que no eran computables para el cálculo de cualquier otro adicional.  En tales condiciones, por aplicación de la jurisprudencia de la Corte que indica que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley.


    Galván, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento


    G. 661, XXXV, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Cuestiones de competencia


    Accidente in itinere. Cobro de sumas de dinero. Acción de repetición. Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa S.C. Comp. 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Avila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero”.


    Consolidar A.R.T. c/ Cagnoni, Martin Javier s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1400, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Quiebra. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. Comp. 690, L. XXXII, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Salvador Saiegh s/ Ejecución hipotecaria”; resuelto por la Corte en conformidad con los fundamentos del 1 de julio de 1997 expuestos por este Ministerio Público.


    Conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, resultan atraídas por el juicio universal todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia.  Atento a que el bien objeto de realización en la presente acción, es de propiedad de la  fallida y configura parte de su activo, queda sometido al trámite de realización de bienes previstos en los artículos 203 y siguientes de la citada ley, lo que hace necesario para evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos, que sea el tribunal que entiende en el juicio universal, el competente en la ejecución especial del bien o en la continuación del proceso hipotecario.


    Pontiggia de Della Pena, Eloísa c/ Saenz, Elsa Inés s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1215, XXXVII, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente de tránsito. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El art. 1113 del Código Civil, dice con absoluta precisión que en los supuestos de daños causados con las cosas, el dueño o guardián, para eximirse de responsabilidad, deberá demostrar que de su parte no hubo culpa, supuesto que no se configura en auto.  La doctrina de la sentencia arbitraria no es aplicable al sub examine, desde que, a la luz de lo previamente puntualizado, no estamos en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a un fallo corno acto judicial. Por tanto, tal doctrina no es invocable frente a supuestos como el de autos, en los que el Tribunal ha hecho una razonable subsunción, aunque discrepe el recurrente con la apreciación de las pruebas, o con la interpretación de normas procesales o de orden común, que el juzgador, en definitiva, valora a través de argumentos posibles según las constancias obrantes.


    C. D. C., María Lidia c/ Moreno, Roberto Omar y/o quien resulte tenedor, poseedor, usufructuario o propietario de la camioneta marca Chevrolet modelo 1974 dominio P X12 XX8


    C. 844, XXXV, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Depósito en garantía


    Restitución de sumas de dinero. Plan de pagos. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Sentencia extra petita. Derivación razonada del derecho vigente. 


    El remedio federal interpuesto resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente fundó en ellas. Por otra parte, corresponde examinar en forma conjunta con esta cuestión la referida a la alegada arbitrariedad en que habría incurrido la Alzada al otorgar derechos no pedidos por la actora, pues ambas involucran aspectos que guardan estrecha conexidad entre sí.  En cuanto al agravio relativo a la interpretación dada por el a quo al art. 183 de la Ley N° 11.683, hoy art. 202. Si bien es cierto que la norma allí contenida establece, en términos que no dejan lugar a dudas, la improcedencia del pago de intereses en los casos de devolución de los depósitos en garantía de obligaciones que no resulten total o parcialmente adeudadas por el contribuyente, no lo es menos que rige para el supuesto en que el depósito sea reintegrado por el Fisco en la oportunidad debida. Vale decir que, por el tiempo transcurrido entre el momento en que se realizó el depósito y aquél en que debe devolverse al contribuyente, el capital dado en garantía no genera intereses, por expresa disposición legal.  Pero este precepto de la ley de rito no impide, como lo ha sostenido la Corte, que, si el fisco Nacional no devuelve oportunamente las sumas depositadas que resultaren no adeudarse y es constituido en mora para su restitución, tenga que abonar los intereses devengados desde la fecha en que tal devolución se debió efectuar hasta la del efectivo pago. La Corte fundó su postura, en aquella oportunidad, en que el art. 509 del Código Civil manda compensar la privación del capital, toda vez que la procedencia de dichos accesorios es atribuible a la conducta del depositario posterior a la extinción de la obligación fiscal que dio origen al depósito realizado y condenó al Fisco a liquidar intereses, desde la fecha de mora, a la tasa del 6% anual.  Tal doctrina demuestra que, en aquellos supuestos en que la Administración sea renuente a reintegrar los aportes que, no le son propios, la aplicación de intereses no altera la letra ni el espíritu del art. 202 de la ley de rito.  Con relación a los intereses previstos en el art. 10 del Decreto N° 941/91, reglamentario de la Ley de Convertibilidad N° 23.928, el Supremo Tribunal reconoció que, vedado el recurso de la actualización monetaria por depreciación, la aplicación de intereses a la tasa pasiva prevista en dicho decreto, era la solución más adecuada para mantener el valor de las sumas que no pueden ser reajustadas, sin que deba desvirtuarse el fin desindexatorio de la ley de convertibilidad mediante el recurso indirecto de la aplicación de tasas de interés excesivamente elevadas.  Por ello, tampoco resulta atendible el agravio de la apelante vinculado con que la sentencia es un pronunciamiento extra petita. En efecto, no se advierte que el a quo haya incurrido en una actividad incorrecta o transgresora del debido proceso que tache al veredicto de arbitrario, en tanto hizo uso de la alternativa que se emplaza en el marco de facultades que deviene del propio ordenamiento, que es de orden público y sobre cuya constitucionalidad se expidiera la Corte Suprema, máxime si se tiene en cuenta tanto que las normas cuya aplicación cuestiona la recurrente fueron dictadas mucho tiempo después de iniciado el reclamo de devolución, como que el actor solicitó ab initio el mantenimiento del valor del depósito.


    Daglom S.A. c/ Dirección General Impositiva


    D. 650, XXXV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Pago por consignación


    Ejecución del contrato. Actualización monetaria. Convertibilidad. Sentencia arbitraria. Derivación razonada del derecho vigente. 


    Surge de todos los fallos recaídos en las diversas instancias del proceso y de los términos de la litis que la cuestión a resolver en el caso, es si la cláusula 4° del contrato de locación que unía a las partes, conformó un modo de adecuación del canon locativo frente a expectativas inflacionarias o a un modo contractual de cumplimiento de las obligaciones del locatario. Resulta a evidente que este aspecto a acreditar, constituye una cuestión propia de los jueces de la causa y ajena por principio al recurso extraordinario.  Sin perjuicio de ello, se desprende de las constancias de la causa, que el contrato fue firmado entre las partes, con posterioridad a la vigencia de la ley federal 23.928; que fue cumplido regularmente durante un lapso prolongado, sin objeciones por el locatario accionante, lo que hace presumir con alto grado de certeza, que no hubo motivos para interpretar que la cláusula cuestionada violentaba el ordenamiento legal obligatorio y vigente al tiempo de su firma.  La razón dada para las quejas del recurrente, tuvo como fundamento la insuficiencia de ingresos para cumplir con la obligación asumida, argumento que se concilia con los motivos que dio la contraparte para explicar la razón de ser de la cláusula 4°: un acuerdo de voluntades, para adecuar el canon a las posibilidades del locatario que se derivarían de su actividad comercial, aspectos éstos que a su vez llevan a la presunción de que tal fue la intención de las partes volcadas en el contrato y no una expectativa inflacionaria y de deterioro de la moneda, que por otro lado, era notorio en las mencionadas circunstancias cabía descartar en virtud de la vigencia de la ley de convertibilidad.  Los antecedentes de hecho, que fueron motivo de tratamiento y resueltas en las distintas instancias, con fundamento en normas de derecho común que autorizaban a los contratantes a establecer un precio locativo diferente y progresivo para los distintos tiempos de duración del contrato, surten de suficiente fundamento a las decisiones de los tribunales y justifican el rechazo del recurso de casación; por tal razón el pronunciamiento de la Corte local sobre el particular no aparece descalificado por arbitrariedad, ni contrario a las disposiciones de la ley federal invocada.


    Planetario S.R.L. c/ Galves, Blas A. s/ Pago por consignación


    P. 665, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Patrocinio letrado


    Costas al letrado. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión de derecho común. 


    Primeramente, el recurrente confunde en forma reiterada a lo largo de su argumentación dos figuras jurídicas distintas, y por lo tanto de disímil naturaleza: las costas y las sanciones procesales. Las costas no constituyen una pena ni una sanción, sino que tienen por objeto el resarcimiento de los gastos originados en el proceso. Las sanciones procesales, se relacionan con la aplicación de medidas disciplinarias que en ocasiones revisten el carácter de penas pecuniarias, esto es, multas, y requieren demostración del ánimo subjetivo que tipifica a la causal de malicia procesal. Dicho supuesto no se corresponde con el marco fáctico del sub lite.  Más allá de la terminología empleada, los jueces de la causa han entendido que se ha litigado sin razones, peticionando lo no debido inexcusablemente, responsabilizando al letrado patrocinante en tanto brindó incorrectamente su asesoramiento profesional. De ahí que la imposición solidaria al quejoso de las costas con fundamento en el art. 20 de la L.C.T., no aparece como un desatino desde el punto de vista de la lógica jurídica, ya que el Sentenciador que las puede imponer por pedir de más, razonablemente podría hacer lo mismo ante la inexistencia notoria de derechos verosímiles. A fortiori, en el contexto de los hechos que muestra la existencia de dos procesos iniciados por la misma causa, con objetos coincidentes, y con desestimaciones terminantes por parte de cuatro Tribunales de justicia.  Además tiene dicho la Corte que lo atinente a la distribución de costas es, por su carácter accesorio, fáctico y procesal, propio de los jueces de la causa e insuceptible de tratamiento por la vía del art. 14 de la ley 48, y que la excepcionalidad de la doctrina de la arbitrariedad es particularmente más intensa en punto a la imposición de las mismas.  Conforme a lo expresado, no se advierte la arbitrariedad que se invoca, y por tanto la sentencia controvertida tiene fundamentos de naturaleza común y procesal que resultan suficientes para la solución integral del caso, y que no se está en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial.


    Gille, Edgardo Mario c/ Guillochon, Carlos Eduardo y otro s/ Cond. en costas en forma solidaria actor y letrado


    G. 20, XXXV, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acumulación de indemnizaciones. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    Si no se advierte la arbitrariedad que se invoca, y por tanto la decisión controvertida tiene suficientes fundamentos para la solución integral del caso, y no se está en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial, se debe desestimar la queja.


    Argañaraz, Nicanor Alberto y otros c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado


    A. 499, XXXV, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Prescripción. Daños y perjuicios. Fallos de la Corte Suprema. Mediación. Suspensión de la prescripción. Remisión del expediente. 


    Si bien lo atinente a la interpretación y aplicación de normas de derecho común relativas a la prescripción es, en principio, ajeno a la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, así como que ellos tomen debidamente en cuenta las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  En el caso, el tribunal de Alzada tuvo por cumplido el plazo de prescripción del art. 4037 del Código Civil, estimando que se reinició el cómputo del término cuando finalizó la mediación. Al así decidirlo, omitió examinar el planteo del apelante sobre la aplicación analógica del art. 3986, segunda parte, del Código Civil, en cuanto dispone que la constitución en mora en forma auténtica opera un efecto suspensivo.  Dicha argumentación tenía entonces particular relevancia ante la ausencia, en la época de la demanda, de una norma .reglamentaria que aclarase como luego lo hizo el artículo 28 del decreto 91/98 cuando se reanudaba el cómputo del plazo legal.


    Masur, Alejandra c/ Sosa, Miguel Ángel y otros


    M. 418, XXXV, 31 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Quiebra. Designación del síndico del concurso. Patrocinante. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    De los autos principales resulta que el síndico acepto el cargo en la quiebra y designó a su asesora letrada con anterioridad a la reforma de la Ley de Concursos que le impuso hacerse cargo de los gastos derivados de la asistencia letrada. En esas condiciones, el síndico tiene un derecho adquirido a mantener el régimen vigente entonces, bajo cuyas circunstancias tomó la decisión de designar una abogada patrocinante.  Son de aplicación en la especie las consideraciones vertidas por la Corte en el caso "Francisco Costa e Hijos Agropecuaria c/ Provincia de Buenos Aires" (Fallos 319:1915) cuando señaló que "ni el legislador ni el juez pueden, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, ya que en ese caso el principio de la no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la Ley Suprema".  Asimismo, dijo que para que exista derecho adquirido y, por tanto, se encuentre vedada la aplicativo de la nueva ley, es necesario que su titular haya cumplido -bajo la vigencia de la norma derogada o modificada- todas las condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en esa ley para ser titular del derecho de que se trata, aún cuando falte la declaración formal de una sentencia -o acto administrativo y que, en el caso de los trabajos profesionales, el derecho se constituye en oportunidad en que se los realiza, más allá de la época en que se practique la regulación.  Desde esa perspectiva, adquiere relevancia en el caso considerar que el sindico acepe el cargo y decidió actuar con patrocinio letrado durante la vigencia del régimen anterior, por lo que no debe aplicarse la disposición legal relativa a la obligación de soportar el costo de su letrada, en tanto su trabajo se inició con anterioridad a su vigencia.


    Audiocústica S.A. s/ Quiebra


    A. 863, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Restitución del inmueble. Acciones reales. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Examinados los agravios contenidos en el escrito de impugnación, se advierte que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, a la par que las conclusiones del a quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio.  Sobre el particular, la Corte tiene dicho que el mero carácter extracontractual que se invoca, es insuficiente para tornar aplicable el plazo de prescripción bienal. Ello así, pues la acción del propietario contra el poseedor de mala fe por el reintegro de frutos no es de naturaleza aquiliana, por lo que corresponde estar al plazo ordinario del artículo 4023 del Código Civil. Y ha establecido, asimismo, que, la restitución de frutos es una pretensión accesoria de la que persigue la restitución de la cosa principal y reconoce como causa jurídica el derecho de propiedad.  En cuanto a los agravios referidos a la falta de elementos probatorios del valor locativo del inmueble,  las críticas, sólo traducen discrepancias con el criterio del juzgador al respecto, resultando insuficientes para rebatir las razones que lo sustentan, y para invalidar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido, máxime si se tiene presente que la Corte ha dicho, en el marco de otros presupuestos fácticos, que la determinación del daño por el tribunal no requiere el estricto seguimiento de criterios matemáticos.  En este marco, procede recordar que la doctrina de la arbitrariedad, reiteradamente calificada por la Corte como excepcional, no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos equivocados o que se reputen tales, en tanto no se demuestre que el resolutorio impugnado contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Ascani, Beatríz Isabel c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    A. 530, XXXVI, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Aportes previsionales. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que la invocación de que se halla involucrada una cuestión constitucional no puede ser el resultado de una reflexión tardía, sino formularse en la primera oportunidad que el procedimiento brinda al interesado.  Resulta, pues, extemporánea la cuestión federal planteada en el recurso extraordinario de la quejosa, ya que debió ser introducida en la expresión de agravios de la apelación contra la resolución de la Dirección General Impositiva, que fue confirmada por la Cámara Federal de la Seguridad Social en virtud de fundamentos análogos.


    Cooperativa de Trabajo de Transporte La Unión Limitada c/ Dirección General Impositiva


    C. 556, XXXIII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Daño moral. Discrepancia del recurrente. Confirmación de sentencia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Respecto a los agravios de los recurrentes referidos a la desestimación que la Cámara hizo de sus reclamos por daño moral, los mismos no pueden tener andamiento toda vez que se trata de meras discrepancias con la interpretación del derecho común y la valoración de circunstancias de hecho y prueba practicada por los tribunales de la causa, ajenas a la instancia extraordinaria.  Respecto al aserto que la Cámara colocó al único apelante en una peor situación que la derivada del pronunciamiento de primera instancia, la confirmación de una sentencia, no plantea cuestión federal pues no hay “reformatio in pejus” en los términos que la jurisprudencia de la Corte ha admitido a aquel efecto.


    Asociación Mutual de Protección Reciproca de Bomberos Voluntarios de la Republica Argentina c/ Editoral Sarmiento S.A.


    A. 381, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Interrupción de la prescripción. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tal como lo expuso la Corte en una causa en que se debla una declaración similar, no ha sido alegado ni probado que la aplicación de los artículos 22 y 23 de la ley 24.463, cause un perjuicio concreto y actual, por lo que no ha quedado en evidencia la irrazonabilidad de la pauta adoptada por el legislador.


    Antich de Suburo, Dora c/ ANSES s/ Interrupción de prescripción


    A. 677, XXXV, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cabe estar a lo dictaminado en la fecha en la causa G. 20, L. XXXV.


    Guille, Edgardo Mario c/ Guillochon, Carlos Eduardo y otro


    G. 30, XXXV, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Monotributo. IVA. Responsables no inscriptos. Ombudsman. Facultades del ombudsman. Falta de legitimación para obrar. Pronunciamiento inoficioso. Revocación de sentencia. 


    En primer lugar, el punto relativo a la legitimación procesal que ha esgrimido en autos el señor Defensor del Pueblo de la Nación, si bien no ha sido objeto de agravio concreto por parte del Fisco, al configurar un presupuesto necesario para que exista un "caso" o "controversia" que deba ser resuelto por los tribunales federales, su ausencia tornaría inoficiosa la consideración de los planteamientos formulados por el apelante, ya que la Justicia nacional no procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte.  Una constante jurisprudencia de la Corte, elaborada sobre la base de lo establecido en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ha expresado que esos casos son aquéllos en los que se persigue, en concreto, la determinación del derecho entre partes adversas, motivo por el cual no hay causa "cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros poderes", ni, por ende, existe facultad alguna en cabeza del Poder Judicial de la Nación que lo autorice, a formular dichas declaraciones.  Ha sostenido el Tribunal que, si bien el art. 86 de la Carta Magna prescribe que el Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal, ello no significa que los jueces no deban examinar, en cada caso, si corresponde asignar a aquél el carácter de titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, como es exigible en todo proceso judicial.  La Ley 24.284 excluye expresamente, del ámbito de competencia del órgano amparista, al Poder judicial, y establece que si iniciada su actuación "se interpusiese por persona interesada recurso administrativo o acción judicial, el defensor del pueblo debe suspender su intervención".  En el caso, varios profesionales afectados por la reforma introducida por la Ley 24.977 han iniciado acciones judiciales con el mismo objeto aquí perseguido: que se les permita continuar como responsables no inscriptos en el IVA, a pesar de tener una facturación anual que no supera el tope establecido. De esta forma, basta para rechazar la legitimación procesal de dicho organismo en la presente causa, tornándose inoficioso considerar los agravios vertidos por la recurrente.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos Decreto 885/98 s/ Amparo Ley16.986


    D. 628, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Adicionales de remuneración. Personal militar. Cuestión federal. Seguridad social. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El Tribunal ha señalado, en casos similares, que por más extensas que se juzguen las facultades reglamentarias del Poder Ejecutivo para determinar la composición del haber mensual y de los adicionales, estas no alcanzan para transformar la remuneración principal en accesoria, ni ésta en la principal, mediante un simple arbitrio de designar una parte substancial del salario que regularmente percibe la generalidad del personal en contraprestación por sus servicios específicos como ajena al haber o sueldo de éste.  Ello es lo que acontece en el sub-lite por cuanto los adicionales creados por el decreto nacional 2744/93 representan entre un cuarenta y sesenta por ciento del haber mensual, según se trate de personal superior o subalterno, respectivamente.  Lo expresado por la apelante en cuanto a que, a su entender, el a-quo sentenció fuera del marco planteado por la actora, tampoco conmueve la solución aquí propiciada, por cuanto no cabe interpretar la demanda en forma tan estricta, desde que nos encontramos ante un reclamo de un beneficio de la seguridad social que demanda que se lo trate con la delicadeza propia de su naturaleza y cuando, además, la interpretación del sentenciador condice con la extrema cautela con la que los jueces deben actuar en los casos de beneficios de naturaleza alimentaria.


    Costa, Emilia Elena c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    C. 422, XXXV, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Determinación de la incapacidad. Relación de causalidad. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene establecido la corte que la valoración de la responsabilidad civil por hechos de mala praxis médica es materia típica del derecho común, y se halla dentro del marco de apreciación propia de los jueces de la causa en lo atinente a la inteligencia asignada a las normas no federales aplicadas.  La tacha de arbitrariedad debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, tal como ocurre en el sub examine.  La doctrina de las sentencias arbitrarias exige, para el andamiento de la tacha, la existencia de graves falencias e irregularidades en los resolutivos atacados, siendo indispensable que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando por ello la lesión de derechos y garantías constitucionales, tales como la propiedad y del debido proceso.  En el caso, es preciso examinar con detenimiento los elementos de juicio obrantes en la causa, ponderar, ecuánimemente las pruebas producidas, prestando especial atención a los informes, agregados y a las operaciones periciales efectuadas, a la luz de los principios generales de nuestra ordenamiento positivo que informan la responsabilidad profesional de los médicos.  Ello, con la finalidad de determinar si la sentencia atacada constituye una derivación razonada del derecho vigente con particular referencia a las circunstancias comprobadas en la causa, o puede ser calificada, como una decisión arbitraria que prescinde del ordenamiento jurídico, vulnerando las garantías amparadas por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.   Los agravios del apelante suscitan cuestión federal, para su examen en la vía elegida, pues no obstante referirse a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas al remedio del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no configura óbice decisivo cuando, como en el caso, la sentencia apelada no cumple con el requisito de debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales, y sólo satisface en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada de las normas vigentes con particular aplicación a las circunstancias de la causa.  De acuerdo a las constancias del proceso, ha quedado suficientemente demostrado que el anestesista que intervino en la operación cesárea, el medico autor de la incorrecta técnica de aplicar la anestesia peridural, era el único médico de la localidad con matrícula de especialista en anestesiología, expedida por la autoridad correspondiente, con más de diez años de antigüedad como tal, sin antecedentes de mala praxis. Ello descarta ab initio la hipótesis de la culpa del cirujano en la elección del especialista en anestesiología ya que tal iniciativa no justifica por si la atribución de una responsabilidad refleja, en tanto se convocó a un especialista con matrícula habilitante y años de experiencia profesional.  En lo relativo a la supuesta culpa del cirujano por falta de vigilancia del obrar del anestesista, tal deducción configura una afirmación dogmática que no se compadece con las reales condiciones en que se desarrolló el acto quirúrgico ni con las estrictas incumbencias profesionales que limitaban la actuación de los facultativos intervinientes. Ello es así, pues se encuentra suficientemente acreditado que el accidente que originó los graves daños producidos a la señora se debió a la incorrecta técnica de aplicación de la anestesia por parte del especialista en anestesiología, y que éste, como profesional de igual condición médica y distinta especialidad, actuaba en forma autónoma del cirujano salvo en los aspectos de coordinación.  Tiene dicho la Corte que la autonomía científica y técnica que caracteriza la función del anestesista obsta al establecimiento de una relación de subordinación con el cirujano, quien carece de facultades para ejercer un control o vigilancia respecto de los actos propios de otra incumbencia profesional, limitándose su órbita legal de fiscalización a los actos del personal que ejecuta sus órdenes como auxiliar, y sobre el que tiene el poder de control.  Tratándose de responsabilidad médica, para que proceda el resarcimiento de los perjuicios sufridos, debe acreditarse de modo fehaciente la relación de causalidad entre el obrar culposo del profesional y el daño causado. No habiendo sido acreditada en el sub examine aquella relación de causalidad entre la conducta médica del doctor y la mala práctica anestésica que originó el grave daño sufrido por la actora, el fallo apelado se basa en afirmaciones dogmáticas, resulta de fundamento sólo aparente, y no encuentra respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa.


    V., N. c/ O., K. y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 67, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Empleo público. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 629, LXXXVI, “Arakaki, Marcela Noení y otros c/ Estado Nacional (C.S.J.N. - Acordada 57/92) s/ Empleo público”.


    Montiel, Evaristo y otros c/ Estado Nacional – C.S.J.N. -Acordada 57/92- s/ Empleo público


    M. 131, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Siendo insuficiente la sola denuncia del CUIT a efectos de dar por cumplido el recaudo exigido en el artículo 2, inciso b, de la ley 17.250, deberán los peticionantes acreditar la inexistencia de aportes pendientes.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por los peritos ingenieros A. H. Puppo, R. S. Danesi y A. J. Bignoli (reconstrucción)


    S. 143, XXIV, 10 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    Derecho Comercial


    Contienda negativa de competencia


    Comercio exterior. Derechos de importación. Regímenes especiales de importación. Nulidad de la resolución. Observancia de tratados internacionales. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    Cuando se halla en discusión el alcance a asignar a normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o del tribunal, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, circunstancia que exige examinar la interpretación de las normas efectuada por el Juzgador para determinar si, efectivamente, la resolución declarada nula es una prórroga de la inicial y si, en su caso, se observó el procedimiento previo a su dictado.  No asiste razón a la recurrente en tanto dice que la Cámara subsume la facultad de aplicar una medida de salvaguardia por un determinado periodo -derecho sustantivo- en normas de procedimiento que, a su criterio, no se vinculan ni concreta ni directamente con la cuestión debatida. Este argumento, que esgrime para descalificar la sentencia, no puede prosperar a poco que se advierta que en el sub lite no es materia u objeto de discusión ni el origen de la medida inicial, ni su legitimidad como medida de política económica, ni las opiniones divergentes referidas al imperio de las decisiones de los organismos jurisdiccionales internacionales, sino la verificación de que en el dictado de la prórroga de la medida originaria se haya cumplido con los recaudos esenciales previos establecidos en las normas vigentes para tales fines. Con ello no se impide en absoluto, como pretende la apelante, la aplicación del régimen de salvaguardia, sino muy por el contrario, se asegura que sea aplicado conforme a las leyes que lo instrumentan. No se trata, pues, de una intromisión del Poder Judicial en esferas de competencia ajenas, sino, más bien, del ejercicio propio de sus funciones específicas de contralor del cumplimiento de las normas aplicables.  En cuanto al agravio de la recurrente en cuanto a que, por la Resolución N° 122/00, no se habría prorrogado la Resolución N° 987/97 sino que se habría extendido la vigencia de la cláusula de salvaguardia por ella adoptada, lo cual, a su criterio, tornaría inaplicable el procedimiento de investigación previsto para la adopción de prórroga, una correcta hermenéutica del régimen aplicable en el sub lite lleva a sostener lo contrario. La Ley N° 24.425 aprobó "El Acta Final en que se incorporan los resultados de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales, las Decisiones, Declaraciones y Entendimientos Ministeriales y el Acuerdo de Marrakesh, por el que se establece la Organización Mundial del Comercio y sus cuatro anexos", que fueran suscriptos en el Reino de Marruecos el 15 de abril de 1994. En dicho marco normativo se aprueba, entre otros, el Acuerdo de Salvaguardias (en más el Acuerdo) y el Entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de controversias. El Poder Ejecutivo, en función de las facultades que le otorga el artículo 99 inciso 2° de la Constitución Nacional, dictó el Decreto N° 1059/96 a fin de reglamentar la ejecución de la ley supra mencionada.  En este contexto normativo, el artículo28 del Decreto establece que la duración de una medida definitiva se limitará al período necesario para prevenir o reparar el  daño o su amenaza, período que no podrá exceder de cuatro años, incluido en él aquél de una eventual medida provisional (conc. Art. 7.1 del Acuerdo). Ello conduce a señalar que no necesariamente el periodo inicial debe ser de cuatro años, sino que puede ser menor específicamente el considerado por la autoridad de aplicación como indispensable para atenderla emergencia  no debiendo superar ese límite temporal.  Sin embargo, ese período puede ser prorrogado si se llega a la conclusión de que es necesario adicionar más tiempo y con ello facilitar la realización del reajuste de la rama de la producción nacional afectada. (artículo 29 del Decreto y 7.2 del Acuerdo).  Vale decir, que toda alteración en el tiempo de aplicación de la medida adoptada es, sin necesidad de mayor análisis, una prórroga. La pretendida diferencia entre extender y prorrogar no tiene, pues, fundamento jurídico. Máxime, si se tiene en cuenta la reiterada doctrina de la Corte Suprema en cuanto a que la primera fuente de exégesis de las leyes es su letra y, cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación, debe ser aplicada directamente, con independencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.  Tampoco puede sostenerse, como pretende la demandada, que sólo es admisible una prórroga y que ésta corresponde, de ser necesaria, una vez cumplidos los cuatro años de la medida inicial. Tal afirmación no condice con lo expresado en el segundo párrafo del artículo 29 del Decreto, que, al regular la adopción del procedimiento aplicable a tales actos, admite las prórrogas de las medidas definitivas impuestas en consonancia con el Acuerdo de Salvaguardia que, en su artículo 7.3 -al determinar los ocho años como plazo total de aplicación de una medida de salvaguardia- incluye al período de una medida provisional, al de la aplicación inicial y al de toda prórroga del mismo.  Ahora bien, con relación al procedimiento necesario para adoptar una prórroga, el ya citado artículo 29 del Decreto, en su segundo párrafo establece "Las prórrogas de las medidas definitivas impuestas, serán adoptadas siguiendo el mismo procedimiento que para la imposición de las medidas iniciales”. Respecto de una medida inicial, las normas aplicables determinan que sólo se la podrá fijar cumplida una investigación realizada por la autoridad de aplicación competente con arreglo al procedimiento que, a tal efecto, establezca.


    Adidas Argentina y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía - Resoluciones 987/97, 512/98 y 1506/98 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 1089, XXXVI, 05 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Sociedades comerciales. Constitución de sociedades. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Atendiendo a tal circunstancia corresponde poner de resalto, que más allá de que el fin último de las pretensiones de la actora, sea la de obtener la declaración del carácter ganancial de un porcentaje de cuotas sociales que constituyen el acervo hereditario, esta cuestión, es cierto, es materia propia de las facultades del juez del sucesorio y sólo será factible de resolverse, cuando se establezca con certeza la relación de continuidad societaria invocada en la acción, siendo éste con nitidez el fin central de la demanda.  Establecido ello, la razón de ser y objeto principal y autónomo de la acción es establecer la invocada relación de continuidad societaria de las sociedades comerciales, pretensión ésta, que más allá de tener por fin hacer valer la decisión Jurisdiccional que recaiga, en los autos sucesorios, resulta de notoria naturaleza societaria y mercantil, cuya competencia corresponde sin dudas al fuero en lo comercial, en los términos de lo dispuesto en el artículo 43 bis del decreto-ley 1285/58; según ley 23.637.  Es notorio asimismo, que dicha cuestión resulta ajena al fuero de atracción del sucesorio, atento a que conforme surge de las constancias de la causa, la determinación de la existencia de una continuidad entre las distintas sociedades comerciales mencionadas, no importa la promoción de acción contra el causante y requiere la intervención de personas ajenas a dicho proceso universal.


    Ranucci, Mirta Mabel c/ Freyre, Gloria María y otros  s/ Acción Declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 1536, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Incidente de nulidad. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La competencia en materia de concursos tiene carácter de orden público y no puede por eso ser prorrogada salvo casos excepcionales, ni alterada por voluntad de los interesados, ni por los órganos judiciales. Tal carácter tiene por fin en particular atender a la unidad de ejecución colectiva y la pars condictio creditorum, y se halla en directa relación con principios como el del juez natural, la seguridad jurídica y la economía procesal.  Por dicha razón, el legislador ha sido muy preciso al establecer los distintos supuestos que permiten definir cuál es el tribunal competente que debe intervenir en el concurso conforme surge del artículo 3° de la ley 24.522; circunstancias accidentales o voluntarias que modifiquen ulteriormente la situación prevista en dichas normas no permiten alterar tal competencia.  Corresponde destacar en primer lugar que la peticionante del pedido de propia quiebra, se presentó inmediatamente antes de este proceso, y sin solución de continuidad, en dos concursos preventivos, el último de ellos, luego de diversas incidencias acerca de la competencia, fue finalmente radicado ante la justicia nacional, y se declaró concluido por nulidad del auto de apertura, al no darse los presupuestos del artículo 31 de la ley concursal, por existir pedidos de quiebra pendientes que no fueron satisfechos y no haber transcurrido el lapso de un año luego del desistimiento del primer concurso.  Por otra parte, durante la vigencia de éste último proceso preventivo, la sociedad concursada, tramitó y obtuvo el cambio de domicilio social y lo trasladó a la Provincia de Buenos Aires. Independientemente de las motivaciones y objetivos perseguidos para realizar ese cambio, es cierto que tal circunstancia vino a modificar el presupuesto original que había determinado la competencia del juez nacional.   Sin embargo, de la lectura de la presentación del concurso preventivo, que se pretende transformar en pedido de propia quiebra, surge que la mayoría abrumadora de los acreedores denunciados, tienen su asiento en la Capital Federal; que los juicios promovidos y en trámite contra la concursada se hallan también en dicha sede, al igual que su activo principal conformado por un bien Inmueble donde originalmente se hallaba el domicilio legal y el establecimiento industrial.  En tales condiciones. atendiendo particularmente a la protección de los derechos e intereses de los acreedores que se hallan en su mayoría en jurisdicción de la Capital Federal y a que la modificación del domicilio social y legal de la concursada hacia la jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, fue realizada cuando ya había denunciado su estado de cesación pagos y durante la tramitación de los juicios universales de concurso preventivo en esta jurisdicción, aconsejan mantener dicha competencia para el pedido de propia quiebra de la concursada.


    Industria de Generación de Energía Electromecánica S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de nulidad


    COMP. 1105, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Quiebra. Indemnización. Accidentes de trabajo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa S.C. Comp. 631, L. XXXIV “Carrizo, Genaro c/ Pinfruta S.A. s/ Laboral por accidente de trabajo”.


    Si bien resulta cierto que la norma legal excluye del fuero de atracción a las causas laborales que tramitan por leyes especiales en materia de accidentes de trabajo, dicho precepto alude a la tramitación de la acción especial en el fuero laboral, pero una vez concluida esta, nada obsta a la remisión de la causa al juzgado del concurso, toda vez que,como se desprende de ella, sólo resta la ejecución y percepción del crédito, lo cual deviene posible solamente dentro del trámite concursal y en el marco de la competencia y facultades jurisdiccionales del juez de dicho procedimiento universal.


    Brondino, Juan A. c/ San Sebastián S.A. s/ Accidente


    COMP. 811, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Ejecución hipotecaria. Desplazamiento de la competencia. Quiebra. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Procede señalar, en primer lugar, que conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, resultan atraídos al juzgado todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia.  Por otra parte, atento a que el bien objeto de realización en la presente acción, es de propiedad del fallido y configura parte de su activo, queda sometido al trámite de realización de bienes previsto en los artículos 203 y siguientes de la citada ley, lo que hace necesario, para evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos, que sea el tribunal que entiende en el juicio universal el competente en la ejecución especial del bien o en la continuación del proceso hipotecario.


    Pirene, Leoncio c/ Baroni, Juan Carlos s/ Ejecución especial


    COMP. 580, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Lealtad comercial


    Multa. Interpretación de la ley. Non bis in ídem. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Defectos del procedimiento. Cuestión de hecho y prueba. Presentación extemporánea. 


    El recurso extraordinario fue correctamente denegado por el a quo, toda vez que es inadmisible en su aspecto formal, en la medida que, por su intermedio, se pretende someter, a consideración del Tribunal, cuestiones que exceden de las previstas en el art. 14 de la ley 48.  El agravio dirigido a cuestionar el fallo por cuanto no admitió el planteo de nulidad por doble persecución penal, sólo expresa la disconformidad del apelante con la decisión de la Cámara en temas de hecho, prueba y Derecho Procesal y no logra demostrar, que en el sub lite se configuren las circunstancias excepcionales que admitió la Corte para apartarse del mencionado principio, máxime cuando, por otra parte, se revelan como reiteración de los asertos y argumentaciones que formuló en oportunidad de cuestionar el acto administrativo que le impuso la sanción.  En efecto, el a quo fundó su decisión en la apreciación de los distintos elementos probatorios rendidos en el expediente administrativo sujeto a su revisión, e incluso en las manifestaciones que formuló la demandada en su escrito de apelación. Y ello es una tarea propia de los jueces de la causa, irrevisable en la instancia extraordinaria, sin que se advierta, por parte de la Cámara, desatención a las proposiciones del apelante ni irrazonabilidad en sus fundamentos.  A igual conclusión arribo sobre la queja relativa al vicio de procedimiento, porque no presentó su descargo ante la autoridad nacional, toda vez que, además de constituir una cuestión de hecho y prueba, se trata de un agravio tardío, ya que no lo expuso ante los jueces encargados de revisar el acto administrativo sancionatorio. Esta conducta, imputable exclusivamente al recurrente, le impide invocar, en esta instancia, una supuesta afectación de su derecho de defensa.  Tampoco puede admitirse su planteo de arbitrariedad en el proceder del a quo, por aplicación de la jurisprudencia de la Corte que señala que no abre la instancia extraordinaria el hecho de que la solución acordada se encuentre en contradicción con precedentes emanados de otros tribunales o aun dictados por el mismo tribunal, mientras no se demuestre que los jueces hayan actuado en forma irrazonable o discriminatoria.  Finalmente, la crítica que formula a la sentencia por la interpretación que efectuó de la ley federal, tampoco es apta para habilitar esta instancia, toda vez que, si bien la recurrente afirma que se encuentra en tela de juicio la interpretación que corresponde asignar al último párrafo del art. 6° de la Ley 22.802, en realidad esa disposición no guarda relación directa e inmediata con lo decidido en autos. Ello es así, porque la sanción que se le impuso fue por considerarla responsable de la infracción al art. 1°, inc. b) de la Ley n° 22.802, es decir, por comercializar productos envasados carentes de identificación acerca del nombre del país donde fueron producidos o fabricados, violando la prohibición de “comercializar frutos o productos cuya identificación contravenga lo dispuesto en el art. 1° de la presente ley" que le impone el art. 6° de la citada norma, en su carácter de comerciante minorista.   En tales condiciones, resulta irrelevante examinar su planteo, en cuanto a que los comerciantes se eximen de la responsabilidad que les cabe por la veracidad de indicaciones consignadas en los rótulos de las mercaderías, cuando exhiban la documentación que individualice fehacientemente a los verdaderos responsables de su fabricación, fraccionamiento, importación o comercialización, porque carece de relación directa e inmediata con la conducta investigada y sancionada en sede administrativa y revisada por el a quo, en la medida que no fue penalizada por incumplir su obligación de controlar la veracidad de la información que, de acuerdo a la ley, deben contener los productos que comercializa, sino por haber violado la prohibición de venderlos sin identificación.


    Cencosud Sociedad Anónima y Producciones Top Sociedad Anónima s/ Ley 22.802


    C. 3, XXXV, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Concursos. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Sentencia arbitraria. Aplicación de la ley. Aplicación errónea de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso interpuesto resulta procedente por cuanto, si bien se ha sostenido las resoluciones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no constituyen, la sentencia definitiva a la que alude el art. 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a dicho principio cuando la decisión es equiparable a tal por causar un agravio de imposible reparación ulterior.  En efecto, mediante la resolución inapelable recaída en el proceso, se priva al concursado y a los restantes acreedores de la Intervención que les cabe en el presente; así como del juez del proceso concursal para determinar en última instancia, si sede una deuda pre o post concursal, y en su caso para hacer lugar a la prosecución de la causa por la vía obligatoria de verificación para el reconocimiento del crédito y su posterior percepción. Por otro lado, la decisión recurrida produce un agravio de irreparable reparación ulterior al impedir el debido control de la sindicatura y los acreedores en el reconocimiento del crédito en los términos y alcances de la ley de concursos, conforme lo sostenido por la Procuración General al emitir adhiriendo a los fundamentos allí dados. Por ello, la decisión apelada incurre en arbitrariedad por omisión de la normativa legal aplicable al caso y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido.


    Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A.


    F. 128, XXXVII, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de quiebra. Denuncia de insolvencia. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha reiterado que los asuntos de hecho y de derecho procesal y común son, por regla, propios de los jueces de la causa y ajenos a la instancia reglada en el artículo 14 de la ley 48, máxime en circunstancias en que se expusieron sobre el tema motivaciones de hecho y de derecho no federal que, acuerdan basamento jurídico a lo resuelto y descartan toda posible descalificación del fallo.  En el caso, según los términos de los articulos 14 de la ley 24.028 y 6 del decreto 1792/92, concernía al interesado …”realizar las gestiones razonablemente indispensables para ejecutar la sentencia dentro del plazo de noventa (90) días de quedar aprobada la liquidación y solicitar la declaración de insolvencia dentro de los treinta días de vencido el plazo antes indicado...”, posibilitando así, de  mediar oposición de la autoridad de gestión del Fondo de Garantía, suscitar en ese mismo marco procesal el eventual debate relativo "...a la situación patrimonial del obligado al pago de la indemnización...”.  Por lo tanto, habiendo transcurrido un lapso de alrededor de dos años y ocho meses entre la aprobación de la planilla y la solicitud de pago de la deuda por el Fondo de Garantía, periodo en el cual ninguna comunicación o reserva se efectuó ante el Juzgado laboral; e, inclusive, de alrededor de diez meses entre la declaración de quiebra de la accionada y el pedido de declaración de insolvencia por el actor, no aparece como irrazonable lo decidido, máxime si se repara en que la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir resolutorios que se reputen equivocados, sino que tiende a subsanar casos excepcionales en los que, las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento legal, impiden considerar al fallo como "la sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  Por lo demás, la crítica de la reclamante a los alcances conferidos en la causa al artículo 14, inciso 2, de la ley 24.028, no excede de la mera discrépenla, y lo mismo corresponde concluir sobre las restantes objeciones; especialmente, en lo que atañe a la derogación de la ley n° 24.028 por el artículo 49, disposición final 38, item 3, de la ley n° 24.557, toda vez que el artículo 33, ítems 1 y 2, de la actual norma en la materia, prevé un sistema similar al de la ley derogada, más allá de que sus plazos no hayan sido a la fecha objeto de reglamentación por decreto del Poder Ejecutivo.


    Aguiar, Ángel Antonio c/ Castico S.R.L.


    A. 561, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Embargo. Quiebra. Gastos del proceso. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Toda vez que la materia traída en recurso, concierne a la interpretación y alcance de las normas federales invocadas y que la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en éstas, procede el examen de esa materia en esta instancia de excepción.  La cuestión resuelta no vulnera la aplicación de normas federales relativas a la inembargabilidad de recursos del Tesoro Nacional, por cuanto el conflicto planteado discurre por otros carriles.  En efecto, los créditos por honorarios cuyo cobro resguarda la medida ordenada constituyen gastos de justicia, porque fueron necesarios para la liquidación del crédito del acreedor hipotecario quien dio lugar, a la incidencia en los que aquéllos se devengaron. En esas condiciones, rige la norma del artículo 3900 del Código Civil que establece una regla general en materia de privilegios, que halla su correlato en los artículos 240 y 244 de la Ley de Concursos, a cuya luz se esclarece la cuestión planteada.   Profundizando este concepto, la nota del artículo 3879 del Código Civil aclara que "El privilegio será más o menos general según la utilidad que esos gastos de justicia hayan prestado a los acreedores; cuando se preste utilidad a todos, ese privilegio será general; cuando el gasto de justicia sólo preste utilidad a algunos, sólo frente a éstos tendrá carácter privilegiado; cuando el gasto de justicia haya servido para liquidar todo el patrimonio del deudor, el privilegio recaerá sobre todos los bienes; cuando el gasto de justicia haya servido para liquidar sólo bienes determinados, el gasto de justicia únicamente recaerá sobre el producido de esos bienes. De este modo resulta que el privilegio es general cuando beneficia a toda una masa de bienes y que es especial cuando sólo ha beneficiado a bienes determinados".


    Furlotti s/ Quiebra s/ Incidente de venta de Corrientes


    F. 45, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Constitucional


    Cobro de sumas de dinero


    Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La pretensión consiste en obtener el pago de una suma de dinero, por parte de la Provincia que ha sido instrumentada en un certificado de deuda, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.   En consecuencia, de considerar el Tribunal acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 39, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Municipalidad. Telecomunicaciones. Derechos y garantías constitucionales. Cuestión federal. competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Corresponde a la Corte dirimir la cuestión de competencia en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inc. 7°, del Decreto-ley n°1285/58, al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que pueda resolverla.  Cabe recordar que, para determinar la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecué a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.


    CTI PCS S.A. c/ Municipalidad de Hurlingham s/ Amparo


    COMP. 780, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Partidos políticos. Juicios contra el Estado. Cámara de Diputados. Poder Legislativo. Juicios contra el Estado. Revisión judicial. Conflicto de poderes. Revocación de sentencia. 


    El recurso interpuesto es formalmente admisible, pues en autos se discute la interpretación y aplicación de normas federales y la decisión del a quo resultó contraria a la posición que el apelante funda en aquéllas.  Respecto a las decisiones judiciales, se advierte una trascendente evolución, que muestra una tendencia, cada vez mayor, si no a la eliminación total de una categoría de actos exentos de control judicial, si a circunscribirlos a límites precisos. Esta tendencia se verifica en temas tan variados como la revisión de los requisitos mínimos e indispensables que condicionan la creación de la ley en el ámbito del Congreso; la invalidez de determinadas promulgaciones del Poder Ejecutivo, o sobre los alcances de los privilegios acordados a los miembros del Congreso por los artículos 60 y 61 de la Constitución Nacional -68 y 69 después de la reforma de 1994-. En esta enumeración no puede dejar de mencionarse el cambio operado, en el criterio de la Corte, respecto del control judicial del alcance de la competencia del Poder Legislativo en materia de juicio político, primero respecto del enjuiciamiento de magistrados provinciales y, luego, de los realizados en el orden federal o de las atribuciones del Senado para imponer sanciones de arresto a particulares por violación de los privilegios parlamentarios, así como en cuestiones en donde se discutían aspectos referidos al proceso de reforma de cartas constitucionales provinciales en general y, en particular, la actuación de las convenciones constituyentes reformadoras tanto provinciales como nacionales. Precisamente, en este último precedente, examinó la validez del procedimiento de reforma de la Carta Magna y declaró la nulidad de una cláusula constitucional introducida por la Convención Reformadora, por exceder los límites fijados por el Congreso en la ley 24.309, declarativa de la necesidad de la reforma. Tal proceder implica, por supuesto, admitir el carácter justiciable de la cuestión controvertida, tal como expresamente lo señaló la Corte.  Respecto a la interpretación de las facultades que el artículo 64 de la Constitución Nacional confiere, a las Cámaras Legislativas, para juzgar sobre la validez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros y, en particular, si pueden ser objeto de revisión en sede judicial, cabe reconocer que la jurisprudencia de la Corte registra contados antecedentes. El primero que se registra data de 1865, cuando la Corte resolvió el caso "Roque Pérez", con remisión a los fundamentos del dictamen del señor Procurador General. Recién a fin del siglo pasado llegó nuevamente el tema a conocimiento de la Corte, cuando tuvo que resolver los casos "Provincia del Chaco v. Senado de la Nación" y “Tornasella Cima...”. También puede incluirse en esta referencia el precedente de Fallos: 322:1988, de 1999.  La doctrina que deriva de los dos primeros es, relevante para dilucidar los temas debatidos en el sub examine. En efecto, en el caso “Provincia del Chaco ...” la Corte - rechazó la demanda, pues entendió que las objeciones que se pudieran formular al proceder de la Cámara de Senadores remiten al modo en que se ha ejercitado una facultad constitucional privativa, que constituye un ámbito pacíficamente excluido del control judicial, porque se trata de un espacio propio y exclusivo de aquel órgano, que compone uno de los poderes políticos del Estado, en el que goza de amplia discrecionalidad funcional y que esa limitación no importa desmedro del orden constitucional sino, por el contrario, preservación del principio de separación de poderes, base de su subsistencia, tal como ya lo había reconocido en Fallos: 2:253. Sin embargo, cabe destacar que, para así decidir, previamente verificó que la Comisión de Asuntos Constitucionales del Senado había realizado, al menos, una reunión a la que acudieron las partes involucradas en la disputa y pudieron exponer sus argumentos; que la mencionada Comisión emitió un dictamen en el que no sólo efectuó una detallada mención de los numerosos antecedentes que consideró para resolver la impugnación planteada, sino que examinó las normas aplicables y sus circunstancias fácticas y que, finalmente, todo ello se debatió en la sesión del Cuerpo.  En definitiva, su conclusión se apoya en que "... el Senado de la Nación ha superado la compleja situación institucional planteada, frente al vacío normativo en que ésta se ha insertado, sin irrazonabilidad ni notorio apartamiento de las normas constitucionales que consagran sus atribuciones ...”.   Por su parte, los ministros doctores Carlos S. Fayt, Gustavo A. Bossert, Augusto César Belluscio y Santiago Petracchi, se pronunciaron en disidencia, los dos últimos en votos individuales, al entender que la controversia caía bajo el control del Poder Judicial. En el voto de los dos magistrados mencionados en primer término, se indicó, además, que nuestra Constitución se asienta sobre dos pilares básicos: los principios de la soberanía del pueblo y del Estado federal. Uno hace a la conformación de una democracia representativa e implica, en términos de Hamilton, que el pueblo debe poder elegir a quien lo gobierne según le plazca, mientras que el otro atiende a que las provincias tengan, dentro de nuestro sistema constitucional, una representación idéntica ante la Cámara de Senadores. También fundaron su posición favorable a la revisión judicial de tales cuestiones, con cita de varios de los precedentes reseñados en el acápite anterior y de otros igualmente importantes del Alto Tribunal norteamericano, en donde se examinaron las competencias del Congreso federal.  Por último, resulta insoslayable para la comprensión del tema bajo examen, detenerse en la causa “Powell v. Mc Cormack”, resuelta por la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norteamérica, pues, al igual que el presente, se trataba de la negativa de la Cámara de Representantes de admitir en su seno a un diputado electo.  La doctrina de estos precedentes debe servir de guía para dilucidar si el caso concreto aquí sometido a decisión de la Justicia puede ser desestimado in limine por su pretendido carácter no justiciable. La respuesta debe ser negativa, porque en el sub discussio queda fuera de toda discusión que las Cámaras Legislativas cuentan con facultades para juzgar sobre la validez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros, ya que la controversia se limita a examinar el modo en que han sido ejercidas en un caso concreto, por una parte legitimada que alega la violación de sus derechos individuales. Es decir, no se trata de transformar al Poder Judicial en un órgano que controle la constitucionalidad en abstracto del accionar de otro poder del Estado, sino de aplicar el Derecho para la resolución de un “caso” o “causa”, entendida en los términos de la jurisprudencia de la Corte. Ello no significa, claro está, tal como reiteradamente lo ha sostenido la Corte, sustituir el criterio de los otros Poderes del Estado por el de los Jueces, sino simplemente permitir, al afectado, acudir a la Justicia en defensa de sus derechos, con independencia del resultado final de la controversia y, a los magistrados judiciales, ejercer la facultad de revisar los actos de los otros Poderes, limitada a los casos en que se requiere ineludiblemente su ejercicio para la decisión de los juicios regularmente seguidos ante ellos, en la medida que deben conocer y decidir todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución.  Por otra parte, cabe señalar que la evolución de la jurisprudencia de la Corte en materia de cuestiones políticas no justiciables nos alerta sobre un definido avance en la consolidación del Estado de Derecho que, no admite la existencia de bloques o conjuntos temáticos exentos de control judicial, ya sea que se les asigne la denominación de actos institucionales o se los adscriba a otra categoría sino, en todo caso, la irreversibilidad de algunos aspectos bien delimitados, máxime cuando ello constituye un modo de asegurar, en este nuevo milenio, el principio de tutela judicial efectiva, consagrado en distintos tratados internacionales de jerarquía constitucional a partir de 1994, en virtud de lo dispuesto por el artículo 75, inc. 22 de la Norma Fundamental.


    Bussi, Antonio Domingo c/ Estado Nacional (Congreso de la Nación - Cámara de Diputados) s/ Incorporación a la Cámara de Diputados


    B. 310, XXXVI, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Glezerman, Jorge M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1398, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López Balastegui, A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1393, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Ante todo, cabe recordar que, según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada,o tercero- y sustancialmente,o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  En consecuencia cuando se susitan causas que entre dos o mas provincias, corresponden a la competencia originaria y exclusiva de la Corte de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1 del Decreto-Ley N° 1285/58.


    Mendoza, Provincia de c/ La Rioja, Provincia de s/ Cobro de pesos


    M. 398, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Beneficios previsionales. Cobro de sumas de dinero. Reclamo del haber jubilatorio. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    De los términos de la demanda, se desprende que el actor funda su pretensión contra la Provincia en el Convenio de Transferencia y, especialmente, en lo que se refiere a la competencia, en la Cláusula Vigésimo primera. Dicha Cláusula dispone: "En todos aquellos procesos que se promuevan con posterioridad a la vigencia del presente convenio de transferencia y en los que se debatieren cuestiones relacionadas con las prestaciones otorgadas bajo la legislación provincial, la Provincia asume la obligación de citar como tercero interesado al proceso al organismo previsional del Estado Nacional, debiendo asimismo solicitar la intervención de la Justicia Federal con competencia en su territorio…".  En consecuencia. al resultar parte en estos autos, tanto la Provincia demandada como la Nación, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, prima facie correspondería la competencia originaria de la Corte ratione personae, a fin de satisfacer las prerrogativas jurisdiccionales previstas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.  Sin embargo, la Provincia de Río Negro, única aforada a esta instancia originaria, celebró el referido Convenio de Transferencia en el que pactó con la Nación la intervención de la Justicia Federal con competencia en su territorio, por lo que es mi parecer que se operado una prórroga de dicha competencia ratione personae a favor de la justicia federal de grado, tal como la Corte  lo ha aceptado a partir del precedente F. 280. L. XXIII, "Flores, Feliciano Reinaldo y otra c/ Provincia de Buenos Aires y otra s/ Cobro de pesos", y reiterado en una causa sustancialmente análoga a la de autos en la causa Comp. 277, L. XXXIV, "Paez de Correa Nydia c/ A.N.S.E.S. s/ Amparo", en la que la Corte compartió los fundamentos del dictamen de este Ministerio Público.


    Garrido, Antonio c/ Rio Negro, Provincia de s/ Acción de amparo


    G. 767, XXXVII, 27 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Comercio interior. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  Sentado lo expuesto, no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, asignada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, pues para ello resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el Derecho Público local.  Se presenta la primera de las hipótesis señaladas, toda vez que el legislador provincial, al dictar la ley N° 1350 cuestionada, si bien adujo ejercer el poder de policía sanitaria que le corresponde, habría invadido una materia que corresponde reglar exclusivamente al Congreso de la Nación –el comercio interprovincial- según el art.75. inc.13 de la Ley Fundamental.  En tales condiciones, cabe considerar que la materia de este proceso se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el acto impugnado provenga de una autoridad provincial, en tanto dicha disposición no resulta aplicable a los casos en que la cuestión en debate resulte federal pues, lo contrario, importaría que una ley nacional pueda alterar la competencia  expresamente establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, lo que no resulta viable por aplicación del art. 31 de dicho texto.  En consecuencia, el presente amparo debe tramitar en instancia originaria, ante los estrados del Tribunal.


    Vicente Faenas S.R.L. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción de amparo


    V. 117, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Coparticipación de impuestos. Municipalidad. Juicios contra el Estado. Control de constitucionalidad. Cuestión no federal. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan los presupuestos que constitucionalmente la habilitan, previstos en e l artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentados en el artículo 24, del decreto ley 1285/58.  En mérito a lo expuesto, el sub examine no corresponde a la instancia originaria de la Corte, ya que no es parte una provincia ni nominal, ni sustancialmente. En efecto, la actora en este proceso es la Municipalidad de Resistencia y, sobre la naturaleza jurídica de las comunas con asiento en las provincias, tiene dicho desde antiguo la Corte que, ya sea que se las considere como entes autárquicos o autónomos, tales entes no resultan identificables con el Estado Provincial.   Habida cuenta de ello y, dado que la competencia de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es insusceptible de ser ampliada o modificada, mediante normas legales o acuerdos de partes, esta demanda resulta ajena al conocimiento de la Corte.


    Municipalidad de la Ciudad de Resistencia c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo en inconstitucionalidad


    M. 767, XXXVII, 19 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Derechos humanos de las personas con discapacidad. Derecho a la salud. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley N° 16.986.  Se presentan los requisitos que habilitan la instancia originaria de la Corte, toda vez que, son demandados en el pleito, nominal y sustancialmente, el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    A., O. J. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    A. 304, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Coparticipación federal. Derechos y garantías constitucionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las parten en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley n° 16.986.  Tal circunstancia se presenta en el sub lite, toda vez que varias Provincias argentinas demandan al Estado Nacional, por lo que se entiende que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de los Estados locales, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Buenos Aires, Provincia de y otras c/ Estado Nacional s/ Amparo


    B. 842, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inc. 1 del decreto-ley n° 1285/58.  Se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia.  Por otra parte, cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley n° 16.986.  Sin embargo, en el caso, no se configuran las circunstancias que justifican su trámite por ese cauce procesal, toda vez que se trata de un problema atinente a la determinación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, para cuya solución parece poco compatible el régimen invocado y los mecanismos previstos en la ley 16.986, debiendo optarse por transformar la demanda en una acción declarativa, la cual, al Igual que el amparo, tiene una finalidad preventiva y es un medio eficaz y suficiente para satisfacer el interés de la actora.


    Kraft Foods, Argentina c/ Chubut, provincia del s/ Acción de amparo


    K. 44, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe recordar, en principio, que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia en la medida que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Dichos recaudos se cumplen en el sub lite, toda vez que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, son demandados en el pleito el Estado Nacional y una provincia. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Chena, Patricia Susana y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


    C. 645, XXXVII, 31 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Sistema federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque de otro modo en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  La cuestión radica en determinar si en el sub-discussio se dan los requisitos que habilitan la tramitación de esta acción de amparo en la instancia originaria del Tribunal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el art. 24. inc. l° del Decreto-ley 1285/58.  Dichos recaudos no se cumplen en este proceso. En efecto, no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello resulta necesario además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria.  Por el contrario, quedan excluidos de dicha instancia, aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local.  Esta última hipótesis es la que se presenta en esta acción de amparo, en tanto la actora ha puesto en tela de juicio una ley de la Provincia en cuestión relativa a la expropiación de un inmueble y. al respecto, la Corte ha tenido oportunidad de establecer en Fallos: 308:2564, sobre la base del precedente de Fallos: 291:232, que no corresponden a la competencia originaria de la Corte los juicios que versan sobre expropiación, ni aún cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento. Ello es así, en virtud de que el proceso expropiatorio que se inicia con la declaración legislativa de la utilidad pública y finaliza con el pago de la indemnización justa y con la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante es en su integridad un instituto de Derecho Público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia -en ejercicio de sus poderes no delegados (art. 121 de la Constitución Nacional)- en el ámbito de su respectiva competencia territorial.  Es decir, la facultad expropiatoria es una de las reservadas por las Provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecidos en los arts. 75 inc.12. 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48.  Por todo lo expuesto y. toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente acción de amparo resulta ajena a esta instancia.


    Rama, Carlos Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    R. 396, XXXVII, 15 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa B. 842, L. XXXVII, "Buenos Aires, Provincia de y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo".


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    M. 770, XXXVII, 11 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Servicio público. Energía eléctrica. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general tramite en esta instancia en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que de otro modo en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 117 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  No obstante el nomen juris utilizado por la actora debe considerarse a dicho Estado local como sustancialmente demandado en este proceso.  Por otra parte, la materia sobre la que versa el pleito es federal en tanto se trata de una cuestión atinen te a la generación de energía eléctrica, la cual reviste esa naturaleza de conformidad con una reiterada doctrina de la Corte.  Al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal la presente acción de amparo debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Hidroeléctrica Tucumán S.A. s/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    H. 199, XXXVI, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Ríos. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan los presupuestos que constitucionalmente la habilitan, previstos en el art. 117 de la Constitución Nacional, y reglamentados en el art. 24, inc. 1° del Decreto - ley 1285/58.   Así, el sub-examine no corresponde a la instancia originaria del Tribunal toda vez que, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el amparista no dirige su pretensión contra una Provincia, ni nominal ni "sustancialmente, no bastando a tal fin el mero hecho de convocarse a juicio a la Provincia de Formosa sin dar razón suficiente para ello sin fundarse en actos u omisiones que se le imputen, máxime cuando tal citación es de interpretación restrictiva en  estos juicios, a fin de no entorpecer la marcha de este rápido y comprimido proceso.  Al respecto, también tiene dicho el Tribunal desde antiguo que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de  los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  Por lo expuesto y, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional , es insusceptible de ser ampliada o modificada, mediante normas legales, esta demanda resulta ajena al conocimiento del Tribunal.


    Biesa, Alberto Héctor s/ Amparo


    B. 825, XXXVII, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Títulos públicos. Portador del título. Amortización de bonos. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan, la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  La cuestión radica en determinar si se dan los requisitos que habilitan la sustanciación de este proceso en la instancia originaria del Tribunal. A tal fin, no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte asignada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 19 del Decreto-ley 1285/58, pues para ello resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el Derecho Público local. Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub-lite, toda vez que la materia del pleito no es exclusivamente federal, tal como lo requiere la jurisprudencia del Tribunal para que proceda la competencia originaria de la Corte, dado que la actora cuestiona la validez del Decreto 1868 de la Provincia del Chaco tanto por ser contrario a disposiciones de la Constitución Nacional como por ser violatorio de la Constitución provincial y de la Ley local 3730 y su modificatoria  Ley 4267.  En consecuencia, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se trate previamente en jurisdicción  local la contradicción existente entre las propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  Toda vez que la competencia Originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda resulta ajena a esta instancia.


    Peón, Ricardo Sixto c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de amparo


    P. 712, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa B. 1025, L. XXXVII, “Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Rio de la Plata S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1065, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa B. 1025, L. XXXVII, “Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Bank Boston N.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1094, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Decretos provinciales. Reducción salarial. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Tal como lo reconoce la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, la resolución de la controversia principal de estos autos, en la medida que involucra cuestiones de Derecho Público provincial, es competencia de los tribunales locales y, en principio, ajena a la intervención de la Corte, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas.  De igual carácter participa la situación planteada en torno a la imposibilidad de integrar un tribunal, por excusación o recusación de sus miembros naturales y de los designados para reemplazarlos, toda vez que los Estados locales no sólo tienen aquella facultad, sino también la obligación de asegurar un sistema de administración de justicia, que incluye, la de garantizar la debida conformación de un tribunal para que los litigantes puedan obtener una decisión jurisdiccional respecto de los derechos controvertidos.  De ahí que, no compete a la Corte avocarse al tratamiento de la presente causa, toda vez que no se reúnen los presupuestos para que conozca de ellos en instancia originaria, ni decidir la forma en que debe integrarse el tribunal local encargado de resolverla, pues ello corresponde a la jurisdicción provincial.   Sin perjuicio de lo expuesto, teniendo en cuenta la gravedad de la situación denunciada y que, de persistir, podría efectivamente conducir a un estado de privación de justicia que deba ser resuelto por el Tribunal, es preciso recordar que las garantías del juez natural, del debido proceso y de la defensa en juicio exigen, tanto que el órgano judicial se halle establecido por ley anterior al hecho de la causa, cuanto que haya jueces que hagan viable la actuación de aquél en las causas que legalmente se le requiera y le corresponda, y señalar que existen diferentes medios a los que acudir para cumplir con ese deber insoslayable.  Sin embargo, la imposibilidad de resolver la integración de un tribunal por la insuficiencia de las normas que prevén el reemplazo de aquellos alcanzados por las causales de excusación de que se trate, no debe prevalecer sobre la necesidad de superar la situación de privación de justicia que, de otro modo, se produciría.   Por otra parte, en cuanto a la alegada imposibilidad de constituir un tribunal por la naturaleza de la causa y el tamaño del foro mendocino, no puede pasarse por alto que tanto la excusación como la recusación de los magistrados constituyen mecanismos de excepción, para supuestos extraordinarios, que exige de quienes están llamados a resolverlos, verificar con particular estrictez la concurrencia de los supuestos taxativamente establecidos en el ordenamiento, a fin de asegurar la imparcialidad del tribunal, pero sin olvidar que su aplicación provoca el desplazamiento de la legal y normal competencia de los jueces, que también puede dar lugar a una alteración del principio constitucional del juez natural, ni que, en supuestos excepcionales, la necesidad de evitar la privación de justicia pone límites al  deber de apartamiento que establecen las leyes para la tutela de la imparcialidad de los jueces.


    González, Rafeal Humberto y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción  inconstitucionalidad


    COMP. 2129, XXXVII, 28 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Afiliación a obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Ante todo, uno de los supuestos en que procede la competencia originaría de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Al respecto, en reiteradas oportunidades, la Corte ha dicho que la inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa naturaleza. En consecuencia, al ser demandada una Provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 192, XXXVII, 28 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Preámbulo. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que las causas que se suscitan entre dos o más provincias corresponden a la competencia, originaria y exclusiva de la Corte, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.  A su vez, el art. 127 de ese cuerpo legal, con fundamento en la forma federal de Estado, dispone un mecanismo especial de solución de estos conflictos, confiriendo expresamente -al más alto Tribunal- la potestad de dirimir dichas quejas interprovinciales, convirtiéndolo de ese modo, en un órgano de conciliación, con amplias facultades para determinar el derecho aplicable, a fin de -según surge del Preámbulo de la Constitución Nacional- garantizar la paz interior, constituir la unión nacional y promover el bienestar general.  Al respecto, corresponde indicar que, si bien la excepción a dicho principio está dada por las cuestiones de límites interprovinciales, por pertenecer tal asunto a la competencia exclusiva y excluyente del Congreso de la Nación, según lo establece el art. 75, inc. 15, de la Constitución Nacional, la Corte Suprema es competente para entender en las quejas que, ante ella, deduzcan las provincias, aun cuando se trate de conflictos producidos con motivo de cuestiones de límites, siempre que la resolución a dictarse no menoscabe esa atribución constitucional del Poder Legislativo.  El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Santiago del Estero Provincia de  c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y de certeza


    S. 305, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Dominio del Estado. Bienes inmuebles. Establecimiento de utilidad nacional. Competencia de la Corte suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente litis corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que en ella el Estado Nacional acciona contra una provincia, por lo cual la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Estado mayor General del Ejército) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 254, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de pasajeros. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, “"El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Vía Bariloche S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    V. 549, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa U. 26. XXXVII,  "Unión Transitoria de Agentes S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar" y sus citas.


    National Game S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Acción declarativa


    N. 113, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Estado de incertidumbre. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que la materia debatida en el litigio es de derecho común, en tanto versa sobre el derecho real de condominio y su respectiva transmisión mediante escritura pública, la cual se rige por normas del Código Civil, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la presente causa.  En consecuencia y, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores, respecto de la Provincia de Catamarca, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.  Por otra parte, la cuestión planteada en el sub judice, también podría configurar un caso federal, toda vez que los actores, quienes dirigen su pretensión contra una Provincia, solicitan la declaración de inconstitucionalidad de una norma local por ser directa y exclusivamente contraria a los arts. 5, 17, 28 y 31 de la Constitución Nacional.   Al respecto, la Corte tiene reiteradamente ha dicho que la inconstitucionalidad de leyes y decretos locales constituye una típica cuestión de esa naturaleza, en cuyo caso sería indiferente el requisito de la distinta vecindad.


    Juárez, Manuel Alberto y otra c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa


    J. 69, XXXVII, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Fiscalía Provincial de Investigaciones Administrativas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Ese requisito no se encuentra cumplido en autos.  Efectivamente, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que el actor dirige su pretensión contra la Fiscalía de Investigaciones Administrativas de la Provincia y no contra el Estado local.  Dicha entidad, a tenor del art. 1° de la Ley provincial N° 9.245, es un organismo que goza de autonomía funcional y autarquía financiera, lo que indica que es una persona jurídica distinta del Estado provincial y no se identifica con él. En consecuencia, al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la Litis.  En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptlble de extenderse a otros casos no previstos, el presente pleito, resulta ajeno a esta instancia.


    Banco de Entre Ríos S.A. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Acción Declarativa


    B. 1237, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria asignada por el art. 117 de la Constitución Nacional. Para ello resulta necesario, además, que la materia sea de carácter federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria por lo que resultan excluidas aquéllas otras que se vinculan con el Derecho Público local.  En el sub lite, se presenta la primera de las hipótesis aludidas, a pesar de que la materia del pleito se refiere sustancialmente a la expropiación de un inmueble por parte de una provincia, lo cual en principio se vincula con el derecho público local, toda vez que, si bien tal facultad es una de las conservadas por las provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del orden de reparto de los poderes nacionales y provinciales establecido en los arts. 75, inc. 12; 121; 122 y concordantes de la Ley Fundamental.  También es cierto que, en este proceso, el fin expropiatorio reviste interés nacional, ya que atañe a una zona franca ubicada en un territorio nacional y, en consecuencia, se halla en juego la interpretación y el alcance que debe otorgarse a leyes de inequívoco carácter federal, por lo que, prima facie, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito.  En tales condiciones, al ser demandada una provincia en una materia de esa naturaleza, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la contraria, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, según lo dispuesto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto ley 1285/58.


    Fernández, Ángel Guillermo c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    F. 114, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Garantías procesales. Debido proceso. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión de competencia a dictaminar, corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que se encuentran nominal y sustancialmente demandados el Estado Nacional y la Provincia del Chubut, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Carranza Latrubesse, Gustavo c/ Chubut, Provincia de y otro s/ Acción aclaratoria de certeza


    C. 1304, XXXVI, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa U. 26. XXXVII, "Unión Transitoria de Agentes S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Airea s/ Medida cautelar" y sus citas.


    Bingo Lavalle S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    B. 636, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa U. 26. XXXVII, "Unión Transitoria de Agentes S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar" y sus citas.


    Ladbroke Argentina S.A. s/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    L. 322, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Intervención de terceros. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la Causa  G. 515, XXXV, "Gas Natural Ban S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Transportadora de Gas del Norte S.A. c/ Salta,  provincia de s/ Acción declarativa


    T. 98, XXXVII, 19 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Intervención de terceros. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 515, XXXV, “Gas Natural Ban S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa” y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Transportadora de Gas del Norte S.A. ( T.G.N.) c/ Neuquen, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T. 71, XXXVII, 19 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 276, XXXVI, “American Express S.A. c/ Río Negro, provincia de s/ Acción de amparo”.


    American Express Argentina S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    A. 265, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la corte; para ello es necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Habida cuenta de ello, quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios del Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomía provinciales requiere que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas de esta naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos, sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  Esta es la hipótesis que se presenta en el sub examine, toda vez que, de los términos de la demanda -a las que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, se desprende que el Tribunal, para solucionar la cuestión planteada, debería hacer mérito del art. 33 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, interpretándolo en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darle, lo cual resulta propio del Derecho Público local y ajeno al conocimiento de la Corte.


    Mazzaglia, Ricardo Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    M. 1243, XXXVI, 07 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Estado Mayor General del Ejército. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la presente litis corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que en ella el Estado Nacional -Estado Mayor General del Ejército- acciona contra una provincia, por lo cual la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    E. 77, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Intervención de terceros. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 515, XXXV, “Gas Natural Ban S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa” y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Metrogas S.A. c/ Neuquén, provincia del s/ Acción declarativa


    M. 630, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 515, XXXV, “Gas Natural Ban S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa” y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, provincia de s/ Acción declarativa


    T. 48, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Entes autárquicos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según surge de los términos de la demanda, la actora es una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria, en la que su principal y casi único accionista es el Banco de la Nación Argentina, entidad autárquica nacional que goza del fuero federal según lo establece su Carta Orgánica, arts. 1 y 27. Asimismo, dicha sociedad fue creada mediante mandato legal por el Banco de la Nación Argentina quien, de conformidad con el art. 3 de la Ley 21.799, que fue modificado por la Ley N° 24.347, tiene la facultad de administrar fondos de jubilaciones y pensiones y el deber de garantizar a los afiliados de su AFJP una rentabilidad mínima para el saldo de sus cuentas de capitalización individual. Por todo ello, cabe afirmar que NACION AFJP es una entidad nacional y, por lo tanto, le corresponde el fuero federal.  En efecto, toda vez que la Provincia de Tucumán ha sido demandada por una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilación y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 165, XXXVII, 13 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa N. 165, L. XXXVII, "Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Nación Administradora de Fondos de Jubilación y Pensiones S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 179, XXXVII, 13 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa N. 165, L. XXXVII, "Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 180, XXXVII, 13 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Pago en bonos. LECOP. Estado de incertidumbre. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    De acuerdo con una reiterada doctrina del Tribunal, uno de los supuestos en que procede su competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto - Ley 1285/58, es en las causas en que es parte una provincia y la pretensión deducida se funda , directa y exclusivamente , en prescripciones constitucionales de carácter nacional , en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Esa es la hipótesis que se presenta en el sub examine  toda vez que, de la exposición de los hechos efectuada en la demanda se desprende que el actor se dirige contra la Provincia de Formosa, a fin de obtener la declaración de inconstitucionalidad de un Decreto local, por ser contrario a una norma nacional y a lo expresamente establecido en los arts. 75, inc. 11 y 126 de la Constitución Nacional, por lo que cabe asignar contenido federal a la materia del pleito.  Asimismo, la Corte ha dicho reiteradamente que la causa debe tramitar ante sus estrados, cuando median razones vinculadas a la tutela y al resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno nacional. Al respecto, también se debe recordar que es doctrina, desde antiguo consagrada por la Corte, que la inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales, constituye una típica cuestión federal. En consecuencia, al ser demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor, el juicio corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1025, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Acuerdo de partes. Incumplimiento del contrato. Juicios entre dos o más provincias. Competencia originaria. 


    Las causas que se suscitan entre dos o más provincias, corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1 del Decreto-Ley N° 1285/58.


    Chubut, provincia de c/ Río Negro, provincia de s/ Incumplimiento de convenio


    C. 644, XXXVII, 01 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Aeródromos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    De acuerdo con una reiterada doctrina del Tribunal, uno de los supuestos en que ésta procede es en las causas en que es parte una provincia y la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.   Esa es la hipótesis que se presenta en la causa sub examine, toda vez que, de la exposición de los hechos efectuada en la demanda, se desprende que el actor se dirige contra la Provincia a fin de obtener que proceda al retiro de los obstáculos que comprometen la seguridad de la navegación aérea que se realiza desde ese aeródromo e incide en la prestación del servicio público a su cargo, con fundamento, sustancialmente en el art. 34 del Código Aeronáutico, que es una norma de carácter federal, de conformidad con lo que prescribe el art. 198, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de esa naturaleza, a la materia sobre la que versa el pleito.  En consecuencia, al ser demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58.


    Aeroclub La Carlota c/ Córdoba, Provincia de (Ministerio de Educación y Cultura) s/ Acción declarativa


    A. 662, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    AFIP. Impuesto a las ganancias. Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión a dictaminar, corresponde a la competencia de la Corte ratione personae, dado que la Administración Federal de Ingresos Públicos demanda a una Provincia y la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    AFIP c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 14, XXXVII, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Apuestas hípicas. Juegos de azar. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No existe en el sub-lite una cuestión de competencia que toque a la Corte resolver, toda vez que el Magistrado a cargo del Juzgado Federal no ha sido notificado y, en consecuencia, tampoco se expidió, respecto de la decisión tomada por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, en tanto en su sentencia, solo rechazo la excepción de incompetencia planteada por una de las partes.  En tales condiciones, no se dan los requisitos establecidos en el art. 24 inc.7 del Decreto-ley 1285/58 para que la Corte pueda resolver.


    Jockey Club de Córdoba c/ Instituto Provincial de Loteria y Casinos s/ Amparo


    COMP. 72, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Asegurador por riesgos del trabajo. Interrupción de la prescripción. Acumulación de procesos. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que la sociedad actora reclama el pago de una suma de dinero, en concepto de reintegro por lo abonado a la víctima del accidente in itinere descripto, atribuyendo responsabilidad extracontractual al Estado local demandado, en su calidad de titular de la patrulla policial que lo embistió, por lo que debe asignarse naturaleza civil a la materia del pleito.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente procesó corresponde a la competencia originaria del Tribunal.  Es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Liberty A.R.T. S.A. s/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Sumario


    L. 446, XXXVII, 04 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Considerado prima facie cumplido el requisito de distinta vecindad del actor respecto de la Provincia de Buenos Aires, demandada en el presente, el beneficio de litigar sin gastos corresponde a la competencia originaria del tribunal.


    Guardianelli, Carlos Omar c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    G. 819, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. Competencia originaria. 


    En el sub lite, resulta de aplicación el art. 6, inc. 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que determina, entre las reglas especiales de la competencia, que será juez competente en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el Juicio en que aquél se hará valer.  En consecuencia, la primera cuestión a examinar radica en determinar si la futura demanda contra la Provincia corresponderá a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24. inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, o sea, que una Provincia sea demandada en una causa de manifiesto contenido federal o en una causa de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que atañen al Derecho Público local.  En el sub lite se presenta el primero de los supuestos indicados, toda vez que, según se desprende de los términos de la petición efectuada, a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, la sociedad impugna leyes dictadas por un Estado local por ser contrarias a la Ley Fundamental, en cuyas disposiciones sustenta directa y exclusivamente su pretensión. Al respecto, la Corte tiene dicho reiteradamente que la inconstitucionalidad de las leyes provinciales constituye una típica cuestión federal.


    Apen Aike S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    A. 895, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1 del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Se ha atribuido carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  En el sub lite, de los términos de la demanda, se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener el pago de una suma de dinero, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito, en tanto, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, no surgen del expediente elementos que permitan inferir que tales obligaciones deriven de un contrato administrativo regido por el Derecho Público local, ni exijan el examen o revisión de actos administrativos de ese carácter.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Vademic S.R.L. c/ La Rioja, Provincia de s/ Cobro de pesos


    V. 182, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Ante la inexistencia de elementos que permitan sostener, en este estado del trámite, la naturaleza pública de la relación que vincularía a las partes, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.


    O. Menoyo y Hnos S.A.I.C. c/ Catamarca, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    O. 298, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Contrato de servicios. Comodato comercial. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Se debe acudir de modo principal para determinar la competencia a la exposición de los hechos de la demanda, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de al Nación.


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 100, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Embajadas extranjeras. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que, la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En tales condiciones, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los artículos 12 de la ley n° 48, 29 de la ley n° 4055 y 24, inc. 12 del decreto-ley n° 1285/58.  Tal situación es la que se presenta en el sub - lite toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la actora no dirige su pretensión contra un diplomático extranjero, sino contra una embajada y, tiene dicho reiteradamente la Corte que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a esta instancia originaria.  Por ello y, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse.


    Maxiotta, Verónica c/ Embajada de Egipto y otro s/ Cobro de pesos


    M. 462, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Enriquecimiento sin causa. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión de competencia a dictaminar, corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que una entidad nacional, demanda a una Provincia, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios (E.NA.BIE.F) c/ Neuquén, Provincia del y otra / Cobro de pesos


    E. 207, XXXVI, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 101, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 102, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 103, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 104, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 105, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 106, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 110, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 100 XXXVII, "Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 111, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1 del decreto-ley n° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Cabe recordar que se ha atribuido carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación  enunciado en el artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  Ha de estarse a la exposición de los hechos de la demanda de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.   De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la demandada, respecto de la Provincia actora, se opina que el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Laboratorios Northia S.A.C.I.F.I.A. c/ San Luis, provincia de s/ Cobro de pesos


    L. 236, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub lite, los actores demandan al Estado Nacional y a una provincia, dentro del limitado marco de conocimiento propio de la cuestión de competencia en examen la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al  fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Aban, Eulogio y otros c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos


    A. 406, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Presupuesto nacional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-examine los actores demandan al Estado Nacional y a la Provincia, prima facie y dentro del limitado marco de conocimiento propio de la cuestión de competencia en examen- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117, de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Castro Zapata, Eladio y otros c/ Jujuy, provincia de s/ Cobro de pesos


    C. 21, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Royo Celano, Marcelo c/ República de Aruba s/ Cobro de pesos


    R. 305, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa I. 140; L. XXXVI, “Instituto Argentino de Riñón y Trasplante c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Pataro, Luis Mariano c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1039, XXXVI, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 470; L. XXXIV, “Gobierno de la Provincia de San Juan c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación de deuda”.


    San Juan, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


    S. 151, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Remisión al considerando 1 en Fallos: 318: 1077 y a las sentencias  D. 444; L. XXXIII, “Droguería Aries S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad” y D. 451; L. XXXIII, “Droguería Aries S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Porta, Pedro Juan c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 997, XXXVI, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    De acuerdo a lo establecido por el art. 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58, la contienda debe dirimirse por la Cámara de la que dependa el juez que primero hubiere conocido.   La cuestión resulta ajena al conocimiento de la Corte, salvo que por tratarse de una que ya cuenta con reiterada doctrina, por aplicación del principio de economía procesal y para evitar mayores demoras decida avocarse y la dirima.


    Manzanelli, Rosana Beatriz c/ Merial Argentina S.A. s/ Accidente - acción civil


    COMP. 50, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 1025, L. XXXVII, “Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1026, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia penal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Denegatoria del recurso. 


    Para que el Tribunal se avoque en forma exclusiva y originaria en una causa de naturaleza penal, es menester que se trate de un juicio en el que sean parte embajadores, ministros o cónsules extranjeros.   Por ello el caso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal en una causa penal, habida cuenta el carácter de no aforados de los que se encontrarían involucrados y los principios que fundamentan el sentido de la institución en este ámbito.  Asimismo, en la hipótesis en que pudiera resultar parte un Estado provincial, para la procedencia de la competencia originaria, debe tratarse de un juicio "civil", entendida ésta última expresión como opuesta a "criminal".  Si bien se reconoce el carácter de órgano supremo de la judicatura argentina que posee la Corte Nacional, de tal autoridad no cabe deducir que posea una jurisdicción omnicomprensiva que le permita avocar el conocimiento de cualquier causa en que se pretenda interés suficiente, pues ello equivaldría a sostener que la jurisdicción de todos los órganos judiciales de la Nación es ejercida por éstos por una suerte de delegación en contra de la garantía del juez natural, establecida por la Constitución Nacional.


    C., Fernando Gustavo y M., Horacio  s/ Su presentación


    C. 1042, XXXVI, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda -a los que se debe atender, de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que el Estado Nacional demanda a una provincia, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Ministerio del Interior)- Prefectura Naval Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión


    E. 53, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Concesión de servicio público. Energía eléctrica. Distribución de energía eléctrica. Juicios contra el Estado. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la sociedad actora se dirige contra el Estado Nacional y cita como tercero a una Provincia y, en consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el Artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    EDESAL c/ Estado Nacional s/ Nulidad


    E. 111, XXXVII, 06 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Contrato de trabajo. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Corresponde señalar que, uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Ha de estarse a la exposición de los hechos de la demanda de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial, de la Nación.  En reiteradas oportunidades, la Corte ha dicho que la inconstitucionalidad de leyes y decretos locales constituye una típica cuestión de carácter federal.


    Search Organización de Seguridad S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa


    S. 320, XXXVII, 22 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Contratos de utilización de aeronaves. Leasing aeronáutico. Sociedades comerciales. Sociedad constituida en el extranjero. Juicios en que es parte una provincia. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte procede, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inc. 19 del Decreto-ley 1285/58 cuando, a la distinta vecindad de la otra parte, se une e l carácter civil de la materia en debate.  A tal efecto, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso Nacional por el artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  La única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional, al fuero federal, sobre la base de los dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.


    Burns Philp Trustee Company (Camberra) Limited (En liquidación) c/ Río Negro, provincia de s/ Cobro de pesos


    B. 1352, XXXVI, 04 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Coparticipación federal. Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte, toda vez que al resultar demandado el Estado Nacional por un Estado local, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las Provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o ,a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental es sustanciando la acción en esta instancia.


    Jujuy, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    J. 52, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  Se ha atribuido el carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810; 315:1892; 316:1462; 318:1365, entre otros.  Según se desprende de los términos de la demanda, la actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios que le ha ocasionado el accidente automovilístico que sufrió su hija, atribuyendo responsabilidad extracontractual al Estado local demandado, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia de Buenos Aires, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.  No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que haya sido citada en garantía la compañía de seguros, con domicilio en la Capital Federal, toda vez que es doctrina de la Corte que, los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Valle Roxana Edith c/ Buenos Aires Provincia de y Otros s/ Daños y perjuicios


    V. 523, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Incapacidad laboral. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub-lite, de los términos de la demanda, se desprende que la pretensión de los actores consiste en obtener, con fundamento en normas de derecho común, un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, en el que se atribuye responsabilidad al Estado local demandado, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  En tales condiciones, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que haya sido también codemandado el conductor del vehículo, quien tendría su domicilio en la jurisdicción local, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Martinez Ortega, Jesus c/ Buenos Aires, Provincia de otros s/ Daños y perjuicios


    M. 766, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, cuando se encuentran nominal y sustancialmente demandados el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Becciu, Salvador Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 71, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad del Estado. Policía Provincial. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, la Corte ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  Por otra parte, no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito para que se habilite la competencia de la Corte, pues para ello se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial.  La actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios que le ha ocasionado el accidente automovilístico sufrido, atribuyendo responsabilidad objetiva al Estado local demandado, por ser titular del vehículo policial en cuestión, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. En consecuencia, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.  No obsta a lo expuesto y es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan  distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Moreno, Francisca, Norberta c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 1348, XXXVI, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Accidente ferroviario. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte. Requisito que no se encuentra cumplido en autos.   Al respecto, cabe señalar que si bien la UEPFP fue creada por dicha Provincia por Decreto N° 99/93 como un organismo integrante de la Administración Central, para la explotación del servicio interurbano de pasajeros hasta la fecha de su concesión al sector privado, posteriormente, a partir del Decreto N° 3532/93 fue transformada en una entidad autárquica de Derecho Público. Primero se le otorgó esa condición por el término de 180 días, luego fue prorrogada por períodos de un año mediante los Decretos N° 1350/94 Y N° 796/96, hasta que finalmente a través del Decreto N° 4678/98, se dispuso que ese carácter autárquico se extendería hasta la efectiva privatización de los servicios ferroviarios. Habida cuenta de ello y, toda vez que, no se ha llevado a cabo el procedimiento de privatización de dicho servicio, la UEPFP es actualmente una persona jurídica distinta del Estado provincial y, por lo tanto, no se identifica con él.  En consecuencia, dado que la Provincia de Buenos Aires, no resulta ser la titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión y, debido a que la genérica manifestación de la demandada efectuada es insuficiente, para acreditar el requisito en análisis, no cabe tenerla como parte sustancial en la Litis.  En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente pleito, resulta ajeno a esta instancia.


    Díaz, María Gabriela c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 388, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter de causa civil de la materia en debate.  En cuanto a la naturaleza civil de un proceso, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.  De los términos de la demanda, se desprende que el actor reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Provincia, a la que atribuye responsabilidad por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a su cargo.  Al respecto, si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia, el presente proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal.  No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que haya sido también demandado el instructor del paracaídas, la Municipalidad y la empresa, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal. En consecuencia, el presente proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Cohen, Eliazar c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    C. 1563, XXXVI, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Dado que la decisión de remitir la causa del señor Juez Nacional en lo Civil se encuentra apelada, y el tribunal de alzada no se ha expedido sobre la misma, no corresponde que la Corte intervenga para dirimir el conflicto.


    Fernández, Sara Ramona Tempora c/ Ferrocarriles Argentinos y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1382, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    No corresponde en el caso la intervención de la Corte, al encontrarse agotada la posibilidad de discutir la cuestión de competencia suscitada a partir del planteo de inhibitoria de la demandada. En virtud de que el tribunal federal de primera instancia no pudo objetar la decisión de su alzada; por su parte el Juzgado Nacional en lo Comercial, que recibió comunicación de la Cámara Federal sobre su pronunciamiento, no insistió con su declaración original de competencia, ni planteó conflicto alguno. Finalmente la demandada en su momento, a pesar de haber sido debidamente notificada de la inhibitoria consintió lo resuelto por la Cámara Federal da Bahía Blanca.  Por otra parte, el tribunal habilitado para resolver un conflicto entre jueces nacionales de primera instancia, es la alzada del que previno en la causa conforme al decreto-ley 1285/58. En consecuencia, más allá de que ambos tribunales de primera instancia originalmente resultaron contestes en cuanto a la competencia comercial ordinaria en la causa, habiendo el órgano habilitado para resolver la cuestión en caso de conflicto modificado la decisión del inferior, la vía adecuada para la revisión de tal decisión resultaba, de proceder, el recurso extraordinario ante la Corte, supuesto que no se dio en el caso. Y por tanto, quedó resuelta de modo definitivo la cuestión de competencia.


    Marini, Javier Vicente y González, Diana Estela c/ Fiat Auto Argentina S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1524, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de tránsito. Asegurador. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Municipalidad. Cuestión no federal. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, es dable destacar que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  Cabe señalar que la Corte ha sostenido, en reiteradas oportunidades, que "el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado -en el caso la Provincia- no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general, en orden a la prevención de los delitos, pueda llegar a involucrarla a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa". En ese sentido la Corte afirma, además que: "la omisión que se alega como sustento de la responsabilidad de la provincia no puede hacerla responsable de los daños causados por un animal del que no era propietaria ni guardadora".  Por otra parte, también corresponde señalar que la admisión de la postura asumida por la actora -quien no es aforada a esta instancia importaría tanto como dejar librado, al resorte de los litigantes, la determinación de la competencia originaria de la Corte, en la medida en que éstos pudieren encontrar un mínimo punto de conexión que les permita vincular a la Provincia y a la Nación con el hecho en cuestión.  En tales condiciones y, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, se opina que el presente pleito resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Repizo, Mario Raúl c/ Santa Fe, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 820, XXXVI, 04 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Por otra parte, es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.  Finalmente, este Ministerio Público ya ha señalado, en oportunidades anteriores a ésta, que la acumulación de procesos, por ser una cuestión de carácter procesal, queda sujeta a la exclusiva decisión de los magistrados a cargo del litigio y, por lo tanto, no corresponde a este Ministerio Público expedirse al respecto.


    Hernández, Leonor c/ Buenos Aires, Provincia de; Municipalidad de San Antonio de Areco y otros s/ Daños y perjuicios


    H. 6, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Muerte. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Por otra parte, no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en un pleito para que pueda surtir la competencia de la Corte, pues para ello se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial.  La pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de un accidente automovilístico, en el que se atribuye responsabilidad objetiva al Estado local demandado, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  Es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Ottonello, Miriam Alicia y otros c/ Chubut, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    O. 293, XXXVI, 27 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Indemnización por muerte. Servicio militar voluntario. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae toda vez que de los términos de la demanda -a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, se desprende que la actora dirige su pretensión contra la Provincia de Buenos Aires, por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos –la Policía- y también demanda al Estado Nacional, por haber ocurrido la muerte de su hijo mientras se encontraba bajo las órdenes del Ejército Nacional, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Pettinelli, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 145, XXXVI, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Municipalidad. Servicio Penitenciario Federal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados la Provincia de Buenos Aires y el Servicio Penitenciario Federal -organismo que, según la Ley Nacional Nª  20.416, depende del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, por lo que cabe identificarlo con el Estado Nacional- la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, se considera que el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Benítez, Gabriel Ezequiel y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 563, XXXVII, 01 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Inundación. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°  del Decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Decusatis S.A c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    D. 111, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  En cuanto a la causa civil, se ha atribuido tal carácter a los casos en que la decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de la legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la sociedad actora respecto de la Provincia, el presente proceso correspondería a la competencia originaria de la Corte.


    Cam-Ber S.A c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 52, XXXVII, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art.24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Ader S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    A. 438, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Por otra parte, corresponde indicar que el organismo internacional, creado por un tratado suscripto entre la República Argentina y la República del Paraguay, -ratificado por la Ley nacional N° 20.646-, tiene derecho al fuero federal, en atención a la naturaleza jurídica y la finalidad para la que ha sido creada.  Por lo expuesto, al ser demandada dicha Entidad y citarse como tercero a la Provincia, el caso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad binacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  No obsta a la solución propuesta, lo pactado por la Entidad y el Gobierno de la Provincia en el convenio que ambas celebraron, en cuanto decidieron someter sus diferendos a la jurisdicción de los tribunales federales, toda vez que dicha prórroga resulta inoponible a quienes no han sido parte en el contrato, como sucede con la actora, quien sólo pretende una indemnización por daños y perjuicios.  En tales condiciones, estas actuaciones deben tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Martínez, Argentina Beatriz c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 219, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir dé modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, se desprende que la actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Provincia en cuestión, a la que atribuye responsabilidad extracontractual por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo.  Cabe indicar que, si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia en cuestión, con las constancias obrantes en el expediente, el presente proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    La Chara S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 106, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se une distinta vecindad de la contraria.  Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    F. L., M. S. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de (Ministerio de Salud Pública) y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 121, XXXVII, 09 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Falta de servicio público. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria.  En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el actor pretende un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habría incurrido, atribuyendo responsabilidad a una provincia por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo, toda vez que esa institución integra la Administración Central de dicho Estado local.  En tales condiciones, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte, le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor, respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Tiberi, Marcelo Vicente c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    T. 43, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.   En el sub lite el actor es el Estado Nacional, toda vez que la demanda la presenta el Ejército Argentino, órgano que integra la Administración Central del Estado y, por lo tanto, se identifica con él. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Ejército Argentino c/ Chaco, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 197, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad extracontractual del Estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  En el sub-lite, la actora pretende un resarcimiento por los daños y perjuicios que le han ocasionado las referidas obras, atribuyendo responsabilidad extracontractual a una provincia por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos -la Dirección de Hidráulica-, quien resulta así sustancialmente demandado en el presente proceso.  Pero no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito para que pueda surtir la competencia de la Corte, toda vez que se requiere, además, que lo sea.  Al respecto, cabe indicar que, si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Erylu Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    E. 51, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


     


    Lesiones en espectáculo deportivo. Obligación de seguridad. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. ,1° del Decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  El actor reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía de la Provincia atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos.  Al respecto, cabe indicar que, si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, el presente proceso debe tramitar ante los estrados del tribunal.  Para concluir, es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Molina, Alejandro Agustín c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 31, XXXVII, 06 de abril de 2001


    Ver dictamen


     


    Lesiones. Policía Federal. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la  Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.


    Bogado, Mario Jesús c/ Estado Nacional y Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    B. 647, XXXVII, 01 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Responsabilidad del Estado. Error judicial. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  En cuanto a la naturaleza civil de un proceso, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de la legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  Los actores reclaman un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habrían incurrido el Poder Judicial y la Policía de la Provincia, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales de dos de sus órganos.  Al respecto, si bien este Ministerio Público sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso correspondería a la competencia originaria de la Corte.


    Quiroz Franco, Miguel Ángel y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    Q. 81, XXXVI, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Redes cloacales. Inundación. Hechos nuevos. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  La actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Provincia a la que atribuye responsabilidad extracontractual por él cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo.  Al respecto, si bien este Ministerio Público, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Estancias La Dorita S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 9, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Registro de la propiedad inmueble. Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Respecto de la naturaleza civil de la causa, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810.  En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- la actora reclama una indemnización por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Registro de la Propiedad Inmueble de una provincia y atribuye responsabilidad, a dicho Estado local, por el cumplimiento irregular y negligente de las obligaciones legales de uno de sus órganos.  En su mérito, cabe señalar que, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia en cuestión, el presente proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal.


    Viente, Adriana Elizabeth c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 37, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


     


    Responsabilidad del Estado. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.   En cuanto a la naturaleza civil de un proceso, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.  La actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Poder Judicial de la Provincia, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones a cargo de uno de sus órganos.   Al respecto, si bien este Ministerio Publico sostuvo la naturaleza administrativa del pleito en procesos análogos, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.   Es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.  Asimismo, cabe advertir que también correspondería la competencia originaria de la Corte ratione personae, para el caso de considerar la Corte procedente la citación como tercero del Estado Nacional.


    Pehuenche S.A c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    P. 620, XXXVI, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Ordenanzas municipales. Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan las circunstancias que constitucionalmente la habilitan, toda vez que, la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, para su procedencia.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, cuando la provincia no es parte sustancial y la pretensión se dirige contra la municipalidad, en tanto las disposiciones cuestionadas han emanado de la comuna, entidad distinta de la provincia.    Al respecto tiene dicho la Corte que las comunas con asiento en las provincias, ya sea que se las considere como entes autárquicos, o autónomos, no resultan identificables con el Estado provincial.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Chaco, Provincia del s/ Inconstitucionalidad


    E. 69, XXXVII, 20 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Derecho laboral. Tratados internacionales. Organización Internacional del trabajo. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que en el sub-examine, se demanda al Estado Nacional y a una Provincia, se entiende que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Asociación Trabajadores del Estado (A.T.E.) c/ Estado Nacional y otro (Provincia de Salta) s/ Cumplimiento de recomendación de la O.I.T.


    A. 386, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Desobediencia. Ministros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Corresponde a la Corte Suprema ejercer su jurisdicción originaria y exclusiva en materia penal en todos los juicios criminales en los que sean parte embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Por otra parte, en la hipótesis en que pudiera resultar parte un Estado provincial, para la procedencia de la jurisdicción originaria debe tratarse de un juicio "civil", entendida ésta última expresión como opuesta a criminal.   El presente caso resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal, habida cuenta el carácter de no aforado del señor ministro de Santa Cruz y los principios que fundamentan el sentido de la institución.


    Ministerio de Economía y Obras Públicas de la Provincia de Santa Cruz s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    M. 1489, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Devolución del expediente. Juez previniente. 


    La incidencia no reúne las condiciones necesarias para la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    P., Elsa Matilde s/ Insolvencia fraudulenta


    COMP. 1071, XXXVII, 24 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Docentes. Pago de la remuneración. Premio por presentismo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    De acuerdo con una reiterada doctrina de la Corte , uno de los supuestos en que procede su competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°del decreto-ley n° 1285/58, es en las causas en que es parte una provincia y la pretensión deducida se funda, directa y exclusivamente, en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos efectuada en la demanda para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.   Cabe recordar, que también ha dicho la Corte, que la inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales, constituye una típica cuestión de esa naturaleza.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de nulidad


    S. 612, XXXVII, 26 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Dominio del Estado. Expropiación. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que son partes en el presente proceso el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Sociedad de Beneficencia de la Capital (Estado Nacional) s/ Expropiación


    B. 15, XXXVII, 05 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Educación a distancia. Personas jurídicas de carácter privado. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24, inc. 19 del decreto-ley n° 1285/58, una Provincia debe ser parte en el proceso, ya sea como actora, demandada o tercero, tanto en sentido nominal como sustancial, esto es, no basta la voluntad de los litigantes, sino que es necesario además que, del examen de, la realidad jurídica, surja que un Estado local tiene un interés directo en el pleito de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


    Fundación Sistema de Educación Abierta y a Distancia Hernandarias c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    F. 311, XXXVII, 11 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Para determinar la naturaleza de la materia corresponde distinguir, según una reiterada doctrina del Tribunal, entre los funcionarios y empleados cuya remuneración y demás derechos y obligaciones son establecidos y regulados por el respectivo régimen constitucional y administrativo, de aquellos casos en que el Estado local contrata los servicios de personas para funciones no previstas en los cuadros de la Administración ni en el presupuesto, sin honorarios, oficina, jerarquía, ni sueldo, situaciones éstas que se rigen por el derecho común.  Se presenta este último supuesto, toda vez, que, de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que el servicio prestado por el actor, como letrado de la Provincia, consistió en una relación jurídica regida por el derecho común, extraña al marco estrictamente administrativo aplicable al personal que integra los cuadros permanentes de la Administración Pública provincial.  En consecuencia, cabe asignar, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, naturaleza civil a la materia del pleito, en tanto no surgen del expediente elementos que permitan inferir que el vínculo que unió a las partes se halla originado en un contrato administrativo regido por el Derecho Público local, ni exijan el examen o revisión de actos administrativos de ese carácter.  En tales condiciones, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Eviner, Pablo Gabriel c/ Río Negro, Provincia de s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 61, XXXVII, 08 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Ejecución del convenio. Reconocimiento de las obligaciones. Contrato de publicidad. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En principio, la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, se une el carácter de causa civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda, a la que corresponde atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056: 308: 229, 1239 y 2230, se desprende que la sociedad actora, con fundamento en normas de derecho común, demanda a la Provincia de Corrientes a fin de obtener la ejecución de un acuerdo de pago en el que la demandada reconoce una antigua deuda derivada de un contrato de publicidad celebrado entre ambas partes, por lo que corresponde asignar naturaleza civil a la materia del pleito. En consecuencia, de tener por acreditada la Corte, la distinta nacionalidad de la sociedad actora, la causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Publex S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución de convenio


    P. 1033, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Caja Complementaria de Previsión de la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 1008, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Caja Complementaria de Previsión de la Actividad Docente c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 1007, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Caja Complementaria de Previsión de la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 1006, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Caja Complementaria de Previsión de la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 1004, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Caja Complementaria de Previsión para la actividad docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    C. 947, XXXVII, 07 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inc. 1°,  del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 38, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


     


    IVA. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente litis corresponde a la competencia originaria de la Corte, ratione personae, toda vez que en ella el Estado Nacional demanda a un Estado Local, por lo cual, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base en lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciado la acción en esta instancia.


    Fisco Nacional (AFIP - DGI) c/ Ministerio de Producción Trabajo de la Provincia de Córdoba s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1896, XXXVII, 13 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. COMFER. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El Comité Federal de Radiodifusión demanda a una Provincia, por una deuda que habría sido contraída por L U 90 TV Canal 7, .organismo que, depende de la Secretada de Gobierno y en consecuencia integra la Administración Central, por lo que dicho Estado local se encuentra sustancialmente demandado en autos. Por ello, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Comité Federal de Radiodifusión c/ Chubut, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 537, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte ratione personae, dado que, cuando la  Administración Federal de Ingresos Públicos demanda a una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia


    Fisco Nacional c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    F. 359, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el artículo 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  Se debe atender de modo principal a los hechos de la demanda, para determinar la competencia según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  De considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, se opina que la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 903, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 841, L. XXXV, Originario "Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal y sus citas".


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia s/ Ejecución Fiscal


    A. 491, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa F. 359,  XXXVII, Originario "Fisco Nacional c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Fisco Nacional c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    F. 360, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida por parte en un proceso y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero-, y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera, que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  También ha dicho la Corte que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En mérito a lo señalado, ese requisito no se encuentra cumplido en autos.  La Provincia en cuestión no se encuentra sustancialmente demandada en autos y no integra la litis en los términos del art. 117 de la Constitución Nacional.  Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictivo e insusceptible de extenderse, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia.


    Comité Federal de Radiodifusión c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C. 536, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Servicio público. Recursos hídricos. Juicios en que es parte una provincia. Constitución provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Dicho requisito no se encuentra cumplido en autos. En efecto, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la deuda corresponde a la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires quien sería la presunta titular del inmueble en cuestión.  Dicha entidad, a tenor del art. 201 de la Constitución Provincial y de la Ley provincial N° 11.612, goza de autarquía, es decir, es una persona jurídica distinta del Estado provincial y no se identifica con él.  En consecuencia, al no aparecer la Provincia en cuestión como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.  En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente pleito resulta ajeno a esta instancia.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 409, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Embajadas extranjeras. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Archivo del expediente. 


    Corresponde que la Corte proceda al archivo de la causa, toda vez que el Tribunal se encontraría impedido de ejercer su jurisdicción originaria.


    B., Maryline Isabel y otros s/ Infracción Ley 23.737


    B. 775, XXXV, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 10 del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta.  No surge de las constancias agregadas al sumario hasta este momento, que se hubieran afectado las actividades propias de la sede diplomática o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, hasta tanto se acredite en autos alguno de los extremos mencionados, esta causa resulta ajena a la competencia del Tribunal.


    Embajada de Estados Unidos de América  s/ Denuncia


    E. 78, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Intimidación pública. Competencia de la Corte Suprema. Comptencia originaria. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 10 del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta.   No surge de las constancias colectadas, que concurra alguno de los supuestos que habilitan el conocimiento de la Corte, y no se han afectado las actividades propias de la sede diplomática o la de sus funcionarios, no bastando al efecto la mera posibilidad de tal afectación para que surta la competencia originaria del Tribunal.


    Embajada de España  s/ Averiguación intimidación pública


    E. 79, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Embajadores y ministros extranjeros. Cese de la función pública. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte Suprema, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.


    R., Luis Alberto s/ Formula denuncia


    R. 529, XXXVI, 01 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Entes reguladores de servicios públicos. Nulidad de la resolución. Tarifa de servicios públicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, en el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.  En efecto, toda vez que la Provincia de Buenos Aires ha sido citada como tercero por la sociedad actora, solicitó su propia intervención como tercero en el pleito en los términos del art. 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y, a su vez, peticionó la intervención en el proceso del Estado Nacional. Debido a que todos ya han tomado intervención en autos, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Eden S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Nulidad de resolución ENRE 671/99


    E. 91, XXXVII, 27 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Estados extranjeros. Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.


    F. de P., Regina Carlota s/ Denuncia hurto


    F. 101, XXXVII, 03 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Estafa. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No existe en autos fundamento legal alguno para que el Tribunal se avoque originariamente en el conocimiento de la causa.


    G., Reynaldo Alberto s/ Estafa - causa N° 471


    G. 708, XXXVI, 04 de julio de 2001


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Daños y perjuicios. Pronunciamiento inoficioso. Competencia originaria. 


    Respecto a la excepción de incompetencia, cabe señalar que dicha defensa resulta actualmente inoficiosa, toda vez que, tal como pretendía la Provincia de Buenos Aires, la causa tramita actualmente en la instancia originaria de la Corte por ser demandados en el pleito una Provincia y el Estado Nacional.   En cuanto a la excepción de falta de legitimación pasiva para obrar, cabe recordar que, según una reiterada doctrina de la Corte, la falta de legitimación para obrar se configura cuando alguna de las partes en juicio no es titular de la relación jurídica en la que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.   Asimismo, cuando ella es opuesta como excepción de previo y especial pronunciamiento, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, el Código adjetivo admite su tratamiento en forma previa a la sentencia, en la medida en que revista carácter manifiesto. De lo contrario, si no es posible resolverla de manera inequívoca con los elementos incorporados a la causa, corresponde diferir su consideración para el momento de dictarse el pronunciamiento definitivo.


    Acuña, Pedro D. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros (P.N.A.) s/ Daños y perjuicios


    A. 490, XXXV, 28 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Haber jubilatorio. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Al resultar parte en estos autos tanto la Provincia demandada, como la Nación, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, prima facie correspondería la competencia originaria de la Corte ratione personae, a fin de satisfacer las prerrogativas jurisdiccionales previstas en los art. 116 y 117 de la Constitución Nacional.  Sin embargo, la Provincia de Rio Negro, única aforada a esta instancia originaria, celebró el referido Convenio de Transferencia en el que pactó con la Nación la intervención de la Justicia Federal con competencia en su territorio, por lo que, se ha operado una prórroga de dicha competencia ratione personae, a favor de la justicia federal de grado, tal como la Corte lo ha aceptado a partir del precedente F. 280. L. XXIII, "Flores. Feliciano Reinaldo y otra c/Provincia de Buenos Aires y otra s/ Cobro de pesos", y reiterada en una causa sustancialmente análoga a la de autos in re Comp. 277, L. XXXIV, "Páez de Correa, Nydia c/ A.N.S.E.S. s/ Amparo", en la que la Corte compartió los fundamentos del dictamen de este Ministerio Público.


    Antonutti, María Elena y otro c/ Rio Negro, Provincia de s/ Medida cautelar


    A. 741, XXXVII, 27 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Hurto. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 10 del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta.


    M. G., Rodrigo Ceferino s/ Denuncia hurto


    M. 745, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Impugnación de deuda impositiva. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, la Provincia de San Juan dirige su pretensión contra una entidad nacional y, en consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la Ley 23.473, modificado por el art. 27 de la Ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del Decreto-ley 1.285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito por ser la actora una Provincia.


    San Juan, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


    S. 1192, XXXVI, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 51, XXXVII, “Erylu Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios” y sus citas.


    Bassa, Jaime Joaquín y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 411, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Competencia originaria de la Corte, establecida en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.   En el sub lite, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que los actores reclaman un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habría incurrida la provincia en cuestión, a la que atribuye responsabilidad extracontractual por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo.   Al respecto, si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    De María, Fernando Mariano y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 53, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Policía federal. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que el actor demanda al Estado Nacional (Policía Federal Argentina) y a una provincia (Poder Judicial), dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Romero, Fernando Víctor c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 216, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Muerte. Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.


    P., Liliana María y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 520, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Interdictos posesorios. Interdicto de recobrar. Restitución del inmueble. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Ante todo, cabe advertir que, la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Se debe acudir de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia, de conformidad con el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Galera, Lucas c/ Cordoba, provincia de s/ Interdicto de recobrar


    G. 543, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Cobro de expensas comunes. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido carácter de causa civil, a aquéllas en las que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810.   En el sub lite, de los términos de la demanda, se desprende que la pretensión del Consorcio tiene por objeto la ejecución de un certificado de deuda por expensas, con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.


    Consorcio de Propietarios Edificio Calle Maipú 327/31 c/ San Juan, Provincia de s/ Cobro de expensas


    C. 943, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Retención de aportes sindicales. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia, es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.   Cabe recordar que se ha atribuido, carácter de causa civil, a aquéllas en las que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina de la Corte.   De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la pretensión del actor tiene por fin la ejecución de un certificado de deuda, con fundamento en normas de derecho común.   Al respecto, la Corte ha reconocido su competencia originaria en los procesos dirigidos por o contra un Estado local, por el pago de dichos instrumentos, atribuyendo carácter civil a la materia del pleito, dado que por el tipo de documento de que se trata, no corresponde indagar las causas de su libramiento, pues los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad, impiden entrar a considerar el origen de la obligación.  En consecuencia, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a dictaminar, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Sindicato Argentino de Televisión (S.A.T.) c/ Gobierno de la Provincia de Misiones s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1608, XXXVI, 20 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.   Pero no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito para que pueda surtir la competencia de la Corte, toda vez que se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial.  Finalmente, en cuanto a la acumulación, este Ministerio Público ha señalado, que la acumulación de procesos, por ser una cuestión de carácter procesal, queda sujeta a la exclusiva decisión de los magistrados que conocen del litigio y, por lo tanto, no le corresponde expedirse al respecto.


    Instituto CAIP S.R.L. c/ Tierra Del Fuego, Provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 26, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art., 24, inc. 1° del Decreto-Ley N° 1285/58, procede en, los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Cabe recordar que se ha atribuido, carácter de causa civil, a aquéllas en las que su decisión hace, sustancialmente aplicables Ias disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor, con las constancias obrantes en el expediente, respecto de la Provincia demandada, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a dictaminar, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Consorcio de propietarios Avenida Santa Fe 975/79/83/87/89 c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de expensas


    C. 345, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art.24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    O. 133, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art.24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 94, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art.24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 93, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Cabe recordar. ante todo. que no basta gue una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte. establecida en el art.117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24. inc. 1° del Decreto-ley N° 1285/58. pues para ello es necesario, además. examinar la materia sobre la que versa el pleito esto es que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Es así que quedan excluídos de dicha instancia, aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomias provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en los procesos en los que se ventilen cuestiones de esa naturaleza.  La Provincia de Buenos Aires mediante los títulos que ejecuta. pretende cobrar una suma de dinero en concepto de impuestos a los ingresos brutos, lo cual según doctrina del Tribunal es una carga impuesta a las personas o cosas con un interés público y su percepción un acto de indole administrativo.  La competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Giordano, Miguel Antonio y otro s/ Apremio


    B. 1025, XXXVI, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 357, XXXV Originario "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires Provincia de y otro s/ Repetición -inconstitucionalidad-".


    Nestle Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    N. 112, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Estado Mayor General de Ejército. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el Estado Mayor General del Ejército, que es un órgano que integra la Administración Central del Estado Nacional, demanda a una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constittición Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a ''la Nación" ,-o a una entidad nacional- al fuero federal,  sobre la base de lo dispuesto, en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación irregular


    E. 110, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Falta de legitimación. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Tiene dicho reiteradamente el Tribunal que el carácter de Diputados no otorga legitimación suficiente para actuar en un proceso. Tampoco la concede, la mera condición de ciudadanos, sin que se invoque otro interés jurídicamente protegido.  En tales condiciones, al carecer los actores de legitimación sustancial para actuar, no se configura en autos un “caso” o “causa” que corresponda a la Corte resolver.


    Leguizamón, María Laura y otros c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    L. 250, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en  Fallos: 322:2856, “Cincunegui, Juan Bautista c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad”.


    No corresponde a la instancia originaria de la Corte toda vez que se trata de una acción declarativa de certeza dirigida contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el cual no reviste el carácter de provincia, presupuesto ineludible para hacer surtir la competencia asignada a la Corte por el art. 117 de la Constitución Nacional.  Es doctrina desde antiguo consagrada, que no corresponde que la Corte se expida sobre el juez que realmente deba entender en el pleito, ya que esa función sólo debe ser ejercida por el Tribunal cuando sea llamado a dirimir un conflicto jurisdiccional trabado de acuerdo con la legislación vigente o cuando exista una efectiva privación de justicia.


    Unión Transitoria de Agentes S.A. c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    U. 26, XXXVII, 07 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


    Nulidad de la escritura pública. Juicio de desalojo. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 10 del Decreto-Ley N° 128,5/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.  En el sub lite, el actor, además de solicitar la nulidad de la escritura pública en cuestión y el desalojo de eventuales tenedores u ocupantes de su inmueble, reclama una indemnización por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia y atribuye responsabilidad extracontractual, a dicho Estado local, por el cumplimiento irregular y negligente de las obligaciones legales de uno de sus órganos.  Si bien este Ministerio Público, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal.


    Bratanich, Miguel Ángel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Ordinario


    B. 757, XXXVII, 04 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Nulidad del decreto. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 177 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58, pues para ello es necesario además examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de exclusivo contenido federal o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Es así que quedan excluidos, de dicha instancia, aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autoridades provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza.  Esta última circunstancia es la que se presenta, toda vez que de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos de debe atender de modo principal para determinar la competencia según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la materia del pleito no es exclusivamente federal, tal como lo requiere una antigua jurisprudencia del Tribunal para que proceda la competencia originaria de la Corte, dado que los actores efectúan también un planteamiento local, pues atacan los Decretos del Poder Ejecutivo provincial, tanto por ser contrarios a la Constitución Nacional, como por ser violatorios de la Constitución provincial y del Estatuto del Docente Privado provincial.     En consecuencia, la cuestión exige que sean los jueces locales los que traten previamente la contradicción de las referidas disposiciones con las normas provinciales, lo que constituye un tema de Derecho Público y ajeno, por su naturaleza, al ámbito de la Corte, sin perjuicio de que posteriormente, las cuestiones federales que también puedan comprender dichos pleitos, tengan adecuada tutela por medio del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  Por todo lo expuesto y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la demanda resulta ajena a esta instancia.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    S. 1265, XXXVI, 12 de junio de 2001


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, cuando el Estado Nacional demanda a una provincia, por ser la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Estado Nacional- Ministerio de economía- Secretaría de Energía y Minería c/ Provincia de Misiones y electricidad de Misiones S.A s/ Nulidad e inconstitucionalidad


    E. 259, XXXVII, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Corresponde señalar que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  A de estarse a los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la, competencia, de conformidad con el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Cabe indicar que, en reiteradas oportunidades, la Corte ha dicho que la inconstitucionalidad de leyes y decretos locales constituye una típica cuestión de carácter federal.


    Obra Social para el Personal de la Actividad Vial (O.S.P.A. Vial) c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 81, XXXVII, 26 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Repetición de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 357, XXXV, “Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición inconstitucionalidad”.


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 12, del Decreto ley 1285/58.


    Industrias Viauro S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    I. 68, XXXVII, 19 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Retención indebida. Aentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte en relación a los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versen sobre privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiéndose entender por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestiones su responsabilidad civil o criminal.  Asimismo, la Corte ha prevenido que cuando se imputa la comisión de un delito doloso a un agente diplomático, corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema.


    L. L., Maricela Teresa Elvira s/ Denuncia


    L. 62, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Revocación de la donación. Bienes inmuebles. Condición resolutoria. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente litis corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione persona, toda vez que en ella el Estado Nacional, acciona contra una provincia, por lo cual la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército - c/ Salta, Provincia de s/ Ordinario


    E. 237, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Tasa por servicios aeronáuticos. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae cuando una Provincia demanda al Estado Nacional por lo que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, Provincia de c/ Estado Nacional -Fuerza Aérea Argentina- s/ Cobro de pesos


    N. 45, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


     


    Demanda


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Distribución de energía eléctrica. Mercado eléctrico. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Estado de incertidumbre. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte continua siendo competente para entender en forma originaria en las presentes actuaciones.   Resulta de aplicación la doctrina de la Corte en el sentido de que la competencia de la Corte Suprema provine de la Constitución Nacional y no es susceptible de ampliarse, restringirse ni modificarse mediante normas legales. Debe recordarse que al tratarse en este caso de un problema atinente a la determinación de las órbitas de competencias del Gobierno Federal y de un Estado Provincial, la acción declarativa es un medio plenamente eficaz y suficiente para satisfacer el interés de la actora con una declaración de certeza.   En cuanto al fondo del asunto, es conveniente precisar como primer punto que, un agente de percepción es un sujeto sobre quien recae un deber no contributivo, consistente en adicionar al precio final de los bienes que venda o de los servicios que preste, una suma dispuesta por el Fisco, a título de “percepción”, que debe ser conjuntamente cobrada a sus clientes y, en la oportunidad establecida, ha de ser debidamente informada e ingresada a las arcas fiscales. Queda en claro, como lo destacó la Corte en fallos: 308:442, que el agente de retención o percepción no integra la relación jurídico tributaria sustancial.   Desde el punto de vista del cliente, a la sazón contribuyente del gravamen, la suma oblada juega como un pago parcial o anticipo de la obligación tributaria que, en definitiva, resulte adeudar, en relación al acaecimiento del respectivo hecho imponible que la haga nacer y a la intensidad o cuantía que tal obligación asuma.  El fundamento último del Estado para imponer este tipo de comportamientos a sus habitantes, reposa en su poder de imperio del cual emana la capacidad para establecer  cargas públicas que, en este caso, atienden a razones de conveniencia en la política de recaudación tributaria. Resulta innegable que, a pesar de tener un mero carácter intermediario entre el contribuyente y el Fisco, los agentes de percepción, en virtud de mandato legal expreso, quedan sometidos a consecuencias de naturaleza patrimonial y represiva en caso de incumplimiento o de cumplimiento defectuoso de sus deberes.  En este orden de ideas, cabe poner en claro que la Provincia de Buenos Aires no ha pretendido gravar a la actora, sino que, en virtud de su poder de imperio y con la finalidad de facilitar la recaudación, impedir el fraude y disminuir la morosidad de sus contribuyentes, impone coactivamente su colaboración, a titulo de agente de percepción.  Así, de acuerdo con el texto del artículo 36 de la ley 11.904, sujeta a los contribuyentes del impuesto sobre los ingresos brutos que desarrollen actividades comerciales o de servicios con domicilio fiscal o establecimiento en el territorio de la Provincia, con una alícuota de hasta el 30% que se aplicará sobre el importe facturado, neto de impuestos, tasas y contribuciones, por las empresas prestadoras de los servicios públicos de energía eléctrica, gas y telecomunicaciones, las que, de esta forma, son designadas como agentes para tal fin.  No se halla en tela de juicio aquí que el servicio público de distribución y comercialización de energía eléctrica en la Capital Federal y en diversos partidos del conurbano bonaerense, prestado por la actora, corresponde a la jurisdicción federal y ha sido regulado por el Gobierno Nacional en virtud de las leyes 14.772, 15.336 y 24.065 y demás normas reglamentarias, ni que éste tiene facultades suficientes, concedidas por la Constitución Nacional, para regular en la forma más completa y armónica que estime conveniente, el servicio referido en las zonas y bajo las condiciones razonables que determine, sujetándolo a su jurisdicción, con base en el armónico juego de los incs. 13, 18 y 30 del artículo 75 de la Carta Magna.  Por otra parte, la Corte ha dicho que, la interpretación de la Constitución Nacional debe hacerse de manera que sus limitaciones no turben el eficaz ejercicio de los poderes del Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad y que las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera, ni directa ni indirectamente, la satisfacción de servicios de interés público nacional. Las facultades de las provincias, por importantes y respetables que sean, no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás Estados autónomos y de la Nación toda.  Asimismo, es asentada la doctrina de la Corte que, si bien es cierto que todo aquello que involucre el peligro de limitar las autonomías locales ha de instrumentarse con la prudencia necesaria para evitar el cercenamiento de los poderes no delegados de las provincias, no lo es menos que el ejercicio, por parte de la Nación, de las facultades referidas en el párrafo precedente no puede ser enervado por aquéllas, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades que fincan en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y del cual participan las provincias. En ese mismo precedente, subrayó que, conforme al principio de que quien tiene el deber de procurar un determinado fin tiene el derecho de disponer de los medios necesarios para su logro efectivo y, habida cuenta que los objetivos enunciados en el preámbulo y los deberes-facultades establecidos en los incisos del artículo 67 de la Constitución Nacional tienen razón de causa final y móvil principal del Gobierno Federal, no cabe sino concluir que éste no puede ser enervado en el ejercicio de esos poderes delegados.  Sentado lo expuesto, es preciso destacar, en lo que concierne al sub examine, que corresponde a la Nación, a través del ENRE, lo relativo a la fijación de las tarifas para el transporte y distribución de energía eléctrica, las cuales deberán respetar las condiciones generales previstas en los arts. 40 y cc. Asimismo, el precio máximo del servicio será determinado por el ente.  Por otra parte, el ENRE también debe llevar a cabo todas las medidas necesarias para cumplir con los objetivos enunciados en el artículo 2° de dicha ley y para hacerla cumplir, para controlar que las tarifas sean aplicadas de conformidad con las concesiones y disposiciones de la ley y, dentro de sus facultades, está la de dictar los reglamentos a los cuales deben ajustarse los distribuidores en materia de medición y facturación de los consumos, de interrupción y reconexión de los suministros.  No puede dejarse de lado, en este orden de consideraciones, que el marco legal de la energía eléctrica contiene otras normas que delimitan las competencias de los Estados locales, a favor de la Nación, con el objeto de asegurar el logro de los objetivos por ella determinados. Así, el artículo 2° de la ley 14.772 puso, en cabeza del Poder Ejecutivo Nacional, el deber de proveer lo conducente a solucionar integralmente los problemas de electrificación relativos al servicio público en el área de su aplicación, formulando programas de obras y de prestaciones que contemplen los intereses generales de la Nación y, por otra parte, el artículo 5°, si bien resguardó los derechos de las autoridades locales, lo hizo respetándolos "en todo aquello que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado nacional", Se suma a ello lo dispuesto por el artículo 12 de la ley 15.336, en tanto dispone que las obras, instalaciones de generación, transformación y transmisión, como así también la energía generada o transportada, “… no pueden ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre producción y circulación…”.


    Empresa Distribuidora Sur Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    E. 46, XXXIII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    K. N., Katherine s/ Homicidio culposo


    K. 28, XXXVI, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cosa juzgada. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. Devolución del expediente. 


    La Corte ha reconocido el rango constitucional y la necesidad de tutela inmediata de la prohibición doble persecución penal. La razón de ello reside en que esa garantía no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante el sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho.  La Corte ha consagrado la excepción a la regla según la cual la determinación de la existencia o inexistencia de la cosa juzgada es ajena a la instancia extraordinaria cuando  se cuestiona el pronunciamiento impugnado con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    N. P., Guillermo; P., Jaime J. y otros s/ Incidente de excepciones- causa n° 29.098-


    N. 26, XXXV, 27 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Empedocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683


    E. 92, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 661, L. XXXV, "Saint Román, Rafael Andrés c/ González Fischer, Guillermo Arturo José y otros s/ Despido".


    Saint Romain, Rafael Andrés c/ González Fisher, Guillermo Arturo José y otros


    S. 609, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Cuestión análoga al fallo de la causa I. 71, L. XXXIV, "Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires - Recurso de Hecho".


    Hius S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    H. 140, XXXV, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al fallo de la causa I. 71, L. XXXIV, "Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires - Recurso de Hecho".


    Lemcol S.A. c/ Municipalida de la Ciudad de Buenos Aires


    L. 271, XXXV, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Aborto eugenésico. Aborto terapéutico. Hospitales públicos. Derecho a la salud. Personas por nacer. Anencefalia. Cuestión federal. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Derecho a la vida. Procedencia del recurso. 


    Autodeterminación procreativa.


    La gravedad de los hechos, en los que se ven afectados derechos de raigambre constitucional y la premura que requiere su solución para no tornarlos ilusorios, aconsejan la habilitación del receso judicial tal como lo solicitaran la amparista y el recurrente.  Por otra parte, las cuestiones a debatir constituyen caso federal suficiente, por apartarse la sentencia de los antecedentes normativos y jurisprudenciales que, sobre el tema, invoca; incurriendo en este sentido en una flagrante violación de derechos fundamentales.  El Tribunal ha reconocido que en su función de intérprete y salvaguarda último de las disposiciones de la Constitución Nacional, de cuya efectiva vigencia depende una adecuada convivencia social, es pertinente en ocasiones de gravedad obviar ápices formales que obstarían al ejercicio de tal elevada función. Circunstancias que concurren en la especie.  Normas de carácter interno e instrumentos internacionales a los que la República ha adherido u otorgado rango constitucional, prescriben la existencia jurídica de la persona desde el momento mismo de su concepción.  Los artículos 63, 70 y 264 del Código Civil establecen que la tutela de las personas como sujetos capaces de adquirir derechos, comienza desde la concepción en el seno materno.  Por otra parte, en nuestro derecho positivo, ya fuere su fuente interna o internacional, también se tutela a la persona, y al niño en particular contra cualquier tipo de discriminación que en su perjuicio se pudiere ejercer.   Hecha esta salvedad, cabe volver a las premisas normativas que estableciendo la existencia de la persona desde el momento mismo de su concepción, determinan la condición de humanidad del nasciturus como sujeto merecedor de la tutela de sus derechos mediante los más altos resguardos.  No caben dudas que todo niño, es merecedor de las garantías y protecciones que se desprenden de la naturaleza humana y de su condición de tal, desde su concepción. De una forma tan completa y acabada que no se permita desvirtuarlas.  Así lo consigna la Convención de los Derechos del Niño. En su artículo tercero establece expresamente que el interés del niño debe privar sobre toda otra consideración, imponiendo a toda institución pública o privada que en los asuntos concernientes a ellos deben guardar en forma primordial el interés superior del niño.  Omisión de la sentencia, cuya verdadera magnitud descalificante como construcción jurídica válida se torna nítida, en cuanto se advierte que el Tribunal, ha establecido que "la consideración primordial del interés del niño que la Convención sobre los Derechos del Niño impone a toda autoridad nacional en los asuntos concernientes a éstos, orienta y condiciona toda decisión de los tribunales de todas las instancias llamados al juzgamiento de los casos, incluyendo, obviamente, a la Corte". Objetivo de resguardo que, se encuentra presente en forma permanente y pacífica cuando la Corte aborda el tema, conforme surge, entre muchos otros, de Fallos 320:1291 y 322:328 "la Corte tiene establecido que debe privar la evidente finalidad tuitiva perseguida por el legislador al prever la defensa apropiada de los derechos del menor, especialmente cuando el tema fue objeto de consideración específica en tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional”.  Tesitura que esta Procuración General ha compartido y en algunos casos, sustentado, reafirmando la prevalencia del interés superior del niño por sobre toda otra consideración en los Fallos 318:1269; 322: 1349,2701; 323:91, 376, 379 y 854 y Competencias 851, L. XXXV; 827, L. XXXV; 1, L. XXXVI; 363, L. XXXVI; 854, L. XXXVI; 780, L. XXXVI; 835, L. XXXVI; 930, L. XXXVI y 1140, L. XXXVI.  De tal forma, el derecho que nos rige no tan sólo es claro en cuanto extiende su protección a la vida y a los derechos de la persona desde el momento de su concepción en el seno materno hasta la muerte, sino que en su estadio prenatal, y luego durante su niñez y juventud debe atenderse en forma privativa a su interés.  El derecho del niño a la vida, no se adscribe a una entelequia sino que responde a una realidad concreta y dinámica. Es que la vida, para ser eficazmente defendida por tan sabias instituciones, no puede ser interpretada a través de cortes sagitales que la estratifican. La vida, dentro de nuestra magnitud humana, es, por el contrario, una sucesión de instantes, que conformarán o no, segundos, días, años o, en fin, décadas. Por eso, para cada uno de nosotros, la vida es cada instante, cada segundo, cada día, y todos igualmente valiosos porque cada uno de esos momentos contiene en su integra plenitud ese concepto: vida.  Es por ello que su tutela legal, para ser real y efectiva, debe llegar también, a cada año de vida, a cada día de vida, a cada segundo de vida, a cada instante de vida... y como el individuo vive ya, como persona, en su vida intrauterina, también cabe extender, a cada instante de esa vida prenatal, la preferente protección legal.  Porque, esa protección se acentúa conforme es mayor la indefensión de la persona, ya fuere por su minoridad o por no haber nacido aún. Así lo establece el Preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño.  De tal forma, que en nada afecta a la plena vigencia de sus derechos la alegada "inviabilidad" del nasciturus, ya que su sola condición de niño, sin importar cuál fuere la extensión de su vida extrauterina, lo hace merecedor de esas protecciones. Ellas deben estar presentes, so pena de incumplirlas, en cada uno de sus breves, y quizá únicos, instantes de vida luego de nacer.  Por ello la doctrina del Tribunal de Fallos 302:1284, afirma que este derecho fundamental es innegable a toda persona sobre la base de criterios relativos a su "viabilidad", ni aun cuando los pronósticos médicos prevean una vida efímera, ya que esa circunstancia no la hace de por si inmerecedora de protección; no obstante ello, debe contemplarse que la decisión de los padres de procrear un hijo, representa asumir una gran responsabilidad, que si bien se sitúa originariamente frente a perspectivas felices, encierra, como toda decisión humana, infaustos, que pueden o no acaecer, y esta última reflexión sirve de hincapié respecto de otra de las afirmaciones de la sentencia en crisis, en cuanto confronta el derecho a la vida del por nacer y el de la integridad psico-física de su madre.  En Fallos 302:1284, la Corte caracterizó el derecho a la integridad corporal como un derecho de igual naturaleza a la vida, pero secundario respecto de ésta. Y en la colisión entrambos optó por la vida, como primordial, por entender que estas garantías tienen una jerarquía de preeminencia que, cuando se ven enfrentadas, se deben hacer compatibles. Así lo ha hecho el Tribunal en Fallos: 306:1892.  Sentado lo expuesto, y considerando que en este caso podría existir una confrontación entre dos derechos constitucionalmente protegidos, resulta de aplicación la doctrina invocada, salvando las diferencias fácticas, ya que están igualmente en juego, por un lado el derecho a la vida, y por otro lado el derecho a la integridad.  En conclusión y toda vez que el Tribunal optó por el derecho preeminente, lo mismo cabe decidir, si el daño alegado por la actora fuera posible de subsanar por otros medios que no requieren vulnerar las garantías del menor que, deben prevalecer.  Indudablemente, la deficiencia de que adolece el nasciturus se encuentra entre aquéllas que son extremas y que por cierto impiden su viabilidad.   Es indudable, que establecer categorías de humanidad, podría conducir hacia el más peligroso sendero discriminatorio, porque sin duda, la más temible de las discriminaciones es aquélla en que se permite afirmar o negar al hombre, su propia condición de hombre. Tan difuso es el estrecho límite que se transita cuando se pretende decidir la humanidad de un individuo, que en la misma sentencia en crisis, luego de afirmar innumerables veces que el feto descerebrado carece de las características básicas del humano, se reconoce que el niño por nacer cumple con algunas actividades cerebrales, toda vez que vive merced a funciones vitales imposibles de concebir sin algún atisbo cerebral.  Es por ello que ha de estarse por la defensa de la vida de quien presenta signos de humanidad, aunque fueren mínimos, porque no puede dejarse de contemplar que ante nosotros se encuentra un ser que, además de cumplir con funciones vitales básicas, podría en alguna medida sentir, aunque fuere, dolor; sensación que lo ubica a nuestro lado, junto a nosotros, como congénere.  Dicho esto, cabe insistir sobre la necesidad de que cualquier decisión administrativa o judicial no pueda significar un debilitamiento de la vigencia normativa del derecho a la vida, incluso desde la misma concepción. Posiblemente la vigencia absoluta de este derecho sea el vértice desde el cual colocar el prisma para observar todo el sistema de protección internacional de los derechos humanos.   Ello, sin embargo, no debe ser entendido, de ningún modo, como una exigencia estatal de que la protección del derecho a la vida se ejecute siempre a través del sistema jurídico penal. Las diferentes instancias estatales y la propia legislativa deben evaluar, en el marco de todos los sistemas de control formal e informal, punitivos y no punitivos, cuál es el que ofrece mayores niveles de protección del derecho a la vida.   Es por eso que, en lo que respecta a la regulación del ilícito de aborto o interrupción artificial del proceso de gestación, las diferentes legislaciones nacionales en todo el mundo han tenido la libertad de regular el conflicto sin perjuicio de la vigencia indiscutida en los pactos internacionales de protección de los derechos humanos desde el mismo iluminismo de ese derecho fundamental.  La cuestión ha sido siempre compleja teniendo en cuenta que se trata de una combinación de dificultosa medición en la que intervienen bienes e intereses jurídicos de diversa índole y puestos en crisis con diversa intensidad, como la vida del feto, la integridad física de la mujer, y su propia autodeterminación, etc.  El caso sometido a examen en esta instancia adquiere diferentes matices si se considera o no que se configura el supuesto del artículo 85 del Código Penal.   Si así fuera, el paso inmediato posterior debería ocuparse de comprobar la posibilidad de que se den los presupuestos objetivos de alguna de las justificantes previstas en la propia regulación del Código Penal Argentino.  Teniendo en cuenta los extremos reseñados, el caso sub-examen podría ser uno de los que en el derecho comparado se denominan como "indicación eugenésica". Es decir supuestos en los cuales no es punible. En la legislación nacional, tal indicación no se encuentra prevista. Y aunque lo estuviera, posiblemente tampoco sería aplicable teniendo en cuenta la exigencia temporal exigida en la eximente y no es posible entonces el aborto eugenésico porque no lo autoriza la ley penal.  Ahora bien, teniendo en cuenta otras características del episodio analizado y las propias manifestaciones de quien acude al sistema de justicia solicitando la autorización, el supuesto de hecho podría estar encuadrado dentro de lo que se denomina como "aborto terapéutico". Eximente esta sí prevista en la legislación nacional y regulada en el artículo 86 inciso 1, que autoriza la realización del aborto cuando es ejecutado por un médico diplomado, mediando el consentimiento de la mujer embarazada y encontrándose vigente la finalidad de interrumpir el proceso de gestación para evitar un grave peligro para la vida o salud de la madre, si es que el peligro no puede ser evitado por otros medios.   En el caso, según puede verse se corre el peligro, de una lesión a la integridad mental de la madre, teniendo en cuenta que de no producir la interrupción del proceso de gestación se estaría obligando a la mujer a continuar con un embarazo indefectiblemente destinado al fracaso.  Más allá, que algunos de los elementos de la eximente sean tenidos en cuenta para la solución de este caso, tomando en consideración que toda causa de justificación es la solución más racional a un conflicto de valores insolucionable por otra vía y que otorga una buena tendencia ética y político-criminal, en el caso analizado, y particularmente para una de las hipótesis posibles: la inducción o adelantamiento del parto, no se verifican los extremos de la vigencia del tipo objetivo del aborto -artículo 85 del Código Penal-.  Aquí no se trata de dirigir la interrupción, como lo exige el tipo subjetivo del artículo 85 del Código Penal, a la muerte del feto. El caso ofrece como dato lamentable del conflicto una situación de riesgo para el producto de la gestación que implica la segura muerte en momentos inmediatos posteriores al parto, por lo cual mal podría estar incluido en el dolo como conocimiento y voluntad la producción de un suceso fáctico que de modo natural ya está incluido dentro del universo de las causalidades inevitables. Se trata sólo de un caso en el cual a la capacidad limitada del ser humano desde el punto de vista fáctico y la mucho más reducida aptitud del jurista desde el punto de vista normativo, sólo les queda reservado un rol deslucido en la administración de los riesgos en juego.  En este sentido, ante el altísimo porcentaje de riesgo en el feto, sólo se debe reducir al máximo el riesgo de lesión a la integridad física de la madre. Todo aborto, definido como ilícito penal, requiere la incorporación del riesgo de muerte por un agente que se coloca como autor o como partícipe del hecho, es por ello que, en este caso no es posible inferir que se trate de un caso subsumible en el artículo 85 del Código Penal: de producirse la muerte del producto de la gestación la totalidad del riesgo que desemboca en el curso lesivo provendrá de causas naturales ajenas al propio adelantamiento, o, por lo menos, el grado de lo todavía no definible para la vida del feto es tan ínfimo que no podría explicar ser atribuido a ninguna persona.  En términos dogmáticos: frente a un resultado que de todos modos se producirá, pierden sentido el tipo subjetivo que perfecciona la tipicidad e incluso la totalidad de la imputación objetiva ya que deja de tener explicación el curso lesivo. En términos absolutamente claros: no se trata de un supuesto de aborto.  Todo ello permea de racionalidad, ética y jurídica, a la solicitud de la madre y legitima la autorización judicial para el adelantamiento del parto.   Sin perjuicio de todo ello, cobra sentido la previsión de la posibilidad de que quien sea el médico diplomado ejecutor del acto tenga la posibilidad fáctica y jurídica, con todas sus consecuencias normativas en los diversos ámbitos, de acudir a una "objeción de conciencia", teniendo en cuenta el grado de sensibilidad que puede provocar el acto autorizado.


    S. T. c/ GCBA s/ Amparo (Art. 14 CCABA)


    T. 421, XXXVI, 08 de enero de 2001


    Ver dictamen


     


    Tributos. Interpretación de la ley. Distribución de competencias. Poder ejecutivo. Facultades legislativas. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen publicado en Fallos: 323:3770, "Berkley International A.R.T. S.A v. Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- Dto. 863/98", que fuera compartido por la Corte en su sentencia.


    Toda vez que la demanda que dio origen a estas actuaciones estuvo enderezada a cuestionar únicamente el Decreto 863/98, resulta aplicable la doctrina del Tribunal consagrada en los pronunciamientos de Fallos: 318:1154; 321:347 y 366, en cuanto a que la ratificación legislativa de un decreto por medio del cual se había intentado establecer un tributo no es hábil para justificar que se aplique el gravamen a hechos imponibles ocurridos antes de dicha ratificación.  La Corte sostuvo, de manera contundente, que merecen un riguroso rechazo las argumentaciones sustentadas en la conexión entre dos ordenamientos como los examinados, por las que se pretende asignar efectos convalidantes a la ratificación de uno de ellos por el posterior y se arriba a la absurda conclusión de que, integrándose el uno con el otro, la constitucionalidad de ambos textos queda salvaguardada, y agregó que ese criterio es concordante con lo establecido por el art. 99, inc. 3°, segundo párrafo, de la Ley Fundamental, en tanto sanciona con la nulidad "absoluta e insanable" a las disposiciones de carácter legislativo dictadas por el Poder Ejecutivo, entre otras, en materia tributaria. En otros términos, la posterior ratificación por una ley no es hábil para purgar el vicio de inconstitucionalidad en que incurre un reglamento, violatorio del multisecular principio de reserva de ley en materia tributaria.


    Claridad Administración Federal de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicioso Públicos) - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 697, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del fuero federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Thema decidendum. Sentencia extra petita. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso es procedente por cuanto, además de mediar denegatoria del fuero federal, la decisión del tribunal de alzada es arbitraria y violenta su derecho de defensa, provocándole una verdadera denegación de justicia al declarar al propio tiempo la nulidad de oficio de todo un proceso de más de tres años de trámite, donde se halla en juego el cobro de un seguro de vida de una persona enferma, lo que implica un inútil desgaste Jurisdiccional, que seguramente conducirá, a que cuando el proceso termine, el accionante ya no viva.  La sentencia es arbitraria cuando resuelve una nulidad que no fue invocada por la actora, ni por la demandada y que se halla confirmada por los interesados, sin atender a que de lo actuado no deviene perjuicio alguno. Asimismo declara una incompetencia que no atiende a la prórroga de jurisdicción que oportunamente efectuaron las partes, cuando el proceso se halla concluido, apartándose, en una decisión extra-petita de los términos de lo planteado en autos a los fines de su Intervención. Si bien asiste razón al a-quo cuando señala que la declaración de incompetencia de la Justicia federal puede efectuarse por los jueces de tal fuero con asiento en las provincias en cualquier estado de la causa y que surgiría prima facie de las constancias de autos que la accionada tiene sucursal con domicilio en la Provincia de Córdoba lo que acreditaría que no se verifica el presupuesto de la distinta vecindad, asiste también razón a la recurrente cuando señala que dicha declaración de incompetencia resulta impropia cuando la causa ha llegado a su conclusión al haberse dictado la sentencia que pone fin a la controversia, luego de un prolongado trámite de más de tres años.  En primer lugar, los Códigos Procesales establecen el marco de la actuación jurisdiccional de los tribunales, y en el caso de la intervención de un órgano Judicial de alzada, éste, surge de los agravios expuestos por el apelante en su recurso. Y en segundo lugar, que existen oportunidades procesales para la declaración de incompetencia, todo ello con sustento en los principios de seguridad jurídica y economía procesal.  También la Corte ha señalado que si bien las normas que regulan este instituto tienen carácter de orden público, igual naturaleza corresponde acordar a los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Estos principios encuentran particular fundamento en el objetivo liminar de nuestra Constitución Nacional, de afianzar la justicia, explicitado en su Preámbulo, lo que conlleva la necesidad de garantizar al justiciable el acceso a la Justicia y la obtención de una sentencia en tiempo propio, de tal manera que no se configure un supuesto de su privación.  En tales condiciones, atendiendo a la naturaleza de la pretensión objeto del proceso, el lapso prolongado que media desde su inicio y tramitación hasta la fecha, así como que en el mismo ya recayó la sentencia que le pone fin, resulta contrario a la lógica, y a los principios mencionados ut supra, declarar en el presente estado de la causa la incompetencia y la nulidad de los procedimientos, máxime cuando no surge agravio alguno para terceros o al orden institucional y, de admitirse la postura del a quo, si se provoca a los justiciables un innegable dispendio jurisdiccional y un evidente perjuicio al ver demorada injustificadamente una decisión judicial.


    Lepori, Alcides José c/ Caja de Seguros de vida S.A.


    L. 160, XXXVI, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Defensa en juicio. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Lo "excesivo" de la duración de un proceso cualquiera es un concepto imposible de mensurar con parámetros objetivos. Su duración razonable depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, razón por la cual, el derecho a obtener un juicio sin dilaciones indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años.  Lo relativo al monto de la pena constituye, en principio, materia ajena al recurso extraordinario, en la medida en que se haya impuesto dentro de los topes mínimo y máximo establecidos por la ley.


    Núñez Sánchez, Jaime Alberto s/ Infracción Ley 20.840


    N. 72, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Extinción de la acción penal. Prescripción. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    La Corte considera incluido en la garantía de defensa en juicio que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional, el derecho de todo imputado a obtener, después de un juicio tramitado en legal forma, un pronunciamiento que, definiendo su situación frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal. La defensa en juicio y el debido proceso se integran por una rápida y eficaz decisión judicial.  La mera prolongación del proceso no afecta por sí sola las garantías constitucionales sino en cuanto una mayor celeridad sea posible y razonable.  Determinar la razonabilidad de la duración de un proceso importa una tarea compleja, pues se trata de definir un concepto valorativo con base en las diversas circunstancias de cada caso.  Aún cuando se trate de procesos de trámite prolongado, el planteo y la consecuente resolución sobre la prescripción de la acción no debe apartarse de las reglas que para ese instituto han sido fijadas en el Código Penal, pues constituyen la razonable reglamentación general que ha dictado el legislador para el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas.   El derecho a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas, armoniza con el régimen fijado en el artículo 67, cuarto párrafo, del Código Penal, cuya aplicación variará según cada caso. Este parecer, se refuerza si se tiene en cuenta que cuando la Corte ha reconocido la relación existente entre la duración razonable del proceso y la prescripción de la acción penal, lo ha hecho en procesos prolongados pero sin apartarse de las normas que regulan ese último instituto. El régimen de prescripción de la acción no es incompatible con el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas.


    Incidente de previo pronunciamiento prescripción de la acción penal interpuesto por las defensas de Luis M. G., Joaquín A., José B. y Juan Carlos U.


    G. 710, XXXV, 27 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de la causas Comp. 315, L. XXXIV, “Munilla, Gladys Nancy c/ Unity Oild S.A. s/ Accidente - acción civil”; y Comp. 317, L. XXXV, “Juárez Rubén Orlando c/ Merial Argentina S.A. s/ Accidente – acción civil”, fallada por sus fundamentos por la Corte.


    Rial, María Alicia c/ Merial Argentina S.A. s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 1132, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Accidentes de tránsito. Indemnización por accidente de trabajo. Muerte del cónyuge. Ley sobre riesgos del trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente ley 9688


    Según jurisprudencia de la Corte, a los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que la actora hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  El sustento de la pretensión se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo y lo pretendido es una indemnización fundada en un proceder supuestamente negligente de la empleadora, encuadrándose dentro de lo normado por la ley 24.557 y Ley de Contrato de Trabajo, de expresa aplicación. Ello, es así sin perjuicio del desistimiento de la acción y del derecho efectuado por la actora, en los términos de los artículos 304 y 305 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Estrada, María Marta c/ Estado Nacional Ministerio de Cultura y Educación - Comisión Nacional de Investigación Ciencia y Tecnología s/ Ley 24557


    COMP. 1084, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Aportes y contribuciones previsionales. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 266, L. XXXV, “Zubielqui, Néstor Ramón c/ banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes y contribuciones”, fallada por la Corte por sus fundamentos.


    Mazzeo, Juan Carlos y otro c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones


    COMP. 1266, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Despido. Falta de tribunal superior común. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Si bien conforme surge de las constancias de autos la demanda se basa en un reclamo indemnizatorio por el rubro despido -en los términos de la ley de contrato de trabajo-, no se advierte que concurra en el sub lite, circunstancia alguna que permita al juzgador aplicar el supuesto al que se refiere el artículo 133, 2° párrafo de la ley 24.522. En tal orden de ideas, la opción indicada por el Juez del Trabajo tiene por objeto que el actor conserve su aptitud para continuar la demanda contra los co-demandados no fallidos ante su jurisdicción originaria, lo que requiere del desistimiento de la acción, respecto de la quebrada, para luego verificar su crédito como lo impone la ley concursal.


    Acosta, Juan Carlos c/ Bauen S.A. y otros s/ Despido


    COMP. 1707, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 701, L. XXXIV, "Mariani Javier Higinio y otros c/ Federación Argentina Trabajadores de Luz y Fuerza s/ Reajuste varios", y Comp. 266, L. XXXV, "Zubielqui Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de pesos".


    Cababie, José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución pevisional


    COMP. 1563, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Reconocimiento de las obligaciones. Convenio extrajudicial. Indemnización. Cámara de Apelaciones. Competencia laboral. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  No asiste razón a los Magistrados locales, toda vez que en la litis, no se dan ninguno de los supuestos previstos por el artículo 3284 del Código Civil, que regula el fuero de atracción. En tal sentido, el demandado no fue el causante, ni lo reclamado es una obligación contraída en vida por el de cujus, sino que por el contrario, el convenio cuya ejecución se pretende emana, prima facie, de una sociedad de hecho, conformada por los herederos del sucesorio y de la socia accionada, ajena al acervo hereditario de los causantes.   Asimismo, la Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, supuestos tampoco configurados en el sub lite, lo que reconoce fundamentos vinculados con los principios de seguridad jurídica y economía procesal que sólo podrán dejarse de lado frente a un efectivo compromiso del orden público, requisito que no concurre en el caso; más aún, el Tribunal se pronunció, sobre una cuestión que no fue motivo de agravios y que habla sido consentida por las partes, por lo que la declaración de incompetencia del Magistrado Provincial debe desestimarse.


    Cortea, Ángel Eusebio c/ Sucesores de Mario Juan Goldaracena y Amalia Beatriz Gambin de Goldaracena - Sociedad de Hecho Medida precautoria


    COMP. 1277, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Acordada de la Corte Suprema. Competencia laboral. 


    La ley 24.655 creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la seguridad Social atribuyéndole la competencia para las demandas que versen sobre pretensiones como la reclamada, estableciendo en su artículo 7 que las mismas pasarán de inmediato a dicho fuero.   No obstante ello, una vez instalados y en funcionamiento los nuevos juzgados creados, esa Corte Suprema de Justicia de la Nación reglamentó, mediante la Acordada N° 75/96, las pautas para la radicación de las causas a que se refiere el mencionado artículo, a fin de no saturar la capacidad operativa de los nuevos juzgados.   En este marco acordó la Corte, respecto a las causas radicadas en el fuero del trabajo, que continuarán tramitando ante este hasta su finalización. En consecuencia queda comprendido en el supuesto contemplado en el punto 2° de la precitada acordada.


    Pastor, José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad


    COMP. 438, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de la causas Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E. O.S.P. y otros s/ Proceso de conocimiento"; y Comp. 266, L. XXXV, "Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ cobro de aportes o contribuciones”.


    Recalde, Juan Carlos c/ Banco de la Nación Argentina s/ Restitución de Aportes - Fondo compensador


    COMP. 1483, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de la causas Comp. 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E. O.S.P. y otros s/ Proceso de conocimiento"; y Comp. 266, L. XXXV, “Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina”.


    Bellido, Antonio Marcelo y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Reintegro de aportes


    COMP. 1515, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E. O.S.P. y otros s/ proceso de conocimiento”; y Comp.  266, L. XXXV, "Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Mamani, María Constanza y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Reintegro de Aportes


    COMP. 1465, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Despido indirecto


    Indemnización por despido. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Deberes del juez. Fundamentación de sentencias. 


    Tiene dicho la Corte para situaciones similares, que si bien la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la litis remiten al examen de extremos de índole fáctico y procesal extraños a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para que pueda conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión de los tribunales de la causa, traduce un apartamiento de las constancias del expediente, y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  En el sub lite le asiste razón al quejoso, en cuanto sostiene que los argumentos vertidos en el fallo por la Alzada, tendientes a rechazar las indemnizaciones de la Ley 24.013 reclamadas por el actor, no tienen sustento fáctico ni jurídico, incurriendo en un error de interpretación respecto del ingreso mensual conducente a los fines del emplazamiento regulatorio de su situación laboral, defecto que expresamente reconociera el a quo al rechazar la aclaratoria impetrada sin perjuicio de advertir la existencia del mismo, pero agregando que lo señalado implicaba una modificación substancial con lo resuelto en su sentencia, concediendo a posteriori el recurso extraordinario de excepción articulado.  No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, sino advertir el error en que incurrió el a quo, al tomarlo como único elemento de ponderación de la cuestión fáctica substancial de la causa, lo que importa, de por sí, una muy ligera actividad analítica que dista de constituir lo que, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos estén distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada, no configurando el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial.


    Laboranti, Jorge Héctor c/ Penta farmaceutica s/ Despido


    L. 69, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por despido


    Relación de dependencia. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. 


    En los casos en que las sentencias recurridas emanen de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios en el orden local, esa Corte Suprema ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe interpretarse como particularmente restrictiva.  En el caso, los jueces de la causa hicieron operativa la presunción que contempla el art. 23 del régimen de contrato de trabajo, en el sentido de que la prestación de trabajo hace presumir la existencia de una relación laboral. Al respecto tiene dicho la Corte que el recurso extraordinario es ajeno a la interpretación de las denominadas leyes comunes de la Nación, entre las que cabe considerar comprendidas las que legislan de manera general y estable en todo el territorio de la Republica, sobre el contrato de trabajo. Así, tiene dicho el alto tribunal que las cuestiones que atañen a derechos de una invocada relación laboral, y debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, remiten al estudio de temas de naturaleza no federal, propios de los jueces de la causa y ajenos, como regla, a la vía establecida en el art. 14 de la ley 48.    En relación a la arbitrariedad denunciada, los agravios de la recurrente consisten solamente en la disímil interpretación que con los tribunales del proceso tiene de cuestiones de hecho y prueba de estricto carácter procesal. Por ello no cabe considerar que en el caso se configure una violación a la garantía constitucional de la defensa en juicio o se haya cercenado el derecho de propiedad de la quejosa.  No se advierte la arbitrariedad que se invoca, y por tanto la sentencia controvertida tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común y local que resultan suficientes para la solución integral del caso, y que no se está en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial.  En orden a la gravedad institucional que comportaría la sentencia impugnada, no existe demostración que las cuestiones debatidas trasciendan el interés patrimonial de las partes involucradas o incidan de modo directo en la comunidad, por lo que la aplicación de dicha doctrina debe ser descartada.


    Cisneros de Bau, Norma Beatriz c/ Telecom Argentina Stet France Telecom S.A.


    C. 1221, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien, por regla, las cuestiones de hecho y derecho común y procesal no atañen a la Corte, cierto es, no obstante, que procede la apelación federal, aun tratándose de un caso como los señalados, en los supuestos en que las conclusiones de los jueces presentan vicios que las descalifican a la luz de la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias.  En el caso y atendiendo a que nuestro derecho civil ha adoptado un criterio realista, objetivo o concreto en materia de culpa, que prescinde de todo tipo abstracto de comparación para substituirlo por el criterio Judicial, aplicado al examen de la naturaleza de la obligación y las circunstancias relativas a la persona, al tiempo y al lugar. Así, frente a la concreta y puntual apreciación de esa naturaleza y esas circunstancias por el tribunal de Juicio, que el ulterior decisorio de la alzada, en ese marco, se evidencia dogmático y carente de sustento.  En efecto, la convicción del Tribunal de mérito se estructuró, sobre la base de que los anteriores episodios de violencia acaecidos en el comercio, sus particulares condiciones edilicias, la índole general de la operatoria, los valores custodiados por sus dependientes, la extrema juventud de estos, la ausencia de mecanismos de prevención y/o protección existentes, empero, respecto del material correspondiente al giro de la firma, justificaron el reproche de responsabilidad dirigido por la dependiente a su ex-empleadora, sin que nada autorice a suponer, en el cuadro descripto, el desconocimiento por el tribunal de los deberes específicos de las fuerzas de seguridad en la salvaguarda del orden público.  Frente a ello, la genérica referencia a los deberes de seguridad pública concernientes al Estado y a la "irrupción" de un tercero como responsable directo del episodio incapacitante, no alcanza para refutar la subsunción normativa operada por la justicia del trabajo en los términos del artículo 1109 del ordenamiento Civil, desde que no se evidencia inverosímil, en el marco jurídico y fáctico descripto, estimar impuesta una mayor diligencia a la empleadora; como tampoco la posible eficacia causal o concausal del citado incumplimiento respecto del concreto accionar delictivo del individuo agresor.  Las precitadas razones, no resultan desbaratadas por las suministradas por la revisora, formuladas dogmáticamente y sin hacerse cargo de que la reparación debe examinarse desde la perspectiva de la incidencia causal de la conducta en la producción del daño, siendo que, en este caso, con prescindencia de la eventual corresponsabilidad pública por el aparente fracaso preventivo, no puede dejar de anotarse que, una diligencia superior en la organización empresarial del establecimiento, sea en los medios de seguridad, en los inherentes a jornada operatoria, perfil de los dependientes, diseño edilicio, valores bajo custodia, etc., muy probablemente habría obstado a la consumación de un episodio de las características del aquí examinado.


    González, Gabriela Alicia c/ Errol's S.A.


    G. 647, XXXV, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Diferencias salariales. Despido sin causa. Ley de contrato de trabajo. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Dado que el Estado nacional está representado en la causa por un integrante del ministerio público, consecuentemente debe sostenerse lo peticionado por el señor fiscal general ante la Cámara Federal de Apelaciones en el recurso extraordinario, y en esta queja, a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.  No obstante que a través de la sanción de la Ley 24.946, reglamentaria de la disposición constitucional que consagra la autonomía funcional del Ministerio Público, se excluyó de entre sus funciones a la representación del Estado y/o del Fisco en juicio, en el sub lite, tal representación continúa ejerciéndose en virtud de lo dispuesto por el art. 68, segundo párrafo de la ley, a tenor del cual "los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación judicial del Estado en los juicios en trámite como en los que se iniciaren, hasta su reemplazo efectivo".  En tales condiciones, con el propósito de mantener el principio de unidad en la acción del Ministerio Público y de no incurrir en desmedro del derecho de defensa de la contraparte, debe mantenerse la presente queja interpuesta por el señor Fiscal General apelante.


    Vaquero, Mónica Silvia c/ Ministerio de la Nación


    V. 223, XXXV, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Desindexación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que –no obstante referirse a cuestiones de hecho, derecho común y procesal, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48- los agravios del apelante atinentes a la arbitrariedad del fallo suscitan cuestión federal para su tratamiento en tanto, con menoscabo de los derechos de defensa en juicio y propiedad, el tribunal ha realizado una exégesis inadecuada de las normas aplicables al caso. En efecto, esa Corte en sus precedentes ha establecido que la ley 24.283 es aplicable a las obligaciones de pagar sumas de dinero, derivadas de las relaciones laborales y que aquella ley y el decreto 794/94 no excluyen las obligaciones dinerarias que son objeto de consolidación. En ambos se destacó que la ley de desindexación tiene por finalidad evitar la situación de inequidad y de injusticia producida por la actualización e indexación de deudas cuando las prestaciones a cumplir entre deudor y acreedor son manifiestamente desproporcionadas.  Por último, tiene decidido esa Corte que no obsta a la admisión del remedio federal la circunstancia de que se trate de una decisión recaída en la etapa de ejecución de sentencia, en tanto lo resuelto traduce un agravio de imposible reparación ulterior, ya que no existiría posibilidad de discutir nuevamente lo decidido respecto a la inaplicabilidad de la ley 24.283.


    Basterra De Nuñez, Victoria y otros c/ Agua y Energía S.E. s/ Cobro de pesos


    B. 1232, XXXVI, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Despido. Ley de contrato de trabajo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se advierte que asiste razón al quejoso en su planteo extraordinario, pues la sentencia atacada no provee un análisis razonado de una cuestión introducida oportunamente y conducente para la correcta dilucidación del pleito.   Por lo que, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso, dejar sin efecto la sentencia y disponer que vuelvan los actuados al tribunal de origen.


    Leguizamón, Ana María c/ Celcer, Tadeo


    L. 717, XXXVI, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Oportunidad procesal. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es necesario destacar que el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48. Más la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de la nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Es por ello que esa Corte ha sido muy amplia al respecto, y sólo ha exigido el planteo previo en el supuesto que la Cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del Juez de grado, y aunque aquella no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente.  En relación a la controversia planteada, para situaciones similares tiene dicho la Corte que, si bien la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la litis remite al examen de extremos de índole fáctica y procesal, extraños a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para que pueda conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión de los tribunales de la causa traduce un apartamiento de las constancias del expediente y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  En relación a la controversia planteada, para situaciones similares tiene dicho la Corte que, si bien la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la litis remite al examen de extremos de índole fáctica y procesal, extraños a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para que pueda conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la decisión de los tribunales de la causa traduce un apartamiento de las constancias del expediente y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Luque, Mauricio c/ Servi Chaco S.A.


    L. 697, XXXVI, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo. Personas con discapacidad. Reinstalación en el puesto de trabajo. Sociedad anónima. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    En el caso, pese a involucrar el planteo asuntos de hecho, derecho procesal y común, el recurso basado en la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias constituye sustento suficiente para la procedencia de la apelación federal, en tanto que las razones provistas por la alzada para confirmar el fallo de grado, no satisfacen exigencias básicas de fundamentación que la Corte ha precisado en su jurisprudencia.  En efecto, sin perjuicio de que no se debate que el ingreso del actor se produjo, no al amparo de la ley 22.431, sino por su propio mérito, no tratándose, por ende, en principio, de un desempeño "autorizado y fiscalizado por el Ministerio de Trabajo" (art. 9°, ley 22.431), cierto es, frente a la disposición del artículo 10 de la ley 22.431 ya que el diseño general de la norma -que no prevé consecuencia explícita alguna para la hipótesis de incumplimiento de la previsión de su artículo 8°- que el fallo de la a quo favorable a la reinstalación del actor, se revela dotado de un fundamento sólo aparente.   Y es que, encontrándose igualmente fuera de controversia que el distracto del actor acaeció con anterioridad a la reforma constitucional de 1994, la normativa del artículo 8 de la ley 22.431, que sienta la obligación del Estado Nacional y entes públicos estatales y no estatales, de "ocupar personas discapacitadas que reúnan condiciones "de idoneidad para el cargo, en una proporción no inferior al 4% (cuatro por ciento) de la totalidad de su personal", es insuficiente, aun contando con la previsión del artículo 10 que establece que "las personas discapacitadas que se desempeñan en los entes indicados en el artículo 8, gozarán de los mismos derechos y estarán sujetas a las mismas obligaciones que la legislación laboral aplicable prevé para el trabajador normal” para sustentar una consecuencia de orden excepcional como la que extrae la alzada federal, a saber: la virtual estabilidad propia del dependiente discapacitado.


    Caraballo, Luis E. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales - Sociedad del Estado


    C. 112, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Relación de dependencia. Desconocimiento de la relación laboral. Indemnización por despido. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Apreciación de la prueba. Falta de agravio concreto. Reglas de la sana crítica. Tope indemnizatorio. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Ley de contrato de trabajo. Ley de empleo. Interpretación de la ley. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    En primer lugar, la Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  En particular, las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48.  No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares.  También ha encarecido, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Los agravios vertidos por los codemandados, se circunscribieron, en rigor, al examen de netas cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho procesal y de derecho común, ajenas todas ellas al recurso extraordinario federal.  En primer término, deben tratarse las quejas que atañen a la arbitrariedad de la sentencia deducidas en el recurso de hecho, toda vez que de resultar procedentes los agravios vertidos, en especial el relativo a la inexistencia de la relación laboral invocada por los codemandados respecto del actor, a quien le atribuyen carácter de socio, se tornaría abstracto el tratamiento de los restantes agravios, incluso el relativo al tope indemnizatorio, por el cual prosperó parcialmente el recurso extraordinario incoado.  En tal sentido es criterio sustentado por la Corte, que no procede la vía excepcional del recurso extraordinario, si los reparos de los apelantes solo trasuntan sus discrepancias con el alcance acordado a la legislación aplicable a partir de la valoración de las circunstancias de hecho debatidas, aspectos que no autorizan la apertura de la vía excepcional intentada.  Sin perjuicio de ello, toda vez que los demandados apelaron la sentencia, con sustento en la falta de fundamento jurídico del fallo de la Alzada, corresponde tratar, los agravios que atañen a la arbitrariedad dado que de existir ésta, no habría en rigor, sentencia propiamente dicha.  Al respecto, los agravios vertidos por los quejosos respecto de la sentencia recurrida, que ratifica la del inferior, carecen de un sustento fáctico y jurídico, cierto y efectivo. El a quo efectuó un análisis razonable y una valoración completa de las probanzas producidas, de las cuales se desprende con meridiana claridad que el actor no era socio de los codemandados, que siempre se desempeñó en relación de dependencia respecto de éstos, que sus salarios eran abonados en negro, no entregándole los recibos salariales oficiales, y no efectuándosele los aportes jubilatorios correspondientes.  Es dable señalar que todas las pruebas, fueron consentidas en lo substancial por los quejosos o su autenticidad fue confirmada por otro medio probatorio. En relación a las testimoniales impugnadas, es preciso poner de manifiesto que las observaciones efectuadas, versaron exclusivamente respecto de los años que habían transcurrido desde que cada uno de los testigos se había alejado del estudio, pero en modo alguno cuestionaron el testimonio de éstos, que resultó en todos los casos coincidente y concordante con los hechos denunciados por el actor.  Por lo expuesto, a las probanzas debe reconocérseles pleno valor convictivo de conformidad con las reglas de la sana crítica, en los términos de los artículos 377, 386 y 477 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación de aplicación supletoria.  Conforme lo ha señalado reiteradamente la Corte, que no constituye arbitrariedad la circunstancia de que el Tribunal apelado, haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco las discrepancias del apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa.  Por ello, resulta razonable la sentencia recurrida en cuanto sostiene, a los efectos de declararles desierto el agravio relativo a la relación laboral, que los quejosos no precisaron concretamente cuales fueron los medios de prueba que pudieron incidir en la pretendida modificación del fallo, ni rebatieron las consideradas por el inferior, quedando así su crítica desprovista de contenido crítico y jurídico.  En lo relativo a las multas impuestas, de conformidad con lo normado por los artículos 8 y 15 de la ley de empleo, que el a quo consideró procedentes, resulta razonable el criterio adoptado, con fundamento en el intercambio telegráfico y en la negativa de trabajo efectuada por las codemandadas, que indujo al actor a considerarse injuriado por éstas, ya colocarse en situación de despido, por lo que los agravios vertidos en tal sentido no conmueven el fallo recurrido en lo que ha sido motivo de agravio. Empero, en lo que respecta a los topes indemnizatorios, cuyo agravio motivó la apertura del recurso extraordinario, cabe señalar que la Corte ha sostenido en casos análogos, que el remedio extraordinario interpuesto, fundado en la doctrina de la arbitrariedad constituye sustento suficiente para la procedencia de esta apelación federal, pues los motivos por los que el tribunal a quo se ha apartado del tope legal, no satisfacen las exigencias de fundamentación que la Corte ha especificado, reiteradamente, en sus precedentes.  En tal sentido, resulta una afirmación dogmática fundada en la sola voluntad del juzgador, la referencia a la violación al principio de equidad y justicia, resultante de aplicar el tope establecido en el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, modificado por el artículo 153 de La Ley de Empleo, si no se ha desarrollado mínimamente un estudio de los distintos aspectos de la norma, de los principios que la inspiraron y no se ha efectuado ninguna evaluación acerca de los intereses contrapuestos que el legislador se propuso tutelar al establecer el tope legal de las indemnizaciones por despido arbitrario.  La suposición del a quo, de que la garantía constitucional de la protección contra el despido arbitrario que prescribe el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, se vería burlada por la sujeción literal a la norma cuestionada, resultando en la causa el monto indemnizatorio manifiestamente ineficaz en relación al fin pretendido en la normativa, constituye una afirmación infundada, y en consecuencia, un exceso en el ejercicio de las facultades judiciales en desmedro de la que la Constitución asigna al Congreso, que priva de validez al fallo recurrido.


    Saint Romain, Rafael Andres c/ Gonzalez Fisher, Guillermo Arturo José y otros


    S. 661, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remuneración en especie. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se presenta un asunto de hecho, prueba, derecho procesal y común, por regla, ajeno a la instancia originaria, cabe recordar que la Corte ha dicho, que es condición de validez de las decisiones judiciales que sean fundadas, exigencia que no se satisface en circunstancias en que, como en el caso, la sentencia cumplimenta sólo de modo aparente el recaudo de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa.  La Corte tuvo oportunidad de apreciar situaciones similares en el precedente citado de fallos: 311:621, ocasión en que descalificó el fallo con base en que se ponderaron los testimonios en forma fragmentaria y aisladamente, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la prueba de hechos conducentes para la solución del pleito y prescindiéndose, en especial, de una visión de conjunto y de la necesaria correlación de las declaraciones entre sí, y de ellas con otros elementos indiciarios.


    Rodríguez Carrillo, Anacleto Ramón c/ Arzobispado de Buenos Aires y otro


    R. 765, XXXVI, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Relación de dependencia. Empleo no registrado. Sociedades comerciales. Transmisión de acciones. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Adquirió firmeza la conclusión del juez de grado de que la empresa incurrió en la práctica de no registrar correctamente la relación laboral habida con los actores ni documentar como salarios los pagos efectivamente convenidos y realizados a los accionantes. Ello, basta para considerar tardía la crítica de los recurrentes dirigida a rebatir la conclusión favorable a la existencia de un fraude laboral, en los términos de las leyes 20.744 y 24.013.  Por otra parte, ya el juez de primera instancia se ocupó de apuntar que la cesión de acciones no se produjo y que los co-demandados continúan detentando las correspondientes a la sociedad, si bien juzgó que ello no los perjudicaba dado que la reclamada es una persona jurídica distinta de sus socios y que no se probó la existencia de una simulación societaria.  La primera conclusión, particularmente, es la ausencia de tradición accionaria y de que con posterioridad a la supuesta cesión el co-demandado se constituyó en avalista fiador solidario de la firma, pese a lo relevante que era para la concreción del negocio la sustitución de las garantías de los "ex-accionistas".  En tales condiciones, concernía a las quejosas en el plano fáctico evidenciar que, en efecto, se verificó la transferencia invocada y que el registro indebido de la relación de trabajo y de los salarios de los demandantes fue posterior a la supuesta desvinculación de los co-demandados; o bien que la subsunción operada en base al artículo 54, párrafo 3°, de la ley 19.550 es desacertada o irrazonable.   Todo ello, situados en el marco de una causal de suma excepción como la que atañe a la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias que exige de quien la invoca la acreditación inequívoca y rigurosa de que lo resuelto ha desatendido las circunstancias del debate o de la prueba traída regularmente al proceso, o conduce a un palmario apartamiento de la solución jurídica prevista para el caso.  Aun prescindiendo de la eventual extemporaneidad del agravio relativo a la falta de transferencia accionaria, asunto que ya introdujo el juez de mérito y que fue objeto de dogmáticas referencias de los quejosos, lo cierto es que, frente a la reproducción del argumento por la a quo, las quejosas se limitan a señalar que no se puso en debate la validez del contrato de cesión. Nada dicen, empero, respecto de la afirmación de los magistrados de ambas instancias en orden a que, en ausencia de una tradición accionaria, los co-demandados continuaron detentando las correspondientes a la sociedad; razonamiento frente al cual pierde relevancia no sólo lo relativo a la validez formal del negocio citado sino, también, lo que atañe al momento, en que se habría verificado el fraude laboral.  Además, los desacuerdos y discrepancias que pueden abrigar los litigantes a propósito de los aspectos relativos a la subsunción legal del caso en el derecho común, no resultan suficientes para conferir sustento a la tacha intentada, en ausencia de la acreditación inequívoca de un palmario apartamiento de la solución jurídica prevista; extremo que, dista de haber quedado evidenciado en la presente causa, dados los déficits de fundamentación en el punto del recurso de los co-demandados.


    Cingiale, María C. c/ Polledo Agropecuaria


    C. 414, XXXV, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Según jurisprudencia de la Corte, alegada, en primer término, la tacha de arbitrariedad, debe examinarse en modo previo a la cuestión federal estricta, pues de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.  En ese plano, en la causa se han debatido, ante los tribunales del fuero respectivo, cuestiones entre empleados y empleadores atinentes a derechos emanados de la relación laboral, las que, por regla, en razón de sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, no dan lugar a la vía establecida en la ley n° 48; y que la crítica se sitúa en el marco de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, que no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal ordinario ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir hipótesis de índole excepcional en que las deficiencias del resolutorio impiden considerarlo la "...sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. No es éste uno de ellos. Y es que se reiteran aquí los defectos que ya la a quo refirió a la apelación, a saber: i) dogmatismo en la crítica, desde que se generaliza y no se identifican extremos probatorios que apoyen los señalamientos del actor, tanto referidos al despido en sí mismo, como a su encuadre en la ley n° 23.592; y, ii) falta de detalle pormenorizado de los argumentos recursivos y elementos probatorios cuyo abordaje habría omitido la Sala.  Por otra parte, y frente a la esencial afirmación de los magistrados de ambas instancias de que no se probaron hechos que justifiquen el despido indirecto, la presentante se limita a calificar el proceder de la alzada, oponer su opinión discrepante y dogmática, y a hacer hincapié en los informes médicos, cuya eficacia para justificar el despido del actor fue rechazada expresamente por la Sala.  No pone en evidencia, empero, un inequívoco apartamiento de la solución normativa prevista para el caso o una decisiva carencia de fundamentación en lo resuelto, particularmente en la apreciación de los extremos probatorios, sin que autoricen a descalificar el fallo agravios que sólo trasuntan desacuerdo con el criterio expuesto por los jueces en materia no federal. Ello es así, máxime cuando median argumentos de esa índole que proveen de un sustento mínimo al fallo.


    Cichello Quiros Carlos Fernando c/ Colegio de Abogados de Capital Federal


    C. 814, XXXVI, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Despido sin causa. Sentencia arbitraria. Excepción de prescripción. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien el fallo remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas por su naturaleza y como principio a la instancia de excepción, ello no impide a la Corte conocer del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, dado que la a quo omitió, finalmente, resolver el planteo de prescripción y ello suscita un supuesto de tal índole por tratarse de un tema cuyo examen pudo incidir en el resultado del pleito.  En el caso, al considerar acreditado el presupuesto de extensión de la responsabilidad extracontractual a la co-demandada, era menester que la a quo tratara previamente la defensa de prescripción, puesto que al tribunal se le revirtió la plenitud de la jurisdicción sobre el tema y estaba obligado a tratar todas las alegaciones conducentes que, por la diversa solución de la instancia anterior, no fueron resueltas.  Admitido por el inferior el incidente de nulidad deducido por la co-demandada y notificada a esa parte la sentencia de grado, al contestar la apelación de la actora, lejos de postular la firmeza del rechazo del despido a su respecto, la co-demandada respondió el agravio y solicitó que se tuviera por desierto el recurso por no satisfacer las exigencias del artículo 116 de la ley 18.345.  De ello se desprende que la misma parte entendió, que la nulidad de todo lo actuado con posterioridad, declarada y confirmada, finalmente, comportaba el examen, por la Alzada del Trabajo, del conjunto de los agravios del actor en las condiciones en que fueron planteados y respondidos. Tal extremo, obsta a su tardía oposición.  Por lo expuesto, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente la apelación federal, dejar sin efecto la sentencia y restituir los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento, con el alcance indicado. En lo demás, desestimar la apelación extraordinaria.


    Bianchi Daniel Raúl c/ Silveira Ricardo y otro


    B. 531, XXXV, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Artistas de variedades. Conflicto intersindical. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    Involucrando las sucesivas presentaciones de la actora planteos por los que se denuncia la afectación, de garantías constitucionales, arribada la causa a sede judicial, se imponía la intervención del Sr. Fiscal General del Trabajo, en razón de lo previsto, entre otros dispositivos, por los artículos 120 de la Constitución Nacional, 1, 25, inciso a), g) y h), 37, inciso b), y 41, inciso a), de la ley n° 24.946.  Por otra parte, tal como lo ha sostenido en forma reiterada el Ministerio Público del Trabajo, la ley 23.551 pone singular énfasis en la bilateralidad que debe regir en toda contienda intersindical de representación, ya se trate de una disputa de personería o bien, de encuadramiento típico, extremo que conduce a concluir la invalidez de los actos que pueden implicar la afectación de una personería sindical preexistente sin proveer a los correspondientes traslados.  Por lo demás, ha reiterado el Ministerio Público Fiscal del trabajo, las controversias intersindicales de derecho entre asociaciones profesionales en a la capacidad de representación emanada de las respectivas personerías, remite a cotejar las normas que puntualmente las acuerdan, en pos de la adecuada integración de cada segmento representativo en el correspondiente "mapa de personerías".  En la causa, no consta que el citado cotejo haya sido verificado en ocasión del dictado de la resolución M.T. y S.S. n° 472/92. Dicho defecto recién vino a pretender ser subsanado, parcial y extemporáneamente, en ocasión del dictado de la resolución n° 672/99 que, se advierte apoyada en una aseveración dogmática relativa a la supuesta ausencia de perjuicio del apelante, pese a que la representación por la actora, de coristas y cuerpos de baile...", tornaba en extremo verosímil su interés en la disputa.  Lo manifestado, implica sostener que las resoluciones en esta materia deben dictarse con la participación cabal de la entidad que puede ver afectado su universo representativo.


    Asociación Argentina de Actores c/ Ministerio de Trabajo


    A. 417, XXXVI, 23 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Despido. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante involucrar en estricto el planteo un asunto esencialmente de hecho, prueba y derecho procesal, se considera que cabe encuadrarlo en la jurisprudencia -entre otros- de fallos: 303:364; 304:690; 1001; 1048; 1880; etc., debiendo, por ende, asentirse a su procedencia, puesto que se muestra conducente y con aptitud para gravitar en la decisión del caso.  La índole de la solución propuesta, se estima que exime a esta Procuración General del tratamiento de los restantes agravios, sin que lo dicho implique abrir juicio sobre la que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.  Por lo expuesto, se considera que corresponde declarar procedente el recurso, dejar sin efecto la sentencia apelada y disponer que vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo decisorio con arreglo a lo indicado.


    Monin, Edgardo Omar c/ Shell Capsa s/ Despido


    M. 1368, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Pago de la remuneración. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es importante no perder de vista que el presente se encuentra situada en el marco de una cuestión de hecho, derecho procesal y común, por regla ajena a la instancia de excepción.   Por otro lado, se aclara que si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos los elementos arrimados al litigio, no menos cierto es que no pueden dejar de proveer de un análisis razonado a los introducidos en tiempo y conducentes para su correcta solución, so consecuencia de privar de debido sustento a lo sentenciado.


    Trilnick, Carlos E. c/ Instituto de Cooperación Iberoamericana Centro Cultural Buenos Aires y otro s/ Cobro de salarios


    T. 296, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Ferrocarriles nacionales. Indemnización. Incapacidad. Relación de dependencia. In dubio pro operario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Cabe advertir que la Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para la validez del acto jurisdiccional.   No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir la Corte, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares.  También ha encarecido, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la “sentencia fundada en ley” a que aluden los artículos 17 y 18 de la ley Suprema.   Conforme ha señalado la Corte los principios rectores en materia laboral, tales como el in dubio pro operario de la norma y de la condición más beneficiosa, exigen para su aplicación que se esté en presencia de una colisión normativa que cree dudas fundadas acerca de la ley aplicable.


    Fernández, Nicolas c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Indemnización por enfermedad


    F. 527, XXXV, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Salarios adeudados. Ley de contrato de trabajo. Cuestión no federal. Sentencia arbitraria. Principio de no contradicción. Incongruencia. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que el recurso extraordinario es ajeno a la interpretación de las denominadas leyes comunes de la Nación, esto es las sancionadas por el Congreso con arreglo a las previsiones del art. 67 inc. 11° de la Constitución Nacional, entre las que cabe considerar comprendidas las que legislan de manera general y estable, en todo el territorio de la República, sobre el Régimen de Contrato de Trabajo. Así, las cuestiones que atañen a derechos de una invocada relación laboral, y debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, remiten al estudio de temas de naturaleza no federal, propios de los jueces de la causa y ajenos, como regla, a la vía establecida en el art. 14 de la ley 48.  Es doctrina de la Corte que la posibilidad de descalificar una sentencia cuando no constituye derivación razonada del derecho vigente, con particular referencia a las circunstancias comprobadas en la causa, tiene razón en la garantía de la defensa en juicio, y que la exigencia de que las resoluciones judiciales tengan fundamentos serios reconoce raíz constitucional.  Ello es así, porque dicha garantía no importa sólo la facultad de accionar y contradecir, así como la de alegar y probar en apoyo de los derechos invocados, sino el derecho de obtener el pronunciamiento de una resolución judicial que, haciéndose cargo de las alegaciones y de las pruebas, configure una respuesta válida a los requerimientos de las partes, o sea un adecuado amparo judicial de esos derechos que no concurre, en el caso de la arbitrariedad.  En el caso traído a dictamen, el decisorio de la Cámara del Trabajo adolece de incongruencia entre la conclusión y los fundamentos que la preceden, por lo que debe ser descalificada por autocontradicción en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Chiappe Américo c/ CEPRIMI S.R.L. y otros


    C. 43, XXXVI, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remuneración


    Adicionales de remuneración. Reajuste jubilatorio. Pago retroactivo. Incongruencia. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho no federal son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. Tal es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto el juzgador obvió ponderar en profundidad los alcances del escenario montado por la existencia de un fallo del mismo Tribunal, anterior al aquí atacado, que reconoció como remunerativo el suplemento en cuestión y que, fue dejado de lado por un acto del Poder Ejecutivo provincial.  En efecto, existía una sentencia anterior del mismo Tribunal que reconoció la calidad remunerativa de la suma en examen, en razón de la cual se comenzó a descontar del haber del personal en actividad la cantidad correspondiente a los aportes jubilatorios y que luego, por una disposición del Poder Ejecutivo provincial esos montos fueron devueltos suspendiéndose las contribuciones por aquel concepto. Tal circunstancia desmerece el argumento dirigido a sostener que la falta de aportes correspondientes hace imposible el reconocimiento del derecho del actor a las sumas anteriores a la sentencia.  Toda vez que la carencia de fondos, se produjo por un acto del Poder Ejecutivo local en desconocimiento de una sentencia judicial, que lo torna carente de legalidad y por lo tanto inoponible al quejoso. Porque, lo que está en discusión es el reconocimiento de un derecho y no la forma o el tiempo en que éste deba materializarse, lo que sí podría, eventualmente, justificar un acto de otro Poder del Estado provincial que lo torne suspensivo, más en modo alguno que pretenda revocarlo o desconocerlo.  Además los argumentos del a quo echan por tierra el principio básico de que el derecho no se adquiere con su declaración, en este caso realizada a través de una sentencia, sino que, por medio de ella el juzgador se limita a verificar una situación que viene regida por el ordenamiento anterior.


    Álvarez Yofre, Felipe Guillermo c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    A. 383, XXXVI, 23 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Contienda negativa de competencia


    Administración fraudulenta. Obras sociales. Competencia provincial. 


    La administración fraudulenta de los fondos de una obra social no perjudica el patrimonio nacional, por cuanto si bien dichos fondos provienen de la ANSSAL, las sumas son transferidas a la obra social del sindicato y quedan incorporados a su patrimonio


    P., Néstor Julio s/ Denuncia por administración fraudulenta


    COMP. 1749, XXXVII, 03 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. Competencia por conexidad. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    E., José y E., Héctor s/ Homicidio simple


    COMP. 1609, XXXVI, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Economía procesal. Competencia nacional. 


    En atención al carácter permanente del delito de asociación ilícita y al reconocimiento de la interrelación existente entre las distintas asociaciones a los fines de la planificación de los delitos, razones de economía procesal y del buen servicio de justicia, aconsejan que el juzgado nacional que llevó adelante la pesquisa siga entendiendo en los hechos que originaron este incidente, de tal forma de no abandonar el trato unitario de la compleja causa.


    D., Luis Dante y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 1083, XXXVII, 17 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cheque. Estafa. Juez previniente. Competenica provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Asimismo, es doctrina del Tribunal que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.  Además, en el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    P., Héctor Domingo s/ Su denuncia


    COMP. 1131, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Concursos de delitos. Separación de procesos. Obstrucción de la vía pública. Competencia contravencional. Contrabando. Competencia en lo penal económico. 


    La contravención consistente en vender mercadería en un puesto ambulante instalado en la vereda de manera tal que se obstaculice la circulación de las personas es un hecho totalmente distinto e independiente de las infracciones aduaneras o tributarias que podrían haberse cometido en la comercialización de esos bienes, incluyendo su receptación ilegítima. En efecto, tanto puede impedir el tránsito quien vende mercadería legítima como ilegítima y, por otro lado, el que comete un delito fiscal, bien puede comercializar los objetos sin entorpecer el paso.  Esta independencia entre las posibles conductas ilícitas no nos remitiría a un supuesto de concurrencia delictiva en el sentido del artículo 55 del Código Penal, toda vez que esta hipótesis del llamado concurso real o material estaría reservada exclusivamente a los delitos entre sí, teniendo en cuenta que su objetivo es aplicar un método de composición de las penas previstas en el artículo 5° de ese cuerpo. Por otro lado, esta oposición -dentro de la estructura del derecho penal- entre delitos y contravenciones, permite suponer que no resulta aplicable aquí el mandato del artículo 4 del Código Penal. Estos principios de separación completa entre las penas previstas para los delitos y las contravenciones, aparece receptado en el artículo 914 del Código Aduanero, que elimina la posibilidad de aplicar la hipótesis del artículo 55 del Código Penal, cuando concurrieren varios hechos independientes que configuren contravenciones aduaneras o delitos aduaneros, lo que implica una excepción a la regla de vigencia supletoria de la parte general del Código Penal receptada por el artículo 861 de dicho código.   En consecuencia, y de acuerdo a esta argumentación, la justicia local debe entender en los hechos de naturaleza contravencional que aquí se investigan.


    P. M., Carlos D. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 65, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de cheque. Competencia provincial. 


    Cuando el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar donde éste fue usado y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    C. M., Odillo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1833, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia provincial. 


    La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica. Por otro lado,  corresponde a la justicia provincial entender en la causa donde se investiga el delito de fraude en perjuicio de la administración pública, aunque los imputados hayan evadido los controles de los funcionarios del Ministerio de Salud y Acción Social y, en consecuencia, obstruido el buen servicio de un organismo nacional, pues no puede confundirse la acción típica dirigida a corromper el buen servicio de los funcionarios de control, con aquélla que, dirigida objetivamente a damnificar las rentas provinciales, incumple para ello disposiciones nacionales de carácter administrativo.


    G., Lidia Susana y O., Mirta Yolanda s/ Denuncia


    COMP. 814, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Menores. Infracciones de tránsito. Competencia de faltas. 


    El Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes de la Ciudad, es un organismo que cuenta con autonomía técnica y administrativa y autarquía financiera, así como las Defensorías Zonales de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, que son parte legítima en las causas judiciales y tienen facultades para realizar informes, pericias, diagnósticos, evaluaciones y demás medidas útiles para ser agregadas al expediente como prueba pre constituida. Asimismo tiene como funciones, entre otras, la de establecer procedimientos para la implementación de programas de protección especial de los derechos de niñas, niños y adolescentes; realizar averiguaciones, efectuar diagnósticos, evaluar daños y perjuicios, dimensionar consecuencias e impactos, brindar apoyo, orientación, contención, seguimiento y acompañamiento para que niñas, niños y adolescentes mantengan o recuperen el disfrute y goce de sus derechos; y tienen facultades para consultar y requerir copias de las actuaciones o piezas respectivas a fin de verificar el debido cumplimiento de las garantías procesales de niños, niñas y adolescentes así como el respeto de sus derechos a ser oídos en todo trámite administrativo o proceso judicial que los involucre o afecte.  Por otro lado, la ciudad de Buenos Aires tiene potestades privativas de legislación y jurisdicción en materia de faltas sin excepción alguna; también tiene la facultad exclusiva de ejercer las medidas de tutela de los menores de edad que cometieren faltas; y en la actualidad se encuentran establecidos los organismos de patronato adecuados.  Además, no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté Íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, ya que su eficiencia está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido y teniendo en cuenta los organismos especializados que crea la ley 114, sólo resta concluir que es el juez local quien se encuentra en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de los derechos del niño.


    G, M. E. s/ Infracción Ley 10.903


    COMP. 1468, XXXVI, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Domicilio del imputado. Competencia nacional. 


    Cuando al resultar de los dichos de la denunciante, no desvirtuados por otros elementos de la causa, el imputado habría fijado un domicilio en la ciudad en la misma jurisdicción donde también estaría radicado el juicio sobre la tenencia de la menor, corresponde asignar competencia a la justicia nacional para continuar con la substanciación de la causa.


    D., A. J. s/ Ley 24.270


    COMP. 1769, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Excusación por razones de decoro y delicadeza


    Se motiva la presente excusación, por razones graves de decoro o delicadeza.


    M., D. A. s/ Lesiones leves, agresión, daño y amenazas reiteradas s/ Causa N° 77.285


    M. 98, XXXVI, 23 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Asociación ilícita. Actos preparatorios. Delito autónomo. Delitos contra el orden público. Alteración de la tranquilidad pública. Derecho a la privacidad. Principio de legalidad. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La sentencia del a quo resulta insuficiente para explicar por qué los actos concretos que pone a cargo del condenado realizarían la agravante de "organizador", sin perjuicio de su supuesta participación relevante en la asociación ilícita.  Para fundamentar esta afirmación es preciso, efectuar previamente algunas consideraciones en torno a esta figura penal.  Es un dato no discutido en la doctrina y la jurisprudencia que, al reprimir el hecho de asociarse para cometer delitos, el legislador ha tipificado con carácter de delito autónomo lo que en puridad son actos preparatorios de los delitos cuya ejecución constituye el objeto de la asociación. La razón que fundamenta y legitima, en el marco de un Estado de derecho, tal adelantamiento de la punibilidad reside en la extrema peligrosidad que entraña la existencia misma de asociaciones de la índole tenida en mira por el legislador al concebir este tipo penal, y la lesión que ello produce en la tranquilidad y paz social.  En este sentido, ya Maggiore expresaba en relación a los delitos contra el orden público que si bien "es cierto que todo delito turba la tranquilidad, la seguridad y la paz públicas, de un modo mediato también hay delitos que violan e injurian esa armonía exterior e interna, de manera inmediata. De aquí procede la conveniencia, y quizá la necesidad técnica de crear un tipo de delitos directamente lesivos de la paz social (crimina fractae pacis) o del orden público" y más modernamente se afirma que en estos casos la conducta es criminalizada no por su condición de acto preparatorio de delitos futuros, sino en la medida en que, al elevar drásticamente el riesgo de que estos se produzcan, lesiona en sí misma otro bien jurídico, a saber, la tranquilidad pública, entendida ésta como la seguridad cognitiva que es condición necesaria para la vigencia de las normas.  Por lo demás, en lo que atañe a esta especial peligrosidad que legitima la incriminación, se aduce que ella deriva de que este tipo de asociaciones desarrollan generalmente una dinámica propia que compele a la comisión de los hechos perseguidos y que menoscaba e incluso destruye el sentimiento de responsabilidad personal de sus integrantes.  Las causas para ello residen, fundamentalmente, en dos circunstancias.  En primer lugar, en que los procesos de dinámica grupal que se desarrollan dentro de la organización generan en sus integrantes una disminución de los factores individuales de inhibición y no en pocas ocasiones generan motivos adicionales para la comisión de hechos punibles. En segundo lugar, en la circunstancia de que esa clase de asociaciones tanto por su estructura organizativa, orientada interna y funcionalmente hacia la comisión de delitos, cuanto por el potencial del que disponen para el planeamiento y la ejecución de esos delitos, facilita extraordinariamente a sus miembros la comisión de los hechos punibles  Pero son precisamente estas peculiaridades, vinculadas con el adelantamiento de la punibilidad, las que imponen al intérprete extremar los recaudos al momento de aplicar los conceptos de este tipo penal, a fin de que no queden subsumidos en ellos sino aquellos casos que ha sido la finalidad de la regulación abarcar.   Dado que se trata de la punición de actos preparatorios, sólo admisible por su especial peligrosidad, una interpretación que no se ajuste estrictamente a la finalidad de la regulación, corre el riesgo de avanzar sobre acciones privadas que, aunque moralmente disvaliosas, no revistan la extrema peligrosidad que legitimó al legislador para extender la punibilidad al estadio de preparación. Ello, sin duda, importaría una infracción a los derechos de asociación, legalidad y privacidad, tutelados en los artículos 14, 18 y 19 de la Constitución Nacional.  Resulta claro, que todo lo dicho hasta aquí respecto a las exigencias a las que ha de someterse la aplicación de este tipo penal vale tanto más para la figura agravada por la calidad de "jefe" u "organizador" del autor, desde que a la problemática de la punición en el campo previo de la preparación se suma la necesidad de interpretar los amplios conceptos de "jefe" y "organizador", que elevan severamente la pena en el mínimo de la escala legal precisamente en atención a la mayor peligrosidad de su participación en relación a los restantes miembros de la asociación.  En concreto, más allá de si los términos "jefe" y "organizador han sido utilizados como sinónimos o, por el contrario, montan dos papeles distintos dentro de la asociación, lo cierto es que en cualquiera de estas hipótesis se trata de una agravante que, a la luz de lo expuesto en los párrafos anteriores, exige, todavía con más razón, un grado mayor de fundamentación que se advierte en la sentencia del a quo.  En virtud de lo señalado, la sentencia impugnada, en lo concerniente a la aplicación de la agravante mencionada, ha sido sustentada en argumentos aparentes, ineficaces para sostener la solución adoptada, y ha soslayado la consideración de los extremos relevantes para decidir adecuadamente el punto debatido, lo cual la priva del carácter de acto jurisdiccional válido.


    S., Emilio Oscar s/ Asociación ilícita - Causa N° 4.653 -


    S. 1175, XXXVI, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Declaración indagatoria. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Apreciación del juez. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene resuelto en numerosos precedentes que ante las particularidades que presentan determinados casos, el análisis de aspectos como los señalados permitan la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con esta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencies sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa esto último no acontece en el caso, toda vez que el desarrollo argumental que da sustento al fallo impide sostener que lo resuelto por el a quo haya afectado aquellos preceptos constitucionales. Por el contrario, el pronunciamiento impugnado contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del proceso y en las normas que la Cámara consideró aplicables al sub júdice que, más allá de su acierto o error, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional.  En este sentido, la sentencia contiene un minucioso análisis de los dichos de la imputada, a tal extremo que valora no sólo su declaración brindada a tenor del artículo 236, 2° parte, del Código de Procedimientos en Materia Penal, sino también su indagatoria, para luego concluir que había reconocido que las firmas estampadas en los documentos le pertenecían y que habrían sido producto de un error al que no le atribuyó poder excusante.  Sin perjuicio de esta consideración, es necesario recordar que el Tribunal tiene resuelto que la divisibilidad y valoración que los jueces realizan de una confesión es una materia que excede su jurisdicción excepcional.  El apelante no realizó una argumentación razonada que pudiera autorizar a descalificar el alcance que el a quo atribuyó a las normas que regulan ese instituto, sino que, muy por el contrario, se limitó únicamente a otorgarle a la indagatoria sobre la única base de lo expresado por la imputada un sentido diferente del que se le acordó en el fallo.  La crítica del recurrente se limita a intentar proponer una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión, insisto, resulta por regla ajena a esta instancia de excepción, y que sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas de la causa aspectos que en la medida que fueron resueltos con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad.


    M., Greta Ivonne Luisa y otro s/ Falsificación de documento público


    M. 132, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Prescripción de la acción penal. Suspensión del incidente. 


    Cuando desde fecha en la que se dictó el decreto de citación de las partes a juicio hasta el presente habría transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62, inciso 2°, del Código Penal para la especie de delito de que se trata, correspondería suspender el trámite de la queja hasta tanto se dilucide en las instancias anteriores, la ocurrencia de los extremos que son presupuesto de la extinción de la acción penal


    S. de G., Alicia Beatriz s/ Artículo 94 del Código Penal- causa N° 1.768-


    S. 317, XXXV, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Violación. Participación criminal. Postergación del debate. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Sostiene la CSJN en su doctrina respecto al "plazo razonable de detención" que este "plazo razonable", debe estar relacionado con las circunstancias concretas del caso, debido a la imposibilidad de traducir este concepto en un número fijo de días, semanas, meses o años, o en variar la duración según la gravedad de la infracción.  La garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más breve, a la situación de incertidumbre y de restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal, ésta resulta aplicable para casos graves de demora o retardo del proceso, o de violaciones a los principios de progresividad o de preclusión.  El retroceso en el trámite no depara a la parte un perjuicio esencial para sus derechos y garantías judiciales, cuando solo se otorgó a las partes la posibilidad de ofrecer pruebas para el nuevo debate que se iba a desarrollar por haberse anulado el anterior, sin que ello implicara un atraso sustancial en el trámite como sería la vuelta del proceso a la etapa de instrucción.  La interpretación que haga el tribunal de sentencia del plazo de citación a juicio (previsto en el artículo 351 del Código Procesal Penal de Catamarca), en el sentido de que es común para las partes o de aplicación individual, cualquiera sea la inteligencia que se dé a esta norma, es una cuestión netamente procesal sin relación directa con la defensa en juicio y el debido proceso, exenta entonces de análisis en la etapa de casación.


    T., L. R. s/ Recurso de queja


    L. 224, XXXIV, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Defraudación agravada. Aplicación errónea de la ley. Concurso de delitos. Reglas procesales. Non bis in ídem. In dubio pro reo. Cuestión federal. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.  En el caso, el planteo de los argumentos esgrimidos por la defensa resultaba exigible contra la primera condena impuesta al encausado en este proceso en relación con las otras maniobras fraudulentas que, configurarían un único delito continuado, o bien al ser posteriormente encausado por el mismo delito por el que ya fuera condenado. Ahora bien, no resulta insustancial la insistencia del quejoso para sostener su criterio, toda vez que ahora se hace hincapié en la libertad del imputado y la aplicación de la garantía del in dubio pro reo, lo que hace aconsejable que el Tribunal no aplique esta vez el principio del certiorari. Este temperamento se ve reforzado porque, concurren en autos motivos que persuaden que se está ante un caso federal evidente.  Por lo tanto, también debería subsanarse la posible extemporaneidad del planteo, toda vez que la sentencia definitiva, emanada del superior tribunal de la causa, ha examinado y resuelto la cuestión federal articulada, por lo que ha quedado habilitada la instancia del artículo 14 de la ley 48. Así, el tribunal a quo al no hacer lugar al recurso de casación, se pronunció en sentido contrario a las pretensiones del recurrente ingresando al fondo del asunto.  Esta conclusión se robustece cuando se descubre que más allá del interés del recurrente en hacer efectiva en tiempo propio la garantía constitucional invocada, converge en esta causa un interés institucional de orden superior que radica en evitar hacer incurrir en responsabilidad internacional a la República, a la luz de las previsiones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que no sólo ha sido ratificada por nuestro país, sino que fue incorporada a la Constitución Nacional, en los términos expuestos por el artículo 75, inciso 22, a partir de la reforma de 1994, pues aquí está en juego los principios de legalidad y del ne bis in idem.  En cuanto a la cuestión principal introducida por la parte, que consiste en saber si el imputado cometió varios delitos de administración fraudulenta, o uno solo comprensivo de varias acciones de infidelidad o abuso societario.   A la luz de la tesis de que la infracción al artículo 173, inciso 7°, del Código Penal, tiene en mira la totalidad de la gestión de los mandatarios en el manejo del patrimonio ajeno, por lo que los distintos episodios infieles no implican reiteración, no multiplican el delito que sigue siendo único e "inescindible“, debe el tribunal a quo analizar las maniobras probadas en consonancia con la posibilidad de que la sentencia condenatoria en crisis haya desconocido la garantía del ”ne bis in idem".  Ello, toda vez que el imputado habría incurrido en los distintos actos que configuraron la administración fraudulenta por la que fuera condenado, durante una única y continuada gestión en la presidencia del Banco, en la cual los intervalos delictivos dentro de la sucesión de una actuación aparentemente correcta, no pueden considerarse como una solución de continuidad en la gestión global.  No se desconoce que el volumen y complejidad de la investigación pueda haber hecho necesaria su división, sobre el criterio de las distintas maniobras emprendidas con distintos consortes, para de tal forma posibilitar su juzgamiento. Pero si bien tal praxis resulta aceptable como único método procesal posible, no valida el múltiple juzgamiento del partícipe necesario de todas esas acciones, quien fuera ya condenado por sentencia de la justicia local, sin perjuicio de que fuese perseguido por otros delitos concursales.  Por último, no modifica la solución que se propicia, el hecho de que se le haya aplicado al imputado la hipótesis del fraude a la administración pública, pues se trata de un tipo agravado cuya suerte depende del delito principal, esto es de la administración fraudulenta.


    P., Jaime y otros s/ Defraudación calificada -Causa N°17/2.000-


    P. 744, XXXVI, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Contrabando calificado. Prisión preventiva. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    No obstante la calidad de "órgano judicial intermedio" de la Cámara Nacional de Casación Penal, puede tenerse por cumplido el requisito del tribunal superior con base en los precedentes "Rizzo", "Panceira, Gonzalo y otros s/ Asociación ilícita si incidente de apelación de Alderete, Víctor Adrián";  y "Stancanelli, Néstor Edgardo y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de apelación de Yoma, Emir Fuad - causa n° 798/85"; supuestos en donde, como en el sub judice, estuvo directamente involucrada la libertad del imputado.  Esta última circunstancia permite sostener que también podría tratarse de un caso equiparado a sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48. Si bien la doctrina general del Tribunal postula que las resoluciones cuya consecuencia es la obligación del imputado de seguir sometido a proceso criminal no satisfacen, por regla, el requisito enunciado, se han admitido las siguientes excepciones: Cuando están relacionados con otras situaciones claramente discernibles; por ejemplo, cuando está en juego el non bis in idem, o la prescripción, o cuestiones de nulidad que retrotraen el proceso a etapas iniciales, o de prueba, o medidas de cautela real que irrogan un perjuicio patrimonial importante. Cuando se trata de impugnaciones a medidas cautelares que restringen de manera efectiva la libertad del causante, tales como la prisión preventiva decretada con arreglo al artículo 212 del Código Procesal Penal de la Nación o la denegatoria de la excarcelación. Situaciones que concurren en las sentencias de la Corte publicadas en Fallos: 310:2246; 312:1351; 314:451 y, en las recaídas en los precedentes ya citados.  Teniendo en cuenta que los recurrentes invocan cuestiones susceptibles de menoscabar las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso, la Corte puede declarar procedente la queja.


    S., Luis Eustaquio Agustín y otros s/ Contrabando de armas y de material bélico - causa N° 8.830


    S. 645, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Debido proceso. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    En cuanto al cumplimiento de los requisitos de tribunal superior y sentencia definitiva, debe remitirse en razón de brevedad a lo dictaminado en el recurso de queja deducido por la defensa del co-procesado Carlos Alberto C., que corre por cuerda con el pr


    S., Luis Eustaquio y otros s/ Contrabando de armas y de material bélico - causa N° 8.830


    S. 629, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Excarcelación. Cuestión abstracta. 


    En el caso, se extendió la prisión preventiva del imputado respecto de un nuevo hecho delictivo, lo que implica una situación sobreviniente esencial para el caso, en virtud de lo preceptuado en el artículo 318, segundo párrafo del Código Procesal Penal.  La nueva calificación legal impediría en forma absoluta la libertad provisoria del causante, puesto que implica una pena privativa de libertad, que ya no sólo afecta al imputado en cuanto al máximo de la escala aplicable, sino también en cuanto a que el mínimo resulta superior al establecido como límite para la concesión del beneficio por lo que no procedería la aplicación del instituto beneficiador.  Tenida en cuenta esta nueva circunstancia y sus efectos con relación a la excarcelación del imputado, así como la íntima conexión entre los distintos delitos que se le imputan y la asociación ilícita destinada a cometerlos, corresponde concluir que la cuestión traída a estudio del Tribunal guarda estrecha relación con lo que la Corte resuelva en la causa P. 1042, L. XXXVI o, en su defecto, desde el punto de vista expuesto, devendría abstracta.


    Incidente de Excarcelación de A., Víctor en autos: P., Gonzalo s/ Asociación Ilícita


    P. 1041, XXXVI, 21 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1041, L. XXXVI, “Incidente de excarcelación de A., Víctor -en autos: P., Gonzalo sobre asociación ilícita-“.


    Puesto que ambos recursos extraordinarios versan sobre las medidas de cautela personal del nombrado, esto es, si procede el encarcelamiento preventivo o su libertad provisoria, situación que permite incluir la cuestión en el precedente "Rizzo", publicado en Fallos: 320:2118.  En este orden, a fin de no generar actividad procesal reiterativa, la Corte puede precisar mediante el examen de la prisión preventiva, la configuración cierta de la conducta investigada.


    Incidente de apelación de Víctor Adrián A. en autos P., Gonzalo y otros por Asociación ilícita


    P. 1042, XXXVI, 21 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Tratados internacionales. Interpretación de la ley. Resolución inaudita parte. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. Revocación de sentencia. 


    El criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que inspira la extradición y, en consecuencia, el estudio de los tratados y las leyes debe realizarse con un espíritu auspicioso a este principio. Es que no resulta viable, en los procesos por extradición, decidir el rechazo de la solicitud antes de la audiencia de juicio cuando los recaudos arribaron en el término estipulado en el tratado.  Es precisamente en el debate donde deben plantearse las eventuales impugnaciones relacionadas con los recaudos remitidos por el país que solicita el extrañamiento, habida cuenta que el objeto propio del juicio de extradición lo constituye, precisamente, la discusión sobre la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y tratados aplicables a la nación requirente y la identidad del requerido.  La decisión impugnada, dictada inaudita parte, prescinde de esta controversia que es la esencia misma del instituto de la extradición, donde debe existir un procedimiento en el cual se conjuguen al mismo tiempo el interés del Estado requirente -que este Ministerio Público está llamado a representar (artículo 25 de la ley 24767)-, el del justiciable cuya extradición se requiere y el de los estados requerido y requirente en el respeto estricto del convenio que los vincula.


    D., Branislav s/ Arresto preventivo


    D. 417, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Instrucción. Responsabilidad penal. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    Condena en ausencia. Etapa de investigación.


    El procedimiento al que están sometidas las solicitudes de extradición no constituye un juicio contra el reo en sentido propio y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables a las naciones requirentes máxime, teniendo en cuenta que existen además mecanismos de protección nacionales y supranacionales que, a todo evento, podrán ejercer el control de las condiciones que preocupan al extraditado.  La etapa instructoria, por esencia, no busca afirmar la responsabilidad de la persona sometida a proceso en el hecho investigado, sino únicamente recoger los elementos de prueba que sea necesario resguardar hasta que llegue el momento del juicio y, por otro lado, arribar a un mínimo grado de convicción que justifique enjuiciar al acusado.  Además, no es suficiente alegar que los institutos procesales del país requirente difieren de la normativa nacional sino que debe analizarse si aquellos violan efectivamente los derechos reconocidos por nuestra Constitución Nacional.  La situación del extraditable no lo coloca en la posibilidad de que se dicte en su contra una condena in absentia. No puede condenarse al rebelde hasta tanto no sea habido y escuchado y los efectos de la sentencia que pueda recaer en el proceso únicamente le son aplicables en la medida que se lo beneficie con una absolución.


    U. S., Luis Eduardo y/o G. S., Víctor Marcelo


    U. 80, XXXVI, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Cobro de sumas de dinero


    Certificados de obra. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Se impone determinar, si existe un agravio actual que afecte al recurrente, puesto que, cuando lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa al faltar uno de los requisitos indispensables para la viabilidad del remedio federal, motivo por el cual la Corte tiene reiteradamente dicho que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.  Al respecto, el Decreto 1349/01, dispuso que todas las cuestiones a que den lugar la ejecución e interpretación de contratos de obra pública, consultoría y concesiones previstas por las normas pertinentes, podrán continuar su trámite, a opción del particular, por la vía administrativa o la judicial, toda vez que disolvió el Tribunal Arbitral de Obras Públicas y derogó los Decretos 11.511/47, 1978/64 Y 3772/64 y sus normas modificatorias, complementarias y reglamentarias.  En tales condiciones, el dictado de las normas citadas ha producido una modificación sustancial en los términos de la litis y, por lo tanto, se ha tornado inoficioso emitir un pronunciamiento acerca de la cuestión objeto del presente recurso, máxime cuando las presentes actuaciones no están comprendidas en el único supuesto en el cual el Tribunal Arbitral debe mantener su competencia, por lo que correspondería, declararlo abstracto.


    Decavial S.A.I.C.A.C c/ Dirección Nacional de Vialidad


    D. 428, XXXV, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ cobro de pesos" y sus citas.


    Álvarez, Esteban A. y O. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1397, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Acto administrativo. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    González, Ángel R. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Subsecretaría de Inspección General - Dirección General de Hablilitaciones y Permisos) s/ Impugnación de actos administrativos


    COMP. 763, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Amparo por mora. Indulto. Competencia federal. Juez de ejecución. 


    Según el artículo 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación la competencia se determina por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda.  El debate versa sobre la facultad que tiene el Presidente de la Nación según el artículo 99 inciso 5 de la Constitución Nacional de indultar "las penas por delitos sujetos a la jurisdicción federal previo informe del tribunal correspondiente".  Dicha prerrogativa está contemplada también en el artículo 68 del Código Penal  que establece que el indulto del reo extinguirá la pena y sus efectos con excepción de las indemnizaciones debidas a particulares.  Asimismo, el indulto que puede disponer el Presidente de la Nación nada tiene que ver con la Administración General del país puesta a su cargo por el artículo 99 inciso 1 de la Ley Fundamental.  En mérito a lo expuesto, el presente amparo por mora del Presidente de la Nación en el que se solicita la extinción de la pena cuya ejecución corresponde a un magistrado de la justicia penal (Artículos 2 y 29 de la Ley nacional Nº 24.050) corresponde al fuero penal y no pertenece a la competencia del fuero contencioso administrativo federal, el cual se define no por el órgano productor del acto ni porque intervenga en juicio el Estado, sino por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la subsunción del caso en el Derecho Administrativo.  En tales condiciones, la presente causa debe ser atribuida al juez que entiende en la ejecución de la pena cuya extinción se pretende (arts. 2 y 29 del Código Penal y arts. 30, 490 y siguientes del Código Procesal Penal de la Nación, aun cuando dicho magistrado no hubiese intervenido en la cuestión,  toda vez que sólo la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes aunque no hubiesen sido parte en la contienda.


    C., Sebastián Humberto c/ Presidente de la Nación s/ Amparo por mora


    COMP. 1550, XXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Banco Central de la República Argentina. Domicilio del demandado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la actora dirige su pretensión contra el Banco Central, entidad autárquica nacional que, de conformidad con el art. 55 de su Carta Orgánica, está sometido exclusivamente a la competencia federal, en las causas en que resulta demandado, por lo que es procedente, en principio, el fuero federal ratione personae.  Asimismo, al encontrarse en tela de juicio el accionar del demandado como Ente Rector de las entidades financieras y en ejercicio de funciones administrativas del Estado, de fiscalización, regulación y contralor, durante el "plan de saneamiento bancario" de la actora, la cuestión queda enmarcada dentro de la Ley de Entidades Financieras 22.529 y, en consecuencia, el proceso comprendido dentro de las causas contencioso-administrativas contempladas en la Ley nacional 13.998, art.45.  A su vez, dada la procedencia del fuero en lo contencioso administrativo federal, es menester determinar, en función de la competencia territorial, ante qué tribunal del fuero debe radicarse el proceso. A l respecto, es de aplicación el art.5, inc. 3, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual establece que, cuando se deduzcan acciones personales, será Juez competente el del lugar en que deba cumplirse la obligación o, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato.  En el caso, el actor ha elegido la segunda opción, dado que, ante la declaración de incompetencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal y, al no ser procedente la intervención de la Justicia Federal santafesina, debido a que, entendió que había devenido abstracta su pretensión posesoria, solicitó la remisión de las actuaciones a la Justicia Federal de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, para que ésta conozca de las restantes pretensiones personales, en atención a que allí se encuentra el domicilio del demandado.  Sin perjuicio de lo expuesto, es doctrina del Tribunal, que es facultad de la Corte Suprema otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas, aunque no hubiesen sido parte en la contienda.  En tales condiciones y, toda vez que sólo son recurribles ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, mediante recurso directo, las resoluciones del Banco Central cuya materia se halla taxativamente enumerada en el art. 32 de la Ley de Entidades Financieras 22.529, así el sub lite, corresponde a la Justicia Federal de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital Federal.


    Banco del Interior y Buenos Aires c/ Banco Central de la República Argentina s/ Ordinario


    COMP. 510, XXXV, 01 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 367, XXXVII, “Carrizo de Villafane, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Brunetti Domenica, M. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 375, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 367, XXXVII, “Carrizo de Villafane, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Colace, Zulema A. A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 385, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Carrizo de Villafane, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 367, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ cobro de pesos" y sus citas.


    Química Erovne S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 753, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 367 XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas.


    D'Ambrosio, Alfa Zulema y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1491, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 367, XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobiemo de la diudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas.


    Aranda, Roque (Lavad. Richard) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Hospital Carlos G. Durand y Parmenio Piñeiro) s/ Cobro de pesos


    COMP. 1160, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 367, L. XXXVII "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Álvarez, Guillermo E. A. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1747, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 367, L. XXXVII "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Herrera, Lilia J. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1705, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 367, L. XXXVII "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Melian, Osvaldo W. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobros de dinero, sumario


    COMP. 1663, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas.


    Ardito, Wilfredo y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 860, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ cobro de pesos" y sus citas.


    Chacón, José Nicolás y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 828, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ cobro de pesos" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Brajus, Horacio y otros s/ Cobro de pesos


    COMP. 756, XXXVII, 08 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Haber previsional. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Si bien en reiterados y análogos casos la solución propuesta por esta Procuración General, compartida posteriormente por la Corte, ha sido la de dirimir el conflicto a favor de la Justicia Nacional en lo Civil, el marco jurídico de reclamo de autos ha cambiado por lo que se expondrá una solución diferente.  La Resolución N° 337/200 del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha puesto en funcionamiento los Juzgados Contenciosos Administrativos y Tributarios de dicho distrito. Asimismo, y en virtud del artículo 2° del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo de dicha ciudad, a ellos le corresponde conocer en causas como la que nos ocupa, por lo que, quedaría desactivada la norma del artículo 43 inciso a) del decreto 1285/58.  Por lo expuesto, dado las facultades de la Corte de determinar los jueces competentes, aún en supuestos como el de autos, en que no han intervenido en la contienda, la presente causa deberá remitirse para su trámite a la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Casarella, Gilda Argentina y otro c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de Pesos


    COMP. 1432, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Si bien en reiterados y análogos casos la solución propuesta por esta Procuración General, compartida posteriormente por la Corte, ha sido la de dirimir el conflicto a favor de la Justicia Nacional en lo Civil, el marco jurídico del reclamo ha cambiado por lo que se expresara una solución diferente a la dada.  La Resolución N° 337/200 del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha puesto en funcionamiento los Juzgados Contenciosos Administrativos y Tributarios de dicho distrito. Asimismo, y en virtud del artículo 2° del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo de dicha ciudad, a ellos le corresponde conocer en causas como la presente, por lo que, quedaría desactivada la norma del artículo 43 inciso a) del decreto 1285/58.  Por lo expuesto, dado las facultades de la Corte de determinar los jueces competentes, aún en supuestos como el de autos, en que no han intervenido en la contienda, la presente causa deberá remitirse para su trámite a la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Torres, José Luis c/ Gobierno de la Ciuda de Buenos Aires s/ Cobro de Pesos


    COMP. 1431, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Tasas. Estado Nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Para determinar la competencia, ha de estarse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecuen a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión pues no es la norma invocada en su desnuda literalidad, la que individualiza la pretensión, sino los hechos expuestos en la medida de su eficacia para proyectar un efecto jurídico particular.  La Corte recientemente ha sostenido, en Fallos: 323:3770, que la tasa es una categoría tributaria derivada del poder de imperio del Estado con estructura jurídica análoga al impuesto y del cual se diferencia únicamente por el presupuesto de hecho adoptado por ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado. La cuestión que aquí se plantea se refiere exclusivamente, al cobro de un gravamen por parte del Estado Nacional, que no constituye una causa civil, toda vez que su percepción es un acto, de índole administrativa.  En tales condiciones, la materia del pleito resulta propia del Derecho Administrativo y del Derecho Tributario, sin perjuicio de que, además de la legislación especial, puedan resultar subsidiariamente aplicables al caso normas de Derecho Aeronáutico, puesto que el ámbito del Derecho Administrativo no se desnaturaliza por la aplicación de los distintos institutos del derecho común.


    Estado Nacional Fuerza Aérea Argentina c/ Vasp S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP. 1885, XXXVII, 14 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 367, L. XXXVII "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Torres, Beatriz Noemí c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Hospital General de Agudos “Carlos Durand”) y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1617, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Actos jurisdiccionales. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    A partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, de la posterior sanción de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de las leyes orgánicas dictadas en consecuencia, se ha producido una modificación institucional que se pone de manifiesto en diversos ámbitos, entre ellos, el relativo a la competencia de los nuevos jueces locales.  Rige, en la materia, el principio de la llamada "perpetuatio iurisdictionis", según el cual la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso -atendiendo a la situación de hecho existente al tiempo de la demanda-, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito, aunque sobrevengan otras circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación.  Sin embargo, la Doctrina advierte que las mutaciones a las que se refiere el referido principio son exclusivamente las de hecho, quedando excluidas las modificaciones que obedecen a razones de derecho, es decir, la sanción de normas que modifican la distribución de competencias entre los órganos judiciales, las cuales pueden atribuir competencia a tribunales creados después de producirse el hecho, siempre que con ello no se disimule la creación de tribunales de excepción.  La Corte Suprema de Justicia de la Nación, desde antiguo, ha consagrado el principio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces son de orden público y, en consecuencia, aún en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores.  Asimismo, ha señalado, que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de lo que ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquéllos "… que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces…".  Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, por carecer de notificación o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el Juez que lo dictó y, de lo contrario, la competencia debe atribuirse al nuevo fuero.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 399, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 3XXX Zabala Quierolo Esther y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 566, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Avenida Raúl Scalabrini Ortiz 3XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 565, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bochicchio, Víctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 862, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cacciatore, Ernesto Daniel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 401, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ D.R.T. Argentina s/ Ejecución fiscal


    COMP. 402, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Exibifdores de la Cumbre S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 504, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galeano, Luis Enrique s/ Ejecución fiscal


    COMP. 493, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giménez, Raquel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 517, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Linares de Villi, Raquel B. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1008, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Montoto, Dardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 645, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sifre, Carlos y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 400, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sobrado, Bautista Fransisco s/ Ejecución fiscal


    COMP. 435, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. propietario Membrillar 5X PX D XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 403, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 2 A S.A. LAS s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1675, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Arena, María Verónica s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1511, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Attie, Diana Silvia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1728, XXXVII, 18 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carril, Adolfo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1510, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castelli De Estefano, Marta Teresa s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1608, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Daliard, Jorge C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1716, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Edelstein, Sofía s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1714, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino - Ministerio de Salud y Acción Social - s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1848, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino - Ministerio de Salud y Acción Social - s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1849, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Franco, Jorge Rogelio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1508, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Korenfeld, Darío s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1914, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Le Perigau S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1574, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Liberti, Marcos D. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1770, XXXVII, 01 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Miguez, Osvaldo Aldo Alberto y otro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1509, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Miranda, Liliana María s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1561, XXXVII, 06 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nacarato, Sergio Luis s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1514, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salgado Pacín, José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1886, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sestelo, Jorge Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1916, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Urcola, Fabián Edgardo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1519, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vialco S.A., Sr. Propietario Independencia 2XX P.B. Departamento 1 s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1704, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Elcano 3XXX PB X D X s/ Ejecución fiscal


    COMP. 461, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp  399  XXXVII  "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Río Prix s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1254, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp 399, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Del Villar, Carlos Hernán s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1322, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Benaim, Moisés s/ Ejecución fiscal


    COMP. 772, XXXVII, 13 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Diezi, José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1438, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fagalde, Maria Elisa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1412, XXXVII, 24 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Faraglia, Héctor Osvaldo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1440, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ini de Ini, Linda s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1392, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lamarca, Cayetano Jorge s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1485, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Manzo, Lucero Luis R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1403, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Marfa S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1230, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nogue, Raúl Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1369, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ocampo Estévez, José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1221, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Orden de San Agustín s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1123, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paolella, Jorge A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1487, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Polverino, Omar


    COMP. 1149, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propato, Eduardo A. c/ Ejecución fiscal


    COMP. 801, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sánchez, Manuel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1323, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sayago De Moscarda, Rosa Agustina s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1409, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Silberman, María Magdalena s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1367, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Straimel De Zarnicki, Graciela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1404, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez Palacios, Daniel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1488, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Riggi y Cabanne S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1408, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cavallino, María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1233, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Prueba anticipada. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa 399, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Karnose S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1660, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Emisión de bonos. Acciones societarias. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe aplicar la doctrina de la Corte del fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Nahara, Liliana Cristina y otros c/ Estado Nacional Entel Residual y otro s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 817, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Escrituración. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Ante todo, para determinar la competencia, ha de estarse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  La justicia federal resulta competente para entender en la causa, toda vez que la escrituración que se demanda se refiere a una operatoria realizada con recursos del Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI), en el marco de la ley n° 21.581, de carácter federal.  Pero, habida cuenta que en el sub-lite se cuestiona una Resolución de la Comisión Municipal de la Vivienda, que ejecuta las disposiciones y directivas de la Autoridad Nacional en cuya jurisdicción funciona el FONAVI, resulta controvertido un acto de la Administración Central, aunque emitido por el órgano de gestión local del sistema, que actúa de modo vicario y por comisión en cumplimiento de la ley federal.


    Oliveira, José Manuel c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Escrituración


    COMP. 304, XXXVI, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Expropiación. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 649 XXXVII, "Charry, Jorge A. c/ G.C.B.A. (Secretaría de Cultura) s/ Impugnación de actos administrativos" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Galizzi, Víctor A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Fiscalización de Obras y Catastro) s/ Expropiación


    COMP. 1676, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Falta de tribunal superior común. Empleo público. Diferencias salariales. Liquidación de haberes. Jornada mixta. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al precedente de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Ajaya, Vilma Alicia y otros c/ Obra Social para la Actividad Docente s/ Empleo público


    COMP. 1571, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Hábeas data. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la pretensión deducida por el actor abarca la solicitud de información que tienen las entidades bancarias demandadas y, además, su eventual rectificación si, como consecuencia de la falsa y errónea información brindada, el actor viera afectados sus derechos a la intimidad y honor. En tales condiciones, resulta relevante la cuestión relativa al ejercicio del poder de policía que compete al Banco Central de la República Argentina como Autoridad de Aplicación y de control sobre las entidades crediticias de todo el país, lo cual determina que la causa se encuentre dentro de la esfera propia del Derecho Administrativo.  En tal sentido, la Corte ha sostenido que la circunstancia de que el Tribunal se encuentre ante una acción que tiene como fundamento y finalidad el resguardo de importantísimos derechos como la igualdad, la intimidad y el honor, entre otros, no lleva necesariamente a concluir que se esté en presencia de una "causa civil" en los términos que la Corte le ha asignado a ese concepto, si la actividad judicial a realizarse se encuentra vinculada con datos o actos administrativos llevados a cabo por autoridades públicas del Estado o que se encuentran bajo la jurisdicción directa de ellas.  Por todo lo expuesto, la acción de Habeas Data debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    González, Juan Carlos c/ Banco Central de la República Argentina y otros s/ Hábeas data


    COMP. 569, XXXVII, 21 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 649, XXXVII, "Charry, Jorge A. c/ G.C.B.A. (Secretaría de Cultura) s/ Impugnación actos administrativos".


    Labinca S.A. (Laboratorio de Especialidades Médicas) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Ex Consejo Deliberante) s/ Impugnación de actos administrativos


    COMP. 1069, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 649, L. XXXVII, “Charry, Jorge A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Secretaría de Cultura) s/ Impugnación de actos administrativos”.


    Arn Telmo, Iván c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 701, XXXVII, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra. Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Delfino De Paz, María Celia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Cementerios -  Secretaría de Obras y Servicios Públicos) y otros s/ Prescripción adquisitiva


    COMP. 1152, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Prueba anticipada. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    La Volpe, Norma Teresa c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Prueba Anticipada


    COMP. 1581, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Responsabilidad aérea. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Una acción referida a la responsabilidad por el equipaje transportado en un viaje aéreo, se trata de una cuestión contemplada por el Título VII, Capítulo 1, del Código Aeronáutico, que específicamente trata sobre la responsabilidad por los daños causados a pasajeros, equipajes o mercaderías transportadas; y compete al titular del Juzgado Federal de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo.


    Lo Manno, Marcelo F. c/ VASP Líneas Aéreas y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 61, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Retenciones salariales. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La Corte ha declarado que resulta competente para conocer en casos como el presente, la Justicia en lo Contenciosa Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en virtud de lo dispuesto por la Resolución n° 337/2000 del Consejo de la Magistratura de esa jurisdicción (que puso en funcionamiento a los Juzgados Contencioso-Administrativos y Tributarios locales), y de lo que establece el art. 2° del Código de Procedimiento Administrativo de dicha ciudad. Ello con claro sustento en la normativa de los arts. 129 de la Constitución Nacional, 106 de la Constitución de la ciudad de Buenos Aires, arts. 8 y 48 de de la ley local n° 7, y arts. 1 y 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la ciudad (ley n° 189).  Las leyes de organización de los tribunales son de orden público y de inmediata aplicación a los procesos pendientes, toda vez que no existe acto jurisdiccional alguno que resuelva sobre el fondo de la cuestión o que ponga fin al proceso, sin que ello importe privar de validez a los actos cumplidos.


    Olmos, José María y otros c/ IMOS s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 752, XXXVII, 15 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Revisión judicial de actos administrativos. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 649, XXXVII "Charry, Jorge A. c/ G.C.B.A. (Secretaría de Cultura) s/impugnación de actos administrativos".


    Alverdi, Oscar A. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de actos administrativos


    COMP. 1479, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción meramente declarativa. Sentencia interlocutoria. Actos y diligencias procesales. Notificación. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la Comp. 479, XXXVII, "G.C.B.A. c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    En los procesos en los que no se ha dictado un acto jurisdiccional valido, en los términos allí consignados, que permita radicar la causa ante el juzgado en lo civil que previno, deben continuar su trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Asociación de Intercambio Cultural c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario) s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1822, XXXVII, 11 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Drose, Raquel M. s/ Cobro de pesos


    COMP. 269, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    El sub-lite tramita con la causa caratulada Comp. 753. XXXVII "Química Erovne S.A. c/ G.C.B.A. s/cobro de sumas de dinero".


    Química Erovne S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Hospital Materno Infantil Ramón Sarda- Secertaría de Salud) s/ Cobro de pesos


    COMP. 1405, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Este Ministerio Público ha sostenido que los procesos en los que no se ha dictado un acto jurisdiccional válido en los términos allí consignados que permita radicar la causa ante el Juzgado Civil que previno, deben continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 479, XXXVI, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Thompson 4XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 210, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Franzetti, Heraldo y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 474, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lacey de Robles, Rosa L. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 471, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rivas, Guillermo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 505, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sociedad Argentina de Escritores y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 478, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Asunción 5XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 472, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Av. Argentina 5XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 473, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal” y Comp. 479, XXXVII, “GCBA c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Saladillo 5XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 477, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399, XXXVII, "G.C.B.A. c/ Galeano, Luis s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 3X Florida Banca Nazionale del Lavoro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1748, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galeano, Luis s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Policía Federal s/ Ejecución fiscal


    COMP. 768, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Economía procesal. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Incorrecta traba de la contienda.  Aplicación del dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Straimel de Zarnicki, Graciela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1404, XXXVII, 02 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia interlocutoria. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 479 XXXVII, "G.C.B.A. c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.  Aplicación del criterio del dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    En cuanto a la cuestión de competencia que se suscita entre ambos magistrados, resulta aplicable el criterio sostenido por este Ministerio Público, en el que se sostuvo que los procesos en los que no se ha dictado un acto jurisdiccional válido, en los términos allí consignados, que permita radicar la causa ante el Juzgado Nacional en lo Civil que previno,  como ocurre en autos, deben continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ivaldi, Félix Segundo (C 1409295) s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1740, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 479 XXXVII, "G.C.B.A. c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.  Aplicación del criterio del dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Si bien la cuestión de competencia entre ambos magistrados no se ha trabado todavía, cabe recordar que este Ministerio Público ha sostenido, que los procesos en los que no se ha dictado un acto jurisdiccional válido, en los términos allí consignados, que permita radicar la causa ante el Juzgado Nacional en lo Civil que previno,  como ocurre en autos, deben continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Viano, Carlos Eduardo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1743, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 479, XXXVII “G.C.B.A. c/ Aulet, Ema Marcela s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.  Aplicación del criterio del dictamen de la causa Comp. 399. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Cabe recordar que este Ministerio Público a sostenido, que los procesos en los que no se ha dictado un acto jurisdiccional válido, en los allí consignados, que permita radicar la causa ante el juzgado en lo civil que previno, deben continuar su trámite ante la justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Civit, Graciela Alicia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1733, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Obras sociales. Sentencia arbitraria. Falta de legitimación para obrar. Falta de agravio concreto. 


    La Corte ha señalado de manera reiterada que las decisiones dictadas en los mismos no son, por principio, revisables por la vía de excepción, pues no constituyen sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Empero, ha manifestado, también, que debe reconocérseles tal carácter cuando el tema debatido no puede ser objeto de replanteo ulterior en juicio, lo que, por cierto, no acaece cuando queda expedito el correspondiente proceso de conocimiento posterior. Ello es así, puesto que, en caso de ser favorable al impugnante la sentencia a recaer en este último, disiparía el agravio sufrido, haciendo innecesaria la intervención de la Corte; caso contrario, habría que concluir que sería susceptible de recurso extraordinario comprensivo de todas las cuestiones de orden federal resueltas en las sentencias de los procesos ejecutivo y de conocimiento ulterior.  En esta causa, en lo que atañe a la contribución del artículo 17, inciso 1), de la ley 19.322, por el dictado de dispositivos tales como los decretos n° 492/95, 240/96, 263/96, 359/96, 915/96, 336/98 y cuyo abordaje por la alzada significó, al decir de la quejosa, "...dejar de lado el amplio bagaje de argumentos y material probatorio que posee y que facilitan la acreditación clara e irreductible del derecho substancial...", la Obra Social, pretendió ejecutar, al Banco Municipal, por el cobro de aquella contribución prevista en la ley 19.322.  Empero, igualmente emprendió contra la misma entidad bancaria una acción que, si bien declarativa, comprensiva del mismo concepto contributivo de la seguridad social reclamado vía ejecutiva, aunque, en este caso, dada la índole del proceso, con la posibilidad de discutir con amplitud, inclusive, cuestionamientos de constitucionalidad como los verificados por la reclamante a propósito de preceptos de los decretos 263/96, 359/96, 915/96, 1629/96 y 336/98. En este sentido, si bien la actora intentó justificar su actitud explicando que motivó el inicio de esta última demanda el dictado por el Poder Ejecutivo Nacional del decreto n° 336/98, lo cierto es que dicho precepto ya se encontraba vigente al tiempo del inicio de la demanda ejecutiva. En este punto, no se rebaten ni desconocen los dichos de la ejecutada en orden a las fechas de inicio y traba de la litis en el presente proceso, más tampoco las de inicio de la demanda declarativa y traba de la litis en ese pleito contra el Banco Municipal, reclamación, esta última, a la que ya aludió el ejecutado al contestar la apelación federal, donde hizo referencia, además, a otras dos acciones que involucrarían, igualmente, a ambas partes.  En tal situación, se advierte que al menos dos condiciones de las inherentes a este remedio excepcional, se verían afectadas o resentidas por el proceder de la actora, cuales son las relativas al alcance definitivo del pronunciamiento en crisis y al gravamen jurídico de la entidad apelante. Ello es así, en relación al eventual propósito de la actora al emprender el segundo proceso.  Debe advertirse que habiendo deducido ya en la presente recurso extraordinario, la actora avanzó, en su acción declarativa contra el aquí ejecutado peticionando por los mismos rubros, lo que importa tanto como evidenciar su convicción de que no se encuentra cerrada la posibilidad de debate substancial con la demandada sobre el tema. A tal extremo se añade, que las partes nada han aducido aquí a propósito de la eventual deducción de excepciones de litis pendencia o cosa juzgada en el segundo proceso, con lo que parece tratarse la anterior de una convicción compartida por los litigantes y que la propia quejosa viene protestando porque la solución de autos le significó "... dejar de lado el amplio bagaje de argumentos y material probatorio que posee y que facilitan la acreditación clara e irreductible del derecho substancial..." el que, intenta hacer valer, en el proceso declarativo. En ese sentido, las consideraciones vertidas en las instancias inferiores lo han sido en el plano de una alegación apreciada en los restringidos términos de una excepción de inhabilidad de título.  Lo anterior, no supone desconocer que no es objeto del proceso de conocimiento posterior el reexamen o la revisión de las cuestiones decididas en el juicio ejecutivo, sino de respetar la apreciación que de esa eventual falta de agotamiento o de debate formulan las propias partes contendientes en el primero; la que, razonablemente se infiere en este contexto, con el alcance y/o el significado que se indica, del comportamiento verificado por las partes en el proceso declarativo.  Por otro lado, la actora introdujo inicialmente, al emprender la acción prevista en el artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, diversas cuestiones de constitucionalidad relativas a los decretos 263/96,359/96,915/96, 1629/96 y 336/98, preceptos objeto de consideración por el tribunal de alzada en su decisorio, y cuya validez constitucional no ha sido aquí objeto de introducción y debate entre los contendientes del modo que es menester. Dicha circunstancia, adquiere particular relieve a la luz de la jurisprudencia de la Corte recaída en Fallos: 295:859; 302:436; 303:1116, entre otros. A tal extremo se añade, por la implicancia que el asunto apareja, inclusive, para la actividad bancaria en general, de lo que ciertamente dan cuenta las numerosas presentaciones de integrantes del sector y del propio Estado Nacional, que la convicción actora puesta de resalto con anterioridad en orden a la inconveniente estrechez del trámite ejecutivo para abordar asuntos de esta naturaleza, encuentra apoyo en las constancias de lo obrado hasta aquí en el curso del proceso.  En ese marco, no cabe admitir que las partes se coloquen en contradicción con sus propios actos, ejerciendo conductas incompatibles con otras anteriores, deliberadas, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces, es que se advierte actualmente inatendible el remedio, desde que la ejecutante cuenta con las vías ordinarias habilitadas para el pleno debate del asunto en un plano global con todas las entidades bancarias interesadas, las que, de modo expreso advierten sobre la inconveniencia de encarar las cuestiones substanciales del litigio de fondo en este apretado ámbito, máxime cuando están contestes en debatirlo en la demanda contencioso-administrativa aludida, en la que incluso interviene el Estado Nacional, antecedentes que conducen a sostener la no configuración de un agravio irreparable en la presente instancia y oportunidad.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Banco Municipal La Plata s/ Ejecución fiscal


    O. 58, XXXV, 27 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Nulidad de acto administrativo


    Caducidad de instancia. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Defensa en juicio. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien lo atinente a la caducidad de la instancia es materia procesal ajena a la vía del art. 14 de la ley 48, ello admite excepción cuando la resolución que la decretó, frustra el derecho del actor a obtener una sentencia que se pronuncie sobre el fondo de la pretensión, con grave lesión del derecho de defensa enjuicio.  En el sub lite se configura el supuesto de excepción indicado, toda vez que la decisión de declarar operada la caducidad de la instancia por no haber la actora impulsado el proceso luego del traslado de la expresión de agravios por el plazo de diez días, no resulta ser derivación razonada del derecho vigente, con arreglo a las constancias de la causa.  En efecto, es evidente que la inactividad de dicha parte, se debió a la expectativa de la necesaria actuación del tribunal, en cumplimiento del art. 268 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En este sentido, la afirmación dogmática del a quo parece contrariar los fines que el Legislador tuvo en miras al modificar el art. 313, inc. 3° del Código citado a través de la Ley 22.434, en razón de que, precisamente por aplicación de dicha norma, cuando la parte queda exenta de su carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría imputar a la actora las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones legales por parte de los funcionarios judiciales responsables.  La interpretación efectuada por el tribunal no se compadece con el fundamento del instituto en cuestión, que consiste en evitar la duración indefinida de los juicios derivada del desinterés de los justiciables, mas no debe constituirse en un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o a prolongar las situaciones de conflicto.  En tales condiciones, la declaración de caducidad de la instancia afecta de manera directa e inmediata el derecho de defensa, circunstancia que habilita a descalificar el fallo impugnado como acto judicial válido, según conocida jurisprudencia del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.


    Paz Quinteiro, María Rosa c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo


    P. 282, XXXV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Abogados. Sanciones disciplinarias. Llamado de atención. Firma falsa. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los argumentos invocados por la apelante suscitan cuestión federal para su consideración por la vía intentada pues, aunque remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal, tal circunstancia no resulta óbice decisivo para abrir el recurso cuando median particulares circunstancias que toman injustificada la sanción establecida.  La facultad disciplinaria del Colegio, atribuida por la ley 23.187, persigue el objetivo de asegurar el correcto ejercicio de la abogacía en todos los ámbitos de la actuación profesional y, a tal efecto, le permite juzgar a los abogados inscriptos en la matrícula y aplicar las sanciones correspondientes, previa tramitación de un procedimiento determinado, que debe desarrollarse con absoluto respeto de los principios inherentes al debido proceso legal para preservar los derechos de los citados profesionales.  En el sub lite, la Cámara omitió considerar los argumentos de la apelante referidos a las contradicciones en que incurrió el Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados, los cuales no debieron ser desatendidos, pues resultan conducentes para la solución del litigio. En efecto, la letrada sostuvo ante el a quo que no se le puede exigir que aclare qué firmas fueron puestas en su presencia si el expediente judicial en el cual intervino no pudo agregarse por no haber sido hallado en el tribunal ante el cual tramitó. Por otro lado, alegó que dicha resolución afirma que ni la ley procesal ni la ética imponen la certificación por el letrado de la firma de su cliente, para luego aludir a un genérico deber de cuidado y colaboración frente al Poder Judicial, sin determinar si concretamente, en la especie, hubo falsificación de las firmas o no.  Además de haber soslayado tales argumentos, la Cámara concluyó que merece ser sancionada la falta de cuidado que se endilga a la profesional en el cumplimiento de su deber de control sobre la autenticidad de las firmas en los escritos judiciales que presenta, mas dicha aseveración no fue debidamente fundada, como hubiera sido menester, en la normativa procesal ni en el Código de Ética. Ni tampoco fue sustentada en otros elementos de juicio, más allá de la admitida delegación en otros profesionales de su estudio jurídico que, tal como fue expresada por los jueces de la causa, no puede tener otro carácter, que el de una afirmación meramente dogmática.  Por lo demás, al decir que a este hecho se agregan otros que no contribuyen a aclarar la situación y que han sido apreciados por el Tribunal de Disciplina como obstáculo para comprobar la grave imputación de la denunciante, precisamente, admite que las irregularidades atribuidas a la profesional no fueron fehacientemente acreditadas en el sumario administrativo que se tramitó y que sólo se la pudo sancionar con fundamento en las antes aludidas circunstancias "coincidentes", invirtiendo la carga probatoria para desvirtuar el estado de inocencia, lo cual habilita a descalificar al decisorio por no constituir derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  En tales condiciones, aun cuando en el ejercicio de facultades disciplinarias ha de reconocerse a la autoridad competente una razonable amplitud de criterio en la apreciación de los distintos factores en juego, la sanción recurrida no deriva de una apreciación prudente y razonable de las circunstancias de la causa, lo cual afecta de manera directa e inmediata el derecho de defensa en consecuencia, habilita a descalificar el fallo impugnado como acto judicial válido, según jurisprudencia del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.


    Grondona, Marta Noemí c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal


    G. 285, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Acto administrativo. Impugnación del acto administrativo. Defensa de la competencia. Archivo del expediente. Denunciante. Derecho al recurso. Falta de legitimación para obrar. Inadmisibilidad del recurso. 


    La ley de defensa de la competencia le garantiza al denunciante la posibilidad de acceder a un control jurisdiccional si la autoridad administrativa pretende desestimar o archivar las actuaciones, mas no lo faculta a intervenir si una sanción provoca, por la actividad del imputado, una ulterior revisión judicial. Este mecanismo no perjudica básicamente al denunciante, quien, en caso de resultar particular damnificado, podrá ejercer la acción civil de resarcimiento de daños y perjuicios ante la justicia comercial, tal como lo contempla el artículo 4 de la ley en análisis. Y por otro lado, estas previsiones se adecuan a la filosofía de la ley en el sentido de que tiende a no circunscribir la política antimonopólica a una mera represión de tipo penal.   En consecuencia, la ley 22.262 no confiere al denunciante facultades para impugnar un fallo de la cámara que revoca la sanción impuesta por la autoridad administrativa.


    Editorial Amfin Sociedad Anónima s/ Ley 22.262


    E. 159, XXXIV, 23 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Colegio Público de Abogados. Ejercicio profesional. Suspensión de la matrícula. Desproporcionalidad de la pena. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba y de derecho común –materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido que dicha doctrina tiene carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo, ya que de lo contrario se abriría una tercera instancia en la cual lo resuelto por los jueces de la causa sería sustituido por la Corte, en materia no federal, sin que resulte suficiente para conferir sustento  a la referida tacha las discrepancias que puedan abrigar los litigantes.  Sobre la base de tales principios, el recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que los agravios de la apelante solo revelan una apreciación diferente de las normas de derecho común que rigen el caso y del criterio de selección y apreciación de las pruebas, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes, o la irrazonabilidad de las conclusiones.  En efecto, si bien es cierto que las facultades disciplinarias conferidas al Colegio Público de Abogados por la Ley 23.187 persiguen el objetivo de asegurar el correcto ejercicio de la abogacía en todos los ámbitos de la actuación profesional, ello no lo habilita a actuar de manera arbitraria.   En este sentido, la Corte ha dicho que la discrecionalidad no implica una libertad de apreciación extralegal, que obste a la revisión judicial de la proporción o ajuste de la alternativa punitiva elegida por la autoridad, respecto de las circunstancias comprobadas, de acuerdo con la finalidad de la ley.


    Segura, Alejandro Aníbal c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal


    S. 863, XXXV, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Plan de pagos. Caducidad del plan de facilidades de pago. Apreciación de la prueba. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El remedio federal intentado por la ejecutada fue mal denegado, ya que resultaba formalmente admisible. Como ha expresado la Corte, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o por el ejecutado, mediante la vía de repetición, en la presente causa se ha controvertido lo relativo a la procedencia de la excepción de pago total documentado y lo que aquí se ha resuelto, en cuanto a la efectividad de los pagos que la recurrente adujo haber realizado, no podrá ser replanteado posteriormente.  Por otra parte, en el sub lite se trata de una sentencia que resulta inapelable en virtud de la reforma introducida por la ley 23.658 al art. 92 de la Ley de Procedimientos Tributarios y, por ende, emanada del superior tribunal de la causa, cuyo decisorio, resulta descalificable de acuerdo con la doctrina elaborada por el Tribunal sobre las sentencias arbitrarias.  Con relación al fondo del asunto, el Fisco Nacional, no negó la autenticidad de los recibos exhibidos por la ejecutada, sino que, por el contrario, se limitó a señalar que le resultaba imposible individualizar los pagos que ésta realizó pues, conforme con sus registros, no podía imputarlos debidamente al no constar su CUIT en los formularios relativos a las cuotas abonadas, conducta a la que tildó de negligente.  Si, por el contrario, la actora pretendía el rechazo de los pagos que la ejecutada alegó haber hecho en diversas instituciones bancarias, debió haber negado, en forma categórica e indubitable, la autenticidad de los recibos exhibidos por aquélla. Tal proceder era menester para conseguir este resultado, en virtud del art. 356, inc. 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable en el caso según lo dispuesto por el Art. 116 de la ley de rito fiscal. Por ende, lo decidido por el a quo resultad descalificable. En atención a que se ha apartado de lo dispuesto por dicha norma procesal, en función de las constancias de la causa y de las posiciones asumidas por las partes, más allá de las medidas probatorias que haya podido ordenar que, no resultaban necesarias para resolver la cuestión.  En este orden de ideas, el a quo no ha apreciado, en conjunto, el resultado de las pruebas producidas, tendientes a demostrar la efectividad del resto de los pagos realizados y, con referencia a los efectuados ante el Banco de la Provincia, éste ha informado otros datos relevantes, aptos para aventar la posibilidad de que se tratara de sellos apócrifos.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Turimar S.A.


    F. 731, XXXVI, 21 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Emisoras de radio. COMFER. Declaración de inconstitucionalidad. Libertad de expresión. Legitimación pasiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    A efectos de habilitar la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o que, por sus efectos, pueda asimilarse a tal. Si bien pareciera que tal circunstancia, en principio, no se configura, toda vez que el pronunciamiento recurrido confirmó el de primera instancia, que había admitido las excepciones de falta de legitimación pasiva planteadas por las demandadas y, en tales condiciones, no impediría que los actores puedan promover un nuevo juicio contra quien resulte legitimado pasivamente, no puede soslayarse, sin embargo, que, pese a ello, el a quo también se expidió sobre el fondo del tema discutido en el sub lite al desestimar la pretensión de los actores y, desde esta perspectiva, los perjuicios que tal resolución les causa pueden ser de imposible o insuficiente reparación ulterior, pues peligra su posibilidad de efectuar un nuevo reclamo en forma útil, por aplicación del principio de cosa juzgada. Atento a ello, el pronunciamiento recurrido puede asimilarse a definitivo.  Por otro lado, la declaración de falta de legitimación pasiva del COMFER se ajusta a derecho, en la medida que la Ley 22.285 asigna competencia exclusiva al Poder Ejecutivo Nacional para la administración de las frecuencias de los servicios de radiodifusión (art. 3°) y, en cuanto al otorgamiento de licencias para la prestación de aquellos servicios -para las estaciones de radio y televisión-, establece que serán adjudicadas por el Poder Ejecutivo Nacional, mediante concurso público que sustanciará el COMFER, organismo al que le atribuye competencia para adjudicar licencias de los servicios complementarios (art. 39, incs. a) y b). De ahí que, tal como lo resolvieron las instancias anteriores, aquel órgano sea el único que pueda otorgar licencias y, eventualmente, el permiso precario que solicitan los actores -circunstancia que, por cierto, no se encuentra prevista en la ley examinada-, sin que sus alegaciones, en cuanto a que el COMFER es la Autoridad de Aplicación de la ley, logren modificar esta conclusión, ante los claros términos legales, que le impiden cumplir con la pretensión procesal de los accionantes.  En cambio, con respecto a la ex-Comisión Nacional de Telecomunicaciones (actual Comisión Nacional de Comunicaciones), los actores demandaron al Estado Nacional y éste fue representado en juicio por la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, órgano desconcentrado de la Administración Central.  En este contexto, la sentencia confirmatoria de aquélla que había declarado que esta co-demandada no era parte sustancial en las presentes actuaciones aparece emitida sin sustento en las constancias de la causa y, por ende, pasible de ser revocada, según la doctrina de arbitrariedad elaborada por el Tribunal.


    Provenzano, Sergio Luis y Otro c/ Estado Nacional- Comité federal de radiodifusión y otro s/ Juicios de conocimiento


    P. 118, XXXVI, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Agravio extemporáneo. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso planteado no cumpliría adecuadamente con el requisito de fundamentación autónoma, toda vez que en el escrito de interposición se reiteran afirmaciones que fueron desestimadas en las instancias anteriores y que, por ende, no alcanzan para constituir una crítica concreta y razonada de los fundamentos de hecho y de derecho desarrollados por el a quo para arribar a la solución impugnada.  En tales condiciones, sus agravios conducen a la discusión de aspectos de hecho y prueba que, por su naturaleza, están reservados a los jueces de la causa, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca.  Por lo demás, según ha sostenido reiteradamente esa Corte, los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas a la causa, sino sólo aquellas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones, en tanto la elección no sea fragmentaria ni efectúe un análisis parcial de los elementos de juicio.  En las condiciones expuestas, el fallo exhibe fundamentos mínimos que lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada, de tal modo que los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con lo expresado por los jueces de la causa. En este sentido, no es ocioso recordar que tiene dicho la Corte que el recurso extraordinario no tiene por objeto substituir a dichos magistrados en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.  Finalmente, tampoco cabe atender a los argumentos introducidos por el apelante en oportunidad de la interposición del recurso directo, atinentes a la pretendida violación de disposiciones federales, toda vez que las cuestiones articuladas en el escrito de apelación extraordinaria limitan la competencia de la Corte cuando conoce por esa vía y excluyen aquéllas que se formulan por primera vez en la queja. Máxime, cuando no se ha demostrado la vinculación de dichas normas con lo debatido en la causa.


    Dematteis, Nestor J. c/ Estado Nacional


    D. 580, XXXV, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Nulidad del acto administrativo. Universidades nacionales. Modificación del estatuto universitario. Concursos docentes. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    Ley 19.549.


    En el caso, se discuten dos cuestiones que, deben examinarse en forma separada: por un lado, la legitimidad de la Resolución 2662/95 del Consejo Superior de la UBA, en tanto introduciría indebidamente modificaciones al Estatuto Universitario y al Reglamento para la Provisión de Cátedras y, por otro, la legitimidad de las Resoluciones Nros. 3397/96 y 3398/96, en virtud de las cuales se hace aplicación de aquella norma y están referidas al concurso sustanciado para cubrir el cargo objeto de la disputa. Debe examinarse la primera de las cuestiones mencionadas pues el resultado a que se arribe en su examen, incidirá en forma directa en la legitimidad de los restantes actos administrativos impugnados.  Al respecto, la Corte tiene reiteradamente dicho que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad; sin embargo ello no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de los procedimientos de selección de los docentes universitarios. Sentado ello, corresponde examinar el alcance de las facultades asignadas por las normas pertinentes al Consejo Superior de la UBA, para así determinar la legitimidad de las resoluciones impugnadas.   El art. 98 del Estatuto de la UBA enuncia las facultades que le corresponden al Consejo Superior y, entre ellas, menciona la de ejercer la jurisdicción superior universitaria (inc. "a") y la de designar, a propuesta de las Facultades, los profesores de las distintas categorías (inc, "1").  Asimismo, los concursos para la designación de profesores regulares en el ámbito de la citada Universidad se rigen por el Reglamento para la Provisión de Cátedras, que fue dictada por el Consejo Superior Provisorio en virtud de lo dispuesto por el art. 37 del Estatuto Universitario. A su vez, el art. 39 de dicho Reglamento, dispone, que el Consejo Superior, al recibir una propuesta de designación del Decano de una Facultad, tiene las siguientes alternativas: puede aceptarla, devolverla, rechazarla o modificarla y, en cada caso, se indica expresamente el procedimiento a seguir.  Si resuelve modificar la propuesta del Consejo Directivo, tomando el dictamen del Jurado si éste fuere unánime o uno de los dos dictámenes si los hubiere por mayoría o minoría, el Consejo Superior debe hacerlo por el voto de los dos tercios de los presentes y de manera fundada. Si no tomara el o los dictámenes del Jurado, debe hacerlo con el debido fundamento, en sesión especial convocada al efecto y por el voto de los dos tercios del total de sus miembros.  De las normas mencionadas precedentemente surge, que el Consejo Superior cuenta con facultades para reglamentar el procedimiento para la designación de profesores regulares, competencia que incluye la posibilidad de introducir las modificaciones que estime pertinentes, por el principio del paralelismo de las competencias, sin alterar, el Estatuto Universitario, cuya aprobación es una facultad exclusiva de la Asamblea Universitaria  por tratarse de una norma que establece los lineamientos generales básicos destinados a regir la vida universitaria.   Por tanto, las modificaciones introducidas, al art. 39 del Reglamento para la Provisión de Cátedras, por la Resolución 2662/95 no parecen ser irrazonables, ni contrarias a la norma que dispone que el Consejo Superior está facultado a designar los profesores de las distintas categorías. Ello es así pues, de otorgarse a aquella norma el alcance que pretenden los apelantes, además de implicar el vaciamiento de las atribuciones propias de ese órgano superior universitario, quitaría contenido jurídico a la función que se le ha encomendado, cuya relevancia impide que pueda ser considerada como una simple actuación mecánica de convalidación de la propuesta efectuada por el Consejo Directivo.   Esta circunstancia es la que determina que el Consejo Superior esté habilitado a examinarla y rectificarla designando en el cargo a otro docente, siempre que se haya sustanciado con anterioridad el respectivo concurso y que se verifiquen los recaudos que prevé el citado art. 39, los cuales, por cierto, son mayores que los contemplados para otras hipótesis en la medida que exige un procedimiento y mayorías especiales.  Habida cuenta de ello, en cuanto a los agravios de los apelantes referidos a la ilegitimidad de las Resoluciones Nros. 3397/96 y 3398/96. La primera, encuentra fundamento jurídico en la potestad administrativa del órgano superior de vigilar y controlar la actividad de los órganos inferiores, efecto propio de toda relación jerárquica que, se plasma en la norma que confiere al Consejo Superior el ejercicio de la jurisdicción superior universitaria. En efecto, el recurso interpuesto contra la Resolución del Consejo Directivo 1176/92 habilitó al Consejo Superior, en virtud de tal competencia, a revisar lo actuado en el ámbito de la Facultad en relación al concurso y a resolver las cuestiones planteadas en cuanto al dictado del acto que decidió no aprobar el dictamen ni su ampliación y que propuso que se lo dejara sin efecto. De modo tal que el órgano superior no se avocó a la competencia del inferior, sino que ejerció su competencia propia de revocación por razones de ilegitimidad del acto recurrido. En ejercicio de su jurisdicción superior universitaria, hizo lugar al recurso, al considerar que "no existieron vicios de forma y/o procedimiento que invaliden el trámite, sino una diferente apreciación de cuestiones estrictamente académicas entre los miembros del jurado y los del Consejo Directivo" y que la actuación del Jurado, se llevó a cabo "con autoridad, transparencia e imparcialidad indiscutibles".  En tales condiciones, la decisión del Consejo Superior de revocar la Resolución 1176/92, implicó la aprobación del dictamen unánime del Jurado, acto que permitió, la designación en el cargo concursado de profesora regular titular, con dedicación exclusiva, mediante la Resolución 3398/96, la que se dictó, por lo demás, en ejercicio de atribuciones válidamente conferidas, tal como quedó expuesto supra.


    Tandercarz, Juana Sara y otros c/ Universidad de Buenos Aires Resoluciones 3397/3398/96 - 2662/95


    T. 175, XXXIV, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Reducción salarial. Falta de agravio concreto. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue correctamente denegado, pues no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia del Tribunal para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48.  El argumento central del Superior Tribunal local para anular la sentencia, consiste en señalar que los descuentos en el salario de la actora responden a normas diversas, que no tienen relación entre sí y que, por lo tanto, podían ser impugnadas en forma conjunta o separada, así como que, si aquélla limitó su reclamo a la devolución de las sumas descontadas en virtud de la aplicación de la ley 2.989, la descalificación de los decretos de naturaleza legislativa N° 1/97 y 5/97 excedía el objeto de la litis.  Sin embargo, de esa conclusión no se deriva la imposibilidad de promover un nuevo juicio en donde discutir la constitucionalidad de tales normas, por los medios procesales pertinentes en el ordenamiento jurídico provincial y, sobre ello la parte recurrente nada dice. Tampoco demuestra que la sentencia que impugna le cause un gravamen de imposible o muy difícil reparación, de modo tal que permita obviar el aludido requisito.  En tales condiciones, aun cuando puedan resultar ciertas sus alegaciones relativas a que, por aplicación de lo resuelto por el a quo, la Cámara ya no podrá declarar, en el sub iudice, la inconstitucionalidad de las normas indicadas. Ello no alcanza para otorgarle carácter definitivo a la sentencia recurrida, ni para admitir su intento de que la discusión sobre tales temas se incluyan en el presente.   Por otra parte, la invocación de arbitrariedad o desconocimiento de garantías constitucionales no autoriza a prescindir de la existencia de pronunciamiento definitivo. Máxime cuando, las cuestiones de Derecho Público local resultan ajenas a la instancia del art. 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas y la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis, así como el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal, también extraños al remedio extraordinario.


    Ganz de Guerrisi, Claudia Alicia c/ Provincia de Río Negro - Consejo Provincial de Educación


    G. 714, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Declaración de inconstitucionalidad. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Reclamo administrativo previo. Rechazo del reclamo. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apartamiento de las constancias de la causa. Debido proceso. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las resoluciones que resuelven controversias surgidas por aplicación del régimen de consolidación de la deuda pública provincial, por remitir al examen de cuestiones de derecho público local, resultan, en principio, ajenas a la instancia extraordinaria, sin que tal naturaleza se altere por la adhesión que la provincia haya efectuado a las disposiciones de la ley federal ya que el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre los aspectos propios de las normas integrantes del aquel derecho.  Sin embargo, tales principios no son absolutos y admiten excepciones, por ejemplo, cuando la decisión impugnada carece de adecuada fundamentación y se afecta el derecho de defensa de una de las partes.   Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia porque desestimó el planteo de inconstitucionalidad, fundada en el voluntario sometimiento a su régimen por parte de la actora, no pueden prosperar, pues, las críticas de la recurrente sólo trasuntan su discrepancia con lo resuelto por el Superior Tribunal provincial, que no llegan a demostrar -con el rigor que era menester- la tacha que le endilga.  Según la Corte ha señalado, reiteradamente, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia fallos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación.  Distinta es la solución, con respecto a la decisión del a quo de rechazar el reconocimiento de los demás rubros que reclamó, porque no fueron admitidos en sede administrativa, así como del planteo de inconstitucionalidad de las restantes normas y del acto administrativo que también impugnó la actora, debido a que ello no es derivación lógica de la premisa de la cual parte, ni se compadece con los antecedentes de la causa.  Ello así porque el a quo debía -porque así se había solicitado- examinar las restantes cuestiones, en la medida que aquella declaración no proyecta necesariamente sus efectos sobre los restantes temas, al menos como para excluir su tratamiento, tal como lo entendió aquél.  En tales condiciones, la decisión recurrida carece de fundamentos para ser considerada como acto judicial válido, toda vez que afecta el derecho de defensa de la recurrente y es pasible de ser descalificada de conformidad con la doctrina del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.


    Sideco Americana SACIIF c/ Provincia del Chubut


    S. 561, XXXV, 08 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Sumario administrativo. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Debido proceso. Declaración autoincriminante. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El sumario administrativo incoado se presenta falto de legalidad, toda vez que no se respetaron garantías constitucionales.  Ha dicho la Corte "Que debe tomarse particularmente en cuenta ... (que) el previo juramento de decir verdad a que fuera sometido el señor..., sin darle antes a conocer el motivo de su citación…, afectó la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional en cuanto establece que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo. Que, en un antiguo precedente de esta Corte, … el Tribunal tuvo oportunidad de sentar el principio según el cual las posiciones tomadas por el procesado, bajo juramento, son contrarias a la cláusula constitucional aludida, criterio éste de clara aplicación en el sub lite y que se basa en que tal juramento entraña, en verdad, una coacción moral que invalida los dichos expuestos en esa forma. Pues no hay duda que exigir juramento al imputado a quien se va a interrogar, constituye una manera de obligarle, eventualmente, a declarar en su contra. Y la Constitución rechaza categóricamente cualquier intento en ese sentido. La declaración de quien es juzgado por delitos, faltas o contravenciones, debe emanar de la libre voluntad del encausado, el que no debe siquiera verse enfrentado con un problema de conciencia, cual sería colocarlo en la disyuntiva de faltar a su juramento de decir verdad”.  El Tribunal ha hecho extensiva esta doctrina a las actuaciones administrativas, al señalar que las garantías constitucionales del debido proceso y de la defensa en juicio son de inexcusable observancia en todo tipo de actuaciones, inclusive en los procedimientos administrativos de naturaleza disciplinaria, para Jo cual resulta indispensable que la persona en cuestión haya sido notificada de la existencia del procedimiento que se le sigue o ha seguido, y que además se le dé la oportunidad de ser oída y de probar de algún modo los hechos que creyere conducentes a su descargo.


    Castro Veneroso, Oscar Juan s/ Recurso Artículos 40, 41 y 42 Ley 22.140


    C. 771, XXXIV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Obras sociales. Actividad agropecuaria. Tabaco. Nulidad del acto administrativo. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    De los agravios que esgrimen los recurrentes, debe examinarse, en primer término, el que formula el Estado Nacional para cuestionar la admisión de la vía del amparo para discutir la validez de la resolución impugnada, dado que su admisión tornaría innecesario el análisis de los restantes.  En el supuesto de hacerse lugar a la pretensión de las amparistas, recobraría inmediata vigencia la Resolución n° 390/96 de la SAGPyA; es decir, de la misma autoridad administrativa que emitió la n° 200/99, impugnada en el sub discussio sobre la base de aducir que dicho órgano carecía de competencia para dictarla.  Dicha circunstancia, es decisiva para concluir que las actoras no han demostrado que se encuentren cumplidos, los requisitos para la procedencia del amparo, extremo que la Corte ha calificado de imprescindible.  Ello es así, en primer lugar, porque dicha acción sólo es procedente si se interpone con el objeto de restablecer "derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley"  y sólo cabe concluir que, quienes se dicen afectadas no han logrado demostrar, como hubiere sido menester, su pretendido derecho a percibir determinado porcentaje más conveniente para ellas del fondo creado por la Ley 19.800, a poco que se repare en que, de las dos resoluciones aludidas, aquella en la que intentan fundar tal pretensión también seria susceptible prima facie de ser tachada de ilegítima, por adolecer de idéntico vicio que su sucesora, de tal forma que no se advierte motivo para hacer prevalecer una sobre la otra a través de esta excepcional vía.  Por lo demás, resulta aplicable en la especie lo declarado reiteradamente por la Corte en torno a que la acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere una mayor amplitud de debate y prueba.  Sobre tales bases, las accionantes tampoco lograron acreditar la configuración de estos requisitos, toda vez que, alegaron la incompetencia del órgano administrativo para adoptar la decisión cuestionada, pues correspondería a la Superintendencia de Servicios de Salud resolver el conflicto suscitado entre obras sociales, en su carácter de autoridad de aplicación de la Ley de Obras Sociales. Sin embargo, el examen que se realiza en este tipo de procesos no permite asegurar que las normas involucradas impidan a la SAGPyA distribuir los recursos del FET a la "obra social de la asociación profesional de trabajadores de la actividad tabacalera de mayor representatividad en el orden nacional", sino que, por el contrario, tal facultad aparece comprendida entre las atribuciones que le asigna la ley, en su carácter de autoridad de aplicación, aunque para ello se requiera de un procedimiento especial, con la intervención necesaria de uno o más órganos de la Administración que se expidan sobre temas de su competencia.  Más la existencia de vicios en el acto distintos a la competencia, en el caso, exige efectuar una investigación de los antecedentes de hecho y de derecho que le dieron origen, constatar que haya sido correcto el procedimiento utilizado para su emisión y realizar un examen atento de las normas que atribuyen competencia a los distintos órganos administrativos involucrados, así como la incidencia que tales defectos producen en la legitimidad del acto, entre muchos otros aspectos que no surgen en forma evidente ni manifiesta y que, por lo tanto, escapan al limitado marco cognoscitivo que supone un proceso de amparo. Máxime cuando, tal como lo ha declarado el Tribunal, la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta requiere que la lesión de los derechos o garantías reconocidos resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de los hechos, ni de un amplio debate y prueba.


    Obra Social de Empleados del Tabaco de la República Argentina y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía Obras y Servicios - Secretaría de Agricultura, Pesca y Alimentos s/ Amparos - Sumarísimos


    O. 29, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Falta de traslado. Defensa en juicio. Principio de contradicción. 


    Tiene dicho la Corte que la garantía de la defensa en juicio requiere que se le confiera al litigante la oportunidad de ser oído y de ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes pertinentes, en atención a que la igualdad de posibilidades de las partes integra tal garantía. Además, la Corte ha expresado que las normas sustanciales de la garantía de defensa deben ser observadas en toda clase de juicios, sin que corresponda diferenciar causas criminales, juicios especiales o procedimientos seguidos ante tribunales administrativos.  Cabe agregar que, de la regularidad de la notificación del traslado de la demanda, depende la válida constitución de la relación procesal y la efectiva vigencia del principio de bilateralidad.


    San Juan, Provincia de c/ Dirección General Impositiva s/ Inconstitucionalidad


    S. 279, XXXV, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Declaración inexacta de mercaderías. Multa aduanera. Elemento subjetivo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Ha sostenido el Tribunal que el bien jurídico tutelado mediante el art. 954 del Código Aduanero es el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería que es objeto de una operación o destinación de aduana, al entender que en la confiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente documentación reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan. Y, más recientemente, dijo que la función primordial del organismo aduanero consiste en "ejercer el control sobre el tráfico internacional de mercaderías", para lo cual no puede resultar indiferente la fiscalización de la correspondencia entre los importes emergentes de las declaraciones comprometidas por quienes actúan en dicho ámbito y los atribuibles a las operaciones efectivamente realizadas. Agregó que el inc. c), ap. 1°, del art. 954 de la ley 22.415 debe ser apreciado desde esa amplia perspectiva, que se vincula y guarda coherencia con el ejercicio del poder de policía del Estado.  Yerra el a quo al sostener que una diferencia en la cantidad de los objetos denunciados no constituye una inexactitud en lo declarado. Por el  contrario, la falta de concordancia entre ello y lo que surja de la comprobación, implicará necesariamente un caso de inexactitud en lo que se debió señalar.  Por otro lado, la parte no ha logrado controvertir el argumento de la sentencia apelada en punto a la ausencia del necesario elemento subjetivo en la conducta de los actores, tal como era de rigor, en atención a la consolidada doctrina del Tribunal que establece que para que proceda aplicar una sanción no basta meramente comprobar la circunstancia objetiva en que se encuentra el sujeto, sino que es menester la concurrencia dele elemento subjetivo relacionado con el principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable.


    Basabilbaso, Eduardo c/ A.N.A. Aduana de Rosario s/ Demanda contenciosa


    B. 417, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Desviación de poder. Cuestiones de hecho y prueba. Tope indemnizatorio. Inconstitucionalidad. Falta de fundamentación autónoma. Motivación del acto administrativo. Razones de servicio. Estabilidad del empleado público. Prescindibilidad. Insuficiencia del agravio. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En lo concerniente a la existencia de desviación de poder, los agravios de la recurrente se dirigen, en realidad, a controvertir lo decidido por los jueces de la causa con fundamentos de hecho y prueba, ajenos, por principio, a la vía excepcional del art. 14 de la Ley 48.  En cuanto a la aducida inconstitucionalidad del tope indemnizatorio previsto en el art. 4° de la Ley 21.274, la apelación federal es formalmente inadmisible, toda vez que se ha planteado en forma genérica, sin crítica razonada y concreta en relación con las circunstancias del caso.  En efecto, la Corte tiene dicho en punto a la fundamentación autónoma que requiere el recurso extraordinario -en los términos del art. 15 de la Ley 48-, que las declaraciones que excluyen la validez de las normas en virtud de impugnaciones de inconstitucionalidad, constituyen la última ratio del orden jurídico y, en la medida que se trata de un acto de suma gravedad institucional, exige un planteamiento serio y cuidadoso por parte de quien lo propone.  No merece mejor suerte el agravio relacionado con la falta de motivación del acto administrativo cuestionado ya que, se torna insustancial a la luz de la reiterada doctrina de la Corte que indica que, la sola referencia a las "razones de servicio", no importa contrariar la necesidad de fundamento que impone la Ley 19.549, ya que ese recaudo esencial del acto administrativo no puede desvincularse de la amplitud de facultades ejercidas.  Ello basta, para concluir, que el remedio federal fue mal concedido en este aspecto por el a quo.  Tampoco es formalmente admisible el recurso extraordinario en lo atinente al cuestionamiento del acto de prescindibilidad por hallarse la actora embarazada al momento de la baja, toda vez que la mera cita de los tratados internacionales que invoca la apelante, sin referencia a norma concreta de alguno de ellos, sin un análisis razonado de los hechos de la causa y sin intentar, mínimamente, fundamentar las razones por las cuales en el caso concreto se produciría una lesión directa a los derechos que a su favor consagrarían esos principios concebidos con alto grado de abstracción y de generalidad, no basta para constituir un agravio y, en este sentido, el recurso evidencia decisiva falta de fundamentación.  Máxime cuando, como en la especie, la baja dispuesta encuentra su causa nítida en los objetivos que persigue la Ley 21.274 y no en la situación particular de la accionante, por lo que no resultan de aplicación las disposiciones tutelares de la maternidad que cita la quejosa. Una interpretación en contrario, desnaturalizaría el espíritu que anima a las normas de racionalización administrativa.  Por otra parte, es doctrina reiterada del Tribunal que "la estabilidad del empleado público no comporta un derecho absoluto a la permanencia en el cargo, sino a un equitativo resarcimiento cuando, por razones de su exclusiva incumbencia, el Poder Ejecutivo decide remover a un empleado sin culpa de éste”.


    Borzi, Liliana I. c/ Estado Nacional - Ministerio de salud y Acción Social s/ Empleo público


    B. 153, XXXIV, 15 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Repetición de impuestos. Intereses compensatorios. Actualización monetaria. Convertibilidad. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien, por principio, las resoluciones dictadas en los procesos de ejecución de sentencia no son susceptibles de apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a la regla mencionada cuando la solución traduce un apartamiento inequívoco de lo resuelto en ella, con el consiguiente menoscabo de las garantías de defensa en juicio y propiedad, o bien cuando implica un agravio irreparable y vulnera las garantías constitucionales a que aluden los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.  En efecto, el juzgador ha prescindido del texto aplicable, toda vez que la Ley de Convertibilidad del Austral n° 23.928 derogó, con efecto a partir del 1° de abril de 1991, todas las normas legales o reglamentarias que establecían o autorizaban la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas.


    Castoroil SACIAFEI c/ DGI s/ Dirección General Impositiva


    C. 1061, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Empleo público. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al  dictamen de la causa A. 629, LXXXVI, "Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (C.S.J.N. - Acordada 57/92) s/ Empleo público".


    Lafontaine, Mirta Rosa y otros c/ Estado Nacional - C.S.J.N. – Acordada 57/92 - s/ Empleo público


    L. 101, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 629, LXXXVI, "Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (C.S.J.N. - Acordada 57/92) s/ Empleo público".


    Marquestau, Beatríz Graciela y otros c/ Estado Nacional - C.S.J.N. – Acordada 57/92 - s/ Empleo público


    M. 1137, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 629, LXXXVI, "Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (C.S.J.N. - Acordada 57/92) s/ Empleo público".


    Rabade, Olga y otros c/ Estado Nacional - C.S.J.N. – Acordada 57/92 - s/ Empleo público


    R. 922, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 629, LXXXVI, "Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (C.S.J.N. - Acordada 57/92) s/ Empleo público".


    Siracusa, Víctor Luis y otros c/ Estado Nacional - C.S.J.N. – Acordada 57/92 - s/ Empleo público


    S. 1172, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Personal militar. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, "Galvan, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento".


    Brandan de Terranova, María c/ Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejercito s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    B. 951, XXXVI, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, "Galvan, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento".


    Chiara, Aldo Blas y otros c/ Estado Mayor General de la Fuerza Aérea s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 1275, XXXV, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, "Galvan, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento".


    Schneider, Ernesto y otros c/ Estado Nacional (E.M.G.E.) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S. 19, XXXVI, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, "Galvan, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento".


    Cariglia, Pascual Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 155, XXXVII, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, "Galvan, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento".


    Coria, Hilda Rosa y otros c/ Estado Nacional – Prefectura Naval Argentina s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 1276, XXXV, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Reducción salarial. Intangibilidad de la remuneración. Nulidad del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto a la validez constitucional del Decreto n° 290/95, esta Procuración General concluyó que el Estado puede disminuir la remuneración de sus agentes -salvo que la Ley Fundamental expresamente garantice su intangibilidad-, ya que aquéllos no tienen un derecho subjetivo al mantenimiento del monto remunerativo. "Ello, claro está, en la medida que la reducción se adopte ante situaciones excepcionales de emergencia, tenga efectos generales y vigencia para el futuro en forma transitoria y no resulte confiscatoria, es decir, no desnaturalice el derecho a retribución”.  Por otro lado, una discreta interpretación del Decreto 290/95 determina que la situación de los actores pueda ser aprehendida por la excepción que contempla el último párrafo de su art. 1°, cuando se refiere a jueces de tribunales inferiores, pues aunque es indudable que el Tribunal Fiscal de la Nación no integra el Poder Judicial, también lo es que la equiparación legal de las remuneraciones de sus integrantes a las de los magistrados de la Nación, constituye una garantía para asegurar su independencia de la Administración activa, que los pone a resguardo de la disminución ordenada por aquel Decreto.  Asimismo, en materia de interpretación de las normas, la Corte ha señalado que debe otorgarse pleno efecto a la intención del Legislador, computando la totalidad de los preceptos normativos de manera que armonicen con el resto del ordenamiento jurídico y,  a tal fin, los jueces deben obviar posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. En este sentido, la exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. También ha dicho el Tribunal que en esta tarea no es siempre método recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante; es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y de la judicial. En tal sentido, no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Basaldua, Ricardo Xavier y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Empleo público


    B. 968, XXXV, 28 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Servicio Nacional de Sanidad Animal. Sumario administrativo. Despido. Empleo público. Régimen Jurídico Básico de la Función Pública. Revisión judicial de actos administrativos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El encuadramiento normativo que vinculó laboralmente a las partes –relación de empleo público- no tolera conclusiones como las inferidas por la Cámara, desde que la normativa a ella aplicable era el Régimen Jurídico Básico de la Función Pública y no la Ley de Contrato de Trabajo.  Ha dicho la Corte que tal sistema es indicativo del propósito legal de establecer un medio específico de control judicial, asignándolo al Tribunal especializado en la materia.  En tales condiciones, corresponde hacer aplicación de la jurisprudencia del Tribunal que dispone que la consagración de un sistema específico para el control judicial de ciertas decisiones administrativas –en el caso, una exoneración-, descarta la facultad del afectado de elegir la vía o el órgano judicial en busca de la protección de sus derechos, apartándose del camino contemplado en tales disposiciones legales.


    Osmar Barboza c/ SENASA s/ Laboral


    O. 157, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Sociedades mutuales. Faltas relacionadas con la higiene y la salud. Higiene y seguridad del trabajo. Impuesto a las ganancias. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impugnación del acto administrativo. Cuestiones prejudiciales. Solve et repete. Cuestión de derecho público local. Garantías procesales. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cuestión debatida remite al análisis y aplicación del denominado “principio” o regla del solve et repete, receptada en el Código de Procedimientos en lo Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, aplicable al momento de dictarse la sentencia recurrida, cuyo art. 30 establecía: “Cuando la resolución administrativa que motivase la demanda, en su parte dispositiva, ordenase el pago de alguna suma de dinero, proveniente de liquidación de cuentas o de impuestos, el demandante no podrá promover la acción sin abonar previamente la suma referida”.  Si bien, en principio, lo decidido conduce al examen de cuestiones de derecho público local, ajenas como regla general a esta instancia del art. 14 de la Ley 48, en virtud del debido respeto a las facultades de las provincias para darse sus propias instituciones y regirse por ellas, en el caso existe cuestión federal bastante para apartarse de ella, porque la resolución que es objeto del remedio extraordinario ha incurrido en un claro cercenamiento de la garantía constitucional del debido proceso.   La mentada regla está recogida en diversos ordenamientos locales y en distintas leyes del ámbito federal y su validez constitucional fue declarada por la constante jurisprudencia de la Corte, destacándose que el requisito del previo pago no importa, por si mismo, violación al art. 18 de la Ley Fundamental.   Empero, el propio Tribunal ha morigerado tal exigencia en aquellos casos en los que existe una desproporcionada magnitud entre la suma que el contribuyente debe ingresar y su concreta capacidad económica o su estado patrimonial, a fin de evitar que el pago previo se traduzca en un real menoscabo de garantías que cuentan con protección constitucional.   En este sentido, tiene dicho que el apelante debe, además de alegar la desproporción del monto intimado o la falta inculpable de los medios necesarios para hacer frente al pago del tributo, aportar elementos de juicio que constituyan índices reveladores de su estado patrimonial, extremos que ha sido invocado por la actora, quién arrimó y ofreció las probanzas que estimó pertinentes.  Además, el Alto Tribunal sostuvo que, el art. 8°, inc. 1° de la Convención Americana de Derechos Humanos no requiere de una reglamentación interna para ser aplicada a las controversias judiciales y, no obstante ello, desestimó el agravio planteado en cuanto a que las leyes impugnadas eran violatorias del principio de defensa en juicio, ya que ni siquiera se había alegado la imposibilidad material de interponer el recurso de apelación previsto en las normas cuestionadas.   Dentro del marco jurisprudencial reseñado, no resulta admisible el rechazo de plano de las alegaciones y medidas probatorias esgrimidas por la actora para fundar su solicitud de eximición del requisito procesal del depósito previo.  El a quo, en efecto, omitió toda valoración de las razones y medidas propuestas, motivo por el cual su decisión resulta criticable a la luz de la doctrina sobre arbitrariedad elaborada por el Tribunal, toda vez que importa un excesivo rigor en la aplicación de las normas y el tratamiento de los temas conducentes, con menoscabo del derecho de defensa en juicio.  Por último, el art. 19 del actual Código Procesal Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, si bien mantiene la obligatoriedad del pago previo de los tributos como requisito para la admisibilidad de la acción, establece como excepción, en su ap. 3°, que “El pago previo no será exigible cuando: a) Su imposición configurase un supuesto de denegación de justicia. (…)”. Queda claro que si se tuviera que juzgar hoy la situación de la recurrente, de acuerdo con las pautas del nuevo ordenamiento ritual, debería entrar en el estudio de las medidas probatorias ofrecidas, para determinar la admisibilidad formal de su demanda.


    Mutual de Ayuda entre Asociados y Adherentes al Círculo Italiano I.S. y D. c/ Municipalidad de Colón s/ Demanda contencioso administrativa


    M. 400, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil


    Acción meramente declarativa


    Expendio de medicamento. Juicios en que es parte una provincia. Acción de inconstitucionalidad. Rechazo de la demanda. 


    Cabe recordar la jurisprudencia de la Corte, a tenor de la cual la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.  La Corte definió los presupuestos formales de admisión de esta clase de acciones: a) actividad administrativa que afecta un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo; y c) que aquella actividad tenga concreción bastante.


    Droguería Aries S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 451, XXXVIII, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero


    Diferencias salariales. Adicionales de remuneración. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Lo atinente a la relación de empleo público de los agentes de la Justicia Municipal de Faltas, así como la aplicación e interpretación de la Ley n° 19.987 y del Decreto n° 3544/91, constituyen cuestiones de Derecho Público local, en principio insusceptibles de revisión por la vía del recurso extraordinario. Sin embargo, es posible apartarse de esa regla ante la necesidad de asegurar que la función jurisdiccional se ejerza de conformidad con el Derecho vigente.  Sobre tales bases, asiste razón al apelante cuando sostiene que el fallo recurrido es pasible de ser descalificado por aplicación de la doctrina de arbitrariedad de sentencias, en la medida que el a quo se limitó a resolver el conflicto mediante la teoría de los actos propios, con fundamento en que la ex-Municipalidad reconoció su error al abonar a los actores los importes de la Acordada n° 7039/91.   Así, la decisión no satisface la exigencia de presentarse como una derivación razonada del Derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias de la causa, porque la correcta dilucidación de la controversia suscitada entre las partes requería, de modo ineludible, el examen de las cuestiones propuestas por la demandada. En efecto, aquélla sustentó sus defensas en que la teoría de los actos propios no puede ser aplicada de la misma forma para resolver conflictos entre particulares y entre éstos y la Administración, porque son otros los principios y las normas que regulan su conducta. También expuso al tribunal que, de acuerdo al régimen vigente en materia de retribuciones para el personal municipal, el órgano competente para fijadas era el Intendente Municipal y no la Cámara de Apelaciones de Faltas, así como que la equiparación salarial que disponía el art. 56 de la Ley n° 19.987 no puede ser extendida a otros funcionarios de la Justicia Municipal de Faltas. Todos estos temas son relevantes para la solución de litigio y, la omisión de su tratamiento, por parte del a quo, priva de fundamentos a su decisión y la descalifica como acto jurisdiccional válido.  Al respecto, la Corte ha señalado, que la doctrina de la arbitrariedad tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, y exige que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del Derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  En tales condiciones, existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales de defensa en juicio y propiedad, invocadas por el apelante y que debe revocarse la sentencia recurrida.


    Sanguinetti, Ema Amelia y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 593, XXXV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el  fallo de la causa Comp. 62, L. XXXV, “Torres Martín Alejandro c/ Carrascosa Aldo s/ Autorización para firmar carta poder - hoy ordinario”, Fallos 322:1220.


    Doblet, Antonio c/ Heredia, Sergio Gustavo s/ Accidente de trabajo


    COMP. 1389, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 631. L XXXIV, “Carrizo Genaro c/ Pinfruta S.A. s/ Laboral por accidente de trabajo”, resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General.


    Cardozo, Rey c/ Frigorífico Rioplatense S.A. s/ Accidente y enfermedad


    COMP. 810, XXXVII, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Intervención federal. Nulidad del decreto. Medida cautelar innovativa. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 91, L. XXXVI, “Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”, criterio que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    F., Sixto Omar y Otros s/ Acción de amparo, medida cautelar


    COMP. 1334, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Municipalidad. Telecomunicaciones. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  En el sub examine la actora, si bien interpuso acción de amparo  contra actos administrativos emanados de una autoridad local, que han sido presuntamente dictados con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, los mismos son cuestionados por estar en pugna con autorizaciones nacionales oportunamente conferidas por la Secretaría de Comunicaciones de la Nación y en violación de lo dispuesto en el art. 3 incs. c y d de la Ley Nacional de Telecomunicaciones N° 19.798 de carácter federal (Fallos:320;162). En tales condiciones, la materia del pleito adquiere un manifiesto contenido federal, pues los actos locales impugnados interfieren con un fin nacional. En consecuencia, ello resulta suficiente, para pronunciarse a favor de la competencia federal.  No obsta, a tal solución, lo dispuesto en el art.18, segunda parte, de la Ley N° 16.986, toda vez que, lo contrario, importaría que la Ley de Amparo N°16.986 vino a alterar la competencia expresamente estatuída en el art. 116 de la Constitución Nacional.  Sin embargo, dado que la Corte no compartió la tesis sustentada en los dictámenes de los citados precedentes, de mantener el Tribunal la soluciones allí adoptadas, resultaría competente para entender en el presente juicio el titular del Juzgado Civil y Comercial provincial.


    Nextel Argentina SRL c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo


    COMP. 1073, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Revalúo inmobiliario. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Cheiko, Iwai de Nakatsuno c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (Artículo 14 Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires)


    COMP. 366, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Juez previniente. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional en su art. 116, a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar, entre otros aspectos, la imparcialidad de la decisión cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias.  En el caso, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir para determinar la competencia, según el art.4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no se presenta la primera de las hipótesis señaladas, toda vez que la materia sobre la que versa el pleito, es de derecho común, ya que se trata de la interpretación y aplicación de disposiciones que revisten naturaleza civil.  En consecuencia, debe descartarse la competencia federal ratione materiae. En cambio, este proceso corresponde a la justicia federal ratione personae, en tanto la actora tiene su domicilio en la Capital Federal y la demandada es una Provincia.


    Unión Docentes Argentinos c/ Unión Docentes Provinciales de Corrientes s/ Acción de nulidad


    COMP. 29, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Baja del automotor. Cámara federal de apelaciones. Competencia provincial. 


    Según se desprende de los términos de la presentación efectuada, a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el actor interpone un recurso contra la decisión del titular del Registro de la Propiedad del Automotor, Delegación Quilmes, que se niega a otorgarle la baja del rodado del que es titular, por lo que resulta aplicable el art. 2 de la ley 22.977.


    Magraner, Vicente Luis c/ Titular Registro Propiedad Automotor N° 2 de Quilmes s/ Baja Automotor


    COMP. 1127, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia provincial. 


    La Corte ha dicho que el conocimiento y decisión por los tribunales federales de las causas entre vecinos de diferentes provincias o de las causas civiles en que sean parte un vecino de la provincia en que se suscite el pleito y un vecino de otra, como reza el art. 2° inc. 2°, de la ley 48, tiene por objeto el amparo del vecino extraño que se ve obligado a litigar en la provincia y ante los jueces de la contraria, por lo cual, para que proceda, es necesario que lo invoque el vecino de extraña provincia, por cuanto a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero.


    Noble, Horacio Maximiliano c/ Ex Clinica Mayo - Sociedad de hecho y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 1618, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Aportes y contribuciones previsionales. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 266, L. XXXV, "Zubielqui Néstor Ramón c/ Bco. de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones".


    Rodríguez Cuenca, Juan Carlos c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes y contribuciones


    COMP. 1587, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, por sus fundamentos.


    Oliveira Vila, José Rafael y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 698, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Ali, Emilce H. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1053, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Celone, Francisco y otros s/ Cobro de pesos


    COMP. 1109, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Martínez, Antonio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1052, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Parrado, Ramón c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1051, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Rodríguez, Agustina R. y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1049, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Ventura Reynoso, Luis y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1054, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    De Pablo, María Matilde c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1541, XXXVII, 06 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gonzáles, Juan Hipólito c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1537, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Ippolito, Horacio Vicente c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1536, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Lupia, María Antonia y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1540, XXXVII, 06 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Vera, Bernabela c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1729, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Viegas, Washington c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1615, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp.197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Romano, Victoria del Carmen y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1048, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 367, L. XXXVII, “Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Mundo, Juan y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de suma de dinero


    COMP. 2079, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 367. XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carbone, Atilio Julio S.R.L. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1044, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ cobro de pesos" y sus citas.


    Mazza, Guillermo José Osvaldo y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1330, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    López Trelles, Virgilio C. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1064, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 367, L. XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas, dictamen que fue compartido por la Corte en su pronunciamiento.


    Tejero de Tasso, Esperanza y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 2041, XXXVII, 28 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 367. XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos” y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Arias, Blanca Estela c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1502, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestiones anñalogas al dictamen de la causa Comp. 451, L. XXXVII, "Barbagallo, Juan c / G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas, dictamen que fue compartido por la Corte en su pronunciamiento.


    Stabile, Rafael c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1994, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 451, XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios".


    Cerino, Aurora Romilda c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 868, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451, XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios” y sus citas.


    Rodríguez, Carlos y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1075, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 524, L. XXV, "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila Omar Alberto s/ Cobro de dinero", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos.


    Consolidar A.R.T. S.A. c/ Rosi Estauro Alberto s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1562, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Gastos de sepelio. Competencia previsional. 


    La Ley de Solidaridad previsional es clara en cuanto dispone que las resoluciones emanadas de la A.N.S.ES., podrán ser impugnadas ante los Juzgados Federales de la Seguridad Social. Cabe recordar asimismo que la ley 24.655, mediante la cual se crea la Justicia Federal de la Seguridad Social, dispone en su art. 2 inc. "a" que dicho fuero será competente en las causas en que se impugnen actos de la Administración Nacional de Seguridad Social. Y puesto que en la demanda se ataca, una decisión de la Administración Nacional de Seguridad Social que denegó el pago de subsidios por sepelio que, la actora prestó a beneficiarios del régimen nacional de previsión y de pensiones, cabe razonablemente considerar a este tipo de causas comprendidas en los casos a que se refiere dicho precepto legal.  Toda vez que la determinación de los obligados a cumplir y de los legitimados a reclamar los subsidios mencionados, conduce a la interpretación de los art. 5° y concordantes de la ley 21.074 evidentemente vinculados a prestaciones de la seguridad social, compete a los juzgados de dicho fuero seguir interviniendo en la controversia.


    Livink SACIFIA c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Cobro de Pesos


    C. 1746, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp.197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Rodriguez, Oscar Martín c/ G.C.B.A. s/ Cobro de pesos


    COMP. 1050, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La Resolución N° 337/200 del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha puesto en funcionamiento los Juzgados Contenciosos Administrativos y Tributarios de dicho distrito. Asimismo, y en virtud del artículo 2° del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo de dicha ciudad, a ellos le corresponde conocer en causas como la presente, por lo que, quedaría desactivada la norma del artículo 43 inciso a) del decreto 1285/58.  Por lo expuesto, dado las facultades de la Corte de determinar los jueces competentes, aún en supuestos como el de autos, en que no han intervenido en la contienda, la presente causa deberá remitirse para su trámite a la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Alfonso, Anastasia Daniela y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1275, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    La Resolución N° 337/2000 del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha puesto en funcionamiento los Juzgados Contenciosos Administrativos y Tributarios de dicho distrito. Asimismo, y en virtud del artículo 2° del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo de dicha ciudad, a ellos le corresponde conocer en causas como la presente, por lo que, quedaría desactivada la norma del artículo 43 inciso a) del decreto 1285/58.  Por lo expuesto, dado las facultades de la Corte de determinar los jueces competentes, aún en supuestos como el de autos, en que no han intervenido en la contienda, la presente causa deberá remitirse para su trámite a la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Suárez, Néstor c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1543, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa  Comp. 451. XXXVII. "Barbagallo. Juan c/ G.C.B.A. s/daños y perjuicios" y sus citas.


    Torquati, Fanny Susana María Josefina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1480, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa S.C. Comp. 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo c/ Avila, Omar Alberto s/ Cobro de Sumas de Dinero”.


    Se suscita una contienda negativa de competencia que corresponde dirimir a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto - ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.


    Consolidar ART S.A. c/ Pardal, Pablo Emanuel s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1110, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Contrato de agencia. Incumplimiento del contrato. Excepción de incompetencia. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Conforme a lo dispuesto por los artículos 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y a jurisprudencia reiterada del Tribunal, a fin de determinar la competencia debe atenderse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión, y no por las defensas de la demandada.   En este razonamiento, la Corte ha decidido que no es de competencia federal la controversia en la que no se ve afectada la prestación de dicho servicio ni la participación del Estado Nacional. También, que sólo es competente el fuero federal si resulta necesario precisar el sentido y los alcances de normas federales como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la ley de telecomunicaciones.


    Megacom Comunicaciones SRL c/ Nextel Argentina SRL s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 94, XXXVII, 28 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Olguin de Sotolongo Mónica c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires y otro s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 574, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 235; L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castello, Pedro s/ Expropiación”.


    Texido, Normal Elida y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    COMP. 726, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Concursos. Daños y perjuicios. Juez del concurso. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En cuanto a la operatividad de fuero de atracción que ejerce el concurso respecto del juicio de daños y prejuicio seguido al fallido, la misma constituye una acción de contenido patrimonial, por lo que debe considerarse comprendida entre las mencionadas por el artículo 21, inciso 1° de la ley 24.522 que dispone su radicación ante el juez del concurso, habida cuenta de que no se halla prevista su exclusión entre las excepciones indicadas por la citada norma.


    Pennella, Susana Noemí c/ Carreño Yeñez, Marcos s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 735, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Sociedad irregular. Juez del concurso. Competencia civil y comercial. 


    Domicilio de la administración.


    A los efectos de la competencia para entender en la quiebra, el domicilio determinante es, en primer término, y para el caso de sociedades irregulares, el de la administración, y sólo en su defecto, el del lugar del establecimiento de explotación o actividad principal –conforme el artículo 3, inciso 4° de la LCQ-.


    El Látigo (sociedad irregular) y sus integrantes: Polizzotto, Roberto Ángel; Natalio, Oscar; Ricardo Alfredo y Yeri, Carlos E. s/ Quiebra


    COMP. 1473, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 106; L. XXXVI, “Gallardo, Jorge Javier c/ Trenes de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”.


    La justicia local es la competente para entender cuando los actores iniciaron demanda por daños y perjuicios, con fundamento en la responsabilidad por el accidente de un tren, tema éste cuya dilucidación recae, central y principalmente en normas de derecho común.  Por otra parte, es criterio sustentado por la Corte, que la competencia federal es limitada y de excepción, y su aplicación de carácter restrictivo, aunque también lo es, que aún para el supuesto de entenderse que la materia en debate es de naturaleza federal, todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben, por expreso mandato de la ley Fundamental, interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas, puedan ser objeto de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Cejas, Pedro y otra c/ Szumik, Jorge y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1588, XXXVI, 18 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Conforme a lo dispuesto por el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y a jurisprudencia del Tribunal, que a fin de determinar la competencia, debe atenderse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Ha decidido la Corte que es competente la justicia civil para entender de los daños y perjuicios derivados de actos ilícitos con fundamento en las previsiones de los artículos 1109 y 1113 del Código Civil, conforme al artículo 43, inc. B, del decreto ley 1285/58, según texto del art. 1° de la ley 24.290.  También es competente el fuero civil y no el del trabajo para conocer en la demanda por daños y perjuicios, si la acción no se funda en un contrato de trabajo y el actor ha invocado normas civiles como base fundante de su pretensión.


    Sanz, Gabriel Alejandro c/ Metrovías S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 93, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Ramos, Darío Daniel c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1544, XXXVII, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 367. XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas.


    Torterola, Ana María c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1229, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y sus citas.


    Giménez, Osvaldo René c/ M.C.B.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1220, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillén Alejandro s/ Estrella de mar S.A. s/ Laboral".


    Miranda, Aurora y otro c/ Pérez, Luis s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 502, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cosa riesgosa. Contrato de obra. Contrato de servicios. Contratos innominados. Competencia civil. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a  los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido.    Conforme doctrina de la Corte, una adecuada hermenéutica del artículo 43 bis, inciso c), del decreto ley 1285/58, conduce a concluir que la justicia civil es competente ratione materiae para entender en todos los procesos derivados de contratos de locación de obra, servicios, y atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a aquellos.


    Blanco de Machado, Elida c/ Ciolli de Lagomarsino, Alicia s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 1514, XXXVI, 20 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario".


    Acuña, Carlos c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 688, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Proceso penal. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Barbagallo, Juan c/ Gobierno de la provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 451, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    C., M. S. s/ Declaración de insania


    COMP. 1335, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo 315:2963, "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    I., N. d. V. s/ Insania


    COMP. 744, XXXVII, 15 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Juzgados de conciliación. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que las contiendas de esta naturaleza entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse aplicando las normas de las leyes nacionales de procedimientos, en el caso de autos la ley de procedimientos laboral n° 18.435.  Ello así, es de aplicación el art. 24 de dicha normativa que establece que en las causas entre trabajadores y empleadores será competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del demandado.


    Machado, Francisco Antonio c/ Turismo G. Odasso s/ Diferencias de haberes y otros


    COMP. 1216, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Desistimiento de la acción. Extinción del fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    El desistimiento de la acción contra el concursado, siempre y cuando este no sea el único demandado y se esté en presencia de un litis consorcio voluntario, produce los mismos efectos del que se concreta con relación al fallido. En consecuencia, y conforme lo resolvió el Tribunal, la contienda negativa de competencia debe resolverse por la no operatividad del fuero de atracción del concurso de la demandada.


    Bianchi, Horacio c/ Mirichiello, José Ángel y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 44, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Massa, Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1094, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Asociación ORT Argentina c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ordinario


    COMP. 277, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Consorcio de propietarios complejo habitacional calles Montiel 3XXX/XX- X de abril 6XXX/XX y otros c/ Comisión municipal de la vivienda s/ Ejecución de expensas


    COMP. 715, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Consorcio de propietarios complejo habitacional Montiel 3XXX/XX-2 de abril 6XXX/XX c/ Comisión municipal de la vivienda y otros s/ Ejecución de expensas


    COMP. 640, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gerez, Felix c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1055, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Marmenti, de Choury Teresa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 537, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  c/ 4XXX Rivadavia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 644, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/  Adrián y Ontiveros, Norma Antonia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 991, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/  Herrera, Stella Maris s/ Ejecución fiscal


    COMP. 994, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/  Witber S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 998, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 1181, 11 de septiembre de 1881 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 363, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 1XXX, Alvear Marcelo T de s/ Ejecución fiscal


    COMP. 221, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 3XXX San Ignacio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 571, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 9XX Bolivia -136120- s/ Ejecución fiscal


    COMP. 219, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Accorinti, Araceli Rosa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 662, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Acd S.R.L. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1033, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aceros DHERS S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 718, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Agrillo, N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 322, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Agropecuaria Tres Cachorros S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 667, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aldrey, Florencio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1023, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alegre, Pavimentos S.A.C.I.C.A s/ Ejecución fiscal


    COMP. 129, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alterman, Elías s/ Ejecución fiscal


    COMP. 963, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Álvarez Héctor J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 716, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Álvarez, Servando T. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 145, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Amatore, Enrique N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 317, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ambulancias Nueva Chicago S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 995, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ammirati, Salvador F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 911, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ananda S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 465, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Angeletti, María I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 681, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Antúnez, Raúl E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 365, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Apex-Grab S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 888, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Apreda, Emilio Francisco s/ Ejecución fiscal


    COMP. 920, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Arevalo 1XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 536, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aschettino, Juan A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 983, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Astrada, Lorenzo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 334, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Autullo, Silvana M. G. y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1026, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Avanzada Gráfica S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 149, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Azar, Eduardo Guillermo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1082, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Baigeria, Rita M. I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 937, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Baldi, Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 872, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Barreiro Otero, Hipolito s/ Ejecución fiscal


    COMP. 665, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Battino, Silvana P. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 555, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Beazley, Jorge A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 196, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bernardino Rivadavia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 866, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Beruti, Ernesto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 646, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Betesh Rosarios Viviana H. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 725, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bidner, Horacio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1021, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bilesio, Jorge Ángel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 869, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bler S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 883, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bolsalux S.A, s/ Ejecución fiscal


    COMP. 252, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bourguigne, Laura y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 220, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buen Viaje, S.A. de turismo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1024, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bullrich S.A., de ICF s/ Ejecución fiscal


    COMP. 373, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bustos, Ángel M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 903, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cabello, José E s/ Ejecución fiscal


    COMP. 945, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cabezal, Juan J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 548, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caferata, Rodolfo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 925, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Calcagno de Risso Patron, Ana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 683, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cancelliere, Lorenzo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 962, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cantello, Pedro A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 305, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cantino Francisco s/ Ejecución fiscal


    COMP. 599, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Capcias, Juan C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 917, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Capurro, Julio E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 332, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carbone, Juan Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 509, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cardellecchi y Lamas, Ana M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 528, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cardin, Luis Virgilio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1092, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carmelo, Rocco- Rivadavia 1000 S.A s/ Ejecución fiscal


    COMP. 518, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carroll, Roberto s/ Ejecucion fiscal


    COMP. 510, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cartonería San Lorenzo S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 167, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Casas, Dardo Américo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 316, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castillo, Belindo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 653, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castillo, David s/ Ejecución fiscal


    COMP. 572, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castro, Francisco s/ Ejecución fiscal


    COMP. 144, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castrolheiybo y Compañía s/ Ejecución fiscal


    COMP. 338, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caviglia, Hugo Antonio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 497, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ceballos, Oscar R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 364, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cerrito 1XXX – Meropis Malinis Constantino s/ Ejecución fiscal


    COMP. 506, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Charrua (UFO) s/ Ejecución fiscal


    COMP. 160, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chernitski, Olinda s/ Ejecución fiscal


    COMP. 547, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ciccome, Enrique Norberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 507, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Club Social Independencia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 469, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cocheria del Tejar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 578, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Codaro, Mónica A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 192, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañía de Transporte Río de la Plata c/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1009, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañía Turística Omega s/ Ejecución fiscal


    COMP. 256, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Condori, Carlos M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 938, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Confalonieri, Martha s/ Ejecución fiscal


    COMP. 641, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Consorcio de Propietarios Rafaela 4XXX/XX/XX/XX s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 419, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cooperativa del Hogar Obrero s/ Ejecución fiscal


    COMP. 837, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Coppa Oreste s/ Ejecución fiscal


    COMP. 910, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cordax S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 598, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Coria, Ricardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 928, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cortese, Víctor A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 265, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cotchett Forat, Eric Henri s/ Ejecución fiscal


    COMP. 406, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Covette, Luisa J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 596, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ D' Andrea Raúl M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 408, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Daniele de Torres González, Isabel  A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 909, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Danolfo, Daniel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 552, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Danowics, Aaron s/ Ejecución fiscal


    COMP. 554, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Data Sistemfim S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 611, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dather, Esther s/ Ejecución fiscal


    COMP. 492, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Adem, Jennifer S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 901, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Buono, Alfredo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 664, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Natale, Leonardo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1020, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Orban, Amelia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 546, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Paola, José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 614, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Pasman, Marta s/ Ejecución fiscal


    COMP. 585, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Tezanos Pintos, Jorge s/ Ejecución fiscal


    COMP. 301, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Del Polo, Leonor Lorenzo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2119, XXXVII, 14 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Della Bianca, Hilda S. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 586, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Della Brusca, Hilda B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 978, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Denda, Jorge A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 410, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dere, Norma Teresa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 193, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Deus Camilo y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 702, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Devivo y Fusco, Rafaela y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 559, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Di Paolo, Alberto F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 918, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Di Prinzio, Donato s/ Ejecución fiscal


    COMP. 898, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Di Tavi, Jorge L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 929, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Di Vietri, Mabel M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 370, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Diano, Humberto y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 521, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dines, Enrique Víctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 495, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Domb, Daniel B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 979, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Domingo H. Pavone e Hijos S.R.L s/ Ejecución fiscal


    COMP. 161, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Domínguez, Juan s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 374, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Domínguez, Luis A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 307, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dota S.A. de Transporte Automotor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1095, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Doucas Ana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 889, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dramis, Ángel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 508, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dueret, Alicia S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 523, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Edilsa S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 577, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Efron, Marta s/ Ejecución fiscal


    COMP. 915, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ehuletche, Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 450, XXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Elecmatro S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 615, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ EMACO S.A.C.I.E.I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 722, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Transportes General Roca S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 511, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Erlij, Mario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 407, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Espósito, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 299, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Establecimientos Indar S.A.C.I.F s/ Ejecución fiscal


    COMP. 261, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estiport S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 333, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Etime S.R.L s/ Ejecución fiscal


    COMP. 170, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Eurocamping Sociedad Anónima Comercial e Industrial s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1034, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Expreso Caraza S.A.C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 612, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Expreso La Nueva Era S.A.C.I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 944, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fabricante de cubiertos Perel SCA s/ Ejecución fiscal


    COMP. 541, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fabues, Eduardo J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 488, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fadel S.R.L s/ Ejecución fiscal


    COMP. 130, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Faimus S.A.C.I. E I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 986, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Falivene, Feliciano A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 253, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fanuele, Rodolfo M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 300, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Farias Toribia, Elisa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 325, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fefer, Jorge I. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1043, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Feferban, Jorge s/ Ejecución fiscal


    COMP. 894, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández Gabriel G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 723, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández Herrero, Fabio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 618, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Carlos A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 476, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Fidencio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 387, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, José Guillermo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 503, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Oscar V. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 873, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferracani Morio, V. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 931, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrari, Rolando s/ Ejecución fiscal


    COMP. 468, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferreiros de Corti, Ana María y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1041, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos Línea San Martín s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 411, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fimiano, Domingo L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 303, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fiori, Héctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 388, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fiorini, Néstor s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 391, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Flomar S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 666, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fonrouge 7X s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 318, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Font, Roberto R.  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 431, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fontanini, Alfredo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1080, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Frasisti, Norberto J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 913, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Freyre, Adrián C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 306, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Frigeri, Santiago s/ Ejecución fiscal


    COMP. 900, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Frigerio, Norberto A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 148, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Frione, Horacio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 340, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Frisione, Mirtha Elena s/ Ejecución fiscal


    COMP. 491, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fumi, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 621, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fundación Argentina de Educación y Acción Comunitaria s/ Ejecución fiscal


    COMP. 579, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gabarini, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 961, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gahagan, Andrés s/ Ejecución fiscal


    COMP. 274, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gaitan, Jorge y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 932, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García González, Luis J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 647, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García Héctor R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 668, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García Rojo, José Alberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1031, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García, Eliseo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 429, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García, Roberto J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 464, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gari, Marta s/ Ejecución fiscal


    COMP. 409, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Genaro, Susana E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 617, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ General Pueyrredon S.A. de Transportes s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1076, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Geowell S.A.I.C. y F.S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 623, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Geralda, Juan M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 637, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gesteyra, Sara L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 542, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giadas Baleato, Jose L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 890, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giberman, Daniel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 933, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gigy José L. N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 884, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gil. Luis H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 724, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gilardoni, Alberto O. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 519, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giménez, Ricardo Alfonso y Lucchetta, Ernesta s/ Ejecución fiscal


    COMP. 948, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giustiniano, Daniel J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 867, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Godoy, Carlos J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1025, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Golia, Miguel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 146, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Golusoff de Kaplan, Sara s/ Ejecución fiscal


    COMP. 297, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gomería San José de José E. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 209, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gómez, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 885, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gómez, Carlos R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 446, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González Orejan, Martha I. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1040, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González, Adriana A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 296, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González, Antonio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 899, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gonzalez, Auiera Luis s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 341, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González, Gabriel D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 158, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González, Mónica D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 470, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gouch, Carlos Kendall Beaufort s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 324, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Grabowski, Susana I. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1027, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gráfica Mangus de Eduardo Carrizo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1002, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gramuglia, Eduardo Santiago s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1077, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Greco de la Neve, Yolanda s/ Ejecución fiscal


    COMP. 895, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Grela Carlos Daniel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2085, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Guatelli, María Cristina s/ Ejecución fiscal


    COMP. 967, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gusmerotti, Carlos M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1028, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hajos de Schencman, Raquel J. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 422, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hodara de Contente, Graciela  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 294, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hofman, Pablo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1058, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Igal José  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 462, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Iglesias, Carlos Al. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 295, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Impronta S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 496, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Integral Gráfica S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 973, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Jeon Beam Sik s/ Ejecución fiscal


    COMP. 999, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Juffe, Perla s/ Ejecución fiscal


    COMP. 166, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Julius Vía Pública S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 638, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Junquera Oscar A.  s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 432, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Juri, Juan s/ Ejecución fiscal


    COMP. 919, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Karczewski, Marcos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 151, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Kessler, Samuel B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1060, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Casa del Tacógrafo S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1000, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La cria del Moro S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 976, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Deheza S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 424, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Laterra de Fontenla, Stella Maris  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 293, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Laurnagara, Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 342, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lauro, Alberto C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 142, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lavadero Los Vascos S.C.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 927, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lee Hee Chang s/ Ejecución fiscal


    COMP. 558, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Leibman, Alfredo C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 627, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Leis, Laura y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 561, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Leiva De Lusternik, Mercedes s/ Ejecución fiscal


    COMP. 344, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Leyria, Ricardo E. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 878, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Liguori, Miguel A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 475, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Liliana Noemi, Ubaldi de Tolfo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 540, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lisioli, Gastón A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 290, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López, Ángel C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 954, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López, Julia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1037, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López, Roberto E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 330, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Loquindoli, De Colombini Inés s/ Ejecución fiscal


    COMP. 343, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lorasque, Serafín y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 877, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mandadjian, Ana E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 556, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mangione, Gustavo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 345, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Maraz, Walter G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 959, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martinelli, Ángel S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 997, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martinetti, Artemio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 549, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martinez de Murg H.F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 264, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martínez Prieto. J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 921, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martire, José L. D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 466, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Massi, Alejandra M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1035, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Matriplast S.A.C.I.I.F.M. y S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 520, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mazzeo, Guillermo D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 876, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Melone, Gabriela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 159, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mermida, Luis  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 292, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Micheltorena, Héctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 346, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mihalovich, Carlos Mirko s/ Ejecución fiscal


    COMP. 267, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mirra, Miguel A.  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 467, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mohamed, Néstor F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 262, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Molesini, Jorge A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 679, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Monteira, Horacio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 327, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Monteiro, Alfredo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 362, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Monti, Ricardo C.; Fernando, Gustavo y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 441, XXXVII, 03 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Moon Byung Won s/ Ejecución fiscal


    COMP. 678, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mousson, Osvaldo Saúl s/ Ejecución fiscal


    COMP. 347, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Muños, Salvador s/ Ejecución fiscal


    COMP. 291, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Murua, José L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 425, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neiara, Hortencia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 266, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Niborski, Luis D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 904, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nisi, Juan y otra s/ Ejecución fiscal


    COMP. 326, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nogueira, Daniel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 926, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Norte S.A. Micho Omnibus s/ Ejecución fiscal


    COMP. 421, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Norte S.A. Micro Omnibus C1501558 s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 420, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Norte S.A. Micro Omnibus Monsa C 1430543 s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 426, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Novella, Osvaldo y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 428, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ocampo, Laura s/ Ejecución fiscal


    COMP. 150, XXXVII, 03 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ O'Donnel, Alejandro González s/ Ejecución fiscal


    COMP. 905, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Olcese, Néstor A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 147, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Organización Norte S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 881, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Orgueira de Tortorelli, María Elena y otro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 703, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Oriolo, Oscar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 660, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ortiz de Marino, Leticia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 312, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Otto, Carlos A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1029, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Palacio, Alberto M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 908, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Palacios, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 886, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Palumbo, Gustavo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 162, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paniagua, Ubaldo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 956, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Papillo, Luis M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 289, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Papini, Guillermo P. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 313, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paraná 6XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 543, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paredes, Manuel L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 310, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parisi, Oscar L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 985, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Park Hai Dong s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1042, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pascual Bevacqua S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 218, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pasquini, Pedro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 538, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pastuszuk, Juan s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 448, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Peckis, Jorge L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 308, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pereiro, Ana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 309, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Peres Pascual s/ Ejecución fiscal


    COMP. 601, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pérez, Sergio Omar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 939, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pérez, Walter E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 186, XXXVII, 03 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Perfumo, Roberto A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 947, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Peru 1XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1093, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Petruchi, Alicia N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 573, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Piedrafita Orfila, Eduardo R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 311, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pienovi, Juan J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 314, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Plante, Jorge G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 331, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Podesta, Lázaro Vicente s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1030, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pombo, Manuel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 955, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ponce Juvenal, Arturo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 975, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ponce, Alejandra s/ Ejecución fiscal


    COMP. 887, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pozzati, Ernesto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 360, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Prina, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 882, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Promaco S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 263, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Atuel 4XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 594, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Callao 3XX P1X DXXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 592, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario de la calle Olazabal 5XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 168, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Devoto Fortunato 5XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 721, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Forest 1XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 593, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Joaquín V. González 4XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 550, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Juan Ramírez de Velazco 2XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 603, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Moldes 2XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 591, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Peña David Dr. 4XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 551, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietarios Corrientes Av. 3XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 298, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ramírez de Accello, Susana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 912, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ramírez, Enrique O. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 880, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Reconquista 3XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 348, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rivero Haedi de Condomi Alcorta, Estela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 980, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rizzotti, Luis D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 916, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Roccia, Juan M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1001, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez Enrique J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 684, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez, Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 143, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez, Ernesto E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 527, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Roldan Teresa G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 996, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Roldán, Martha E. D. y Roldán, Rafael J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 125, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Roman Arce Ester S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 434, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Saccardi, Gerónimo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 539, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salluzzi, Luis y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 526, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salmar S.R.L. Textiles s/ Ejecución fiscal


    COMP. 982, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Samar, Ricardo E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 987, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sánchez, Adolfo J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 892, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sánchez, María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 595, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa, Inés S.C.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 935, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santas, José C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 675, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santiago, Roberto E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 893, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santos de Balestrini, Olga y/o quien resulte propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 335, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sapienza, Agustín s/ Ejecución fiscal


    COMP. 463, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Savino, Dardo M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 557, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Schnapper, Jorge H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 589, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Seattane, Osvaldo J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 288, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Shapira, Ana C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 449, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sibo S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 870, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sigman Mazzaro, José F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 879, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Silberberg Lang, David G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 914, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Silva, Enrique Luis s/ Ejecución fiscal


    COMP. 953, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Silva, Mario R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 958, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Silverio Bertolini S.A.I. y C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 874, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Socorin S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 165, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sosa, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 952, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Spampinatu, José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 304, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sporleder, Juan M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 625, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 320, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 442, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Camacua 9X s/ Ejecución fiscal


    COMP. 319, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Cortina 1XXX s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1032, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Gregorio de Laferrere 6XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 648, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario José Pedro Varela 4XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 390, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Moldes 3XXX  s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 433, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Posadas 1XXX PXX DXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 339, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Quesada 5XXX s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 321, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Río de Janeiro 4XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 682, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 440, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 439, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 443, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 590, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 965, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 966, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 964, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2111, XXXVII, 13 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario San Pedrito 2XX- XX DX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 494, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Santa Fe 4XXX PX DX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 329, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Tandil 5XXX s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 349, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Vilela 2XXX s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 315, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietarios Guardia Vieja 3XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 430, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Stibel, Helga C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 943, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Strategy Sociedad de Responsabilidad Limitada s/ Ejecución fiscal


    COMP. 371, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sucari, Marcos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 875, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Talleres Avellaneda S.R.L s/ Ejecución fiscal


    COMP. 323, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tarsa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 992, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tobal De Churba, Raquel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 626, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tomieto, Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 624, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Toriel, Samy s/ Ejecución fiscal


    COMP. 553, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Torres, María del Carmen s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 392, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tranportes Internacional Bert s/ Ejecución fiscal


    COMP. 273, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportadora de Gas del Norte s/ Ejecución fiscal


    COMP. 622, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportadora de Gas del Norte s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1056, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes Nueve de Julio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 336, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes Nuñez S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 560, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Travieso de Alvarez, Susana O. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 522, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Trillo, E s/ Ejecución fiscal


    COMP. 427, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tucci, José N. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 445, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tulipaw, Alfredo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 871, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Unanumo, María T. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 981, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Urbanci, Verónica I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 936, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ursino, Vicente R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 423, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valiente, Pablo E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 891, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vassolo de Geddes María J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 275, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vázquez, Graciela s/ Ejecución fiscal


    COMP. 576, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vergani, Norberto H. y Caride de Vergani, Silvia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 368, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Verlangieri, Cid Pérez s/ Ejecución fiscal


    COMP. 661, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vicoli, Alfredo P. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 951, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vida activa mutual s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 444, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Viera de Ezcurra y Campbell, Verónica y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1036, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Viergue, Juan G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 597, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vigna, Daniel C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 369, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vigna, Graciela B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 276, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vignolo, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 616, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vilgar S.R.L s/ Ejecución fiscal


    COMP. 328, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vilma S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 946, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Visentin, María Esther s/ Ejecución fiscal


    COMP. 372, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vuyleteke,  Miguel A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 906, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Wendel, Rafael R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 677, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Wilson, Samuel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1022, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Wright, Eduardo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 950, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales Gas S.A. C 0827332 s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 337, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zagni, Marcela A. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 587, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zaiat, Moises s/ Ejecución fiscal


    COMP. 949, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zerbi, Armando D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 676, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zingaretti e hijos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 613, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zuberbuhler, Elia C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1057, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Escobar Torrico, Elías s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1061, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Fernández, Enrique s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1062, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Gutiérrez, Ignacio V. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1063, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Luna, Alicia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1070, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ramella, Reno E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1068, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. c/ Francisco Minelli e Hijos S.A.C.I.F.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 977, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Berttoti, Rubén Pablo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 974, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Lillo, Osvaldo E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 989, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Norberto O. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 922, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Libia, Orlando s/ Ejecución fiscal


    COMP. 941, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Schifani de Maisonnave, Liliana María Angélica s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1090, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Propietario California 1XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1065, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Tormil S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1067, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Vázquez, Ricardo G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1066, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp.197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vigna de Cortes, Araceli F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 562, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2023, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197; L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Rodriguez Hermanos S.R.L s/ Ejecución fiscal


    COMP. 229, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 5XXX, Guerrico Martín Ctte. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 564, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Schicht, Inés S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 619, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 399, XXXVII “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galeano, Luis s/ Ejecución fiscal.”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Barredo, Antonio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1837, XXXVII, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Neme, Alfredo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2052, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su pronunciamiento.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Forest G.N.C. S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2024, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa 367. XXXVII. "Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ cobro de pesos" y sus citas.


    Alessandría, Lorenzo y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1252, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Balangione, Hugo Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1190, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Srugo, Emilia Esther s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1147, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análoas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sanson, Pablo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1194, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aguilar, Eduardo M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1185, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Anello, Carlos E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1186, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ansabo Sociedad en comandita por acciones s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1148, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Borrelli de Cervini, Ana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1203, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bozzano, Rubén E. y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1155, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Brugnoli, Héctor J. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1142, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cafaro, Eduardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1096, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caire, Natalia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1205, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Calisto, Patricia I. y Palencia, Javier E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1122, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Calumi, Manuel F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1162, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caporaso, Alfredo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1097, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Casanova, Pedro M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1195, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Casariego, Mariela F. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1202, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chein, Jorge J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1153, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Corbo, Antonio M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1134, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dassis, Alberto M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1156, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Donadon, Luis F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1163, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Donn Moyano, Lidia I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1170, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dorfman, Dora C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1105, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Duperrón, Carlos P. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1179, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Espósito, Julio F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1078, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Faduto, Antonio F. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1177, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Falak De Sisro, Bonita y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1140, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Federación de Obreros Mosaistas y afines de la República Argentina s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1145, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Mercedes N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1178, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Sara s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1158, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galver, Esteban s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1172, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García, Raúl E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1191, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gil, Blanca A.C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1207, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Grosso, Juan M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1139, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hulet, Riquelme P. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1188, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Inmobiliaria Maro S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1175, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lamattina, Alberto A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1192, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Litwak, Samuel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1164, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López, Carlos J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1196, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Luperini, Norberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1165, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mollo, Vicente F.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1137, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mungiello, Roque R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1167, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paladino, Gloria M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1168, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pandelli Rolla S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1133, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pestarino, Guillermo C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1201, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Polverino, Carlos A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1154, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Prodiscar S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1144, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Republica Arabe Siria 3XXX Piso 3 Departamento 3 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1100, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ricco, Nicolás M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1059, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ripiari, Luis A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1146, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ruiz, Rogelio O. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1151, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ S.A. Del Inter. C.F.M. y Servicios  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1138, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Scerbo, Antonio R. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1200, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Simone, Teresa L. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1204, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Ávalos 1XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1099, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Paz General Av. 8XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1218, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Toledo, Nora C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1206, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Automotor 12 de Octubre S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1197, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Automotor Plaza S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1150, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Universo Muebles S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1091, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Wiza Inversora S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1161, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrari, Pablo E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1081, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Hadjulian, Juan J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1143, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paulsen, Juan s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1434, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Club Social y Deportivo Villa Malcolm s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1181, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López, Benito M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 960, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a  las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pomato, Mario H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1106, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Vecinal de la Matanza s/ Ejecución fiscal


    COMP. 741, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”, y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Salvador Juan Eduardo de Crescenzo y Durante s/ Ejecución fiscal


    COMP. 743, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sud citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cammarata, Enrique J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1272, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Acosta, Carlos Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1357, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ ACP Industria Corrugadora SRL s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1342, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aleri SRL s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1338, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Álvarez, Federico s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1103, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ataria, Alicia M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1276, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Balbis, Guido s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1271, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Baña de Otero, Delia I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1285, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Barilardi de Beldi, Ana María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1315, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Biaggi, José M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1291, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bisio, Horacio José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1354, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Borati de Megna, Martha B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1270, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cambien S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1208, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Campodónico, Elba E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1277, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cappati De Meola, Teresa  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1121, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castiñeira, Oscar E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1287, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cerámica Caballito S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1264, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cheyenne S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1352, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cirone de Ruiz, María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1325, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cohen, Cynthia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1281, XXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Confitería Los Dos Chinos S.A.C.I.F.E.I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1102, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Crispini, Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1269, XXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Croce, Primo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1341, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Damone, Domingo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1309, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dassis, Alberto M. C0948273 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1157, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Miguel, Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 957, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Demarchi, Carlos A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1301, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Díaz Bonilla, Diego E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1358, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Díaz, Fernando Ignacio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1225, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Díaz, Rafael s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1079, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Do Campo, Graciela B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1235, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ DOTA S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1237, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dyfra SACIF s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1368, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ El Cabildo Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1275, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ El Jumillano S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1366, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Central El Rápido Sata s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1365, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Espinosa, Fernando S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1282, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Establecimiento Las Camelias SRL s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1310, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Expreso Caraza S.A.C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1239, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Expresso Caraza SAC s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1364, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fatouh, Gabriel Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1333, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocariles Argentinos Líneas Metropolitana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1273, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos Línea Metropolitana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1300, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Finocchietto, Pablo L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1351, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fiumara, Antonio H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1299, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Furrer, Paulo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1353, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fusaro, Oscar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1311, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gago, Daniel R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1267, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gallo de García, Silvia L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1187, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García, Juan J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1104, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Garré, Raúl Omar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1317, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gasalla, Daniel Bolivar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1263, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gastroshop S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1345, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gentiluomo, Aníbal Luis s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1238, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gherntti, Juan C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1355, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giorgetti, María C. B1643853 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1119, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giorgi, Pedro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1226, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Girgentti, Daniel C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1348, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Goggi, Humberto J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1349, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gómez, Jorge S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1316, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González, Gabriel G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1346, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Horman, Alcira S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1265, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Iuso, Orlando G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1288, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Kim, Chun Ki s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1183, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Kim, Yul Sik s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1260, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Kransapolsky, Norberto Mario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1240, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Krimer, Marcelo R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1120, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lamdan, Clara R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1356, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lirosi, Juan Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1274, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ López, Maria C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1360, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Maiolino, Alejandra M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1284, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Makinthal Química SRL s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1294, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martire, Domingo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1266, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Massanes Marne, Graciela S. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1166, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mathov, Enrique J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1198, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mizrahi, Isaac D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1268, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Montamat, Juan C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1314, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mora, Gustavo R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1335, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Muñiz, Guillermo C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1289, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Muzio, Víctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1313, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nakandakari, Julián s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1241, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nbrugna, Juan Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1307, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pastura, Adelia y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1312, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Patrón Piccini, José H. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1199, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Paz, Oscar H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1306, XXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pérez, Antonio R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1098, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pérez, Osvaldo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1189, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Perilli y Candía, Marcelo D. y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1176, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Petronio, Julio R. y otros  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1141, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pino Azar s/ Ejecución fscal


    COMP. 1296, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Politi, José y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1290, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Quiedo, Gregorio D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1363, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rabanaque Caballero, Rodolfo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1362, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rapisarda SRL s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1350, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Recalde, Marta A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1193, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Reynoso, Juan Carlos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1222, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez Rossi, Patricia E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1280, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez Torrealba, Patricio Jaime s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1223, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ros, Fernando F. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1361, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santilli, Hugo César s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1236, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santilli, Roque A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1344, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Secchi, Oscar Eduardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1359, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Seguros Bernardino Rivadavia Coop. LTDA s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1135, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Seoane, Amadeo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1173, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sevel Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1278, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sierra de Scarfo, María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1326, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Soldo, Miguel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1224, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Song Ji, Yeong  s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1182, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Ayacucho 1XXX P5 D10 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1101, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietario Fernández De La Cruz Fco. 8XX PB, D 14 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1337, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Stigliano Salvatierra, Roberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1298, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tellas, Isaac s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1174, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tessore, Mario J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1159, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tetilla, Luis C., J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1347, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Torres, María C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1107, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Toscano, Jorge E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1318, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte Riachuelo S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1305, XXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Trigo, Eduardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1232, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valero, Luis R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1297, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valiente de Menem, Susana C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1180, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vázquez, Héctor J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1279, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vázquez, Oscar E. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1283, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Viavattene, Rubén E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1343, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vismara, Enrique J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1136, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zas, Emilio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1171, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zwahlen, Ricardo Ernesto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1292, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Basanta, Julia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1454, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caution S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1443, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Costas, Herminia N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1418, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Distrhell SRL s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1416, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dominguez, Marta S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1461, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Durán, Jorge A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1462, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gil, Jorge E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1467, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Juárez, Juan J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1417, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ureta Guerra S.H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1441, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vaccaro, Luis A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1428, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Veltri, Roque s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1446, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ysurón, José R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1442, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", dictamen que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Abramento, Samuel A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1457, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aguerreb Gallo de De La Fuente s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1466, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alimar Sancif s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1444, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bastias, Nora M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1490, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Belaustegui, E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1451, XXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bonavena, Vicente s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1424, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cainelli, Héctor O. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1423, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Casaccio, Orlando H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1455, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Centrometal S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1419, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cilancio de Cueto, Susana E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1445, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Durruty, Juan C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1463, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Falak, Raquel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1414, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fama, José A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1432, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Felice, Eduardo J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1483, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Femenia, Mariana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1459, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Glassiani, Israel C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1430, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gneco, Susana s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1458, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Goicochea de Martínez, María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1413, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gómez, Elsa E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1436, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gómez, Roxana R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1481, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Kresisch, Berta N. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1437, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Laurenzi, Cecilia I. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1427, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Levy, Daniel E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1422, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martínez de Mosca, Alicia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1447, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Morales, Osvaldo R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1495, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nieszawski, Berta s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1452, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Oviedo, Ofelio R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1453, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Papazian Araneda, Rodrigo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1421, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pollachi, Juan s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1482, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pozzoli, Juan s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1410, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez, Claudia A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1420, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rosa Lidia Leonor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1431, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rotran S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1450, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vicino de Torres, Rosa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1439, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vila, Norma E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1429, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Quadri, Hernán Eugenio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Secretaría de Educación y Cultura) s/ Cobro de pesos


    COMP. 1470, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dalvano, Ricardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1433, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández Trejo De Debenedetti s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1465, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Torres, Héctor A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1484, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zappettini, Jorge H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1456, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Acri, Juan y Acri, Carmino s/ Ejecución fiscal


    COMP. 842, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bridge S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 851, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Browarnik, Víctor C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 850, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Car Las S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1449, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Casas, Juan J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 849, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Crovetto, Héctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 834, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ D´Amorín Lima Novo, Francisco E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1426, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ D´Angelo, J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1334, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Ferrari, Jorge O. c/ Ejecución fiscal


    COMP. 839, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ De Lucca, Hugo L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1460, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Donanno, Juan C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1415, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa de Transporte Rabbiones S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 836, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Encotel (Empresa Nacional de Correos y Telégrafos) s/ Ejecución fiscal


    COMP. 761, XXXVII, 08 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fanuelle, Leonardo A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1464, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Favieri, Rodolfo S. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 848, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrari, Mirta Virginia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 896, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Ejecución fiscal


    COMP. 843, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fontanetto, César M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 897, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Freund Hans Erich s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1295, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fuertes de Silbermins, Norma R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1448, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galante, Jorge R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 847, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Genovesi, Roberto Esteban s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1286, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gigante, Jorge E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 854, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giudi, Silvia B. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 827, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Glaser, Andrés G. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 792, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Glikin, Diana Laura s/ Ejecución fiscal


    COMP. 934, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González Carman, Eduardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 858, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Goñi de Omila, María E. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 794, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Goñi, Mirta s/ Ejecución fiscal


    COMP. 902, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gran Cine Suipacha Sociedad Anónima Comercial s/ Ejecución fiscal


    COMP. 758, XXXVII, 08 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Guglielmo, Jorge s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1407, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Italo Masa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1332, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lis, Fernando J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 790, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Meilán, Susana J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1435, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mussmanno, Leonardo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 846, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ocampo, Martín s/ Ejecución fiscal


    COMP. 856, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Orlando Pott, Carina s/ Ejecución fiscal


    COMP. 857, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ostapavuch, Oscar A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 808, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Perrone, Eugenio A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 852, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Petraglia, José Luis s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1425, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pictoris Cinematográfica S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 791, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pineda, Héctor s/ Ejecución fiscal


    COMP. 829, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pisano, Elsa s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1336, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Polero, Carlos H. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 838, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pucheta, Juan D. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 754, XXXVII, 08 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Raos S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 771, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rigozzi, Antonio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 796, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Riola, Leticia Irene s/ Ejecución fiscal


    COMP. 844, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Roncero, Carlos César s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1339, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Saigón S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1308, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sánchez, Gustavo E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 835, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Scacchi, María Cristina del C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 775, XXXVII, 13 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Schon, Félix s/ Ejecución fiscal


    COMP. 855, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Serrano, Teodolinda R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 859, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sr. Propietarios de San Nicolás c/ Ejecución fiscal


    COMP. 793, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tanoira, José R. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 853, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes Lope de Vega S.A.C.I. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 845, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Varde, Domingo S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 840, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vidal, María A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 797, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vigano, José Bautista s/ Ejecución fiscal


    COMP. 930, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vignau, Diana E. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 774, XXXVII, 13 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Airesc/ Rodríguez, José A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 841, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lagiosa de Schaller, Margarita E. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1184, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp.197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fantua Molas, Dionisio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1340, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    G.C.B.A. c/ Agazzi, Juan s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1108, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galplamel Saiei s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1324, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVll, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Marino, Pablo J. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1262, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Expreso Caraza S.A.C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1526, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Abruzzese, Felipe s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1651, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alonso, Esteban J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1598, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alori, Marcelo Ariel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1687, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Álvarez Amuchástegui J.A. e Hijos s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1607, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Álvarez, Marcelo C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1528, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Antolín, Duarte s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1702, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Arqueros Callejón, José A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1575, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Arycor S.A.C.I. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1736, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia  s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1585, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Baga, Roberto G. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1673, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Banco de la Provincia de Santiago del Estero s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1699, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Barros y Cía. Sociedad Colectiva s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1625, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bazterrica, Luis Manuel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1664, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bello, Pablo A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1755, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Berfal S.A.C. y Luis Falak s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1657, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bish, Jorge Emilio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1590, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Borgna, Juan Carlos s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1686, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carnunccio, María s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1640, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castro, Carlos Alberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1685, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caucerio, Eduardo Ángel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1688, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cavallari, María de los Angeles s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1745, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cazau, Alberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1674, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Central Dock Sud S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1628, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chenaut de Arias, María E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1730, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chiarelli, Juan s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1654, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ciriano, Alicia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1605, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Clariver S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1689, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Clinch S.C.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1690, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañía de Transportes Rio de La Plata s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1638, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cugnasco De Valiente Noallis, Estefanía s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1595, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cura, Lucio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1753, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Del Gaudio, Eduardo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1603, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Del Pino, Diego J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1658, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Derito, Pedro H. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1652, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Detanti, Mabel Elcira s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1734, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Diamore, Elvira M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1701, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Díaz de Vázquez, Emilia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1545, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dibenedetto, Carlos A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1715, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Disprolac SAIYC s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1629, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Domenianni, Norberto J. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1708, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Dryzun, Isabel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1606, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ducatelli, Jorge Alejandro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1872, XXXVII, 19 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Edesur S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1532, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Elce Fabretti, Alberto Mario s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1731, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Elpi Ensoci s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1643, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Enerpos S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1735, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1523, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estancia Don Alberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1694, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Etchechoury, Gustavo A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1661, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Falcone, Marcelo H. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1601, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández Álvarez, Carlos Alberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1713, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fernández, Néstor O. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1547, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrari, David s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1720, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferreras, Daniel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1649, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ferrocarril General San Martin s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1668, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Finkiel, Adela s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1641, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fioretti, Osvaldo Víctor s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1709, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Frean, José D. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1710, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fridman, Ignacio s/ Ejecución Fiscal


    Sin Letra. 1711, Sin Tomo, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Fundación San Martín de Tours s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1804, XXXVII, 04 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Furszyeer, Susana G. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1656, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gaghieri, Ángel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1700, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Galán, Raúl s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1712, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García Arpón, Héctor E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1754, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García de Lorenzo, Adelaida s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1665, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García, Edgardo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1600, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ García, José R. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1752, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Garger, David L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1871, XXXVII, 19 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Garibaldi, Walter R. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1634, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giacalone, Laureato Francisco s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1719, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giacominie, Juan C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1646, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Giraud, Eduardo G. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1683, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gómez Hermanos s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1693, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ González Calderón, Roberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1666, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Granado, Carlos E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1546, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gwizdala, Marino Jorge s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1835, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Haas, Alberto G. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1724, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Haber, Enrique s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1535, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Industria de Maíz S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1538, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Inve Cap S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1534, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Jai Joom, Jung s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1596, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Juárez, José S. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1627, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Labaton, Salomón s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1703, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lararcara, Inés s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1513, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Latorre, Sergio M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1670, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lombardi, Héctor Cía. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1548, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Lovell Gallo, Javier A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1533, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Maletti, Eduardo y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1698, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Manzitto, Sebastián s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1697, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martínez, Jorge A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1723, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Martucci López F. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1587, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Massaro, Omar G. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1631, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Mastroiani, Cristina B. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1642, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Maugeri, Juan A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1684, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Microomnibus Ciudad de Buenos Aires Sociedad Anónima de Transporte Comercial e Industrial s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1586, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Microomnibus Norte S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1659, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Miramonte, Rubén O. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1645, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Miranda, Alicia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1648, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Muñiz, Ernesto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1522, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Naretto, Lidia E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1593, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Navarro Quiroga, Gregorio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1592, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Panizo, José y otro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1633, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Peñuela Lizardo, Enrique s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1637, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pereira Batista, Juan y Otro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1496, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pipingas, Jorge s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1632, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pisarro, Néstor R. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1530, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Polo De Ruocco, María Cristina s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1594, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Prospero Vitale S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1650, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ PSDU637 Mousu, Manuel s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1692, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Pueblas, Daniel O. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1630, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Quintana, Marcelino s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1597, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rached, Héctor Rubén s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1655, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rental Properties S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1722, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ricci, Martino s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1591, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rivero Antonio y otros s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1515, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez, Ángel s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1639, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rodríguez, Oscar E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1588, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sakissian, Alejandro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1531, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sanfelin, Jorge M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1667, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Santa Fe Servicio Petrolero S.A. de Minería s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1529, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sarabia, Juan B. y otro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1672, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sartor, Néstor H. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1525, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sasson, Alberto s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1604, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sauco, Diego J. R. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1527, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Schappapietra, Alejandro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1589, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Sedani, Víctor s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1732, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Semino, Rosa E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1669, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Servicios Petroleros Australes s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1691, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Shali S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1718, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Shreiber, Emilio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1647, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Silktex S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1644, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Solana, Silvia s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1512, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Strauchler, Diego M. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1524, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ternovetchi, Guillermo Juan s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1626, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tesaire, Jorge E. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1717, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Torres Nilo, Cipriano s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1602, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Traversa, Juan s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1653, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Trigas De Ovejero, Graciela s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1599, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Verseckas, Adrián s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1671, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Holsman, Isaac M. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1696, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Rinchero, Eduardo s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1751, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecúen a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  Dado que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires no es parte sustancial en el sub-lite, toda vez que no resulta ser actora, demandada ni tercero en el presente proceso, requisito ineludible para que proceda la competencia del fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario, corresponde entender a la justicia nacional que previno.


    M. Carcaraña c/ Thoss, Germán Hugo Emilio s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2001, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castro Corbat Mandataria y Fiananciera S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 788, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Modificación de la competencia. Perpetuatio jurisdictionis. Radicación del expediente. Competencia civil. 


    A fin de evacuar la vista acordada, cabe señalar que, a partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, de la posterior sanción de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de las leyes orgánicas dictadas en consecuencia, se ha producido una modificación institucional que se pone de manifiesto en diversos ámbitos, entre ellos, el relativo a la competencia de los nuevos jueces locales.   Rige, en la materia, el principio de la llamada perpetuatio iurisdictionis, según el cual la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso -atendiendo a la situación de hecho existente al tiempo de la demanda-, la cual queda fija e inmutable hasta el final del pleito, aunque sobrevengan otras circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación.   Sin embargo, la doctrina advierte que las mutaciones a las que se refiere el referido principio son exclusivamente las de hecho, quedando excluidas las modificaciones que obedecen a razones de derecho, es decir, la sanción de normas que modifican la distribución de competencias entre los órganos judiciales, las cuales pueden atribuir competencia a tribunales creados después de producirse el hecho, siempre que con ello no se disimule la creación de tribunales de excepción.   Asimismo, el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de lo que ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquéllos "...que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces...". Es decir que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, por carecer de notificación (circunstancia que no modifica la existencia de ese acto procesal), o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 197, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 644, L. XXXIV, “Banco de la Nación Argentina c/ Domingo Ernesto Fassetta, María Magdalena Vietto de Fasseta y Romeo M. Vietto c/ Ejecución hipotecaria".


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Kwiat Kowski Natalia s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1518, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa 319:368, "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Banco de la Nación Argentina c/ SAAB S.A. s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 751, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Deudor hipotecario. Concursos. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    En relación a la operatividad del fuero de atracción que ejercería el concurso respecto a la ejecución hipotecaria seguida contra el fallido, el Tribunal ha sentado jurisprudencia. En efecto, sostuvo que corresponde mantener la competencia del juzgado donde se inició la ejecución hipotecaria, al margen de la presentación del demandado en concurso preventivo en extraña jurisdicción.


    Citibank N.A. c/ Jackobsons, Lilia Olga Concepción s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1499, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 690, L. XXXII, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Salvador Saiegh s/ Ejecución hipotecaria”.


    Conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, resultan atraídas al juzgado todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia.   Por otra parte, atento a que el bien objeto de realización en la presente acción es de propiedad del fallido y configura parte de su activo, queda sometido al trámite de realización de bienes previsto en los artículos 203 y siguientes de la citada ley, lo que hace necesario para evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos, que sea el tribunal que entiende en el juicio universal, el competente en la ejecución especial del bien o en la continuación del proceso hipotecario.


    Lynch, Ricardo Florencio c/ Querolo, Juan Carlos s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1544, XXXVI, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Empleo público. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Goldenberg, Carlos Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Empleo público (no cesantía, ni exoneración)


    COMP. 1543, XXXVII, 06 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Escrituración. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal", que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Fernández, Juan Pastor c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Escrituración


    COMP. 1469, XXXVII, 24 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Explotación de aeronaves. Mora de la administración. Juez previniente. Competencia civil y comercial. 


    Para determinar la competencia ha de estarse, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecué a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  La cuestión que aquí se plantea, en razón de la materia sobre la que versa, la cual está vinculada con la explotación de aeronaves y con la legislación específica que la rige, resultan propia del Fuero Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Aero Sur S.A. c/ Ministerio de Economía – Subsecretaría de Transporte Aerocomeorcial c/ Amparo por mora


    COMP. 1486, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Expropiación. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castelo, Pedro s/ Expropiación


    COMP. 235, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 235, XXXVII, "G.C.B.A, c/ Castello, Pedro s/ Expropiación" y sus citas.


    Iproment S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación inversa, retrocesión


    COMP. 818, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la Comp. 235, XXXVII "G.C.B.A. c/ Castello, Pedro s/ Expropiación" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Monge de Riera, María de los Dolores c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    COMP. 1852, XXXVII, 16 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Acción meramente declarativa. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 766, XXXVII. "Escalante. Javier P. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa ( art. 322 del C. Procesal)" y sus citas, que fue compartido por la Corte en su sentencia.


    Nadal, Américo Luis y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, (Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario) s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1401, XXXVII, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal".


    Burlo, Roberto H. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Dirección General de Eduación) s/ Demanda contra Aut. Adm. - Otros s/ Ejecutivo


    COMP. 795, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 649, XXXVII, "Charry, Jorge A. c/ G.C.B.A. (Secretaría de Cultura) s/ Impugnación de actos administrativos".


    Stock, Enrique c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación actos administrativos


    COMP. 984, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    El fuero de atracción surge de la ley, y en materia sucesoria encuentra su sustento en el art. 3284 del Código Civil: se fundamenta en la necesidad de concentración ante el mismo magistrado que entiende en el principal, de todos los juicios seguidos contra el causante.  Además, la Corte tiene retiradamente dicho que el fuero de atracción es aplicable en los casos en que la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales como la presente contra el causante. Así lo ha decidido además al Tribunal al disponer que el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto antes de la división de herencia sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público. Estas disposiciones tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, argumento que por sí solo bastaría para descalificar la posesión del juez laboral que, de progresar, importaría la supresión parcial y el desconocimiento de los principios legales que emanan del mencionado instituto de desplazamiento jurisdiccional, máxime que al haber sido derogado el art. 265 de la Ley de Contrato de Trabajo, por el art. 293 de la ley 24.622 se ha evitado todo tipo de colisión de normas y dificultades que pudieran surgir por la interpretación del mismo.


    Beretta, Luis José s/ Declaratoria de derechos


    COMP. 415, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte. Ley sobre riesgos del trabajo. Trabajador. Asegurador. Empleador. Cuestión abstracta. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, a fin de resolver las cuestiones de competencia, debe estarse a la exposición de los hechos formulada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  La Ley de Riesgos del Trabajo organizó un mecanismo tendiente a que, ante un infortunio de esta índole, se brinde al trabajador de inmediato y de manera automática, por las aseguradoras o empleadores autoasegurados, las prestaciones en dinero o especie correspondientes; y para el caso de disconformidad del damnificado o de sus familiares con dichas prestaciones, se previó la reclamación ante las comisiones médicas con anterioridad al planteo de un reclamo judicial.  Al no haberse provisto razones por las que deba obviarse la actuación de las citadas comisiones, ni acreditado las actoras haber cumplimentado con la mencionada tramitación, en este contexto procesal, deviene abstracta la cuestión de competencia suscitada; y por ende no cabe abrir juicio sobre la instancia judicial que oportunamente pueda seguirse. En consecuencia, de estimarlo pertinente la Corte, deberán devolverse las actuaciones al tribunal de origen para su correspondiente archivo.


    Vega, Lidia Rosa c/ Provincia de San Juan s/ Ordinario - accidente de trabajo


    COMP. 604, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Economía procesal. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente ley 9688".


    Díaz, Francisco Julian c/ Nicolas Wollak s/ Laboral por accidente de trabajo


    COMP. 460, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Internación. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos 315:2963: "González Hipólito s/ Protección de personas”.


    M., H. M. s/ Internación


    COMP. 571, XXXVIII, 18 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”; y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    L., A. s/ Internación


    COMP. 1517, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    M., F. s/ Internación


    COMP. 2012, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a los fallos de la causa "González Hipólito s/ Protección de personas"; y "Ali Colturi, Alejandro s/ Artículo 82".


    B., A. s/ Internación


    COMP. 1780, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 451  XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños  y perjuicios" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Comisión Municipal de la Vivienda c/ Fernández, Claudia M. y otros s/ Desalojo


    COMP. 1636, XXXVII, 13 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia comercial. Recurso de apelación. Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    En cuanto a la operatividad de fuero de atracción que ejerce el concurso respecto al juicio de desalojo seguido al fallido, el Tribunal ha sentado doctrina en sentido favorable al mismo. En efecto, sostuvo que la demanda de desalojo constituye una acción de contenido patrimonial, por lo que debe considerarse comprendida entre las mencionadas por el artículo 21, inciso 1° de la ley 24.522, que dispone su radicación ante el juez del concurso, habida cuenta de que no se halla prevista su exclusión entre las excepciones indicadas por la citada norma.  Por otro lado, la Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Sedeco S.A. c/ Miguel A. Pose y Compañía s/ Desalojo


    COMP. 1350, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 649 XXXVII, "Charry, Jorge A. c/ G.C.B.A. (Secretaría de Cultura) s/ Impugnación de actos administrativos" y sus citas; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Arcos Dorados S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medidas precautorias


    COMP. 1677, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia federal. 


    De la documentación agregada en autos surge que la actora se encuentra inscripta ante el Registro Nacional de Obras Sociales, siendo su marco legal el de la ley 23.660, que en su art. 29, prevé en las provincias la competencia de alzada de la justicia federal, asimismo el art. 38 de le ley 23.661 fija la competencia federal para los agentes del seguro, pudiendo optar por la justicia ordinaria cuando fueron actores. Al respecto ha dicho la Corte, que según lo dispuesto por el art. 38 de la ley 23.661, los agentes del seguro de salud y su órgano de control y dirección estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, lo que incluye no solo a las obras sociales nacionales, sino también a las de otras jurisdicciones que se adhieran al sistema conforme lo dispuesto por el art. 2° segunda parte. Por ello, toda vez que la única incidencia planteada es, que juez será competente para la regulación de honorarios del letrado de la actora y archivo del juicio y en virtud de la legislación citada no se encuentra fundamento para apartar la presente de la competencia federal ante la que se intentó la acción.


    Asociación de Obras Sociales de Neuquén s/ Medida Cautelar


    COMP. 609, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Mutuo comercial. Cámara federal de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Tiene dicho el Tribunal que los conflictos jurisdiccionales trabados entre un Juez Nacional de Primera Instancia y un Juez Federal con asiento en una provincia, deben ser resueltos por el Tribunal de alzada del Juez que primero hubiese conocido, de conformidad con lo que establece el inc. 7° del art. 24 del decreto-ley 1248/58.


    Pira, Daniel Antonio c/ Citibank N.A. s/ Ordinario


    COMP. 76, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia federal. 


    Doctrina de Fallos: 315: 2295; Comp. 138, L. XXIV, “Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfiel y otro s/ Responsabilidad médica"; y, Fallos: 320:1328.


    Pando, Juan c/ O.S.P.R.E.R.A. p/ Tipica


    COMP. 1613, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Prestaciones complementarias. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 701, L. XXXIV, "Manani Javier Hlginio y otros el Federación Argentina Trabajadores de Luz y Fuerza s/ Reajuste vanos" y Comp. 266, L.XXXV, "Zubielqui Nestor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de pesos".


    Ferrari, Edgardo Macini c/ Banco de la Nación Argentina s/ Prestación complementaria


    COMP. 907, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Protección de personas. Falta de tribunal superior común. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Si bien es cierto que al inicio de las actuaciones penales los menores tenían su domicilio real en esta Capital Federal, del trámite de protección de persona iniciado en sede civil surge que el domicilio de los menores se hallaba en la jurisdicción local. Corresponde por otra parte tener en cuenta que la Corte en actuaciones cuyo objeto atañe a menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficiencia de la actividad tutelar, toma aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.  Es del caso recordar además, que el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su Título IV, Capitulo III, Medidas Cautelares, Sección 8°, sobre Protección de Personas, atribuye, en esta materia, jurisdicción territorial al juez del domicilio de la persona que haya de ser amparada. Y por aplicación de la normativa citada, en armonía con lo prescripto por el artículo 90, inc. 6° del Código Civil, compete al Tribunal de Familia de ese Departamento Judicial conocer en el proceso.


    S., E. D. y B., J. F. s/ Protección de persona


    COMP. 1507, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 701, L. XXXIV, "Mariani, Javier Higinio y otros c/ Federación Argentina Trabajadores de Luz y Fuerza si reajustes varios” y Comp. 266, L. XXXV, "Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina cobro de aportes o contribuciones".


    Resultan aplicables al caso las pautas para la radicación ele las causas que reglamentó la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante la Acordada N° 75/96, punto 2°.


    Alvarado, Carmen Rosa c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicos


    COMP. 1864, XXXVII, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, "Hazrhn de Martin, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario"; y en Comp. 50, L. XXXIV, "Santo, Patricia c/ Asociación Prestaciones Odontológicas - A. P. O. - y otros s/ Diligencias pre


    Sánchez, Sandra Silvina y otro c/ Merande, María y otro s/ Responsabilidad médica


    COMP. 1839, XXXVII, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martin, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario"; y Comp. 104, L. XXXI, "FacaI María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Responsabilidad médica".


    Frías de Ruiz Díaz, Hilda c/ Blanculli, Lucía y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 1591, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrtin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario"; y Comp. 104, L. XXXI "Facal María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados  y otros s/ Responsabilidad médica".


    G., G. E. c/ Sanatorio UTA de Avellaneda y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 1512, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Simulación. Escrituración. Fuero de atracción. Competencia provincial. Comptencia civil y comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.  En primer término, la Corte ha declarado en reiteradas oportunidades, que el proceso universal de la sucesión atrae al juzgado donde tramita, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción, por ser el fuero de atracción de los procesos universales un instituto de orden público, más allá del carácter personal o real que los respectivos Magistrados le atribuyen a la acción interpuesta por el actor, es dable señalar que la propietaria del Inmueble objeto de la Litis, a la fecha de producirse las ventas cuya simulación se pretende, era la causante. Por lo tanto, el objeto de fas actuaciones, concierne a bienes hereditarios por lo que cabe considerarlo comprendido en el marco del fuero de atracción que regula el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil. Ello es así, pues tanto el actor como los demandados invocan la propiedad de un inmueble que fue del dominio de la difunta, quien también es demandada en el proceso.


    Barthe, José Miguel c/ Bachmann, Rodolfo y otros s/ Simulación y escrituración


    COMP. 1381, XXXVI, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El fuero de atracción surge de la ley, y en materia sucesoria encuentra su sustento en el art. 3284 del Código Civil; se fundamenta en la necesidad de concentración ante el mismo magistrado que entiende en el principal, de todos los juicios seguidos contra el causante.  Además la Corte tiene reiteradamente dicho que el fuero de atracción es aplicable en los casos en que la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales contra el causante. Así lo ha decidido además el Tribunal al disponer que el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto antes de la división de herencia sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público. Estas disposiciones tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.


    Pidskalny, Juan Elias c/ Escalante, Leopoldo Gustavo y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 279, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Traslado de personas. Lesiones. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    D. C., Esperanza María s/ Denuncia lesiones


    COMP. 1790, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Adopción plena. Competencia provincial. Competencia de familia. 


    La aceptación originaria de los actores de la jurisdicción territorial de los jueces de la provincia de San Luis, importó una admisión de prórroga de la competencia de los jueces de su domicilio, circunstancia que les impide iniciar un nuevo proceso, con idéntico fin, por encontrarse en pleno trámite y aún sin resolver el primero.  Al respecto, los interesados cuentan con vías procesales idóneas en la jurisdicción local para subsanar las eventuales anormalidades en la sustanciación del juicio. En tal situación, corresponde que la justicia de San Luis continúe en el conocimiento de la adopción.


    M., Domingo Daniel y R. de M., Leonor Delia s/ Adopción plena de J. S. S.


    COMP. 677, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 267, L. XXXV, “Banco Central de la República Argentina s/ inhibitoria”, que fue compartido por el tribunal en su sentencia.


    Banco Central de la República Argentina s/ Inhibitoria


    COMP. 1637, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Multa en el régimen de faltas. Competencia civil. Competencia provincial. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar –esencialmente- la imparcialidad de la decisión, cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias, siempre que tales causas no versen sobre cuestiones de Derecho Público local, materia excluida de la competencia federal y propia de los jueces locales.  Sobre el particular, es dable resaltar que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción, es decir, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las normas constitucionales y las leyes que fijan su competencia, las cuales son, por su naturaleza, de interpretación restrictiva.


    Oficio del Juzgado Federal N° 2 de la ciudad de Rosario en los autos caratulados: "Casale, Santiago S. s/ Inhibitoria"


    COMP. 1320, XXXVI, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Plan de ahorro previo. Adjudicación del plan. Falta de notificación. Falta de tribunal superior común. Competencia provincial. 


    Para solucionar la cuestión en debate, se debe examinar si existe colisión entre lo dispuesto en la Ley nacional de Defensa del Consumidor 24.240 y lo que establece la Ley 2.268 de la Provincia del Neuquén, que se adhiere a ella.  A tal fin, tiene dicho desde antiguo el Tribunal que las leyes han de interpretarse evaluando la totalidad de sus preceptos y  los propósitos finales que las informan, de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional.  A la luz de tal principio, la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor fue sancionada por el Congreso de la Nación, dentro de las facultades que le otorga el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional y, según se desprende de los antecedentes parlamentarios, tuvo por fin llenar un vacío existente en la legislación argentina, pues otorga una mayor protección a la parte más débil en las relaciones comerciales recomponiendo, con un sentido ético de justicia y de solidaridad social, el equilibrio que deben tener los vínculos entre comerciantes y usuarios, que se veían afectados ante las situaciones abusivas que se presentaban en la vida cotidiana. En consecuencia,  dicha norma integra el Derecho común, toda vez que resulta complementaria de los preceptos contenidos en los Códigos Civil y de Comercio, por lo que, tal como lo establece el  art. 75 inc. 12 " no altera las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones..".  Por lo expuesto, debe interpretarse que el art. 45 de la Ley 24.240, sólo se refiere a las sanciones administrativas impuestas por la autoridad nacional de aplicación, las cuales seran apelables ante la Cámara nacional de apelaciones en lo Contencioso administrativo Federal de la Capital o ante las cámaras federales de apelaciones de las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de comisión del hecho, quedando excluidas de tal precepto las sanciones administrativas que emanen de las autoridades provinciales, las cuales deberán ser recurridas ante la justicia provincial, tal como se desprende del último párrafo del citado art. 45.  Por lo expuesto, la Provincia del Neuquén no se excedió en sus facultades cuando dispuso, en el art. 8 de la Ley 2.268, que las sanciones  administrativas impuestas por la autoridad local serán apelables ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y de Minería del lugar donde se cometió la infracción, puesto que, una inteligencia diversa de dicha norma, importaría avasallar la autonomía de las provincias consagrada en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, como así también, desconocer lo dispuesto en el art. 75, inc. 12 de esa Ley Fundamental.


    Flores Automotores S.A. s/ Recurso Ley 2.268/98


    COMP. 910, XXXV, 07 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    En el presente no se ha suscitado una cuestión negativa de competencia entre los magistrados que corresponda a la Corte resolver,  en los términos del Art 27,  inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Haberman, Oscar s/ Ejecución fiscal


    COMP. 680, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 366; L. XXXVII, “Chieko Iwai de Nakatsuno c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo”.


    González Roberto Francisco c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 217, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 235, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castello y otro s/ Expropiación” y sus citas.


    Escalante, Javier P. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción Declarativa (Artículo 322 Código Procesal) - Sumarísimo


    COMP. 766, XXXVII, 13 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa N. 165, L. XXXVII, "Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 190, XXXVII, 13 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Acuña, Rosendo Calixto y otros c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I. - Cobros


    COMP. 1920, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Alfaro, Horacio Miguel c/ José Minetti y Compañía S.A.C.I. s/ Cobros


    COMP. 2029, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Apas, Antonio Miguel c/ José Minetti y Cía. Ltda. S.A.C.I. - Cobros


    COMP. 1926, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Cabrera, César Hugo c/ José Minetti Limitada S.A.C.I. s/ Cobros


    COMP. 2035, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Córdoba, Benjamin Eduardo y otros c/ José Minetti y Cia. - Ingenio la Fronterita


    COMP. 2033, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Coria, Armando Rubén c/ José Minetti y Compañía Limitada S.A.C.I. s/ Cobros


    COMP. 2030, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Darrechi, Francisco y otro c/ Compañía Azucarera José Minetti y Compañía Limitada S.A.


    COMP. 2036, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Duran, Franciso Eduardo y otros c/ José Minetti, y Cía. Ltda. - ngenio La Fronterita


    COMP. 1919, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    López, Segundo Eduardo y otro c/ José Minetti y Cía. Ltda. S.A.C.I. s/ Cobro


    COMP. 1922, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila, O. c/ José Minetti  y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Sindicato de Empleados del Ingenio La fronterita c/ José Minetti y Cía. S.A.C.I.


    COMP. 1928, XXXVI, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 451, L. XXXVII, “Barbagallo, Juan c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”.


    García, Eduardo O. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 714, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 451, L. XXXVII, “Barbagallo, Juan c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Línea 51 expreso Cañuelas S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 717, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 451, L. XXXVII, “Barbagallo, Juan c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios”.


    Molinari Celia Serafina y otros c/ Gobierno de la ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 669, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 4511, XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Moyano, Andrea Antonia  c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1114, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Tramita con la causa caratulada Comp. 753. XXXVII "Química Erovne S.A. c/ G.C.B.A. s/cobro de sumas de dinero", Expte. N° 52.759/98.


    Química Erovne S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Hospital Juan A. Fernandez - Secretaría de Salud) s/ Cobro de pesos


    COMP. 1402, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    El sub-lite tramite con la causa caratulada Comp. 1064, L. XXXVII, “Lopez Trelles, Virgilio Cesar c/ Gob. C.B.A. s/ Daños y perjuicios”, autos en los cuales la Corte resolvió, de conformidad con el dictamen del Ministerio Público, que corresponde a la competencia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    López, Barrios Camilo c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1996, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451 XXXVII. "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Anastasi, Alejandro y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1320, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451 XXXVII. "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Bandera, Nemesio Guido y otros s/ Cobro de pesos


    COMP. 1304, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451 XXXVII. "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Guerrero, Aníbal Rodolfo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 807, XXXVIII, 28 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451 XXXVII. "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Simpson, Eduardo Gerónimo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1321, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451, XXXVII, "Barbagallo, Juan c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios” y sus citas.


    Molina, José Isidoro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1113, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Empleador fallido. Competencia civil y comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardío, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.  Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesaran todos los efectos del concurso, y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.  Si bien en autos el demandado dedujo la nulidad de todo lo actuado y solicitó la prescripción de la acción en los términos del artículo 56 de la ley de quiebras, dicha materia es propia del juez del juicio universal al igual que determinar la normativa aplicable al caso, atendiendo a la fecha en que se promovió la demanda y al carácter de orden público de la competencia concursal.


    Ávila, Orlando Javier c/ José Minetti y Cía. y/o Ing. La Fronterita - Cobros


    COMP. 1925, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida, como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que, se dicte le resulte obligatoria.  Pero no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito para que pueda surtir la competencia de la Corte, toda vez que se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial.


    Laser Disc Argentina S.A. c/ Mendoza, Provincia de (Instituto Provincial de la Cultura) s/ Cobro de pesos


    L. 98, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Álamo, Miguel c/ YPF S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1640, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Concursos. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila O. c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Campos Luis y otros c/ José Minetti y Cia Ltda - Ingenio La Fronterita


    Sin Letra. 2034, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Contratos de adhesión. Indemnización. In dubio pro consumidor. Competencia federal. 


    Cabe señalar, en primer lugar, que la Corte ha admitido, que por aplicación de lo establecido en el artículo 2°, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por conformidad, de partes, cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales.  Sin embargo, se advierte que conforme surge de las constancias de autos la demanda se basa en un reclamo indemnizatorio por incumplimiento de un contrato de compraventa de automotores adquirido mediante un sistema de ahorro previo. Una lectura de las constancias obrantes permite inferir que cabe prima facie encuadrar la mencionada relación en el marco de los contratos de adhesión, ya que incluye indudablemente cláusulas generales predispuestas. En tal situación las cuestiones hermenéuticas que se susciten, a su respecto, en particular como ocurre en la causa en el marco de la cláusula de prórroga de jurisdicción que contiene, deben ser interpretadas en sentido más favorable a la parte más débil de la relación jurídica, este es el consumidor.  La inhibitoria planteada ante el magistrado nacional en lo comercial debe ser rechazada. Y con arreglo a la reiterada jurisprudencia de la Corte que admitió el conocimiento y decisión por los tribunales federales de las causas civiles entre vecinos de diferentes provincias se estima que el pleito ha de quedar radicado ante la justicia de excepción de la ciudad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires.


    Marini, Javier Vicente y otro c/ Fiat Auto Argentina S.A. y otro s/ Inhibitoria


    COMP. 213, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso P, del Decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Vidal, Alberto Jesús y otro c/ La Pampa, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    V. 220, XXXVII, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del asegurador. Competencia nacional. 


    La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que las acciones derivadas de delitos o cuasidelitos en que los eventuales damnificados requieren la citación en garantía del asegurador pueden optar, para interponer la demanda, ante el juez del lugar del hecho o del domicilio del asegurador.


    Ramírez, Guillermo Andrés c/ Miñoles, Luis s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1231, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Juzgado de primera instancia. Competencia civil. 


    Cabe señalar que la Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta. Por otra parte, la acumulación regulada en los artículos 188 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, presupone que existan procesos conexos entre sí en los que no se haya dictado sentencia, siendo ésta, la razón por la cual la acumulación puede ser resuelta en cualquier estado del proceso, pero siempre antes que se dicte la sentencia.


    Asociación Mutualista Empleados Banco Provincia de Buenos Aires c/ Ortega, Pablo y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 386, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    La Corte ha establecido en reiteradas oportunidades que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 189 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable a los fines de la dilucidación de este tipo de conflictos, es competente para intervenir en causas acumuladas el juez que entiende en el juicio en el cual se hubiere notificado la demanda con anterioridad, y toda vez que en el caso dicha diligencia se cumplió primero en la causa en trámite ante la justicia nacional, ambos procesos deben quedar radicados en esta ciudad.  Por ello, estando configurados en el caso los supuestos de identidad a que se refiere el artículo 188 del mencionado ordenamiento de forma, y teniendo en cuenta que el juicio en trámite en la provincia no se encuentra en un estado de avance procesal mucho mayor que el de la justicia nacional corresponde dirimir la contienda disponiendo que compete al señor Juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, seguir conociendo en ambas causas.


    Luppi, Pablo Jorge c/ Raimondo, Eduardo Raúl s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1238, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario”.


    Moreno, Mirta Isabel c/ Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional de médicos y auxiliares


    COMP. 787, XXXVII, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido.  Al respecto y dentro del limitado marco cognoscitivo de las competencias, conforme los hechos y derecho invocado, que resulta competente para entender en las actuaciones el Magistrado del fuero civil, por cuanto, conforme doctrina de la Corte, una adecuada hermenéutica del artículo 43 bis, inciso c), del decreto ley 1285/58, conduce a concluir que la justicia civil es competente ratione materiae para entender en todos los procesos derivados de contratos de locación de obra, servicios, y atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a aquellos.


    R., María Eugenia Margarita por sí y en representación de su hijo menor R. F. J. c/ I., Marcela Claudia y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 779, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451 XXXVII. "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Petersen Thiele y Cruz S.A. de Constucciones y Mandatos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 773, XXXVII, 13 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 451 XXXVII. "Barbagallo, Juan c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios" y sus citas.


    Sing, Olga c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 861, XXXVII, 28 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aún respecto de las causas laborales en trámite.  Ahora bien, surge con claridad que el accionante ha ejercido la opción del art. 16 de la ley 24.028, fundamentando su reclamo en las normas del derecho civil, con lo cual el fuero de atracción es plenamente operativo.


    Aguirre, Juan c/ Frigorífico Látigo S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 230, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Muerte. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 10 del Decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Respecto de la naturaleza civil de la causa, cabe recordar que se ha atribuido, tal carácter, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona como el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, conforme la doctrina de la Corte.  Cabe indicar que, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Poli, Eduardo José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 383, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de primera instancia. Justicia nacional en lo civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario".


    Pizzipaulo de Navarro c/ Ministerio de Defensa - Ejecito Argentino y otros


    COMP. 568, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Impuestos. Energía eléctrica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa T 357; L. XXXV, “Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición –inconstitucionalidad-.”.


    Corporación Industrial Fideera S.A.I.C c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de insconstitucionalidad


    C. 1415, XXXVI, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 197 XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nari, Graciana Hebe s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1953, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Quiebra. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XXXII,  "Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Salvador Saiegh s/ Ejecución hipotecaria".


    Kindgren, Edith María c/ La Emilia de Guerrero S.A. s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 398, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Expropiación. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 235, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castello y otro s/ Expropiación” y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Orselli, José Américo y otros s/ Expropiación


    COMP. 789, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    El juez de primera instancia carece de atribuciones para resistirse contra los términos de la sentencia dictada por la alzada, del juez que previno, conforme art. 24 inc. 7 del Decreto 1285/58. De modo que no se configura contienda que deba resolver la Corte.


    Petroff, Pedro Jorge y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 259, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Concursos. Competencia comercial. 


    En primer lugar, el instituto del fuero de atracción tiene como fundamento sustancial, preservar la seguridad Jurídica, otorgando al juez del proceso universal una competencia amplia, para conocer en todas las causas que tengan que ver con las pretensiones de contenido patrimonial, como un modo de asegurar al conjunto de los acreedores una paridad de tratamiento y una respuesta proporcional a las pretensiones en orden a la capacidad patrimonial del concursado, razón por la cual la nueva ley 24.522 vino a mejorar la aplicación del instituto de desplazamiento de la competencia natural de los procesos en orden a las características propias de los juicios universales.  Por otro lado, la Corte tiene dicho que corresponde aplicar las disposiciones referidas al fuero de atracción de la nueva ley de concursos 24.522, si la situación jurídica era existente al tiempo del dictado de la misma, de acuerdo a lo establecido en el Código Civil, máxime cuando se trata de una norma de procedimiento.  Sentado ello, procede señalar que conforme a lo estipulado en los artículos 21 inc. 1° y 132 (párrafo primero) de la ley 24.522, todos los juicios de contenido patrimonial deben radicarse ante el juez de la quiebra, salvo las excepciones específicamente previstas.


    Scanet, Julio David y Scagnet, Luis c/ El Hogar Obrero cooperativa de consumo, edificación y crédito limitada s/ Daños y perjuicios


    COMP. 91, XXXVII, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por enfermedad. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente ley 9688”.


    Aveldaño, Ernesto Ricardo y otros c/ Graffa S.A. y La Caja A.R.T. S.A. s/ Enfermedad accidente


    COMP. 355, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, “Avila O. c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I Ingenio La Fronterita".


    Rodríguez, Pablo c/ José Minetti y Cía S.A. s/ Cobros


    COMP. 1927, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, “Ávila O. c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I Ingenio La Fronterita".


    Toledo, Julio César c/ José Minetti y Compañía Limitada S.A. s/ Cobros


    COMP. 2031, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, “Ávila O. c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I Ingenio La Fronterita".


    Varas, José c/ José Minetti y Cía. y/o Ingenio la Fronterita


    COMP. 1917, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, “Ávila O. c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Olmos Vda. de Zamora Blanca Hortensia c/ José Minetti y Cía. Ltda. S.A.C.I. s/ Indemnización


    COMP. 1923, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Fuerzas de seguridad. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe indicar que, el instituto de la intervención obligada de terceros a que se refiere el artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con carácter restrictivo.  Asimismo; debe advertirse que, quien solicita esa citación de terceros al proceso, tiene la carga de acreditar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, que exista una comunidad de controversia con las partes o la posibilidad de una futura acción regresiva contra ellos.  Cabe recordar que en reiteradas oportunidades la Corte ha dicho que el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo, en las consecuencias dañosas que ellos produzcan, con motivo de hechos extraños a su intervención directa.  Cabe hacer notar que, en caso de que la Corte no aceptara la citación del Estado Nacional por ser realmente conjetural, pero considerara procedente la citación de la Provincia; la causa tampoco correspondería a la competencia originaria de la Corte, por no verificarse la hipótesis de distinta vecindad entre los actores y la Provincia citada por la demandada.  Dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible, de extenderse a otros casos no, prima facie y dentro del limitado, marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el presente proceso, resulta ajeno a esta instancia.


    M., Viviana Nancy y otros c/ Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A. y otros (Citación como tercero de la Provincia de Buenos Aires) s/ Daños y perjuicios


    M. 212, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Inhibitoria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 355, L. XXXVII, "Aveldaño, Ernesto Ricardo y otros c/ Graffa S.A. s/ Enfermedad accidente".


    Grafa S.A. s/ Planteo de Inhibitoria


    COMP. 215, XXXVII, 15 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1564, L. XXXVI, "Brisson María Cecilia c/ Ríos Rubén s/ Inhibitoria".


    Ríos, Rubén Eduardo c/ Brisson, Cecilia María s/ Inhibitoria


    COMP. 1565, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El art. 227 del Código Civil, establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las versaren sobre los efectos del matrimonio, deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado.  Por otra parte, ante el Tribunal Colegiado de Familia de la provincia se radicó demanda de divorcio vincular, juicio de cambio de tenencia y régimen de visitas de las menores cuestión esta última en la que se arribó a un acuerdo en dicha jurisdicción el que fue homologado, fijándose también la cuota alimentaria por ante el Tribunal Colegiado de Santa Fe, jurisdicción que fue consentida por las partas.  Más allá del cierto grado de autonomía que cabría reconocerle a un proceso ordinario da pérdida da la patria potestad lo cierto es que, en el caso, éste guarda vinculación con antecedentes y cuestiones en trámite y otras debatidas y decididas en los juicios sustanciados en la provincia da Santa Fe. En tales circunstancias, debe prevalecer por extensión la competencia del juez del divorcio, ya que ello coadyuva, a una necesaria concentración ante un solo magistrado, de todas las cuestiones derivadas da la misma relación matrimonial.  Finalmente, la Corte tiene dicho que radicado un juicio en determinada jurisdicción, los eventuales cambios da domicilio da las partes no constituyen causa idónea para privar de competencia al Juzgado que previno.


    R., R. E. c/ B., C. s/ Inhibitoria


    COMP. 1564, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Internación. Competencia civil. 


    Remisión a lo resuelto en Fallos: 315:2963.


    T., D. C. s/ Artículo 482 del Código Civil - Proceso especial


    COMP. 2042, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Del examen de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos cabe atender de modo principal para determinar la competencia, surge que el actor solicitó medidas precautorias, no para ejecutar los convenios homologados, sino a los efectos de iniciar un juicio autónomo.  Además, no existe conexidad entre la presente causa y el juicio de homologación, desde que no concurren identidad de partes, ni de objeto.  En atención a lo expresado, la competencia debe determinarse conforme a lo dispuesto por el artículo 5, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, correspondiendo, en principio, al juez del lugar de cumplimiento del mandato establecido entender en este juicio.


    Rachid, José Luis c/ Benditti, Miguel Ángel y otros s/ Medidas cautelares


    COMP. 1643, XXXVI, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la Alzada no puede pronunciarse más allá de la materia planteada por el recurso interpuesto. Ello es lo que ocurre en el sub-Iite, por cuanto la Cámara Comercial ha dictado pronunciamiento decidiendo sobre la competencia de su fuero y no sobre el remedio procesal planteado. Por otro lado, cabe recordar que los Tribunales Nacionales deben ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 del código ritual para declarar su incompetencia.


    Blanco Encalada S.C.S. c/ Instituto Municipal de Obra Social (IMOS) s/ Medidas cautelares


    COMP. 1186, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia previsional. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Conflicto entre jueces de primera instancia. Conflicto entre jueces nacionales.


    No se ha suscitado una controversia jurisdiccional de las que deba dirimir la Corte.  Ello es así, conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    La Vitalicia sociedad mutual c/ ANSES - Resolución 251/99 s/ Medida cautelar


    COMP. 689, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Contrato de servicios. Prórroga de la competencia. Competencia civil. 


    Tiene dicho esa Corte que las contiendas de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse aplicando las normas de las leyes nacionales de procedimientos. Son de aplicación los artículos 1° y 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en tanto admiten la competencia por razón del territorio en asuntos exclusivamente patrimoniales del juez a quienes las partes explícitamente designen, debiendo considerarse además que la circunstancia que se haya prorrogado la jurisdicción expresamente a favor del fuero comercial de la ciudad de Buenos Aires no constituye un impedimento para la atribución de competencia a la justicia civil, desde que dicha disposición tiene fundamento en la naturaleza de la materia debatida, de carácter improrrogable.  Por otra parte, y conforme lo establece el artículo 6°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas preliminares y precautorias es juez competente el que deba conocer en el proceso principal.


    Asociación Interamericana de Alto Estudios c/ Fundación Iberoamericana de Altos Estudios s/ Aseguramiento de prueba


    COMP. 412, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Competencia civil. 


    Procede señalar, en primer lugar, que el artículo 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires define como causas contencioso-administrativas a todas aquellas en que una autoridad administrativa sea parte. Asimismo, el artículo 48 de la ley 7 orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires, establece que la justicia en lo contencioso administrativo y tributaria entiende en todas las cuestiones en que la Ciudad sea parte, cualquiera fuera su fundamento y origen.


    Coria, Juan José c/ Propietarios de José Enrique Rodo c/ Prescripción adquisitiva


    COMP. 700, XXXVII, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Procedimiento laboral. Competencia provincial. 


    Tiene reiteradamente dicho la Corte que las contiendas de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse aplicando las normas nacionales de procedimientos, que en el caso, es la ley de procedimiento laboral n° 18.435. Al ser ello así, resulta de aplicación su artículo 24 que establece que en las causas entre trabajadores y empleadores será competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato, o el del domicilio del demandado.


    Montecino, Néstor Omar c/ Santarelli, Luis Alberto y otra s/ Reclamo


    COMP. 396, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial. 


    Custiones análogas al fallo de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por esta Procuración General.


    Huchaime, Daniel Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 819, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 235, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Castello y otro s/ Expropiación”.


    Charry, Jorge A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ( Secretaría de Cultura) s/ Impugnación actos administrativos


    COMP. 649, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 659, L. XXIV, “González, Celina y González, Hipólito y otro s/ Protección de persona”.


    L., M. I. s/ Internación


    COMP. 413, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente de tránsito. Muerte del padre. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apreciación de la prueba. Facultades del juez. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que corresponde hacer excepción a tal principio cuando el a quo ha omitido tratar aspectos conducentes, lo que se traduce en una inadecuada ponderación de la prueba producida en autos y en un evidente menoscabo de la garantía de defensa en juicio, situación que se configura en el sub lite.  En efecto, si bien se advierte que el recurrente omite señalar cuáles son las "...referencias y transcripciones parcial izadas en forma confusa y contradictoria..." que atribuye a la sentencia impugnada, y se observa, por otro lado, que el juzgador arribó a su decisión sobre la base del estudio e interpretación de las huellas sobre el asfalto, la ubicación de los restos del automóvil y la posición final de los vehículos que surgen de croquis y fotografías, también es evidente, que no efectuó ningún examen de la prueba pericial de ingeniería, ni la confrontó con los demás elementos de juicio.  Atento a ello, la ponderación de antecedentes que hacen a la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin el paralelo y proporcionado estudio de otros elementos conducentes obrantes en la misma, en particular, del especificado precedentemente, que al ser examinado por el juez de grado en conjunto con las demás pruebas, lo condujo a una solución diametralmente opuesta, y cuyas conclusiones el a quo tampoco se ocupó de desmerecer, importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.   Tal es, lo que acontece en estos autos, donde la persuasión sobre el lugar del impacto en base a una personal interpretación del juzgador sobre croquis y fotografías, con total prescindencia del peritaje técnico que arriba a la conclusión contraria, no configura el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial, y obligaba, por tanto, a los jueces de la causa, a buscar en el conjunto de elementos probatorios un mayor grado de verosimilitud de los hechos ocurridos, máxime cuando aquél peritaje, en congruencia con las demás pruebas, sirvió al juez de grado para arribar a una decisión opuesta.  En tales condiciones, la sentencia de la alzada no constituye un pronunciamiento judicial válido, desde que la interpretación de la prueba se limita a un análisis parcial de elementos de juicio, omitiendo la ponderación de otros que, integrados y armonizados con aquellos, podrían resultar conducentes para la solución del pleito, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los medios probatorios.


    Ferreyra de Cortez, Irene Rene y otro c/ Peralta, Luis Eduardo y otro


    F. 107, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización. Incapacidad laboral. Conscriptos. Acción de inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Lesiones en acto de servicio. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Cuestiones análogas a las resueltas por la Corte la causa "Bertinotti, Carlos Alberto c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Daños y perjuicios".


    La Corte tiene resuelto que no corresponde otorgar a un conscripto, que ha sufrido lesiones como consecuencia de la realización de actos de servicio, una indemnización del Derecho común cuando ellas le hubiesen causado "una disminución menor del sesenta y seis por ciento para el trabajo en la vida civil", esto es, cuando la ley militar no prevé un haber de retiro sino un régimen indemnizatorio específico que desplaza al sistema resarcitorio del Derecho común.  Por ende, si se tiene en cuenta que la incapacidad que afecta al actor es del treinta por ciento de la total obrera, corresponde resolver que no puede demandar una indemnización basada en normas del Derecho Civil, en razón de que la ley especial establece el pago de una verdadera indemnización que obsta a la procedencia de la responsabilidad genérica.  Sobre la inconstitucionalidad del art. 76, punto 3, inc. c de la Ley 19.101, no debe prosperar, por cuanto la Corte ha dicho que, cuando tales cuestiones no han sido articuladas por el apelante en las anteriores instancias pese a las múltiples ocasiones que le dio el procedimiento, su introducción en el escrito de interposición del remedio federal resulta tardía e impide un pronunciamiento al respecto.   Finalmente, respecto al agravio fundado en que el hecho desencadenante de su incapacidad no constituiría un acto de servicio y que, por lo tanto, no le correspondería la indemnización acordada sino la del Derecho Común, cabe señalar que, remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias del tribunal de la causa y ajenas al remedio del art. 14 de la Ley 48, máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Morelli, José María c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejercito Argentino s/ Accidente en el ámbito militar


    M. 600, XXXVI, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Cuestión federal. Interpretación de tratados internacionales. 


    Acto jurisdiccional inválido. Afirmaciones dogmáticas.


    En primer lugar, la actora en sus presentaciones, a partir de haberse dispuesto la medida para mejor proveer que ordenó acompañar prueba documental destinada a probar la autoría de las recetas, no obstante oponerse a su cumplimiento por entender que alteraba el principio de igualdad procesal, en dicha oportunidad invocó normas de naturaleza federal en apoyo de sus argumentos contrarios a las pretensiones de la demandada, y la sentencia apelada no hizo mención alguna a tales planteos, y concluyó reconociendo la autoría de las recetas a la demandada, con lo que la decisión vino a resolver en contrario a las pretensiones invocadas por la actora con apoyo en dicha normativa.  En efecto, al tiempo de ordenarse la medida para mejor proveer, y con posterioridad en el trámite del proceso, la actora planteó que al no haber constancia fehaciente de que la obra de la demandada registradas y renovadas, contuvieran las recetas, cuya autoría invocó la demandada, jugaba en su favor la presunción del artículo 15 inciso 1° de la ley 17.251 ratificatoria de la Convención de Berna, aspecto este que no fue tenido en cuenta, ni mencionado por el fallo, no obstante que resultaba decisivo para resolver la cuestión acerca de la autoría de las recetas.  Por otro lado también se invocó por la accionante en orden al objeto de la demanda la protección emanada de normas del Código Civil y de Tratados internacionales protectivas de su derecho al honor y dignidad que consideró afectados, los que tampoco fueron materia de análisis en el fallo, no obstante que era un aspecto esencial de la litis, determinar si habían mediado las ofensas y los perjuicios alegados, no obstante de que se ordenó y produjo prueba al respecto que tampoco fue analizada, por lo que cabe descalificar el fallo por omisión de tratamiento de las cuestiones que constituían el objeto propio de la litis a la luz de la normativa invocada y las pruebas producidas.  El fallo debe ser también calificado de arbitrario, por constituir una decisión de naturaleza dogmática, sólo amparada en la voluntad del juzgador y apartada de las circunstancias comprobadas de la causa, así como por incurrir en afirmaciones sin apoyo en las constancias de autos y un análisis parcial de las pruebas que lo conducen a un resultado contrario a la reglas de la lógica.  Por cuanto aun haciendo abstracción de la irregularidad procesal alegada por la actora, respecto a la medida para mejor proveer dictada por el tribunal de primera instancia, que se dijo afectaba la igualdad procesal y permitió la agregación de prueba documental a la demandada en tiempo impropio, la sentencia concluye teniendo a la demandada como autora de las recetas en base a dichos instrumentos agregados tardíamente, pero además lo hace sin mencionar de dónde surge dicha afirmación, ni da razones de cómo llega a la conclusión de que tal documentación es auténtica y anterior a la publicación del libro de la actora, ya que se trata de copias simples, sin firma, ni fecha cierta, ni constancia alguna que permita inferir la época de su elaboración, elemento de juicio éste que procesalmente resultaba esencial, al mediar observación de la actora sobre su autenticidad.  Tampoco el sentenciador da razón alguna o expresa la existencia en autos de elementos de juicio que le permitan establecer la relación de identidad entre dichos instrumentos y el contenido de la alegada obra inédita registrada y no renovada; y en particular omite atender a que dicha inscripción que supuestamente contenía las recetas, fue destruida según surge de las constancias obrantes, hecho éste que había sido analizado por la sentencia del inferior y lo llevó a tener por no acreditado quién era el autor de las recetas.  Por otra parte, el fallo, hace especial hincapié en la prueba testimonial de un solo testigo, sin realizar un análisis pormenorizado de su contenido a los fines de extraer si del mismo se desprendía la prueba del extremo que se pretendía demostrar, y sin considerar como era preciso, las restantes pruebas ofrecidas obrantes en la causa penal, con el objeto de validar o no tal testimonio, en orden a las tachas efectuadas por la actora en los términos del artículo 441 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Por lo expuesto, el fallo, debe descalificarse por haber otorgado a la demanda un alcance diverso del que poseía; no expedirse concretamente sobre los supuestos fácticos traídos a juicio por la actora, ni acerca de los planteas normativos en los que apoyó originalmente la demanda, ni aun de aquellos surgidos con posterioridad a la medida para mejor proveer, así como por arbitrario tratamiento de las probanzas producidas. Y, finalmente, porque al confirmar la sentencia de primera instancia, no obstante, declara la autoría de las recetas por la demandada, ignorando que la accionada no se agravió de dicho aspecto de la sentencia de primera instancia al no apelar el fallo, de lo que se desprende que el a-quo también se apartó claramente del marco de su actuación jurisdiccional que se hallaba habilitada por el recurso de la actora.


    Georgitsis de Pirolo, Catalina c/ Amato Negri, María Palmira s/ Daños y perjuicios


    G. 458, XXXVI, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Excusación por razones de decoro y delicadeza


    El Procurador General de la Nación, invocando el artículo 10 de la Ley 24.946 y haciendo uso de lo estipulado en el artículo 30 del C.P.C.C.N. se excusa de intervenir en la causa.  Por ello, haciendo uso de lo estipulado en el artículo 11 de la ley 24.946, se designa a la Procuradora Fiscal con mayor antigüedad en el cargo.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Banco Municipal de La Plata


    O. 58, XXXV, 18 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Se estima conveniente excusarse de dictaminar en la causa por razones de decoro y delicadeza, conforme lo autorizan los artículos 10 y 11 de la Ley Orgánica del Ministerio Público Fiscal y 30 del Código Procesal.  En consecuencia, el dictamen de la causa estará a cargo de la Procuradora Fiscal con mayor antigüedad en el cargo.


    Multicanal S.A. y otros c/ Supercanal Holding S.A.


    M. 43, XXXVII, 18 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios del perito


    Traductores públicos. Vista al fiscal. 


    La estimación propuesta por la interesada resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29 de la ley 20.305- conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Ana María Merlino (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral


    Accidente en acto de servicio. Servicio militar obligatorio. Conscriptos. Doctrina de la arbitrariedad. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa "Bertinotti, Carlos Alberto c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Daños y perjuicios". Acto jurisdiccional inválido.


    Ha dicho el Tribunal que los conscriptos que, al ser dados de baja como consecuencia de actos de servicio presenten una disminución menor del sesenta y seis por ciento para el trabajo en la vida civil, tendrán derecho a una indemnización, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 76, inc. 3°, ap. "c", de la Ley 19.101, modificada por Ley 22.511, que excluye cualquier otra reparación.  Al rechazar la demanda, el a quo omitió examinar que, el accionante peticionó que, subsidiariamente, se ordenara el pago de la indemnización prevista por la Ley 19101, tema que fue introducido en la litis por el Estando Nacional al contestar la demanda.  En tales condiciones, puede concluirse que el tribunal prescindió de su consideración sin razones que lo justificaran, lo que no se aviene con la ponderación con la que los jueces deben juzgar las cuestiones que se refieren a créditos de naturaleza asistencial y alimentaria y que, debe ser descalificado el fallo como acto jurisdiccional válido con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, pues media en el sub judice relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales conculcadas.


    Reigada, Diego Fernando c/ Estado Mayor General del Ejercito s/ Accidente Ley 9.688


    R. 17, XXXVI, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Gille, Eduardo Mario c/ Guillochón Carlos Eduardo y otro


    G. 30, XXXV, 28 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Battaglia, Juana y otro c/ Jordan, Pablo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1827, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Di Benedetto, Diego Fernando c/ Cordua, Francisco


    D. 81, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Ministerio de Cultura y Educación - Estado Nacional s/ Artículo 34 de la Ley 24.521


    M. 976, XXXV, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Obra Social de Empleados del Tabaco de la República Argentina y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Agricultura, Pesca y Alimentación s/ Amparos y sumarísimos


    O. 29, XXXVII, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Patricia y José Garcia S.R.L. c/ Hospital General de Agudos José María Penna


    P. 632, XXXV, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Rachid, José Luis c/ Benditti, Miguel Ángel y otros s/ Medidas cautelares


    COMP. 1643, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Silva, Isabel Inés s/ Sucesión


    COMP. 183, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Procesal Civil y Comercial


    Parte General. Competencia. 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 197 XXXVII "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Buzzano, Norberto y otro s/Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alba Mont S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 620, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de Competencia. 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp 197 XXXVII "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución riscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Pinto 4490 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 602, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente en acto de servicio. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 600, L. XXXVI, “MoreIli, José María c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa - Ejército  Argentino s/ Accidente en el ámbito militar".


    Morelli, José Martía c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejercito Argentino s/ Accidente en el ámbito militar


    M. 618, XXXVI, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Afiliación a obras sociales. Derechos humanos de las personas con discapacidad. Prestaciones básicas para personas con discapacidad. Derecho a la salud. Derecho a la vida. Observancia de tratados internacionales. Obligaciones del Estado miembro. Interés superior del niño. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, por discutirse el contenido y alcance de una norma de derecho federal, el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  A la luz de tal principio, la mera descripción de cómo está regulado legalmente el sistema conduce a desestimar los agravios esgrimidos por el Estado Nacional, tanto en su recurso extraordinario como en su presentación directa, porque la ley contempla que la atención de las personas con discapacidad estará a cargo de las obras sociales o, del propio Estado, a través de sus organismos.  Desde esta perspectiva, carece de relevancia qué órgano del Estado Nacional es el responsable de brindar la asistencia requerida por el actor para su hijo menor, pues lo fundamental es en el régimen legal, que aquél debe asistirlo y, para ello, la ley determina la forma de financiar tales actividades, sin que pueda servir de excusa para incumplir con el mandato legal, la pretendida alegación de falta de partida presupuestaria.   Lo expuesto, en modo alguno impide que el Estado Nacional, si corresponde, recupere los costos que le insuma la atención del menor, por las vías pertinentes de quien, en definitiva, resulte obligado a afrontarlas financieramente.   Finalmente, el derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del art. 33 de la Constitución Nacional, es un derecho implícito, ya que el ejercicio de los restantes reconocidos expresamente requiere necesariamente de él.   En igual sentido, el Tribunal enfáticamente ha recordado que aquél es el primer derecho de la persona humana que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional, y que el hombre es el eje y el centro de todo el sistema jurídico y en tanto fin en sí mismo -más allá de su naturaleza transcendente- su persona es inviolable y constituye valor fundamental con respecto al cual los restantes valores tienen siempre carácter instrumental.  Precisamente, la Corte también recordó que a partir de lo dispuesto en los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional, se ha reafirmado el derecho a la preservación de la salud -comprendido dentro del derecho a la vida- y se ha destacado la obligación, impostergable que tiene la autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas, sin perjuicio de las obligaciones que deban asumir en su cumplimiento las jurisdicciones locales.  Así, después de enumerar los distintos pactos internacionales que se relacionan con la cuestión debatida, entre los que se destaca a la Convención sobre los Derechos del Niño, que incluye el deber de los Estados de alentar y garantizar a los menores con impedimentos físicos o mentales el acceso efectivo a los servicios sanitarios y de rehabilitación, de esforzarse para que no sean privados de esos servicios y de lograr cabal realización del derecho a beneficiarse de la seguridad  social, para lo cual se debe tener en cuenta la legislación nacional, los recursos y la situación de cada infante y de las personas responsables de su mantenimiento, concluyó que el Estado Nacional asumió compromisos internacionales explícitos encaminados a promover y facilitar las prestaciones de salud que requiera la minoridad y no puede desligarse válidamente de esos deberes so pretexto de la inactividad de otras entidades públicas o privadas, máxime cuando ellas participan de un mismo sistema sanitario y lo que se halla en juego es el interés superior del niño, que debe ser tutelado por sobre otras consideraciones por todos los departamentos gubernamentales.


    M., M. c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social - Comisión Nacional asesora para la integración de personas discapacitadas - Servicio Nacional de Rehabilitación y Promoción de la Persona con Discapacidad


    M. 375, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Adjudicación del plan. Elementos del contrato. Forma del contrato. Incumplimiento del contrato. Inspección General de Justicia. Resolución administrativa. Validez del acto administrativo. Cuestiones de hecho y derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios de la apelante vinculados a la interpretación de cláusulas contractuales, suscitan el análisis de cuestiones de hecho y de derecho común, cuyo esclarecimiento compete a los jueces de la causa y resulta extraña a la vía intentada, máxime cuando el tribunal ha expuesto motivaciones suficientes de igual carácter, que impiden su descalificación como acto judicial.  La sentencia apelada no constituye materia federal porque concierne a aspectos fácticos y jurídicos de un negocio entre particulares cuya dilucidación incumbe a los jueces de la causa.  Por el contrario, ciertos argumentos expuestos por la recurrente son dogmáticos y no hallan respaldo en las constancias de la causa. Dichas cuestiones, debieron ser concretamente acreditadas.  Lo expuesto hace aplicable la jurisprudencia del Tribunal según la cual los fallos que tienen fundamentos no federales suficientes para sustentarse son irrevisables en la instancia extraordinaria, pues la presencia de aquéllos impide considerar otros de índole federal que pudiera contener la sentencia, por falta de relación directa e inmediata.


    Inspección General de Justicia c/ Sevel - Fiat


    I. 53, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Alimentos. Caducidad. Denegatoria del recurso. 


    Las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas al pronunciamiento de la Cámara -que son, en realidad, una reiteración de los argumentos vertidos en el escrito de contestación al pedido de caducidad-, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador en materia netamente común y procesal, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.  Corresponde recordar que la Corte tiene dicho que si bien la obligación de remitir la causa al tribunal superior es del oficial primero (arts. 311 y 313, inc. 3°, del Código Procesal) ello no releva a las partes de realizar los actos necesarios para urgir o colaborar en su cumplimiento, ante la omisión del órgano respectivo.


    V. S. de S., L. A. c/ S. de la T., R. N.


    V. 422, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al carácter definitivo del resolutorio apelado, según ha sostenido la Corte, a los fines dispuestos en el art. 14 de la Ley 48, resulta equiparable a definitiva la decisión que imposibilita continuar el litigio hasta tanto recaiga resolución en otras actuaciones y deniega en forma absoluta el derecho esgrimido de la tramitación coetánea de los procesos iniciados por el actor, criterio este último aplicable a la causa, toda vez que lo decidido obsta a la prosecución del proceso principal e imposibilita a la actora tramitarlo en forma coetánea con el incidente planteado.   En cuanto al fondo de la cuestión, resulta procedente el recurso extraordinario con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, ya que si bien, atento su carácter excepcional, dicha doctrina es inaplicable para corregir en tercera instancia sentencias equivocadas o que se reputen tales, tal principio cede cuando se configura un apartamiento de la solución normativa prevista por el legislador, al no constituir derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  En efecto, mientras que el segundo párrafo del art. 83 del Código de rito reza: "El trámite para obtener el beneficio no suspenderá el procedimiento, salvo que se pidiere en el escrito de demanda", la Cámara ha sostenido que tal norma "...dispone la suspensión del procedimiento hasta tanto recaiga decisión definitiva en el beneficio de litigar sin gastos...". Tal interpretación constituye, "...un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso...", razón por la cual el caso debe resolverse a la luz de lo declarado por la Corte en torno a que si no se cuestiona la interpretación de una disposición de derecho común o procesal, tema ajeno a la instancia del art. 14 de la ley 48, sino que se aduce su aplicación inadecuada que desvirtúa y vuelve inoperante la norma, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, el recurso extraordinario por arbitrariedad resulta procedente.


    Estacionamiento Plaza Italia S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    E. 227, XXXV, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal, también lo es, que, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias de la causa, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio y además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Máxime cuando se advierte que la situación podría quedar encuadrada, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el artículo 3987 del Código Civil, con lo cual el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias.  La Corte tiene establecido, asimismo, que la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.  Por último, la Corte tiene dicho reiteradamente, que la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ánimo propio.


    Rodríguez, Rafael Marcelino c/ Mouzo, Héctor Alberto s/ Daños y perjuicios


    R. 40, XXXVI, 26 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Certificado de depósito a plazo fijo. Garantías de inversión. Liquidación de entidades financieras. Falta de traslado. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las circunstancias de la causa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se dan los presupuestos de excepción establecidos en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias acuñada por la Corte, que torna procedente el recurso interpuesto y permite descalificar la resolución recurrida, porque los magistrados fundaron su decisión en las conclusiones de otra causa que tramitó ante el mismo tribunal, pero que nunca formó parte del sub examine, toda vez que ni la actora ni el demandado se refirieron a ella en momento alguno del proceso. Tal proceder, afectó el derecho de defensa de la primera, en la medida que no sólo se omitió toda referencia concreta a las constancias de la causa sujeta a revisión del a quo, sino que tampoco se lo otorgó oportunidad de manifestar lo que estimara pertinente respecto de una prueba que aquél introdujo de oficio para que, en definitiva, ejerciera plenamente su derecho constitucional de defensa en juicio.  Al respecto, la Corte ha señalado que tal garantía, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de defensa, pues ella se encuentra satisfecha sólo cuando se da a las partes la oportunidad de ser oídas y de probar de algún modo los hechos que creyeren conducentes a su descargo, a fin de no alterar el equilibrio procesal de los litigantes.  Por otro lado, tales deficiencias no pueden ser subsanadas con la indicación que contiene la sentencia recurrida, en el sentido de que las conclusiones que extrajo de otra causa constituyen un elemento adicional de convicción del tribunal, porque la lectura íntegra del fallo demuestra que ellas fueron determinantes para la solución a la que arribó y, además, porque aun admitiendo, por vía de hipótesis, que se tratara de un obiter y, en consecuencia, que no integrara el holding de la decisión, ésta igualmente sería descalificable como acto jurisdiccional válido, en la medida que estaría fundada únicamente en los dichos de una de las partes, sin explicar ni dar los motivos sobre la forma en que evaluó la prueba rendida en el expediente.   En tales condiciones, es aplicable al sub lite la jurisprudencia del Tribunal que ha entendido que no es acto jurisdiccional válido la sentencia en que los magistrados intervinientes se limitaron a expresar su convicción subjetiva, omitiendo toda referencia concreta a las circunstancias de la causa, sin revelar los motivos ni indicar por medio de qué pruebas se arribó a dicha conclusión, así como aquella otra que señala que la doctrina  de la arbitrariedad tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  Por ello, la resolución impugnada adolece de arbitrariedad y afecta de manera directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas por el recurrente.


    González de la Vega, Helena Hortensia c/ Banco Central de la República Argentina


    G. 564, XXXV, 12 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cesantía encubierta. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. Actualización monetaria. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Procedencia parcial. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  A la luz de tales criterios interpretativos, los argumentos tendientes a demostrar la existencia de una cesantía encubierta y motivos subalternos a las razones de servicios invocadas en el acto de prescindibilidad, remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba, no susceptibles de revisión por esta vía extraordinaria, las cuales, además, han sido resueltas por el juzgador con suficientes argumentos para poner al fallo al abrigo de la tacha de arbitrariedad.  Por ende, la cuestión debe resolverse a la luz de la doctrina de la Corte que indica que, "En el caso que se estableció que la apelante fue dada de baja con invocación de las facultades conferidas a la empleadora por la Ley 21.274, las protestas de la recurrente sólo evidencian su discrepancia con la valoración de los hechos y la prueba que han llevado a cabo los jueces de la causa, sin exceso en el marco propio de sus atribuciones, circunstancia que no resulta idónea para la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que tales discrepancias no sustentan válidamente la tacha de arbitrariedad".  Por otro lado, conforme a lo sostenido por la Corte, los jueces no están obligados a tratar todos los temas propuestos sino sólo aquéllos que estimen conducentes para la solución del caso, y "la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal", como así también ha dicho, que las Cámaras no están obligadas a aplicar la jurisprudencia de casos análogos ni aún de otras Salas de la misma Cámara o similares.   En cambio, el recurso es admisible en punto al planteo sobre actualización de la indemnización percibida, pues, aún cuando el carácter de la indemnización otorgada difiere en las instancias inferiores, lo cierto es que la Cámara omitió analizar el planteo formulado desde el principio del juicio y, subsidiariamente, sobre su actualización, circunstancia que autoriza, en este aspecto, a descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido, con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.


    Borzi, Bibiana Irene c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social


    B. 137, XXXIV, 15 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas fallo de la causa I. 71, L. XXXIV “ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires - Recurso de Hecho”.


    Droguerías Disarfa S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 414, XXXV, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas F. 350, L. XXXVI, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A. y F. 601, L. XXXVI, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese S.A.”.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva c/ Ghelco S.A.I.C.A.


    F. 7, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas F. 350; L. XXXVI, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A. y F. 601; L. XXXVI, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese S.A.”.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva c/ Ghelco S.A.I.C.


    F. 8, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas F. 350; L. XXXVI, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A. y F. 601; L. XXXVI, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese S.A.”.


    Fisco Nacional c/ Sebastian Maronese e hijos S.A.


    F. 4, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Consorcio de propietarios. Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena - como regla y por su naturaleza - a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite.  La Cámara ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia, efectuando un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en las actuaciones, sin integrarlos ni armonizarlos debidamente en su conjunto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana critica, corresponde a los distintos medios probatorios; y se ha apoyado, además, en afirmaciones dogmáticas que le dan al fallo un fundamento sólo aparente que no encuentra sustento en constancias comprobadas de la causa.  Por lo que, debe hacerse lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, y disponer vuelvan los actuados al tribunal de origen, para que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado.


    Jatib de Villanueva, Blanca Irma y otro c/ Consorcio de propietarios de Avenida Santa Fe 2XXX


    J. 103, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Contrato de trabajo. Registro de horas extra. Consentimiento. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Como ha dicho el Tribunal no media interés actual que justifique un pronunciamiento cuando de las actuaciones surge que el remedio de excepción perdió su razón de ser a raíz de haber solucionado las partes el litigio, o importar lo actuado una renuncia incondicionada y explícita al derecho cuya consagración por la sentencia apelada dio fundamento al recurso extraordinario.


    Clur, Luis y otros c/ Difusión Contemporánea S.A.


    C. 242, XXXV, 15 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Es principio sentado por la Corte que las resoluciones en materia de competencia, por no constituir sentencias definitivas, no habilitan la instancia extraordinaria si no media denegación del fuero federal, y que ese, no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales; también, que al estar expedita la vía procesal intentada, no existe privación de justicia pues el recurrente ha quedado sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado.


    Llano, Juan José c/ Nobleza Piccardo S.A. y otro


    L. 324, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que por aplicación de la constante jurisprudencia de la Corte las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos.  Es asimismo un concepto jurisprudencial desde antiguo consagrado por el Tribunal que revisten carácter de definitivas, no sólo las sentencias que ponen fin al pleito e impiden su continuación, sino también las que acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción.  Ninguna de las excepciones a la regla de definitividad de la sentencia se presenta, toda vez que el pronunciamiento no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal y, por otro lado, tampoco coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no le cercena el derecho de tramitar la causa ante el órgano jurisdiccional que se considere competente.  Asimismo, la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales ni por la arbitrariedad del pronunciamiento.


    C.G.F. Registradores cardíacos de Gustavo F. Canillas c/ Hospital Teodoro Alvarez y otro


    C. 246, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Culpa de la víctima. Cuestiones de hecho y prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Reglas de la sana crítica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, derecho local y común, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando el pronunciamiento carece de un análisis razonado de elementos eventualmente conducentes para la solución de la causa, y deja al descubierto una fundamentación sólo aparente. En este orden el Tribunal tiene dicho que si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto conforme a las pruebas producidas, y si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  Si bien el criterio de selección y valoración de las pruebas es privativo de los jueces de la causa, las consideraciones del sentenciador acerca del cumplimiento de las normas de tránsito por el demandado, y la conclusión sobre la velocidad inadecuada del rodado de la víctima aparecen como una afirmación dogmática, despojada del necesario respaldo en otros elementos de convicción, que además, desconoció el valor, al menos indiciario, de algunas pruebas.  En atención a lo expresado, la Cámara ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia, efectuando un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en las actuaciones, sin integrarlos ni armonizarlos debidamente en su conjunto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios; y se ha apoyado, además, en afirmaciones dogmáticas que le dan al fallo un fundamento sólo aparente que no encuentra sustento en constancias comprobadas de la causa.  Desde esta perspectiva, no encontrándose suficientemente demostrada la culpa exclusiva de la víctima, no puede liberarse totalmente al demandado de responsabilidad por los daños causados; ello sin perjuicio de la eventual división de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas, de encontrarse ésta efectivamente probada.


    Cagnacci, Julio c/ Muzzi, Jorge Héctor s/ Daños y perjuicios


    C. 1435, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Lesiones. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además que, si los argumentos expuestos por la cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  No se escapa que, no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, sino tan sólo advertir que los defectos en la ponderación de algunos elementos que hacen a la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin el paralelo y proporcionando estudio de otros antecedentes obrantes en la misma, y los examinados por el juez de grado que lo condujeron a una solución diametralmente opuesta, importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados toma inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.  La Corte tiene dicho que procede el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la demanda de indemnización de daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario, si el tribunal ha prescindido de tratar elementos conducentes para decidir la cuestión relativa a la responsabilidad que se atribuye a la empresa de ferrocarriles.  La Corte tiene establecido que los daños causados por trenes en movimiento se rigen por las previsiones del artículo 1113, párrafo 2°, parte final, del Código Civil, y la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio a que alude dicha disposición debe aparecer como única causa del daño, aparte de revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor; y ha determinado, también, que, sentada la participación del ferrocarril en el accidente, no cabía exigir a la apelante la acreditación de otros extremos, ni la demostración de la forma concreta en que se produjo el infortunio, ya que, al tratarse de un daño causado por “el riesgo” de la cosa basta con que el afectado demuestre el daño causado y el contacto con aquella, quedando a cargo de la demandada, como dueña o guardián de la misma, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder.


    Soto, Vicente c/ Trenes de Buenos Aires Sarmiento


    S. 1096, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Beneficio de litigar sin gastos. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las conclusiones del a quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas de la quejosa, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Asimismo, reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.  La Corte tiene dicho, al respecto, que para que el acto tenga efecto interruptivo del plazo de caducidad de la instancia, es menester que sea idóneo para impulsar el procedimiento, y que, cumplido por los contendientes, el órgano jurisdiccional o sus auxiliares, resulte adecuado a la etapa procesal en que se realice y apto para hacer avanzar el proceso hacia la sentencia.  No está demás tampoco señalar, a mayor abundamiento, que según la doctrina de la Corte ha dicho, el artículo 83, segunda párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que el trámite para obtener el beneficio de litigar sin gastos no suspenderá el procedimiento, salvo que se pidiere en el escrito de la demanda, y que si dicho trámite fue planteado en forma posterior y separada al escrito introductorio de la pretensión, carece de efecto interruptivo de la tramitación del pleito, por lo que el fallo que le asigna ese efecto, resulta descalificable a la luz de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, pues manifiesta una total prescindencia del texto legal, que trasunta su carencia de sustento normativo.


    Pschepiurka, Sara Beatríz c/ Izaguirre, Roberto c/ Daños y perjuicios


    P. 792, XXXV, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Deudas consolidadas. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Los argumentos invocados por el apelante remiten al examen de normas de derecho público local, carácter que reviste la Ley 23.982 cuando es aplicable en el ámbito de la Capital Federal, por haber sido dictada en ejercicio de facultades, legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional, así como los Decretos 1639/93 y 483/95, cuya aplicación se solicita en autos. Y si bien esta materia, en principio, es ajena al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no resulta óbice decisivo para abrir el recurso cuando el decisorio impugnado satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa  En efecto, le asiste razón en cuanto a que la Cámara, al disponer que la condena se haga efectiva en un plazo determinado, se apartó de la normativa vigente al respecto, toda vez que la Ley 23.982 y los Decretos 1639/93 y 483/95 establecen un procedimiento específico para la ejecución de sentencias judiciales que comprendan obligaciones consolidadas, el cual consiste en diversas tramitaciones que deben llevarse a cabo ante los organismos designados al efecto, etapas que no pueden ser soslayadas e impiden a la demandada cumplir la condena impuesta en el breve plazo fijado en la resolución que aquí se cuestiona.  En primer término, el trámite tendiente al cumplimiento no puede ser iniciado en cualquier momento sino sólo cuando el titular del derecho que haya sido definitivamente reconocido presente la liquidación judicial aprobada y firme de sus acreencias, extremo que impedía a la demandada efectuar "previsiones que le posibilitaran afrontar el pago de la presente indemnización".  Por otra parte, los citados reglamentos determinan la propia actuación del tribunal interviniente, el cual, una vez vencido el plazo máximo de ciento veinte días corridos dentro del cual los entes deudores y los organismos de control deben conformar u observar el requerimiento de pago de la deuda consolidada, puede prorrogarlo cuando se hubiera acreditado la existencia de razones fundadas. Asimismo, a partir de la reforma introducida por el Decreto 483/95, el tribunal de la causa puede intimar al ente deudor para que en diez días hábiles acredite haber diligenciado el formulario de requerimiento de pago de la deuda consolidada, con la debida constancia de recepción de la Oficina Nacional de Crédito Público de la Secretaria de Hacienda.  En tales condiciones, el pronunciamiento que establece un plazo perentorio para abonar la indemnización fijada se aparta, sin razones que lo justifiquen, de la solución legal prevista para las hipótesis de pago de obligaciones consolidadas derivadas de gestión judicial, circunstancia que habilita a descalificarlo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Carrino, Humberto c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 572, XXXIII, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Debido proceso. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los agravios de las recurrentes suscitan cuestión federal para su examen en la vía elegida, habida cuenta de que no obstante referirse a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas como regla y por su naturaleza al remedio del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no configura óbice para invalidar lo resuelto cuando la alzada no valoró las pruebas conducentes a la luz de las reglas de la sana crítica, todo lo cual redunda en menoscabo del debido proceso y del derecho de defensa en Juicio.  Finalmente, si bien la Corte tiene dicho que las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen una materia propia de los jueces de la causa y, por ende, no susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en casos cuyas particularidades autorizan a hacer excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    Soto Nuñez, Marta Carmen y otro c/ Cassani, Mario Ángel


    S. 80, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho de manera reiterada que la doctrina referente a la arbitrariedad no es  invocable en tanto la sentencia contenga fundamentos jurídicos mínimos que impidan su descalificación como acto judicial.  Para la procedencia del remedio federal no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma, en orden a demostrar, que lo allí decidido no es válido para resolver el caso. Máxime que, la doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Hoeffner, Jorge Ricardo c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Construcciones Portuarias y vías Navegables


    H. 168, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Mala praxis. Cuestión no federal. Responsabilidad civil. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Principio de congruencia. Apreciación de la prueba. Consentimiento informado. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Tiene reiteradamente dicho la Corte que la instancia extraordinaria es ajena a la interpretación de las denominadas leyes comunes de la Nación, entre ellas el Código Civil. Específicamente, en relación al examen de la responsabilidad civil por hechos de mala praxis médica, la Corte ha establecido que dicha valoración es materia típica del derecho común, y se halla dentro del marco de apreciación propia de los jueces de la causa lo atinente a la inteligencia asignada a las normas no federales aplicadas.  Según jurisprudencia reiterada de la Corte se ha considerado que le tacha de arbitrariedad debe considerarse de manera particularmente restrictiva en los casos en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, tal como ocurre en el sub examine.  La doctrina de las sentencias arbitrarlas exige, para el andamiento de la tacha, la existencia de graves falencias e irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando por ello la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en Juicio y del debido proceso.  No resulta descalificable en los términos de la doctrina pretoriana de la arbitrariedad la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires recurrida extraordinariamente, en tanto señala que, los agravios del quejoso contienen solamente la disconformidad con lo resuelto por la Cámara, al pretender impugnar las conclusiones del pronunciamiento sobre las cuestiones fácticas de la litis, sin realizar un juicio crítico de los razonamientos desarrollados por el sentenciador, demostrando que padecen de un error grave, trascendente y fundamental. Igualmente ocurre frente a la denunciada violación del principio de congruencia; ya que no se advierte disconformidad entre el fallo pronunciado y el pedimento contenido en la demanda respecto de las personas, el objeto y la causa,   La doctrina de la sentencia arbitraria no es aplicable al sub examine, desde que, no se está en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a una sentencia como acto judicial.  Al ser ello así, tal doctrina no es invocable frente a supuestos como el de autos, en los que los tribunales locales han hecho una razonable subsunción, aunque discrepe el recurrente con la apreciación de las pruebas, o con la interpretación de normas procesales o de orden común, que el Juzgador, en definitiva, valora a través de argumentos posibles según las circunstancias.


    M., G. G. c/ Clínica Privada Dr. B.


    M. 608, XXXVI, 01 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario no procede en aquellos supuestos donde se discuta el alcance e interpretación que los jueces de la causa hicieron de las cuestiones de hecho, prueba y de las normas de derecho común y procesal atinentes a la solución de la causa, admitiendo la vía excepcional sólo en aquellos supuestos donde la sentencia configure un manifiesto apartamiento de las normas conducentes a la solución del caso, de prueba relevante o hechos acreditados en la causa.


    G., G. c/ C. de E. M. e I. C. N. Q. y otro


    G. 975, XXXVI, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Muerte de un hijo. Accidente de tránsito. Víctima menor de edad. Valor vida. Uniones convivenciales. Progenitor afín. Sentencia extra petita. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, no obstante que los agravios de los apelantes remitan al examen de materias de índole procesal, ajenas  como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para invalidar lo resuelto cuando los tribunales de la causa han excedido el límite de la competencia apelada con menoscabo de garantías constitucionales; y ha establecido asimismo que, si frente a los términos del fallo de la instancia anterior y a los agravios expresados en la apelación, el a quo carecía de facultades para expedirse sobre una cuestión que no le fue propuesta en forma expresa ni implícita, corresponde la descalificación del fallo como acto jurisdiccional valido.   Dado que no existió petición alguna a fin de que la Alzada desestimara o eliminara la indemnización del valor vida otorgada por la sentencia del inferior al actor, sino que solamente se pidió su reducción, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal antes referida.  Además, la Corte ha determinado que procede el recurso extraordinario cuando la sentencia impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del a quo, al resolver acerca de capítulos no propuestos en el correspondiente memorial de agravios, y ha desestimado por arbitraria a la sentencia que dejó sin efecto la indemnización por daño moral derivado de la falta de reconocimiento paterno, si la actora sólo había deducido recurso de apelación con el objeto de que se elevara el monto del resarcimiento.  En este marco, el régimen de los artículos 271 "in fine", y 277, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sólo atribuye al tribunal de segunda instancia, la jurisdicción que resulta de los recursos deducidos ante ella, limitación que tiene jerarquía constitucional.


    M., Dora Marcelina y otros c/ Herederos de M., Antonio y otros


    M. 141, XXXVII, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Muerte. Sociedad de responsabilidad limitada. Cuestión de derecho común. Derecho de propiedad. Admisibilidad del recurso. 


    La aplicación retroactiva de la ley 24.240, por el error invocado no puede ser remediado por esta vía excepcional, porque no variará el resultado del juicio, toda vez que la responsabilidad atribuida a la sociedad de responsabilidad limitada no se fundó exclusivamente en esa disposición, sino en principios generales del derecho común -art. 1081 C. Civil- relacionados con el deber de seguridad del fabricante ante el usuario, así como por la culpa en que incurrió la empresa encargada del mantenimiento al no informar al dueño de los defectos comprobados que presentaba el cierre de varias puertas del ascensor.  El recurso que se intenta no debe prosperar, pues para la procedencia del remedio federal no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma, en orden a demostrar, que lo allí decidido no es válido para resolver el caso. Máxime que, la doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación, lo que no ocurre en la especie.  Corresponde hacer lugar a los agravios con relación a los intereses fijados en la sentencia, por cuanto a su aplicación conduce a un resultado que menoscaba el derecho de propiedad en tanto se aparta de la realidad económica del caso. Como corolario, deben dejarse sin efecto las regulaciones practicadas -que son materia de recurso- pues habrán de adecuarse a la nueva condena que se dicte, tornándose abstracto el examen de la argumentación desarrollada por el apelante vinculada a la extralimitación de topes legales.


    Hemmerling Basurco de Arroyo, Nancy Yolanda c/ Hotel Panamericano S.A. y otro


    H. 86, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Reducción de la indemnización. Costas. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. Procedencia parcial. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Los agravios referidos a la reducción de los montos indemnizatorios, y al modo en que se determinaron los rubros de condena resultan ineficaces para habilitar la vía intentada, habida cuenta de que remiten al tratamiento de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena al recurso deducido, en especial cuando el fallo se basa en fundamentos fácticos y jurídicos que, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada,  sin que las divergencias de los apelantes tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.  Máxime, cuando en el sub lite se da razón explícita, aunque mínima, sobre los motivos que fundamentan la modificación del quantum indemnizatorio por los daños causados; por lo que  debe descartarse que el resultado se aparte de la realidad.   Por lo tanto, cabe atender a los planteos atinentes al modo como el a quo distribuyó las costas de la Alzada, toda vez que si bien, en principio, las cuestiones relacionadas con su imposición constituye materia procesal y accesoria que no da lugar al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla cuando la decisión no satisface la exigencia de validez de las sentencias, que supone la aplicación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a las concretas circunstancias de la causa.  En tales condiciones, la aludida argumentación del tribunal importó prescindir de la regulación específica que en la materia contiene el art. 71 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto prevé que deben distribuirse en proporción al éxito obtenido por cada una de las partes y que, en la especie, el pronunciamiento resultó claramente favorable a los actores, pues resultaron vencedores tanto en primera como en segunda instancia de la pretensión principal.  Así, la sentencia recurrida, en este aspecto, aparece desprovista de fundamentación y apoyada únicamente en afirmaciones dogmáticas, producto de la sola voluntad de los jueces que la suscriben, lo cual impone su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    Juárez, Carlos Arturo y otra c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo de la Nación por conducto del Ministerio del Interior de la Nación)


    J. 27, XXXVII, 06 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Debentures. Acreedor privilegiado. Discrepancia del recurrente. Desestimación del recurso. 


    La Corte tiene dicho de manera reiterada que la doctrina referente a la arbitrariedad no es invocable en tanto la sentencia contenga fundamentos jurídicos mínimos que impidan su descalificación como acto judicial, lo que acontece cuando la Corte local ha fundamentado razonablemente su decisorio, más allá de no ser compartido por el recurrente.  Para la procedencia del remedio federal no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma, en orden a demostrar, que lo allí decidido no es válido para resolver el caso. Máxime que, la doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Moises y Compañia S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de invocación de mejor rango de derecho hipotecario deducido por Glencore S.A. en el concurso especial deducido por los suministros petroleros S.A.


    M. 508, XXXVI, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Despido. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Los reproches expuestos por el recurrente, no se ajustan a las constancias de la causa, y, además, omite hacerse cargo de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento cuestionado, ya que no los rebate, como es exigible, mediante una adecuada crítica, máxime en virtud de la excepcionalidad del remedio que se intenta.  Cabe recordar que la Corte, tiene establecido que, conforme con la regla "iuria curia novit" el juez tiene no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos según el derecho aplicable, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas, con prescindencia de los fundamentos que enuncien las partes.  En consecuencia, el recurso no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que requiere el artículo 15 de la ley 48, toda vez que los agravios evidencian tan solo discrepancias con el criterio del juzgador, vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que no compete a la Corte revisar, toda vez que, al margen de su grado de acierto o error, resultan suficientes para descartar la arbitrariedad invocada.


    Pereyra, Eduardo Atilio c/ Pro Fan S.A. y otro


    P. 401, XXXV, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Cuestión de derecho común. Fraude laboral. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Deberes del juez. Fundamentación de sentencias. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces da la causa.  En particular, las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48.   No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, no se satisface en circunstancias en que se evidencia que las resoluciones impugnadas no proveen un análisis razonado de cuestiones conducentes para la correcta dilucidación del pleito.  En la causa, las empleadoras incursas en la situación descripta por el artículo 29, párrafo 1°, de la Ley de Contrato de Trabajo, en base a que: a) las tareas que cumplían los actores, podrían ser efectuadas por el personal de la firma tabacalera, siendo el único impedimento la insuficiencia de la planilla de esa empresa; y b) de la declaración de un testigo propuesto por la tabacalera resulte “...la inserción de los demandantes en el proceso productivo de dicha organización..."; y de la de otro, que... hace trece años que trabaja para la empresa. Concluye la Sentenciadora que, de la prueba reunida surge con claridad que la utilización por la tabacalera de mano de obra suministrada por la otra empresa para el desarrollo de su proceso productivo en su establecimiento, implica un fraude laboral en perjuicio de los operarios.  No obstante, el anterior detalle del Tribunal no alcanza para dar debida cuenta de la supuesta contratación de los operarios por la empresa "con vista a proporcionarlos a una empleadora directa, operando así como tercero mediador o interpuesto en la relación real de trabajo; máxime frente a la abundancia probatoria que obra en los actuados y la copiosa, compleja y diversa información que emerge tanto del informe pericial, como del contable, de la más de una docena de testimonios y de las distintas instrumentales e informativas aportadas por las partes, , cuyo examen por la Sala no quedó evidenciado del modo que es menester para sustentar las conclusiones a las que se arribaron en el acto jurisdiccional sujeto a apelación.  Dicho déficits, se encarece frente al prolijo detalle y los minuciosos señalamientos de la juez de primera instancia, tanto en orden a la existencia de limites borrosos entre las tareas propias de maestranza en una planta febril compleja y de envergadura como la de la demandada y las propias de producción y mantenimiento, como de la relativa integración e involucramiento en la actividad tabacalera de los actores en tanto adquirían experiencia y formación especializada en el cumplimiento de su labor específica, así como de las restantes puntualizaciones del pronunciamiento de la inferior, cuya seriedad y solidez especialmente imponían, para ser descartadas, un esfuerzo argumentativo que no se evidencia haya verificado la a quo.  Como ha reiterado la Corte, la exigencia de que los fallos sean fundados no se orienta, exclusivamente, a contribuir a mantener el prestigio da la magistratura, sino que procura la exclusión de decisiones irregulares, como no puede sino ser la atacada que, huerfana de fundamentación, se revela irremisiblemente dogmática.


    Carrizo, Víctor Eduardo c/ Emsel S.A.


    C. 974, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fallo “Di Mascio”.


    La circunstancia de que las decisiones recaídas en un juicio ejecutivo no revistan el carácter de sentencia definitiva, no resulta óbice para invalidar lo resuelto cuando se ha incurrido en un injustificado rigor formal que redunda en menoscabo del derecho de defensa en juicio y generará un dispendio inútil de la actividad jurisdiccional.   El Tribunal dijo, asimismo, que corresponde dejar sin efecto la sentencia que despachó la ejecución por cobro de los honorarios profesionales, privando al ejecutado de hacer valer la defensa, invocada con anterioridad, relativa a la relación de dependencia del profesional: art. 2° de la ley 21.839.  Sobre el particular, la Corte dejó establecido que, en los casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de Provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquél órgano en tales supuestos.  En consecuencia, el pronunciamiento adolece de arbitrariedad por exceso de rigor formal, en cuanto impide el examen de cuestiones federales conducentes por el tribunal superior local, toda vez que los planteos se hallan inexcusablemente comprendidos en el ámbito cognoscitivo propio de la Corte bonaerense en cuanto investida del poder - deber de aplicar con preeminencia la Constitución y las leyes de la Nación- lo que constituye el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional. Así lo tiene dicho la Corte al reafirmar que es facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional la de organizar su administración de justicia y que, por ello, la tramitación de los juicios es de su incumbencia exclusiva por lo que pueden establecer las instancias que estimen convenientes, pero que, tal ejercicio, resulta inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con potencias extranjeras, a las que las autoridades de cada estado están obligadas a conformarse no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes.


    Banco La Pampa c/ Mangieri, Juan Antonio


    B. 32, XXXVII, 26 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Recursos de la seguridad social. Compensación. Sentencia no firme. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se trata de un juicio de ejecución fiscal, cuyas decisiones, en principio no constituyen sentencias definitivas. Empero, tiene dicho la Corte que cabe hacer excepción a ello, cuando el tema debatido excede el interés de las partes y afecta a la comunidad, toda vez que comporta un entorpecimiento en la percepción de recursos destinados al Régimen Nacional de la Seguridad Social, y el fallo se sustenta en argumentos que impiden al organismo recaudador obtener su revisión en un proceso ulterior.  Además, la sentencia no es apelable en las instancias ordinarias, según lo prescribe el artículo 92 de la ley 11.683, norma que, por otra parte solamente admite la excepción de pago total documentado y no contempla la compensación entre las defensas oponibles. Consecuentemente, cabe transcribir en la especie lo establecido por la Corte, en orden a que “resulta aplicable la doctrina según la cual no pueden ser considerados válidas las sentencias que desvirtúan el marco del juicio de ejecución fiscal mediante un injustificado apartamiento de las disposiciones del artículo 92 de la ley 11.683”.


    Fisco Nacional (Régimen Nacional de Seguridad Social) c/ Flores, Raúl Salvador s/ Ejecución fiscal


    F. 577, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Denegatoria del recurso. 


    La sentencia controvertida tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común y local, y en cuestiones de hecho y prueba que resultan suficientes para la solución integral del caso, limitándose el recurrente a repetir ante la Corte los mismos agravios invocados ante la Corte de la Provincia en oportunidad de interponer su recurso extraordinario local, y que fueron resueltos conforme a las facultades de interpretación del tribunal sin que aparezcan desaciertos u omisiones susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial.


    Banco Rio de La Plata S.A. c/ Sancho, Eduardo Alberto


    B. 815, XXXVI, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones que se suscitan en materia de regulación de honorarios en las instancias ordinarias son ajenas, como principio, a la vía que prevee el art. 14 de la ley 48, así como particularmente restringida la doctrina de la arbitrariedad sobre el punto; máxime, si no se advierten circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento de tales principios, toda vez que la sentencia aparece suficientemente fundada en los antecedentes de la causa y las consideraciones de orden procesal en las normas arancelarias.  También, que es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución que decide cuestiones de hecho y procesales, como son las atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, habiéndose declarado que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos profesionales cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son insusceptibles de tratamiento por la vía extraordinaria, más aún cuando la discrecionalidad judicial se ha ejercido teniendo en cuenta las normas que rigen las regulaciones y se ha hecho una razonable ejercicio de aquélla.


    Banco Bansud S.A. c/ Montuca S.A. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1165, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Expresión de agravios. Falta de copias. Defensa en juicio. Debido proceso. Revocación de sentencia. 


    La decisión que tuvo por no presentada la expresión de agravio de la quejosa por insuficiencia del número de copias acompañadas, ha incurrido en un exceso ritual manifiesto. El art. 120 del Código Procesal Civil y Comercial, en tanto establece que deberán adjuntarse tantas copias como partes intervengan, ha de interpretarse razonablemente a partir de su razón de ser, que es asegurar a las partes interesadas el debido conocimiento de las cuestiones planteadas por la contraria.  En ese contexto, la decisión que tuvo por decaído un acto de la trascendencia que tiene la apelación contra la sentencia definitiva, por no haberse cumplido la carga de agregar una copia de traslado destinada a la codemandada importa un menoscabo directo del derecho de defensa en juicio de la apelante y, consecuentemente, de la verdad jurídica objetiva, cuya necesaria primacía es acorde con el adecuado servicio de justicia.  Cabe hacer una excepción a la doctrina de la Corte que ha sostenido que cuestiones como la presente, de naturaleza procesal relativas a la inadmisibilidad de recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, resultan ajenas al recurso extraordinario, desde que se encuentran entela de juicio principios superiores vinculados a la vigencia real y efectiva de un derecho constitucional como es el de defensa en juicio.


    Ramos, Francisca Martira c/ Martínez, Walter y otro


    R. 471, XXXVI, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cobro de sumas de dinero. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 71, L. XXXIV “ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires - Recurso de Hecho”.


    A.B.C. Farmacéutica S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    A. 916, XXXV, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina asentada de la Corte que las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases adoptadas para tal fin, así como la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son -en virtud de su carácter fáctico y procesal- materia extraña a la vía del artículo 14 de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario, al igual que lo referente a la distribución de las costas. Ello, sin perjuicio de la posibilidad que cabe a la Corte de hacer excepción a tales principios, en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.  Resulta aplicable la jurisprudencia de la Corte que indica que el perito designado de oficio, con prescindencia del resultado del litigio y de la condena en costas puede perseguir el cobro de sus honorarios contra cualquiera de las partes, sin perjuicio del derecho de repetición que pudiera corresponder.  La Corte ha expresado que la doctrina de la arbitrariedad requiere, para la procedencia del remedio federal, que las resoluciones recurridas prescindan inequívocamente de la solución prevista en la ley, o adolezcan de una manifiesta falta de fundamentación.


    San Andrés Fueguina S.A. (T.F.11.773-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    S. 1015, XXXVI, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Ha sido correcta la apreciación del Tribunal de Alzada cuando desestimó el remedio federal sobre la base de que no puede alegarse que medie contradicción con la doctrina de la Corte cuando la oposición deducida por la recurrente fue desestimada por falta de sustento probatorio.  Al juez sólo le cabe resolver de acuerdo a las constancias y hechos comprobados de la causa, pues este es un principio elemental que deriva de la garantía del debido proceso.  La instancia extraordinaria es un remedio excepcional que no ha de habilitarse para remediar las omisiones de las partes en ejercer sus derechos en forma oportuna.  La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Quinteros, Alcira Mercedes c/ Transportes Los Constituyentes


    Q. 54, XXXVI, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Impugnación de medidas cautelares. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan, como principio, el otorgamiento del recurso extraordinario, excepto en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su magnitud o circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, pues ello acuerda al fallo el carácter definitivo a los efectos de la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48, o bien cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, por hallarse involucrada la percepción de las rentas públicas.   La mera invocación de una cuestión federal no es suficiente para equiparar la medida cautelar en examen a una sentencia definitiva. Es doctrina del Tribunal que el planteamiento correcto de la cuestión federal exige, no sólo la mención de las cláusulas federales que se estiman desconocidas, sino también demostrar su conexión con la materia del pleito, requisito que no se satisface con enunciaciones genéricas. Como lo tiene establecido la Corte, si bien por vía de principio las cautelares no proceden respecto de leyes o actos administrativos, dado que éstos gozan de presunción de legitimidad, tal doctrina debe ceder cuando se los impugna sobre bases prima facie verosímiles.


    Compañía Azucarera Los Balcanes S.A. c/ Poder Ejecutivo de la Nación


    C. 372, XXXVI, 20 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Inactividad procesal. Caducidad de instancia. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena - como regla y por su naturaleza - a la instancia del artículo 14 de la ley 48, también lo es, que, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Tal es lo que ocurre, cuando el a quo, sobre la base de una interpretación inadecuada de los artículos 251 y 313, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación –que los desvirtúa y los vuelve inoperantes-, frustra el derecho del actor a obtener una sentencia que se pronuncie sobre el fondo de la pretensión, con grave lesión al derecho de defensa en juicio.   En efecto, pese a que el artículo 251 del código citado, establece que el expediente o las actuaciones se remitirán a la cámara dentro del quinto día de concedido el recurso, mediante constancia y bajo la responsabilidad del oficial primero, la Cámara entendió, citando su propia jurisprudencia, que pesaba sobre el apelante la carga de instar su remisión al Superior. Esta interpretación, se aparta de los términos del citado artículo 313, inciso 3°, en cuanto establece, claramente, que no se producirá la caducidad de instancia cuando la prosecución del trámite dependiere de una actividad que ese código o las reglamentaciones de superintendencia imponen al secretario o al oficial primero.   Por otra parte, la Corte ha indicado, en numerosos pronunciamientos, que por ser la caducidad de la instancia un modo anormal de terminación del proceso, y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside, más allá del ámbito que le es propio, máxime cuando el estado del juicio se encuentra avanzado, y los justiciables lo han instado durante años.  Atento lo expresado, la inactividad de la actora a partir de la concesión de su recurso de apelación y de la disposición del juez interviniente de remitir los autos “al Tribunal de Apelaciones en la forma de estilo”, no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría responsabilizar a la parte por una actividad que deben cumplir los funcionarios judiciales en virtud de su obligación legal de actuar oficiosamente.  En tales condiciones, el fallo impugnado debe descalificarse como acto judicial válido, según conocida jurisprudencia del Tribunal sobre arbitrariedad de las sentencias, en la medida en que no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa.


    Salerno, Rubens Jorge c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    S. 361, XXXVI, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Incidente de nulidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha dicho en reiterados antecedentes, que si bien el pronunciamiento que desestimó un incidente de nulidad se refiere a cuestiones de naturaleza fáctica y procesal, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para la apertura del recurso extraordinario cuando lo decidido importa un tratamiento inadecuado del planteo propuesto y redunda en menoscabo de los derechos constitucionales.  Tal es así, cuando el juzgador ha prescindido del estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio, como ser el pedido de nulidad de una notificación, en tanto de su regularidad depende la validez constitucional de la relación procesal y la efectiva vigencia del principio de bilateralidad.


    Correa, Teresa de Jesus c/ Sagaria de Guarrancino, Angela Virginia


    C. 587, XXXIV, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Convertibilidad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a fallos: 322:298.


    La Corte tiene establecido en el fallo de referencia que no cabe recurso judicial alguno respecto de las decisiones del Tribunal Arbitral de Obras Públicas, de acuerdo a lo prescripto en el artículo 7° de la ley 12.910, en los artículos 6, 7 y 8 del Decreto 11.511/47, en su aclaratorio N° 4517/66 y en el Decreto N° 1098/56.  En dicha oportunidad, la Corte también sostuvo que la pretensión de la demandada, de acceder a la instancia extraordinaria a pesar de lo dispuesto en las normas citadas, en tanto supone un planteo de inconstitucionalidad de aquéllas, resulta inadmisible, puesto que el Estado Nacional no está legitimado para plantear la invalidez constitucional de las normas que él mismo dicta.


    Techint Compañía Internacional S.A.C.E.I. c/ Empresa Nuclear Argentina de Centrales Eléctricas en Liquidación y Núcleo Eléctrica Argentina S.A.


    T. 266, XXXV, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización tarifada. Ley de contrato de trabajo. Revocación de sentencia. 


    Si bien lo atinente a la interpretación y aplicación de normas de derecho común es, en principio, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, así como que ellos tomen debidamente en cuenta las alegaciones decisivas formuladas por las partes.


    Carballo, Atilano c/ Kanmar S.A


    C. 972, XXXVI, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización. Muerte. Daño emergente. Principio de congruencia. Denegatoria del recurso. 


    Examinados los agravios contenidos en el escrito de impugnación, se advierte que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, a la par que las conclusiones del a quo,  no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio.   De acuerdo al principio de congruencia incorporado por los artículos 34, inciso 4° y 163 inciso 6°, del ordenamiento procesal, la sentencia debe dictarse conforme a las pretensiones deducidas en el juicio.   La Corte tiene establecido que debe descalificarse la sentencia que ha incurrido en un exceso de su jurisdicción, la que se encuentra limitada por las pretensiones de las partes, y, más afín con el caso de autos, también ha dicho que es descalificable el pronunciamiento que otorgó una indemnización en concepto de daño moral, fallando más allá de lo solicitado por la actora en su demanda, que no incluye reclamo alguno por ese rubro.


    N., Armando Raúl y otro c/ C., Silvio Denis y otros


    N. 13, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Ejecución de alquileres. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento por vía extraordinaria puesto que, para ello, se requiere que lo recurrido sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, requisito éste cuya concurrencia no cabe obviar aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. En la especie, no cabe apartarse de dicha regla, pues el tratamiento de los agravios del fiador excede el ámbito restringido del proceso ejecutivo, y el tema puede ser ampliamente debatido en un proceso de conocimiento, cuya promoción no se encuentra vedada por ser las defensas invocadas ajenas al juicio ejecutivo.  Por otra parte, tiene dicho esa Corte que los agravios vinculados con la existencia de abuso del derecho proveniente del acreedor, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia propias de los tribunales de la causa y ajena al remedio del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad.


    Graziadei, Daniel Alberto c/ Interclean S.R.L. y otros


    G. 1133, XXXVI, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Pagaré. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen, en principio, la sentencia definitiva que exige el art. 14 de la ley 48, cabe asignar tal carácter a la resolución apelada en cuanto declaró que los demandados no revestían la calidad de deudores cambiarios, en tanto dicha cuestión queda comprendida en las previsiones del art. 553, párrafo cuarto, del Código Procesal, pues no podrían ser planteadas en una instancia ulterior.  Si bien el tema en discusión reviste carácter fáctico y probatorio que, como principio, es ajeno a la vía del art. 14 de la ley 48, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en un planteo de esa índole cuando, como ocurre en el caso, la decisión no se encuentra debidamente fundada. En primer lugar, los jueces se apartaron de las reglas de la sana crítica cuando al valorar la documentación dieron por acreditado que el acreedor sabía que el firmante del pagaré no era apoderado de la sociedad ejecutada. Pues esa escritura de poder amplio a favor de un tercer sujeto que no es el firmante del título nada predica sobre el hecho negativo indicado por el tribunal. Además, el tribunal ha omitido considerar la alegación de que, tratándose de títulos valores, esa evidencia no era decisiva a la luz de las reglas excepcionales sobre legitimación que rigen tal clase de documentos de acuerdo al artículo 58 de la ley 19.550 y a las disposiciones sobre obligaciones contraídas por los factores de comercio de los artículos 132 y siguientes del Código de Comercio, de cuyo análisis se ha prescindido. Reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundarlos y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, así como que tomen debidamente en cuenta las alegaciones decisivas formuladas por las partes.  Por otro lado, también asiste razón al recurrente cuando se agravia de que la sentencia apelada revocó la ejecución ordenada contra el avalista, sin expresar cuál ha sido el vicio o la causal que lo relevaría de responsabilidad por la obligación contraída, lo que adquiere especial importancia en virtud de la autonomía que rige las obligaciones cambiarias.  Así, la sentencia no dio respuesta coherente a los concretos planteos del ejecutante y satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, en consideración a los hechos concretos del caso, particularidad que impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Zeneca S.A.I.C C/ Agroimpulso Cereales S.A. y otro


    Z. 1, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Medida de no innovar. Radiodifusión. Emisoras de radio. Concurso público. Verosimilitud del derecho invocado. Peligro en la demora. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En cuanto al otorgamiento de medidas cautelares la Corte ha señalado que su dictado no requiere un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pero quien las solicita debe acreditar prima facie la verosimilitud del derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien las razones que las justifiquen.  El a quo confirmó la medida cautelar sin tener acreditado el fumus bonis iuris invocado por los actores y sin considerar que las normas legales y administrativas gozan de presunción de validez. En efecto, aquéllos alegan que el Decreto n° 310/98 y las restantes normas que impugnan, al disponer y reglamentar la convocatoria a concursos para la adjudicación de licencias, vulnera derechos que adquirieron al amparo del art. 65 de la Ley 23.696 y, eventualmente, del Decreto n° 1357/89.  En tales condiciones, la decisión impugnada desconoce que los actores carecen del derecho a mantener inalterado un determinado régimen jurídico, tal como también, en forma genérica, lo ha decidido la Corte en reiteradas oportunidades, máxime cuando aquéllos se sometieron voluntariamente a sus disposiciones.   Si bien lo expuesto es suficiente, para revocar la sentencia apelada, resulta oportuno destacar que tampoco se encuentra configurado el requisito del peligro en la demora, pues no alcanza para ello alegar que la realización de los concursos será inminente y que, de no accederse a la suspensión del proceso en todo el ámbito provincial, se produciría un daño irreparable, aunque se obtenga una sentencia favorable, porque, por un lado, tales perjuicios aparecen como conjeturales y, por el otro, en el caso de que efectivamente se produzcan, serían patrimoniales y, por consiguiente, los actores podrían obtener su pertinente reparación, por la vía que corresponda. Dichas circunstancias debieron ser tenidas en cuenta antes de adoptar una decisión cuyos efectos no se limitan a las partes litigantes sino que se proyecta sobre toda la comunidad, al impedir la normalización del espectro radioeléctrico en todo el territorio provincial.


    Caminos, Roberto Waldino y otros c/ Comité Federal de radiodifusión


    C. 1419, XXXV, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Monto de la indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene resuelto, de modo reiterado, que el recurso extraordinario no resulta procedente, cuando lo que se cuestiona es el alcance dado a los hechos, prueba y aplicación de intereses, que constituyen materias propias de los jueces de la causa y ajenas por principio al remedio excepcional, salvo que medie un manifiesto apartamiento de las constancias comprobadas de la causa o una notoria carencia de fundamentación.


    Perotto, Humberto Daniel y otro c/ Club Atlético Barracas Central


    P. 488, XXXV, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Monto del juicio. Modificación del monto del juicio. Confesión ficta. Absolución de posiciones. Prueba confesional. Rebeldía. Despido. Monto indemnizatorio. Falta de personería. Negligencia procesal. Cuestiones procesales. Agravio extemporáneo. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho esa Corte que las decisiones de los jueces de tener por absueltas en rebeldía las posiciones de la demandada, condenando a pagar diversas sumas en concepto de indemnización por despido, configura una cuestión ajena, por su propia índole, al ámbito del recurso extraordinario; máxime cuando el tema fue resuelto con fundamentos suficientes que impiden su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.   También, que lo relativo a los efectos de la rebeldía de la demandada en su prueba confesional, tampoco constituye un agravio que habilite la instancia extraordinaria del Alto Tribunal, toda vez que el punto remite al examen del art. 68 de la ley orgánica del fuero laboral, y a la interpretación de los términos comprendidos en la litis, extremos de naturaleza procesal, cuya ponderación es privativa de los jueces de la causa, sin que la discrepancia con la motivación expuesta a ese respecto por el a quo, autorice un apartamiento de esa doctrina.   Esa Corte ha resuelto, que lo relativo a la falta de acreditación oportuna de personería no excede el marco del derecho procesal, y que los efectos legales imputados a la rebeldía, en cuanto resultan de la propia negligencia de los litigantes, no configuran problema constitucional alguno, excepto cuando la aplicación irrazonable de las normas procesales pertinentes lesiona el derecho de defensa, y que no plantea cuestión federal que autorice la procedencia del recurso extraordinario lo referente al alcance y efectos de la rebeldía decretada, atento el carácter procesal que reviste el tema.   Además, el recurrente adiciona agravios extemporáneos y sólo genéricamente vinculados con la apreciación de la prueba rendida en autos. En ese contexto, no ha existido prescindencia irrazonable de los elementos probatorios incorporados a la causa por parte de la Cámara apelada.   Por lo tanto los limitados e insuficientes argumentos introducidos en el recurso extraordinario resultan extraños a la doctrina de la arbitrariedad y son inconducentes a los fines del andamiento del remedio federal.


    Ledo, Juan Carlos c/ Obra Social de la Actividad Vitivinícola y afines


    L. 309, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Mutuo comercial. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas de naturaleza no federal que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario.  La excepcional doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Vitale, Próspero c/ Papaleo, Osvaldo Jorge s/ Ordinario


    V. 49, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Ombudsman. Servicio telefónico. Empresa telefónica. Reglamento telefónico. Acción de amparo. Audiencia pública. Modificación de la reglamentación. Determinación de oficio. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Es aplicable la constante jurisprudencia a tenor de la cual las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, toda vez que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la subsistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar, así como aquélla que indica que entre tales extremos se halla el de inexistencia de gravamen cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de la Corte. En tales condiciones, resulta inoficioso cualquier pronunciamiento por haber quedado abstracta la cuestión ventilada.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Comunicaciones


    D. 205, XXXIV, 23 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que los aspectos relativos a la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios en el orden provincial no son como regla susceptibles de revisión en la instancia del art. 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad resulta restrictiva a su respecto.   En efecto, el recurso intentado no puede prosperar, ya que sumado a lo anterior, el Tribunal tiene dicho que para la correcta deducción del recurso extraordinario es menester que, dado su carácter autónomo, se lo funde mediante un preciso y coherente relato de los hechos de la causa, de la materia federal en debate y de la vinculación existente entre ésta y aquellos; por lo tanto, resulta insuficiente la aserción de determinada solución jurídica en tanto ello no aparece con referencia a las circunstancias concretas y especificas del caso.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Instituto provincial de Loteria y Casinos


    A. 734, XXXVI, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Reestructuración de entidades financieras. Exclusión de activos y pasivos. Interpretación de leyes federales. Orden público. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de la sentencia. 


    Los jueces de la causa se han apartado del derecho federal aplicable.  La ley 24.485 incorporó a la ley 21.526, art. 35 bis, el instituto de la exclusión de activos y pasivos como un mecanismo destinado a la reestructuración de una entidad financiera en crisis,  en resguardo del crédito y de los depósitos bancarios. Por ello se aplica a las entidades que estén en condiciones de que se revoque su autorización para funcionar, mencionadas en el art 44 de la citada ley.  En aras de proteger intereses de orden público económico vinculados a la regularidad del sistema financiero, establece un régimen exorbitante del derecho común, según el cual a juicio exclusivo del Banco Central y con carácter previo a considerar el retiro de la autorización para funcionar, aquél podrá disponer la exclusión de activos a su elección, valuados por un importe equivalente al de los distintos rubros del pasivo, mencionados en el inciso b) del art. 35 bis, punto II, manteniendo en cada caso la equivalencia de los mismos (inciso e). La ley deja bien en claro la excepcionalidad de este régimen de salvataje, al establecer que no son aplicables las reglas sobre transferencia de fondos de comercio -ley 11.867- ni las concursales que habilitan a los acreedores de una entidad fallida a plantear la ineficacia de los actos perjudiciales realizados con posterioridad a la cesación de pagos, durante el período de sospecha.  Asimismo, establece que no podrán iniciarse o proseguirse actos de ejecución forzada sobre los activos excluidos salvo cuando tuvieren por objeto el cobro de un crédito hipotecario, prendario o derivado de una relación laboral. Tampoco pueden trabarse medidas cautelares sobre los bienes excluidos y el juez debe ordenar de inmediato el levantamiento de embargos e inhibiciones, los que no podrán impedir la realización o transferencia autorizada por el Banco Central.  En las condiciones descriptas, es claro que las incidentistas no están comprendidas entre la enunciación taxativa de créditos privilegiados que tienen aptitud persecutoria sobre los activos excluidos (es decir, hipotecario, prendario o laboral) y que el embargo sobre esos bienes decae ante la transferencia por expresa disposición legal.  La sentencia se aparta del derecho aplicable cuando declara la inoponibilidad del acto porque no participaron los acreedores, ya que ésa intervención no está prevista en el régimen legal especial. Justamente, el art. 35 bis resalta la discrecionalidad de las facultades de la autoridad de control al decir que podrá reestructurar la entidad en defensa de los depositantes a su «juicio exclusivo".


    Banco Caseros S.A. s/ Quiebra s/ Incidente por Cristina Guerrero de Villamea y otros


    B. 693, XXXVI, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Régimen de retiros. Oficial de justicia. Caducidad de instancia. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar en primer lugar que es doctrina reiterada de la Corte que las decisiones que recaen en los juicios ejecutivos, no son como principio susceptibles del recurso extraordinario, de igual manera que lo atinente a la perención de instancia porque constituye cuestión procesal ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48 por no constituir tales decisiones la sentencia definitiva exigible a los fines de la habilitación del remedio federal, salvo que se demuestre la existencia de agravio irreparable o no susceptible de reparación ulterior.  La ausencia de sentencia definitiva acarrea la improcedencia del recurso, sin que ello implique abrir juicio sobre la existencia y validez de constancias documentales o registro del curso de actuaciones procésales, en particular de aquéllas que se refieren al libramiento y diligencia de oficios o comunicaciones judiciales realizados en el ámbito de la secretaria del juzgado, en el marco de las obligaciones que emanan del apartado 1°, e inciso 5° del artículo 38 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, incisos 4°, 5° y 6° del artículo 163 de la ley 1893, así como del artículo 136 del Reglamento para la Justicia Nacional, según acordada del 17/12 de 1952. Por último, también cabe rechazar los agravios relativos a la imposición de costas, por resultar dicha materia ajena por principio a la instancia de excepción y no advertirse arbitrariedad manifiesta que habilite la apertura del recurso.


    Banco de la Nación Argentina c/ Salman Hermanos S.A.C.I.


    B. 842, XXXV, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se toma descalificable como acto judicial.  Ambos supuestos excepcionales concurren, toda vez que el auto regulatorio no contiene fundamentos que permitan referir las conclusiones a las cláusulas del arancel correspondiente, no distingue las tareas realizadas bajo la régimen de la ley 21.839 de las cumplidas una vez vigente la ley 24.432, y omite expresar el fundamento explícito y circunstanciado de las razones que justifican su decisión, exigido por el artículo 13° de la última norma citada.  Corresponde recordar, por otra parte que la Corte tiene reiteradamente dicho que si los trabajos profesionales objeto de la regulación de honorarios impugnada, fueron realizados con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 24.432, esta normativa no puede ser aplicada sin afectar derechos amparados por garantías constitucionales.   Finalmente, cuando dos distintas normas de honorarios profesionales, que establecen criterios de valuación que son auto excluyentes entre sí, han estado vigentes durante el pleito, es imprescindible que los tribunales desarrollen, con especial precisión, las razones que justifican el monto de los honorarios de los abogados, no bastando la mera cita de normas jurídicas.   Todo lo cual autoriza a descalificar el fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique emitir opinión acerca del mérito de la labor de los profesionales intervinientes.


    Mormandi, Alicia Carmen c/ Club Atlético San Lorenzo de Almagro


    M. 409, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Base regulatoria. Cosa juzgada. Medidas para mejor proveer. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La sentencia debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, toda vez que la garantía de la defensa en juicio, exige la adecuada notificación de los distintos actos fundamentales del proceso con el objeto de proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Por extensión, resulta aplicable al caso, la doctrina de la Corte que reiteradamente ha establecido que la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad, el cual supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual de pide, dándole oportunidad de defensa.  En cuanto al agravio referido a la regulación porcentual que correspondería al recurrente y al procurador, la sentencia no contiene fundamentos que permitan referir los importes regulatorios a uno y otro profesional, a los porcentajes establecidos por la ley en las cláusulas de los aranceles respectivos; lo cual autoriza a descalificar el fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Compañía Papelera Sarandí S.A y otro c/ Muncipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 1199, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Fundamento aparente.


    Es doctrina de que los agravios referentes a la determinación de la base económica computable para la regulación de los honorarios, a sus intereses y a la fijación de los emolumentos en las instancias ordinarias, así como la interpretación y aplicación de normas arancelarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común, constituyen, como principio, materia ajena a la instancia del recurso extraordinario. Empero, no cabe aplicar esa regla cuando, como en el caso, se advierte algún supuesto de arbitrariedad que justifique hacer excepción a tal principio.   Asiste razón al apelante cuando sostiene que no se ha establecido, en ninguna de las instancias de la causa y en detrimento de su derecho de propiedad y de defensa, el monto definitivo de la base regulatoria, de manera tal que la solución del a quo sólo se sostiene en un fundamento aparente, a la vez que determina la invalidez de su sentencia de acuerdo a la doctrina de la arbitrariedad.  Lo expuesto autoriza a descalificar el pronunciamiento del a quo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, en tanto no determina claramente la base en que sustenta la regulación ni la correspondencia que ésta guarda con las normas arancelarias, además de apartarse injustificadamente de la doctrina de la Corte Suprema respecto de la no integración de intereses al monto del juicio, dada su naturaleza accesoria respecto del capital, así como el carácter esencialmente  indemnizatorio de la privación temporaria de éste.


    Tecnología Integral Médica S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Banco Central de la República Argentina


    T. 216, XXXVI, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Litisconsorcio. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha resuelto que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comparta por sí sola, un supuesto de tal carácter.  La Corte tiene establecido que, no deben acumularse los intereses al capital, sino que debe practicarse la regulación exclusivamente sobre el quantum de este último, ello habida cuenta de que la condena por intereses reviste un carácter accesorio y constituye una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional.  Cabe indicar que habiéndose configurado en el sub-lite un litisconsorcio necesario, los litisconsortes conservan su autonomía de gestión procesal, en tanto pueden adoptar distintas actitudes frente a la sentencia. Pero ello no obsta a que, una vez dictado el fallo definitivo, en supuestos como el aquí considerado de litisconsorcios necesarios, éste beneficie o perjudique a todos por igual, pues al principio de unicidad formal, que es propio, se le debe sumar la unicidad valorativa -única sentencia, formal y sustancial, para todo los litisconsortes necesarios-.


    Duszkin, Samuel y otra c/ Sanatorio Colegiales S.A. y otros


    D. 228, XXXVI, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Pago. Agravio extemporáneo. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La Corte ha dicho “que las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario”.  En tales condiciones, es aplicable la doctrina formulada por el Tribunal donde se declaró que importa un desistimiento tácito del recurso extraordinario la liquidación presentada por la recurrente después de deducida la queja, en la cual determina el crédito según los importes de la sentencia recurrida, y el posterior cobro de la suma depositada, sin reserva ni aclaración de naturaleza alguna.


    Promenade S.R.L. c/ Municipalidad de San Isidro


    P. 811, XXXVI, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Responsabilidad civil. Accidente de tránsito. Responsabilidad concurrente. Relación de causalidad. Responsabilidad del peatón. Cosa riesgosa. Teoría de la imprevisión. Caso fortuito. Fuerza mayor. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante cuando los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena –como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida.  La Corte ha reiterado, que el hecho de la víctima con aptitud para interrumpir el nexo de causalidad entre el riesgo de la cosa y el perjuicio a que se refiere el art. 113 del C. Civil, debe aparecer como la única causa del daño, con las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor. Lo anterior, en una esfera en la que, por tratarse, el conductor, del guardián de una cosa peligrosa, debe obrar con atención y prudencia, manteniendo el pleno dominio del rodado a fin de afrontar las contingencias del tránsito.  Con esa comprensión y aún cuando pueda aceptarse que la actora fue imprudente al cruzar la calle, la sentencia atacada no satisface el recaudo constitucional de fundamentación suficiente, por cuanto omite analizar, como es menester, en qué medida las circunstancias que determinaron el accidente pudieron ser evitadas si se hubiese observado la conducta apropiada –particularmente, en el caso del conductor del vehículo- ya que la responsabilidad sólo puede surgir de la adecuada valoración del reproche de las conductas en orden a la previsibilidad de los resultados o consecuencias.   A la luz de la antedicha exigencia del pleno dominio del rodado, la alzada no proveyó elementos que avalaran sus dichos, los que, en esas condiciones, se revelaron ineluctablemente dogmáticos y faltos del debido sustento.


    Monje, Norberto Hugo c/ Acquisto, María Rosa y otro


    M. 665, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Retiro voluntario. Remuneración devengada. Aumento de la indemnización. Nulidad del acto administrativo. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, porque no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Tribunal.   Al respecto, tiene dicho la Corte que “… la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia”.


    Di Chiazza, Eduardo Francisco c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 401, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Extranjeros. Lucro cesante. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Costas. Cuestiones procesales. Admisibilidad del recurso. 


    Con respecto a la cuantía de la indemnización por lucro cesante, el pronunciamiento cuenta con suficiente sustento en las consideraciones de hecho y de derecho en él contenidas, que no han sido adecuadamente controvertidas por la quejosa, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte. Tiene dicho la Corte que lo atinente a la determinación del monto de la condena remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, por naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48; en particular cuando, como ocurre en el caso, la decisión cuenta con fundamentos suficientes de igual carácter que, más allá de su acierto o error, le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad.  Tiene dicho la Corte que es improcedente el recurso extraordinario interpuesto respecto de pronunciamientos que deciden acerca de la imposición de costas. Esta doctrina se funda en que tales decisiones versan sobre materia de índole procesal y en tanto deben también sustentarse aquéllos en circunstancias de hecho y prueba.


    Hemmerling Basurco de Arroyo, Nancy Yolanda y otros c/ Hotel Panamericano S.A.


    H. 87, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Lesiones. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha sostenido que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal.  Ante todo, es preciso recordar que, en cuestiones como la aquí planteadas, si bien es cierto que la Corte admitió su intervención por vía de instancia originaria en causas en que la provincia no era "parte contraria" sino "tercero citado a juicio" en los términos previstos en el artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, también es cierto que, en dichos casos, el Estado provincial concurría en el proceso con el Estado Nacional o con una entidad nacional. De tal manera que la única manera de conciliar el precepto del artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de los Estados provinciales, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de la previsión contenida en el artículo 116 de aquélla, era admitiendo la radicación del proceso ante la Corte con el propósito de no vulnerar esas prerrogativas jurisdiccionales.  La Corte ha sostenido que el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inc. 10 del Decreto-ley 1285/58 exigen, para que proceda la competencia originaria de, en las causas civiles en las que se demanda a una Provincia, que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos dicho requisito es "esencial".  Como lo ha sostenido la Corte, con la finalidad de evitar la prolusión de trámites, situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, y de impedir la perduración de situaciones que -de mantenerse en el tiempo- podrían llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional para las partes, resultaría necesario determinar el Juez que debe intervenir en las actuaciones.  A tales efectos, es preciso señalar que, si se está frente a una causa civil promovida por un particular vecino de la Provincia de Buenos Aires y la misma provincia es citada como tercero por la demandada, no le corresponde la jurisdicción originaria de la Corte Suprema y, si la provincia no puede ser juzgada en contra de su voluntad por jueces nacionales, la cuestión debe ser atribuida a los tribunales locales.


    Rodríguez, Fernando Marcos c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A.


    R. 195, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Sentencia arbitraria. Prueba pericial. Perito médico. Apartamiento de las constancias de la causa. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    En primer término, respecto a la afirmación de la quejosa en orden a que en el sub examine se configuraría la cuestión federal, en cuanto el fallo impugnado se habría apartado de la correcta interpretación de los arts. 512, 902, 909 y concordantes del Código Civil. Tiene reiteradamente dicho la Corte que la instancia extraordinaria es ajena a la interpretación de las denominadas leyes comunes de la Nación, esto es las sancionadas por el Congreso con arreglo a las previsiones del art. 67 inc. 11° de la Constitución Nacional (actual art. 75, inc. 12°), entre ellas el Código Civil.   Específicamente, en relación al examen de la responsabilidad civil por hechos de mala praxis médica, la Corte ha establecido que dicha valoración es típica del derecho común, y se halla dentro del marco de apreciación propia de los jueces de la causa en lo atinente a la inteligencia asignada a las normas no federales aplicadas.  En relación a la denunciada arbitrariedad por apartamiento de las constancias de la causa, es a cargo del recurrente demostrar la existencia de graves falencias e irregularidades en el resolutivo atacado, que hayan producido una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica del tema a decidir, implicando por ello la lesión de las garantías constitucionales invocadas.   A la luz de lo puntualizado, no es aplicable al caso traído a dictamen la doctrina de la arbitrariedad, ya que no estamos en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la sentencia recurrida como acto judicial, ya que los tribunales del proceso han hecho una apreciación de los elementos obrantes, aunque discrepe la quejosa con la apreciación de las pruebas, o con la interpretación de normas de orden común, que el juzgador, en definitiva, valora a través de argumentos posibles según las circunstancias que configuran la causa.  La Corte, como se sabe, no es un tercer tribunal ordinario y por ende, a través de la doctrina de la arbitrariedad, solo puede limitarse a anular aquellos fallos que por sus graves falencias no constituyen un acto jurisdiccional válido.


    G., A. S. c/ S. D. P. S.A. y otro


    G. 1087, XXXVI, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Costas. Tercera instancia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema ha sostenido, reiteradamente, que el beneficio de la tercera instancia tiene por objeto proteger los intereses del Fisco Nacional y conceder mayor seguridad de acierto a las sentencias que deciden cuestiones de determinada cuantía, en tanto comprometan de ese modo el patrimonio de la Nación. También ha dicho que el tema relativo a la regulación de honorarios no es de interés para la Nación cuando no media condena en costas a su respecto, lo que excluye su calidad de parte a los fines del remedio ordinario con fundamento en el art. 24. inc. 6, apartado a, del decreto-ley 1285/58.  Tal es lo que acontece en el sub lite, toda vez que la condenada en costas es la actora, aquí recurrente y que los honorarios a cobrar pertenecen a los profesionales a cuyo favor han sido regulados, sin que exista óbice para que se cumpla el compromiso previamente asumido, por el cual cada uno de ellos se obligó a entregar las sumas percibidas a un fondo de distribución, a los fines de su prorrateo, entre los firmantes del convenio, ni que dicho pacto transforme a los fondos así obtenidos en patrimonio del organismo estatal de quien dependan.  Tampoco se entiende comprometido el patrimonio estatal en virtud de la regulación efectuada a favor del perito contador de oficio. Ello es así, porque además, su pago ya ha sido resucito a través de un acuerdo transaccional y que motivó el desistimiento parcial de la apelación al respecto.  El dictado del decreto en esta instancia no modifica la interpretación que la Corte Suprema diera respecto a la exclusión de la calidad de parte del Estado Nacional a los fines del recurso ordinario de apelación en cuestiones de honorarios cuando no ha sido aquél el condenado en costas. En efecto, el aludido decreto, reafirma el derecho de los abogados que ejerzan la representación, patrocinio y defensa judicial del Estado Nacional y demás organismos mencionados en el art. 6° de la Ley N° 25.344, de percibir los honorarios regulados por su actuación en juicio en los supuestos en que estén a cargo de la parte contraria. El pretendido interés de la Nación, que a criterio de la actora se refleja en la condicionalidad de la parte final del artículo, no sólo no resulta suficiente per se, para enervar el criterio jurisprudencial referido a la necesaria afectación del patrimonio del Estado Nacional, sino que, además, al tratarse de una eventual disposición de un organismo estatal en particular, en tanto no consta que haya sido ejercida, cualquier pronunciamiento al respecto sería conjetural y, en última instancia, prematuro.


    Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional - Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y Banco Central de la República Argentina s/ Juicio de conocimiento.


    B. 20, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Gallo, Roberto


    B. 935, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Ricardo Rabbione y Compañia S.C.A.


    B. 943, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    Prescripción. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho, que el recurso extraordinario no procede en aquellos supuestos donde se halle en juego la aplicación e interpretación de normas de derecho común, al constituir facultad propia de los jueces de la causa y ajenas por principio al remedio excepcional. De igual manera ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad sólo procede en aquellos supuestos donde la decisión judicial carezca de los requisitos mínimos que hacen a la validez de la sentencia judicial.


    Gaifer S.R.L. c/ Compañía Argentina de Seguros Visión S.A.


    G. 152, XXXVI, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Viajantes de comercio. Resolución del contrato. Despido indirecto. Cuestiones de hecho y prueba. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien, por regla, los asuntos de hecho y de derecho procesal y común son propios de los jueces de la causa y ajenos a la vía de excepción, el recurso basado en la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias constituye sustento suficiente para la procedencia de la apelación, en tanto que las razones provistas por la a quo para confirmar parcialmente la decisión de grado, no satisfacen exigencias básicas de fundamentación precisadas por el Alto Cuerpo en su jurisprudencia.  En efecto, tras hacer hincapié en las facultades privativas de apreciación y selección probatoria conferidas por la norma ritual al tribunal de grado, la Corte local puso de resalto que: a) el juzgador de origen tuvo por probado el desempeño personal y habitual de la actividad de viajante de comercio por el actor, sin que tal conclusión fuera desvirtuada por el principal; b) la quejosa se redujo a formular un nuevo examen del material probatorio, sin interrelacionarlo y limitándose a discrepar con el efectuado por el inferior y sin lograr rebatir las afirmaciones relativas a la inexistencia de la empresa y a la simulación unilateral por la empleadora de una relación comercial; e) los elementos probatorios invocados por el quejoso, no alcanzan a desmerecer la conclusión de que por años se planificó un fraude a los derechos del actor mediante la creación de una sociedad imaginaria, inexistente como entidad empresaria autónoma, unipersonal, no constituida legalmente y sin domicilio fijo y capital propio; y d) la quejosa no evidencia que los magistrados hayan faltado a la prudencia impuesta por el artículo 242 de la ley 20.744, incurrido en absurdo o exceso al ejercer la facultad prevista por su artículo 275, o violado el tope establecido por el último párrafo del artículo 277 del citado ordenamiento.  No obstante, analizadas las constancias de la causa, no puede sino descalificarse las aseveraciones de la alzada, en razón de que, resultan en extremo genéricas las referencias probatorias que se verifican en el resolutorio de origen, lo que dificulta conocer a ciencia cierta el material convictivo sobre el que se erigió el fallo.   A lo anterior se añade, que el fallo reitera la cita abstracta de constancias probatorias, absteniéndose, empero, de hacer explícito el desarrollo que permita comprender el sentido o la dirección en que se inclina el peso argumental del elemento, así como las razones que lo sustentan; déficit que, no corrige la sentencia y que se agrava ante las características, por regla, no escriturales de la etapa de debate.   Por otra parte y aun cuando pudiera asentirse que los elementos de prueba invocados por la apelante, no poseen virtualidad como para rebatir o conmover la conclusión inherente a la falta de existencia de la empresa, permitirían no obstante, poner en duda la índole estricta y rigurosamente unilateral de la supuesta simulación de un vínculo comercial por la accionada, desde que el pretensor aparecería así como participe de tal proceder, en un grado tal que excedería el que explica la mera relación subordinada y de cuya apariencia, susceptible de influir en el comportamiento de la demandada y de los terceros debería, en parte, al menos, hacerse cargo. Lo expresado, posee peso singular no sólo en relación con todo lo expuesto sino, particularmente al tiempo de juzgar el ejercicio por la Sentenciadora de la potestad conferida por el artículo 275 del Régimen de Contrato de Trabajo  Ello es así, por cuanto el tribunal de origen consideró la conducta del empleador "temeraria y maliciosa", y, por ende, susceptible de ser penada, con apoyo en que teniendo conciencia de la propia sinrazón, cuestionó la existencia del vínculo laboral, haciendo valer actos cometidos en fraude del trabajador, y dando lugar, con ello, a que se lo sancione con el máximo interés admitido por la norma.  No parece haberse sopesado en modo suficiente, empero, todo lo señalado con anterioridad; particularmente, a propósito de un peticionante que no se ha pretendido inexperto o necesitado, y en un marco en el cual se presenta al menos como dubitable la absoluta falta de fundamento de la alegación de la accionada.


    Rodríguez, Rubén Ernesto c/ Sucesores de Alfredo Williner S.A. y/o Victorio y Esteban de Lorenzi Limitada


    R. 78, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Ley de accidentes de trabajo. Servicio militar obligatorio. Representación del Estado en juicio. Intervención del Ministerio Público. Mantenimiento del recurso. 


    El Estado Nacional ha sido representado, en todas las instancias, por magistrados del Ministerio Público y, en tales condiciones, a efectos de mantener el principio de unidad y de preservar el derecho de defensa de la contraparte, ha de limitarse esta intervención a mantener lo peticionado por el señor Fiscal General.  Ello es así, puesto que, no obstante que la Ley 24.946, reglamentaria de la disposición constitucional que consagra la autonomía del Ministerio Público, ha excluido de sus funciones la representación del Estado y/o del Fisco en juicio (art. 27), tal representación continúa ejerciéndose en virtud de los dispuesto por el art. 68, segundo párrafo, de la misma ley, a tenor del cual “los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación judicial del Estado tanto en los juicios en trámite como en los que se iniciaren, hasta su reemplazo definitivo”.


    Almada, Horacio D. c/ Ejército Argentino - Estado Nacional s/ Ordinario (Ley 18.345)


    A. 1143, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Ley posterior. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    En casos en que las normas objeto de una demanda de amparo pierden vigencia por las sanciones de otras posteriores, esa Corte Suprema ha resuelto que no media interés actual que justifique su pronunciamiento.  Por lo expuesto, corresponde declarar que la cuestión debatida se ha tornado inoficiosa.


    Cyment, Cyrla c/ Generali Argentina Compañía de Seguros Patrimoniales S.A. s/ Acción de amparo


    C. 1242, XXXV, 15 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Infraestructura educativa. Establecimientos educacionales. Escuelas taller. Transferencia de servicios educativos. Planes de estudio. Ley federal de educación. Derecho de enseñar y aprender. Confirmación de sentencia. 


    El art. 11° de la ley 24.195, no garantiza la continuidad de la "escuela técnica", como modalidad educativa especial. En realidad, la referencia explícita que la Ley Federal de Educación hace sobre la educación técnica, sitúa a ésta entre los objetivos del Ciclo Polimodal.  En segundo lugar, la ley provincial 8525 sólo introdujo modificaciones al sistema educativo en vigor -ley provincial 8113- en lo que respecta a la instrucción primaria y media, razón por la cual el resto de su articulado mantuvo su vigencia.  Comparando entonces la estructura educativa de la ley 24.195, con la prevista en la normativa provincial vigente -leyes 8113 y 8525-, la segunda resulta una adecuación razonable de aquélla, dentro de la jurisdicción provincial y no se afecta, en consecuencia la jerarquía normativa del art. 31 de la Constitución Nacional.  En cuanto a la violación de derechos adquiridos, esta Procuración ya ha tenido oportunidad de expresar que “los alumnos, al momento de su incorporación a los establecimientos, sólo adquirieron el derecho de revestir en la condición de tales, es decir, a participar en la formación o capacitación educativa y a obtener un título que los habilite para incorporarse a los niveles superiores de enseñanza del sistema educativo. Ello es así, toda vez que el derecho de aprender, previsto en el art. 14 de la Constitución Nacional, no comprende el interés de los estudiantes a que los planes de estudio permanezcan inalterables. Y, en tal sentido, las normas impugnadas no les desconocen el derecho a formarse en los establecimientos dependientes de la… y a acceder al nivel… inmediato superior en el nuevo plan educativo creado por la Ley Federal de Educación…”.  Respecto al derecho de aprender, se sostuvo “…que los derechos individuales pueden ser limitados o restringidos por Ley formal del Congreso de la Nación… aunque el ejercicio del poder de policía no puede traspasar el principio de razonabilidad de las normas (art. 28 de la Constitución Nacional) y, la limitación al derecho de aprender es razonable en el caso porque no vulnera el derecho de las personas a acceder a ofertas educativas que les permitan formarse, capacitarse y acceder a los niveles superiores de educación. Ello es así, toda vez que las ofertas educativas estatales suponen, no sólo el reconocimiento del derecho de aprender a través de la prestación del servicio educativo, sino también un beneficio social, y es en función de tal beneficio que el Estado puede legítimamente limitarlas o restringirlas, a través de la modificación de los planes de estudio, circunstancia que no altera el derecho de educarse de los habitantes, ya que, respetan la autonomía personal, la promoción del proceso democrático y la igualdad de oportunidades sin discriminaciones, de conformidad con el inc. 19 del art. 75 de la Constitución Nacional, y los demás derechos que la Ley Federal de Educación reconoce expresamente en su art. 43. Las restricciones o limitaciones son constitucionales toda vez que permiten a los individuos materializar el plan de vida por el que hubieran optado al momento de iniciar sus estudios y, en tal sentido, los actores no han acreditado debidamente que el nuevo plan de estudios les impida acceder a las ofertas laborales o educativas superiores que eligieron al momento de iniciar sus estudios… Según el criterio de la Corte, el derecho de aprender que la Constitución ampara no sufre mengua alguna por el hecho de que una razonable reglamentación condicione su disfrute a la observancia de pautas de estudio y de conducta a las que el titular de aquél debe someterse. En conclusión, los planes de estudio que modifican los anteriores con relación al contenido, duración o composición de niveles o ciclos educativos, no suponen, de acuerdo a lo expuesto, una reglamentación arbitraria o irrazonable del derecho constitucional de aprender”.  Así pues, los padres -agentes naturales y primarios de la educación de sus hijos (confr. Ley 24.195)- si bien tienen derecho a elegir el establecimiento que responda a sus convicciones o -como integrantes de la comunidad educativa- pueden participar en las actividades de los institutos, ello no implica, en manera alguna, que esté en sus manos el decidir el proyecto educativo institucional -ámbito propio de la Administración- y, en consecuencia, en el caso no se ha vulnerado el derecho a la educación garantizado por el art. 14 de la Constitución Nacional.  Por lo demás, la queja de los recurrentes parece enderezada a cuestionar la modalidad con que debe dictarse un determinado programa educativo, lo cual no es materia de revisión judicial.


    Bonetto, Rodolfo Antonio y otros c/ Superior Gobierno de la provincia de Córdoba y otro s/ Amparo


    B. 395, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Servicio público. Distribución de gas. Pago de tributos. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L 172, L. XXXV, “Litoral Gas S.A. c/ Municipalidad de Villa Constitución s/ Acción declarativa”.


    Litoral Gas S.A. c/ Municipalidad de San Nicolás de los Arroyos s/ Acción meramente declarativa


    L. 472, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Servidumbres administrativas. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 501; L. XXXV, “Gas Natural BAN S.A. c/ Municipalidad de Campana s/ Acción meramente declarativa”.


    Si bien las cuestiones que se suscitan en torno a la aplicación de normas procesales son ajenas, como regla, a la vía del art. 14 de la Ley 48, el Tribunal puede conocer en aquellos casos cuyas particularidades hacen excepción al principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad.  Como tiene decidido el Tribunal, siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.  Se trata de una "causa" en los términos del art., 116 de la Constitución Nacional, cuando la parte ve afectados sustancialmente sus intereses, puesto que las normas que cuestiona lo alcanzan en forma suficientemente directa y el conflicto ha llegado a una concreción bastante.  Es innegable, asimismo, la existencia de un daño actual para la demandante puesto que se ha visto forzada a pagar el gravamen por los períodos determinados y ha obtenido una resolución del ENARGAS que autoriza su traslado provisorio. Por lo tanto, subsisten las circunstancias de incertidumbre denunciadas.  Por otro lado, afirmar que la decisión definitiva en sede administrativa o bien la sentencia recaída en el juicio de apremio -de limitado marco cognoscitivo y que, por principio, no resuelve el fondo del tenia- conforman óbices a la acción declarativa, ya que despejan la existencia de incertidumbre, resulta contrario a la pacífica jurisprudencia del Tribunal que sostiene que el procedimiento declarativo no excluye necesariamente el cobro compulsivo (uno de cuyos requisitos para la emisión del título ejecutivo, vale destacarlo, es la existencia de resolución determinativa) que el Fisco -local o federal- está habilitado a intentar por las vías procesales que estime pertinentes. Ello, sin perjuicio de remarcar que el conflicto normativo planteado en autos corresponde a la competencia de la justicia federal, ratione materiae, dado el tipo de normas de cuya discusión se trata.  En último término, la demanda declarativa es la que mejor satisface indudables razones de economía procesal vinculadas con la pronta terminación del proceso y, con la claridad de las obligaciones tributarias de una empresa prestataria de servicios públicos. Máxime, cuando la cuestión debatida resulta de puro derecho.  Para concluir, con respecto al fondo del asunto, en la tarea de establecer la correcta interpretación de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar "una declaratoria sobre el punto disputado", según la inteligencia que ella rectamente le otorgue.


    Litoral Gas S.A. c/ Municipalidad de Villa Constitución s/ Acción meramente declarativa


    L. 172, XXXV, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Servidumbres. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Cuestión de derecho común. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En la tarea de establecer la correcta interpretación de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar "una declaratoria sobre el punto disputado” según la inteligencia que ella rectamente les otorgue.  A la luz de tal principio, según ha sostenido el Tribunal, “es indudable la facultad de las provincias de 'darse leyes y ordenanzas de impuestos locales… y en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 (actual 126) de la Constitución Nacional' toda vez que, 'entre los derechos que constituyen la autonomía de las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña'”, y agregó que “es lógico concluir, como lo ha hecho esta Corte desde sus orígenes mismos y de modo reiterado, que 'los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas'”.  Asimismo, la Corte ha remarcado que la jurisdicción nacional -a menos que contenga alguna exención acordada en virtud del art. 75, inc. 18, de la Constitución Nacional es compatible con el ejercicio del poder de policía y de la potestad fiscal por parte de las provincias y de sus municipalidades, ya que es la regla -y no la excepción- la existencia de jurisdicciones compartidas entre el Estado Nacional y los estados locales y añadió, respecto del desarrollo de servicios públicos nacionales que “uno y otro ejercicio (del poder de policía y de la potestad fiscal por parte de las autoridades locales) no deben condicionar de tal modo la prestación del servicio que puedan obstruirlo o perturbarlo, directa o indirectamente (...)” el citado marco jurisprudencial resulta aplicable al servicio público de transporte y distribución de gas natural ya que, según lo dispuesto por el art. 10 de la Ley N° 24.076 y el punto 3 del art. 1° de su reglamentación (Decreto N° 1738/92), tales actividades constituyen un servicio público nacional y, por ende; están sujetas a su jurisdicción en todo el territorio de la República.  Por otro lado, en cuanto al planteo respecto de la interpretación dada por el a quo al art. 22 de la Ley 24.076, en cuanto remite a los arts. 66 y 67 de la Ley N° 17.319, los cuales, a su vez, reenvían a lo dispuesto en los arts. 42, 48 y concordantes del Código de Minería, el recurso extraordinario es formalmente inadmisible, toda vez que se relaciona con la interpretación de normas de derecho común -Código de Minería, incluido en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional- sin que se aprecie arbitrariedad en el decisorio de la Cámara.  Tiene dicho el Tribunal al respecto que la circunstancia de que las leyes federales remitan al régimen de derecho común, no priva a los preceptos que lo integran del carácter de ley común.  Asimismo, no existe arbitrariedad en la sentencia recurrida, en tanto concluye que a la situación de la actora no le es aplicable el régimen del art. 44 y cc. del citado Código de Minería.   En efecto, es menester destacar que el art. 22 de la ley N° 24.076 establece que los transportistas y distribuidores gozarán de los derechos de servidumbre previstos en los arts. 66 y 67 de la ley N° 17.319. Así, los artículos remitidos determinan que los concesionarios tendrán los derechos acordados por ese Código “en los artículos 42 y siguientes, 48 y siguientes y concordantes de ambos, respecto de los inmuebles de propiedad fiscal o particular...”. En tales condiciones, es ostensible, que el reenvío del art. 22 de la ley 24.076 al Código minero debe considerarse realizado a las disposiciones de su art. 48 y cc. -entre ellos el art. 404-, regulatorias de la constitución de servidumbres, y no a los arts. 42, 44 y cc. que se refieren a la adquisición del dominio de bienes de particulares (art. 42) y a la cesión de tierras fiscales del Estado o municipios (art. 44).  Finalmente, con relación al agravio sobre la forma en que el a quo impuso las costas, el recurso interpuesto es formalmente inadmisible.   Tiene reiteradamente dicho el Tribunal que, por tratarse la imposición de costas de una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, es insusceptible de tratamiento por la vía del recurso extraordinario, con excepción de que exista  un supuesto de arbitrariedad, extremo que no se verifica cuando no se advierte que el juzgador se haya apartado de lo dispuesto por las normas procesales que rigen la materia en función del resultado de la causa.


    Gas Natural Ban S.A c/ Municipalidad de Campana (Provincia de Buenos Aires) s/ Acción meramente declarativa


    G. 501, XXXV, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Acciones de filiación. Reconocimiento de hijo extramatrimonial. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Hechos nuevos. Prueba biológica. Prueba de ADN. Prueba de histocompatibilidad. Confirmación de sentencia. 


    Un examen estricto de los términos del recurso, lleva a concluir que no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que no se hace cargo como es debido de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, y no los rebate mediante una crítica prolija como es exigible en la teoría recursiva, máxime en virtud de la excepcionalidad del medio que se intenta. En efecto, los agravios evidencian tan solo discrepancias con fundamentos no federales del decisorio, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, suficientes, al margen de su grado de acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.  En este orden, muchas de las críticas expresadas por el recurrente, no se ajustan a las constancias de la causa, y por otra parte, hallan su respuesta de manera expresa en el resolutorio cuestionado. El decisorio de la Corte provincial, tuvo en cuenta que los tribunales de grado ponderaron las pruebas incorporadas en el primer juicio sobre la relación concubinaria existente entre el demandado y la madre del actor al tiempo de su concepción, circunstancia que consideró corroborante de la separación de hecho de aquella y su marido.  La Corte Provincial, señaló que la presunción de paternidad del marido de la madre consagrada en artículo 243 del Código Civil, tiene carácter relativo y puede ser destruida por prueba contraria. En el caso de autos, el actor fue inscripto como hijo de la madre, sin consignarse el nombre del padre, no obstante declarar la mujer su condición de casada. Este modo de inscripción, no está de acuerdo con la referida presunción legal de paternidad, porque no constituye título de estado del actor en relación al esposo de su madre.  Añadió que la derogación del artículo 255 del Código Civil, y las disposiciones del vigente artículo 253, en concordancia con lo normado por el artículo 258, conllevan la admisión y eficacia de la confesión de la madre tendiente a desvirtuar la presunción de paternidad del esposo, siempre que se encuentre corroborado por otros medios, como acontece en la especie.  Desde otra perspectiva, expresó que el núcleo central de la tesis del recurrente en este punto, fue que el artículo 252 del Código Civil exige como condición del ejercicio de la acción de reclamación de filiación, la impugnación previa o simultánea de una filiación anteriormente establecida, y destacó que esta última no existe en el caso, dado que la madre del actor inscribió a su hijo sin consignar el nombre del padre, emplazándolo en el estado de hijo extramatrimonial. En consecuencia razonó, no resulta lógico ni jurídico, supeditar su reclamación de filiación extramatrimonial a la impugnación de paternidad del marido de la madre, cuando el nexo biológico entre el demandado y el actor ha quedado demostrado en la causa. Ninguno de estos fundamentos, fueron debidamente rebatidos por el recurrente.  En cuanto al agravio referido al efecto de cosa juzgada del pronunciamiento de la misma Cámara, encuentra adecuada respuesta en los argumentos de la Corte Provincial, cuando advierte que, en el primer juicio, la madre participó también con un interés propio jurídicamente relevante y protegido, y que, sea por la causa que fuere que no se integró la litis en aquel proceso con su esposo, lo cierto es que su omisión no puede ser imputada al hoy actor, que ningún interés jurídico tenía, ni tiene actualmente, en accionar judicialmente para desconocer lo que no había admitido quien, supuestamente, sería su padre legal. El a quo juzgó, asimismo, que la primera sentencia de Cámara, no resultaba oponible, desde este enfoque, al entonces menor y hoy actor en este juicio, porque el marido de la madre, no pretendió ni pretende, ni jurídica ni fácticamente ser su padre, ni él pretende ser su hijo, ni ostentó la condición de tal. Nunca hubo filiación establecida con el marido de la madre, y, por tanto, no resulta necesario que se ejerza una acción de impugnación de lo que no existe.  Por las razones expuestas, la Corte provincial consideró que no resultaba admisible la defensa de cosa juzgada esgrimida por la parte demandada, ni se configuraron las sentencias de Cámara como contradictorias, desde que los supuestos fueron diferentes, y no se consolidó la triple identidad  que autorizara la aplicación de aquel instituto procesal.  En relación con el reproche por denegatoria del hecho nuevo, consistente en las conclusiones científicas expuestas y aprobadas en el curso teórico práctico sobre estudio de filiación mediante ADN, organizado por la Facultad de Farmacia y Bioquímica de la Universidad de Buenos Aires, también fue tratado con fundamentos suficientes en la sentencia impugnada, al señalar que el tribunal de alzada había rechazado el pedido de apertura a prueba del supuesto hecho nuevo encontrándose firme la resolución, y habiéndose operado la preclusión impeditiva de la impugnación que se intentaba extemporáneamente por vía casatoria.  Por otra parte, al tiempo de practicarse las pruebas de HLA en el presente juicio, ya se realizaban en el país los estudios mediante el método de ADN y eran ofrecidos como prueba en procesos judiciales, por lo que las conclusiones científicas del curso a las que alude el recurrente, no constituyen un "hecho nuevo", toda vez que el demandado pudo ofrecer oportunamente como contraprueba, el citado estudio de ADN organizado por la Facultad de Farmacia y Bioquímica de la Universidad de Buenos Aires, también fue tratado con fundamentos suficientes en la sentencia impugnada, al señalar que el tribunal de alzada había rechazado el pedido de apertura a prueba del supuesto hecho nuevo encontrándose firme la resolución, y habiéndose operado la preclusión impeditiva de la impugnación que se intentaba extemporáneamente por vía casatoria.  Todavía hoy, se ofrecen indistintamente como prueba, los estudios de histocompatibilidad y los de ADN, y que nuestros tribunales han reconocido que, conforme a los estudios científicos especializados, tanto las pruebas biológicas HLA, como ADN, arrojan un dato de relevante certeza sobre el vínculo de filiación que se discute.  El análisis que precede, no solamente pone en evidencia que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derecho procesal y común, sino que también demuestra que las críticas del apelante, se oponen, meramente a las conclusiones del sentenciador que, exteriorizan fundamentos suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga.


    T., Raúl Manuel c/ R., Manuel s/ Reclamación de estado de hijo extramatrimonial


    T. 289, XXXV, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa, T. 407, L. XXXVI, "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y multa".


    Giacoboni, Elvio Dario s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    G. 376, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Incidente de caducidad. Sentencia arbitraria. Impulso procesal. Impulso de parte. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente resuelto que el remedio excepcional, no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal.  Si bien se cumple en autos con el requisito de sentencia definitiva, ya que la decisión apelada deja firme la sentencia recaída en la causa respecto de los recurrentes, al declarar caduca la tercera instancia abierta con motivo de los recursos extraordinarios locales que interpusieron, el recurso no puede prosperar, porque sin dudas la cuestión resuelta, de indudable naturaleza procesal cuenta con suficiente fundamento.  En efecto, no se advierte la invocada arbitrariedad del fallo en atención a que los recurrentes no han negado la existencia del transcurso del plazo de perención, ni controvertido eficazmente la afirmación de que no se impulsó de modo efectivo el procedimiento que constituye el fundamento esencial de la sentencia. Basta advertir que ante el silencio de la actora frente a la actuación ordenada por el juzgador que impulsaba las actuaciones, y en el que pretenden amparar su inactividad, más allá de configurar un agravio que no le es propio, significó un beneficio para los recurrentes quienes, tampoco con posterioridad realizaron actividad alguna tendiente a que se tuviera caduca dicha incidencia para que se reviviera la instancia, ni efectuaron ninguna petición ordenada a que las actuaciones continuaran con su trámite regular.  Finalmente, la caducidad de la instancia sólo puede impedirse a través de una actividad útil y positiva destinada a llevar el proceso a su destino final, que es la resolución de la cuestión motivo de la apertura de la instancia, y que en este sentido la inactividad prolongada presume la renuncia, que habilita la petición de parte o la decisión oficiosa de su declaración por el órgano jurisdiccional y no puede excusarse la falta de actividad útil que exprese intención de mantener vivo el proceso, acorde al principio dispositivo que rige en el sistema, con la inactividad de su contraparte.


    Gil, Angela E. c/ Brecor S.R.L. y otros s/ Sumario


    G. 698, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Improcedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. F. N° 350, L. XXXVI "Fisco Nacional c/ Sebastián, Maronese e hijos S. A "; y R. H. F. N° 601, L. XXXVI "Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A. ".


    Cabe señalar de inicio que el presente recurso no se dirige contra el fallo del tribunal de alzada que consideró mal concedido el recurso de apelación interpuesto por el actor, sino contra la decisión emanada del Juzgado de Primera instancia del fuero, y en tales condiciones resulta extemporáneo.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Complejo Agroindustrial San Juan S.A.


    F. 125, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La admisión del remedio excepcional con fundamento en la doctrina de arbitrariedad, supone la existencia de una decisión jurisdiccional descalificable como tal, por apartamiento inequívoco de la solución normativa conducente a la solución del litigio, de las constancias comprobadas de la causa o notoria carencia de fundamentos que impliquen una sentencia de naturaleza dogmática con el sólo sustento de la voluntad de los jueces.  Ninguno de los supuestos explicitados e invocados por el recurrente se verifican en el sub-lite, ya que tanto la decisión del tribunal de grado, como la del Superior Tribunal de Justicia Provincial apelado, se apoyan en la circunstancia comprobada de la causa de que el recurrente, al tiempo del accidente que dio lugar a su responsabilidad objetiva por los daños y perjuicios, era el titular registrado del rodado, hecho que no ha sido negado, y asimismo de que este no cumplió con la carga legal de denunciar la venta del automotor con anterioridad al hecho dañoso, modo hábil previsto en términos claros y terminantes por la ley para que se pueda eximir de responsabilidad, con lo cual la decisión se ajusta a la expresa previsión legal vigente de la que el tribunal en principio no se podía apartar.   Aún en el supuesto de concebir que el artículo 27 del decreto ley 6.582, establece una presunción que admite prueba en contrario de la responsabilidad consagrada por el legislador, tampoco se desprende de las constancias de la causa, razón o motivo que demuestre la adopción, con anterioridad al hecho dañoso, de previsión alguna por el apelante que acrediten su intención de cumplir con la manda legal establecida en su beneficio y que hubiera permitido eximirlo de la responsabilidad consagrada por el legislador.  Por lo expuesto los agravios constituyen, una mera discrepancia con la solución adoptada en la sentencia, la que resulta razonablemente acorde a las constancias de la causa y a la norma legal aplicable al caso.


    Pereyra Rodríguez, Gustavo Rodolfo Marcelo y Morel de Pereyra Gloria Rosa c/ Cruz Medardo Idanor y Gilardi Luis Esteban


    P. 129, XXXVI, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Sociedad anónima. Jurisdicción y competencia. Distinta vecindad. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte ha establecido en numerosos antecedentes, que la objeción de competencia debe tener lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal.  Por otro lado ha dicho que las sociedades anónimas tienen su domicilio especial en el lugar donde funcionen sus sucursales, para la ejecución de las obligaciones contraídas por los agentes locales; ni la doctrina que sostiene que el establecimiento de una sucursal puede considerarse como la fijación de un domicilio especial, para aquellos asuntos celebrados en ese lugar.  Por último, también tiene dicho que, si bien según el artículo 9 de la ley 48, la vecindad para los efectos del fuero es individualizada por el establecimiento local en que aparece la sociedad haciendo negocios, sin embargo, ese centro comercial fija aquélla solo para las causas vinculadas a él, por lo que resulta esencial determinar si efectivamente se ha entablado una relación con una sucursal o establecimiento y, de ser así, si ella es local.


    Di Giovambattista, Rubén Antonio c/ Phynx S.R.L. s/ Demanda ordinaria


    D. 100, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Estabilidad del delegado gremial. Indemnización tarifada. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se configura el supuesto de falta de tratamiento de cuestiones conducentes para la solución del caso que la Corte ha considerado como causal de la tacha de arbitrariedad de pronunciamientos judiciales, pues, ha dicho esa Corte, que se viola el principio de congruencia cuando el fallo impugnado omite decidir peticiones, alegaciones o argumentos oportunamente propuestos a la consideración del tribunal y que deben integrar la resolución del litigio.


    Reyna, Enzo c/ Federación Argentina de Empleados de Comercio s/ Despido


    R. 943, XXXVI, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Establecimientos faenadores de ganado. Multa. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón a la recurrente en cuanto sostiene que, al tiempo de expedirse el a quo se había tornado abstracta la cuestión de inconstitucionalidad planteada en la causa sometida a su decisión.  En el expediente que diera origen a la presente causa y, con fecha anterior a la de la sentencia del tribunal a quo, se encuentran acreditados dos pagos, con los que la actora saldó no solamente la multa que le fue impuesta sino, además, las multas relativas a los expedientes N° 35.992196 ex SENASA y N° 37.411/96 ex SENASA.   Por otra parte, el pago se hizo sin formular reparo constitucional alguno y que la única "reserva" que se realizó, se refirió exclusivamente a la posible repetición de lo abonado en el caso de obtener una resolución favorable en sede judicial, actitud que, importa una renuncia o desistimiento tácito de la vía intentada en este aspecto.  Así las cosas, los hechos apuntados habían tornado abstracto el pronunciamiento de la Cámara con relación a la constitucionalidad del solve et repete previsto en el art. 30 de la ley 21.740, toda vez que el gravamen alegado por el demandante sobre el cercenamiento de su acceso a la vía judicial quedó desprovisto de objeto.  Tales condiciones harían también inoficiosa la decisión de la Corte respecto del acierto del fallo recurrido. No obstante ello, la subsistencia del pronunciamiento impugnado causaría a la recurrente un gravamen no justificado, como consecuencia de la sentencia declarativa de inconstitucionalidad, lo que impone dejarla sin efecto.


    Frimca S.A. c/ Resolución 836/97 SAGPYA (Exp 800-000767/97)


    F. 326, XXXV, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El espíritu de la ley 24.432, es propender una disminución general del costo de los procesos judiciales, moderando prudentemente los niveles de retribuciones tanto de los letrados como de los restantes auxiliares. Es decir, se procura reforzar el acceso al servicio de justicia por parte de la población, mediante la modificación de normas que facilitan, en algunos casos, excesos manifiestos en los montos de los honorarios que se regulan a los profesionales que intervienen en los procesos judiciales. Así se desprende del Mensaje del Poder Ejecutivo al Honorable Congreso de la Nación cuando sometió a su consideración el proyecto, y del debate parlamentario, así como del conjunto de disposiciones que conforman esta norma legal, en especial su artículo 13°. En este contexto, no parece razonable suponer que el legislador haya concebido la viabilidad de que el profesional pueda volver contra su propio cliente no condenado en costas, por el saldo de sus honorarios que exceda el límite legal.   Cabe recordar, finalmente, que la Corte ha establecido que la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal, es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico, y sólo estimada viable si su irrazonabilidad es evidente.


    Abdurraman, Martin c/ Transportes Línea 104 S.A. s/ Accidente Ley 9688


    A. 151, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    En casos en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, esa Corte Suprema ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse como “particularmente restrictiva".  La doctrina de las sentencias arbitrarias exige -para el andamiento de la tacha- la existencia de graves falencias e irregularidades en los resolutivos atacados. Estas deficiencias de las sentencias arbitrarias producen una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando por ello -y al no contar con respaldo fáctico o jurídico- la lesión de garantías constitucionales. Sólo concurre el requisito de "relación directa e inmediata" cuando la resolución que deba acordarse dependa, necesariamente, de la interpretación que se asigne a las cláusulas constitucionales.  Tiene dicho esa Corte Suprema que no bastan las meras invocaciones de cuestiones federales formuladas por el recurrente. Así ha decidido que “...Ia sola invocación de preceptos constitucionales...no basta para la viabilidad del recurso extraordinario, si el agravio del apelante se ha fundado directamente en la violación de la ley de derecho común, y sólo indirectamente en el texto constitucional. De otro modo la jurisdicción de la Corte sería ilimitada pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución, aunque esté directa e inmediatamente regido por el derecho común".  Tiene expresado también el Alto Tribunal que tampoco concurre el requisito relativo a la relación directa e inmediata cuando la resolución impugnada tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común o local, o en cuestiones de hecho y prueba que resultan suficientes para la solución integral del caso.  La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso, o una absoluta carencia de fundamentación.


    González Santos, Faustino c/ Empresa Alicura S.A. s/ Accidente de trabajo


    G. 1043, XXXVI, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización. Empleo público. Educación. Asistencia sanitaria. Sanidad escolar. Vacío legal. Aplicación analógica de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que, en la tarea de establecer la inteligencia de las normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de los jueces de la causa y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorga.   Resulta menester recurrir a los principios de leyes análogas, toda vez que la regla de interpretación prevista en el art. 16 del Código Civil excede los límites del ámbito del derecho privado, los trasciende y se proyecta como un principio general, vigente en todo el orden jurídico interno.  El examen de las normas que fijan pautas indemnizatorias por pérdida de empleo, conduce irremediablemente a encontrar una solución razonable y equitativa al problema planteado en el art. 47 de la Ley 22.140 y en su decreto reglamentario n° 2043/80, es decir, en la norma general que regula la relación entre la Administración y sus agentes.  Esta es la solución que mejor se compadece con la doctrina de la Corte que dice que “La estabilidad del empleado público no importa un derecho absoluto o permanente a permanecer en la función sino el derecho a una indemnización equitativa cuando, por razones de su exclusiva incumbencia, el Poder Legislativo decide suprimir un empleo o el Poder Ejecutivo resuelve remover a un empleado, sin culpa de este último”.  Sin embargo, el citado régimen debe ser aplicado analógicamente, atento a la clara redacción que señala que los docentes comprendidos en estatutos especiales, están fuera de su ámbito regulatorio.


    Husen, Mirta Silvia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Cultura y Educación de la Nación s/ Empleo público


    H. 82, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Interdicto de obra nueva. Colegio Público de Abogados. Ejercicio profesional. Abogados. Poder Legislativo de la Ciudad de Buenos Aires. Declaración de inconstitucionalidad. Fundamentación del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte Suprema se refirió al ejercicio de la abogacía en la Capital Federal y señaló que el estatuto organizativo sancionado para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, atribuyó a la legislatura local la facultad de legislar “en materia del ejercicio profesional” y dispuso que “el control de la matrícula y el ejercicio del poder disciplinario de las profesiones liberales, continuará siendo ejercido por los colegios y consejos creados por ley de la Nación hasta que la ciudad legisle sobre el particular”.  Asimismo, sostuvo que el Decreto 240/99 sujeta la aplicación del Decreto 2293/92 a un doble orden de condiciones: la aprobación del "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento" por las legislaturas locales y la derogación expresa de las disposiciones que exigen la inscripción en la matrícula profesional. La ratificación del pacto mencionado tuvo lugar mediante el dictado del Decreto nacional N° 14/94 y de la ley provincial 11.463, mas por el contrario, la derogación legal exigida no se ha llevado a cabo pues se encuentra vigente el art. 18 de la Ley 23.187, por lo que el Tribunal concluyó que el Decreto 2293/92 no puede ser invocado como sustento de la acción intentada, por resultar inaplicable ante la falta de cumplimiento de la citada condición.   Habida cuenta de ello, los argumentos de los apelantes referidos a la constitucionalidad de la norma cuestionada resultan inconducentes, toda vez que su falta de aplicación impide justificar el gravamen que invocan.


    Facio, Sara del Carmen c/ Kirschbaum, Luis s/ Interdicto


    F. 222, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Obras sociales. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Daños y perjuicios. Indemnización. Daño físico. Daño psíquico. Daño moral. Procedencia del recurso. 


    Cabe señalar, en primer término, tratando los agravios, que el referido a que tanto el juez de grado como su Alzada habrían dispuesto la condena al apelante y estimado la indemnización teniendo por fallecida a la paciente, si bien fue ampliamente desarrollado en el recurso extraordinario, apenas si se lo menciona en la queja, sin que haya merecido tratamiento en particular por parte del recurrente, al exponer los fundamentos de este recurso directo. A todo evento, es de observar que este reproche no resiste el menor análisis, desde que no se ajusta a la plenitud del texto de los pronunciamientos impugnados.  Por otro lado, en el caso, debe admitirse la inaplicabilidad de la ley 23.982, pero limitada en su alcance, a los rubros de naturaleza asistencial, tanto para la paciente como para sus familiares. En esta dirección se ha pronunciado la Corte, al confirmar la validez constitucional de la ley de consolidación cuando se la aplica a los capítulos resarcitorios que pueden ser diferidos en el tiempo en cuanto a su cancelación, sin que tal modificación en el modo de cumplimiento de la sentencia importe su desconocimiento sustancial. En cambio admitió su inaplicabilidad, cuando dicha modificación comportaría no solamente una postergación en el ingreso de un bien de naturaleza económica en el patrimonio de la víctima, sino principalmente la frustración de una finalidad esencial del resarcimiento por daños a la integridad psicofísica.  En cuanto a la queja relativa a la improcedencia de la indemnización por daño moral a los progenitores y hermanos por no ser damnificados directos, entiendo que no debe prosperar, porque confunde el contenido de la sentencia, toda vez que la misma ha contemplado el daño psíquico y la incapacidad sufridos por cada uno de estos accionantes en forma individual, a consecuencia de la afección de una familiar.


    P., Jorge Oscar y otros c/ Obra Social del Papel Cartón y Químicos y otros


    P. 105, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Quiebra. Entidades financieras. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 94 L. XXXV, de fecha 8 de marzo de 2000.


    El recurso resulta procedente toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia que cabe acordar a normas de naturaleza federal -como la Ley de Entidades Financieras- y porque se ha invocado la violación de la garantía constitucional de la defensa en juicio con estrecha relación al alcance asignado tanto a normas de derecho común contenidas en la Ley de Concursos.


    Banco Integrado Departamental –Quiebra - Cuerpo de fotocopias (Expte. 146/96) s/ Queja por denegación del Recurso de inconstitucionalidad


    B. 793, XXXVI, 26 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Reembolso de gastos. Bienes muebles. Concesión comercial. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos.  Es asimismo un concepto jurisprudencial desde antiguo consagrado por la Corte, que revisten carácter de definitivas, no sólo las sentencias que ponen fin al pleito e impiden su continuación, sino también las que acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante de volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción.  Así, ninguna de las excepciones a la regla de definitividad de la sentencia se presenta en el sub lite, toda vez que el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, que desestimó el planteo de incompetencia formulado por la demandada, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal pues, por el contrario, sostiene su propia competencia, ya que, según lo tiene decidido la Corte, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional y, por otro lado, tampoco coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado.  Asimismo, corresponde hacer notar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta la recurrente al pretender conculcado el plexo normativo que surge del art. 129 de la Carta Magna.


    Parques Interama S.A. s/ Quiebra, Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 107, XXXVI, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no es la vía apta a los fines de discutir el alcance que los jueces otorgan a las cuestiones de hecho, prueba o normas de derecho común y procesal para resolver las situaciones planteadas en la causa. De igual manera, tampoco conforma una tercera instancia recursiva de las decisiones judiciales, y sólo resulta admisible en aquellos supuestos donde medie una decisión de naturaleza arbitraria, por carecer de fundamentos normativos, incurrir en notorio apartamiento de la previsión legal aplicable al caso o ignorar las constancias de la causa.  La decisión en recurso no carece de fundamentación, ni se ha demostrado, que se aparte de manera flagrante de la normativa legal aplicable, ya que tras expresar cuales han sido las actuaciones producidas en autos por los profesionales, señala que no constituyen un trámite de ejecución, es decir aquel que se lleva a cabo cuando el obligado no cumple voluntariamente con la sentencia. Y en tal sentido argumentó que no lo era el acto de practicar la liquidación del capital de condena no determinado, lo cual, en principio, aparece ajustado a los términos y alcances de los artículos 499, 502 y 504 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Tampoco aparece como carente de fundamentos normativos la afirmación de que los trámites administrativos que prevé la ley 23.982 tampoco constituyen actos procésales de ejecución de sentencia, máxime cuando dicha sentencia, a los fines de la aplicación de la ley citada, tiene carácter declarativo y por tanto no es susceptible de ejecución en los términos y alcances del Código Ritual. Por lo expuesto, la presente queja debe ser desestimada.


    Sotelo, Jorge Osvaldo y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    S. 968, XXXV, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción cuando lo decidido no responde a un fundamento acorde con la seriedad y extensión de las articulaciones de las partes.  De este modo, la cifra concedida por el tribunal de Alzada carece de correspondencia con la realidad económica del litigio, de modo que, en el aspecto de que se trata, la sentencia satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a los hechos concretos de la causa, particularidad que impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    No.Ru.Zi. S.A. c/ S.I.R. Sociedad Anónima s/ Cobro de pesos


    N. 80, XXXV, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Responsabilidad civil. Mala praxis. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Prueba pericial. Relación de causalidad. Procedencia del recurso. 


    Respecto a la responsabilidad civil que el resolutorio recurrido endilga al Hospital por incumplimiento de contrato y mala praxis médica, es menester referirse a su denunciada arbitrariedad, de acuerdo a las pautas que de aquella doctrina ha establecido la jurisprudencia de esa Corte. La doctrina de las sentencias arbitrarias exige, para el andamiento de la tacha, la existencia de graves falencias e irregularidades en los fallos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando por ello la lesión de derechos y garantías constitucionales, tales como la propiedad y el debido proceso.  Los agravios de la apelante suscitan cuestión federal para su examen en la vía elegida, pues no obstante referirse a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas al remedio del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no configura óbice decisivo cuando, como en el caso, la sentencia impugnada no cumple con el requisito de debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales, y sólo satisface en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada de las normas vigentes con particular aplicación a las circunstancias del proceso.  Ambos informes periciales son coincidentes en que no hubo imprudencia, negligencia ni impericia profesional en el tratamiento dispensado a la señora, que existió información suficiente y el consentimiento de ésta para llevar a cabo la litotricia, que el caso estuvo bien incluido en el protocolo, y que no existió mala praxis sino el fracaso posible de la terapéutica propuesta.  Desde el punto de vista técnico la paciente fue bien seleccionada, tratada y controlada, e incluso luego del tercer intento es el mismo equipo que sugiere el tratamiento quirúrgico lo que demuestra que no existe prosecución con fines comerciales o poco científicos.  En cuanto a la afirmación del Tribunal apelado respecto a que "... en los únicos supuestos en que resulta exigible al médico un determinado resultado es a través de situaciones provenientes de la autonomía de la voluntad, por ejemplo: cuando hay una promesa de curación así sea en forma explícita o implícita"; así, los peritos médicos, tanto el designado de oficio como los integrantes del Cuerpo Médico Forense, consignaron en sus informes que la paciente fue bien elegida, que el tratamiento era el adecuado, que fue correctamente informado y contó con el respectivo asentimiento, y que no existió imprudencia, negligencia ni impericia profesional, esto es, descartaron la mala praxis médica. De tal manera, y de acuerdo también con las peritaciones, el fracaso de la litotricia en relación a la actora se debió a las particulares características de la paciente, que no los eliminó, como ocurre en la mayoría de los casos tratados. Lamentablemente, su caso debe encuadrarse en el porcentaje que el mismo prospecto anticipa como de resultado negativo: entre el 3 y el 5 por ciento.  Tiene dicho la Corte que, tratándose de responsabilidad médica, para que proceda el resarcimiento de los perjuicios sufridos, debe acreditarse la relación de causalidad entre el obrar culposo del profesional y el daño causado. No habiendo sido acreditada en el sub lite aquella relación entre la conducta médica de los profesionales actuantes y la falta de resultado del tratamiento de litotricia que se aplicó a la actora, el fallo apelado se basa en afirmaciones dogmáticas, resulta de fundamento sólo aparente, y no encuentra respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa.  Es por lo expresado, y siendo manifiesta la relación directa e inmediata que existe entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, se deberá declarar procedente la vía extraordinaria, mandar se deje sin efecto la sentencia apelada en lo que ha sido objeto del recurso.


    B. D. G., O. L. c/ H. F. (A. F. F. y de B.)


    B. 607, XXXVII, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones pertinentes a la regulación de honorarios e imposición de costas en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, así como que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia. Sin embargo también tiene dicho la Corte, que existe cuestión federal, si la decisión no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.  En tal sentido, la Corte también ha sostenido que aunque los agravios dirigidos contra la regulación de honorarios se refieran al examen de materias de naturaleza procesal, ello no constituye óbice para invalidar lo resuelto cuanto los tribunales de la causa han excedido el límite de su competencia decisoria, con menoscabo de garantías reconocidas por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  En consecuencia, que la sentencia recurrida vulnera en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que asisten al recurrente, por lo que debe descalificarse la regulación que fijó los honorarios en valores inferiores al mínimo de la escala legal aplicable, omitiendo la ponderación de la totalidad de los trabajos realizados por los recurrentes, conforme lo advirtió la Alzada al conceder, el remedio de excepción interpuesto.


    Lujan de Calderelli, Mónica Beatriz y otros c/ Estado nacional - Ministerio de Defensa s / Responsabilidad extracontractual del Estado


    L. 370, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Se regularon honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Estela Diana Bohbouth (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Base regulatoria. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Ha expresado reiteradamente la Corte que, las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases consideradas a tal fin, así como la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son  materia extraña a la vía del art. 14 de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, cuando se omita la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, pues el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial o cuando la resolución respectiva utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre articulaciones serias y conducentes para la decisión.  Concurren estas circunstancias excepcionales en el sub lite, que tornan aplicable al caso la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que el a quo, después de mencionar y enumerar los distintos precedentes de la Corte Suprema relacionados con la determinación de bases regulatorias, ante la ausencia de una previsión específica en la normativa arancelaria para supuestos de rechazo de demanda, se limita a decidir que el criterio del sentenciante de primera instancia se exhibe como adecuado.  En efecto, el tribunal al confirmar, como cuantificación económica, a la pericial contable, omite la consideración de importantes fundamentos plasmados en la causa, y que, además, el peritaje no fue motivo desencadenante del rechazo de la demanda sino que, la sentencia prescindió totalmente de considerarlo.  A su turno, el sentenciante omitió estudiar las observaciones formuladas a dicho peritaje y tampoco trató las impugnaciones, en el entendimiento de que el rechazo de la demanda estribaba en otros motivos. Empero, mal puede entonces considerarlo, sin análisis alguno de las cifras allí barajadas, como monto posible de condena a los fines regulatorios.  Los antedichos extremos, acuerdan suficiente sustento para que el informe pericial no sea considerado como monto del juicio a los fines regulatorios en los términos que surgen del art. 19 de la ley de Aranceles. Es decir que, las pautas que la Alzada manifestó ponderar resultan insuficientes como sustento de su resolución y no son bastantes como para rechazar el planteo de la actora respecto de la irrazonabilidad de la base económica empleada.   Asimismo, la fijación de dicho monto, en tanto incluye actualizaciones e intereses en sus cálculos, se aparta injustificadamente, tanto de lo normado por la Ley de Convertibilidad, como de los precedentes de Ia Corte Suprema respecto de la no integración, a los fines regulatorios, de intereses al monto del juicio, dada su naturaleza accesoria respecto del capital, así como su carácter esencialmente indemnizatorio de la privación temporaria de éste.  En otro orden, el fallo carece del debido rigor de fundamentación, toda vez que, por un lado, destaca lo exorbitante e inusual del monto que arroja el trabajo pericial y, por otro, hace hincapié en su exagerada magnitud para justificar la inaplicabilidad de las pautas aritméticas de la ley arancelaria, razón suficiente para entender pasible al fallo de la tacha de arbitrariedad y, por ende, para descalificarlo como tal.


    Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional - Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y Banco Central de la República Argentina s/ Juicio de conocimiento.


    B. 252, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. 


    Incidente de regulación de honorarios de María A. Villa


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Incidente de regulación de honorarios de Susana M. Fij


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Margarita Wyllemyns (idioma holandés).


    S. 143, XXXIV, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Cristina Rita Forconi (idioma italiano)


    S. 143, XXIV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Nélida del Carmen Páez (idioma inglés).


    S. 143, XXIV, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen

  


  
    Traducción de documentos

  


  
    Exhortos. Regulación de honorarios. 


    Acreditada la inexistencia de aportes pendientes por parte de la presentante, sin perjuicio de considerar las nomas emergentes del decreto 2284/91, y atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea encomendada, y conforme las pautas del cuadro de aranceles, resulta adecuado estimar los honorarios de la profesional en la suma de cincuenta y cinco pesos ($55).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Andrea María Almeida (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    La estimación propuesta por la interesada resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Andrea Jimena Alvarez (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo IX


      Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo



    Puertos. Reintegros y reembolsos a la exportación. Discriminación. Intervención de terceros. Terceros interesados. Declaración de inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Ley federal. Partes del proceso. Legitimación procesal. división de poderes. 


    Razones de economía procesal.


    Es conveniente tratar, en primer lugar y de manera conjunta, por razones de economía procesal, lo referido al recurso extraordinario y al de hecho de la causa que corre por cuerda M. 62, L. XXXVI.  En tal sentido, ambos remedios resultan formalmente admisibles, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha declarado la inconstitucionalidad de las leyes citadas, en contra de la tesitura sostenida por la recurrente y del derecho que en ella ampara. Además, corresponde examinar, en forma conjunta, las impugnaciones traídas a conocimiento del Tribunal, ya que las referidas a la alegada arbitrariedad en que habría incurrido el a quo y las atinentes a la interpretación de la cuestión federal son dos aspectos que guardan entre sí estrecha conexidad.  Sin perjuicio de lo expresado, desde el momento en que uno de los agravios de los recursos está enderezado a cuestionar la legitimación de la actora, un orden jurídicamente lógico impone examinar dicha circunstancia en forma previa, puesto que, de carecer de tal requisito común, se estaría ante la inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia", en los términos del art. 116 de la Carta Magna, que tornaría imposible la intervención de la Justicia.  En este orden, la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos.  Así, el Tribunal negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los poderes Legislativo y Ejecutivo; ello es así pues el fin y las consecuencias del control encomendado a la Justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa suponen que este requisito de la existencia de "caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la división de poderes.  Es por tales motivos que el art. 2° de la ley 27 preceptúa que la Justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. Así lo ha entendido la Corte en su invariable doctrina, según la cual "si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese la limitación derivada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como un pleito o demanda en derecho instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento, la Suprema Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, y podría llegar el caso en que los demás poderes del Estado le quedaran supeditados con mengua de la letra y del espíritu de la Carta Fundamental".  En esta inteligencia de la cuestión, la existencia de un “caso” o “causa” presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. En este orden de ideas, ha expresado la Corte en Fallos 322:528, cons. 9°, que "al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado [por el litigante] y el reclamo que se procura satisfacer", el cual "resulta esencial para garantizar que [aquél] sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal", y, en definitiva, a fin de preservar al Poder Judicial de la sobrejudicialización de los procesos de gobierno. En síntesis, la "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa" o "substancial", esto es, que posean "concreción e inmediatez" bastante para poder procurar dicho proceso. También lo ha sostenido la Corte que, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca.  En conclusión, el principio indicado requiere una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admita remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo, entendida como diferente de una opinión que advierta cuál sería la norma en un estado de hecho hipotético, este principio fue reiterado por el Tribunal en Fallos: 316:1713 y 320:1556 y 2851, así como en dictámenes de esta Procuración General en las causas C. 782, L. XXXV, "Carbone, Miguel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Acción de amparo" y "Casime".  En este orden de ideas, esta carencia de legitimación en quien demanda puede aparecer en forma manifiesta al momento de realizar su presentación ante la Justicia; o bien, esta falta de standing puede no ser manifiesta sino permanecer oculta o disimulada durante el trámite de la causa o requerir algún tipo de investigación pero hacerse ostensible recién al momento de dictar la sentencia. En este último caso, debe ser resuelta igualmente de manera previa, ya que su ausencia imposibilitaría el ejercicio de la jurisdicción sobre el fondo del asunto discutido, so riesgo de realizar un pronunciamiento en abstracto.  Así, la doctrina tiene dicho que la falta de legitimación "sólo puede resolverse como artículo de previo y especial pronunciamiento en el supuesto de que la ausencia de legitimación aparezca en forma manifiesta" y agrega que la decisión al respecto "no constituye obstáculo para que el juez, en la sentencia definitiva, y valorando los elementos de juicio aportados durante el transcurso del proceso, se pronuncie acerca de la existencia o inexistencia de legitimación".  Sobre la base de tales criterios, en su aplicación al sub lite, si bien es cierto que la actora pudo lucir, al tiempo de interponer la demanda, una posición que, prima facie, no le privaba de legitimación para esgrimir la pretensión que dedujo frente al Estado Nacional, al momento de decidir, y con los elementos aportados por ella en estos autos, resulta claro que no posee legitimación procesal para perseguir el objetivo reclamado en su demanda, por no haber demostrado tener un interés concreto en el dictado de un pronunciamiento judicial que la beneficie, que remueva el obstáculo al que atribuye la lesión de los derechos invocados. Al respecto, es doctrina de la Corte que el ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio, de orden personal, particularizado, concreto y además, susceptible de tratamiento judicial, recaudos que han de ser examinados con particular rigor cuando se pretende debatir la constitucionalidad de un acto celebrado por alguno de los otros poderes del Estado.  Sin embargo, no se observa qué el efectivo acaecimiento del daño alegado haya sido demostrado fehacientemente, como era menester, ni tampoco que el a quo haya reparado, siquiera mínimamente en él o que lo hubiera tenido por acreditado al dictar la sentencia definitiva, donde, lacónicamente, se expresó, sin respaldo probatorio contundente, que las normas impugnadas perjudican al puerto de Bahía Blanca al otorgar los reembolsos mencionados, teniendo así, infundadamente, acreditado el interés de la actora. No hay, acreditación cabal e indubitable del daño que alegó.  Y, aun cuando se prescindiera de la prueba del perjuicio concreto alegado, tampoco se ha demostrado, ni siquiera con base en indicios, la preceptiva relación de causa a efecto entre ese supuesto daño y las leyes impugnadas, es decir, que el menoscabo patrimonial que alega experimentar sea causado única, necesaria y sin lugar a dudas, por el dictado de tales normas, a las cuales atribuyó, con carácter exclusivo, la distorsión en el mercado del transporte marítimo, en una suerte de monocausalismo dogmático. Debió haber probado, que la suspensión de las normas impugnadas haría que volviera a Bahía Blanca la oferta dé cargas generales que necesita. Máxime, cuando afirmó tajantemente que no habría otra forma de evitar el daño que no fuera mediante la eliminación de los reembolsos que recibe, indiscriminadamente, toda mercancía exportada por los puertos ubicados al sur del río Colorado.  Así las cosas en autos, la ocurrencia de buques de cargas generales a puertos patagónicos, puede ser la consecuencia de una pléyade de causas o concausas cuyo conocimiento escapa al común y también a la Justicia en este expediente y que debería haber sido demostrada indubitablemente por la actora.   No parece que sea bastante para afirmar el vínculo de causa-efecto mencionado la solitaria constancia, proveniente del consorcio de gestión del puerto de Bahía Blanca, no sólo porque las afirmaciones allí vertidas no cuentan con apoyo alguno en constancias, registros o estudios sino que, además, provienen de una entidad que tendría interés en esta causa pues se vería beneficiada si el resultado del proceso fuese favorable a la actora.   En tales condiciones, no podría reconocerse a la actora una posición suficiente para pretender el objeto aquí demandado pues, de lo contrario, toda otra persona que alegase o experimentara un daño, cualquiera que fuera éste, estaría en similares condiciones para demandar, aun cuando no demostrara que el perjuicio sufrido es consecuencia del dictado de las normas cuya validez cuestiona, lo cual desembocaría, irremisiblemente, en una suerte de acción popular o abstracta de inconstitucionalidad, sistema de control de normas excluido de la esfera judicial federal.  Por otra parte, toda duda que pudiera caber de que ésta era la tesitura del planteamiento original de la actora, se desvanece al apreciar sus dichos y, en especial, en su escrito donde expresamente manifiesta estar desarrollando una acción de clase, al amparo del art. 43 de la Constitución Nacional.  Al respecto, ha expresado el Tribunal en Fallos: 321: 1252, cons. 25, que admitir la legitimación en un grado que la identifique con el generalizado interés de todos los ciudadanos en el ejercicio de los poderes de gobierno, deformaría las atribuciones del Poder Judicial en sus relaciones con el Ejecutivo y con la Legislatura y lo expondría a la imputación de ejercer el gobierno por medio de medidas cautelares. Y agregó que la protección de los contribuyentes o de los ciudadanos, dada su base potencialmente amplia es, precisamente, el tipo de influencia que en una democracia debe ser utilizada ante las ramas del gobierno destinadas a ser sensibles frente a la actitud de la población, modalidad de naturaleza política a la que es ajeno el Poder Judicial.  El Tribunal ha sostenido que, cuando el ejercicio de los poderes políticos afectó esas garantías y sin que esa protección haya implicado ejercer, por sí mismo, las facultades de otro poder, situación que, no guarda relación con la examinada en este dictamen.   Arribados a este punto, se torna inoficioso examinar los demás agravios esgrimidos en los recursos analizados, como asimismo los recursos extraordinarios deducidos por el Estado Nacional y el interpuesto por la Federación Lanera Argentina y Mario Abdala e Hijos S.A. pues, con lo hasta aquí dicho basta para revocar el decisorio apelado.


    Mosquera, Lucrecia Rosa c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía- s/ Acción meramente declarativa


    M. 59, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Accion meramente declarativa


  


  
    Remisión al dictamen de la causa M. 59, L. XXXVI, "Mosquera, Lucrecia Rosa c/ Estado Nacional (Mrio. Economía) s/ Acción meramente declarativa - sumarísimo".


    Mosquera, Lucrecia Rosa c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - s/ Acción meramente declarativa


    M. 62, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Tasas. Aprovechamiento de aguas. Concesión administrativa. Interpretación de la ley. Ley provincial. Servicios eléctricos. División de poderes. Distribución de competencias. Admisibilidad del recurso. 


    Toda vez que, la cuestión en debate no tiene un mero carácter consultivo ni importa una indagación especulativa sino que, responde a un caso que busca precaver los efectos de un acto en ciernes como resulta ser la intimación de pago de la tasa de uso del agua por parte de la Dirección Provincial de Rentas de la provincia, la vía intentada es procedente, conforme con el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y de la reiterada doctrina de la Corte.  De la forma en que ha quedado planteada la litis, se desprende que el thema decidendum estriba en determinar si la Provincia demandada puede o no gravar, en virtud de la Ley provincial de Riego N° 731, con la tasa de uso del agua, a la empresa concesionaria, a la luz de las normas regulatorias del servicio federal de energía eléctrica y del contrato de concesión.  Ha sostenido reiteradamente la Corte, que las provincias conservan los poderes necesarios para el cumplimiento de sus fines, entre los que se encuentran las facultades impositivas que conduzcan al logro de su bienestar y desarrollo, pudiendo escoger los objetos imponibles y la determinación de los medios para distribuirlos de la manera y con el alcance que les parezca más conveniente, siempre que con tales atribuciones no sobrepasen los límites consagrados en la Constitución Nacional.  Con respecto a la generación, transporte y distribución de la energía eléctrica, sostuvo el Alto Tribunal que una arraigada doctrina inscribía a la actividad en el marco de regulación federal incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del art. 75, inc. 13 de la Constitución Nacional y que, fueron dictadas las Leyes Nros 15.336 y 24.065.  En el mismo orden, al expedirse sobre los alcances del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, con relación al régimen de la energía eléctrica, sostuvo que: "Existen materias de claro contenido federal sobre las que se elimina toda pretensión tributaria local…", y aseveró que el mencionado Pacto integra, junto con las leyes 15.336 y 24.065, el régimen federal de la energía.  En lo relativo al cuestionado art. 12 de la ley 15.336, es norma vigente en nuestro ordenamiento, sin que pueda considerarse derogado por la Ley N° 22.016. Así lo ha entendido la Corte Suprema en reiterados precedentes, entre los que puede mencionarse el de Fallos: 322:2598 donde, con cita del pronunciamiento de Fallos: 320:162, dijo que el art. 1° de la ley 22.016 fija una política impositiva clara, dirigida a un conjunto específico de sujetos, por lo que constituye un ordenamiento de carácter subjetivo que apunta a cierta categoría de personas jurídicas en el que no gravita la actividad desarrollada, aspecto sí considerado por el art. 12 de la ley 15.336, que atiende a la naturaleza objetiva de las materias de la industria eléctrica comprensivas de todo lo vinculado a la generación, transformación, transmisión y distribución de la electricidad, con prescindencia de los sujetos autorizados para explotarla.  En este mismo sentido, tiene dicho esta Procuración General en el dictamen de la causa C. 30, L. XXXV, "Compañía de Transportes de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción meramente declarativa", Por otra parte, si bien la demandada, en forma subsidiaria, cuestiona la constitucionalidad de este precepto, la escueta y genérica alegación de inconstitucionalidad que articula no basta para que la Corte ejerza la atribución que reiteradamente se ha calificado como la más delicada de la funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y acto de suma gravedad que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, máxime si se toma en cuenta que el interesado en tal declaración debe demostrar claramente de qué manera la norma en crisis contraría la Carta Magna.  Sobre el fondo del asunto, la Nación a través de las leyes que dicta para establecer el marco regulatorio federal de la energía eléctrica, ha hecho uso de sus facultades constitucionales para encauzar las potestades tributarias locales, reafirmandolas para establecer tributos tales como contribuciones de mejoras por obras realizadas que benefician al contribuyente, como retributivas de servicios efectivamente prestados.  En el sub examine, la gabela pretendida no reúne las condiciones necesarias para considerarla excluida del ámbito de la exención impositiva. En efecto no se trata de una tasa que retribuya un servicio prestado, ni de una contribución de mejoras que se destine a reembolsar gastos originados en mejoras o construcciones que haya realizado sino que, como lo define la propia ley provincial, se trata de un "impuesto" al uso de un bien de dominio público. En rigor, se trataría de un canon, entendido como aquella obligación que pesa sobre los que obtienen una concesión para usar un bien del dominio público.  La generación de energía hidroeléctrica se halla exenta del tributo en crisis, debido a que su aplicación no sólo dificultaría o restringiría su libre producción sino que, además, otra inteligencia lesionaría la primacía que ostenta la normativa federal por sobre la provincial.  Además, la previsión contenida en la misma Ley provincial de Riego, que es aplicable al sub judice en tanto y en cuanto supeditó la sujeción de las concesiones por ella reconocidas, exclusivamente a sus normas, salvo que se opusieren a leyes generales de la Nación.  Por otro lado, la actora deberá tributar todo otro tipo de gravamen, sea nacional o local, cuyo hecho imponible realice y del cual no se encuentre específicamente exenta, sin que pueda entenderse que, del beneficio que aquí corresponda, resulte que su actividad comercial no se halle alcanzada por otras imposiciones.   Si bien, es cierto que existe una diferencia de concepto entre la ley provincial y las leyes federales en estudio, en cuanto al objeto específico de su regulación. La primera, remite a la concesión de uso del agua de dominio provincial a particulares, y las segundas, regulan la concesión para la generación de energía hidroeléctrica, de jurisdicción nacional.  En el caso de autos, la concesión de uso del agua sirve de base para la organización de la actividad de interés público y la Administración Provincial se encuentra obligada a reconocerla.  Resultaría írrito a cualquier inteligencia de buena fe del contrato, que éste no comprendiera, conjunta y simultáneamente, el uso del agua para el cual se otorgó la concesión de generación de energía hidroeléctrica. Ambas concesiones, en tanto se centren en la generación de energía hidroeléctrica como actividad de jurisdicción nacional, son indivisibles y sujetas, por ende, a la solución enmarcada en la norma federal.  En este orden de ideas, la interpretación de la demandada sobre el cobro de la gabela implica una desnaturalización de dichas normas. Ello es así, toda vez que resultaría impensable la producción de energía hidráulica sin cuenca hidrográfica sobre la cual operar; sin agua que pase por las turbinas y demás dispositivos mecánicos para generar energía.  Debe tenerse en cuenta que la Provincia demandada formó parte y acordó con la Nación la concesión de la actividad generadora; que no sólo suscribió el acta acuerdo a la que obligaba la ley 24.065 para los supuestos en que las presas estuvieran en territorio provincial, sino que también autorizó, al Estado Nacional, a encargarse de la privatización y aprobó expresamente el valor de venta. En este mismo orden, y a los fines de la concesión, cedió el uso eléctrico del agua.  El régimen federal, sin embargo, armoniza con el provincial y, sin perjuicio de haber considerado que la especialidad de la industria eléctrica superó al localismo, dejó en manos de la provincia el control de las normas referidas al manejo de agua y protección ambiental, cuyos marcos se establecieron también en el programa de privatización  Contrariamente a lo postulado por la demandada, la administración de caudales no conlleva, en el sub lite, imposición tributaria, máxime cuando la propia regulación demarca su remisión a normas técnicas y existe una cesión del uso eléctrico de la fuente hídrica.  Aparece nítida la inaplicabilidad, en el sub examen, del poder impositivo provincial respecto del uso del agua para el aprovechamiento hidroeléctrico generado por la empresa, al determinarse que la concesionaria se obliga a no obstaculizar el adecuado ejercicio de potestades provinciales sobre los aprovechamientos y recursos del río ajenos al objeto del contrato.  De esta manera, resulta claro que la Provincia aceptó, tanto que la concesión para generar energía en los complejos hidroeléctricos de mentas implicaba la concesión de uso del agua, como que le era aplicable la normativa federal, salvo respecto de las normas técnicas cuyo control, en lo que respecta a distribución del agua e impacto ambiental, correspondía a la Autoridad de Aplicación provincial.


    Hidroeléctrica Tucumán S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa


    H. 91, XXXIV, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia



    Acción de amparo. Competencia federal.



    Para determinar la competencia se ha de estar de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecué a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  En el sub-lite, la adora no dedujo el recurso directo previsto en el art. 8 de la Ley 21.844, sino que interpuso una acción de amparo con fundamento en el art. 43 de la Constitución Nacional, por considerar que han sido violados sus derechos garantizados en la Ley Fundamental, al no aplicarse el art. 85 del Decreto-ley 253/95.  En consecuencia, por ser de distinta naturaleza jurídica ambos procesos, corresponde a la Justicia Federal, continuar entendiendo en la presente acción de amparo.


    Plus Ultra c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Transporte- s/ Amparo


    COMP. 1635, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a la doctrina de Fallos: 314:848 y doctrina de la causa T. 87, L. XXXIV, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Esteves, Eduardo D.".


    Lizarraga Prisca de la Candelaría c/ Telecom Argentina S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 1789, XXXVII, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Derecho de propiedad. Contribuyentes. Legitimación activa. División de poderes. Distribución de competencias. Partes del proceso. Legitimación procesal. Falta de agravio concreto.



    La apelación extraordinaria deducida es formalmente admisible, toda vez que en el sub judice se ha puesto en tela de juicio la validez de una ley del Congreso de la Nación y la decisión del quo ha sido contraria a su validez y, por otra parte, también se ha involucrado la inteligencia que cabe atribuir a determinadas cláusulas de la Constitución Nacional.  El primer agravio de la recurrente está enderezado a cuestionar la legitimación de la actora, un orden jurídicamente lógico impone examinar dicha circunstancia en forma previa, puesto que, de carecer de tal requisito común, se estaría ante la inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia" en los términos del art. 116 de la Carta Magna, que tornaría imposible la intervención de la Justicia.   Tiene dicho el Ministerio Público en los dictámenes recogidos en Fallos: 306:893 y 322.528 que, desde antiguo la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos.  Así, el Tribunal negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los poderes Legislativo y Ejecutivo; ello es así pues el fin y las consecuencias del control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa requieren que este requisito de la existencia de "caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la división de poderes.  Por tales motivos el art. 2° de la ley 27 preceptúa que la Justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. Así lo ha entendido la Corte en su invariable doctrina, según la cual "si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese la limitación derivada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como un pleito o demanda en derecho instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento, la Suprema Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, y podría llegar el caso en que los demás poderes del Estado le quedaran supeditados con mengua de la letra y del espíritu de la Carta Fundamental".  La existencia de un "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. En este orden de ideas, ha expresado la Corte en Fallos 322:528, cons. 9°, que "al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado [por el litigante] y el reclamo que se procura satisfacer", el cual "resulta esencial para garantizar que aquél sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal", y, en definitiva, a fin de preservar al Poder Judicial de la sobrejudicialización de los procesos de gobierno. En síntesis, la “parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o, que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa" o "substancial", esto es, que posean suficiente concreción e inmediatez para poder procurar dicho proceso.  En el sub judice, la actora invocó estar investida, de acuerdo con sus estatutos, de facultades para representar a sus socios, quienes han sufrido o pueden sufrir, en forma inminente, las consecuencias gravosas de la aplicación de un régimen de apremio fiscal cuya constitucionalidad pone en teja de juicio.   Contrariamente a lo alegado por dicha parte y a lo decidido por el a quo, existe un doble obstáculo para poder considerar que aquella se encuentra legitimada para realizar la petición de autos.  De la lectura de sus estatutos surge el primero de los óbices. Pues, no se deduce de ellos que tenga aptitud para estar en juicio, en representación de sus asociados, por lesión a ciertos derechos patrimoniales propios de cada uno de éstos, sin que antes los interesados así lo soliciten y previa decisión, en tal sentido, de los órganos competentes de la entidad.  En efecto, la alegada facultad de representación no emana de ninguna de las cláusulas internas invocadas por la actora. Sólo el inc. c) del art. 1° menciona la facultad de "ejercer la representación de los socios y propender a la constitución de entidades gremiales", disposición que, es en extremo indeterminada como para fundar la existencia de una facultad tan delicada como la de representación de aquéllos ante la Justicia, en busca de un pronunciamiento que incida en sus respectivas esferas de derechos subjetivos patrimoniales.  Paralelamente, estas normas no pueden sino interpretarse conjuntamente con otras del mismo documento estatutario, que conducen a igual resultado negativo. Si bien el inc. b) del art. 7 regula el derecho de los socios de recibir los servicios de la oficina jurídica del ente, no sólo faltaría en autos la demostración de tal pedido sino que, además, tal solicitud no es hábil, por sí, para suplir la existencia de un instrumento que acredite la representación suficiente para estar en juicio por un derecho que no sea propio.  En este orden de ideas, no puede considerarse que el estatuto de la Cámara de Comercio, Industria y Producción, tal como está redactado actualmente, le otorgue la potestad de estar en juicio por sus asociados, por un reclamo como el articulado en el sub judice.  Por otra parte, el segundo de los obstáculos, está dado por la calidad de los derechos que pretende defender aquí. Si bien ha destacado esta Procuración General que, tras la Reforma Constitucional de 1994, la Carta Magna ha ampliado el espectro de los sujetos legitimados para accionar por la vía del amparo, que tradicionalmente estaba limitada a aquellos que fueran titulares de un derecho subjetivo individual, esta amplitud no se ha dado para la defensa de cualquier derecho, sino sólo en relación a los mecanismos tendientes a proteger ciertos derechos de incidencia colectiva. En efecto, el art. 43 de la Constitución Nacional, en su segundo párrafo, establece que podrán interponer dicha acción "contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propenden a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización".  En la especie, no se trata de un planteamiento vinculado a derechos relativos al medio ambiente, o a la competencia, ni que afecten la relación de usuario o consumidor, ni de ningún otro tipo de derecho subjetivo de incidencia colectiva en general, sino que estamos ante una discusión respecto a derechos patrimoniales puramente individuales, cuyo ejercicio y solicitud de tutela corresponde, en exclusiva, a cada uno de los potenciales afectados y, por lo tanto, fuera del ámbito de la ampliación que ha realizado la citada norma constitucional.  Ha expresado el Tribunal en Fallos: 321: 1252, cons. 25, que admitir la legitimación en un grado que la identifique con el generalizado interés de todos los ciudadanos en el ejercicio de los poderes de gobierno, deformaría las atribuciones del Poder Judicial en sus relaciones con el Ejecutivo y con la Legislatura y lo expondría a la imputación de ejercer el gobierno por medio de medidas cautelares. Y agrego que la protección de los contribuyentes o de los ciudadanos, dada su base potencialmente amplia, es precisamente el tipo de influencia que en una democracia debe ser utilizada ante las ramas del gobierno destinadas a ser sensibles frente a la actitud de la población, modalidad de naturaleza política a la que es ajeno el Poder Judicial. Es claro, que tal supuesto equivaldría a una acción popular, a una defensa abstracta de la legalidad, inadmisible en nuestro ordenamiento federal.  A mayor abundamiento el daño alegado no se demostró ni surge de autos, como es requisito ineludible para que prospere una acción de amparo.  Además, el a quo ha tenido por toda demostración del acaecimiento cierto o inminente del daño ilegítimo alegado la lectura del texto mismo de la norma impugnada, lo cual no sólo implica un enjuiciamiento abstracto de tales normas, sino que implica confundir en un concepto dos cosas diferentes: la pretendida ilicitud o inconstitucionalidad del acto atacado, con el daño o menoscabo que éste causa o puede ocasionar.  Como lo ha dicho la Corte, de la amplitud de sujetos a quienes el art. 43 de la Constitución Nacional les reconoce legitimación procesal para requerir el amparo de ciertos derechos, "no se sigue la automática aptitud para demandar, sin examen de la existencia de cuestión susceptible de instar el ejercicio de la jurisdicción" y que la incorporación de intereses generales o difusos "en nada enerva la exigencia de exponer cómo tales derechos se ven lesionados por un acto ilegítimo". No basta, entonces, con la demostración de la ilicitud del acto atacado sino que también se precisa probar cómo afecta, concretamente, el derecho que se reputa vulnerado.  Una elemental razón de lógica lleva a desechar la asimilación que se pretende trazar entre estas normas y el peligro que representa su puesta en marcha, toda vez que, por una parte, se trata de un proceso de juicio ejecutivo que depende, de que alguien sea deudor del Fisco, ya que de lo contrario, jamás sería enjuiciado. Y, en segundo lugar, que cabe indicar como hipótesis valedera para rechazar dicha asimilación, que bien puede pensarse que se inicie un juicio de tales características, sin que se pongan en juego, por parte del Fisco, las facultades para trabar medidas cautelares, cuya constitucionalidad se discute.  Al no existir prueba cabal sobre la producción del daño ilegítimo o sobre el temor cierto de su acaecimiento inevitable, ni sobre el carácter de deudor moroso de ninguno de los asociados de la actora ni, tampoco, acerca de la existencia de algún acto en ciernes del Fisco Nacional que haga temer la puesta en marcha del mecanismo impugnarlo constitucionalmente, no podría tenerse por habilitada la vía pretendida. Lo hasta aquí dicho, exime de considerar otras cuestiones propuestas en el recurso extraordinario del Fisco Nacional, ya que devienen inoficiosas frente a la solución que se propone.


    Cámara de Comercio Industria y Producción de Resistencia c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    C. 1592, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derecho laboral. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Para determinar la competencia ha de estarse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que, la pretensión del actor, quien invoca su condición de trabajador, consiste en obtener protección respecto de la aplicación a su respecto de la Ley de Reforma Laboral N°25.250 -la cual habría sido promulgada en forma arbitraria e ilegítima por irregularidades en su sanción- norma que lesionaría en forma grave, actual e inminente, sus derechos laborales consagrados en la Constitución Nacional.  En tales condiciones, la materia del pleito resulta propia del Derecho del Trabajo.  Resulta del caso señalar que la Corte, ha sostenido que todos los jueces de cualquier jerarquía, fuero y jurisdicción pueden interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin prejuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas puedan ser objeto de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Susenna, Pedro Jesús c/ Gobierno Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 80, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia contencioso administrativa.



    La cuestión debatida en autos no está ceñida exclusivamente a una relación contractual entre particulares, ni se trata de una mera desavenencia comercial. Por el contrario, se encuentran en tela de juicio, en forma directa, además de la inteligencia del régimen tarifario vigente, normas vinculadas al contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y la empresa.  De ello resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, ya que ellos, pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarcaría el caso.


    Sadeco S.C.A. c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1168, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia.



    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 338, L. XXXVI, “Enrico, Jorge Alberto y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (ex Concejo Deliberante) s/ Inconstitucionalidad”.


    Sequeiro, Miriam Noemi y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 191, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil.



    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal" y sus citas.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Vence De Szlagowsky, María E. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1293, XXXVII, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Inconstitucionalidad. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires.



    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, “Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa Art. 322 del CPCC”.


    Di Vicenzo, Norberto Alfredo y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 826, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Lugar del hecho. Competencia por la materia. Competencia federal.



    Según reiterada doctrina del Tribunal, para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecué a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  Sentado lo anterior, el presente proceso corresponde a la competencia de la Justicia Federal, tanto por el lugar en donde se produjeron los hechos, como por la materia en cuestión. En efecto, el corredor vial concesionado, cuya libre circulación y tránsito se quieren restablecer, es una ruta nacional que une las provincias de Río Negro y de Neuquén y la actora es una empresa que invoca su condición de titular de una concesión de obra pública, otorgada por el Estado Nacional sobre dicha Ruta nacional 22. En consecuencia, en el sub-lite, se encuentra afectada la prestación de un servicio público interprovincial que brinda la titular de una concesión nacional, por lo que existe una interferencia en la satisfacción de un propósito de interés público federal, en un lugar sometido a la jurisdicción del Estado Nacional, lo cual resulta propio de la justicia de excepción con asiento en esa jurisdicción territorial.


    Caminos Del Valle Concesionario S.A. c/ Provincia de Neuquen s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1551, XXXVII, 04 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Juicios contra el estado. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa.



    Cabe aplicar la doctrina del Tribunal que emana del fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, “Rezk Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    En las cuestiones de competencia del art. 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto habilita a la Corte, cuando interviene en instancia originaria, y a los Jueces federales con asiento en las provincias, para declararse Incompetentes en cualquier estado del proceso, se desprende que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4. 10, y 352 de aquel código.


    Hernández, Raúl René y otros c/ Ente Residual - Telefónica de Argentina s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1253, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia



    Acción de amparo. Elecciones. Autonomía provincial. Juez previniente. Competencia provincial. 


    A fin de resolver la cuestión planteada, cabe señalar que, de los términos del escrito de inicio a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia se desprende, que la presente acción de amparo corresponde a la competencia de la justicia provincial.  Si bien los comicios tuvieron por fin la elección de candidatos para cargos nacionales y provinciales de un partido político que actúa como Partido Provincial y de Distrito, circunstancia que daría lugar en la intervención de la Justicia Federal, la vía procesal elegida por los actores –acción de amparo local- determina que esta demanda debe tramitar ante los tribunales de la Provincia, de conformidad con lo que establece el art. 3° de la Ley de Amparo n° 4.297 -ante cualquier juez letrado, sin distinción de fuero o instancia, del lugar en el que el acto tenga, debe o pueda tener efecto- norma que dispone, a su vez, que en este proceso no podrán articularse cuestiones de competencia (art. 17) como lo que se intenta en autos.   Tal conclusión no obsta a que la justicia local constate, si se presentan en el caso los presupuestos que habilitan la procedencia de esta acción, tales como la inexistencia de recursos judiciales que permitan eficazmente obtener la protección del derecho o garantía constitucional, siempre que estas vías no provoquen un gravamen irreparable al afectado, o la eventual invalidez requiriese de una mayor amplitud de debate o de prueba.   Habida cuenta de lo expuesto y, teniendo presente que estimar lo contrario importaría conculcar la facultad de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, esto es, no respetar su autonomía consagrada en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, debe continuar entendiendo en el sub-lite el superior Tribunal de Justicia de la Provincia que previno en la causa y que aceptó su competencia para conocer de ella.


    Maidana, Humberto Mario y otros s/ Acción de amparo


    COMP. 1234, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta



    Cuestión análoga al fallo de la causa T. 421, L. XXXVII, "Tanus, Silvia c/ Gobierno de la Ciuadad de Buenos Aires s/ Amparo".



    B.A. s/ Autorización Judicial


    B. 575, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen

  


  
    Cuestiones de competencia


  


  
    Remisión a lo expuesto en la causa H. 6; L. XXXVII, “Hernández, Leonor c/ Buenos Aires, Provincia de; Municipalidad de San Antonio de Areco y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Paredes Ibarra, Graciela y otro c/ Pérez, Juan Andronico y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 30, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo expuesto en la causa H. 6; L. XXXVII, “Hernández, Leonor c/ Buenos Aires, Provincia de; Municipalidad de San Antonio de Areco y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Pérez, Juan Andronico y otros c/ Lazatti, Carlos Alberto y Otros s/ sumario


    P. 33, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derechos y garantías constitucionales. Tribunales provinciales. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los actos de naturaleza local que emanan de los interventores federales de una provincia, no pierden ese carácter en razón del origen de su investidura, por lo que su impugnación no es de competencia federal.  También, que no basta para hacer surgir el fuero federal, la circunstancia de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados, por la Ley Fundamental, toda vez que, cuando se sostiene que la ley, decreto, etc. son violatorios de las instituciones nacionales y provinciales, debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48.


    Incidente de contienda negativa de competencia en los autos caratulados “Soto, Agustín Fortunato s/ Acción de amparo”


    COMP. 969, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Rendición de cuentas. Tribunal de Cuentas Provincial. Interpretación de la ley. Competencia provincial. Confirmación de sentencia. 


    En principio, las resoluciones en materia de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria pues no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art.14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal. En el sub lite se presenta dicha circunstancia de excepción, por lo que el remedio federal es formalmente admisible y por ende, fue correctamente concedido por el a quo.  La causa no corresponde a la justicia federal de primera instancia, toda vez que la acción de amparo se dirige contra actos emanados de una Provincia y ésta, de conformidad con los arts. 117 y 121 y siguientes de la Constitución Nacional, sólo puede ser demandada ante sus propios jueces o ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, salvo que se tratara de una causa civil, en cuyo caso la Corte ha admitido la posibilidad, a partir de la doctrina sentada en la causa "Flores" de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria a favor de la justicia federal de grado, situación que no se presenta en autos.  Además, el hecho de que los actores invoquen la violación de garantías constitucionales provenientes de autoridades provinciales no torna federal a la materia del pleito, ni sujeta por si solo las causas que de ella surjan al fuero de excepción, ya que el art. 18, segunda parte, de la ley 16.986 limita su aplicación, por los jueces federales de las provincias, a los casos en que el acto impugnado mediante la acción de amparo provenga de una autoridad nacional, circunstancia que no es la del sub judice.  Tampoco procede la competencia originaria de la Corte, en razón de la materia, toda vez que el pleito no versa sobre una cuestión civil ni federal, requisitos exigidos a tal fin por el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24. inc. 12 del decreto-ley 1285/58, sino de Derecho Público local. En efecto, el planteo efectuado por los actores remite esencialmente a la interpretación de sus normas y actos provinciales, ya que se cuestiona la facultad de una autoridad provincial para investigar el accionar de otros organismos, lo cual remite al análisis del art. 159 de la Constitución provincial y de la ley local N° 10.869 y resulta ajeno a la Corte.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, versan sobre su Derecho Público.  Por otra parte, resulta prematuro asignar competencia originaria en el pleito a la Corte ratione personae, por haber sido convocados a intervenir en el pleito organismos nacionales, toda vez que, en primer lugar, tal citación, en los juicios de amparo es de interpretación restrictiva, ya que no está prevista en la ley 16.986 depende de una futura decisión del juez que entienda en el proceso. Y, además, tal competencia podría ser prorrogada por los citados luego de ser convocados, toda vez que, al estar referida a las personas resulta prorrogable. Por otro lado, no se advierte en qué medida la intervención del Tribunal de Cuentas puede afectar los intereses de los órganos nacionales cuya intervención se solicita, dado que no se les atribuye responsabilidad en los hechos.


    Capelli, Rubén José y otro c/ Honorable Tribunal de cuentas s/ Amparo, inconstitucionalidad y medida cautelar


    C. 1098, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Salida a la vía pública. Falta de agravio concreto. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El Tribunal, reiteradamente, ha señalado que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla el de inexistencia de gravamen cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de la Corte.  Desde esa perspectiva, es menester recordar que la Resolución 337/2000 del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha puesto en funcionamiento los Juzgados Contencioso Administrativos y Tributarios de dicho distrito.  En tales condiciones, al encontrarse integrados y en funcionamiento los tribunales que, son los competentes en la materia, la cuestión planteada ha devenido en abstracta en razón de haber desaparecido el gravamen que justifique el pronunciamiento de la Corte.   Por lo expuesto, todo pronunciamiento sobre la cuestión objeto del presente recurso directo se tornaría inoficioso, al no subsistir los presupuestos que le dieron origen, por lo que correspondería declararlo abstracto.


    Tritton S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    T. 151, XXXVI, 14 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Obras sociales. Competencia federal. 


    Aplicación de la doctrina del fallo de la causa Comp. 138, L. XXIV, "Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y ot. s/ Responsabilidad médica".


    Cabe encuadrar la acción en el marco de las causas relativas a la seguridad social a que se refiere la ley 24.655, que creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social. De acuerdo al texto del art. 2° de dicha norma, se otorgó a los magistrados de ese fuero el conocimiento de los procesos relativos a la ejecución de obligaciones contempladas en el art. 24 de la ley 23.660, de obras sociales.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Obra Social Bancaria Argentina s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1088, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. 


    Corresponde de conformidad con el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 determinar si algún otro órgano puede ser reputado superior jerárquico común de los magistrados en conflicto.  Al respecto la Cámara Nacional de Casación Penal ha sido establecida, para examinar por vía de los recursos de casación e inconstitucionalidad y, aún de revisión, las sentencias que dicten, sobre los puntos que hacen a su procedencia, aquellos tribunales, por lo que, debe ser considerada superior común en los términos de la norma citada precedentemente.


    Recurso de queja interpuesto por I., Marcelo y otra


    COMP. 1644, XXXVI, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Remisión del expediente. Competencia de paz. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 


    En el sub lite no se configura una contienda correctamente trabada que deba dirimir el Tribunal, por lo que han de remitirse las actuaciones al Juzgado de Paz provincial, de que a su vez las envíe al Juzgado provincial que estime corresponder, ello sin perjuicio de dejar establecido, a todo evento, que no compete a la Corte Suprema de Justicia de la Nación dilucidar controversias entre magistrados locales.  Por ello, no corresponde que la Corte tome intervención en la cuestión, con el alcance que indico en el párrafo que antecede.


    Banco de la Nación Argentina c/ Barberis, Roberto y otro s/ Cobro de Pesos


    COMP. 650, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    El incidente remitido carece de la resolución de uno de los magistrados, por lo que se devuelven las actuaciones a la Corte a efectos que disponga lo necesario para suplir tal deficiencia, en atención a que tal elemento resulta indispensable para el correcto planteo de una cuestión de competencia y para emitir opinión al respecto. 


    P. de G., María Eugenia e hijos s/ Desbaratamiento de derechos


    COMP. 658, XXXVII, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Emergencia económica


    Medidas cautelares. 


    En primer término resulta necesario examinar la admisibilidad formal de la presentación efectuada por el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, con sustento en el art. 195 bis del Código Ritual.  Debe tenerse presente que dicha entidad financiera no es parte en el proceso en que se dictó la medida cautelar que la afecta, toda vez que allí se demandó al Estado Nacional por la inconstitucionalidad del Decreto de necesidad y urgencia n° 1570/01, dictado por el Poder Ejecutivo Nacional y que alcanza a todas las entidades sujetas a la Superintendencia de Entidades Financieras y Bancarias del Banco Central de la República Argentina, entre las cuales, se encuentra el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, con independencia de su carácter estatal. En efecto, no es parte en dichas actuaciones y, desde esta perspectiva, se trata de un tercero que debe cumplir un mandato judicial, y el que estaría legitimado para recurrir por la vía intentada sería, en todo caso, el Estado Nacional, que se vería afectado en el ejercicio de su competencia.  En tales condiciones, aquella norma no le otorga fundamento a su pretensión, no obstante su carácter de ente estatal. Máxime cuando, por su intermedio, se requiere una declaración genérica sobre la improcedencia de determinadas vías procesales.  Ello es así, porque la mencionada disposición legal, habilita a las entidades estatales a ocurrir directamente ante el Tribunal cuando se dicten medidas cautelares que, en forma directa o Indirecta, afecten, obstaculicen, comprometan o perturben el desenvolvimiento de sus actividades esenciales, pero siempre, que el presentante sea parte en el proceso en el que se adopta dicha decisión, toda vez que los terceros que puedan verse afectados por aquélla, poseen otros medios procesales para hacer valer sus derechos.   Por tanto, la vía intentada no es apta para suscitar la intervención de la Corte, sin que ello importe, un pronunciamiento sobre la validez de la medida cautelar cuestionada.  Sin perjuicio de lo expuesto, cabe poner de manifiesto que, la situación por la que atraviesa la Nación es sumamente grave y no puede ser ignorada. En tales condiciones, la Corte, que tiene a su cargo el ejercicio de una de las funciones del poder estatal que resulta único y, en este sentido, coparticipa en el Gobierno de la Nación, además de ponderar tales circunstancias, a efectos de verificar la existencia de gravedad institucional, puede, sí lo estima pertinente, adoptar las medidas a su alcance, dentro de los cauces previstos en el ordenamiento jurídico.


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Solicita se declare estado de emergencia económica


    B. 1141, XXXVII, 28 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 30, LXXXV, "Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión (TRANSENER S.A.) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Transnoa S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    T. 181, XXXV, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 121, L. XXIX, “Bodegas y viñedos Rubino Hnos. S.A.C.I.F.A. c/ Mendoza, Pcia. de s/ Acción de inconstitucionalidad”, resuelta de conformidad por la Corte Suprema.


    Lucchesi, Ernesto Enrique c/ Mendoza, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    L. 294, XXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Basaldua Ricardo Xavier c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    B. 499, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida.


    Banco de la Nación Argentina c/ Banco Central de la República Argentina s/ Amparo Ley 16.986


    B. 689, XXXVI, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medida.


    Guanuco, Delia Alcira c/ Razón Social Nuestra Señora de Río Blanco


    G. 795, XXXVI, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Provincia de Buenos Aires s/ Levantamiento de medida cautelar


    P. 799, XXXVII, 28 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Terrazas al Mar S.A. s/ Quiebra


    T. 339, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal. Requisitos de admisibilidad. Requisitos Objetivos. Motivos en los que debe apoyarse. Arbitrariedad. 


    Interposición de recurso extraordinario. Delito de privación ilegal de la libertad -artículo 144 bis, inciso 1°, del Código Penal. Frustación al acceso a la doble instancia. Vulneración de las garantías de debido proceso y defensa en juicio. Tratamiento d


    La cuestión federal simple consiste en interpretar si, a la luz del artículo 18 de la Constitución Nacional y del artículo 8 inciso 3° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 75 inciso 22, segundo párrafo de la C. N.), el procesamiento dictado por el órgano superior al juez de instrucción, vulnera las garantías del debido proceso, la defensa en juicio y la doble instancia.  Si bien la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir sentencias equivocadas o que el recurrente estime tales según su criterio, la Corte puede aplicarla en el supuesto en que, se verifica un apartamiento primario de la solución prevista en la ley (artículo 3 del Código Procesal Penal), y una absoluta carencia de fundamentación, a fin de resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso.   Resulta arbitrario para una condena la conclusión de que no pudieron acreditarse los movimientos sospechosos de los detenidos a que alude el imputado, pues lo que debe dilucidarse es si, con las pruebas adquiridas en el proceso, puede emitirse un juicio de certeza sobre que tales movimientos de ninguna manera existieron. Lo contrario deja un resquicio a la duda, tratándose, cuanto mucho, de una hipótesis de probabilidad o de verosimilitud, grados del conocimiento que no logran destruir el estado de inocencia del acusado, con  base en el in dubio pro reo.


    Abraham Jonte, Ronaldo Fabián s/ Recurso de casación- causa n° 1372/99.


    A. 17, XXXVI, 06 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso
extraordinario


    Acción de amparo. Ejecución del contrato. Falta de patrocinio letrado. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Remisión del expediente. 


    La jurisprudencia de la Corte señala: "Si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inútil la resolución pendiente puesto que falta uno de los requisitos indispensables paro la viabilidad del recurso extraordinario. Esto impone que la Corte deba atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión -aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario-".  Por tal motivo, resulta inoficioso cualquier pronunciamiento de la Corte en esta causa, pues la cuestión debatida ha devenido abstracta, toda vez que el señor Defensor Público Oficial de la Defensoría General de la Nación ante el Tribunal, al asumir la representación procesal del actor, desistió del planteo original de litigar sin gastos y, en su lugar, solicitó la nulidad de la resolución que desestimó la acción de amparo por aquella causa y de todas las demás actuaciones posteriores.  En atención a la nueva pretensión procesal esgrimida por la parte, corresponde remitir las actuaciones al Superior Tribunal provincial a fin de que, por intermedio del órgano jurisdiccional correspondiente, se sustancie y resuelva el pedido de nulidad.


    Yudi Abdon s/ Amparo


    Y. 29, XXXV, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene establecido la Corte que la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales provinciales cuando deciden recursos extraordinarios de orden local.  Si bien, en principio, son extrañas a esta instancia federal la revisión de las decisiones vinculadas con los requisitos que deben reunir los recursos ante los tribunales de la causa, tal doctrina admite excepción cuando el pronunciamiento impugnado se sustenta en meras afirmaciones dogmáticas que no se compadecen con los argumentos expuestos por la apelante, ni atiende a los términos de los preceptos cuya aplicación pretende, por lo que la declarada improcedencia de aquéllos puede llegar a generar una indebida restricción del derecho de defensa que le asiste constitucionalmente.  Por lo tanto, resultaba particularmente exigible la consideración por el máximo tribunal local de los agravios relativos a la arbitrariedad en que se habría incurrido en la instancia casatoria, sobre todo cuando aquéllos habían sido invocados en el marco de una acción de amparo, toda vez que por su propia naturaleza, involucra la protección judicial de derechos y garantías consagradas en la Constitución Nacional, por cuyo reconocimiento deben también velar los máximos organismos judiciales de cada provincia.  Este razonamiento se encuentra incluso avalado por el criterio sentado por la Corte respecto de pronunciamientos adoptados por el Tribunal de Casación local acerca de la nulidad de lo actuado en razón de la incompetencia del tribunal en lo criminal interviniente en la acción de amparo interpuesta, al sostener "que las cuestiones de competencia tienden a proteger a los litigantes a fin de asegurar la mayor eficiencia y celeridad de las decisiones judiciales, y si para ello es indispensable remover los obstáculos que puedan encontrar los jueces para desempeñar eficazmente sus funciones, no caben interpretaciones que sólo conducen a atribuir más importancia a los medios que se instrumentan para alcanzar esa finalidad, que a ésta en sí misma..".    En efecto, con ese pretexto, se privó al interesado de la administración de justicia, haciendo prevalecer a los medios -las formas- sobre los fines -la sustancia- conculcándose también el criterio según el cual las formas a que deben ajustarse los procesos han de ser sopesadas en relación con el fin último a que éstos se enderezan, esto es, contribuir a la más efectiva realización del derecho.  Esa defectuosa fundamentación autoriza a descalificar el fallo como acto judicial en la medida que conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por la recurrente, con menoscabo de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Giménez, Letizia del Valle c/ Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires (Unidad Penitenciaria N° 15)


    G. 696, XXXVI, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Sufragio. Detenido. Procedencia del recurso. 


    En esta queja, se cuestiona el art. 3°, inc. d) del Código Electoral Nacional, en cuanto excluye del padrón electoral y, en consecuencia, del derecho a votar a "los detenidos por orden de juez competente mientras no recuperen su libertad", por ser violatorio de la Constitución Nacional (arts. 18 y 37) y de distintos tratados internacionales de rango constitucional (en especial, la Convención Americana sobre Derechos Humanos) y la decisión del a-quo no obstante haber admitido el amparo y declarado la inconstitucionalidad de aquella disposición- fue contraria a la postura del recurrente, pese a que se alegó la arbitrariedad de la sentencia, circunstancia que remite al análisis de normas de carácter federal.  Así, es aplicable al sub lite, la jurisprudencia de la Corte en el sentido que, aun cuando el impugnante afirme que ataca la sentencia que recurre por estimarla arbitraria, si lo realmente impugnado es la inteligencia dada a normas de carácter federal, resulta procedente el recurso extraordinario deducido en ese aspecto.


    Mignone, Emilio F. s/ Promueve acción de amparo


    M. 1491, XXXVI, 24 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A 1141, L.XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Graciani, Ramón s/ Apelación, clausura y multa


    G. 965, XXXVI, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Defectos en la fundamentación normativa. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho que lo atinente a la perención de instancia constituye cuestión fáctica y procesal ajena, por principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias de la causa, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal, que afecta la garantía de la defensa en juicio y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Al respecto, se causa un gravamen irreparable a los efectos del recaudo formal exigido por el artículo 14 de la ley 48, si se atiende a que la decisión pone fin al proceso.  Por otra parte, la decisión del tribunal incurre en arbitrariedad, al ignorar de manera indudable constancias de la causa, e incurrir en deficiencia en la fundamentación normativa, al decidir que no es aplicable al caso la disposición del artículo 313, inciso 3° del Código de Procedimientos; en virtud de ello, imputar la carga procesal del impulso de la causa a la parte actora, importa un exceso ritual manifiesto en la interpretación de tal principio dispositivo.   Finalmente, el instituto de la caducidad debe ser de interpretación restrictiva, en virtud de las consecuencias que se derivan de su aplicación, con directa incidencia en la frustración de derechos y en particular del de defensa en juicio; y si bien en el proceso civil rige plenamente al principio dispositivo, su observancia no puede llevar al punto de exigir a los justiciables ocuparse de vigilar e instar de un modo más allá de lo razonable, la actividad que el legislador ha asignado como exclusiva del órgano judicial, que, por otro lado, impide a las partes solicitar actos útiles, mientras los funcionarios no cumplan con su cometido. Por ello, la caducidad decretada importó una sanción para la actora por causa no imputable a su inactividad o demora, sino al tribunal de la causa, lo que quita sustento fáctico e la decisión apelada, y la torna descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    González, Elma Gladys c/ Clínica Bazterrica S.A.


    G. 721, XXXV, 26 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Colegio de Escribanos. Poder de policía. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La queja de la presentante remite, en lo esencial, al supuesto desconocimiento por la sentencia del poder de policía sobre las profesiones liberales, delegado por la Provincia en el Colegio de Escribanos. No obstante, del examen del planteo de la accionada, acogido finalmente por la Sentenciadora, resulta que no se controvierte, en rigor, la legalidad ni la constitucionalidad del régimen de previsión y acción social para escribanos, sino la decisión de la asamblea del citado Colegio que adoptó como base de cálculo del aporte previsional pautas que no tienen en cuenta los honorarios profesionales efectivamente percibidos, contrariando, en su parecer, lo dispuesto por el decreto 2284/91 ratificado, más tarde, por el artículo 29 de la ley 24.307 en la adhesión de la ley 8622, sin que, como es claro, el reproche haya estado dirigido a cuestionar, en sí mismas, las potestades a ese respecto de la asamblea sino, su puntual y concreto ejercicio, ejercicio, a juicio de la accionada, contrario al decreto desregulatorio convertido en norma provincial por la citada adhesión.  En ese marco, resulta ajustado a los términos del planteo recursivo, el señalamiento de la a que en orden a su deficiente fundamentación e introducción de un debate distinto, falto de evidencia, en lo substancial, a propósito de la afectación de las garantías previstas en los artículos 1, 121 y 125 de la Constitución de la Nación y suscitado entre preceptos de derecho público local, por lo que, procede ciertamente desestimarlo.  Por lo demás, la gravedad institucional que aduce la quejosa, amén de lo señalado en el último párrafo del ítem anterior, carece del serio y puntual desarrollo al que la Corte ha supeditado su acogimiento, extremo al que se añade que dicha doctrina no subsana la formulación tardía de la cuestión federal.


    Colegio de Escribanos de Entre Ríos y otra c/ Schimpf de Folmer, Hilda Beatriz


    C. 420, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 205; L. XXXIV, “Defensor del Pueblo de la Nación c/ Poder Ejecutivo Nacional – Secretaría de Comunicaciones – Resolución 868/98 s/ Amparo Ley 16.986 – Recurso de hecho”.


    Parentella, Irma Fidela - Incidente - c/ Secretaría de Comunicaciones de la Presidencia de la Nación Resolución 868/98


    P. 358, XXXIV, 23 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    El caso ha perdido actualidad al no existir interés presente que sustente la instancia extraordinaria, habiéndose convertido la controversia en una cuestión abstracta, ajena, como tal, a la decisión de la Corte, pudiéndose comprobar tal circunstancia incluso de oficio, con prescindencia de la eventual conformidad de las partes. En efecto, tiene dicho esa Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevivientes a la interposición del recurso extraordinario resultando del ceso que ha desaparecido la razón de ser del remedio de excepción, por haber solucionado las partes el litigio cualquiera sean sus motivaciones a tal efecto. Carece de objeto entonces que la Corte se pronuncie sobre las cuestiones planteadas.


    Escoffier, Daniel Angel c/ Electrotel S.A.


    E. 105, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Denegatoria del recurso. 


    No existe una controversia acerca de la interpretación o alcance de las normas constitucionales, cuando solo se las invoca sin desarrollar ninguna inteligencia específica de ellas que configure, el sostenimiento de una cuestión federal.  Al aseverarse solo determinadas circunstancias sin formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en los que el fallo se apoyó, la apelación federal adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48.


    P., Jaime y otros s/ Defraudación calificada


    P. 797, XXXVI, 15 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia definitva. Sentencia arbitraria. Publicación periodística. Proporción maliciosa de información falsa o inexacta. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la cuestión federal no puede ser invocada después de la sentencia definitiva, este principio general admite excepciones en los supuestos en que la misma surja directamente del fallo apelado y no pudo haber sido prevista y planteada por la parte con anterioridad. Las instancias inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte dictadas en casos similares, en virtud de su condición de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en consecuencia.   Por otro lado, las disposiciones que regulan el recurso de inconstitucionalidad son lo suficientemente flexibles para admitir los agravios por arbitrariedad de sentencias. En efecto, entre las causales para admitir este recurso se contemplan los supuestos de resoluciones que "afectan el derecho de defensa", característica detectable en toda sentencia arbitraria.  Además, no es suficiente que el periodista haya conocido la existencia de la nota que a la parte le resulta injuriosa, ni que autorice su publicación, puesto que tales conductas no colman el dolo que requiere la figura: saber que su contenido es difamante, es decir, que lo que en ella se afirma es falso y está dirigido a mancillar el honor de una persona. Así, si los que piden el resarcimiento son funcionarios o personajes públicos, debe probarse que la información (por hipótesis falsa) fue efectuada a sabiendas de su falsedad o con total despreocupación acerca de tal circunstancia o, cuando se trata de simples particulares que reclaman daños y perjuicios por noticias de carácter difamatorio, la negligencia precipitada o la simple culpa.  La mera inserción en un diario o periódico de una carta abierta firmada por su autor, o una solicitada firmada, sin tomar partido y sin agregarle fuerza de convicción que pudiera emanar de la propia opinión del editor, no basta por sí sola para someter a éste al riesgo de una condena penal o civil, puesto que no se halla en juego el carácter ofensivo de la publicación sino un exceso en los límites máximos que se pueden imponer al editor respecto de las cartas o solicitadas cuya publicación requiere su autor.


    C. P., Pedro y otros s/ Querella por injurias


    C. 1566, XXXVI, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Contaminación ambiental. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Si bien tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del artículo 14 de la Ley 48, sólo debe habilitarse esta vía, cuando media denegatoria del fuero federal, sin perjuicio que la apelación se dirija contra un pronunciamiento que rechaza un recurso local.  Asimismo, la Corte ha señalado reiteradamente que, para la determinación de la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Por otra parte, el criterio para aceptar o excluir el ejercicio de poderes provinciales en lugares sometidos a la jurisdicción federal por interés nacional, es precisamente el de la compatibilidad de tales prerrogativas con dicho interés. Como el ejercicio de una facultad por la provincia en los enclaves de jurisdicción federal incide siempre en éstos, la pauta no es la incidencia sino su compatibilidad con lo “afectado o inherente a esa utilidad nacional” o con “las actividades normales que la utilidad nacional implique”. Por lo que debe concluirse, que si esa facultad provincial no condiciona, menoscaba o impide el interés nacional, es compatible con él.  Asimismo, conforme lo resuelto por la Corte, corresponde reconocer también en las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan. Concluyendo, el respeto de la autonomía de las provincias, requiere que se reserve a los jueces locales las causas en que lo sustancial del litigio verse sobre aspectos propios de la jurisdicción provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender estos pleitos, sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Acevedo, Joaquin Elias y otros c/ Copetro S.A. s/ Daños y Perjuicios.


    A. 35, XXXVI, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Procedencia del recurso. 


    Si bien las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, la Corte ha entendido la salvedad a dicho principio cuando media denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia, o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos.


    D., Sonia y otro s/ Causa N° 197/91


    D. 853, XXXVI, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Defensa en juicio. Beneficio de litigar sin gastos. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -como regla- el otorgamiento del recurso extraordinario, mas ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el art. 18 de la Constitución Nacional.  En el sub lite, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires consideró que el beneficio de litigar sin gastos otorgado a los padres de la recurrente no podía hacerse extensivo a su hija, a pesar de que oportunamente fue impetrado en su nombre, en ejercicio de una representación legal, y a los efectos del presente juicio.  Los agravios de la recurrente suscitan cuestión federal, ya que la interpretación efectuada por el a quo respecto del art. 280 del ordenamiento ritual y del beneficio de litigar sin gastos concedido en autos, evidencia un exceso de rigor formal que justifica la vía intentada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, pues si bien es cierto que la franquicia de pobreza fue otorgada a los padres de la actora, también lo es que fue requerida para actuar en su nombre y representación mientras era menor de edad, y la accionante, al llegar a la mayoría de edad, continuó en el expediente del beneficio de pobreza el trámite para que también fuera extendido a su favor invocando idéntica carencia.  Ese es el criterio de esa Corte en casos similares, habiendo señalado la Corte que es objetable ante dicha circunstancia la referencia acerca de que el beneficio no es extensivo a la recurrente, pues el hecho de haber cesado la representación legal bajo la cual se impetró el beneficio de litigar sin gastos no altera los efectos resultantes de la resolución que concedió esa franquicia a los actores, salvo, que se acreditara haber cesado el estado de pobreza.


    P., Alberto Ramón y otra c/ Motta, Pastor Guillermo


    P. 929, XXXVI, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Concesionario vial. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La jurisprudencia de la Corte ha desestimado responsabilidad del concesionario, pues ha entendido que la obligación de prestar condiciones con semejante alcance no le había sido impuesta en el marco de la concesión dé obra pública, máxime si -como en el caso- las funciones de policía respecto a la prevención y represión de ilícitos debían ser ejercidas por la autoridad pública, esto es la Policía Federal. Así, en el precedente "Colavita y ot. c/ Pcia. de Buenos Aires y ot." (Fallos 323:318), si bien los hechos se referían a los perjuicios causados por animales sueltos en el camino, ese Tribunal -en relación a la responsabilidad del concesionario- expresó que la misma, que en términos genéricos consiste en otorgar las condiciones de normalidad de circulación a los vehículos que transitan la ruta, suprimiendo las causas que originen molestias, inconvenientes o peligrosidad a los usuarios, debe interpretarse en el contexto de las obligaciones propias del ente concesionario en orden a la remodelación, conservación y explotación del corredor vial conferido, enderezadas al mantenimiento de la obra concesionada y a la oferta de servicios auxiliares al usuario.  Surgiendo de las probanzas rendidas en el proceso que el intento de asalto a los actores por parte de malhechores -que por otra parte nunca fueron individualizados- fue la causa eficiente del daño sufrido por la víctima, se destruye el nexo causal conforme lo establecen los arts. 513 y 514 del Código Civil, y dista por ende de ser irrazonable la conclusión del a quo de que se configuró así un hecho imprevisible e inevitable de terceros por quien la demandada no debe responder. A fortiori, tampoco se encontraba verificado el requisito que la ley exige para que dicha responsabilidad pueda tener cabida, y ello no es sino derivación de la concreta aplicación al caso de lo dispuesto por el art. 1074 del Código Civil.  No se advierte la arbitrariedad invocada por los recurrentes, ya que los agravios se limitan a disentir con la interpretación que, el a quo ha realizado en relación a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, y no se está en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la sentencia impugnada como acto judicial.


    Choi Do Min y otro c/ Huarte S.A. y Asociados U.T.E.


    C. 154, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Servicio público. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que la posibilidad de descalificar una sentencia por razón de arbitrariedad tiene razón en la garantía de la defensa en juicio, y que la exigencia de que las resoluciones judiciales tengan fundamentos serios reconoce raíz constitucional. También, que es condición de validez de los fallos judiciales que constituyan derivación razonada del derecho vigente, con particular referencia a las circunstancias comprobadas en la causa. Ello es así, porque dicha garantía no importa sólo la facultad de accionar y de contradecir, así como la de alegar y probar en apoyo de los derechos invocados, sino el derecho de obtener el pronunciamiento de una resolución judicial que, haciéndose cargo de las alegaciones y de las pruebas, configure una respuesta válida a los requerimientos de las partes, o sea un adecuado amparo judicial de esos derechos que no concurre, como es obvio, en el caso de la arbitrariedad.  Una de las causales de arbitrariedad -que de esa tacha resulta de los antecedentes de ese Alto Tribunal-, consiste en el apartamiento de la sentencia judicial de la solución normativa o de las constancias de la causa.  En el caso traído a dictamen la Cámara -si bien remite en su resolutorio al art. 44 del decreto del Poder Ejecutivo Nacional n° 1420/92- ha dejado de aplicar el art. 23 del mismo cuerpo legal.  Por tanto, en lo atinente a la devolución de los importes facturados y pagados en concepto de abono por el actor, la omisión del pronunciamiento del Tribunal lo ha privada de su derecho a la propiedad sin sentencia fundada en ley, siendo entonces de aplicación la doctrina de esa Corte a partir de los precedentes "Rey VS. Rocha" (Fallos 184:137) y "Storani de Boidanich" (Fallos 112:384).


    Pereyra, Leo Luis c/ Telefónica de Argentina S.A.


    P. 950, XXXVI, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Falta de agravio concreto. Concesión errónea del recurso. 


    Como la Corte lo ha señalado reiteradamente, la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y sólo se estima viable cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable. Ha dicho también que sólo cabe acudir a ella, cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía o cuando una estricta necesidad lo requiera; por lo tanto, cuando existe la posibilidad de una solución adecuada del juicio, por otras razones, debe apelarse a ella en primer lugar.  En ese ámbito y máxime cuando en el caso no se trata de cualquier acto presumido válido por provenir de una autoridad constituida, sino nada menos que de una cláusula de una Constitución local y su ley reglamentaria, dicha declaración requiere no sólo el aserto de que la norma impugnada causa agravio, sino también su acreditación en el caso concreto y con el alcance de irreparabilidad que atañe, por norma, a esta vía de excepción, so consecuencia de que, en defecto de ella, la anterior devenga abstracta o simplemente teórica.  En tales condiciones, debe entenderse que la apelación federal ha sido mal concedida, sin que alcance para revertir dicho aserto la alegación de gravedad institucional formulada por la presentante, desde que ella no suple la falta de demostración efectiva del menoscabo concreto de los derechos e intereses particulares del quejoso. Y es que, al decir de esa Corte, se configura una hipótesis de gravedad institucional si se demuestra que las cuestiones debatidas exceden el interés individual o patrimonial de las partes, incidiendo de modo directo sobre la comunidad y proyectándose sobre la buena marcha de sus instituciones, o cuando pueden resultar frustratorias de derechos de índole federal con perturbación de la prestación de servicios públicos, circunstancias que suponen la evidencia del primer extremo (menoscabo concreto de los derechos e intereses del particular), el que, no ha sido puesto de manifiesto, en la causa, por el recurrente.  De todos modos, al decir de la Corte, el caso federal debe introducirse en la primera oportunidad posible en el juicio, desde que la Corte conoce por jurisdicción apelada y por ende las cuestiones deben serles propuestas a los jueces de la causa a fin de que las decidan, por lo que, en rigor, cabe entender que el recurrente debió introducir las objeciones constitucionales en ocasión de iniciar el trámite dirigido a ejecutar la sentencia recaída en el juicio ejecutivo. Ello es así, por cuanto, en un ámbito en el que una disposición local de rango constitucional prevé la inembargabilidad de la vivienda única, quien pretende avanzar sobre el patrimonio de un deudor debe, a priori, hacerse cargo de la probable invocación de las normas que puntualmente obstan a la ejecutabilidad de los bienes de aquélla naturaleza; más aún cuando el proceder contrario podría conducir a que se concluya que ha mediado un voluntario sometimiento a un régimen jurídico, sin reserva expresa, supuesto que, como ya es sabido, obsta a su cuestionamiento posterior con base constitucional por vía del recurso extraordinario.


    Banco del Suquia S.A. c/ Juan Carlos Tomassini P.V.E. - Ejecutivo- Apelación-Recurso directo


    B. 737, XXXVI, 07 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    La sentencia debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, toda vez que la garantía de la defensa en juicio, exige la adecuada notificación de los distintos actos fundamentales del proceso - como lo es, el resultado de una prueba pericial ordenada de oficio por el tribunal - con el objeto de proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Por extensión, resulta aplicable al caso, la doctrina de la Corte que reiteradamente ha establecido que la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad, el cual supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, dándole oportunidad de defensa.


    Compañía Papelera Sarandí S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 1189, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Empleador. Trabajador. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Cabe referirse al argumento de la demandada en relación a la existencia en autos de una "cuestión federal". Tiene reiteradamente dicho la Corte que el recurso extraordinario es ajeno a la interpretación de las denominadas leyes comunes de la Nación, esto es las sancionadas por el Congreso con arreglo a las previsiones del art. 67 inciso 11° de la Constitución Nacional (actual art. 75, inc. 12°), entre las que cabe considerar comprendidas las que legislan de manera general y estable, en todo el territorio de la República, sobre el régimen de Contrato de Trabajo (ley 20.744 y sus modificatorias).  Así, ha expresado la Corte que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a derechos que emanan de la relación laboral y debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, remiten al estudio de temas de naturaleza no federal, propios de los jueces de la causa y ajenos, como regla, a la vía establecida en el art. 14 de la ley 48. En el sub lite la interpretación que la Cámara hace de la facultad que a la Justicia del Trabajo le otorga el art. 275 del R.C.T. -con la consiguiente aplicación de la multa por sobre el capital de condena-, no excede del ámbito propio del derecho común, no siendo relevante desde el punto de vista jurídico que el fallo aluda equivocadamente al art. 247 de aquel cuerpo legal, en lugar de citar la disposición apropiada (el citado art. 275).  Excluida de esa forma la instancia extraordinaria por no existir, cuestión federal, cabe considerar el argumento de la arbitrariedad alegada.  La aplicación de dicha doctrina al caso traído a dictamen debe ser descartada, pues la resolución del a quo que niega la existencia de fuerza mayor o falta o disminución de trabajo no imputable al empleador (art. 247 LCT), -por no haber sido objetiva y fehacientemente justificada-, pondera los antecedentes obrantes y omitidos, y cuenta, por ende, con fundamentos -que sólo dogmáticamente intenta rebatir la quejosa- a los que, más allá de su acierto o error, cabe conferirles valor como acto judicial.


    García, Enrique c/ Red celeste y blanca


    G. 466, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Despido. Antigüedad. Vivienda. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. 


    Si bien el caso pertenece a un asunto constituido en su mayor parte por cuestiones de hecho y derecho procesal y común, por regla, ajenas a la instancia, es menester señalar, que, en ocasión de contestar la demanda y sus ampliaciones, las accionadas insistieron en improcedencia del reclamo por antigüedad y asignación por vivienda.


    Gonzáez, Carlos Alberto c/ Alchieri, Virginia Rosa y otro


    G. 412, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Si bien incumbe a los jueces de la causa la función de apreciar la configuración de las hipótesis contempladas en el artículo 31 de la Ley de Contrato de Trabajo según su prudente juicio, ello exige -al decir de la Corte- una ponderación cuidadosa de los presupuestos establecidos en la norma.   Corresponde declarar procedente la apelación federal, dejar sin efecto la sentencia y restituir la causa al tribunal de origen para que, por quien corresponda, dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo indicado.


    De las Carreras, Ernesto José c/ Minar S.A. Petrolera y de Servicios y otro s/ Despido


    D. 475, XXXV, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El Tribunal ha señalado reiteradamente que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevivientes del recurso extraordinario.   La manifestación del apelante para que se declare abstracta la cuestión por estar radicada la litis ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario, hace aplicable la doctrina de Fallos: 256:327, con arreglo a la cual la renuncia incondicionada y explicita del hecho cuya consagración por la sentencia apelada dio fundamento a los recursos extraordinarios, determina que la Corte no debe entender en estos últimos, por cuanto la ausencia de interés exteriorizada por la beneficiaria del fallo recurrido, convierte en abstracto el pronunciamiento requerido al Tribunal.  Tiene dicho la Corte que, si el pronunciamiento que se está reclamando no cambiaría la suerte del recurrente, ello obsta a su atendibilidad.  Es así que, la perdida de interés en la persecución del recurso extraordinario manifestada por el apelante y la radicación definitiva del pleito ante los tribunales, tomaría inoficioso un pronunciamiento sobre la cuestión objeto del recurso directo, al no subsistir los presupuestos que le dieron origen, por lo que correspondería, declararlo abstracto.


    Ferrocarriles Metropolitanos S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    F. 329, XXXVI, 10 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Falta de acción. Incidentes. Gravamen irreparable. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene establecido que, en principio, las decisiones que rechazan la excepción de falta de acción no configuran sentencia defintiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ni resultan equiparables a ella, a los efectos de la habilitación de la instancia extraordinaria.  Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal, no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva, aunque se invoquen garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad  La excepción a este principio se da en aquellos supuestos en que la resolución recurrida causa algún perjuicio de imposible reparación ulterior.


    M. A., Jorge Oscar s/ Incidente de excepción de falta del acción -causa n° 16.059


    M. 475, XXXVI, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Incidente de nulidad. Notificación de la sentencia. Indemnización por despido. Tope indemnizatorio. Debido proceso. Derecho a ser oído. Derivación no razonada del derecho vigente. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el pronunciamiento que desestimó un incidente de nulidad se refiere a cuestiones de naturaleza fáctica y procesal, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para la apertura del recurso extraordinario cuando lo decidido importa un tratamiento inadecuado del planteo propuesto y redunda en menoscabo de los derechos constitucionales invocados.   En tal sentido, las normas de procedimiento y sus reglamentarias no se limitan a una mera técnica de organización de procesos, sino que tienen por finalidad y objetivo, regular el ejercicio de derechos y lograr la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio. Al respecto la garantía constitucional de la defensa en juicio requiere que se confiera al litigante la oportunidad de ser oído y de ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales.   En la presente causa, tal derecho ha sido vulnerado, toda vez que conforme aduce el quejoso, tanto el domicilio real, como el constituido, ha sido desde el inicio de las actuaciones hasta la etapa de ejecución de sentencia el mismo, siendo allí donde se efectuaron todas las notificaciones con resultado positivo, resultando la única excepción la diligencia objeto de la presente apelación, mediante la cual se le notificaba al recurrente la sentencia de la Alzada.  Asimismo, es arbitrario el pronunciamiento que no hace lugar al planteo de nulidad de una notificación, con apoyo en que el incidentista no demostró el perjuicio del que derivarla el interés en obtener tal declaración, argumento que se revela como la mecánica aplicación de un principio procesal fuera del ámbito que le es propio, y expresa un ciego ritualismo incompatible con el debido proceso adjetivo, ya que frente a la afinación de la parte, de no haber tomado conocimiento de los fundamentos de la sentencia de la Alzada, no pudo el a quo expresar aquella consideración sin hacerse cargo de que ésta se hallaba impedida de determinar en esa oportunidad acabadamente los agravios que le produjo, cuando ignoraba su contenido, requisito que había quedado subsanado posteriormente y con anterioridad a la sentencia que se apela, en oportunidad de la presentación del recurso extraordinario. Por lo que resulta incompatible con el fundamental derecho que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional un rigorismo que obligue al desarrollo de los argumentos defensivos concretos dentro del breve plazo en que procede solicitar la nulidad. Máxime cuando debería darse nuevo cumplimiento al acto viciado y esa sería la oportunidad en que correspondería al demandado la satisfacción de la pertinente carga procesal. En esas condiciones resulta suficiente la alegación efectuada al deducir el incidente, donde se expresó como perjuicio sufrido el haberse tenido por notificada una sentencia de la que el quejoso no tuvo conocimiento, circunstancia que le provocó un estado de indefensión evidente, privándolo por lo tanto de recurrir ante la Corte un fallo que le resultaba adverso, ante quien interpondría la apelación extraordinaria prevista en los artículos 256 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  En tales condiciones, la sentencia atacada no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso, por lo que mediando relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, e irrogar el pronunciamiento apelado un gravamen de susceptible reparación ulterior, corresponde hacer lugar al remedio federal deducido, pues lo resuelto se traduce de manera directa e inmediata en una seria lesión de los derechos de defensa en juicio y de propiedad, lo que justifica descalificar la sentencia apelada.


    Ale, Rubén Omar c/ Ángel Carlisi S.A.


    A. 809, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización por incapacidad. Procedencia del recurso. 


    Remisión a Fallos 322:232 y 316:3104.


    Valiente, Juan Carlos c/ Murchison S.A. estibajes y cargas


    V. 245, XXXV, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Indemnización. Derecho al olvido. Obligatoriedad del precedente. Jurisprudencia vinculante. Libertad de prensa. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Previo a examinar el fondo del asunto, procede recordar que, conforme lo ha establecido la Corte, cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado en agravios de naturaleza federal, tales como la confrontación de derechos constitucionales y la inteligencia de las cláusulas de la Constitución Nacional que los instituyen, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.  Sentada esta premisa, y no obstante que los agravios traídos bajo la causal antes referida, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena - como regla y por su naturaleza - a la instancia del artículo 14 de la ley 48, cabe recordar que la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando la resolución se funda en afirmaciones dogmáticas, sin sustento en las constancias de la causa, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  Se observa que, no obstante que en autos también se encuentra en tela de juicio la manera en que el diario obtuvo las copias de la sentencia de la causa penal, y no existe al respecto una prueba indubitable, es posible, sin embargo, reflexionar que la duda al respecto, o la conjetura de que se habría obtenido ilícitamente, no autoriza a sacrificar una garantía tan esencial para el sistema republicano como es la tutelada por los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional. Así lo han entendido los Dres. Antonio Boggiano y Enrique Santiago Petracchi, en su voto de fallos 316:1632.   Es importante recordar que la Corte tiene dicho que, dada la autoridad institucional de los fallos de la Corte en su carácter de supremo intérprete de la Constitución Nacional, existe el consecuente deber de someterse a sus precedentes.  Conviene subrayar, finalmente, la especial importancia de hallarse en juego en el sub lite valores de una manifiesta trascendencia, cuales son los correspondientes a la garantía de la libertad de prensa; lo cual conduce a enfatizar que el análisis acerca del cumplimiento de los requisitos que debe revestir el acto jurisdiccional para que resulte válido, es indispensable realizarlo con el máximo de rigor. Porque si los jueces de la causa, es obvio, deben ser estrictamente respetuosos en todos los casos de fundar debidamente sus sentencias, esta obligación se intensifica cuando los temas que deciden a través de sus fallos están impregnados de una mayor implicancia. En este marco, cabe señalar que no obstante que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados toma inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero, en cambio, no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    R. S. J. c/ Arte Grafico Editorial Argentino S.A. y otra


    R. 139, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Intereses moratorios. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La interpretación que la recurrente realiza del artículo 287 del Código Civil, sólo exhibe una discrepancia con el juzgador, que entendió que los intereses moratorios, es decir, aquellos que se adeudan en razón de la privación de un capital a su dueño, no constituyen una renta, sino una forma de indemnización, que no puede ser usufructuada por los padres del menor.  Por otra parte, asiste razón al a-quo en orden a que el precedente jurisprudencial de Fallos: 310:2103, difiere en sus presupuestos fácticos y jurídicos del presente caso, toda vez que en aquél, no se trataba de intereses moratorios, sino de los que producía un capital colocado en una cuenta de plazo fijo a treinta días, con renovación automática.  Procede recordar, finalmente, que la doctrina de la arbitrariedad, no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos que se reputen equivocados, en tanto no se demuestre que el resolutorio que se impugna contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Usuna de Santamaria, Norma Beatriz y otros c/ Obra Social de Choferes de Camiones y otros


    U. 63, XXXVI, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Embargo. Pago. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, como tiene dicho la Corte, las resoluciones referentes a medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva o equiparables a ésta, a los fines de habilitar la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48. Sobre la materia resulta propicio recordar los términos del señero precedente de Fallos: 137:352 suscripto por los jueces Bermejo, González del Solar, Figueroa Alcorta y Méndez. Allí se sostuvo que según se ha establecido por el Tribunal, tratándose de abrir una tercera instancia, el legislador sólo la autoriza respecto a las sentencias definitivas y por tales se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación, o sea, como lo expresaba la Ley de Partidas, aquélla que quiere tanto decir como juicio acabado que da en la demanda principal fin, quitando o condenando al demandado". En efecto, "es característica de la sentencia definitiva que después de dictada, el derecho discutido no pueda volver a litigarse".  Por otra parte, tampoco se ha demostrado la existencia de los dos requisitos exigidos tradicionalmente por la jurisprudencia de la Corte para equiparar a una sentencia definitiva una medida cautelar, esto es, que medie una cuestión federal bastante conjuntamente con un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias de hecho, resulte irreparable. Ello es así, pues la interpretación dada por la Cámara del Trabajo al art. 736 del Código Civil (invalidez del pago si la deuda estuviera embargada judicialmente) o a la inaplicabilidad de disposiciones del decreto ley 5965/63 (incorporado al Código de Comercio), no constituyen materia de derecho federal ya que -de acuerdo a lo nombrado por el art. 15 de la ley 48- la instancia extraordinaria es ajena a la interpretación de las denominadas leyes comunes de la Nación, esto es las sancionadas por el Congreso con arreglo a las previsiones del art. 67 inciso 11° de la Constitución Nacional (actual art. 75, inc. 12°), entre ellas los Códigos Civil y Comercial.  Por último, al haber sido debidamente notificada la recurrente de la medida de embargo judicial con anterioridad a los pagos efectuados, y al no surgir de las constancias arrimadas al proceso la existencia de terceros endosatarios (prueba a cargo de la quejosa), resulta razonable la atribución de responsabilidad y la declaración de invalidez del pago efectuada por la Cámara Laboral, por lo que no se advierte la arbitrariedad invocada, ya que los agravios se limitan a disentir con la interpretación que el a quo ha realizado en relación a cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, y no se está en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la sentencia impugnada como acto judicial.


    Camus, Ramón Gregorio c/ Lang, Luciano Guillermo Pío y otro


    C. 1278, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Monto del juicio. Conversión de moneda. Principio de congruencia. Procedencia del recurso. 


    No puede convalidarse el monto de una condena que constituye la expresión de un error en la conversión de la moneda -lo que no está controvertido- bajo pretexto de que el resultado parece adecuado al valor del bien. Pues ello importaría un apartamiento del principio de congruencia, lesivo del derecho de defensa, ya que el juicio no versó acerca de la revisión del valor del precio acordado por las contratantes.  La Corte tiene dicho que si bien las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes no constituye, como regla, materia del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicho principio cuando el tribunal modifica el monto de la condena Sin hacerse cargo de que procedía de un error numérico y excediendo lo peticionado oportunamente por el apelante en sus agravios.  El tribunal a-quo debe volver a examinar ese reclamo, a la vista del cálculo correcto, pues sólo en esa medida podría elevarse la liquidación de la condena sin exceder los términos de la litis. Es que en cierto modo, es atinado lo que señaló la Corte local cuando dijo que la fijación de la condena no se fundó solamente en un cálculo aritmético, sino en la evaluación de que ese resultado errado era adecuado para preservar el equilibrio contractual. Pues bien, ello implica que esta última consideración -basada en un error- autoriza a revisar si el ajuste por índice de precios ordenado en la sentencia es adecuado como pauta de ajuste para mantener inalterado el valor de la prestación comprometida, o SI cabe adicionar intereses como se había solicitado en los agravios.


    Bohoslavsky, Guillermo c/ Ogrizek, Nelma Ramona


    B. 1163, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1199; L. XXXVI, “Compañía Papelera Sarandí S.A. y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”.


    Compañía Papelera Sarandi S.A y otro c/ Muncipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 1191, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Recolección y disposición de residuos domiciliarios. Inconstitucionalidad. Autonomía municipal. Política ambiental. Policía ambiental. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Decreto-Ley 9111/78, establece que los partidos que conforman el área metropolitana dispondrán de los residuos exclusivamente por relleno sanitario, sistema que se efectuará sólo a través del Cinturón Ecológico Área Metropolitana Sociedad del Estado -C.E.A.M.S.E.-.  La Corte expresó “que la necesaria existencia de un régimen municipal impuesta por el art. 5 de la Constitución determina que las leyes provinciales no sólo no puedan legítimamente omitir establecerlos sino que tampoco puedan privarlos de las atribuciones mínimas necesarias para el desempeño de su cometido… si (tales entes) se encontrasen sujetos en esos aspectos a las decisiones de una autoridad extraña -aunque se tratara de la provincial- ésta podría llegar a impedirles el cumplimiento de sus funciones…".  La reforma constitucional de 1994 no sólo mantuvo la potestad de cada provincia de dictar su propia Constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5, sino que la condicionó a que se asegure la autonomía municipal, "reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero".  Es así que, el Decreto-ley 9111/78, en cuanto detrae de la libre disposición del Municipio recursos para el pago de una entidad ajena a él, importa la asunción -por parte de la autoridad provincial- de funciones que hacen a la administración directa de los intereses de aquél. Ello es así, pues lo atinente a la elaboración del presupuesto y el destino de sus recursos, son atribuciones previstas en la Constitución Provincial como inherentes al régimen municipal: "Votar anualmente su presupuesto y los recursos para costearlo”.  En tales condiciones, de admitirse dicha injerencia, se lesionarían la personalidad y las atribuciones de los municipios y se pondría "en riesgo su subsistencia" y la misión fundamental dentro de las instituciones políticas de la República que la Constitución y la Corte les ha reconocido.  Por lo tanto es lógico concluir, que resulta "necesario preservar el derecho de usar todos los medios o instrumentos que conduzcan al logro legitimo de sus intereses específicos definidos por las leyes o las Constituciones provinciales para no frustrar aquel mandato que la Ley Fundamental de la Nación impone y que, de no ser así, se convertiría en un postulado teórico con menoscabo de la vivencia efectiva e indestructible de estos poderes. Por lo demás, su preservación no admite limitaciones acotadas por el grado o medida en que las autoridades provinciales franqueen el ámbito reservado a la libre disposición comunal…”, aún por mínima que fuera la afectación de los recursos municipales, "...se autorizaría un paulatino y peligroso cercenamiento de las atribuciones municipales".  Esa posición de la doctrina de la Corte quedó reforzada, poco después, con la Reforma Constitucional, que consagró la autonomía de los municipios en el art. 123.  Así pues, los arts. 6° y 7° del Decreto-Ley impugnado, en cuanto obligan a la actora a abonar al CEAMSE las tarifas que éste facture -cualquiera sea su monto-, so pena de retener de la coparticipación municipal las sumas que resulten necesarias a fin de afrontar el pago de su servicios, importa avanzar sobre la autonomía municipal, lo que lo hace pasible de la tacha argüida.  En cambio, lo establecido en los restantes artículos constituye el ejercicio de la competencia específica de la Provincia en el plano ambiental, asignada por el art. 41 de la Constitución Nacional, que acuerda a la Nación la facultad de dictar normas de tal carácter que contengan pautas mínimas de protección, defiriendo a las provincias las competencias para aprobar las que sean necesarias para complementarlas. En consecuencia, a éstas se les atribuye la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan.  Así lo ha sostenido el Tribunal cuando expresó que “no cabe desconocer las facultades que en el derecho ambiental le corresponden a cada uno de los estados (provinciales).  Por otra parte, la facultad ejercida por la Provincia de Buenos Aires para regular lo atinente al destino final de los residuos, en la doctrina del Tribunal "no aparece como desproporcionada con la finalidad de policía perseguida; por el contrario, el Poder Legislativo ha ejercido sus facultades en forma razonable, y no absurda o arbitraria, pues se apoya en fines de utilidad común", toda vez que el Estado tiene facultades “…para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio de ciertas industrias y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la medida en que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la moral y el orden público".


    Municipalidad de La Plata s/ Inconstitucionalidad del decreto Ley 9.111


    M. 274, XXXIV, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Reducción salarial. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario fue correctamente denegado, pues no se dirige contra una sentencia definitiva, toda vez que la declaración de inadmisibilidad de la acción intentada por los actores no pone fin al pleito, ni les impide plantear la controversia por los medios procesales que resulten pertinentes en el ordenamiento jurídico provincial, tal como lo señala el propio fallo que recurren.  Al respecto, en la jurisprudencia de Fallos: 312:1891, la Corte sostuvo: "Cuando la acción de amparo se rechaza por considerarse que los actores cuentan con otros caminos procesales aptos para dirimir la cuestión que plantean, los quejosos deben demostrar la inexistencia de tales vías o, en su caso, su inhabilidad, pues de lo contrario no se estaría ante una sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48".  Por otra parte, si bien es cierto que el Tribunal les ha otorgado aquel carácter, por asimilación, a los pronunciamientos que causan un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior, los apelantes no demuestran que la sentencia impugnada les provoque perjuicios de aquella naturaleza, ya que la mera invocación de los tiempos que les demandará un nuevo proceso, así como la eventual prescripción del derecho, no resultan aptos para obviar el requisito examinado. Máxime, cuando el Superior Tribunal provincial, al denegar el recurso extraordinario, declaró que no se encontraba probado que los créditos estuvieran prescriptos al tiempo de deducir la apelación federal, sin que ello fuera objeto de tratamiento por los recurrentes en su presentación directa ante la Corte.   Finalmente, es jurisprudencia de la Corte aplicable al sub lite, que: "la invocación de  arbitrariedad o desconocimiento de garantías constitucionales no autorizan a prescindir de la existencia de pronunciamiento definitivo".


    Olivera, Martha Mabel y otros c/ Provincia de Río Negro


    O. 109, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde destacar que el recurso extraordinario no resulta procedente en aquellos supuestos donde se encuentran en juego la interpretación de las pruebas producidas y tenidas en cuenta por el juzgador para dictar la sentencia, tampoco lo es lo relativo a la entidad de los honorarios regulados, por ser materia propia de los jueces de la causa y por principio ajenas al remedio federal, salvo que medie y se demuestre, arbitrariedad manifiesta en el decisorio, por incurrir en apartamiento inequívoco de las constancias comprobadas de la causa o ausencia notoria de fundamentación.  No se dan tales supuestos cuando el recurrente sólo alcanza a manifestar su discrepancia con las conclusiones del sentenciador en torno a los elementos probatorios aportados en la causa, sin demostrar en modo alguno que las conclusiones carezcan de fundamentos suficientes.  Por último, las sumas reguladas no aparecen como exorbitantes, ni el apelante ha alegado, ni por ende demostrado que no se ajusten a los parámetros establecidos en la ley de arancel, limitándose a una mera afirmación de su supuesta calidad de excesivos.


    Sánchez, Orlando Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Indemnización laboral por despido


    S. 501, XXXV, 28 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, en razón del carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de ese modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.  Ambos supuestos excepcionales concurren en el sub lite, tornando aplicable al caso la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que se alega que los honorarios regulados fueron significativamente inferiores a los que por ley corresponden, y el auto regulatorio, no contiene fundamentos suficientes que permitan determinar la manera en que fueron aplicadas las normas que dijo tener en cuenta para relacionarlas con el importe regulado al apelante.


    S.A. Luppi Hermanos y Compañía Limitada Curtiduria y Anexos c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 1232, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que si bien lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, toda vez que determinar el monto del litigio, apreciar los trabajos profesionales cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias son, como principio, en virtud del carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, insuceptibles de tratamiento en esa instancia, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión exhibe una evidente falta de fundamentación y no toma en consideración las previsiones legales  vigentes que fijan pautas específicas para determinar los emolumentos.  También, que en tanto es cierto que el valor del juicio no constituye la única base computable para las regulaciones de honorarios, y que los jueces disponen de un amplio margen de discrecionalidad para la ponderación de dichos factores, ello no autoriza a fijar un honorario inferior el fijado por la ley.  Al desconocer el fallo impugnado el margen previsto por la  norma arancelaria (art. 7°, ley 21.839), y carecer en consecuencia de debida fundamentación, deviene en arbitrario, por lo que debe hacerse lugar a la queja y dictarse nuevo pronunciamiento regulatorio de los honorarios profesionales de los letrados recurrentes.


    Cosmano Francisco Osvaldo c/ Clínica Finocchietto Sanatorio Central de CirugÍa S.A. y otros


    C. 99, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Jefatura de gabinete de ministros. Cuestión de derecho común. Personería gremial. Denegatoria del recurso. 


    Sin perjuicio de dejar a salvo el vigor de la anterior doctrina de la Corte, cabe observar que el agravio inicial del quejoso -relativo a la improcedencia de la vía del artículo 62 de la ley 23.551- puede entenderse no sólo como un cuestionamiento explícito al andarivel impugnativo por el que ha sido revisado un acto de autoridad nacional, sino, también, como otro implícito por el que se sería la que, en la causa, se encuentra en tela de juicio la validez de aquella autoridad en los términos del artículo 14, inciso 1°, da la ley 48, en razón de haber sido sometida a un contralor por parte de los jueces que no correspondía, al menos por esa vía y con ese alcance.  Aparecería como formalmente admisible el planteo de la accionada en los términos del artículo 14, inciso 1°, de la ley 48, más no así respecto de los restantes agravios, desde que ellos, en rigor, traducen, mayormente, la pretensión de que se revise lo que sobre la compatibilidad de un acto y disposiciones de derecho común dijo el tribunal ordinario de la causa cuestión -por regla- vedada a la Corte salvo hipótesis de arbitrariedad de sentencia, alegada igualmente por la quejosa.  Si bien la intervención de la Jefatura de Gabinete podría llevar a que se considere la decisión 300/98 como un acto administrativo ajeno al diseño aplicable en materia de contiendas intersindicales de representación y sólo revisable en sede judicial por la vía que prevén los artículos 23 y concordante de la ley n° 19.549, no debe soslayarse que el artículo 62 de la ley n° 23.551 establece la competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en estas cuestiones y que el concepto de "resolución administrativa definitiva" al que alude el Inciso b) de ese precepto, puede incluir decisiones como la atacada que, por otra parte, se proyecta claramente sobre una contienda de personería, asunto indudablemente propio del segmento colectivo de la materia laboral.  A lo anterior se añade que, en este marco, parece imponerse un criterio antes bien amplio en lo que hace al acceso inmediato a la jurisdicción, en especial si se advierte que la decisión n° 300/98 podría fundarse en lo dispuesto por el artículo 8 del decreto n° 909/95; y que el dispositivo legal que dio sustento a la apelación antecede a la Implementación de la Jefatura de Gabinete prevista por los artículos 100 y 101 de le Constitución Nacional.


    Asociación Gremial de Empleados de Administración, Maestranza y Servicios de Casinos Nacionales c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación


    A. 793, XXXV, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La máxima instancia de justicia local declaró la nulidad del fallo de la alzada, juzgando, a su tumo, que la revocación no posee el alcance de un resolutorio definitivo.  Le quejosa, por cierto, controvierte esa afirmación y, le asiste razón. Y que si bien no ignoro la reiterada jurisprudencia de la Corte en orden a que sentencia definitiva es, en principio, aquella que dirime la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación, tampoco dejo de advertir que, en el caso, los señalamientos de la Corte Suprema local contrarios al parecer de la alzada, cifrados, entre otros argumentos, en una presuntamente parcializada e inconexa apreciación de la peritación contable se revelan no sólo substancialmente irrevisables por el tribunal de reenvío con lo que podría irrogarse a la quejosa un agravio de imposible reparación ulterior, sino también -y ya en el plano de la procedencia fallos del debido sustento.  En el marco de precedentes de la Corte como el de Fallos: 310:2091 que la propia impugnante convoca en auxilio de su postura y a propósito de una cuestión que ronda ya diecinueve años de iniciada, es procedente, por todo lo expuesto, que la Corte haga lugar a la queja, admita la apelación federal, deje sin efecto la sentencia y restituya causa al tribunal de origen para que, por quien corresponda, dicte un nuevo fallo con arreglo a lo indicado.


    Jacquet, Juan Simón y otros c/ Indo


    J. 111, XXXVI, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Defensa en juicio. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde destacar de inicio, que el recurso extraordinario, no procede respecto de aquellas decisiones que no constituyen la sentencia definitiva sobre el punto en cuestión. Lo propio ocurre cuando se discute la aplicación de normas de derecho procesal y común, facultad inherente a los jueces de la causa y ajena por principio al remedio excepcional.  A la luz de tales premisas, el presente recurso no puede prosperar, por cuanto la alegada violación a la garantía de defensa en juicio no se verifica en el sub-lite, en tanto el recurrente más allá de las manifestaciones que efectúa el a-quo en torno a la improcedencia de la participación del apelante en el trámite no se ha visto privado de ejercitar sus derechos. En tales condiciones, su agravio quedó reducido a la discrepancia que mantiene con el tribunal, respecto a la posibilidad de discutir en dicho trámite lo que denomina "cuestión sustancial de caducidad" que le permitiría impedir el secuestro de los bienes prendados.  En razón de ello, y más allá de que pudiera o no existirle razón al recurrente en las cuestiones planteadas, lo cierto es que la propia norma legal aplicada en el caso (art.39 de la ley 12.962), establece el medio judicial idóneo para que el apelante ejercite sus derechos (el proceso ordinario -que admite el a quo-), con lo cual la resolución apelada no constituye la decisión definitiva sobre el punto en cuestión e inhabilita la procedencia del recurso extraordinario.  Sin perjuicio de ello, cabe destacar que el recurrente, no ha alegado concretamente, ni demostrado como era menester, el agravio irreparable o de imposible subsanación ulterior a sus derechos patrimoniales, que hubiera permitido sustituir la ausencia de sentencia definitiva, requisito formal y propio ineludible para la procedencia del remedio.


    Banco Medefin UNB S.A. c/ El Rápido Argentino compañía de microómnibus S.A.


    B. 897, XXXV, 31 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Sustitución de la multa. 


    Remisión al fallo de la causa M. 560, L. XXXVI, “Mrio.de Trabajo c/ Estex SA s/ Sumarios Mrio. de Trabajo" y al dictamen de la causa M. 459, L. XXXV, “Ministerio de Trabajo c/ Acmar S.A.”


    Ministerio de Trabajo c/ Integral de Gastronomía SRL


    M. 1467, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Vacaciones no gozadas. Personal policial. Sentencia arbitraria. Cuestión de derecho público local. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Omisión de considerar cuestión propuesta. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la Ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. Es por ese mismo respeto, que la Corte tampoco podría transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones, por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, ni en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que el Tribunal puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. Por ello la Corte ha entendido que no es revisable, en principio, por vía del recurso extraordinario, la interpretación que efectúan los tribunales de provincia de las disposiciones de carácter local que constituyen el Derecho Administrativo aplicable a las relaciones entre los empleados públicos provinciales y el gobierno del que dependen.  Sobre la base de tales principios, los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haberse apartado de la Ley 1.134 y del Régimen de Licencias del Personal Policial, al igual que los atinentes a la falta de vigencia de la Ley 2.130 al tiempo de emitirse el fallo, no resultan aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la Ley 48.  Toda vez que, sin perjuicio de que el análisis de tales planteos remite a cuestiones de Derecho Público local, materia propia de los jueces de la causa y ajena, por su naturaleza, a esta instancia, el Superior Tribunal local interpretó y aplicó los aludidos regímenes pues, para desestimar la acción, con apoyo en los antecedentes del caso, entendió que el actor no había cumplido con los recaudos exigidos por la Ley 1.134 y el Reglamento del Régimen de Licencias Policiales. Al así decidir, el Juzgador expresó suficientes razones de hecho y de derecho que, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias del apelante tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.  Respecto de los agravios dirigidos a cuestionar la aplicación de la Ley 2.130, en la doctrina de la Corte, la determinación del alcance con que se aplican las leyes no federales resulta ajena a la instancia extraordinaria, pues, como principio, es facultad privativa de los magistrados de la causa establecer las normas que deben regir el pleito y su vigencia en el tiempo.  Tampoco habilitan la instancia extraordinaria los cuestionamientos sobre la valoración efectuada por el a quo de las constancias documentales, tales como la carrera policial, los certificados de licencias, al igual que los atinentes a la oportunidad en que fue solicitada y denegada la licencia, toda vez que remiten a cuestiones de hecho y prueba extrañas al remedio federal que se intenta  y revelan, una apreciación diferente sobre el criterio de selección y apreciación de los extremos aportados a la causa, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación de los hechos conducentes del sub lite, o la irrazonabilidad de las conclusiones.  La Corte tiene dicho, que la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo.  En esa inteligencia, tampoco habilitan la apertura de la instancia extraordinaria, la aplicación al sub lite del Decreto 494/79 y la supuesta omisión de tratar el planteo de su inconstitucionalidad, formulado en la demanda.  Así pues los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado con respecto a normas de Derecho Público local, aspectos que, resultan extraños al recurso extraordinario. En este sentido, ha declarado la Corte que dicho remedio no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.


    Rufino, Pablo Justiniano c/ Provincia del Chaco


    R. 360, XXXV, 27 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad tiene carácter estrictamente excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas nofederales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Por lo demás, su aplicación resulta particularmente restringida en materia de honorarios, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial.  La sentencia del tribunal tiene adecuado sustento en las normas legales citadas y demás consideraciones expuestas, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte.  El planteo de los recurrentes versa sobre la pertinencia de aplicar a una solicitud de pago de un crédito prededucible ante la quiebra, las escalas correspondientes a otra clase de trámites de mayor complejidad -como lo son los procesos de verificación y de revisión de créditos- lo cual constituye una materia de derecho común reservada a los jueces de la causa. Además, la argumentación desarrollada por los apelantes no es idónea para demostrar que el fallo ha sido irrazonable, en tanto no logran justificar que deba aplicarse a trámites de naturaleza diversa, la misma solución arancelaria.


    Compañía Argentina de Seguros Minerva S.A. s/ Liquidación forzosa s/ Incidente de verificación por Consorcio de copropietarios de Suipacha 268/72


    C. 960, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Acción de amparo. Beneficios previsionales. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Asiste razón a la quejosa, ya que la aptitud de la vía de la acción de amparo, receptada en primera instancia, no fue materia de la apelación de la accionada. Al respecto, surge con evidencia que el a quo modificó mediante su pronunciamiento un aspecto que no había sido objeto específico de agravio y, por el contrario, quedó consentido por los litigantes, motivo por el cual no tuvo potestad para reformarlo, incurriendo de tal forma en arbitrariedad.


    Mansilla, Luis César c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    M. 643, XXXV, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 923, L. XXXVI, “Magnelli, Daniel Héctor c/ DGI s/ Imp. De acto administrativo y prohibición de innovar – incidente de apelación cautelar”.


    López, Carlos Eduardo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Nulidad de acto administrativo


    L. 441, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 59, L. XXXVI, "Mosquera, Lucrecia Rosa c/ Estado Nacional (Mrio. Economía) s/ Acción meramente declarativa - sumarísimo".


    Mosquera, Lucrecia Rosa c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Acción meramente declarativa


    M. 11, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La decisión recaída en este proceso ejecutivo, no constituye la decisión definitiva sobre las cuestiones planteadas, en tanto el Código ritual ha previsto el medio adecuado que garantice los derechos y defensas de las partes en debida forma, que es la acción ordinaria posterior, remedio procesal hábil que permite la discusión y prueba amplia de extremos como los invocados por el recurrente, prohibidos expresamente por la legislación para el procedimiento ejecutivo, ya que conducirían a desnaturalizar no sólo tal trámite, sino al título que lo habilita.


    Banco de la Pampa c/ Del Canto, Oscar Enrique y otro


    B. 89, XXXV, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Declaración de inconstitucionalidad. Declaración de oficio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón a la recurrente cuando pone de manifiesto el carácter conjetural y dogmático de las consideraciones en que los jueces sustentaron la invalidez de los artículos 22 y 23 de la ley 24.463, lo cual justifica revocar el fallo en recurso en este aspecto.  En efecto, pues no ha sido alegado ni demostrado que la aplicación de dichas normas cause un perjuicio concreto y actual en el caso, por lo que no ha quedado en evidencia la irrazonabilidad de la pauta adoptada por el legislador máxime cuando sólo se ha supuesto la insuficiencia actual y futura de créditos presupuestarios, para afrontar el cumplimiento delas obligaciones emergentes del fallo.


    Pugliese, Francisco c/ ANSES s/ Dependientes: otras prestaciones


    P. 613, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Movilidad del haber jubilatorio. Reajuste jubilatorio. Vista de las actuaciones. 


    Queda señalar respecto al agravio referido a la declaración de inconstitucionalidad del artículo 21, que el Tribunal en Fallos: 320:2792, estableció que el contenido de dicha norma no constituye una lesión a las garantías de igualdad y propiedad.  Respecto del recurso interpuesto por el representante de la demandada, cabe, también, extender a la especie las consideraciones hechas valer por el Tribunal en el pronunciamiento a que hace referencia el recurrente.


    Arena, Alfredo c/ ANSES s/ Reajustes por movilidad


    A. 20, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    Cuestión abstracta. 


    Atento a que las partes han manifestado su voluntad de no proseguir con la persecución penal, la cuestión traída a examen ha devenido abstracta.


    C., Domingo Felipe s/ Recurso de casación


    C. 341, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Atento a que las partes han manifestado su voluntad de no proseguir con la persecución penal, la cuestión traída a examen ha devenido abstracta.


    C., Domingo Felipe s/ Recurso de casación


    C. 342, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad


    Nulidades. Decretos. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Carga. Zonas francas. Poder Ejecutivo Nacional. Revisión judicial de actos administrativos. 


    Corresponde indicar que el Decreto n° 520/95, más allá de sus antecedentes convencionales mencionados en su considerando y de su supuesta ilegitimidad, fue producto del ejercicio de potestades reglamentarias, constitucionalmente asignadas al Poder Ejecutivo nacional por el art. 99, inc. 2, de la Carta Magna, potestades que no pueden ser objeto de convención o contrato alguno, toda vez que no constituyen derechos subjetivos del órgano Ejecutivo.  Tiene dicho el Tribunal que "la modificación de leyes por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, ya que nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a la inalterabilidad de los mismos". También es doctrina de la Corte que la continuidad de un reglamento no constituye, en sí misma, una situación jurídicamente tutelada.  Ello no empece a que deban respetarse los derechos adquiridos al amparo de la norma derogada, con la indemnización -en su caso- de los daños efectivamente sufridos por los administrados, producto de la pérdida de vigencia del acto general, situación que, es oportuno recordar, debe examinarse con particular severidad.  Por otra parte y, tal como se señaló ut supra, sin desconocer las circunstancias que precedieron al dietado del Decreto 520/95, es menester indicar que éste carece del contenido contractual que le asigna la actora y en el cual funda la pretendida ilicitud del objeto del Decreto derogatorio n° 1583/96. Es por ello que, sin más, cabe desestimar el planteo de la provincia en tal sentido.  La supuesta ilegalidad del Decreto N° 1583/96 sólo retrotraerla a la situación anterior, es decir, a la necesidad de contar con una reglamentación que notoriamente el Poder Ejecutivo nacional no dictará porque ya lo ha considerado inviable al derogarlo.  Autorizada doctrina ha sostenido que “las facultades discrecionales del ejecutivo surgen, no de la Constitución, sino de la 'legislación' cuando ésta se limita a señalar afines prescindiendo de la mención específica de los medios para lograr aquéllos”. La aplicación de estas potestades discrecionales implica una merituación de la oportunidad o conveniencia en la elección, implementación o reemplazo de una determinada medida o de un cierto mecanismo.  Cabe señalar que el control judicial de los actos administrativos inclusive de los generales, debe limitarse a los aspectos vinculados con su juridicidad y que, como ha señalado la Corte "la potestad del Poder Judicial de revisar los actos administrativos sólo comprende, como principio, el control de su legitimidad -que no excluye la ponderación del prudente y razonable ejercicio de las facultades de las que se hallan investidos los funcionarios competentes-, pero no el de la oportunidad, mérito o conveniencia de las medidas por éstos adoptadas. Dicho control de legitimidad supone el de la debida aplicación de las normas estatutarias, de manera que los hechos se clarifiquen adecuadamente y lo decidido se ajuste al texto legal".  El mayor o menor acierto o error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por la autoridad administrativa, constituyen puntos sobre los que no cabe al Poder Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de dichas facultades discrecionales no resulte irrazonable, inicuo o arbitrario, circunstancias que, como se ha expresado, no se configuran en el sub lite.  La Corte Suprema ha dicho que los convenios entre Nación y Provincia comportan la manifestación positiva del llamado federalismo de concertación que tiende a establecer, mediante la actividad concurrente de ambas partes, políticas que posibiliten la finalidad común del crecimiento de la economía nacional y de la reactivación de las economías regionales. Si bien el presente no se trata de una ley convenio en los términos de un Pacto Federal o de una ley de coparticipación federal, es un contrato de adhesión a una ley, la n° 24.331 de creación de zonas francas, con contenidos específicos pactados entre las partes -los que no pueden presumirse violatorios de la misma ley a la que adhieren- convenio al que bien cabe ubicarlo con un rango normativo específico dentro del derecho federal del que participa.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad


    S. 294, XXXIII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de queja
(procesal)


    Denegatoria del recurso,. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, “Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Galván, Sandra y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro


    G. 488, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las conaideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Passer Quinteros, Marisa y otros c/ Consejo Provincial de educación


    P. 435, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 401, L. XXXVI, “Di Chiazza, Eduardo Francisco c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires – Recurso de hecho”.


    Muller, Otto Julio c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    M. 527, XXXV, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Capone, Miguel Ángel y otros c/ Provincia de Río Negro


    C. 692, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Degano, Alicia Ofelia y otros c/ Provincia de Río Negro


    D. 485, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Faure, Patricia y otros c/ Provincia de Río Negro


    F. 297, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Parisotto, Miriam y otros c/ Provincia de Río Negro


    P. 437, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Prosdosimo, Jorgelina y otros c/ Consejo Provincial de Salud Pública de la Provincia de Río Negro


    P. 436, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Santiago Elcie, Miriam y otros c/ Provincia de Río Negro


    S. 517, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, “Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Eduards, Liliana Noemí y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro


    E. 134, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVI, “Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Espinosa, Liliana Nora y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro


    E. 97, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa O. 109, L. XXXVL, "Olivera, Martha Mabel c/ Provincia de Río Negro - Recurso de Hecho".


    Turchetti, Adriana y otros c/ Consejo Provincial de Educación de la Provincia de Río Negro


    T. 165, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    A. S.A. y otros s/ Infracción Ley 19.359


    A. 619, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    L., Florencio Alejandro s/ Causa N° 3506


    L. 270, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada se mantiene la queja.


    Kotllar, Roberto Mario s/ Recurso de Queja - Causa N° 2.859-


    K. 17, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada se mantiene la queja.


    Lovacono, Jorge Alberto s/ Causa 3.081


    L. 128, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1144, L. XXXV, "Confederación Medica de la República Argentina c/ E.N. - M° E. y O.S.P. - Dto. 885/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Confederación Médica de la República Argentina c/ Estado Nacional (Ministerio de Obras y Servicios Públicos)


    C. 1099, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 567, L. XXXV, "Federación Médica Gremial de la Capital Federal c/ EN - M° E. y O.S.P. - Dto. 885/98 s/ Amparo Ley 16.986".


    Federación Médica Gremial de la Capital Federal c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos)


    F. 554, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de queja


    Corrupción de menores. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa B. 422, L. XXXVII.


    B., H. C. s/ Corrupción de menores agravada por el vínculo - Causa N° 2382


    B. 407, XXXVII, 26 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Toda vez que se publicó en el Boletín Oficial la Resolución Conjunta n° 49/01 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor y 52/01 de la Secretaría de Energía y Minería, que deroga la Resolución Conjunta n° 23/94 de las ex-Secretarías de Energía y de Comercio e Inversiones, entre otras (art. 1°), se le solicita al Tribunal que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes a fin de que manifiesten que consideren pertinente, en el entendimiento que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido procesal -principio por el cual se debe velar-, de la ley n° 24.946- y por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevivientes al recurso extraordinario, con el fin de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Butapropano S.R.L. c/ Ministerio de Educación y Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Energía - Resolución 414/99 s/ Amparo Ley 16.986


    B. 449, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B.449, L.XXXVI, "Butapropano S.R.L. c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Secretaría de Energía de la Nación- Resol. 414/99 s/ Amparo ley 16.986".


    Micro Gas S.A. c/ Ministerio de Educación y Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Energía - Resolución 414/99 s/ Amparo Ley 16.986


    M. 743, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B.449, L.XXXVI, "Butapropano SRL c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Secretaría de Energia de la Nación - Resol. 414/99 s/ Amparo ley 16986".


    Giac Gas S.A. c/ Ministerio de Educación y Obras y Servicios Públicos - Secretaría de Energía - Resolución 414/99 s/ Amparo Ley 16.986


    G. 363, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 693; L. XXXVI, “Banco Caseros S.A. s/ Quiebra - Incidente por Cristina Guerrero de Villamea y otros”.


    Banco Caseros S.A. s/ Quiebra s/ Incidente por Cristina Mercedes Guerrero de Villamea y otros


    B. 706, XXXVI, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.C. R. 139, L. XXXVII, "R. S. J. c/ Arte Grafico Editorial Argentino S.A. y otra".


    R., S. J. c/ Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. y otro


    R. 124, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen del expediente E-159 que corre por cuerda.


    Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. s/ Recurso de queja


    A. 496, XXXV, 23 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa M. 678; L. XXXIV, “Magan de Arias, Josefa Martina c/ ANSES s/ Jubilación por edad avanzada”.


    Zamponi, Clelia Ana c/ Anses s/ Jubilación por edad avanzada.


    Z. 24, XXXV, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Acción contencioso administrativa. Juicios en que es parte una provincia. Solve et repete. Cuestión federal. Defensa en juicio. Sentencia definitiva. Sentencia arbitraria. Verdad jurídica objetiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cuestión debatida en autos remite al análisis y aplicación del denominado principio o regla del solve et repete, receptado en el Código de rito local aplicable al momento de dictarse la sentencia recurrida, cuyo art. 30 establece: "cuando la resolución administrativa que motivase la demanda en su parte dispositiva, ordenase el pago de alguna suma de dinero proveniente de liquidación de cuentas o de impuestos, el demandante no podrá promover la acción sin abonar previamente la suma referida".  Si bien, lo decidido conduce al examen de cuestiones de derecho público local ajenas como regla general a la instancia del art. 14 de la ley 48 en virtud del debido respeto a las facultades de las provincias para darse sus propias instituciones y regirse por ellas (art. 5 Constitución Nacional), en el sub lite, existe cuestión federal bastante para apartarse de ella, porque la resolución que es objeto del remedio extraordinario ha incurrido, en un injustificado rigor formal que atenta contra la Garantía de la defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Carta Magna.  En cuanto al requisito de que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o bien aquélla que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, en el caso, la resolución recurrida resulta asimilable a tal, en atención a que no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resucito  La mentada regla del solve et repete ha sido receptada en diversos ordenamientos locales y en distintas leyes del ámbito federal y su validez constitucional fue declarada por la constante jurisprudencia de la Corte, destacándose que el requisito del previo pago no importa, por si mismo, violación del art. 18 de la Ley Fundamental. Empero, el propio Tribunal ha morigerado tal exigencia en aquellos casos en los que existe una desproporcionada magnitud entre la suma que el contribuyente debe ingresar y su concreta capacidad económica o su estado patrimonial, a fin de evitar que el pago previo se traduzca en un real menoscabo de garantías que cuentan con protección constitucional.  Lo declarado por el a quo en torno a que el depósito de la actora no es un pago ni tiene carácter previo, peca de un excesivo rigor formal que tiñe de arbitrariedad la decisión y deviene incompatible con un adecuado servicio de Justicia, máxime en atención a las particulares circunstancias que rodearon la tramitación de la presente causa.  Es doctrina pacífica del Tribunal que adolece, de tales vicios, la interpretación literal de una norma procesal que frustra el objetivo perseguido por la institución reglamentada e involucra la renuncia al esclarecimiento de la verdad jurídica objetiva del caso, puesto que la interpretación de las normas procesales no puede prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva.


    Expreso Quilmes S.A. c/ Provincia de Buenos Aires


    E. 39, XXXV, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Rodríguez, Olga Lucrecia y otra c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Amparo


    R. 394, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo".


    Confederación Médica de la República Argentina c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 885/98 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 1144, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. IVA. Responsables no inscriptos. Legitimación procesal. Principio de capacidad contributiva. Revocación de sentencia. 


    Art. 43 de la Constitución Nacional.


    De los agravios de la recurrente, se impone examinar, en forma previa, el relativo a la legitimación que ha esgrimido el Colegio actor para actuar en nombre de sus asociados, puesto que, de carecer de tal requisito común, se estaría ante la inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia", en los términos del art. 116 de la Carta Magna, que tornaría imposible la intervención de la Justicia por intermedio del presente amparo, resultando carente de sustento y, por ende, arbitrario, un decisorio sobre el fondo en tales condiciones. En este orden de ideas, es doctrina del Tribunal que el recurso extraordinario es procedente, aun tratándose de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, en los supuestos en que las conclusiones de los jueces presentan vicios que las descalifican a la luz de la doctrina sobre la arbitrariedad de sentencias.   Tiene dicho el Ministerio Público en los dictámenes recogidos en Fallos: 306:893 y 322:528, que la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos.  Así, el Tribunal negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los poderes Legislativo y Ejecutivo. Pues, el fin y las consecuencias del control encomendado a la Justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa suponen que este requisito de la existencia de "caso" o "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la división de poderes.  El art. 2° de la ley 27 preceptúa que la Justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. Así lo ha entendido la Corte en su doctrina, según la cual "si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese la limitación derivada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como un pleito o demanda en derecho instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento, la Suprema Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, y podría llegar el caso en que los demás poderes del Estado le quedaran supeditados con mengua de la letra y del espíritu de la Carta Fundamental".  En esta inteligencia de la cuestión, la existencia de un "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso.   Tiene dicho la Corte en Fallos 322:528, cons. 9°, que, "al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado y el reclamo que se procura satisfacer", el cual "resulta esencial para garantizar que sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal", y, en definitiva, a fin de preservar al Poder Judicial de la sobrejudicialización de los procesos de gobierno. En síntesis, la "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o, que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa" o "substancial", esto es, que posean suficiente concreción e inmediatez" para poder procurar dicho proceso.  También ha sostenido la Corte que, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca.  En conclusión, el principio indicado surge de la jurisprudencia norteamericana, que también requiere una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admita remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo, entendida como diferente de una opinión que advierta cuál sería la norma en un estado de hecho hipotético. Este principio fue reiterado por el Tribunal en Fallos: 316:1713 y 320:1556 y 2851, así como en dictámenes de esta Procuración General en las causas C. 782, L. XXXV, "Carbone, Miguel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Acción de amparo" y "Casime".  En el caso, la actora, invocó estar investida de facultades para representar a sus asociados, quienes por tener una facturación que, en el año, no supera los $36.000, han sufrido o pueden sufrir, en forma inminente, las consecuencias gravosas de la aplicación de un régimen tributario desventajoso, con relación al resto de los contribuyentes que, por superar dicho monto, pueden permanecer como responsables no inscriptos frente al IVA, razón por la cual pretende la declaración de inconstitucionalidad de las normas supra indicadas.  Contrariamente a lo alegado por dicha parte y a lo decidido implícitamente por el a quo, existe un obstáculo insuperable para poder considerar que aquélla se encuentra legitimada para realizar la petición de autos. El óbice, se desprende de la calidad de los derechos cuya afectación ha denunciado.  En efecto, si bien ha destacado esta Procuración General que, tras la Reforma Constitucional de 1994, nuestra Carta Magna ha ampliado el espectro de los sujetos legitimados para accionar por la vía del amparo, que tradicionalmente estaba limitada a aquellos que fueran titulares de un derecho subjetivo individual, esta amplitud no se ha dado para la defensa de cualquier derecho, sino sólo en relación a los mecanismos tendientes a proteger ciertos derechos de incidencia colectiva.   En la especie, no se trata de un planteamiento vinculado a derechos relativos al medio ambiente, o a la competencia, ni que afecten la relación de usuario o consumidor, ni de ningún otro tipo de derecho subjetivo de incidencia colectiva en general, sino que se está ante una discusión que, en concreto, gira en torno al deber de contribuir al gasto público por parte de ciertos sujetos que, por desarrollar una actividad profesional y tener una facturación que no supera un monto anual determinado, el Legislador ha decidido que lo hagan de una manera determinada, colocándolos ante una opción, diversa de la que ha otorgado a quienes superan dicha cifra.  En tales condiciones, la actora ha puesto sobre el tapete una cuestión relativa al respetó del principio de capacidad contributiva y de la igualdad ante el impuesto de cada uno de los contribuyentes que puedan resultar alcanzados por las disposiciones en crisis. Tales derechos, son patrimoniales, puramente individuales, cuyo ejercicio y solicitud de tutela corresponde, en exclusiva, a cada uno de los potenciales afectados y, por lo tanto, fuera del ámbito de la ampliación de la legitimación que ha realizado la citada norma constitucional.  En este orden de ideas, el Colegio amparista no ha actuado tampoco en defensa de derechos y obligaciones que incumban exclusivamente a los fonoaudiólogos por su condición de tales, o en procura de justicia frente a disposiciones que regulen esa actividad profesional en exclusiva, supuesto en que, en todo caso, gozaría de una mejor posición para actuar ante la Justicia, si su ley de creación y sus normas estatutarias así lo facultaran. Sino que, lo hizo sólo con relación a derechos individuales de parte de sus asociados, en su calidad de contribuyentes, supuesto que, resulta insuficiente para formular un reclamo como el presente.  Ha expresado el Tribunal en Fallos: 321.1252, cons. 25 que, admitir la legitimación en un grado que la identifique con el generalizado interés de lodos los ciudadanos en el ejercicio de los poderes de gobierno, deformaría las atribuciones del Poder Judicial en sus relaciones con el Ejecutivo y con la Legislatura y lo expondría a la imputación de ejercer el gobierno por medio de medidas cautelares. Y agregó que la protección de los contribuyentes o de los ciudadanos, dada su base potencialmente amplia, es precisamente el tipo de influencia que en una democracia debe ser utilizada ante las ramas del gobierno destinadas a ser sensibles frente a la actitud de la población, modalidad de naturaleza política a la que es ajeno el Poder Judicial. Es claro, que tal supuesto equivaldría a una acción popular, a una defensa abstracta de la legalidad, inadmisible en nuestro ordenamiento federal.


    Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional s/ Amparo


    C. 547, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Gravamen irreparable. Derecho a la justa retribución. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    El recurso extraordinario resulta admisible en los términos de la conocida jurisprudencia de la Corte que asimila, a definitiva, la sentencia que rechaza el amparo, cuando lo decidido causa un agravio de muy dificultosa reparación ulterior, conclusión aplicable al caso por la naturaleza alimentaria de los derechos en juego.  En el sub lite, obran elementos de juicio que hacen presumible la existencia de un perjuicio inminente o irreparable. Así, toda vez que las deducciones practicadas en los haberes del actor, que llevaron a suprimir un porcentaje importante de su retribución mensual -aún cuando las hubiera consentido- y las consecuencias que derivarían de la normal demora que insumiría el trámite de la demanda contencioso-administrativa, permiten concluir que se encuentra afectado seriamente su medio de subsistencia, canalizado para el trabajador en el derecho a la percepción de una retribución justa (art. 14 de la Constitución Nacional).  Si bien es doctrina del Tribunal que la decisión atinente a la existencia de otras vías legales para la tutela de los derechos invocados por medio del amparo versa, como regla, sobre cuestiones de hecho y de derecho procesal, reservada a los magistrados e irrevisables en la instancia del art. 14 de la Ley 48, en tanto no medie arbitrariedad o palmario desconocimiento de garantías constitucionales, en el sub lite corresponde atender a su excepción y habilitar el remedio federal deducido.  Ello, por cuanto, en el decisorio apelado se realizó una apreciación meramente ritual sobre la procedencia de la acción intentada, que culmina en la ilustración del derecho del recurrente a obtener una sentencia que se pronuncie sobre el tondo de sus pretensiones.  Al respecto, la Corte ha expresado que, si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar medios ordinarios instituidos para la solución de las controversias, su exclusión por la existencia de otros recursos administrativos y judiciales no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una electiva protección de derechos, más que una ordenación o resguardo de competencias.  Así, los jueces de la causa no han suministrado argumentos valederos en orden a que los planteos atinentes a la violación de los derechos consagrados por los arts. 14, 17, 18 y 31 de la Constitución Nacional y a la seria afectación de prestaciones de carácter alimentario no admiten su resolución por la vía rápida y expedita del amparo.  Del mismo modo, no se advierte utilidad en la sustanciación de otro proceso, al cual no han de aportarse más datos conducentes para la solución del caso que los que obran en el presente litigio. Por otra parte, la accionada no alegó limitación concreta al ejercicio de su derecho de defensa como consecuencia de la vía intentada, con lo que pierden validez los argumentos expuestos por el a quo como obstativos al curso de la acción.


    Carrizo, Raúl s/ Acción de amparo


    C. 1463, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "Adidas Argentina y otros c/ Estado Nacional -  Ministerio de Economía - Resoluciones  987/97, 512/98 y 1506/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Suencof S.R.L. c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía Resolución 122/00 y 123/00 s/ Amparo Ley


    S. 218, XXXVII, 05 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Deberes y facultades del juez. Sentencia. Caso concreto. Buques pesqueros. Buque de bandera extranjera. Falta de agravio concreto. Sentencia ultra petita. Revocación de sentencia. 


    En el sub lite se ha puesto en tela de juicio la validez de un acto de autoridad nacional y la decisión del a quo ha sido contraria a su validez, el recurso extraordinario interpuesto seria formalmente admisible. Empero, toda vez que también se cuestiona el rechazo por los jueces de la causa de la aducida falta de perjuicio concreto en el actor, un orden naturalmente lógico impone examinar, en forma previa, tal circunstancia, pues, de faltar ese requisito, estaríamos ante la inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia", que tomaría imposible la intervención de la justicia.  Al respecto, de acuerdo con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, cuando ante los estrados de la justicia se impugnan las disposiciones expedidas en ejercicio de una atribución propia de alguno de los otros poderes con fundamento en que ellas se encuentran en pugna con la Constitución, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca.  Sobre el tema, el Ministerio Público recordó en la causa “Pellegrini, Osvaldo y otro c/ Banco Francés e Italiano para la América del Sud s/ Ordinario", que "desde antiguo, la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos, así como que, si no existiese la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como "un pleito o demanda en derecho instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento”, la Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, toda vez que "el Poder Judicial no se extiende a todas las violaciones posibles de la Constitución, sino a las que le sean sometidas en forma de caso por una de las partes. Si así no sucede, no hay caso y no hay, por lo tanto, jurisdicción acordada.  El principio indicado surge de la jurisprudencia norteamericana, que también requiere una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admita remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo, entendida como diferente de una opinión que advierta cuál sería la norma en un estado de hecho hipotético y fue reiterado por el Tribunal en Fallos: 316:1713 y 320:1556 y 2851, así como en el dictamen de esta Procuración General, emitido en la causa E. 782, L. XXXV. "Carbone, Miguel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Acción de amparo".  Sobre la base de tales criterios, el sub examine no constituye un caso o causa que pueda ser resuelto por el Poder Judicial, porque el actor no ha acreditado que el decreto n° 1285/99 lo afecte en sus derechos, con arbitrariedad e ilegalidad manifiestas y en forma actual o inminente, tal como lo exigen los arts. 43 de la Constitución Nacional y 1° de la ley 16.986 para la procedencia de la acción de amparo.   En efecto, aquél no explica ni demuestra de qué modo se le impide ejercer su actividad, ya que el acto que cuestiona sólo se limita a autorizar a las empresas nacionales a contratar buques extranjeros para explotar el excedente de la producción del calamar que la flota pesquera nacional no alcanza a capturar, sin afectar la porción del mercado que aquéllas ocupan, ni eximir del requisito de contratar personal nacional en todos los buques que prevé la ley 24.922. Así, las manifestaciones que formula en cuanto a que, pese a ello, los barcos serán contratados por fletamento y no por locación y, por consiguiente, navegarán sin tripulación argentina no alcanzan para demostrar el menoscabo que el acto produciría en sus derechos ni para concluir en que aquél sea inminente.  Es que, lo fundamental para determinar la improcedencia de la vía elegida consiste en la carencia de un perjuicio concreto en el actor, pues, además de lo ya indicado, no se advierte cómo se restringen, limitan o modifican sus actuales condiciones laborales, máxime cuando los nuevos barcos no sustituirán a los nacionales, sino que explotarán el excedente del recurso que aquéllos no pueden aprovechar, por una limitación de capacidad operativa estructural de la flota pesquera nacional y no como consecuencia del decreto n° 1285/99. De ahí que las afirmaciones del actor no pasan de ser dogmáticas, sin sustento en constancias probatorias. Más aún, los daños se presentan como eventuales o hipotéticos y sin incidencia directa sobre sus derechos, es decir, sin el grado requerido para habilitar la excepcional vía del amparo que resulta inadecuada para resolver la cuestión.  En tales condiciones, asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que el a quo, se excedió en su jurisdicción.


    Casime, Carlos Alberto c/ Estado Nacional


    C. 1329, XXXVI, 15 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Ley posterior. Cuestión abstracta. 


    Luego de suscitado el planteo traído en recurso, el Congreso Nacional dictó la ley 25.326 de Protección de Datos Personales, que regula en forma orgánica e integral el uso de información relativa a las personas, determinadas o determinables, que se halle registrada en archivos, registros, bancos o bases de datos públicas, o privadas destinadas a proveer informes. Asimismo, establece reglas especiales para distintas categorías de datos, entre los que incluye a los recogidos para información crediticia.   Al respecto, la Corte ha dicho que "tratándose de leyes sucesivas, que legislan sobre la misma materia, la omisión en la última de disposiciones de la primera, importa seguramente dejarlas sin efecto, cuando la nueva ley crea -respecto de la cuestión que se trate- un sistema completo, más o menos diferente del de la ley antigua.   La Corte ha dicho que "para declarar la insubsistencia de una norma como consecuencia de la abrogatio de una ley con la que armoniza y se relaciona, no basta señalar que se había dictado en ocasión de la vigencia de esta última o aun con explicita referencia a ella, sino que es necesario examinar si la norma en cuestión es verdaderamente incompatible con el sistema establecido por la nueva ley, pues sólo en este supuesto la sanción de un nuevo precepto producirá la derogación de las normas que tuvieron su razón de ser en el antiguo”.  En ese orden de ideas, la subsistencia de la prohibición de informar establecida en el art. 53 de la ley 20.065 resulta incompatible con el nuevo sistema legal.   Por lo expuesto, la cuestión suscitada en autos se ha tornado abstracta.


    Organización Veraz S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo Ley 16.986


    O. 180, XXXVI, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    IVA. Responsables no inscriptos. Principio de igualdad. Declaración de inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. 


    Ell agravio de la actora, consiste en alegar que los dos extremos de la alternativa dada por la ley 24.977 resultan peores, para su situación, al compararla con la posibilidad que tienen otros profesionales con mayores ingresos de permanecer como RNI en el IVA.   Esta manera de plantear las cosas resulta lógicamente correcta, ya que, para conseguir el objetivo que persigue con su demanda, debe demostrar de manera acabada que las dos opciones ante las cuales la coloca el ordenamiento jurídico tributario, son siempre más gravosas que la de ser RNI en el IVA, sobre todo en términos comparativos frente a quienes, a pesar de tener ingresos superiores sí pueden permanecer como RNI. Por ende, ambas alternativas resultarían lesivas de sus derechos constitucionales, en términos de igualdad y de capacidad económica.  Respecto del principio de igualdad, ha dicho la Corte que "no se propone erigir una regla férrea en materia impositiva, sino impedir que se establezcan distinciones, con el fin de hostilizar o favorecer arbitrariamente a determinadas personas o clases, como sería si se hicieran depender de diferencias de color, raza, nacionalidad, religión, opinión política u otras consideraciones que no tengan relación posible con los deberes de los ciudadanos como contribuyentes, en consecuencia, cuando un impuesto es establecido sobre ciertas clases de bienes o de personas, debe existir alguna base razonable para las clasificaciones adoptadas, lo que significa que debe haber alguna razón substancial para que las propiedades o las personas sean catalogadas en grupos distintos", agregando que "la garantía consagrada por el art. 16 de la Constitución en lo que a impuestos se refiere, no importa otra cosa que impedir distinciones arbitrarias, inspiradas en el propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas o clases".   La garantía de la igualdad no exige la uniformidad de la legislación, sino que las distinciones que puedan establecerse no sean arbitrarias ni impliquen un propósito de hostilidad o indebido privilegio.  También ha señalado el Tribunal, que el poder de crear impuestos está sujeto a ciertos principios que se encuentran en su base misma; que dicha atribución debe ejercerse de buena fe, para objetos públicos y no privados, y establecidos con arreglo a un sistema de imparcialidad y uniformidad a fin de distribuir con justicia la carga; que toda imposición que se apoye en otras razones o responda a otros propósitos, no sería impuesto sino despojo. El principio de igualdad importa el derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se le concede a otros en iguales circunstancias, regla republicana básica y elemental bajo cuya luz han de ser examinadas las normas en crisis.  Por otra parte, el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse, por lo que la declaración de inconstitucionalidad de una ley requiere que la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Y que quien tacha de inconstitucional una norma tributaria aduciendo que viola sus derechos de propiedad e igualdad debe probar de modo concluyente la forma cómo tal afectación ha tenido lugar.  El art. 2° de la Ley 24.977 sustituyó el texto del art. 29 de la ley del IVA y puso un nuevo requisito para que los contribuyentes que sean profesionales puedan ser responsables no inscriptos en él, al establecer que sólo tienen esta opción quienes facturen más de $36.000 al año, siempre que no sobrepasen los $144.000. Quienes se hallen por debajo del primer tope, sólo pueden permanecer ante el IVA como responsables inscriptos, otorgándoles la posibilidad de ingresar en el RS.  Con anterioridad a la sanción de la Ley 24.977, conforme al art. 29, inc. b), de la ley del IVA, todos los profesionales, sin distinción, tenían la facultad de inscribirse en el gravamen, mientras obtuvieran ingresos brutos anuales que no superaran los $96.000. La diferencia en cuanto a la inscripción no importa crear un gravamen diferente para cada uno de los casos referidos, sino una diversa modalidad que asume el impuesto a los fines del control sobre su pago y cumplimiento de las regulaciones que realiza el Fisco. Además, aquélla no puede atribuirse exclusivamente a cuestiones vinculadas con la capacidad económica, ya que todo contribuyente tenía la posibilidad de inscribirse como responsable del gravamen.  La distinción entre ambas categorías está dada, por una parte, en que los RI han de incorporar el tributo obligatoriamente en sus operaciones, discriminándolo o no, y que deben ingresar mensualmente el gravamen resultante a la DGI, por los mecanismos que correspondan, previa deducción de las retenciones, pagos a cuenta y/o percepciones que haya debido soportar en su operatoria. Y, por otro lado, para materializar estos ingresos y volcar la información necesaria que el fisco requiera, ha de llevar a cabo determinados deberes formales consistentes, en general, en tener al día los registros que las normas exijan y presentar las declaraciones juradas pertinentes.  El Tribunal, en el pronunciamiento de Fallos: 323:523, destacó que la ley del IVA ha distinguido la situación entre ambos tipos de responsables, en mérito a la distinta envergadura económica de su actividad y que a los no inscriptos "no es aplicable el método de liquidación del impuesto mediante la confrontación entre el crédito y el débito fiscal (...), sino que su carga tributaria resulta del incremento de la alícuota del impuesto que recae sobre sus insumos". Expresó también allí que "En este sistema previsto para los no inscriptos, la ley considera que ese acrecentamiento del impuesto es representativo del gravamen que pudiese corresponder al valor añadido por aquéllos, de manera que se desentiende, en principio, del importe que pudieren obtener por los servicios que preste, excepto en supuestos especiales que no guardan relación con el tema examinado, o cuando de tales importes pudiese resultar la obligación de inscribirse en el tributo".  En tales condiciones, el sujeto responsable del gravamen, al poder compensar su crédito fiscal abonado al comprar sus insumos y pagar los servicios que requiera para sus operaciones, con el débito fiscal que su desenvolvimiento en el mercado genera, no aporta dinero de su economía al circuito, sino que queda indemne dentro de la mecánica propia del gravamen, en una situación neutra, ya que, en definitiva y en general, el tributo va a repercutir económicamente sobre el consumidor final o quien sea el último eslabón de la cadena de comercialización.  Para aquellos a quienes las normas les permitan permanecer como responsables no inscriptos en el gravamen, si bien es verdad, que aquéllas no los obligan a incrementar el costo de sus servicios en la medida del gravamen, también es cierto que cuando ellos adquieran mercaderías o contraten servicios vinculados con su actividad, es su deber denunciar tal carácter frente a sus proveedores, para que éstos, junto con el precio de la mercancía o servicio, más el impuesto discriminado en la factura, además, le añadan y perciban una sobrealícuota del 50% de aquélla. Si un responsable no denunciara su condición de RNI al realizar sus adquisiciones no sólo estaría omitiendo el ingreso del IVA correspondiente a su etapa de la cadena económica, sino que, paralelamente, estaría imposibilitado para realizar las deducciones pertinentes de los gastos al momento de calcular su impuesto a las ganancias, de conformidad con lo establecido en los arts. 80 y cc. de la ley de este último gravamen, ya que serían consideradas deducciones no admisibles, de acuerdo con el inc. a) del art. 88 de dicha ley.   A mérito de lo expuesto, se puede afirmar que si bien un RNI no está obligado a incorporar el gravamen al precio sus servicios o productos, en los hechos, el peso económico de éste ha de estar necesariamente reflejado en ellos ya que forma parte inescindible de su costo de producción u operativo, el cual se ve incrementado aún más por la sobrealícuota que debe pagar.  En este caso, el sujeto pasivo que no está inscripto no queda indemne frente a la mecánica del impuesto, sino que el peso económico que el gravamen significa lo ha de trasladar, para poder obtener beneficios, vía precio, en sus operaciones con los consumidores finales o demás sujetos, tal como, por otro lado, lo destacó la Corte en el pronunciamiento de Fallos: 323:523.  Entonces, la conveniencia de revestir en una u otra categoría deberá apreciarse en cada caso concreto, dependiendo de las particulares circunstancias que rodeen a cada contribuyente, sin que puedan elaborarse al respecto conclusiones de validez general, como las que ha pretendido desprender infructuosamente la actora del mero texto de las normas del gravamen. Así, la conveniencia de optar entre estar como RI o RNI vendrá dada, entre otros factores, por el hecho de que vendan o realicen prestaciones gravadas a responsables inscriptos o a consumidores finales, circunstancias que son cambiantes, aleatorias, o que merecen una demostración bastante más contundente que su mera alegación.  Tiene dicho la Corte que el examen de razonabilidad de las leyes en punto a su constitucionalidad no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y de modo alguno sobre la base de los posibles o eventuales resultados obtenidos en su aplicación, pues ello importaría valorarlas en mérito a factores extraños y que, asimismo, la ausencia dé una demostración, en el sentido de que en el caso concreto las normas impugnadas ocasionan el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de su constitucionalidad. Y, en tales circunstancias, la actora no aportó a la causa prueba concreta alguna, siquiera mediante indicios, que permita tener por cierta la palmaria inconveniencia que adujo de revestir como responsable inscripta en el IVA, en el caso en que permanezca en el régimen general, al resultarle perjudicial optar por el RS, dadas las apreciaciones críticas que formula a su respecto.  En este orden de ideas, pese a afirmar que se ve lesionado su derecho a trabajar y ejercer industria lícita, tampoco demuestra de qué forma ha visto cercenadas sus posibilidades laborales, o restringido su acceso al mercado, o perdido demanda de potenciales clientes, etc.   Lo dicho es aplicable, al argumento de la actora fincado en la necesidad de cumplir con un cúmulo de deberes formales en caso de ser RI en el IVA. En primer lugar, al ser estos deberes accesorios a la condición de RI, su intensidad dependerá también de las circunstancias que rodeen al desenvolvimiento de la actividad económica del contribuyente, las que los tornarán más o menos extensos. Y, en segundo lugar, si bien su cumplimiento implica un costo fiscal indirecto, su sola mención, huérfana de toda prueba dirigida a acreditar su real peso económico, es también insuficiente para demostrar el agravio a ella anudado.  Igual suerte ha de correr, la queja sustentada en decir que está en peor posición, al ser responsable inscripta, pues queda expuesta a situaciones cuyo incumplimiento le puede acarrear una sanción. En primer término, pues involucra un agravio puramente hipotético y conjetural, ya que si ajusta su conducta a las normas, es de esperar que no reciba sanción alguna. Y luego, porque igualmente, como responsable no inscripta, está frente a la eventualidad de ser castigada por incumplimientos, sea formales o bien sustanciales.  En conclusión, la amparista no ha logrado acreditar, de la manera fehaciente que era menester, los perjuicios que alega sufrir en virtud de su inclusión en el régimen general como responsable inscripta en el IVA. Lo dicho es suficiente para tener por no demostrado el agravio que le atribuye al art. 29 de la ley del IVA y demás normas reglamentarias y, en consecuencia, que se ha tornado inoficioso todo análisis acerca de la otra posibilidad que tiene la actora para optar, es decir, del régimen del monotributo y de las quejas que contra él ha vertido.


    Tachella, Mabel Ángela c/ Dirección General Impositiva - Administración Federal de Ingresos Públicos por Amparo


    T. 296, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Detenido. Establecimientos penitenciarios. Sufragio. Control de constitucionalidad. Inconstitucionalidad. Tratados internacionales de derechos humanos. Buena fe. Presunción de inocencia. Admisibilidad del recurso. 


    Un orden naturalmente lógico impone analizar, el cuestionamiento que formula el Estado Nacional -por medio de los Ministerios mencionados- a la legitimación del CELS para promover el presente amparo, pues ello no sólo constituye un requisito ineludible para la existencia de un "caso", "causa" o "controversia", que habilita la intervención de un tribunal de justicia (art. 116 de la Constitución Nacional), sino que es uno de los agravios que aquél esgrime y la conclusión a que se arribe sobre el punto será fundamental para decidir si corresponde o no examinar los restantes.  A tal fin, la amparista funda su legitimación para actuar en el sub lite, por un lado, en diversas disposiciones de su estatuto asociativo, a tenor de las cuales tiene como objeto social la defensa de la dignidad de la persona humana, de la soberanía del pueblo y del bienestar de la comunidad, por medio de acciones judiciales destinadas a procurar la vigencia de aquellos principios y valores, en particular, asumiendo la representación de personas o grupos afectados en causas cuya solución supone la defensa de los derechos humanos Y. por el otro, en el art. 43 de la Ley Fundamental.  Con respecto a la mencionada disposición, es del caso señalar que reconoce expresamente, como legitimados para interponer la acción expedita y rápida de amparo, a sujetos potencialmente diferentes de los afectados en forma directa por el acto u omisión que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiestas, derechos reconocidos por la Constitución, un tratado o una ley, entre otros, los de incidencia colectiva. Así, la Procuración General ha sostenido que la reforma constitucional de 1994 amplió el espectro de los sujetos legitimados para accionar, que tradicionalmente se limitaba a aquéllos que fueran titulares de un derecho subjetivo individual.  Se encuentra reunido el otro requisito exigido por la Corte para habilitar la intervención judicial en casos como el presente, es decir, la existencia de una “causa" o "controversia". En efecto, la Corte ha señalado, a efectos de admitir la acción de amparo, que la incorporación de intereses generales o difusos a la protección constitucional no suple la exigencia de exponer cómo tales derechos se ven lesionados por un acto ilegitimo o por qué existe seria amenaza de que ello suceda.  Desde esta perspectiva, es dable concluir que, en el sub judice, se configura un caso contencioso, en los términos del Art. 116 de la Constitución Nacional y del art. 2 de la Ley 27, para suscitar la jurisdicción, toda vez que existe un perjuicio concreto, actual e inminente, en cabeza de los detenidos sin condena, alcanzados por la disposición calificada como inconstitucional, diferente del resto de los ciudadanos. No se trata, tal como se vio, de la mera defensa de la legalidad, alejada de un daño concreto y diferenciado, sino de un agravio al derecho constitucional efectivo y, en el caso, continúo.  Toda vez que la dilucidación de la controversia sometida a decisión judicial es de puro derecho, ya que sólo requiere la confrontación de la norma impugnada con otras de superior jerarquía, en una tarea interpretativa, consustancial a la actividad del Poder Judicial.  De ahí que, los argumentos de orden fáctico y procesal alegados, carecen de entidad suficiente para refutar los fundamentos dados por el a quo, o para dilatar el control de constitucionalidad, que constituye la primera y principal misión del Tribunal.  A mayor abundamiento, pese a que los apelantes alegan que la exigüidad de los plazos de la presente acción les ha privado de la posibilidad de ofrecer la prueba que hace a sus derechos, no sólo han omitido tal extremo, sino que tampoco han indicado de modo concreto cómo vieron frustrado o afectado su derecho de defensa.  Corresponde ingresar al examen de la inconstitucionalidad declarada por el a quo, teniendo presente que, por discutirse el contenido y alcance de una norma de Derecho Federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de aquél o de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  Ante todo, es pertinente recordar que en el sub lite se encuentra en discusión el derecho al sufragio, sobre el cual la Corte ha señalado que, además de un derecho de naturaleza política, es una función constitucional, y su ejercicio un poder de la comunidad nacional, es decir, una competencia constitucional dentro de los límites y bajo las condiciones que la misma Constitución ha determinado. También ha dicho, desde antiguo, que el sufragio es la base de la organización del poder; y el derecho que tienen los ciudadanos de formar parte del cuerpo electoral y, a través de éste, constituir directa o indirectamente a las autoridades de la Nación. Por su parte, la doctrina constitucional se ha expedido en igual sentido, al destacar que "todo lo relacionado con el régimen electoral haga a la substancia misma del Estado constitucional, y que un sistema electivo deficiente pueda hacer fracasar la más perfecta Constitución, quebrando en su misma base las instituciones populares" .  En tales condiciones, las normas que limiten su ejercicio, o que afecten la conformación del cuerpo electoral, deben superar un estricto test de razonabilidad para ser compatibles con la Constitución Nacional.  El Código Nacional Electoral (ley 19.945 y sus modificatorias) determina las condiciones para ser elector (art 1°) y establece que tal condición se prueba, a los fines del sufragio, exclusivamente por la inclusión en el registro electoral (art. 2°). En el art. 3° especifica las causas por las que se excluye a un ciudadano de aquel padrón, entre los que se encuentran "los detenidos por orden de juez competente mientras no recuperen su libertad" (inc. d) mientras que, en otras disposiciones, detalla el procedimiento de exclusión (conf.. en especial, el art. 37. en cuanto dispone que los jueces electorales ordenen que sean tachados con una línea roja los electores comprendidos en el art. 30 en los ejemplares de los padrones que se remitan a los presidentes de comicios y en uno de los que se entregan a cada partido político agregando además en la columna de observaciones la palabra "inhabilitado" y el artículo o inciso de la Ley que establezcan la causa de inhabilidad).  El tribunal a quo entendió que dicha segregación del padrón electoral es violatoria de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (suscripta en la ciudad de San José de Costa Rica), de rango constitucional (art. 75, inc. 22, de la Ley Fundamental), que reconoce a todos los ciudadanos entre otros derechos políticos, el de "votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y par voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores" (art. 23.1.b) y establece que "la ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente en proceso penal" (art. 23.2).  Esa interpretación es ajustada a derecho ya que aquella norma del Código Electoral Nacional, al excluir del padrón electoral a los detenidos sin condena, atenta efectivamente contra la Constitución Nacional y los tratados internacionales de protección de los derechos humanos suscriptos por la República, de igual jerarquía normativa.  De la mera confrontación de las disposiciones, se advierte que la de mayor rango no permite la limitación que prescribe la de inferior jerarquía. En efecto aquella sólo admite la reglamentación del derecho a elegir por las causas que establece entre las que se destaca la "condena por juez competente en proceso penal", de donde se desprende que la privación de la libertad mientras se desarrolla el juicio no es suficiente para restringir el ejercicio de aquel derecho cívico.  Y si bien es cierto que los derechos reconocidos en la Convención no son absolutos y admiten reglamentación -al igual que todos los garantizados por nuestra Carta Magna. tal como lo ha señalado reiteradamente el Tribunal-, según mi punto de vista la limitación impuesta por el art. 3°. inc. d) del Código Electoral Nacional excede largamente el criterio de razonabilidad exigido, tanto por los arts. 30 y 32.2 del mencionado Pacto como por el art. 28 de la Constitución Nacional para regular los derechos individuales. Por ello contrariamente a lo que afirma el Ministerio de Justicia, no se advierte contradicción entre la declaración de inconstitucionalidad efectuada por el a quo y las mencionadas disposiciones del Tratado internacional.  Tampoco se considera atendible el argumento que expone en el sentido que el Legislador efectuó el examen de compatibilidad entre el Pacto y aquella norma del Código Electoral Nacional vigente al momento de su ratificación, porque no se trata de comparar dos normas de igual jerarquía sancionadas en distintos tiempos sino de la adecuación de una de rango legal con otra de carácter constitucional, es decir, de distinta gradación normativa y es plenamente sabido que en caso de colisión de normas, debe prevaler la de mayor rango. Al respecto la Corte ha sostenido que tanto aquella Convención como los demás tratados enumerados en el art. 75. inc. 22) de la Constitución Nacional tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de la Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos, pues los términos del citado artículo indican que los constituyentes han efectuado un juicio de comprobación, en virtud del cual han cotejado los tratados y los artículos constitucionales y han verificado que no se produce derogación alguna, juicio que no pueden los poderes constituidos desconocer o contradecir. De ello se desprende que la armonía o concordancia entre los tratados y la Constitución es un juicio del constituyente.  Por otra parte cabe recordar también que, en materia de interpretación de los tratados, es preciso acudir al principio de buena fe, conforme al sentido corriente que ha de atribuirse a los términos en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin (art. 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) y a las pautas hermenéuticas especificas que contiene -para el caso- la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su art. 29, en cuanto dispone que no podrá admitirse restricción o menoscabo de ningún derecho reconocido en el Pacto o limitarlos en mayor medida que la prevista en él.  También, la sentencia impugnada es congruente con la vigencia del principio de presunción de inocencia (art. 18 de la Constitución Nacional), toda vez que restablece la necesaria correlación entre los fines de cada instituto: por un lado, evitar que se lesione la seguridad general con una posible fuga del detenido mientras se sustancia el proceso y, por el otro, permitirle el ejercicio de un derecho cívico de gran trascendencia para el pleno desarrollo personal y colectivo.


    Mignone, Emilio F. s/ Promueve acción de amparo


    M. 1486, XXXVI, 24 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Daños y perjuicios. Denegatoria del recurso. 


    No existe en el caso un pronunciamiento definitivo sobre el planteo de fondo, desde que sólo se ha examinado la validez del artículo 39, inciso 1, de la ley 24.557 y no la procedencia del reclamo sobre daños y perjuicios fundado, mayormente, en la legislación común; y que tal ausencia no se suple con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.  A lo expuesto se añade que, en estricto, la presentante ha fracasado en su empeño por poner en evidencia la existencia de un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, desde que, en caso de un futuro fallo adverso sobre el fondo del asunto, la Corte al examinar los agravios de una eventual presentación extraordinaria que así lo plantee- podría enmendar los efectos del decisorio bajo examen, volviendo sobre lo resuelto a propósito del artículo 39, inciso 1, de la ley 24.557 o del abandono de la vía prevista en el artículo 46, apartado 1, del mismo ordenamiento. La Corte ha señalado que las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, durante la tramitación del Iitigio, son susceptibles de conocimiento por el Alto Cuerpo en ocasión del recurso extraordinario que quepa deducir contra el fallo final de la causa.  No obsta a lo afirmado la alegación de gravedad institucional deducida por la quejosa, desde que, sin perjuicio de la falta del serio y concreto desarrollo que la Corte ha encarecido en sus, ella se asienta sobre la mera base de lo que propia recurrente estima una potencial crisis del sistema instaurado por la nueva normativa de riesgos del trabajo, lo que dista de construir una demostración indubitable de la concurrencia de aquella circunstancia.  Lo anterior no importa sentar opinión sobre el modo en que habrán de resolverse las cuestiones introducidas por la presentante ni las que atañen al fondo del planteo.


    Gorosito, Juan Ramón c/ Riva S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    G. 987, XXXVI, 28 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Procedencia del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 30, L. XXXV, “Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión (TRANSENER S.A.) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Compañía de Transporte de energía eléctrica en alta tensión (Transener S.A.) c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    C. 594, XXXIII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa G. 660, L. XXXIII, "Giardelli, Martín Alejandro c/ Estado Nacional (SIDE) s/ Empleo público".


    Genovesi, Luis Mariano c/ Estado Nacional- Secretaria de Inteligencia del Estado


    G. 661, XXXIII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a la doctrina del tribunal de Fallos: 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia, corresponde admitir el remedio con tales alcances.


    Abalos, Ricardo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Empleo público


    A. 1077, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa, T. 407, L. XXXVI, "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y multa".


    Gareis, Carlos R. s/ Apelación clausura y multa


    G. 375, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa, T. 407, L. XXXVI, "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación, clausura y multa".


    Dalmolin, Nélida Berta de s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    D. 218, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional –Poder Ejecutivo Nacional- Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público”.


    Galli, Guillermo P. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 188, XXXVII, 26 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a la causa de Fallos 319:2267.


    Vaquet, Carlos Victor c/ Ultraocean S.A. s/ Trabajadores Marítimos - Decreto 1772/91


    V. 107, XXXVI, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 501, L. XXXV, “Gas Natural BAN SA c/ Municipalidad de Campana s/ Acción meramente declarativa”.


    Gas Natural Ban S.A c/ Municipalidad de General Rodríguez s/ Medida precautoria- Acción declarativa


    G. 603, XXXV, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 887, L. XXXVI, “Radiodifusora Mediterránea S.R.L. c/ Estado Nacional por amparo”.


    Radio Emisora Cultural S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía - Decreto 138/99 s/ Amparo Ley 16.986


    R. 804, XXXVI, 14 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Álvarez Gardiol A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de amparo


    A. 975, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Clausura del establecimiento. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A.1141, L.XXXVI, "AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Aun cuando una cuestión federal haya sido oportuna y correctamente introducida en el juicio, no podrá ser objeto de consideración por el Tribunal si se ha hecho abandono de la misma omitiendo incluirla entre los puntos sometidos a su decisión o sustentarla debidamente ante él.  Al respecto, no puede reputarse que las magras y escuetas afirmaciones que, respecto de la decisión del juez de primera instancia realizó la recurrente en el escrito puedan considerarse como un agravio concreto ni, en su caso, que éste se encuentre suficientemente fundado para habilitar esta instancia extraordinaria, máxime en atención al preceptivo requisito del art. 15 de la ley 48, en cuanto a la necesidad de fundamentación autónoma.


    Corralón El Gigante SRL c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - s/ Recurso de Apelación


    C. 242, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A.1141, L.XXXVI, "AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Aun cuando una cuestión federal haya sido oportuna y correctamente introducida en el juicio, no podrá ser objeto de consideración por el Tribunal si se ha hecho abandono de la misma omitiendo incluirla entre los puntos sometidos a su decisión o sustentarla debidamente ante él.  Al respecto,  no puede reputarse que las magras y escuetas afirmaciones que, respecto de la decisión del juez de primera instancia realizó la recurrente en el escrito puedan considerarse como un agravio concreto ni, en su caso, que éste se encuentre suficientemente fundado para habilitar esta instancia extraordinaria, máxime en atención al preceptivo requisito del art. 15 de la ley 48, en cuanto a la necesidad de fundamentación autónoma.


    García, Federico c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - s/ Recurso de Apelación


    G. 224, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.1141, L.XXXVI, "AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Aun cuando una cuestión federal haya sido oportuna y correctamente introducida en el juicio, no podrá ser objeto de consideración por el Tribunal si se ha hecho abandono de la misma omitiendo incluirla entre los puntos sometidos a su decisión o sustentarla debidamente ante él.  Al respecto,  no puede reputarse que las magras y escuetas afirmaciones que, respecto de la decisión del juez de primera instancia realizó la recurrente en el escrito puedan considerarse como un agravio concreto ni, en su caso, que éste se encuentre suficientemente fundado para habilitar esta instancia extraordinaria, máxime en atención al preceptivo requisito del art. 15 de la ley 48, en cuanto a la necesidad de fundamentación autónoma.


    Firenze SRL c/ Administración Federal de Ingresos públicos - Dirección General Impositiva - s/ Recurso de Apelación


    F. 141, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.1141, L.XXXVI, "AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Aun cuando una cuestión federal haya sido oportuna y correctamente introducida en el juicio, no podrá ser objeto de consideración por el Tribunal si se ha hecho abandono de la misma omitiendo incluirla entre los puntos sometidos a su decisión o sustentarla debidamente ante él.  Al respecto, no puede reputarse que las magras y escuetas afirmaciones que, respecto de la decisión del juez de primera instancia realizó la recurrente en el escrito puedan considerarse como un agravio concreto ni, en su caso, que éste se encuentre suficientemente fundado para habilitar esta instancia extraordinaria, máxime en atención al preceptivo requisito del art. 15 de la ley 48, en cuanto a la necesidad de fundamentación autónoma.


    Miguel Segura S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - s/ Recurso de Apelación


    M. 239, XXXVII, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Confirmación de sentencia. 


    Por encontrarse en discusión el contenido y alcance de una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  El thema decidendum consiste, pues, en determinar si la Ley 24.906 amplió los supuestos contemplados en el art. 1° de la Ley 24.043 para otorgar el beneficio que esta última establece, de forma tal de aprehender a las personas condenadas por sentencia judicial, pero que estuvieron alojadas en cárceles militares.  En tales condiciones, la nueva ley no extendió el beneficio, sino que se limitó a precisar que las detenciones ilegítimas que repara la ley eran las comprendidas entre la fecha de declaración del estado de sitio y la reinstauración del sistema democrático, aspecto controvertido en la aplicación del régimen por la original falta de previsión en que incurrió la Ley 24.043, toda vez que sólo había precisado que aquéllas debían ser antes del 10 de diciembre de 1983. Y si bien esta omisión fue subsanada por el Decreto Reglamentario (n° 1023/92), ello dio lugar a controversias que tuvieron que ser resueltas, en definitiva, por la Corte.  Finalmente, la Corte ha señalado que la finalidad de la mencionada norma fue "otorgar una compensación económica a personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos -cualquiera que hubiese sido su expresión formal- ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto".


    Rodríguez, Inocencio c/ Ministerio del interior- Artículo 3 Ley 24.043


    R. 474, XXXV, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Clausura del establecimiento. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Juárez, Amelia Raquel s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 1169, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 501, L. XXXV, “Gas Natural BAN SA c/ Municipalidad de Campana s/ Acción meramente declarativa”.


    Gas Natural Ban S.A c/ Municipalidad de Morón s/ Acción meramente declarativa - Medida precautoria


    G. 224, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo".


    Federación Médica Gremial de la Capital Federal c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 885/98- s/ Amparo Ley 16.986


    F. 567, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Colegio de Abogados de San Francisco s/ Acción de amparo


    C. 2, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa R. 887, L. XXXVI, "Radiodifusora Mediterranea S.R.L. c/ Estado Nacional por amparo".


    Imperio Televisión S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Ingresos Públicos de la Nación s/ Amparo Ley 16.986


    I. 51, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Elgue, Miguel Ángel s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    E. 123, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Educación superior. Universidades nacionales. Interpretación de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    Ley 24.521.


    Los recursos interpuestos son formalmente admisibles, toda vez que se halla en juego la inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión del superior tribunal de la causa, fue contraria a las pretensiones de los apelantes.  En cuanto al asunto discutido, se sostiene lo peticionado por el señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, en lo que se refiere a la nulidad de las actuaciones por falta de intervención oportuna del Ministerio Público. Sin embargo, no ocurre lo propio en cuanto al tema de fondo que dio origen al litigio, pues resulta prematuro mantener los argumentos referidos a esta cuestión ante la falta de pronunciamiento del a quo al respecto. En tales condiciones, se mantiene el recurso extraordinario interpuesto por el señor Fiscal General.


    Universidad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    U. 15, XXXIV, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Decretos nacionales. Reforma legislativa. Derechos adquiridos. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto a su derogación o reemplazo, los decretos y normas reglamentarias participan del mismo régimen que las leyes, en cuanto a que ningún derecho adquirido puede impedir su remoción del ordenamiento jurídico pues, de lo contrario, importaría admitir el postulado de la inamovilidad del derecho objetivo en materia reglamentaria. Al respecto, es doctrina pacífica del Tribunal que "la modificación de leyes por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, ya que nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a la inalterabilidad de los mismos". También es doctrina de la Corte que la continuidad de un reglamento no constituye, en sí misma, una situación jurídicamente tutelada.


    Radiodifusora Mediterránea S.R.L. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 887, XXXVI, 14 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 395; L. XXXV, “Bonetto, Rodolfo Antonio y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ Amparo”.


    Giorgini, Carlos A. y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba y otro s/ Amparo


    G. 64, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Elecciones provinciales. Listas de candidatos. Oficialización de listas. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 1486 L. XXXVI.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se debate la interpretación y el alcance de normas federales y la decisión del a quo resultó contraria a los derechos que el apelante fundó en aquéllas, así como porque se cuestionó la validez de  una ley local, por considerarla contraria a las disposiciones de la Constitución Nacional y de un tratado de jerarquía constitucional y el Superior Tribunal provincial se expidió a favor de su constitucionalidad.  Sentado lo anterior, cabe recordar que, por encontrarse en discusión la inteligencia de normas de aquel carácter, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos expuestos por las partes o por el a quo, sino que le corresponde efectuar una declaratoria sobre el punto disputado.  La crítica que el apelante efectúa a la sentencia, porque no aplicó las normas nacionales, fundado en que se trata de una elección simultánea para autoridades locales y nacionales, no puede prosperar; porque la propia ley nacional n° 15.262, establece que las provincias podrán realizar sus elecciones provinciales y municipales, simultáneamente con las nacionales, “bajo las mismas autoridades de comicio y de escrutinio”, en la forma que establezca la reglamentación y aclara que, en tales casos, “la oficialización de las boletas de sufragio y su distribución quedarán  a cargo de la Junta Electoral Nacional, a cuyo efecto las autoridades locales respectivas remitirán la correspondiente lista de candidatos oficializados. Por otra parte, esta solución es concordante con la que adoptó la Corte cuando resolvió una cuestión sustancialmente análoga.


    Alianza Frente para la Unidad (Elecciones Provinciales Gobernador y Vicegobernador, Diputados y Senadores Provinciales) s/ Oficialización listas de candidatos


    A. 671, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Empleo público. Causas regidas por normas federales. Interpretación de las leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa 322:752.


    Hessling, Walter Alberto c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    H. 69, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 322:752.


    Martínez Alvarez, Eduardo c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 600, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión a la doctrina de Fallos: 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia, corresponde admitir el remedio con tales alcances.


    Pastorino, Alejandro Luis y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    P. 617, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Contrabando. Prescripción de la acción penal. Sobreseimiento. Fundamentación del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa F. 500, XXXVI "F. s/ Contrabando"


    Dirección General de Aduanas s/ Apela extinción de acción penal y sobreseimiento parcial y defensa de T., Héctor O. en C. 345/88


    D. 186, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Retiro militar. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso interpuesto es procedente, toda vez que se ha cuestionado la constitucionalidad e inteligencia de normas de carácter federal y haber sido lo resuelto contrario a las pretensiones del apelante.   Los argumentos vertidos por el recurrente no logran conmover el núcleo de la doctrina sentada por la Corte en el pronunciamiento que citó el a-quo, cuyos fundamentos se consideran aplicables al caso.


    Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    B. 408, XXXV, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 567, L. XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”.


    Diagnóstica S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 586, XXXV, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 567, L. XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Oxigenoterapia Norte c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    O. 246, XXXV, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.567, L.XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Rigecin Laboratorios S.A.C.I.F. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    R. 48, XXXVI, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.567, L.XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Sorridi S.A. c/ Hospital Alvear


    S. 611, XXXV, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.567, L.XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Sorridi S.A. c/ Hospital Alvear


    S. 612, XXXV, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.567, L.XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Sorridi S.A. c/ Hospital Alvear y otro


    S. 543, XXXV, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a Fallos: 322: 447.


    La Corte ha dado lugar a la doctrina que declara que la jurisdicción constitucional de la Corte no puede ser afectada por la invocación de leyes locales, tanto en lo que respecta al acceso a la instancia originaria, como a la ejecución de las sentencias que, en tales casos, dicte el Tribunal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución Fiscal.


    O. 122, XXXIV, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Valor probatorio. Cuestión no federal. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La circunstancia de que se haya acordado preferencia a determinados elementos probatorios no configura arbitrariedad.  No son susceptibles de ser tutelados por la vía del artículo 14 de la ley 48 los agravios, aún de carácter constitucional, que derivan de la propia conducta discrecional de la parte.  Tampoco adquieren naturaleza federal las críticas que se dirigen contra la mensuración de la pena, en tanto no se llega a demostrar que exista una real contradicción en la sentencia, ni que aquélla sea ilegal o irrazonable.


    M., D. A. s/ Lesiones leves y otros


    M. 98, XXXVI, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Poder Judicial. Funcionarios judiciales. Régimen jubilatorio. Revocación de sentencia. 


    La declaración de inconstitucionalidad del precepto reglamentario, no aparece precedido del análisis de los extremos de hecho que a tenor de la petición formulada en autos, hubiera permitido, entonces y con el fundamento necesario, considerar que el actor se encontraba comprendido en el régimen previsional estatuido por la ley 24.018.  En condiciones tales, y considerando que en el caso está en juego el desconocimiento de los efectos de un acto emanado de otro Poder de jerarquía igualmente suprema, la oportunidad para que pueda sometérselo al eventual contraste constitucional, se presentará cuando sea consecuencia ineludible un pronunciamiento en tal sentido, lo que supone que en el caso se cumplan los requisitos necesarios.


    Jessen, Carlos Manuel c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    J. 2, XXXVI, 31 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 246, L. XXXVII, “Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional – Fiscalía de Investigaciones Administrativas y Banco central de la República Argentina s/ Juicio de conocimiento”.


    Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional - Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y Banco Central de la República Argentina


    B. 605, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 246, L. XXXVII, “Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional – Fiscalía de Investigaciones Administrativas y Banco central de la República Argentina s/ Juicio de conocimiento”.


    Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional - Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y Banco Central de la República Argentina


    B. 251, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Régimen de facturación y registración. Controladores fiscales. Régimen de emisión de comprobantes Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Constitucionalidad. Control de razonabilidad. Facultades del juez. Derivación razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Con base al art. 33 de la ley 11.683, la AFIP dispone la forma y demás modalidades con que los distintos responsables deben cumplir, en cuanto a la emisión y registración de las facturas y demás instrumentos. Así, la R.G. 4.104 tuvo por objeto sustituir el régimen de la n° 3.419, por uno más exigente y confiable, que no solamente regula la forma, modalidades, requisitos e información necesaria que ha de volcarse en cada comprobante, para dar noticia cabal de los referidos circuitos económicos y de la realización de los distintos hechos imponibles, sino también -en virtud de los adelantos técnicos de la computación – facilita y agiliza en forma relevante las tareas dirigidas a fiscalizar la situación de los responsables, pues permite obtener datos fidedignos y su tratamiento informático inmediato por parte de los funcionarios del fisco.   De esta manera estableció, en cabeza de los contribuyentes y responsables que desarrollen las actividades o realicen las operaciones allí determinadas, la obligación de utilizar únicamente el equipamiento electrónico denominado “controlador fiscal” para emitir los comprobantes y demás documentos.   Asimismo, aclaró que si los sujetos obligados no utilizan dicho dispositivo, se configurará un incumplimiento liso y llano de las disposiciones de la R.G. 3.419 y modificatorias, salvo los supuestos de excepción previstos.   Sin perjuicio de tal obligación, ciertamente, mantuvo el deber de tener habilitado un sistema manual de emisión de comprobantes, ajustado a los requisitos y condiciones de la R.G. 3.419 para ser utilizado sólo excepcionalmente cuando los controladores fiscales se encuentren inoperables (art. 8°) o bien para documentar la anulación de instrumentos emitidos por error por medio de aquellos (art. 6°, tercer párrafo). En forma concomitante, dispuso que la habilitación del sistema de controladores implica la desafectación automática y definitiva de todos los sistemas mecánicos, electromecánicos, electrónicos o computadorizados para la emisión de comprobantes (art.11).  De lo señalado, se desprende que para aquellos obligados a contar con controladores fiscales no coexisten dos sistemas indistintos u optativos para documentar las operaciones sino que, por el contrario, el fisco ha dispuesto uno mucho más exigente y confiable, en forma principal -el controlador- y otro de carácter subsidiario -el manual-, sólo para los supuestos de excepción que enumera y que, además, en caso de ocurrir, han de ser precisamente documentados en el libro único de registro.   Cuando una norma es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación y que es adecuado, en principio, dar a las palabras de la ley el significado que tienen en el lenguaje común o bien el sentido más obvio al entendimiento común.   En este orden, no cabe admitir una interpretación de las disposiciones legales o reglamentarias que equivalga a la prescindencia de su texto, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y su espíritu.   Se puede deducir que, si un obligado a emitir facturas mediante el controlador fiscal lo hace en forma manual, sin que se reúnan las circunstancias de excepción que prevé la norma, habrá emitido un instrumento que no se ajusta a los requisitos exigidos por el fisco con fundamento en la ley de rito fiscal y, por ende, no resultará válido.   Las disposiciones de AFIP, si bien son normas de inferior jerarquía que la ley 11.683, la complementan. Así, el art. 40 de esa ley, para atender al núcleo de la acción allí prevista, remite a la norma complementaria para integrarla con un elemento de hecho cuya especificación se defiere al Poder Administrador, sin que ello suscite, en principio, objeciones de carácter constitucional. Ha dicho la Corte que las facultades de reglamentación que confiere el art. 99, inc. 2°, Constitución Nacional habilitan para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta.   El bien jurídico titulado por esta norma legal es, indudablemente, ese conjunto de facultades de fiscalización y verificación que posee la Administración Fiscal y que se plasma en la exigencia de cumplimiento de un determinado número de deberes formales por parte de los contribuyentes y demás responsables.   En relación a la crítica que, con base constitucional, se ha formulado respecto de las RR. GG. Nos 4104 y 259, hay que recordar que todo derecho consagrado constitucionalmente no es absoluto sino que debe actuarse de conformidad con las leyes que reglamentan su ejercicio, las cuales, a su vez, no pueden alterarlos, lo que sucede cuando sus previsiones resultan irrazonables, o sea, cuando no se adecuan al fin que requirió su establecimiento o incurren en manifiesta iniquidad. Resulta incuestionable la facultad concedida al legislador de establecer los requisitos a los que debe ajustarse una determinada actividad.   Las normas resultan irrazonables cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad y que, en consecuencia, los jueces deben inclinarse a aceptar la legitimidad si tienen la certeza de que expresan, con fidelidad, la conciencia jurídica y moral de la comunidad. No corresponde juzgar el acierto o conveniencia del medio arbitrado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones para alcanzar el fin propuesto, pues el control de constitucionalidad que incumbe a los jueces excluye tal examen.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 1141, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L.XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Moschino de Bernasar, Yolanda s/ Infracción Artículo 40 Ley 11.683


    A. 959, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.1141, L.XXXVI, "AFIP c/ Rovolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la ley 11.683".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Escandar de Feres, Heda O. s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 978, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Colegio de Kinesiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos  s/ Acción de amparo


    C. 499, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Colegio Público de Abogados de Capital Federal c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo Ley 16.986


    C. 955, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Confederación Farmaceútica Argentina c/ Estado Nacional - Ministerio de Econimía y Obras y Servicios Públicos -AFIP (Monotributo) Decreto 885/98 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 1018, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Consejo Profesional de Agrimensura de Jurisdicción Nacional c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (Monotributo) Decreto 885/98 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 1207, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Federación Argentina de Consejos y Ciencias Económicas c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo Ley 16.986


    F. 522, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”.


    Federación Médica de Entre Ríos c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo


    F. 207, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 547, L. XXXVI, "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c/ Estado Nacional por acción de amparo”; y T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo".


    Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Entre Ríos y otros c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo


    C. 851, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo".


    Van Kemenade María Cristina c/ Administración Federal de Ingresos Públicos y/o Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de amparo


    V. 200, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Alberdi, Ana María c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de amparo


    A. 384, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Álvarez Gardiol, Elena c/ Administración Federal de Ingresos Públicos y/o Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de amparo


    A. 382, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Ercolani, Guillermo c/ Estado Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos) s/ Acción de amparo


    E. 215, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Meyer, Marta A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de amparo


    M. 522, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Nusblat, Clara Roxana c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- (Monotributo) Decreto 885/98 s/ Amparo Ley 16.986


    N. 124, XXXVI, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 296, L. XXXV, "Tachella, Mabel Ángela c/ DGI - Administración Federal de Ingresos Públicos por amparo”.


    Sutter Schneider Gustavo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de amparo


    S. 950, XXXV, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Armas. Prueba confesional. Procedencia del recurso. 


    Si de las declaraciones surge que por lo menos pudo observarse un arma, suponer que por no haber efectuado una descripción de aquélla en sentido legal queda descartada su utilización, importa exigir a los testigos opiniones científicas o técnicas cuando su función en el proceso no es esa, sino la de declarar acerca de los hechos que han caído directamente bajo la acción de sus sentidos.  Además, cuando el imputado también reconoce el uso de un arma en el hecho y en su confesión no cuestiona su capacidad ofensiva, aquella circunstancia impide exigirle a la parte acusadora, que pruebe la existencia del arma, la demostración de su idoneidad, pues imponérselo significaría que la agravante pudiese ser aplicada solamente en aquellos casos de flagrancia o cuando se hubiesen efectuado disparos pero no en aquellos en que nada de ello hubiese ocurrido, con lo cual se desvirtuaría el sentido de la figura del artículo 166, inciso 2°, del Código Penal.


    Biroche, Vicente Andrés s/ Robo calificado


    B. 208, XXXVII, 16 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Vistas y traslados. Debido proceso. Fallos del Superior Tribunal. Circunstancias sobrevinientes. 


    Toda vez que se publicó en el Boletín Oficial la Resolución Conjunta n° 49/01 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor y 52/01 de la Secretaría de Energía y Minería, que deroga la Resolución Conjunta n° 23/94 de las ex-Secretarías de Energía y de Comercio e Inversiones, entre otras (art. 1°), se le solicita al Tribunal que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes a fin de que manifiesten que consideren pertinente, en el entendimiento que ello permitirá conciliar, por un lado, debido proceso legal- principio cardinal por el cual se debe velar (conf. Art. 25, inc. h), de la n° 24.946 y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario (Fallos: 311:787), con el fin de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Cooperativa de cooperativas La Regional de provisión, obras y servicios públicos limitada c/ Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación - Secretaría de energía de la Nación


    C. 1101, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de
apelación ante la Corte Suprema


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón a la recurrente cuando pone de relieve el carácter conjetural y dogmático de las consideraciones en que los magistrados sustentaron su declaración de invalidez, circunstancia que, justifica revocar el fallo en recurso en este aspecto.   En efecto, en el caso no ha sido probado ni alegado que la aplicación de los artículos 22 y 23 de la ley 24.463, cause un perjuicio concreto y actual, por lo que no ha quedado en evidencia la irrazonabilidad de la pauta adoptada por el legislador.


    Fernández, Vicente c/ ANSES s/ Dependientes


    F. 487, XXXV, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Sentencia arbitraria. Gravamen eventual. Pronunciamiento inoficioso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa B. 252, L. XXXVII, “Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado nacional- Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y Banco Central de la República Argentina s/ Juicios de conocimiento”.


    Banco del Buen Ayre S.A. c/ Estado Nacional - Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas y Banco Central de la República Argentina s/ Juicio de conocimiento.


    B. 246, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Penal


    Cheque sin fondos


    Devolución del expediente. 


    L., María y otros s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1778, XXXVII, 16 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Coacción. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Blanca Luisa s/ Denuncia coacción


    COMP. 278, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Contrabando. Robo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/Denuncia"


    Q., Jorge Misael s/ Denuncia por contrabando


    COMP. 382, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    En un conflicto de competencia, si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar en que fue usado.


    E., Silvano Miguel s/ Falsificación de documento


    COMP. 822, XXXVII, 16 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Defraudación. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación o su tentativa, por el uso de aquél.


    C., Félix David s/ Denuncia de falsificación de instrumento público y estafa


    COMP. 1258, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cheque. Violación de correspondencia. Competencia federal. Estafa. Juez previniente. 


    La Corte tiene decidido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  En lo atinente al robo de la pieza postal, que concurriría con el delito de violación de correspondencia, la Corte tiene establecido que ello configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos" -artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación.  Ahora bien, dado que de las constancias de autos no surgen elementos de juicio que permitan establecer fehacientemente el lugar del desapoderamiento, corresponde atribuir competencia a la justicia federal del lugar donde se impuso el envío.  Con relación al delito de estafa, es doctrina de la Corte que cabe atenerse, a fin de determinar el juez competente, al lugar donde los documentos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  En la medida en que las constancias reunidas en el incidente no alcanzan para acreditar tal circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante, individualizado en su reverso.


    A., María José s/ Denuncia de robo


    COMP. 1545, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos Competencias Nº 755, L. XXXVI in re "Mercader, Alejandro Claudio s/ infracción Art. 189 bis del Código Penal" n° 914 L. XXXVI in re "Juskiewicz, Pedro Segundo s/ infr. Art. 189 bis C.P." y n° 869 L. XXXVI in re "Ponce, BIas Ceferino s/ Arts. 42 bis, ley 20.429 ref. 25.086 y 189 bis C.P.".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan , en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    G., Mirta Antonia  y otros s/ Causa N° 2.601


    COMP. 1929, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda quedó trabada entre dos jueces de la misma provincia, no corresponde a la Corte dirimirla, toda vez que ello resultará de la aplicación que hagan de las leyes locales los órganos jurisdiccionales que ellas contemplan.


    M., José s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP. 1817, XXXVII, 21 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la Competencia N° 65, del Libro XXXVII.


    P. M., Carlos Dionisio s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 189, XXXVII, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Jorge Eduardo y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1801, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Aborto. Competencia provincial. 


    Las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    A determinar s/ Aborto con consentimiento de la mujer. Damnificada: I., A. R.


    COMP. 1527, XXXVI, 07 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Abuso de armas. Competencia provincial. 


    La Corte debe reconocerle a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    G., Roque Mario s/ Abuso de armas


    COMP. 1559, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Accidente de aviación. Competencia provincial. 


    Ausencia de afectación de la navegación o del comercio aéreo.


    Es competente la justicia provincial, y no la federal, cuando las lesiones emergentes de un accidente de aviación no aparecen directamente vinculadas con la afectación de la navegación o el comercio aéreo.  Cuando de las constancias del incidente no surja que el hecho haya entorpecido el tránsito aéreo, ni tampoco haya puesto en riesgo otras vidas o bienes del lugar donde se produjo la colisión, corresponde al juez provincial continuar con la sustanciación de la causa.


    F., José y otro s/ Accidente aéreo


    COMP. 608, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Accidente de navegación. Homicidio. Lesiones. Navegación interprovincial. Competencia federal. 


    La navegación interjurisdiccional es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la cual se halla investido el Gobierno Federal para reglamentarla a determinado tipo de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo concerniente a las embarcaciones menores, o no destinadas al comercio.  En esta línea, si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional a cualquier hecho que de alguna manera haya afectado la circulación, aún cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


    S., Ricardo José s/ Homicidio y lesiones culposas


    COMP. 1932, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    La navegación interjurisdiccional es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la cual se halla investido el Gobierno Federal para reglamentarla a determinado tipo de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo concerniente a las embarcaciones menores, o no destinadas al comercio.  En esta línea, si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional a cualquier hecho que de alguna manera haya afectado la circulación, aún cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


    V., Carlos Alberto s/ Homicidio y lesiones culposas


    COMP. 1934, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Banco Central de la República Argentina. Competencia federal. 


    No puede descartarse que el accionar de los funcionarios del Banco Central pudo afectar el proceso de regularización dispuesto por éste y, por ende, obstruido el buen servicio que presta un organismo nacional, en los términos del artículo 3°, inciso 3), de la ley 48.  Por todo lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para intervenir en la causa que dio origen al incidente.


    Brisco de Romero, Feris María Isabel s/ Inhibitoriabanco


    COMP. 1566, XXXVI, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    Y. N., Sergio s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 10, XXXVII, 05 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    M., Jorge N. s/ Estafa


    COMP. 1621, XXXVI, 20 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de alimentos. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    S., María Isabel s/ Denuncia


    COMP. 1977, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda no se halla precedida por la investigación suficiente, la CSJN no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, Inciso 7, del decreto 1285/58.  Cuando surgen distintas hipótesis sobre el lugar en que un producto podría haber sido alterado en su sustancia y tampoco se precisa el sitio de su elaboración, corresponde al juez que previno continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N. A. S.A. s/ Artículo 203 del Código Penal


    COMP. 380, XXXVII, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de cheque. Competencia federal. 


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Banco Nación - Sucursal Local s/ Denuncia adulteración de cheque


    COMP. 1846, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Firma falsa. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 323:59 y Competencia N° 1038, XXXVII in re "Lemcke, Paula Fabiana s/ Denuncia robo con armas".


    Cuando no existe controversia entre los magistrados intervinientes acerca de que el cheque sustraído habría sido entregado en una determinada provincia, corresponde al juzgado de esa misma provincia intervenir en la causa.


    L. F., Héctor s/ Averiguación de delito


    COMP. 226, XXXVII, 03 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de documento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Robo. Competencia criminal y correccional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721-son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.   Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del robo, especialmente si se repara en que no surge de las escasas constancias del incidente que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquél.


    M., Carlos Gustavo s/ Uso indebido y falsificación de documento público y encubrimiento robo automotor


    COMP. 258, XXXVII, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia de instrucción. 


    Corresponde intervenir al magistrado con jurisdicción en el lugar donde se detectó la infracción si no es posible determinar donde se produjo la sustitución de las chapas patentes.


    N.N. o A., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1576, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Robo. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    C., Manuel Horacio s/ Encubrimiento


    COMP. 2017, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  Respecto del encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República, cabe recordar que éste afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Julio César s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP. 2025, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  En relación con el secuestro de la cédula verde aparentemente adulterada, debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación, quien profundice la investigación en ese sentido.


    S., Víctor Hugo s/ Encubrimiento


    COMP. 1958, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde al fuero de excepción entender en los hechos susceptibles de causar un eventual perjuicio al patrimonio de la Nación y afectar el buen servicio de empleados federales. Además,  las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    L., Orlando Eduardo s/ Hallazgo automotor


    COMP. 816, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 30 del Código Penal, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    M., Eduardo s/ Presunta infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 357, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    V., Gustavo y otro s/ Uso documento de automotor adulterado


    COMP. 1857, XXXVII, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    No existe una concreta contienda negativa de competencia, ante la ausencia de la atribución recíproca de los magistrados en el conocimiento de una causa.


    Z., Walter s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1383, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1857, XXXVII, "V., Gustavo Oscar y otro s/Uso de documento de automotor adulterado".


    A., Oscar s/ Uso documento automotor y placas de individualización falsas


    COMP. 1859, XXXVII, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de documento. Competencia federal. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -articulo 289 inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.   Además, en cuanto al secuestro de la cédula verde aparentemente adulterada debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación quien profundice la investigación en ese sentido.


    F., Mauricio y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1635, XXXVI, 20 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de la chapa patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.   El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    M., Daniel Rodolfo s/ Encubrimiento


    COMP. 710, XXXVII, 20 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -articulo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Como de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  Además, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 292, 296 y 289 del Código Penal


    COMP. 1638, XXXVI, 24 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    V., Norma Beatriz s/ Encubrimiento


    COMP. 1634, XXXVI, 14 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 artículo 289, inciso 3°. Del Código Penal según reforma de la ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    F., Jorge Saúl s/ Encubrimiento calificado


    COMP. 1213, XXXVII, 09 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  El encubirmiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    S., Roberto Juan s/ Encubrimiento calificado y otros


    COMP. 2094, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, artículo 289  inciso 3° del Código Penal, según reforma de la ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Alberto Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 1497, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Cuando han tomado intervención, además del juzgado local, dos tribunales nacionales, no corresponde resolver el caso de acuerdo con los precedentes de Fallos: 303:206; 304:169; 314:646;316:1532 y 322:1150.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito principal.  La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los objetos y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación de los imputados en el hecho acaecido y, menos aún, cuando tampoco se los ha interrogado sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían adquirido el vehículo.


    G., Rubén Darío y otro s/ Robo de automotor


    COMP. 2088, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del delito cometido.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Javier Maximiliano s/ Incidente de competencia


    COMP. 1117, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    D., Ofelia Lourdes s/ Denuncia


    COMP. 1756, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Robo. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El conocimiento sobre la infracción prevista en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal corresponde a la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Además, cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  Corresponde al magistrado nacional, que previno en la denuncia de la sustracción del rodado, determinar los extremos apuntados ya que debe ser él quien descarte, de así corresponder, la ocurrencia de ese suceso y, en su caso, plantee el conflicto de competencia que pudiera estimar adecuado con base en un preciso encuadre legal.


    F., Alberto Victorio s/ Infracción Artículo 289, inciso 3° Código Penal


    COMP. 447, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Patente del automotor. Competencia provincial. 


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales. Además,  las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    F., Elvio Feliciano


    COMP. 1909, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Competencia federal. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  En relación con el secuestro de la cédula verde aparentemente adulterada, debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación quien profundice la investigación.


    S., Juan Ignacio s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1387, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia de instrucción. 


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    P. S., Raúl Pablo y otros s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58


    COMP. 1126, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia nacional. Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Finalmente, en relación con el secuestro de la cédula verde adulterada, debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación quien debe proseguir con la investigación en ese sentido.


    M., José Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 1824, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5 de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  Por otro lado, no obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67 inciso 12°, 94 Y 100 -hoy 75, inciso 20°, 108 Y 116, respectivamente- de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    C., Fidel s/ Averiguación presunta infracción al Artículo 149 del Código Penal


    COMP. 864, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


    M., Jorge Sergio


    COMP. 1750, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente, que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, en principio, en alguna figura determinada, corresponde al tribunal que previno continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P. Y., Haydée Patricia s/ Denuncia


    COMP. 1379, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


    M., Mariano s/ Amenazas


    COMP. 1850, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia prvincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    G., Pedro y otro s/ Amenazas coactivas con armas


    COMP. 1211, XXXVII, 15 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Si el conflicto se ha suscitado entre dos magistrados nacionales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    F., Ángel Dario s/ Amenazas con armas


    COMP. 490, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación de lo resuelto en la Competencia n° 542, L.XXXV "Leguiza, Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3 inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellas casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    L., Raúl y C., César s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1831, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Policía Provincial. Auxiliares de justicia. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de los delitos cometidos por empleados de la policía provincial que actúan como auxiliares de la justicia nacional.


    P., Carlos Pedro y otros s/ Homicidio calificado


    COMP. 154, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Competencia provincial. 


    El presente debe ser resuelto de acuerdo al criterio establecido por el Tribunal en las Competencias n° 540, L. XXXVI "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086" y n° 480, L.XXXV "Menna, Héctor Roberto por tenencia ilegitima de arma de guerra".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    C., Daniel Alberto s/ Tenencia de arma de uso civil condicionada


    COMP. 657, XXXVII, 01 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    O., Oscar s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 101, XXXVII, 27 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia",


    R., Ángel Nazareno s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 972, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    V. , Aldo David s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1303, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ denuncia".


    G., Néstor Rubén s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429 incorporado por Ley 25.086


    COMP. 2068, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    C., Ricardo s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil


    COMP. 4, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la casua Comp N° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Diego Antonio y otro s/ Infracción a la Ley 20.429 y Decreto 395/75 - Incidente de competencia


    COMP. 1180, XXXVI, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp N° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Roberto Carlos s/ Tenencia de arma


    COMP. 85, XXXVII, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp n° 542, XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Claudio Gabriel s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1248, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. N° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Armando Toribio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 134, XXXVII, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al  dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    C., Pablo Sebastián s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1426, XXXVI, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    G., Maximiliano s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 87, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    L., Jhonatan s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1501, XXXVI, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Averiguación presunta infracción Ley 25.086 en Tres Arroyos


    COMP. 635, XXXVII, 01 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    M., Alberto Enrique s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 699, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    M., Silvina Ester s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 636, XXXVII, 01 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    C., Leandro s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 1632, XXXVI, 07 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 646, L.XXXVI "F. c/ I. K., Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    J., Rafael s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 720, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 646, L.XXXVI "F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    E., Luis s/ Averiguación Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 698, XXXVII, 13 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 788, L. XXXVI, "M., Alicia Beatriz".


    B., Mario Antonio s/ Presunta tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 733, XXXVII, 15 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    G., Damián Omar s/ Leyes especiales


    COMP. 1219, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". De acuerdo con el criterio establecido por el señor Procurador General en la Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Inf. Art. 189 bis del Código Penal", corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Jorge Federico y otros s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 231, XXXVII, 06 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    De las constancias reunidas hasta este momento, no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa, debido a que, por no estar determinado el calibre de la escopeta, no es posible establecer si corresponde a las armas clasificadas como de guerra o a las de uso civil.  En tales condiciones, corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    V., Mario Ricardo s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 482, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.   Por aplicación de este principio, el caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontrara en condiciones de uso inmediato.


    V., Daniel s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil


    COMP. 88, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.   Por aplicación de este principio, el caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontrara en condiciones de uso inmediato.


    S., Cristian Ricardo s/ Portación arma de uso civil


    COMP. 1024, XXXVI, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp n° 1204 L. XXXVI "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y Comp n° 915 L. XXXVI  "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infr. art 189 bis C.P."


    P, Héctor René s/ Leyes especiales (Ley 25.085)


    COMP. 1209, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Seguridad pública. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.  Sentado ello, y habida cuenta que las municiones secuestradas tenían su punta hueca, este hecho resulta comprendido tanto por las previsiones del párrafo 3°, como del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal, este último en función del artículo 4°, inciso 3°, apartado d), del decreto ley 395/75 y sus modificatorias.  Tiene también resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en aquella norma no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.  La reciente modificación introducida como párrafo tercero por la ley 25.086 no impide la plena aplicación de esa doctrina.  Por lo tanto, en este caso la competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    C., Héctor Adrián s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.249


    COMP. 1400, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Competencia federal. 


    Cuando el magistrado nacional no cuestiona que el imputado formara parte de la asociación ilícita, sino que por el contrario lo reconoce expresamente, en razón del carácter permanente del delito de que se trata y de la necesidad de no arribar a pronunciamientos contradictorios en una misma materia y de una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia, corresponde asignar competencia al fuero de excepción para conocer en la causa, sin perjuicio de que el procesado no haya participado en la comisión de todos los hechos ilícitos imputados a los demás integrantes de la asociación.


    Maisu, Juan Roberto s/ Asociación ilícita


    COMP. 1385, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    L., Ricardo y otros s/ Robo, asociación ilícita y contrabando


    COMP. 1610, XXXVI, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales, por cuanto escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales.


    P., José y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 1018, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Atentado contra la autoridad calificado con armas. Competencia federal. Robo calificado. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.   Además, ante una multiplicidad de lugares de comisión, corresponde determinar la jurisdicción competente de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    L., Jorge Eduardo s/ Robo calificado, atentado a la autoridad y hallazgo automotor


    COMP. 97, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Atentado ferroviario. Competencia federal. 


    Cuando a consecuencia del accidente aquí investigado, se vio afectado el tráfico ferroviario, dado que la formación estuvo detenida varios minutos, sin perjuicio del lapso en que se mantuvo la interrupción, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    B., Aníbal s/ Infracción Artículo 196 del Código Penal


    COMP. 222, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Atentado y resistencia a la autoridad. Habeas corpus. Competencia provincial. 


    Cuando de los elementos probatorios agregados al legajo se desprende que el hecho materia de investigación, encuadraría, prima facie, en las previsiones del artículo 238, inciso segundo, del Código Penal, -en virtud de la subsidiariedad existente entre esa figura y la contemplada en el artículo 149 ter. del mismo texto legal, a la cual desplaza- sin perjuicio de los demás delitos de competencia ordinaria, respecto de los cuales no existe controversia entre los magistrados intervinientes.  En ese contexto de razonamiento, y al no advertir que el hecho en cuestión haya puesto en peligro la seguridad de la Nación o de sus instituciones, corresponde asignar competencia a la justicia local para continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Manuel y otros s/ Infracción Artículo 238 Código Penal


    COMP. 1924, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. 


    Si la contienda se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    B., Ricardo, Casa B. S.A. s/ Estafa


    COMP. 95, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    L., Eduardo Aníbal s/ Denuncia


    COMP. 45, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el Art 24 Inc 7° del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., M. de los A. y otros s/ Infracción Ley 10.903


    COMP. 25, XXXVII, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, las cuestiones de competencia entre dos jueces nacionales deben ser dirimidas por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    Constructora B. S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 1616, XXXVI, 24 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. 


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el Art 24 inc 7° del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Transportes S. F. S.A. s/ Infracción Ley 22.415


    COMP. 1626, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 1626, L XXXVl,  "Transportes S. F. S.A. s/ Pta. Infr.  ley 22.415".


    S. F. S.A. s/ Presunta infracción Ley 22.415


    COMP. 1601, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1626, L XXXVI , "Transportes S. F. S.A. s/ Pta. infr. ley 22.415."


    Transportes F. S.A. s/ Supuesto contrabando


    COMP. 1604, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1626, L. XXXVI  "Transportes S. F. S.A. s/ Pta. Infr. ley 22.415".


    T. Ltda. s/ Presunta infracción Ley 22.415


    COMP. 1600, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1626, L. XXXVI  "Transportes S. F. S.A. s/ Pta. Infr. ley 22.415".


    T. Transporte Industriales Ltda. s/ Denuncia


    COMP. 1599, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1626, L. XXXVI, "Transportes S. F. S.A. s / Pta. Infr. ley 22.415".


    Transportes P. Ltda. s/ Presunta infracción Ley 22.415


    COMP. 1603, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1626, L. XXXVI, "Transportes S. F. S.A. s / Pta. Infr. ley 22.415".


    Transportes S. F. S.A. s/ Presunta infracción Ley 22.415


    COMP. 1629, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1626, L. XXXVI, "Transportes S. F. S.A. s/ Pta. Infr. ley 22.415".


    Transportadora C. Ltda. s/ Supuesto contrabando


    COMP. 1628, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1626,1. XXXVI, "Transportes S. F. S.A. s/ Pta. infr. ley 22.415".


    Administración Nacional de Aduanas de Paso de los Libres s/ Denuncia infracción Ley 22.415


    COMP. 1627, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el Art. 24 Inc 7° del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., C. G. s/ Expediente tutelar


    COMP. 1583, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. 


    Cuando la contienda negativa de competencia quedo trabada entre dos salas con asiento en la misma jurisdicción, es la Cámara que posee facultades revisoras respecto de las resoluciones que dicten ambos tribunales, el órgano superior común de estos y el tribunal habilitado para decidir la cuestión planteada, en los términos del Art 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    F. B. S.A.C.I.C.I. s/ Ley 23.771


    COMP. 176, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega del valor no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    I. S.A. s/  Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1085, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    R., Francisco s/ Estafa en tentativa


    COMP. 781, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Puede considerarse que la conducta denunciada encuadraría prima facie en el delito de estafa, que la Corte tiene resuelto, compete investigar al juez del lugar donde se realizó la entrega de los cheques.


    B., Ismael s/ Denuncia


    COMP. 652, XXXVII, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar que los cheques hayan sido entregados en la ciudad, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos de los depositantes, individualizados en el anverso de los documentos.


    S., Carlos María s/ Estafa


    COMP. 1010, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando la justicia nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales locales, no puede estar obligada a enviarla al juez provincial competente de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es obviamente ajena a la jurisdicción nacional, por lo que, al no existir una concreta negativa del magistrado provincial respecto de que el hecho se hubiera cometido en el territorio de la provincia, corresponde que sea éste quien remita el expediente al juez que considere competente.  En consecuencia, y dado que el correcto planteamiento de una cuestión negativa de competencia supone que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente, cabe dirimir el conflicto asignando competencia al Juzgado de Garantías sin perjuicio de que si su titular entiende que el conocimiento de la causa corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo a la normativa local.


    A. Laboratorios S.A. s/ Defraudación


    COMP. 1210, XXXVII, 07 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Presentación al cobro. Estafa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Hugo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1011, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se encuentra precedido de la investigación necesaria, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.  De las constancias agregadas al incidente no surgen elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa -estafa o libramiento de cheque sin fondos- y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo.


    A. SRL, D. José Luis s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1212, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia nacional. 


    Cuando del relato realizado por el denunciante, resulta que el el hermano del sujeto imputado se hallaría legítimamente en poder del documento, en la medida en que éste le habría sido confiado para realizar un pago, la conducta a investigar encuadraría prima facie en las previsiones de inciso 7° del artículo 173 del Código Penal y corresponde a la justicia nacional continuar la sustanciación de la causa.


    O. K., Jaime Antonio  s/ Denuncia


    COMP. 727, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  En lo atinente a la sustracción de los documentos, si éstos habrían sido remitidos a través de una empresa de transportes y no de correos, el hecho no configuraría un delito de los que "estorban o violentan la correspondencia de correos".  En la medida que no existan elementos de juicio que permitan establecer fehacientemente el lugar del desapoderamiento de la remesa, corresponde atribuir competencia al juez del lugar de remisión del envío.  Con relación al delito de estafa, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    R., María del Rosario s/ Estafa


    COMP. 1582, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.   Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de valores no constituyó el ardid determinante del delito de estafa, cabe considerar que el hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal que cornpete investigar al magistrado con jurisdicción sobre el domiciilio del banco girado.


    R., Jorge Luis y otro s/ Defraudación


    COMP. 1471, XXXVI, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de valores no constituyó el ardid determinante del delito de estafa, cabe considerar que el hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal que cornpete investigar al magistrado con jurisdicción sobre el domiciilio del banco girado.


    P., Hilda y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 90, XXXVII, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos - que concurriría idealmente con el de falsificación-, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    W., Nelson Asdrúbal s/ Su denuncia


    COMP. 1375, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que de los dichos del depositante, los cuales a juicio del Ministerio Público, resultan verosímiles, por cuanto hallarían "prima facie" un correlato con los elementos probatorios agregados al incidente, la dación de los valores, con firmas no coincidentes con las de los titulares de la cuenta corriente, por parte de éstos mismos, contra entrega del dinero en efectivo, viciaría la voluntad del prestamista, configurando el ardid o engaño determinante de la prestación efectuada por quien aparece como exclusivo damnificado de la maniobra.  Desde esta perspectiva, y en la medida necesaria para decidir la competencia, puede considerarse que la conducta denunciada encuadraría prima facie en el delito de estafa, hecho en el cual deberá continuar conociendo la justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    Boggio, Alberto Marcelo s/ Denuncia hurto


    COMP. 1214, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  En lo atinente al robo de la pieza postal, que concurriría con el delito de violación de correspondencia, la Corte tiene establecido que ello configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos".  Respecto al delito de estafa, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P. F., Jorge Luis s/ Denuncia


    COMP. 1510, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Tentativa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Gabino Edmundo s/ Denuncia de robo


    COMP. 20, XXXVII, 20 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Coacción calificada. Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    A., Roberto H. y otros s/ Asociación ilícita, coacción y lesiones leves


    COMP. 16, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia contravencional. Competencia en lo penal económico. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ averiguación de contrabando".


    B., Marcela  s/ Infracción Ley 22.415 y 24.769


    COMP. 190, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    La contienda negativa de competencia trabada entre dos jueces nacionales, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en el caso.


    J., María Nancy c/ T. A. S.A. y otros


    COMP. 1798, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1612, L. XXXVI, "O., Héctor Ismael s/den. infr. art. 302 del Código Penal".


    O., Héctor Ismael s/ Denuncia infracción 202 del Código Penal


    COMP. 41, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    A., Ángel s/ Lesiones leves y amenazas agravadas


    COMP. 1572, XXXVI, 20 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    C., Oscar José y otro s/ Encubrimiento - Infracción Artículo 296 del Código Penal y Ley 25.086


    COMP. 1509, XXXVI, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    P., José Martín y otro s/ Incidente de competencia


    COMP. 3, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1626, L. XXXVI, "Transportes San Francisco S.A. s/pta.. infr. ley 22.415".


    Actuaciones relacionadas con expediente "N.N. supuesto contrabando"


    COMP. 37, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    S., Vicente s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 86, XXXVII, 20 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    G., Carlos Alberto s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 282, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad  y que las reglas de acumulación por este motivo sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    M., Fabricio A. s/ Denuncia


    COMP. 12, XXXVII, 07 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La presente contienda debe ser resuelta según el criterio establecido por la Corte en las Competencias N° 755 L. XXXVI "Mercader, Alejandro Claudia s/ Tentativa de robo y otros", N° 914 L. XXXVI "Juskiewicz, Pedro Segundo s/ Infr. art189 bis C.P." y N° 869 L. XXXVI "Ponce, BIas Ceferino s/ Arts. 42 bis, ley 20.429 ref. ley 25.086 y 189 bis C.P."


    R., Héctor O. y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 926, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    La presente contienda debe ser resuelta según el criterio establecido por la Corte en las Competencias n° 755, L.XXXVI "Mercader, Alejandro Claudio p/ Tentativa de robo y otros";  n° 1204 L. XXXVI "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y n° 915 L. XXXVI "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infr. art. 189 bis C.P."


    M., Carlos Héctor s/ Amenazas agravadas


    COMP. 1579, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Puesto ambulante. Intereses federales.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    V., Pablo Enrique s/ Denuncia


    COMP. 416, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1370, L. XXXVI, "M., Víctor Enrique s/ Denuncia".


    M., Víctor Enrique s/ Denuncia


    COMP. 1585, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia contravencional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ averiguación de contrabando".


    A. H., Isabel Maritza s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 1556, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ averiguación de contrabando".


    C., Víctor Hugo s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 1557, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ averiguación de contrabando".


    L. R. S., Sonia s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 1559, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ averiguación de contrabando".


    P. C., Marco Antonio s/ Infracción Ley 24.769/22.415


    COMP. 1558, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    B. R., James  s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 694, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    C., Enrique Omar y otros s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 64, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    L. O., Elida  s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 696, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    M. S., José s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 188, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    P. C., Juan  s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 695, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. N° 65, L. XXXVII, "P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    R., Luis Rufino s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 697, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Resultan de aplicación los fundamentos del fallo de la causa Comp N° 359 L. XXXV,"Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    N., Pedro su denuncia s/ Contrabando


    COMP. 1086, XXXVII, 08 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir con la investigación, se resuelva el recurso deducido.


    G., Ceferino y otros s/ Contrabando e infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1016, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Correspondencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando las escasas constancias agregadas al incidente no aportan los elementos de juicio suficientes para individualizar los hechos y arribar a un criterio cierto, no es posible dilucidar la competencia.


    N.N. s/ Estafa - Damnificado B., Roberto A.


    COMP. 1541, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Corrupción de menores. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    E. I. y otros s/ Corrupción de menores


    COMP. 2080, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Devolución del expediente. Juzgado de garantías. 


    Si la contienda se ha trabado entre dos juzgados de primera instancia ubicados en el ámbito de una provincia, no existe en autos un conflicto que corresponda a la Corte intervenir. Ello es así, por cuanto ésta carece de atribuciones jurisdiccionales para dirimirlo, en la medida en que se refiere la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    A., Pascual Alberto y otro s/ Estafa en tentativa


    COMP. 2, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Ya sea que el hecho encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    C., Arnaldo y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1111, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    D. C. S.A. s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1967, XXXVII, 19 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos, en principio, en alguna figura determinada, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., María y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1948, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio de Fallos: 308:2470; 310:2235; 313:655; 314:283; 315:753; 322:1146, entre otros, y Competencia N° 5, XXXVI in re "Di Luzio, Héctor Leandro s/ Defraudación por retención indebida".


    Cuando no existe discrepancia entre los tribunales intervinientes acerca de la calificación de la conducta denunciada, así como que las supuestas disposiciones patrimoniales efectuadas en perjuicio de la institución tuvieron lugar en la sede central de su administración, ubicada en una determinada ciudad, corresponde a la justicia nacional de instrucción continuar con la substanciación de la causa.


    N., Oscar y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1898, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia provincial. 


    En las infracciones al artículo 44 del decreto-ley 15.348/46, la conducta típica se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio del deudor.


    F.  V., Gustavo Daniel s/ Defraudación


    COMP. 1795, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    La omisión del deudor de poner el bien gravado a disposición del juez interviniente encuadra, en principio, en el delito de defraudación; no así en el de desobediencia ya que, a pesar de mediar una orden concreta y escrita, no incurre en él quien incumple órdenes relativas a intereses personales de índole patrimonial.   El delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar el bien objeto del contrato, a tenor de lo establecido contractualmente.


    O., Gustavo A. s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 28, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Artefactos navales. Transporte fluvial. Cuestión no federal. Competencia provincial. 


    La transacción cuestionada está referida a un bien de propiedad de las provincias que nunca formó parte del patrimonio del Estado nacional, sin perjuicio de que figure inscripto en el Registro Nacional de Buques pues, como lo manifiesta el magistrado federal, el sentido de la registración de un bien es el de otorgar certeza sobre el titular del dominio, que puede ser una persona física o jurídica, privada o pública, nacional, provincial o municipal, sin incidir en ello el carácter nacional del organismo registral.  Más allá de que la isla flotante configure o no un "artefacto naval", del relato de los hechos efectuados en la denuncia no surge que éstos pudieron afectar, de alguna manera, la circulación o navegación fluvial.  Teniendo en cuenta que la presunta venta fraudulenta de la plataforma no habría afectado intereses federales, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir entendiendo en la causa que originó el incidente.


    Fiscalía de Investigaciones Administrativas s/ Denuncia Artículo 261 y 174 inciso 5° del Código Penal


    COMP. 1169, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Candidatos. Cargos electivos. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El hecho a investigar constituye una cuestión de política partidaria interna, en la medida en que se trataría de la adulteración de una lista de candidatos a cargos electivos municipales, cuya oficialización estuvo a cargo de la Junta Electoral de la provincia.   En ese contexto de razonamiento, y en atención a que la conducta reprochada a los imputados no habría afectado la elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta,  corresponde asignar el conocimiento de la causa al Juzgado de Garantías.


    D., Mónica Viviana s/ Denuncia


    COMP. 1590, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    cheque sin fondos. Competencia provincial. 


    Ya sea que el hecho materia de investigación encuadre en las previsiones del artículo 302 del Código Penal, o en aquellas que prescribe el artículo 172 del mismo texto legal, cuando éste se habría desarrollado en territorio de la provincia de Buenos Aires, jurisdicción en la que habría tenido lugar la entrega de los documentos y donde tendrían sus sedes las entidades bancarias giradas, corresponde conocer la causa al juzgado con competencia en dicha jurisdicción .


    F. S.A. y otros s/ Defraudación


    COMP. 1823, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.  Al tener en cuenta que la única finalidad del imputado fue defraudar a la administración pública a través de créditos fiscales engañosos, resulta imperativo que las actuaciones prosigan su trámite ante el fuero federal. Frente a esas condiciones, la falta de consumación carece de relevancia para la decisión de la contienda.


    V., José s/ Denuncia


    COMP. 239, XXXVII, 15 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Estafa. Extravío del cheque. Amenazas. Juez previniente. 


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.  Además, en el delito de estafa, o su tentativa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Por último, es también este magistrado quien debe conocer en la supuesta amenaza coactiva proferida por el coimputado por cuanto de las constancias agregadas al incidente no surge el lugar donde fue recibida la presunta amenaza, como tampoco desde donde fueron proferidas.


    C., María del C. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1816, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    V., Juan Domingo Luis s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 607, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1768, L. XXXVII, “M., Mariano Hernán s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    C., Alicia Beatriz s/ defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1955, XXXVII, 06 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1768, L. XXXVII, “M., Mariano Hernán s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    K., Jorge Luis s/ Defraudación


    COMP. 1979, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1768, L. XXXVII, “M., Mariano Hernán s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    M., Carlos Darío s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 2045, XXXVII, 06 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 607, L. XXXVII, "V., Juan Domingo Luis s/ defraudación por desbaratamiento".


    M., Luis Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 643, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Compraventa de automotores. Inhibición general de bienes. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si bien para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia se requiere que las respectivas declaraciones de los magistrados intervinientes se hallen precedidas de la investigación necesaria que permita calificar el hecho motivo de la contienda, razones de economía procesal aconsejan en algunos casos dejar de lado esa exigencia si los elementos de convicción con los que se cuenta resultan suficientes para su discernimiento.


    S., Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1775, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    V., Alberto y otro s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1567, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente


    A., Enrique Eduardo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1004, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    Z., Gastón Eduardo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1834, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    S., Zulema s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1939, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    L., Diego Hugo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1721, XXXVII, 03 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio contractual. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    D., Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 19, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para el correcto planteo de una concreta contienda de competencia que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente. Además,  resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    A., Antonio Osvaldo  s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 742, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    M. P., Diego s/ Estafa


    COMP. 59, XXXVII, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Hurto. Uso indebido de tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.  Asimismo, cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan, en principio, como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    S., Isabel s/ Estafa y hurto


    COMP. 1380, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Denuncia por defraudación en perjuicio del Estado Nacional.


    Si la cuestión de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos “prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el articulo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    G., Elisa s/ Denuncia


    COMP. 1504, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuando la declaración de incompetencia no se ha visto precedida de una investigación suficiente que permita calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal que deberá investigarlo, la Corte carece de los elementos necesarios para ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, razón por la cual corresponde que el magistrado  que previno, continúe con su tramitación.


    L., José María y S., Carlos s/ Denuncia


    COMP. 1305, XXXVI, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie” en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    F., Carlos s/ Defraudación


    COMP. 199, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, corresponde al magistrado que previno, continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., Jorge Enrique s/ Denuncia defraudación


    COMP. 1539, XXXVII, 28 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    N. Constructora s/ Defraudación


    COMP. 610, XXXVII, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    B., Ramón Victorio s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 2011, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    P., Claudia Mabel  s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 777, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte, que ya sea que el hecho se encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    P., Jorge Eduardo y otros s/ Defraudación


    COMP. 184, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia privincial. 


    Ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta donde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    M., Guillermo s/ Defraudación


    COMP. 153, XXXVII, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Cuando la conducta a analizar encuadraría prima facie en las previsiones del artículo 302, inciso tercero del Código Penal, su investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    L., Alicia Norma s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1894, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Cuando la conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría desarrollado en una determinada provincia, pues allí se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos,  corresponde asignar la competencia al juzgado de dicha ciudad.


    C. F. A. S.A. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1389, XXXVII, 08 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y, de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debía realizarse la restitución del bien, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    R., Carlos s/ Defraudación


    COMP. 1616, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida.  Teniendo en cuenta, que de los contrato de comodato ,no surge que se haya convenido expresamente dónde debía cumplirse con la restitución de los automotores, considero que el caso debe ser resuelto de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal según la cual, en esas hipótesis, debe estarse a lo dispuesto por el artículo 747 in fine del Código Civil, en cuanto establece que la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor, el que también determina la competencia territorial respecto del delito de defraudación por retención indebida.


    R., Osvaldo s/ Defraudación


    COMP. 2037, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Delitos contra la libertad individual. Competencia provincial. 


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele, tal como aquí ha ocurrido, inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    C., Roberto s/ Denuncia


    COMP. 1005, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    A., Roberto y otros s/ Infracción Artículo 142 bis del Código Penal


    COMP. 990, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 542, L.XXXV, "Leguiza, Angel Marcelo s/ Robo calificado".  Aplicación del criterio del dictamen Competencia n° 1289, L.XXXVI "S , Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    C., Néstor Fabián y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1493, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    R., Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 353, XXXVII, 30 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 


    En lo que se relaciona con la presunta infracción al artículo 33, inciso d), de la ley 17.671, corresponde la intervención de la justicia federal del lugar donde se habría usado el documento nacional de identidad para abrir la cuenta corriente.   En lo atinente al delito de estafa, toda vez que el juez bonaerense no cuestiona que el hecho se hubiera cometido en el territorio de la provincia, éste debe seguir interviniente en la causa, sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    R., Ramón Luis s/ Denuncia


    COMP. 481, XXXII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Juez previniente. Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Si el conflicto se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    A. P. S. A. s/ Infracción Ley 23.771


    COMP. 583, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Si el conflicto se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    H., Luis Gumersindo s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 498, XXXVII, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia del tribunal de casación. Competencia penal. Competencia del tribunal de casación. 


    No existe en autos un conflicto que corresponda a la Corte dirimir. Ello es así, dado que a partir de la doctrina establecida por el Tribunal en Fallos: 316:1524, y más recientemente en Fallos: 322:3268, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano superior de estos, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Z. E., Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 1615, XXXVI, 09 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Resultan de aplicación los fundamentos del fallo de la causa Comp. n° 359 L. XXXV  "Ayechú Carlos Bernardo s/ Denuncia", razón por la cual corresponde al magistrado nacional continuar con la presente investigación.


    Q. L., Edson Luis s/ Denuncia


    COMP. 1636, XXXVI, 14 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Extrosión. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas en el Art 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    M., Diego Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 1085, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    El acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que al poder judicial quepa pronunciarse. Sólo casos que trascienden ese ámbito de apreciación, para internarse en el campo de lo irrazonable inicuo o arbitrario, habilitan la intervención de los jueces.  Además, en la interpretación de las leyes debe darse pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de sus objetivos.


    C., Liliana s/ Denuncia presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 378, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Contaminación por hidrocarburos. Competencia provincial. 


    Más allá de que el material secuestrado, podría considerarse "residuo peligroso" en los términos del artículo 2° de la ley 24.051, la conducta denunciada estaría contemplada dentro de las previsiones de la ley 11.720, de igual naturaleza que aquélla, y dictada por la provincia de Buenos Aires, en función del artículo 67 de la normativa nacional y de las atribuciones que el artículo 41 de la Constitucional le confiere.  Por los demás, cuando de los escasos elementos probatorios agregados al sumario no surgiría que los desechos, presuntamente vertidos en el establecimiento, pudieran afectar a las personas o al ambiente fuera de los límites de la provincia de Buenos Aires, no se daría la circunstancia que habilitaría la intervención del fuero de excepción.


    T., Rodolfo Salomón s/ Incidente de incompetencia


    COMP. 1468, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Residuos cloacales. Contaminación ambiental. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si se excluyera una posible infracción a la ley 24.051, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    P., Ángel Gustavo s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1999, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Desobediencia. Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 


    Cuando el delito de desobediencia denunciado ha obstruido el desempeño de un funcionario federal, con arreglo al artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde el conocimiento de la misma al fuero de excepción.  Asimismo, por el aludido carácter público de los fondos de la Superintendencia de Seguros de la Nación, las maniobras que hayan podido menguar los recursos contemplados en el artículo 81, incisos a) y b), de la ley 20.091, en caso de constituir delito, también deben ser investigadas por ese fuero de excepción.  Por último, en cuanto a la posible comisión del delito de estafa en perjuicio de los particulares que habrían contratado pólizas de seguros con la firma sancionada, por tratarse de una conducta que en principio sería independiente de las otras denunciadas, resulta habilitada la justicia penal provincial.


    S. J. S. M.  I.N.A.C.Y.M. s/ Defraudación contra la administración pública


    COMP. 1619, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Retención indebida. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Acerca del delito de desobediencia, corresponde entender en la investigación al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.   En cuanto a la retención indebida,  ese delito se reputa cometido en el lugar donde debió ser realizada la entrega o devolución no cumplida.


    F., Rodolfo A. s/ Defraudación


    COMP. 5, XXXVII, 07 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 646, L.XXXVI, "F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    S., Diego s/ Averiguación infracción Ley 25.086


    COMP. 545, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia nacional. Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Además, las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    P., Guillermo Daniel s/ Denuncia


    COMP. 514, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Competencia provincial. 


    El delito de defraudación prendaria se configura donde se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    C., Carlos Alberto s/ Ejecución prendaria


    COMP. 1500, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio de Fallos: 308:275; 315:312 y 319:2385.


    Si los escasos y disimiles elementos de juicio incorporados al incidente, no alcanzan para calificarlos prima facie en alguna figura determinada, lo que obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte, en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde al juzgado que previno continuar el trámite de la causa.  Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    D., Gustavo Gerardo s/ Encubrimiento


    COMP. 1771, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    P. P., Juan José y C., María Elena s/ Encubrimiento


    COMP. 1682, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 182, XXXVII, “P., Carlos Antonio s/ Encubrimiento”.


    T., Aldo J. y S., Rubén D. s/ Incidente de competencia


    COMP. 141, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional y que, por ende, resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto.


    K.  Choi s/ Encubrimiento


    COMP. 135, XXXVII, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la  administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    G, Diego Gabriel s/ Encubrimiento


    COMP. 2062, XXXVII, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional,  razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Carlos Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 1370, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Jésica y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 250, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 1376, XXXVII, 22 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    S., Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 133, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Maximiliano Armando s/ Encubrimiento


    COMP. 204, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Patente del automotor. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El delito de encubrimiento afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.   Con relación a la sustitución de las placas patentes, toda vez que de los escasos elementos reunidos  no surja el lugar donde aquella se realizó, corresponde al juzgado de la ciudad que previno, continuar con la investigación de este hecho, en atención a que su jurisdicción se comprobó la anomalía y se incautó el vehículo


    F., Gustavo s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1869, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., José Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1964, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. 1257, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    R., Raúl Alberto y D. G. V., Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1890, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1015, L. XXXVII, “A., Marcelo A. y otros s/ encubrimiento".


    A., Marcelo A. y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1014, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    L., Jorge Domingo s/ Denuncia hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1888, XXXVII, 08 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    M., Daniel Adrián s/ Denuncia robo


    COMP. 1865, XXXVII, 08 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    L., Jorge Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 1876, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Hurto de mercaderías. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    O., José Miguel s/ Denuncia de encubrimiento


    COMP. 1940, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los objetos y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación de los imputados en el robo y, menos. aún, cuando ni siquiera se los ha interrogado sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían adquirido los bienes.  Asimismo, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.   Por último, cabe recordar que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    T., Adriana Beatriz s/ Hurto de automotor


    COMP. 2058, XXXVII, 18 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Sin embargo, los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para concluir, que el procesado resulte ajeno al desapoderamiento del ciclomotor, en atención a que no se habría realizado ninguna diligencia dirigida a esclarecer su procedencia.  Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del hurto cometido, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    R., Daniel Fabián s/ Encubrimiento


    COMP. 112, XXXVII, 19 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto.  Los escasos elementos de juicio reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los procesados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquéllos respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    P., Damián Carlos y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 77, XXXVII, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Walter Rodolfo s/ Encubrimiento


    COMP. 2038, XXXVII, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Marcelo A. y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1015, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los magistrados en conflicto.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional,  razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Q. B., Fernando Miguel s/ Encubrimiento


    COMP. 255, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el procesado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por encubrimiento, respecto del delito principal.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Á. G., Alberto Argentino s/ Encubrimiento


    COMP. 1813, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El magistrado provincial debe profundizar la investigación a fin de darle precisión a los hechos.


    R., Marta y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 9, XXXVII, 05 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Retención indebida. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito acaecido en Capital Federal para que, eventualmente, se atribuya competencia respecto de su encubrimiento, a la justicia federal del lugar donde este delito se produjo.  Al no resultar con absoluta nitidez que el imputado ha sido ajeno a la retención indebida, corresponde al juzgado que previno, seguir conociendo en la causa, en razón de la relación de alternatividad que existe entre ese delito y su encubrimiento, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., Haydée Isabel s/ Encubrimiento


    COMP. 1399, XXXVII, 26 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Edgardo Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 1329, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Gabriel Horacio s/ Encubrimiento


    COMP. 1382, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Gustavo Ricardo s/ Robo de automotor


    COMP. 1821, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    I., Lucas Ricardo s/ Encubrimiento


    COMP. 762, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando resulta con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito principal, corresponde a la justicia federal instruir en el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial si el delito encubierto se investiga ante los tribunales ordinarios de Capital; y en caso contrario, es conveniente que entienda el mismo juez nacional en las actuaciones en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    G., Oscar Arturo s/ Encubrimiento


    COMP. 1246, XXXVI, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Romualdo s/ Encubrimiento calificado


    COMP. 1007, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuando los elementos reunidos son escasos y no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el procesado, ya que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado, corresponde declarar la competencia de la justicia local, para proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la posterior investigación.


    A., Christian Adrián s/ Robo


    COMP. 1612, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el art 24 inc 7° del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida la cuestión por el tribunal de alzada del que dependa aquél que primero hubiere conocido.


    A., Sixto y C., Eduardo Alberto s/ Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 228, XXXVII, 04 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Cámara de Apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Cuando la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el Art 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido en el caso.


    D. A., Christian y otros s/ Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 824, XXXVII, 18 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuando la contienda negativa de competencia quedo finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el Art 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    C., Andrés s/ Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 825, XXXVII, 18 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Abuso de confianza. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    T., Cristian s/ Estafa


    COMP. 584, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Juez previniente. Domicilio. Sociedad cooperativa. Competencia nacional. 


    Cuando la conducta encuadraría prima facie en el delito de estafa, corresponde investigar a la justicia nacional que previno, por ser en la Ciudad de Buenos Aires el lugar donde tiene su domicilio la cooperativa y donde se habrían recibido los documentos.  La conducta podría hallarse tipificada en el delito de defraudación por administración fraudulenta, en tal sentido, también  correspondería al juez nacional de instrucción, que previno, continuar con la investigación a fin de determinar el lugar donde se habría ejecutado el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    Actuaciones complementarias de la causa n° 9574 - R., Horacio s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 89, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie". en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    R., Juan Víctor s/ Asociación ilícita y estafa


    COMP. 1679, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. 


    Cuando la contienda negativa de competencia queda finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en el caso.


    V., Diego Javier s/ Estafa


    COMP. 200, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    D., Edgardo Daniel s/ Estafa


    COMP. 164, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    F, María del Carmen s/ Estafa


    COMP. 673, XXXVII, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia nacional. 


    Cuando la conducta denunciada encuadraría prima facie en el delito de estafa, por haberse desarrollado en una ciudad dentro de determinada jurisdicción, corresponde investigar a la justicia nacional en lo criminal de instrucción, aunque no haya sido parte en la contienda.


    S. A. S.R.L. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1757, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    S., George Ariel  s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 530, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Luis Ramón s/ Denuncia


    COMP. 713, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si en atención a las circunstancias expuestas por el denunciante, cuyos dichos resulten verosímiles y no se hallen controvertidos por otras circunstancias de la causa, cabe razonablemente concluir que la entrega de los valores, si bien de pago diferido habría sido la condición determinante de la disposición de la mercadería por su parte, cabe concluir que la conducta a investigar encuadraría prima facie en el delito de estafa.


    A., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1261, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre muchos otros, y Competencia N° 307, XXXV in re "Gálvez, Gustavo si denuncia estafa".


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  Si la declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, corresponde al juzgado que previno continuar el trámite de la causa.


    C., Carlos Javier s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1739, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia nacional. 


    Cuando las escasas constancias incorporadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa -estafa o libramiento de cheque sin provisión de fondos- y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponderá investigarlo, no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    C., Héctor y otros s/ Estafa


    COMP. 760, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    B., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP. 1622, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    L., Walter Roque s/ Su denuncia


    COMP. 1562, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    En los casos de la presunta comisión del delito de estafa, si no existe controversia entre los magistrados intervinientes en cuanto al encuadre legal de la conducta a investigar, y de los dichos del denunciante no controvertidos por otros elementos de la causa se desprende que tanto las tratativas previas al negocio, como la firma de la documentación correspondiente se efectuaron en determinada localidad, corresponde al juez de esa jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Ángel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1039, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En los casos en que el cheque resulta posdatado, la acción del imputado no debe ser encuadrada en el delito del artículo 172 del Código Penal sino en el artículo 302, por lo que no corresponde declarar competente al Juez del lugar en que se realice la operación sino al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.  Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de los valores no constituyó el ardid determinante del delito de estafa y, ya sea que el hecho denunciado quede finalmente encuadrado en las previsiones de los incisos 1°, 2° o 3° del artículo 302 del Código Penal, compete investigarlo al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    L. Sociedad de hecho y otros s/ Estafas y otras defraudaciones


    COMP. 1779, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Cuando la calificación no ha sido controvertida por el magistrado provincial, deberá ser éste el que continúe con la investigación de la presente toda vez que allí se encuentra el domicilio del banco girado.


    G., Luis Orlando s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1727, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Habiéndose denunciado la perpetración de una falsificación sobre un cheque, la que concurre idealmente con la estafa que habría sido cometida con su uso, corresponde intervenir en la investigación de ambos delitos al juez del lugar donde el documento fue entregado.


    A., Tulio José s/ Estafa


    COMP. 2061, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Diego s/ Denuncia


    COMP. 1706, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    I. D., María del Carmen s/ Denuncia estafa


    COMP. 1742, XXXVII, 15 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D., Salvador s/ Artículo 302


    COMP. 1560, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., Américo s/ Libramiento de cheque


    COMP. 1554, XXXVII, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    T., José Raúl s/ Denuncia


    COMP. 655, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Cayetano s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1611, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D., Diana María s/ Robo


    COMP. 1623, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


    K., Sergio Héctor s/ Estafa


    COMP. 21, XXXVII, 23 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Si el hecho a investigar, ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    R., Heber Ariel s/ Defraudación


    COMP. 1908, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 1566, L.XXXVIl, "T., E. y otros s/ Estafa".


    T., E. y otros s/ Estafa


    COMP. 1741, XXXVII, 09 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 1566, L.XXXVII, "T., E. y otros s/ Estafa".


    T., E. y otros s/ Causa N° 22.759/94


    COMP. 1767, XXXVII, 09 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1578, XXXVII, "C., Roberto s/ Denuncia"


    C., Roberto Andrés s/ Estafa


    COMP. 1806, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1578, XXXVII, "C., Roberto s/ Denuncia".


    C., Roberto Andrés s/ Estafa


    COMP. 1805, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1525 L. XXXVII "G., Roberto Alberto s/ denuncia por estafa".


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 242, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1578, L. XXXVII "C., Roberto s/ denuncia".


    C., Roberto s/ Denuncia


    COMP. 1580, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 746, XXXVII, " A., Federico Santiago y otra s/ estafa en tentativa".


    A., Federico s/ Estafa


    COMP. 1228, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Juez previniente. 


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél.


    T., Fernando Jorge y otros s/ Estafa


    COMP. 1781, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Fraude. Firma falsa. Competencia provincial. Documentos de identidad. Competencia federal. 


    Corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  No obsta a tal temperamento que dicha jurisdicción de excepción no haya sido parte en la contienda.


    M., Nélida Esther s/ Denuncia estafa


    COMP. 243, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde que la justicia local continúe con la investigación, cuando se acepta que la consumación del delito ocurre en ese ámbito de jurisdicción, donde además se encuentra el inmueble, y fue inscripta su transferencia.


    T., Daniel s/ Denuncia


    COMP. 404, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Tanto las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    M., Alfredo s/ Denuncia por estafa


    COMP. 109, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 169, L.XXXVII "T., Juan Carlos s/ denuncia".


    P., Osvaldo Pedro s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 171, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 172, L. XXXVII "L., Luis Santiago s/ Denuncia por estafa en grado de tentativa".


    N.N. s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 216, XXXVII, 11 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 172, L. XXXVII "L., Luis Santiago s/ denuncia por estafa en grado de tentativa".


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 232, XXXVII, 11 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Si uno de los jueces no cuestiona su jurisdicción para conocer en la causa, dado que, en principio, la admite por razones territoriales, limitando su oposición únicamente a la invocación de la competencia de otro departamento judicial, corresponde a dicho magistrado proseguir con el trámite de la causa. Ello sin perjuicio de que si entiende que la investigación corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se lo remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F. R. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1609, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Compraventa de automotores. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que de los dichos del denunciante y del imputado, que hasta el momento no se encuentran desvirtuados por otras constancias del expediente, surge que la disposición patrimonial por la compra del automóvil en beneficio del vendedor, tuvo lugar en la ciudad de Viedma, entiendo que corresponde al juez de esa ciudad conocer en los hecho.


    S., Francisco s/ Presunta estafa


    COMP. 1764, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de discernir la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    V., Ricardo Luis y A. A. de E.


    COMP. 769, XXXVII, 19 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para es tablecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, con forme a razones de economía procesal.


    D., Héctor s/ Estafa


    COMP. 1581, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia de instrucción. 


    Las contiendas de competencia deben tramitar por vía incidental para evitar la innecesaria paralización del expediente.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    T., Lidia Leontina s/ Denuncia


    COMP. 1580, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados , sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    A., Federico Santiago y otra s/ Estafa en tentativa


    COMP. 746, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    R., Carlos Antonio s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1819, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos –que concurra idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    E., Mario Luis s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1776, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    C., Ángel Osvaldo s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1761, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    P., Néstor s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1762, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Miguel Ángel s/ Estafa en tentativa


    COMP. 671, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Jorge Alberto s/ Estafa


    COMP. 1610, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Roberto s/ Denuncia


    COMP. 1578, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Fulvio s/ Denuncia por tentativa


    COMP. 1584, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Guillermo Daniel s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1577, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N. G., Julio Humberto s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1517, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Alicia Leonor s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 1815, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    R., Gino s/ Denuncia


    COMP. 1579, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Juan José s/ Denuncia


    COMP. 452, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    V., Maximiliano Javier s/ Denuncia


    COMP. 1391, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Toda vez que la Corte tiene establecido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, resulta aplicable la doctrina según la cual el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    Banco Nación sucursal Sierra Grande s/ Remite actuaciones


    COMP. 1474, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Mabel s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1873, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T. O., Marisa Yenit s/ Denuncia


    COMP. 377, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    V., Héctor Omar s/ Estafa en tentativa


    COMP. 83, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Lino s/ Hurto de cheques


    COMP. 70, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Santiago Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1832, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Sergio Fabián s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1006, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa -que concurriría idealmente con la falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    K., Felipe Edgardo s/ Denuncia


    COMP. 1160, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A. R., Eloy s/ Denuncia por estafa


    COMP. 749, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D., Luis A. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 923, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Paula Fabiana G. s/ Robo


    COMP. 1038, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., César David s/ Estafa en tentativa


    COMP. 803, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    K., Felipe s/ Estafa en tentativa


    COMP. 830, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Mario s/ Estafa en tentativa


    COMP. 575, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Primo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 629, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Viviana Alicia s/ Estafa


    COMP. 1046, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Antonio Omar s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1962, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar tal circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    R., Ignacio s/ Estafa


    COMP. 1946, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  En la medida en que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar tal circunstancia, corresponde al magistrado previniente, profundizar la investigación en este sentido.


    Dato, Silvana Marcela s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1388, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    B., Víctor José s/ Estafa en tentativa


    COMP. 241, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa -que concurriría idealmente con el de falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Carlos Alberto s/ Robo


    COMP. 270, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Lugar de entrega del título.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados,  sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., José Luis s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 351, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    M., Néstor Carlos s/ Denuncia


    COMP. 759, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro.  Cuando las probanzas incorporadas al incidente sean escasas, y no sea posible determinar tal circunstancia, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores.


    M., Hilda Real s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1945, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    C., Rubén Gabriel s/ Denuncia


    COMP. 747, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Hugo Daniel s/ denuncia


    COMP. 1976, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., José Adrián s/ Denuncia de robo


    COMP. 1516, XXXVI, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    R., Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1829, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, circunstancias anteriores a la presentación al cobro del valor.


    R., Antonio s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 2044, XXXVII, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    K., Mariela Silvina s/ Denuncia extravío de cheques


    COMP. 1613, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La  sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Así, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


    G., Osvaldo Rubén s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 185, XXXVII, 06 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Ponciano s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 246, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Lugar en que los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Cuando los elementos del juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar esa circunstancia, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    M., Miguel Ángel s/ Estafa en tentativa


    COMP. 456, XXXVII, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    G., Roberto s/ Denuncia


    COMP. 705, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    V., Héctor Pedro s/ Su denuncia


    COMP. 1132, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos que concurra idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    O., Idilio Oscar s/ Su denuncia


    COMP. 1242, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    A., Graciela Ángela  s/ Estafa en tentativa


    COMP. 686, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Jorge Rubén s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1087, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.  Cuando de las escasas probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del valor corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en ese sentido, ello sin perjuicio de lo  que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    Occidental Chemical - Chile S.A.I.- Sucursal Argentina s/ Denuncia


    COMP. 924, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Eduardo Omar s/ Denuncia supuesto robo de cheque


    COMP. 389, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Pascual  s/ Denuncia de estafa en tentativa


    COMP. 706, XXXVII, 20 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, que concurriría idealmente con el de falsificación- perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por, tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    N.N. s/ Robo


    COMP. 1569, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Gabriel y otro s/ Robo con armas


    COMP. 111, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando las probanzas incorporadas al expediente no permiten descartar, que el documento cuestionado fuera efectivamente entregado en una determinada jurisdicción, corresponde asignar competencia para conocer en la causa al juzgado provincial para conocer el hecho.


    C., Ernesto Tomás s/ Denuncia por estafa


    COMP. 103, XXXVII, 04 de abril de 2001


    Ver dictamen


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L. de R., Nilda Liliana s/ Denuncia estafa


    COMP. 654, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos –que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A. O., Mariano s/ Estafa en tentativa


    COMP. 187, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    F., César s/ Denuncia


    COMP. 58, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Adrián Ramón s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 180, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    D., Néstor Oscar s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 110, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Luis Ramón s/ Supuesta denuncia


    COMP. 224, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Juan Carlos s/ Denuncia


    COMP. 169, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    M., Gabriel Oscar s/ Denuncia s/ Cheque


    COMP. 1573, XXXVI, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Luis Santiago s/ Denuncia por estafa en grado de tentativa


    COMP. 172, XXXVII, 11 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    G., Haydee Ángela s/ Robo


    COMP. 177, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  Si la recepción del cheque habría constituido el ardid determinante del acto de disposición del damnificado, configurativo del delito de estafa, deberá ser el magistrado del lugar en que se realizó la entrega el que continúe con la investigación en ese aspecto.


    R., Arnaldo s/ Denuncia


    COMP. 1040, XXXIII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., María del Valle s/ Denuncia


    COMP. 132, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Cuando el imputado habría utilizado el documento cuya falsedad se sospecha para inducir a error en una determinada jurisdicción, corresponde conocer en la causa al magistrado provincial, especialmente si se repara en que tampoco se ha establecido el lugar en que se habría confeccionado el instrumento.


    G., Esteban Francisco


    COMP. 78, XXXVII, 28 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta posible el juzgamiento por separado de la estafa que concurre materialmente con la falsificación de documento público.   Asimismo, cabe recordar que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar aquéllos de naturaleza federal de los de índole común.


    P., Walter Gustavo s/ Supuesta denuncia infracción al Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1893, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Son competentes para conocer en las causas por la falsificación de instrumentos privados, los jueces con jurisdicción en el lugar en que éstos hubiesen sido usados, pues allí cabe considerar consumado el delito.  Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan, en principio, como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    B. N., Gonzalo Javier y otros s/ Estafa


    COMP. 1555, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. Defraudación. Juzgado de garantías. Competencia provincial. Cheque. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.   La falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.   Es doctrina del Tribunal que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    S., Héctor Hugo y otro s/ Estafa


    COMP. 567, XXXVII, 15 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el delito de estafa, concurre idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. La falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde éste fue utilizado.


    P., Ricardo y otros s/ Defraudaciones y falsificación de documentos


    COMP. 1406, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia provincial. 


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación operada con el uso de aquél. Y más precisamente, la investigación de la adulteración de un documento nacional de identidad es separable de la causa en que se investigan las estafas perpetradas mediante el uso de una tarjeta de crédito y aquel documento.


    M., Juan Francisco s/ Infracción Artículo 292 y 172 Código Penal


    COMP. 1678, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Falta de ardid. Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega de los valores no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual el hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    Z., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP. 376, XXXVII, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Si bien las contiendas de competencia exigen para su correcta promoción que los magistrados que en ella intervienen establezcan mínimamente la existencia de hechos y la calificación que, en principio pudiera corresponderles, razones de economía procesal aconsejan dejar de lado esta exigencia cuando existan en la causa elementos de juicio que resultan suficientes para discernir la cuestión.


    R., Romina s/ Estafa


    COMP. 1877, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528; 323:2337 y Competencia N° 760, XXXVII ill re "Carlini, Héctor y otros s/ Estafa".


    Cuando las escasas constancias incorporadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponderá investigarlo, cabe concluir que no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    B., Fernando s/ Denuncia de estafa


    COMP. 1792, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 4, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Banco de la Nación Argentina c/ A., Omar Luis y otros s/ Ejecutivo


    COMP. 1765, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación entiende que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan las causas y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  En el caso de que no concurran estos elementos, corresponde al juzgado que previno continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., Sergio Javier s/ Estafa


    COMP. 1492, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos, en principio, en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.  De las escasas constancias del expediente no surgen los elementos que permitan precisar los hechos a investigar. ni las tipificaciones que les puedan ser atribuidas, ya que sólo se cuenta con las declaraciones del denunciante y la documentación por ésta acompañada que. por la multiplicidad de circunstancias que comprende, podría dar lugar a más de una calificación posible.


    Banco B. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1074, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La trampa, en el juego de azar, o la connivencia entre los jugadores para ganar a otros participantes, es un ardid o engaño que encuadra en el artículo 172 del Código Penal; salvo que se trate de jugada tenida en contravención a la ley 4097, es decir, en casa de juego, y que la víctima sea, en intención y obra, concurrente a casa de juego, o participante en jugada tenida en casa de juego, convirtiéndose él mismo en infractor alcanzado por el artículo 2, inciso c) de la referida ley.  De acuerdo a la antigua doctrina de la Corte que defiende la potestad de las provincias para reprimir los juegos de azar, en ejercicio del poder de policía que es propio del gobierno local y teniendo en cuenta el nuevo status constitucional de la Ciudad de Buenos Aires, corresponde que el Tribunal declare la competencia del fuero contravencional de la Ciudad de Buenos Aires.


    P. H., Amílcar Gustavo s/ Infracción Decreto Ley 6.618/57


    COMP. 6, XXXVII, 05 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 686, L. XXXVII,  "A., Graciela Angela s/ estafa en tentativa".


    A., Graciela Ángela  s/ Estafa en tentativa


    COMP. 685, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 803, L.XXXVII "B., César David s/ Estafa en tentativa".


    B., César David s/ Estafa en tentativa


    COMP. 802, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 803, L.XXXVII "B., César David s/ Estafa en tentativa".


    B., César David s/ Estafa en tentativa


    COMP. 804, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Francisco s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 529, XXXVII, 20 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.  En cuanto a la insuficiente investigación realizada en torno a la falsificación de documentos públicos y atento al carácter nacional de esos documentos, corresponde al magistrado federal del lugar donde fueron utilizados y expedidos, conocer respecto de ese delito, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., Fernando Diego s/ Estafa


    COMP. 1589, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el Art 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    K., Ernesto Alejandro s/ Estafa


    COMP. 806, XXXVII, 03 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando el ardid propio del delito materia de autos se verificó al suscribirse ilegítimamente la solicitud de crédito y presentarse aquéllos instrumentos utilizados para simular la verdadera identidad en territorio provincial, lugar donde se produjo además, la disposición patrimonial perjudicial, corresponde al señor juez provincial continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    M., Mariana s/ Denuncia, estafa y falsificación de documentos


    COMP. 739, XXXVII, 15 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte, que ya sea que el hecho se encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7°ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    M., S. s/ Estafa


    COMP. 778, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Habida cuenta que el juez local, al momento de rechazar su intervención, admitió que los hechos habrían ocurrido en territorio provincial, corresponde declarar su competencia sin perjuicio de que éste, a su vez, de así entenderlo oportuno, plantée la cuestión con sus pares, de acuerdo con las reglas del derecho procesal local, cuya interpretación es ajena a la jurisdicción nacional.


    V., Rita Ester y otros s/ Estafa


    COMP. 1492, XXXVI, 07 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    R., Armando Osvaldo s/ Denuncia estafa


    COMP. 1631, XXXVI, 01 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Pagaré. Competencia nacional. 


    Cuando en el incidente no se encuentra agregado el pagare presuntamente falso, ni la causa comercial, la contienda debe ser en principio resuelta a partir de los dichos del denunciante, que hasta el momento no se encuentran desvirtuados por otras constancias del incidente.


    M., Marcelo Pablo s/ Falsificación de documento


    COMP. 737, XXXVII, 20 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    C. P. s/ Estafa


    COMP. 1568, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega de los valores no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual el hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    M., Luis José; R. N., Juvenal s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 633, XXXVII, 04 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    El libramiento de los valores correspondientes a la primera operación comercial celebrada entre las partes, encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    V., Néstor Pedro Esteban s/ Denuncia


    COMP. 1854, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Resulta aplicable al presente la doctrina de la Corte, conforme la cual en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    F. P. E. S.A. y R., Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1786, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega del valor no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    V., Walter Eduardo s/ Estafa - Denunciante: G., José


    COMP. 1471, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Plan de ahorro previo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    R., Ángela s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1830, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Retención indebida. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El ardid determinante del acto de disposición que configura el estelionato, se consuma en el lugar en que se produce el pago por la adquisición del bien.


    L., Maxi s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1884, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Supresión o destrucción de documento. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., J. L. y otros s/ Estafa y destrucción de medios de prueba


    COMP. 1937, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.  Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan, en principio, como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    B., Claudia s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1794, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Tarjetas de transporte. Competencia provincial. 


    Si de las constancias del incidente no se advierte que las presuntas irregularidades descriptas en la denuncia, en las que se habría perjudicado a usuarios particulares de tarjetas telefónicas, tengan la entidad suficiente para interferir la prestación del servicio, ni que obstruyan el normal desenvolvimiento de alguna institución nacional, como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia del tribunal local para entender en la causa.


    F., Mario s/ Denuncia defraudación


    COMP. 1759, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Tentativa. Cheque. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos- que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Tomás Ignacio s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1978, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 1578, XXXVII, "C., Roberto s/denuncia".


    C., Roberto Andrés s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1856, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1242, L. XXXVII, "O., Idilio Oscar s/ Su denuncia".


    O., Idilio Oscar s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1244, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa en la Competencia N° 1242, L. XXXVII, "O., Idilio Oscar s/ Su denuncia".


    O., Idilio Oscar s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1472, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Extravío cel cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de  determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., Marina s/ Denuncia


    COMP. 48, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, el lugar donde se presentaron al cobro.


    P., Víctor Hugo s/ Denuncia


    COMP. 34, XXXVII, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    K., Víctor Eduardo s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 30, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., María Cecilia s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 22, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Invesigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., María Graciela s/ Estafa en tentativa


    COMP. 2015, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Héctor Osvaldo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1595, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., Mirta Norma s/ Estafa en tentativa


    COMP. 27, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Fernando Rubén s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1624, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos- que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 32, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  En los casos en los casos en que no se habría determinado tal extremo, corresponde al juzgado de previno profundizar la investigación en este sentido.


    C., Oscar Alfredo s/ Denuncia tentativa en estafa


    COMP. 1542, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    D, Jorge s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 29, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1, XXXVII, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Cecilia Olga s/ Denuncia


    COMP. 1570, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Estelionato. Lugar del hecho. Competencia provincial. Encubrimiento. Robo. Competencia nacional. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde intervenir en el estelionato a la justicia bonaerense.   En relación al delito de encubrimiento, cabe recordar que cuando no resulta con absoluta nitidez que los imputados por el delito de encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por este último, dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, para evitar la posibilidad de que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva resulten contradictorias.


    A., Braulio s/ Denuncia robo de automotor


    COMP. 394, XXXVII, 17 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Remisión a lo dictaminado en las competencias N° 755 L. XXXVI, "Mercader, Alejandro Claudio s/Tentativa de robo y otros"; N° 914 L. XXXVI, "Juskiewicz, Pedro Segundo s/ Infr. art. 189 bis C.P." y N° 869 L. XXXVI, "Ponce, Blas Ceferino s/ Arts. 42 bis, ley 20.429 ref. ley 25 .086 y 189 bis C.P.".


    F., Horacio s/ Averiguación presunta infracción Ley 23.737


    COMP. 1553, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, cuando de los dichos del denunciante y la documentación aportada, no surgen los elementos que permitan precisar los hechos a investigar.  Corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., Emanuel Gregorio s/ Denuncia


    COMP. 1503, XXXVII, 19 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Extorsión. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte se encuentra impedida de ejercer las  facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que corresponde que el juez que previno continúe con la investigación.


    L., Hugo y otros s/ Extorsión


    COMP. 2053, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente lo que no sucede en el sub lite, dado que la magistrado provincial se limitó a manifestar, en definitiva, que debía intervenir otro tribunal de su misma provincia.


    S., Marcelo y otros s/ Extorsión y otros


    COMP. 738, XXXVII, 26 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    A., Orlando s/ Extorsión


    COMP. 36, XXXVII, 14 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Defraudación. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha desarrollado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los Jueces en conflicto.  En consecuencia, cuando no puede descartarse la posible configuración de la infracción prevista en el inciso 3° del artículo 302 del Código Penal, la Corte tiene establecido que corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    R. G., Eloy s/ Denuncia


    COMP. 1782, XXXVII, 23 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Estafa. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Además, en lo atinente al robo de la pieza postal, que concurriría con el delito de violación de correspondencia, la Corte tiene establecido que ello configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos" -artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación.   Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados,  sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    V., Susana Mabel s/ Denuncia


    COMP. 704, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Juez previniente. Competencia provincial. 


    A partir de lo actuado no se advierte circunstancia alguna que motive la intervención del fuero federal la que, según tiene establecido la Corte es excepcional y, por ende se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.  No obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67, inciso 12°, 94 Y 100 -hoy 75, inciso 20°, 108 Y 116, respectivamente- de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    P., Melchor Ángel s/ Denuncia de falsedad ideológica


    COMP. 98, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Cédula de identidad. Competencia federal. 


    El bien juridico lesionado en el caso de falsificación de una cédula de identidad es la fe que merecen los documentos emitidos por la Policía Federal y que, por tratarse de una autoridad nacional, corresponde atribuir al fuero de excepción el conocimiento de hechos de esa naturaleza acaecidos en territorio provincial.


    L., Pedro Leonardo s/ Infracción Artículo 292


    COMP. 1570, XXXVII, 28 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación sólo son aplicables entre jueces nacionales.  Si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado.


    R., Claudia s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 237, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Es competente la justicia federal para conocer la falsificación de una constancia de solicitud de duplicado de un documento nacional de identidad, por tratarse de un instrumento extendido por un organismo federal.


    M., Héctor Fabián y otro s/ P. ss. aa. infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1574, XXXVI, 01 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que cuando se desconoce el lugar donde fue confeccionado el instrumento público falso, para determinar la competencia debe estarse al sitio en que fue usado.


    S., Antonio s/ Denuncia


    COMP. 68, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    B., José Maria s/ Infracción Artículo 292


    COMP. 436, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Competencia nacional. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  El delito que surge de la falsificación de instrumentos públicos debe reputarse cometido en el lugar de su utilización.  Corresponde al juez, que previno y ante quien se descubrió la falsificación, profundizar la investigación.


    K., Alejandro Daniel s/ Denuncia estafa procesal


    COMP. 225, XXXVII, 03 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Firma falsa. Registro de la propiedad automotor. Competencia nacional. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    M., Antonio s/ Falsificación de firma


    COMP. 776, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    R., Horacio Eduardo s/ Falsificación de firma


    COMP. 1552, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Rosa Zenona s/ Denuncia por presunta infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1904, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    N., Cecilia s/ Falsificación de documento


    COMP. 770, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inc 7° del decreto ley 1285/58.  La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Alejandra Julia s/ Falsificación de documento


    COMP. 84, XXXVII, 23 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva conforme a razones de economía procesal.  Además, la falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde éste fue utilizado.


    C., Carlos Ernesto s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 100, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es aplicable la doctrina de la Corte según la cual, si no existe prueba suficiente del lugar de confección del instrumento, corresponde que prosiga la investigación del hecho el juez competente en el lugar en el que se comprobó la existencia del delito.


    N.N. s/ Delito contra la fe pública


    COMP. 1578, XXXVI, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    G. D., Juan s/ Denuncia


    COMP. 524, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Tarjeta de crédito. Competencia federal. 


    El bien jurídico lesionado en caso de falsificación de una cédula de identidad expedida por la Policía Federal Argentina, es la fe que ese documento merece, y por emanar de una autoridad nacional, corresponde su conocimiento a la justicia de excepción.


    C., Jorge Daniel Ramón s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1935, XXXVII, 28 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 


    Tiene establecido el Tribunal que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.  Por aplicación de ese principio y toda vez que no se advierte en qué lugar habría sido adulterado el documento nacional que fuera recibido por el imputado, así como tampoco surge que se haya determinado su autenticidad, corresponde al magistrado federal, donde aquél fue usado, conocer de este delito, sin perjuicio de que la justicia provincial continúe entendiendo de la estafa en concurso ideal con uso de documento público falso.


    M., Miguel Ángel por estafa y falsificación de instrumento público


    COMP. 719, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Si no se puede acreditar el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar donde fue usado .


    B., Darío Claudio s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 820, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Si no se puede acreditar el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar donde fue usado.


    L., Marcelo Oscar s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 2040, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación sólo son aplicables entre jueces nacionales.


    P., Edgardo S. s/ Infracción Ley 24.769


    COMP. 14, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél donde se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.  La falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde éste fue utilizado.


    A. M., Christian s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1883, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este último fuero al que corresponde continuar con la investigación.   La posible infracción a la ley 21.389 supone en el caso, más allá de una simple conexidad de delitos, el ardid necesario para la configuración de la presunta estafa, que concurriría idealmente con aquélla.


    R., Olivio Fabián s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 500, XXXVII, 04 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    Si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado. En tal sentido, de las constancias del expediente no surge con certeza donde se habría confeccionado el documento apócrifo, pero en cambio se encuentra acreditado que fue utilizado para inscribir el nacimiento de los hijos del imputado en el Registro Civil de la Provincia de Santa Cruz.


    R. V., L. A. y otro s/ Protección de personas


    COMP. 1625, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde excluir de la competencia federal, a aquellos delitos vinculados con la identificación de automotores, cuando los hechos carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad del Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.  Cuando de las constancias del incidente no surge que en la confección del presunto instrumento público falso haya participado algún funcionario nacional, ni que el hecho haya obstruido el normal funcionamiento de una institución del Estado Nacional, si aquél no fue presentado ante ningún registro del automotor, corresponde a la justicia provincial proseguir con la sustanciación de la causa.


    P., Mónica s/ Denuncia


    COMP. 1373, XXXVII, 06 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    G. N. s/ Infracción Ley 22.362 y 11.723


    COMP. 1787, XXXVII, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M., Gabriela s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2047, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11. 723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723 - que concurrirían en forma ideal, y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    D., Fabio Roberto s/ Infracción Artículo 71 y 72 Ley 11.723


    COMP. 2046, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Concurso ideal. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    L., Pedro s/ Ley 22.362


    COMP. 1498, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M., José Fernando s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1516, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Amenazas. Competencia provincial. 


    En los supuestos en que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar los de índole federal de los de índole común, aunque medie entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación por esta causa sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales.


    B., José y otro s/ Infracción Artículo 282


    COMP. 707, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces.


    V., Marcelo Daniel s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 283, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Faltas de tránsito. Competencia provincial. 


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona la posible calificación legal del hecho denunciado y que de las probanzas del expediente no surge donde se cometió aquella infracción, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que, en tales condiciones, corresponde conocer de la causa al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    M., José Marcial s/ Denuncia


    COMP. 1251, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Ferrocarriles provinciales. Transporte interno. Competencia provincial. 


    El ferrocarril cualquiera sea su carácter, nacional o provincial, de propiedad del estado o de las empresas, representa un instrumento de comunicaciones puesto al servicio de los intereses generales de la Nación. Así, en virtud de su poder de fomento a todas las regiones que sirve, la necesaria y lógica vinculación que presupone entre las diversas líneas para el regular movimiento de pasajeros, cargas y correspondencia en toda la extensión del territorio nacional, exige la adopción de ciertas reglas comunes a los habitantes que facilite la cooperación de los transportes y la continuidad de sus beneficios.  No obstante lo expuesto, y sin perjuicio de remarcar que en la actualidad el servicio que presta el ferrocarril ha variado sustancialmente respecto de aquél que motivara, el dictado de la ley 2873, toda vez que varias de las funciones intrínsecamente ligadas a éste, hoy se cumplen a través de otros medios de transporte, en el caso traído a estudio no se habría afectado, el tráfico interjurisdiccional.   En este contexto, en el que los intereses generales de la Nación a los que se refirieran jueces y legisladores, en la materia, habrían cedido frente a la falta de demanda en el servicio que presta el ferrocarril y se habría supeditado al financiamiento provincial, o de un concesionario,  y a los intereses regionales, se dictó la ley provincial 2589 mediante la cual se provincializó el servicio público ferroviario de pasajeros y carga, sin perjuicio de la concesión efectuada por la Nación a la provincia para su explotación comercial.


    M., Carlos Alberto s/ Delito contra las personas


    COMP. 1913, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Firma falsa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 2077, L. XXXVII, "M., Ana María s/ denuncia".


    A., Darío Alejandro s/ Por supuesta autoría falsificación de firma


    COMP. 2076, XXXVII, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que, si con las maniobras realizadas ante los registros seccionales pertenecientes al Registro Nacional de la Propiedad Automotor y Créditos prendarios se comprometió la validez de documentos nacionales extendidos por esa repartición nacional, a la vez que su normal funcionamiento, los hechos así producidos son de competencia de la justicia federal.


    M., Ana María s/ Denuncia


    COMP. 2077, XXXVII, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Falsificación de marca o designación. Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio de Fallos: 323:2232.


    Si ambos magistrados coinciden en la calificación del hecho como constitutivo de infracción a las leyes 11.723 y 22.362, en concurso ideal, corresponde al juez nacional intervenir en la causa.


    M., Gabriela s/ Su denuncia


    COMP. 712, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si no se puede determinar el lugar donde fue cometido el homicidio culposo, debe proseguir la instrucción el juez que previno.


    Q., Benito Pedro s/ Presunto Homicidio culposo


    COMP. 81, XXXVII, 16 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Jugador de fútbol. Enfermedades cardiovasculares. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio de Fallos: 311:2533.


    Si ambos magistrados coinciden tanto en la calificación "prima facie" asignada al hecho, como acerca del lugar donde se produjo el deceso investigado, corresponde al magistrado con jurisdicción en ese lugar entender en la causa.


    R., Gabriel Gustavo s/ Su muerte


    COMP. 1501, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando ambos magistrados coinciden tanto acerca de cual es el hecho motivo de investigación, como que éste habría ocurrido en territorio de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia para conocer las actuaciones para resolver de acuerdo a lo que de ellas surja.


    S., Antonio Andrés damnificado de homicidio culposo


    COMP. 268, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Hurto calificado. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan, en principio, como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    N., Sergio Rubén s/ Hurto de automotor con uso de ganzúas


    COMP. 1681, XXXVII, 28 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    D. V. s/ Denuncia procedencia Renault 9


    COMP. 1942, XXXVII, 22 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Patente del automotor. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los Jueces en conflicto.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional,  razón por la cual resultada, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Comisaria 29° de Las Grutas s/ Secuestro automotor


    COMP. 1905, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por  encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    E., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1680, XXXVII, 03 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Hurto. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes regsitrables. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Diego Mauro  s/ Encubrimiento


    COMP. 691, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional,  razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Por último, con relación a la sustitución de las placas, cuando dicha infracción carece de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, se trataría de un delito común.


    G., Héctor Luis  s/ Encubrimiento


    COMP. 512, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. Competencia federal. 


    Aún cuando pueda no haber existido perjuicio patrimonial para las rentas del Estado, cuando son hechos que afectan el buen servicio y el normal desempeño del personal de una entidad nacional, resulta competente el fuero de excepción.


    A., Juan José s/ Hurto


    COMP. 690, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    S., Alberto Oscar s/ Hurto o extravío


    COMP. 1902, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Tentativa. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    G., Jesús Domingo s/ Artículos 42 y 162 del Código Penal


    COMP. 7, XXXVII, 07 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia provincial. 


    En la medida en que la justicia de una ciudad no cuestiona que la menor y la progenitora tienen su residencia en la localidad de la misma, es el tribunal con jurisdicción sobre esa localidad el que debe intervenir en la causa, dado que es el ámbito donde se puede ejercer una mejor defensa de los intereses de la menor.


    M., J. P. s/ Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar


    COMP. 1915, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Delito continuo. Competencia nacional. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    B., A. R. s/ Infracción a la Ley 13.944


    COMP. 2073, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Economía procesal. Domicilio del menor. Interés superior del niño. Competencia nacional. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    C., F. J. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 39, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Interés superior del niño. Economía procesal. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    S., Fernando Mario s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 212, XXXVII, 06 de abril de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.  En concordancia con esta doctrina y en atención al interés superior del niño, corresponde intervenir al tribunal del domicilio del menor, pues, ese es el ámbito donde la progenitora podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    P., D. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 127, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.   Corresponde declarar la competencia del juez del domicilio de los beneficiarios de los alimentos, ámbito donde la denunciante podría ejercer una mejor defensa de los intereses de los menores.  Por lo demás, esta solución es la que mejor contempla "el interés superior del niño", principio consagrado en el artículo 3° de la "Convención sobre los Derechos del Niño", reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional-según reforma de 1994-.


    V., E. E.  s/ Ley 13.944


    COMP. 1577, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, implica un nuevo conflicto.  Si de los escasos elementos incorporados al incidente surge que las irregularidades denunciadas consisten, entre otras, en la retención de gran cantidad de formularios de comunicaciones al Registro Nacional de las Personas acerca de actualizaciones del Documento Nacional de Identidad, el hecho encuadraría, prima facie, en la infracción prevista en el artículo 32, inciso d), de la ley 17.671, cuyo juzgamiento fue  asignado por la misma norma al fuero de excepción -artículo 42, según reforma de la ley 20.974-.


    S., Imelda s/ Violación de los deberes de funcionario público


    COMP. 487, XXXV, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Compraventa inmobiliaria. Competencia provincial. 


    Precedente de Fallos: 284:287.


    El tipo penal descripto en el artículo 179 del código de fondo no protege la administración de justicia, sino los intereses patrimoniales del acreedor.  En este sentido, complementa la regulación de los delitos concursales e integra el titulo sexto del Código Penal, en el que se contemplan los delitos contra la propiedad.  El delito de insolvencia fraudulenta, consistente en la venta de un inmueble, se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros.


    K., Andrés Sócrates s/ Insolvencia fraudulenta


    COMP. 755, XXXVII, 04 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Interés superior del niño. Plan de parentalidad. Domicilio del imputado. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el marco de la investigación a la presunta infracción a la ley 24.270, si del convenio en el que se pautó el régimen de visitas y alimentos suscripto entre el denunciante y la parte imputada, ésta última fijó su residencia y la de los menores en determinada localidad, corresponde otorgar el conocimiento de la causa al juez de esa jurisdicción, ámbito en el que se podrá ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    P., C. R. s/ Denuncia


    COMP. 1068, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia de paz. 


    Cuando el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., César Obdulio s/ Infracción Artículo 43 inciso h - Decreto Ley 8.031


    COMP. 38, XXXVII, 20 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Cuando las escasas constancias incorporadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para la resolución de conflicto, no habría mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    M., Flavio Aníbal s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 764, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, cuando de las constancias del incidente, no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa.  Corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la investigación.


    A., Juan Carlos Ángel s/ Denuncia presunta infracción Ley 20.429


    COMP. 69, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando el conflicto  no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  Tiene establecido la Corte que resultan indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Silvia Alba s/ Denuncia


    COMP. 201, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio de Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Pedro s/ Denuncia - Causa Nº 4448


    COMP. 1844, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    Si más allá de la denuncia, no se ha incorporado al incidente otra constancia que permita encuadrar el hecho prime facie en alguna figura determinada, corresponde al juzgado que previno seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    O., Héctor Ismael s/ Denuncia infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1612, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuando el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.  Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Mario Alberto s/ Falsificación de moneda extranjera


    COMP. 60, XXXVII, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    D., Daniel s/ Denuncia por hallazgo de vehículo


    COMP. 823, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inciso 7 del decreto ley 1285/58.


    S., Carlos Alberto s/ Defraudación


    COMP. 750, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el art. 24  inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    L., Sandra Isabel s/ Denuncia


    COMP. 106, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, en principio, en alguna figura determinada, corresponde al juez que previno, continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Viviana Patricia s/ Denuncia


    COMP. 600, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie" en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el articulo 24. inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    G., Adrián E. s/ Denuncia


    COMP. 82, XXXVII, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    R., Horacio Daniel s/ Estafa


    COMP. 833, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    Si la contienda se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    E., Néstor Eduardo s/ Infracción Ley 11.683


    COMP. 1860, XXXVII, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 452, L. XXXVII, "S., Juan José s/denuncia".


    S., Juan José s/ Denuncia


    COMP. 798, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3° inciso 5° de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  No obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67, inciso 12°, 94 Y 100 -hoy 75, inciso 20°, 108 Y 116, respectivamente- de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no .existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    A., Juan Carlos y otros s/ Coacción agravada, robo doblemente calificado y otros


    COMP. 79, XXXVII, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Tribunal de faltas. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1468, L.XXXVI  "G., M. E. s/ Inf. ley 10.903"


    S, J. M. s/ Infracción Ley 10.903


    COMP. 99, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1468, L.XXXVI "G., M. E. s/ inf. ley 10.903"


    A., L. M. s/ Infracción Ley 10.903


    COMP. 1561, XXXVI, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones agravadas. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si de la declaración del denunciante surge que el traumatismo del que da cuenta el informe médico legal, le habría sido provocado por los golpes padecidos en un domicilio denunciado, sito en determinada ciudad, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma entender en la causa.


    M., José s/ Lesiones agravadas


    COMP. 535, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Accidente de navegación. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido por el Tribunal a partir del precedente que se registra en Fallos: 275:550, la navegación interjurisdiccional es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la cual se halla investido el Gobierno Federal para reglamentarla a determinado tipo de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo concerniente a las embarcaciones menores, o no destinadas al comercio.  También tiene dicho la Corte, que si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional a cualquier hecho que de alguna manera haya afectado la circulación, aun cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


    S, Rubén Manuel s/ Lesiones culposas


    COMP. 1807, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra, es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    F. U., M. C. s/ Lesiones culposas


    COMP. 286, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., José Miguel s/ Lesiones culposas


    COMP. 437, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones graves. Menores. Interés superior del niño. Competencia nacional. 


    Si los dos magistrados entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos.


    K., M. C. s/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 1642, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura determinada, corresponde al juez que previno, continuar con la sustanciación de la causa sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Enrique s/ Denuncia


    COMP. 1906, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Imputado N.N. - Delito Artículo 89 del Código Penal


    COMP. 92, XXXVII, 26 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Transporte fluvial. Competencia federal. 


    Si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional a cualquier hecho que haya de alguna manera afectado la circulación, aún cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


    D., Daniel Alejandro s/ Denuncia por lesiones


    COMP. 734, XXXVII, 22 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Libre tránsito. Competencia provincial. 


    Interrupción del tránsito vehicular.


    Si las medidas de fuerza que dieron origen a la causa tuvieron como consecuencia la efectiva interrupción del tránsito vehicular en una ruta nacional, esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida entre los que debe encontrarse el de garantizar el libre desarrollo del tráfico interjurisdiccional, por lo que corresponde intervenir a la justicia federal.  En tal sentido y habida cuenta que no es ése el caso, corresponde al juez local continuar con la sustanciación de la causa.


    D., José Cruz y otro s/ Infracción artículo 289 Código Penal


    COMP. 126, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Lotería provincial. Interventor. Competencia provincial. 


    Aún tratándose de los interventores federales de una provincia, su actuación en el orden local no pierde ese carácter en razón del origen de su investidura. Con mayor razón, no pierden su condición de funcionarios provinciales los designados por el interventor para el desempeño de cargos locales, y los delitos que puedan cometer en el ejercicio de tales cargos son de conocimiento de la justicia provincial.


    A., María Luciana s/ Denuncia


    COMP. 1128, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Manifestación popular. Amenazas. Competencia provincial. 


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    E., Aldo Omar s/ Su denuncia


    COMP. 642, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Si las presuntas manifestaciones atribuidas al imputado no resultarían susceptibles de alterar la paz social, ni de disputar al Estado el monopolio de la fuerza, y al no advertir que el hecho en cuestión haya puesto en peligro la seguridad de la Nación o de sus instituciones, corresponde entender en la causa a la justicia ordinaria.


    M. S. Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 1419, XXXVI, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Medidas de fuerza. Rutas provinciales. Competencia provincial. 


    Si las medidas de fuerza que dieron origen a la causa tuvieron como consecuencia la efectiva interrupción del tránsito vehicular en una ruta nacional, esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida, entre los que debe encontrarse el de garantizar el libre desarrollo del tráfico interjurisdiccional, por lo que corresponde intervenir a la justicia nacional.  Habida cuenta que no es ése el caso, pues de las constancias de autos surge que. como consecuencia de los hechos ocurridos se interrumpió el tránsito de vehículos sobre una ruta provincial, tal como lo señala el magistrado federal, con cita de la norma que así lo contempla y que luego no ha desconocido el juez local, entiendo que corresponde a este último continuar con la sustanciación de la causa.


    V., Eloisa s/ Infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 1250, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Medidas tutelares. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté Íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    J., J. A. s/ Tratamiento tutelar


    COMP. 1384, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Menores. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    D. S., O. G. s/ Tentativa de robo


    COMP. 122, XXXVII, 22 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Morosidad del proceso. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la competencia N° 1500, L. XXXVI, "Cruz Robles, Antonio y Palacios, Carlos Ramón s/ Secuestro extorsivo".


    B., Gustavo Néstor s/ Denuncia


    COMP. 1851, XXXVII, 01 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Muerte. Acumulación de procesos. Competencia provincial. Devolución del expediente. 


    Un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 -según texto ordenado por ley 21.708- supone una contienda entre dos tribunales o jueces que no tengan un órgano superior común.


    S., Martín René s/ Su muerte


    COMP. 639, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Obstrucción de la vía pública. Competencia contravencional. Contrabando. Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 65, L. XXXVII,"P. M.  s/ Averiguación de contrabando".


    F., Liliana s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 113, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    B. P., Dina Cecilia s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 119, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    B. R., James s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 114, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    C. A., Ana s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 117, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    C., Nora L. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 63, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    D., Horacio Mario s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 116, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    H. T., Roger s/ Averiguación contrabando


    COMP. 120, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    P. V., Leonel s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 118, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 65, L. XXXVIl,"P. M. s/ Averiguación de contrabando".


    Q. M., Juan s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 115, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Padrón electoral. Elecciones nacionales. Competencia federal. 


    Si no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de que el padrón utilizado para la elección municipal fue el padrón nacional, donde se asentaron las presuntas irregularidades, cabe concluir que éstas tuvieron entidad suficiente para afectar el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a elecciones nacionales, por lo que corresponde entender en la causa al fuero de excepción.


    Vecinos de Costa Sacate s/ Denuncia


    COMP. 454, XXXVII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Si los cheques han sido entregados al tiempo de formularse la denuncia de su extravío, la conducta a investigar encuadraría prima facie en las previsiones del artículo 302, inciso 3° del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    M., Basilio Manuel s/ Defraudación


    COMP. 525, XXXVII, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    En los casos de presunta infracción al art. 302 del Código Penal, debe intervenir el magistrado con jurisdicción en el lugar en que se encuentra el domicilio del banco girado.


    P., Andrés y F., Graciela s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 581, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    En los casos en que se investiga la presunta infracción al art. 302 del Código Penal, en la medida en que exista coincidencia entre los tribunales intervinientes sobre la calificación de la conducta a investigar y, que de las probanzas incorporadas al incidente surja el domicilio del banco girado, corresponde declarar la competencia del magistrado con jurisdicción en ese lugar.


    C., Federico Guillermo s/ Denuncia de defraudación


    COMP. 1956, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Cuando el hecho en examen se encuadre, en principio, en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, corresponde que sea investigado por el juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    M., Sergio Gustavo s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 2005, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Si de los términos de la denuncia surgiera que el hecho consistió en la entrega de cheques con el fin de cancelar deudas preexistentes, que al ser presentados al cobro fueron rechazados por cuenta corriente cerrada (artículo 302 del Código Penal), sin que se desarrollara ardid alguno para provocar una contraprestación patrimonial, corresponde entender en estas actuaciones al magistrado con jurisdicción sobre el asiento del banco girado.


    G., Claudia Elisabet s/ Denuncia


    COMP. 2048, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega del valor no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar puede encuadrar en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    M., Amadeo Abel s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 531, XXXVII, 18 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Cuando el hecho se encuadre en los supuestos del artículo 302 delCódigo Penal, resulta competente para investigar el juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    B., Alba s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1957, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando no existió simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de los valores no habría constituido el ardid determinante de delito de estafa, razón por la cual el hecho denunciado encuadraría prima facie en los supuestos del Artículo 302 del Código Penal, por lo que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    E. M. S.R.L. s/ Defraudación


    COMP. 783, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega de los valores no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual el hecho denunciado encuadraría prima facie, en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    C., Omar Gerardo s/ Defraudación


    COMP. 785, XXXVII, 17 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En los casos de la presunta infracción al artículo 302 del Código Penal, si uno de los magistrados no cuestiona la calificación legal atribuida al hecho por el declinante, sino que la comparte, y en su jurisdicción tiene sede el banco girado, corresponde a este último continuar con la investigación.


    D., Salvador s/ Artículo 302


    COMP. 1563, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 104, L. XXXVII, "V., Víctor s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal".


    V., Víctor s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 105, XXXVII, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando de las constancias agregadas al incidente se advierte que el tribunal provincial no cuestiona la calificación atribuida al hecho por el magistrado declinante sino que admite que se encontraría prima facie en presencia de una de las infracciones previstas en el Art 302 del Código Penal, corresponde asignar competencia a la justicia provincial para conocer en las actuaciones, dado que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    M., Jorge Daniel y otros s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1814, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    No existe un concreto conflicto de competencia -que necesariamente presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa- si uno de los magistrados no asignó competencia al otro para conocer del hecho de cuya investigación se desprendió, sino que se limitó a manifestar que no se encontraba acreditado uno de los elementos para la consumación de la conducta en el tipo penal.


    R. D., Celso s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 459, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Si de los dichos del denunciante que no se encuentren controvertidos por otros elementos de la causa se desprende que los cheques de pago diferido entregados, habrían sido librados a fin de cancelar una deuda preexistente, cabe concluir que el hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    B., Aldo Mario s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1247, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Si uno de los magistrados no cuestiona la calificación del hecho a investigar, ni el lugar donde presumiblemente éste ocurrió, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte del trámite ulterior.


    V., José s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1963, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Toda vez que el magistrado de garantías no cuestionó la calificación atribuida a la conducta denunciada, como así tampoco la competencia de la justicia de su provincia para entender a su respecto, corresponde atribuir competencia a la justicia provincial, para continuar con el trámite de las actuaciones.


    F. P. E. S.A. y R., Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1783, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. N° 1783 L. XXXVII, “F. P. E. S.A. y R., Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal”.


    F. P. E. S.A. y R., Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1785, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. N° 1783 L. XXXVII, “F. P. E. S.A. y R., Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal”.


    F. P. E. S.A. y Rizzi, Marcelo Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1784, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    En los casos de la presunta infracción al artículo 302 del Código Penal, si uno de los magistrados no cuestiona la calificación legal atribuida al hecho por el declinante, sino que la comparte, y en su jurisdicción tiene sede el banco girado, corresponde a este último continuar con la investigación.


    M., Eduardo s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1478, XXXVII, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la Comp. N° 505, XXXV in re "Iramar SA.; Irrazábal, Juan Pablo y otros s/ Infracción Artículo 302 del C.P."


    Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    Á., Carlos y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2002, XXXVII, 20 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Ardid. Competencia provincial. 


    Si cabe razonablemente concluir que la entrega de los cheques sustraídos, si bien de pago diferido, habrían constituido el ardid originario determinante de la realización de la transacción, esta conducta encuadraría prima facie en el delito de estafa.


    C., Eduardo Ángel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 384, XXXVII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Cuando las escasas constancias incorporadas al proceso no aportan elementos de juicio suficientes para la resolución del conflicto ni la descripción de los hechos efectuada por los jueces, en las sucesivas declinatorias alcanza para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa y discernir al tribunal que corresponda investigarlo, cabe concluir que no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    V., Víctor s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 104, XXXVII, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311 :528, entre muchos otros, y Competencia N° 307, XXXV in re "Gálvez, Gustavo s/ Denuncia estafa".


    Si la declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, corresponde al juzgado que previno continuar el trámite de la causa.


    C., Vicente s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1619, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Si el conflicto no se encuentra precedido de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, corresponde al magistrado que previno profundizar la investigación.


    H., Javier s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 395, XXXVII, 10 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia criminal y correccional. Cámara de apelaciones. 


    Cuando la cuestión se adecúe a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    B. e H. S.R.L. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 383, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


    Cuando del régimen de visitas resulta que el domicilio que una de las partes hubiera denunciado no fue modificado, se entiende que este es el lugar donde la imputada habría impedido al padre de tomar contacto con su hija.


    G. C., M. C. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 1788, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo Comp n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". De acuerdo con el criterio establecido por el Procurador General en la Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/inf. art. 189 bis del Código Penal", corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa.


    C., Oscar Raúl s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal y Ley 23.737


    COMP. 8, XXXVII, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". De acuerdo con el criterio establecido por el señor Procurador General en la Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Inf. Art. 189 bis del Código Penal", corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    B. R., Rosalino y otros s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 651, XXXVII, 01 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/robo calificado". De acuerdo con el criterio establecido por el señor Procurador General en el dictamen de la causa Comp. n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Inf. Art. 189 bis del Código Penal", corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa, el que además deberá investigar la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, que surge de las constancias.


    B., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1571, XXXVI, 07 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en la Competencia n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". De acuerdo con el criterio establecido por el señor Procurador General al dictaminar en la Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ inf. Art. 189 bis del Código Penal", corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa, el que además deberá investigar la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Rubén Darío s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1605, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    A., Rubén Oscar s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 455, XXXVII, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI in re "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    L., Pablo Adrián s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 2091, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la Competencia Nº 1276 L.XXXVI in re '''Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    M., Fernanda Viviana s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 2014, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. N° 542, L. XXXV “Leguiza, Ángel Marcelo s/ robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la causa.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    C. F., Alejandro s/ Averiguación Artículo 42 Ley 20.429


    COMP. 532, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. N° 542, L. XXXV “Leguiza, Ángel Marcelo s/ robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la causa.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.  Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    S., Adrián César o L., Enrique Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 247, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. n° 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Adrián Alberto y Castaño, Carlos Daniel s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1256, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. n° 542, L.XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". De acuerdo con el criterio establecido por el señor Procurador General en la Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Inf. Art. 189 bis del Código Penal", corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.   Atento que el caso se encuentra en principio comprendido en las previsiones del artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal, corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa.


    D., Walter Gustavo s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 730, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Prenda. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    La omisión del deudor de poner el bien gravado a disposición del juez interviniente encuadraría, en principio, en el delito de defraudación; no así en el de desobediencia ya que, a pesar de mediar una orden concreta y escrita, no incurre en él quien incumple órdenes relativas a intereses personales de índole patrimonial.


    M., Mariano Hernán s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1768, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    C. N.A. c/ P. R., Claudio Daniel s/ Secuestro prendario


    COMP. 350, XXXVII, 25 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde debió estar el bien objeto de la prenda, a tenor de lo establecido contractualmente.


    R., Carlos Eduardo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 46, XXXVII, 21 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    P., Ariel Gustavo s/ Privación ilegal de la libertad


    COMP. 483, XXXVII, 16 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia N° 1455, XXXVI, "Filipone, Ana María y otro s/ Tentativa de robo".


    S., Cristian Adrián s/ Denuncia


    COMP. 245, XXXVII, 02 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Competencia nacional. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., José Luis s/ Robo calificado


    COMP. 1377, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    Á., María Elena Feliciana s/ Denuncia


    COMP. 2003, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia nacional. 


    En los casos en que pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    V., Ariel Adrián y otro s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 (Artículo 167 inciso 4)


    COMP. 361, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    A., Eduardo Luján s/ Robo de automotor


    COMP. 728, XXXVII, 11 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    El artículo 76 de la ley 11.723 establece que el procedimiento y jurisdicción aplicable a los delitos allí previstos, será el del respectivo código de procedimientos en lo criminal vigente en el lugar de su comisión.  Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia provincial y no a la justicia en lo criminal de la Capital Federal continuar entendiendo en la investigación de un hecho que motivó "prima facie" la calificación como infracción al artículo 72, inciso "c” de la ley 11. 723, si los actos de relevancia típica, como el principio de ejecución del delito han tenido desarrollo en jurisdicción local, lo cual debe considerarse decisivo a los efectos de la determinación de la competencia.  En tal sentido y habida cuenta que de las escuchas telefónicas transcriptas en el expediente y del acta de allanamiento, surge que en el domicilio del imputado se comercializaría material en infracción a la ley citada, aún cuando no se trate del que fue objeto de la denuncia cabe dar intervención en la causa al juez local sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    B. M., Eduardo M. y N. Inc. s/ Denuncia


    COMP. 33, XXXVII, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Marcas. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de que los objetos secuestrados carecerían de autenticidad, tanto en la reproducción como en la marca y, por consiguiente, el caso resultaría aprehendido por dos disposiciones penales –ley 22.362 y ley 11.723- que concurrirían en forma ideal.  En atención al carácter inescindible de la conducta a investigar, es el magistrado federal el que debe continuar con la sustanciación de la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    R. E., Teófilo s/ Infracción Artículo 72 bis inciso a) Ley 11.723


    COMP. 1614, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Competencia provincial. 


    La ley 22.421 no ha establecido la jurisdicción federal por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.  Por aplicación de este principio y habida cuenta que fue en el domicilio del imputado donde se encontraba la mayor parte de los animales, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar con la presente investigación, sin perjuicio de lo que surja de su trámite ulterior.


    D' A., Juan Carlos s/ Denuncia


    COMP. 1594, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia ordinaria. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.   También es doctrina del Tribunal que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre -22.421- en materia de delitos no ha establecido la jurisdicción federal.


    D., Fabián R. s/ Denuncia


    COMP. 124, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta. Competencia nacional. Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306: 1272 y 1997; 308:275; 311:528.


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.  Por otro lado, Si la declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, corresponde al juzgado que previno continuar el trámite de la causa.


    Hijos de D. G. S.R.L. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1331, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si puede sospecharse seriamente que el domicilio social es ficticio o ha sido elegido para eludir la competencia de determinados tribunales, es competente para conocer en los delitos previstos en los artículos 176, 177 Y 178 del Código Penal, el juez de la jurisdicción donde se encontraban tanto el asiento de los negocios, como la sede de la administración fallida.


    I. S.A. s/ Quiebra


    COMP. 970, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    De conformidad con lo resuelto en los fallos Competencia N° 352, XXXV "Protección Médica Boulogne SA s/ Quiebra fraudulenta"; Fallos: 297:318; 306:369 y 310:2124, corresponde a la justicia provincial intervenir en la causa.


    D. S.A. s/ Quiebra fraudulenta


    COMP. 128, XXXII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia de instrucción. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58- artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    Fiat Duna actuaciones prevencionales para determinar irregularidades


    COMP. 1546, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Renta pública. Competencia federal. 


    Corresponde declarar la competencia de la justicia federal al resultar de los dichos de los denunciantes -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras circunstancias de la causa - que el Convenio de Servicios de Exámenes Médicos habría sido suscripto por una persona, que ilegítimamente se habría atribuido facultades propias del intendente Municipal así como la representación del Hospital de Palomar, cabe inferir que el hecho a analizar, además de obstruir el normal desenvolvimiento del Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos de la Nación, habría afectado las rentas de la Nación al lograr el desembolso de los fondos gírados para la ejecucíón del programa.


    C., Silvia y D., Rubén s/ Denuncia


    COMP. 2057, XXXVII, 26 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Lugar del hecho. Comptencia por conexidad. Juzgado de garantías. Competenica provincial. 


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales. Además, en lo atinente a la tenencia ilegítima de arma de guerra, en razón del carácter permanente del delito corresponde investigarlo al juez del lugar donde se incautaron las armas, sin perjuicio de que ya hubieran sido utilizadas para cometer el robo.


    R. P., Miguel Ángel  s/ Robo con armas


    COMP. 745, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    La retención indebida se reputa consumada en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    P., Martín José s/ Denuncia


    COMP. 1273, XXXVI, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si dentro del presunto contexto defraudatorio que se investiga, lo concerniente a los cheques resulta parte de las demás maniobras perjudiciales para los intereses del denunciante que habría cometido el imputado, corresponde intervenir en la causa al juzgado que investiga la presunta estafa.


    W., Arnoldo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 563, XXXVII, 22 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio de la administración.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Además,  la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    L. A. S.A. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 214, XXXVII, 16 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Además, cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por el artículo 747 in fine, del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    G., José Luis s/ Defraudación


    COMP. 799, XXXVII, 02 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Contienda negativa de competencia.


    Ya sea que el hecho encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    T., E. y otros s/ Estafa


    COMP. 1566, XXXVII, 05 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    S. E. S.A. s/ Defraudación por retención


    COMP. 24, XXXVII, 01 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los términos de la resolución del magistrado declinante surge que el depósito ordenado debe efectuarse en una entidad bancaria de una determinada localidad- hecho no controvertido por el juez provincial- la conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del art 239 o 173 inciso 2° del Código Penal, se habría desarrollado en esa jurisdicción, pues allí se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    T., Susana s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1227, XXXVII, 07 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Ya sea que el hecho se encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    B., Rubén s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1606, XXXVI, 24 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Entrega del bien. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    D. R., Vicente Antonio s/ Defraudación


    COMP. 513, XXXVII, 24 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Mandatario. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos.  El delito de retención indebida de una suma de dinero debe ser juzgado por el magistrado del lugar donde debía verificarse la entrega o devolución incumplida, que en el caso del mandato, y a falta de estipulación en distinto sentido, es el domicilio del mandatario.


    M., Rosana Lydia s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 178, XXXVII, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Robo calificado. Competencia federal. 


    Cuando los encargados de registros seccionales perciben los emolumentos en retribución de sus servicios una vez efectuada la liquidación mensual y al momento de efectuar el correspondiente giro al Ministerio de Justicia, el robo del dinero de la caja produce un detrimento al patrimonio nacional, más allá de que su titular integre la totalidad de la suma a depositar, pues la reparación ulterior no altera la condición de sujeto pasivo que inviste el Estado Nacional.


    L., Felipe y otro s/ Robo calificado


    COMP. 1047, XXXVII, 18 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    N.N. s/ Robo agravado. Víctima: G., Guillermo Ariel


    COMP. 1542, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Si del análisis de las respectivas declinatorias se advirtiera que, más allá de que la detención del imputado tuvo lugar en determinada jurisdicción, si todos los actos con relevancia típica se desarrollaron dentro del perímetro de otra, corresponde declarar la competencia del magistrado con jurisdicción en esta última para entender en las actuaciones.


    V., Germán Jorge s/ Robo calificado por el uso de armas


    COMP. 487, XXXVII, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando los acontecimientos ocurridos constituyen dos hechos claramente separables, y aun cuando pudiera existir entre ambos una relación de conexidad, corresponde que cada uno de ellos sea investigado por los jueces del lugar donde aparece cometido. Ello es así pues la distribución de competencias judiciales entre provincias o entre éstas y la Nación, escapa las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad que sólo pueden ser invocadas en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    V., Silvio Andrés y otros s/ Robo calificado


    COMP. 96, XXXVII, 06 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones. Non bis in ídem. Competencia federal. 


    Si la conducta desarrollada por los autores generó una acción delictiva, no puede ser escindida por la naturaleza de los objetos robados, pues este supuesto resultaría violatorio del principio non bis in idem.


    B., Carlos s/ Denuncia de robo calificado - lesiones


    COMP. 1549, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.


    Á., Rolando Javier s/ Robo calificado


    COMP. 2021, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Menores. Ley procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    P., A. A. s/ Robo calificado


    COMP. 1188, XXXVI, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos con relevancia típica. La elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de economía procesal.


    C., Diego Alfredo s/ Robo agravado de vehículo


    COMP. 1259, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    F., Ana María y otro s/ Tentativa de robo


    COMP. 1455, XXXVI, 14 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido por V.E. en la Competencia Nº 1455, L. XXXVI in re "Filipone, Ana María y otro s/ Tentativa de robo".


    En los casos en que el delito fue cometido en más de una jurisdicción, y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    B., John s/ Robo calificado, privación ilegal de la libertad, robo agravado de vehículos


    COMP. 2108, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    R., Carlos Lindor s/ Denuncia robo automotor


    COMP. 52, XXXVII, 09 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    A., Guillermo Oscar s/ Privación ilegítima de la libertad


    COMP. 227, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resultan competentes para conocer en esta clase de delitos, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que, en esa hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    P., Viviana s/ Denuncia


    COMP. 17, XXXVII, 19 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Calificación legal. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.  La tenencia de distintas armas constituye una unidad fáctica que resulta comprendida tanto por las previsiones del párrafo cuarto del artículo 189 bis del Código Penal, como por el artículo 42 bis de la ley 20.429. La cantidad de objetos descriptos en la norma no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido.  La competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del párrafo 4°, del artículo 189 bis del Código Penal, para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del artículo 42 bis de la ley 20.429.


    P., Alberto Fabián y otros s/ Robo calificado por el uso de arma


    COMP. 485, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En tanto la resolución adoptada es de las que cierra definitivamente la causa, no se presenta en el caso una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver.


    A., Mariano Horacio s/ Robo agravado


    COMP. 458, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Robo con armas. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar el delito que habrían cometido los procesados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de las sustracciones, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en aquéllas ocurridas horas antes del hallazgo de los vehículos.


    L. y G., Juan Carlos y otros s/ Robo con armas


    COMP. 51, XXXVII, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando uno de los magistrados no cuestione la competencia, más allá de su juicio acerca de la existencia de delito, corresponde que éste entienda en las actuaciones.


    B., E. s/ Denuncia robo con armas


    COMP. 234, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan, en principio, como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos.  Las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    R., E. s/ Robo con armas


    COMP. 405, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Menores. Competencia de menores. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050, modificada por la ley 24.170- corresponde conocer respecto de la situación de ambos imputados al juzgado Nacional de Menores de turno a la fecha del robo, aunque no haya sido parte en la contienda.


    O., I. A. s/ Robo calificado por el empleo de arma, portación de arma de uso civil sin la debida autorización legal


    COMP. 358, XXXVII, 26 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la Causa Competencia N° 1455, L. XXXVI i1Lre "Fílipone, Ana María y otro s/ Tentativa de robo".


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa en que aparecen cometidos.


    N.N s/ Robo con armas


    COMP. 1802, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Maximiliano s/ Denuncia por robo de automotor con armas


    COMP. 1411, XXXVII, 03 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Falsificación de documentos. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    La mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un único hecho o concurso formal. Las infracciones a los artículos 277 y 289 del Código Penal configuran hechos distintos, que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aun en el caso en que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro.


    R., Antonio Carmelo s/ Infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP. 1763, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Vía pública. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en principio, en alguna figura determinada, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Rodolfo s/ Denuncia hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1855, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo en poblado y en banda. Lugar del hecho. Competencia nacional. Competencia de menores. 


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., F. D. s/ Robo en poblado y en banda


    COMP. 211, XXXVII, 11 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Menores. Inimputabilidad. Internación. Fuga del establecimiento. Competencia nacional. 


    Si los dos magistrados entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos.


    R. M., M. A. s/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 1911, XXXVII, 20 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1569,  L XXXVI, “Transportadora E. N. y otro s/ Robo”.


    Transportadora E. N. s/ Robo


    COMP. 1584, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1569, L. XXXVI, "Transportadora E. N. y otro s/ robo".


    Transportadora E. N. s/ Robo


    COMP. 1602, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan "prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales


    Sucesores de Atilio Augusto C. s/ Robo


    COMP. 1841, XXXVII, 29 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Ausencia de afectación al patrimonio del Estado Nacional.


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    Armada Argentina s/ Denuncia robo


    COMP. 1124, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Ausencia de afectación al patrimonio nacional.


    La investigación de la maniobra defraudatoria es ajena al fuero de excepción, si resulta evidente que no aparece vinculada con la aeronavegación, artículo 198 del Código Aeronáutico, y no ha afectado el patrimonio nacional ni el normal funcionamiento de organismos nacionales. Esa conclusión, no se modifica por el carácter nacional del lugar donde habría comenzado a desarrollarse el hecho.


    V.  R., Gladys Dimia s/ Denuncia robo


    COMP. 1451, XXXVI, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia nacional. 


    Aplicación de fallo de la causa Competencia Nº 359 L. XXXV, in re "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    Las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    S., Hugo Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1840, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Aplicación de los fundamentos que informaron la resolución de la Competencia n° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia", razón por la cual corresponde al magistrado nacional continuar con la presente investigación.


    Administración Nacional de Aduanas s/ Denuncia de contrabando


    COMP. 26, XXXVII, 14 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 359, L. XXXV, "Ayechú. Carlos Bernardo s/ denuncia".


    Z., Raúl s/ Denuncia


    COMP. 634, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    C., Tomás Roberto s/ Denuncia de robo


    COMP. 582, XXXVII, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    S., Mario Julio s/ Denuncia


    COMP. 1476, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    T. M.  S.A. s/ Denuncia


    COMP. 417, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Resultan de aplicación los fundamentos del fallo de la causa Comp N° 359 L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia"


    D., Miguel Juan s/ Denuncia


    COMP. 43, XXXVII, 05 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Resultan de aplicación los fundamentos del fallo de la causa Comp N° 359 L. XXXV,"Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia"


    Z., Raúl s/ Denuncia


    COMP. 54, XXXVII, 05 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual, resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito proncipal.


    D., José Miguel y C., Jorge Antonio s/ Encubrimiento


    COMP. 2006, XXXVII, 11 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito principal acaecido en Capital Federal para que, eventualmente, se atribuya competencia, respecto de su encubrimiento, a la justicia federal del lugar donde este delito se produjo.


    G., Raúl Alfredo s/ Robo de automotor


    COMP. 784, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del robo acaecido en Capital Federal, para que eventualmente, se atribuya competencia, respecto de su encubrimiento, a la justicia federal del lugar donde este delito se produjo.


    C., David Natalio s/ Encubrimiento


    COMP. 260, XXXVII, 08 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del robo acaecido en Capital Federal para que, eventualmente, se atribuya competencia, respecto de su encubrimiento a la justicia federal del lugar donde este delito se produjo.


    L., Julio César s/ Encubrimiento


    COMP. 244, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Envío postal. Competencia federal. 


    La sustracción de una pieza postal mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, configura uno de los crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de los correos", artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación.  Corresponde que conozca en la causa el tribunal federal, que por turno corresponda, con jurisdicción en la localidad donde los valores habrían sido sustraídos, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior y aunque no haya sido parte en la contienda.


    S., Jorge Adolfo s/ Denuncia


    COMP. 2026, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido por la Corte en la Competencia n° 1455, L. XXXVI "Filipone, Ana María y otro s/ Tentativa de robo", corresponde a la justicia provincial conocer en esta causa, habida cuenta que fue en su jurisdicción territorial donde se produjo el desapoderamiento de la mercadería.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo - Damnificado M., Marcelo Antonio


    COMP. 663, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencai provincial. 


    Resultan competentes para conocer en esta clase de delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Alejandro Gustavo s/ Robo


    COMP. 1933, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando el delito fue cometido en más de una jurisdicción, y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    V., Manuel s/ Denuncia robo calificado etc.


    COMP. 1520, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Raimundo y otros s/ Robo calificado


    COMP. 1521, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    En los casos en que el delito fue cometido en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N s/ Robo


    COMP. 1758, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    La Corte tiene resuleto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    F., Horacio Manuel s/ Robo en circunstancias del Artículo 163


    COMP. 687, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Si la mayor parte de los actos con relevancia típica se habrían desarrollado en determinada ciudad, donde además se encontraron objetos del delito al día siguiente del hecho, por razones de economía procesal, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma entender en las actuaciones.


    S., Carlos y otro s/ Denuncia


    COMP. 18, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Son competentes para conocer los delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y, frente a tales hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    F., Miguel Ángel s/ Robo en concurso real con privación ilegal de la libertad personal


    COMP. 628, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando el delito pudo haber sido cometido en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    A., Jorge Omar s/ Robo agravado - Artículo 166


    COMP. 1374, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando surge de incidente que tanto la privación ilegítima de la libertad como el robo se cometieron en el ámbito territorial de la provincia, corresponde declarar su competencia para conocer en la causa.


    N.N. s/ Robo. Damnificado Juan Carlos M.


    COMP. 1019, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Tentativa. Competencia provincial. 


    Cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.


    D., Víctor Luis s/ Robo en grado de tentativa


    COMP. 1912, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Ante la multiplicidad de lugares de ejecución, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquellos donde se produjeron los actos con relevancia típica. La elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de economía procesal.


    G., Carlos Ismael y otro s/ Robo calificado en grado de tentativa


    COMP. 1017, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Transporte fluvial. Ríos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  La jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial.


    R. A., Gerardo s/ Tentativa de robo


    COMP. 1384, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Transporte de carga. Privación ilegal de la libertad. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquéllos donde se produjeron los actos con relevancia típica. La elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de economía procesal.


    H., Luis Alfredo - S. D. s/ Denuncia por robo


    COMP. 1390, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Transporte de caudales. Competencia nacional. 


    Si no se ha acreditado fehacientemente el lugar donde habría sido sustraída la carga, corresponde atribuir el conocimiento de la causa al juzgado con asiento en el lugar donde se comprobó la comisión del hecho.


    J. Transportadora de Caudales s/ Denuncia robo


    COMP. 1793, XXXVII, 19 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellas casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe posibilidad de que resulte afectada directa o indirectamente la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    L., E. s/ Su denuncia (Secuesto extorsivo)


    COMP. 1809, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Motivación particular.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.   Es doctrina de la Corte que aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    G., Alejandro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 138, XXXVII, 09 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Tentativa. Competencia provincial. 


    Ausencia de afectación de la seguridad del Estado Nacional.


    Es doctrina de la Corte que en aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el articulo 3 inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitar en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  Cuando los hechos imputados tengan una motivación estrictamente particular que no pone en peligro, ni afecta la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones, corresponde declarar la competencia de la justicia local, para continuar con el trámite de la causa.


    M., Luis s/ Infracción Artículos 168 y 170 del Código Penal


    COMP. 1381, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Servicio de radiodifusión. Competencia federal. 


    Los hechos objeto de la presente investigación podrían encuadrar en el concepto de interferencia perjudicial –artículo 29 de la ley 22.285; 21 del decreto 286/81 y anexo 2 del artículo 51° del Convenio Internacional de Telecomunicaciones, adoptado en  Nairobi el 6 de noviembre de 1982 y aprobado por ley 23.478- de acuerdo a la interpretación realizada por la Corte, en tanto implicarían un menoscabo en las condiciones de competencia leal e interacción regular que deben observarse entre quienes comparten la prestación de servicios en un mismo espacio geográfico.  Si bien el Tribunal tiene resuelto que la circunstancia de que los servicios de radiodifusión, por imperio del artículo 2° de la ley 22.285, están sujetos a jurisdicción nacional no habilita por si la competencia del fuero de excepción, el extremo apuntado en el párrafo que antecede determina que sea esa jurisdicción la que deba intervenir en la presente investigación, en tanto los sucesos denunciados –más allá de la calificación que en definitiva pueda corresponder- se encontrarían íntimamente vinculados a las relaciones que se derivan de la prestación del servicio regulados en aquella norma que además reviste naturaleza federal.


    G., Sergio Rafael s/ Denuncia de estafa


    COMP. 1095, XXXVI, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.   Tiene también resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en aquella norma no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.   Además, la competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del párrafo 4° del artículo 189 bis del Código Penal para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del artículo 42 bis de la ley 20.429.


    S., Marcelo Fabián s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 181, XXXVII, 17 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas competencia N° 1204 L. XXXVI "Jara, Ernesto Eduardo s/Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y competencia N° 915 L. XXXVI "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infr. art 189 bis C.P.".


    R., Domingo Javier  p/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 194, XXXVII, 10 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    T., Juan Eduardo p/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 240, XXXVII, 17 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    R., Raúl Alejandro s/ Infracción al Artículo 43 inc. "h" del Decreto Ley 8.031


    COMP. 359, XXXVII, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 540, L. XXXVI, “Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086”, corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse, prima facie, y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.


    F., J. y F., O. S. s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 414, XXXVII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Competencia n° 540, L. XXXVI "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086" y Competencia n° 480, L.XXXV "Menna, Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    A., Fernando Carlos s/ Infracción a la Ley 23.737 e infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 195, XXXVII, 11 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la competencia N° 540, L. XXXVI, "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    I., Melchor y otros s/ Tenencia de armas de guerra


    COMP. 1662, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Aplicación de criterio establecido por V.E. en las Competencias n° 540, L. XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar si infracción ley 25.086" y n° 480. L.XXXV in re "Menna, Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    La vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis, cuarto párrafo, del Código Penal (según ley 25.086), consiste en que el arma de guerra haya sido utilizada para la comisión de un delito federal.


    L., Ernesto s/ Artículo 210 Código Penal y Ley 23.737


    COMP. 1518, XXXVII, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Acumulación de procesos. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    En los casos en que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Asimismo, las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.  Por último, cabe recordar que la sola circunstancia de haberse secuestrado gran cantidad de armas y elementos pertenecientes a las fuerzas de seguridad, no alcanzan para sostener que el hecho significa un riesgo para la seguridad del Estado Nacional o algunas de sus instituciones, por lo que, la conducta reprochada a los imputados no aparece como excediendo lo estrictamente particular, sin que se advierta que ese accionar haya puesto en peligro la seguridad institucional.


    B., Horacio Gabriel y otros s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 453, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    G., Fabián Ramón s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 1003, XXXVII, 19 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    L., Sergio s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 287, XXXVII, 14 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    V., Héctor Gustavo s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 534, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    O., Rodrigo Bernardo s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 233, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  El caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones en el interior del arma que, además, se hallaba dentro de su funda, no puede afirmarse que se encontraba en condiciones de uso inmediato.


    C., Francisco y L., José Raúl s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 812, XXXVII, 19 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    D., Francisco Silvio s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 2056, XXXVII, 10 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 1528, L. XXXVI, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    O., Carlos s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 173, XXXVII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    V., Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 20.429 - tenencia de arma de fuego de uso civil-


    COMP. 2055, XXXVII, 10 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 1528, L. XXXVI, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Además, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    D. M. D., Rodrigo s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 393, XXXVII, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal”, corresponde a la justicia nacional en lo correccional entender en esta causa.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Cuando el arma se encuentre cargada con municiones en su tambor, siendo transportaba en un automóvil, puede afirmarse que ésta se encontraba en condiciones de uso inmediato, por lo cual esa conducta podría estar comprendida en las previsiones del artículo 189 bis, 3° párrafo, del Código Penal.


    T., Aroldo Andrés s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 236, XXXVII, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces.


    S., María Rosana s/ Infracción Artículo 189 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 381, XXXVII, 04 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Marco Antonio s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 205, XXXVII, 17 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en el dictamen de la causa competencia N° 1528, L. XXXVI,  "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    B., Berdi s/ Ley 20.429


    COMP. 1853, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    A., Walter Ramón s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 249, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde atribuir competencia a la justicia nacional.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    A., Luis Alberto y otro s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 285, XXXVII, 23 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXV “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.   De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”.


    A., Mirta Mabel s/ Infracción Artículo 42 bis


    COMP. 480, XXXVII, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. N° 540, L. XXXVI, "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086” y Comp.  N° 480, L.XXXV,  "Menna, Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    G., Estaban Osnil s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 66, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    La contienda negativa de competencia debe ser resuelta según el criterio establecido por la Corte en el fallo de la causa Comp N° 371, L. XXXVI "Galarza, Oscar Alberto s/Inf. art. 189 bis C.P.".


    P., José María s/ Tenencia de munición de arma de guerra


    COMP. 1372, XXXVII, 27 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en las Competencias n° 540, L. XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086" y nº 480, L.XXXV in re "Menna, Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    N., Enrique Ángel s/ Leyes especiales (Ley 25.086)


    COMP. 732, XXXVII, 01 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al criterio establecido por la Corte en los fallos de las causas Comp. 755, L. XXXVI, “M., Alejandro Claudio p/ Tentativa de robo y otros”; Comp. 914, L. XXXVI, “J., Pedro Segundo s/ Infr. Art. 189 bis C.P.” y Comp. 869, L. XXXVI, “Ponce, Blas Ceferino s/ arts. 42 bis, Ley 20.429 ref. Ley 25.086 y 189 bis C.P.”.


    C. G., Guillermo Eduardo s/ Averiguación infracción Ley 25.086 y Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 693, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 540, L. XXXVI, "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    C., Gilberto Antonio s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1820, XXXVII, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en la Competencia  N° 540, L, XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    La vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida por el artículo 189 bis, cuarto párrafo, del Código Penal (según ley 25.086), consiste en que el arma de guerra haya sido utilizada para la comisión de un delito federal.


    D.  L., Sivina Andrea s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 1583, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Policía federal. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.   Corresponde a la justicia federal, y no a la provincial, conocer en las causas por el delito de robo del arma reglamentaria de un agente de la Policía Federal.


    C., Omar Orlando  s/ Tenencia ilegal de arma de guerra y encubrimiento


    COMP. 418, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En tanto la resolución adoptada es de las que cierra definitivamente la causa, no se presenta en el caso una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver.


    P., Néstor Hugo s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 533, XXXVII, 05 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias en que se perpetró, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    H., Damaso s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1861, XXXVII, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente.


    D. N., Jorge s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1620, XXXVII, 11 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el dictamen de la causa competencia N° 1528, L. XXXVI, "A,, Domingo Alberto s/ Denuncia".


    I., Horacio Domingo s/ Averiguación tenencia arma de uso civil


    COMP. 1949, XXXVII, 28 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI in re "A., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    M., Fabio Alejandro s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1738, XXXVII, 09 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia Nª 1528, L. XXXVI in re "A , Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Para la correcta traba de conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.


    M., Eduardo Ramón s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1319, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.  Por aplicación de este principio, el arma secuestrada se halla comprendida entre las previstas en el artículo 5°, inciso 2°, apartado b), .del decreto 395/75 -reglamentario de la ley 20.429- y sus modificaciones. En consecuencia, el hecho a investigar resultaría, en principio, constitutivo del delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, cuarto párrafo del Código Penal.


    P., Juan s/ Tenencia ilegítima de arma de uso civil


    COMP. 40, XXXVII, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en la competencia Nº 540, L.XXXVI in re "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086"


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    S., Guido Carlos s/ Infracción Artículo 42 Ley 20.429


    COMP. 2072, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en las competencias  N° 755 L. XXXVI in re "Mercader, Alejandro Claudio s/ Tentativa de robo y otros; N° 914 L. XXXVI in re "Juskiewicz, Pedro Segundo s/ Infracción Artículo 189 bis C.P." y  N° 869 L. XXXVI in re "Ponce, Blas Ceferino s/ Artículos 42 bis, ley 20.429 ref. Ley 25.086 y 189 bis C.P.".


    Tiene establecido la Corte que los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso, toda vez que el juez local no se lo asignó a la justicia de excepción, sino que se limitó a manifestar que correspondía a la justicia contravencional   Por otro lado, si la cámara de apelaciones intervino en la primera declaración de incompetencia, es éste tribunal el que debió insistir en la postura y no el juez de primera instancia.


    S., Diego Oscar s/ Presunta infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.425


    COMP. 1582, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la Causa Comp. Nº 542, L.XXXV "Leguiza, Angel Marcelo s/ Robo calificado".  Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la Causa Competencia N° 1289, L.XXXVI "S , Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    S., Luciano Javier y M., Juan Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1592, XXXVI, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa competencia Nº  542, L.XXXV "Leguiza, Angel Marcelo s/ Robo calificado" .  Aplicación del criterio establecido en el dictámen de la causa competencia Nº 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis CP".  del Código Penal"


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    F., Juan Vicente; F., María del Carmen y L., Anibal p/ Ss. Aa. de Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1858, XXXVII, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVI in re "A ., Domingo Alberto s/ Denuncia".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    Personal policial s/ Atentado a la autoridad, lesiones y daños


    COMP. 1897, XXXVII, 26 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Osvaldo Alfredo s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 2105, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Comisaría octava Choele Choel s/ Investigación secuestro preventivo (arma)


    COMP. 1116, XXXVII, 23 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de un conflicto de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Alejandra s/ Averiguación infracción Ley 25.086


    COMP. 1130, XXXVII, 04 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en las Competencias N° 1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad", Nº 915 L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción Artículo 189 bis C.P." y Competencia Nº 1276 L.XXXVI in re '''Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    C., Walter Fabián s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1995, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 71, L.XXXVI "R , Ramona Catalina s/inf. art. 42 bis de la ley 20.429".


    Cuando se comete una infracción cuyo juzgamiento necesariamente se debe otorgar a la justicia nacional dado que no se trata de una conducta que integre el campo delictual propio de la legislación penal común, en ningún supuesto puede quedar sujeto a la jurisdicción provincial de conformidad con lo preceptuado en el artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional.


    A., Domingo Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1528, XXXVI, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio aplicado en el fallo de la causa comp. N° 1276, L. XXXVI, "Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública".


    M., Mario Manuel s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 1127, XXXVII, 12 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Tenencias de armas. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa competencia N° 540, L. XXXVI, "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086", corresponde a la justicia provincial entender en estas actuaciones.


    R., Eduardo Humberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 238, XXXVII, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Tránsito ferroviario. Competencia federal. 


    Habida cuenta que de las constancias de autos surge que se vio afectado el tráfico ferroviario, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    S., Edmo s/ Averiguación causales de muerte


    COMP. 1072, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Transporte de carga postal. Robo. Violación de correspondencia. Competencia federal. Estafa. Extravío del cheque. Presentación al cobro. Juez previniente. 


    En lo atinente al robo de la pieza postal, que concurriría con el delito de violación de correspondencia, la Corte tiene establecido que ello configura uno de esos crímenes que “violentan o estorban la correspondencia de correos” –artículo 33°, inc. c) del Código Procesal Penal de la Nación-.  En la medida en que no estaría acreditado que la pieza postal que contenía los valores despachados se hallara en la saca sustraída, corresponde atribuir competencia al juez federal del lugar donde se impuso el envío, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior y aunque no haya sido parte en la contienda.   Con relación a la presentación al cobro de los documentos, es doctrina de la Corte, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Al resultar que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar tal circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinados la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    P., Raúl Daniel s/ Denuncia de robo


    COMP. 1593, XXXVI, 13 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Transporte de desechos peligrosos. Contaminación ambiental. Juez previniente. 


    Cuando sin perjuicio de advertir que la sustancia es peligrosa, se puede afirmar que no es un residuo peligroso en los términos de la ley 24.051 y su decreto reglamentario 831/93, en la medida en que el producto vertido no sea “objeto de desecho o abandono” como resultado de la descomposición, utilización o transformación en un proceso industrial, energético o de servicios, corresponde continuar interviniendo al magistrado que previno.


    Á. M., Pedro Humberto s/ Infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 1796, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Tutela. Principio de inmediación. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    L., J. S. s/ Su situación


    COMP. 102, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Universidades privadas. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las universidades privadas, aun cuando cumplan fines utilidad general y expidan títulos de validez nacional, no son creadas por el Estado Nacional como directos instrumentos suyos de gobierno, sino que como lo prevé el artículo 5 de la ley 17.604 -de contenido similar al artículo 62 de la actualmente vigente ley 24.521 revisten el carácter de asociaciones civiles o fundaciones.  Habida cuenta que el hecho denunciado, más allá de la calificación definitiva que pudiera adoptarse, habría perjudicado la actividad desarrollada por una entidad privada, y que además, no habría importado transgresión alguna a la ley federal de educación ni un entorpecimiento al ejercicio de las facultades de control que esa norma le asigna al Ministerio de Educación de la Nación en relación con la actividad de las universidades privadas, deberá seguir entendiendo, en la presente causa, el Juzgado de Distrito en lo Penal de Instrucción de la provincia de Santa Fe.


    D. H., Julio Carlos s/ Artículo 255, primera parte del Código Penal


    COMP. 457, XXXVII, 27 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia provincial. 


    Si no existe prueba suficiente del lugar donde se confeccionó el documento, corresponde la investigación del hecho al juez competente de la jurisdicción en la que se comprobó la existencia del delito.


    N.N. s/ Falsificación


    COMP. 1452, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Prefectura Naval. Competencia federal. 


    Cuando los hechos habrían tendido a entorpecer el normal funcionamiento de un órgano nacional y el buen servicio de sus empleados ya que el documento presuntamente apócrifo habría sido presentado ante la Prefectura Naval Argentina, para realizar el curso de marinería de la Marina Mercante Nacional que dicta esa fuerza de seguridad corresponde a la justicia federal seguir entendiendo respecto de este delito.


    M., Juan Manuel s/ Delito contra la fe pública


    COMP. 156, XXXVII, 11 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Usurpación de aguas. Competencia provincial. 


    La adecuación de una conducta a la figura del articulo 6° de la ley 20.840 requiere que por su realización se afecten los intereses generales de la Nación. En tal sentido, corresponde examinar si el establecimiento denunciado y las maniobras presuntamente cometidas en perjuicio de su actividad revisten trascendencia tal que pueden resultar implicados aquéllos y no los que son meramente plurales de los ciudadanos.


    C., Ezequiel y otros c/ A. s/ Formulan denuncia


    COMP. 1825, XXXVII, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Usurpación de inmueble. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    M., María s/ Su denuncia


    COMP. 1249, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Usurpación de predio público. Áreas de explotación de hidrocarburos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Planteamiento de un recurso pendiente de resolución.


    Si un recurso fue concedido y está pendiente de resolución, debe considerarse que el conflicto planteado no configura una contienda de competencia definitivamente trabada susceptible de ser dirimida.


    H., Paula Andrea s/ Denuncia


    COMP. 1245, XXXVII, 07 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    La sustracción de correspondencia, mientras ésta se encuentre bajo la custodia del servicio postal, configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos" -artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación- y debe, por consiguiente, quedar sujeto a jurisdicción del fuero de excepción, tal como surge de esas mismas normas, en consonancia con lo dispuesto por el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional.


    C., Raquel s/ Denuncia por presunta infracción Artículo 153 del Código Penal


    COMP. 501, XXXVII, 11 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Tentativa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En lo atinente al posible robo o sustracción de la pieza postal que concurriría con el delito de violación de correspondencia, la Corte tiene establecido que ello configura uno de esos crímenes que “violentan o estorban la correspondencia de correos.  En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A. Grosso, Carlos Américo s/ Denuncia


    COMP. 1356, XXXVI, 16 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia federal. 


    El delito de violación de correspondencia configura uno de esos crimenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos" según el artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación. Si de las constancias de la causa no surgen elementos de juicio que permitan establecer fehacientemente el lugar del desapoderamiento, corresponde atribuir competencia al juez federal del lugar donde se impuso el envío.   Con relación al delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    D., Enrique Miguel s/ Denuncia


    COMP. 1217, XXXVII, 25 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Violación. Competencia por conexidad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos. Además, las reglas de conexidad sólo son aplicables a cuestiones de competencia entre jueces nacionales por cuanto esta materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las normas de acumulación.


    V., J. P. s/ Violación


    COMP. 1125, XXXVII, 21 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que confiere el Artículo 24 inciso 7 del decreto ley 1285/58.   De las constancias reunidas hasta este momento, no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa.


    F., Viviana s/ Denuncia


    COMP. 1434, XXXVI, 29 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 1242 L, XXXLVII, " O., Idilio Oscar s/ su denuncia".


    O., Idilio Oscar s/ Su denuncia


    COMP. 1243, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas al fallo de la Causa Comp. Nº 542, L.XXXV "Leguiza, Angel Marcelo s/ Robo calificado".  Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la Causa Competencia N° 1289, L.XXXVI "S , Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    A.  C., Luis Efraín s/ Trevelin - (Expediente 21106 F 188 A o 1999)


    COMP. 2010, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo calificado. Armas. Lugar del hecho. Comptencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    D., Sebastián Arnaldo y otro s/ Robo con armas


    COMP. 1630, XXXVI, 14 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    La competencia federal es limitada, de excepción y su aplicación es de carácter restrictivo.  Cuando los hechos tengan una motivación estrictamente particular y no se ponga en peligro ni se afecte la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones, corresponde declarar la competencia de la justicia local, para continuar con el trámite de la causa.


    T., Gustavo Daniel s/ Robo


    COMP. 1013, XXXVII, 26 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Amenazas. Lesiones leves. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando los dichos del  denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias del expediente, surge que los hechos se habrían desarrollado, en su totalidad, en una determinada jurisdicción, corresponde al juez local continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    F. de D., Martha s/ Estafa


    COMP. 1597, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Encubrimiento. Robo con armas. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene resuelto, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto.  También, es doctrina de la Corte que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    J., Oscar Daniel s/ Denuncia de robo de automotor con armas


    COMP. 356, XXXVII, 28 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Fraude procesal. Competencia federal. 


    El interés federal no concurre cuando inequívocamente resulta que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe la posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado o de alguna de sus instituciones.  Además, es función específica de la justicia federal el resguardo y tutela de las instituciones e intereses nacionales, pues el Gobierno Federal dejaría de existir si perdiera la posibilidad de defenderse a sí mismo en el ejercicio de las facultades que como tal le corresponden


    C., Alberto E. y otra s/ Promueve cuestión incompetencia p/ Inhibitoria


    COMP. 1881, XXXVII, 06 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. 


    La cuestión encuentra solución en el fallo de la causa Competencia N° 1621, L.XXXVII, "S., M. A. s/ Habeas copus".


    S., M. A. s/ Hábeas corpus


    COMP. 2090, XXXVII, 07 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Restitución de menores. Juzgado de familia. 


    Protección del interes superior del niño.


    El habeas corpus no es el medio idóneo para plantear una cuestión de competencia, toda vez que esta acción no procede si la disposición de la menor, con la consecuente guarda en otro hogar, se originó en una causa seguida ante el juez competente.


    S., M. A. s/ Hábeas corpus


    COMP. 1621, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Administración fraudulenta. Competencia nacional. 


    Domicilio de la administración.


    La Corte tiene establecido, como regla general, que el delito de administración fraudulenta debe ser juzgado por el juez del lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse ese lugar debe presumirse que éste se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración.  Por excepción, cuando el acto infiel o perjudicial consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ella el perjuicio patrimonial, será relevante para establecer la competencia el lugar donde las cuentas debían rendirse, que no mediando estipulación expresa, habrá de ser el domicilio de la administración.


    D. B., Enrique s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 121, XXXVII, 04 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    De acuerdo a la decisión adoptada en el fallo de la causa Comp n° 542, L.XXXV "Leguiza, Angel Marcelo s/ Robo calificado", y al criterio establecido en el dictamen de la causa Comp n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/Inf. art. 189 bis del Código Penal", corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    A., Sergio Mario s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 123, XXXVII, 28 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Cuando el conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58.   Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Martín Alejandro s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 631, XXXVII, 07 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando el conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el art. 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58.   Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. V., Lidia Dora s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 544, XXXVII, 07 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1644, L. XXXVI "Recurso de queja interpuesto por I., Marcelo y otra".


    M., Carlos Sebastián y otros s/ Robo calificado, privación ilegítima de la libertad agravada asociación ilícita, etc.


    COMP. 257, XXXVII, 20 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega del valor no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    M., Hugo Alberto s/ Defraudación


    COMP. 942, XXXVII, 06 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Coacción. Agentes diplomáticos. Competencia originaria. Lugar del hecho. Economía procesal. Delegación de la investigación. Competencia federal. 


    Cuando los hechos tienen a un cónsul como imputado, su juzgamiento sería de jurisdicción originaria y exclusiva del Tribunal, en tanto se imputa la comisión de un delito doloso a un agente diplomático. Además, respecto de los agentes consulares la competencia originaria de la Corte está reservada a las causas que versen sobre sus privilegios y exenciones en su carácter público, debiéndose entender por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.


    M. A., Javier s/ Denuncia


    M. 463, XXXVII, 17 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 788, L.XXXVI "M., Alicia Beatriz".


    Compulsa en autos N° 81.631 - A F c/ B., Ana María


    COMP. 1611, XXXVI, 09 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 788, L.XXXVI,  "M., Alicia Beatriz".


    Incidente de inconstitucionalidad respecto de Sandra Vibiana R. y otro


    COMP. 42, XXXVII, 07 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 646, L.XXXVI "F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 50, inciso c), de la ley 23.737".


    L., Dante Rodolfo s/ Infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 1575, XXXVI, 07 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 646, L.XXXVI" F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    V.  O., Patricia Nélida s/ Averiguación tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 971, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones procesales. 


    La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo o de especial pronunciamiento.


    P., Claudia Mabel s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 777, XXXVII, 18 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Cuando el conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    B., José Luis s/ Denuncia de defraudación


    COMP. 1617, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 788, L.XXXVI "M., Alicia Beatriz".


    L., Néstor Osvaldo s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 13, XXXVII, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 646, L.XXXVI, F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    P., Rolando Santiago s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 1564, XXXVII, 24 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 1497, L. XXXVII, "R., Alberto Eduardo s/ Encubrimiento".


    G., Germán Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 1565, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Hurto. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Es doctrina de la Corte que si no resulta con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento han sido ajenos a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el Juez nacional que intervino en las actuaciones relativas a este último, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    P., Carlos Antonio s/ Encubrimiento


    COMP. 182, XXXVII, 03 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    En casos en que no resulta con absoluta nitidez que los imputados por ese delito han sido ajenos a la sustracción, deberá conocer el juez nacional competente respecto de esta última, quien luego, si así lo considera oportuno, podrá alargar intervención al juez federal que corresponda.  Además, sin perjuicio de la conexión que pudiera existir entre hechos que prima facie se presentan como independientes en el caso, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, pues la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.   En consecuencia, corresponde a la justicia provincial, que previno en el hecho, continuar con la investigación por la presunta comisión del delito previsto y reprimido en el artículo 289, párrafo tercero, del Código Penal.


    S., Raúl Rafael s/ Encubrimiento


    COMP. 179, XXXVII, 04 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    J., Marcelo Juan s/ Encubrimiento


    COMP. 2084, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Agentes diplomáticos. Desistimiento de la acción. 


    La conducta contradictoria del denunciante, desistiendo de aquello que insta, impide dotar de alguna mínima seriedad a las presentaciones cargosas. En tales condiciones, la Corte puede, sin más, aplicar el dispositivo del artículo 336, inciso segundo, del Código Procesal Penal de la Nación, cerrando en forma definitiva estos actuados, sin que para ello, resulte menester recabar declaración alguna del diplomático.


    G., William s/ Ocultamiento de pruebas


    G. 246, XXXVI, 10 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Estafa. Defraudación. Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva de perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    M., Mariana s/ Denuncia, estafa y falsificación de documentos


    COMP. 740, XXXVII, 15 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.  La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Roberto Simón s/ Estafa en tentativa


    COMP. 659, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inc 7 del decreto ley 1285/58.   La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Ángel Agustín y otro s/ Estafa en tentativa


    COMP. 729, XXXVII, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el art. 24 inciso 7 del decreto ley 1285/58.


    L., Margarita del Rosario y otros s/ Estafa


    COMP. 765, XXXVII, 29 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Tentativa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N., Roxana Pilar s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1725, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Estafa. Competencia nacional. 


    De acuerdo con el criterio de los fallos Competencia N° 1133, L. XXXVI, “Duplom, Jorge s/ Infracción Art. 302 del C.P.”; Fallos: 308:2657; 310:1555 y  311:1388, corresponde a la justicia nacional continuar con la investigación de la causa.


    Cuando el delito de falsificación de documentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron entregados.


    F. S. s/ Falsificación de documento privado


    COMP. 1880, XXXVII, 05 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Javier Claudio s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 223, XXXVII, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Fraude a la Administración Pública. Competencia de instrucción. 


    La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.  El Tribunal también tiene resuelto que corresponde a la justicia provincial entender en la causa donde se investiga el delito de fraude en perjuicio de la administración pública, aunque los imputados hayan evadido los controles de los funcionarios del Ministerio de Salud y Acción Social y, en consecuencia, obstruido el buen servicio de un organismo nacional, pues no puede confundirse la acción típica dirigida a corromper el buen servicio de los funcionarios de control, con aquélla que, dirigida objetivamente a damnificar las rentas provinciales, incumple para ello disposiciones nacionales de carácter administrativo.


    M., Ramón Rubén s/ Pedido de inhibitoria


    COMP. 1639, XXXVI, 12 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  En tales condiciones, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Mariela Elizabeth s/ Denuncia


    COMP. 1567, XXXVI, 15 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Juzgado de garantías. 


    Cuando la cuestión no se encuentra precedida de la investigación necesaria, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.


    B., Mónica Adriana s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1396, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el art. 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    C. M., Graciela Victoria s/ Denuncia


    COMP. 56, XXXVII, 19 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    La investigación será insuficiente cuando las declaraciones de incompetencia no contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, ya que sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Jorge Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 1882, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Raquel Susana y otro s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 486, XXXVII, 15 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Un conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente cuando de las constancias reunidas, no surgen elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa. Por ello, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    K., Cristian Pablo s/ Denuncia


    COMP. 1505, XXXVII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La investigación será insuficiente cuando las declaraciones de incompetencia no contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Clínica Médica C. 3xxx s/ Delito de acción pública


    COMP. 1112, XXXVII, 05 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Lucrecia Ileana s/ Denuncia


    COMP. 1818, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Cuando el conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inc 7° del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Denuncia s/ Infracción a la Ley 22.362 - Causa N° 1.761


    COMP. 1633, XXXVI, 28 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inciso 7 del decreto ley 1285/58.   La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S. M., Oscar Alfredo s/ Leyes especiales


    COMP. 499, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.   Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Hugo Alberto s/ Robo


    COMP. 865, XXXVII, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Un conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente, cuando  las declaraciones de incompetencia no contienen la individualización de los hechos sobre los cuales versa ni las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgar.  Corresponde a la justicia que previno y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    O., Alejandro s/ Delito de acción pública


    COMP. 940, XXXVII, 17 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia federal. 


    El delito de malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario de bienes embargados por los tribunales nacionales debe investigarlo, cuando el hecho ocurre fuera de la ciudad de Buenos Aires, la justicia federal del lugar donde se hallaba depositado el bien, pues se trata de un delito del que puede resultar una obstrucción a la justicia nacional.


    B., Horacio Abelardo s/ Malversación de caudales públicos


    COMP. 1371, XXXVII, 17 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Orden de allanamiento. Buque casino. Competencia federal. 


    En lo que respecta al aspecto doctrinal, las facultades jurisdiccionales y administrativas de una provincia, o de la ciudad de Buenos Aires, que concurran con las propias de la Nación, pueden ocasionalmente entrar en colisión, por ejemplo cuando existe una superposición en las funciones propias del poder de policía. En tal caso, ninguna duda cabe que deben preferirse las potestades del gobierno federal, para no lesionar el principio de supremacía contenido en los artículos 5 y 31 de la Constitución Nacional y de la forma federal, puesto que priva la voluntad delegataria original de la provincia: lo que se resigna no se reclama. Todo lo cual cobra una especial relevancia tratándose de un establecimiento instalado en un buque apto para la navegación y amarrado en el puerto de esta ciudad.  Así, la Corte ha dicho que "es incuestionable que las provincias retienen una autoridad concurrente con el Congreso", excepto, entre otros casos, "cuando hay una directa y absoluta incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas". Y en igual sentido ha postulado que "en caso de colisión en el ejercicio de facultades concurrentes, la preeminencia debe ser establecida en función de los fines queridos por la Constitución y el interés general en juego.  También ha sostenido la Corte que "dada la posición que ocupan las provincias dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente con la satisfacción de servicios de interés público nacional, ya que las facultades provinciales, por importantes y respetables que sean, no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás estados autónomos y de la Nación toda", y más precisamente dijo que "el legislador nacional puede y debe ejercer sus facultades de acuerdo con lo establecido en el artículo 67, inciso 16, de la Constitución Nacional, en materias cuya trascendencia rebase el interés local, supuesto en que las normas locales deben ceder cuando su aplicación entorpezca, frustre o impida los poderes concurrentes del gobierno federal".  El objeto de la causa originada en la justicia contravencional porteña, ha quedado circunscrito a la habilitación en el buque de los juegos de azar públicos o, en su defecto, a la clausura del establecimiento. En otras palabras, todo gira alrededor del poder de policía local sobre dicha actividad.   Pero, en lo relativo a esta materia habría una superposición sobre las funciones de autorización e inspección que ejerce la Lotería Nacional S. E., titular primaria de la organización y administración de tales explotaciones e instituyente de la empresa Casino Buenos Aires S. A., luego del concurso pertinente, como agente operador de la actividad lúdica a desarrollarse en el buque. En este sentido, dicha sociedad estatal es la autoridad que aprueba las normas que deberá observar, aplicar, difundir y hacer cumplir el agente operador, y puesto que la autoridad nacional posee en plenitud el poder de policía sobre tal emprendimiento en lo relativo a su actividad específica, esto es la explotación del juego de azar, debe concluirse, con base en la doctrina desarrollada, que aquí deben ceder las prerrogativas concedidas a la ciudad autónoma en favor de las propias del Estado nacional, entendiéndose que, a fin de no desnaturalizar las atribuciones y competencias ejercidas en el concurso público internacional por Lotería Nacional S. E., lo expuesto debe abarcar también las demás actividades accesorias comprendidas en el objeto de dicha convocatoria.   En consecuencia, y toda vez que en el objeto procesal de esta causa resulta ínsita la materia federal y, por ende, exige tal jurisdicción, resulta competente para entender en estas actuaciones el titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal de esta ciudad, quien tramita la causa caratulada "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s Abuso de autoridad", en donde debe dilucidarse la legalidad del procedimiento de verificación intentado, es decir, el allanamiento pedido por los funcionarios comunales.   En cuanto al alcance de la medida cautelar adoptada en un proceso en el que es parte el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no podrá ser soslayada a través de la intervención de las autoridades judiciales de ese mismo Gobierno, en atención al principio de unidad ética y teleológica del Estado, que invariablemente ha sostenido la Corte y que resulta aplicable al citado gobierno autónomo, sin agravio a la doctrina de los actos propios.


    Casino E. de la F. s/ Allanamiento - Causa N° 1666-


    COMP. 599, XXXV, 02 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, en esos casos, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    V. F., Germán y otra s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1993, XXXVII, 17 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones el hecho en examen encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    A., Roberto y otro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1811, XXXVII, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando los elementos reunidos son escasos y no alcanzan para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa y, por ende, discernir el tribunal que debe investigarlo, resulta trascendente determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la entrega originaria del cheque. Corresponde al tribunal que previno continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    S., Jorge s/ Denuncia


    COMP. 1395, XXXVII, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Desistimiento del recurso. Competencia ordinaria. 


    Fundamentos analizados en las competencias n° 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado y otro" y n° 86, L. XXXVI "Cabrera, Oscar Andrés s/ Infr. art. 189 bis del C.P.".


    A., Adán Marcelo s/ Delito contra la seguridad pública


    A. 928, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Fundamentos analizados en las competencias n° 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado y otro" y n° 86, L. XXXVI "Cabrera, Oscar Andrés s/ Infr. art. 189 bis del C.P.".


    G., Jorge Horacio s/ Delito contra la seguridad pública


    G. 1047, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Fundamentos analizados en las competencias n° 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado y otro" y n° 86, L. XXXVI "Cabrera, Oscar Andrés s/ Infr. art. 189 bis del C.P.".


    M., Norberto s/ Delito contra la seguridad pública


    M. 1219, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Fundamentos analizados en las competencias n° 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado y otro" y n° 86, L. XXXVI "Cabrera, Oscar Andrés s/ Infr. art. 189 bis del C.P.".


    R., Héctor y otro s/ Infracción leyes especiales


    R. 835, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Resolución de superintendencia. Competencia de la Corte Suprema. 


    El thema decidendun se encuentra circunscripto a determinar cuál cámara debe ser la que dirima en el futuro casos análogos.  La cuestión remite exclusivamente al análisis de una materia de superintendencia como es precisar a qué tribunal corresponde ejercer esa facultad por delegación del Tribunal lo que constituye una atribución exclusiva de la Corte sin que, de conformidad con su Acordada 69/90 y lo dispuesto en el artículo 33, apartado a), de la ley orgánica del Ministerio Público -24.946-, pueda emitir opinión en tal sentido.


    F., Omar s/ Lesiones culposas


    COMP. 163, XXXVII, 21 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Retención indebida. Embajadores y ministros extranjeros. Sobreseimiento. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuando del  estudio de las actuaciones no surge que el titular de la acción pública haya promovido acción penal por algún delito y contra personas determinadas o indeterminadas, pero menos aún, contra algún funcionario que revista la calidad de aforado en los términos de la convención de Viena sobre relaciones diplomáticas,  sólo se tratarían, de actuaciones preliminares no debidamente circunstanciadas, precisadas ni aclaradas.


    T., Ernesto Eduardo s/ Infracción Ley 22.415


    T. 271, XXXVII, 28 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo. Hechos nuevos. Competencia nacional. 


    Cuando se debe juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por la última de las disposiciones legales. Sin embargo, la omisión del tribunal provincial determina que deba ser ahora la justicia nacional, por haber sido la que impuso la pena mayor, a la que corresponda expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    H., Luciano Cristián s/ Robo en grado de tentativa


    COMP. 1012, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Corresponde al Juzgado que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Isaac Gerardo s/ Infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 484, XXXVII, 28 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Unificación de penas. Competencia provincial. 


    Cuando se debe juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido en aquella disposición legal.   Cabe señalar la doctrina establecida por el Tribunal en Fallos158:412, al resolver un conflicto de competencia por concurso de delitos de distinta naturaleza, común y federal. En esa oportunidad la Corte expresó "... que de acuerdo a lo que dispone el art. 58 del Código Penal y las consideraciones pertinentes de la Exposición de Motivos ... hay en el sub-judice dos procesos inevitables, pues así como el delito de carácter federal no ha podido sacarse de la jurisdicción nacional, tampoco puede el delito común ser substraído de la jurisdicción ordinaria. Para tales casos procede la adaptación de las sentencias a las reglas establecidas para el concurso de delitos -adaptación que lo mismo puede hacerse por la justicia federal que por la ordinaria-".


    L., Carlos Ramón s/ Unificación de condenas


    COMP. 198, XXXVII, 28 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 646, L.XXXVI "F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    H., Pedro s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 1129, XXXVII, 13 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Devolución del expediente


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cuando la contienda negativa de competencia ha quedado trabada entre dos juzgados de primera instancia, ubicados ambos en la misma provincia, no existiría en autos un conflicto que corresponda a la Corte intervenir.  Ello es así, por cuanto la Corte Suprema carece de atribuciones jurisdiccionales para dirimirlo, en la medida en que se refiere a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    H. de M., Cristina s/ Su denuncia


    COMP. 1506, XXXVII, 23 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Extradición


    Identidad del imputado. Confirmación de sentencia. 


    No es la comparación de las huellas dactilares la única manera de corroborar la identidad del imputado, la coincidencia de los datos correspondientes a sus nombres y apellidos, número de documento, lugar y fecha de nacimiento y nombre de sus progenitores, entre los aportados por el país requirente y, en especial, los datos que voluntariamente aportara el requerido al magistrado federal colaboran a no dejar lugar a dudas sobre la identidad entre el sujeto requerido por la República Oriental del Uruguay y quien fuera detenido y sometido a este proceso.  Además, la tardía introducción formal del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega en la medida en que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación continúe más allá del plazo fijado si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar el pedido.  Por otro lado, la entrega del reo podrá ser diferida en los casos en que el mismo se halla sujeto a la acción penal del Estado requerido. Esta discrecionalidad, que se infiere del término “podrá” implica que la decisión de supeditar la entrega debe ser ejercida por la autoridad competente del Estado, de conformidad con los principios de orden público interno, lo que suele reflejarse normativamente en la reglamentación sobre extradición de que dispone la fuente interna   El artículo 12 de la ley 24.767, que establece una opción a favor del Estado argentino para juzgar en el país al requerido, no rige si resulta aplicable un tratado, como en el caso el de Montevideo de 1889, cuyo artículo 20 establece que la nacionalidad no puede impedir la extradición.


    G. C., Fernando Ubal s/ Extradición


    G. 362, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    Remisión al dictamen emitido en autos Z. 81, L. XXXIII, "Z., Ariel F. s/ Recusación s/ Extraordinario".


    G., Juan José s/ Recurso de hecho - Causa N° 3528


    G. 370, XXXVII, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Cuando se desconoce si el fuero de excepción rechazo o no el pedido formulado, pese al lapso transcurrido y lo expresado por el peticionante en cuanto al incumplimiento de las normas procesales en la tramitación de incidente, corresponde requerir al titular del juzgado las actuaciones iniciadas con motivo de la inhibitoria planteada por el magistrado provincial a fin de poder circunscribir los alcances de la cuestión.


    P., Eduardo s/ Plantea inhibitoria


    COMP. 968, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Medidas para mejor dictaminar.


    F., María Ignacia y otra s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 632, XXXVII, 14 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    C., Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1500, XXXVII, 20 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    V., Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 1847, XXXVII, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    C., Ricardo s/ Estafa


    COMP. 1772, XXXVII, 29 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Procesal Penal


    General. Extradición. Extradición Activa. Requisitos Legales. 


    Presentación de queja. Delito de comercio de estupefacientes en concurso realcon tenencia de estupefacientes con fines de comercialización.Menoscabo a los derechos constitucionales de acceso a la jurisdicción y debido proceso adjetivo Adquisición de calidad de parte en el proceso. Imposibilidad del letrado de actuar como defensor. Art 200 y 216 del Código Penal.


    La invocación de la excepcional doctrina de la arbitrariedad de sentencia no basta para sortear el requisito de materia federal que, resuelta la causa en contra de los intereses de quien recurre, habilite el acceso al máximo Tribunal. Su finalidad es cubrir las graves falencias de argumentación o razonamiento que impidan considerar la resolución en crisis como un acto jurisdiccional válido.  El artículo 72 del Código Procesal Penal, otorga la calidad de imputada a cualquier persona que sea detenida o que de cualquier forma fuere indicada como partícipe de un hecho delictuoso.   Estos procesos deben reunir características de sorpresa, urgencia, rapidez y continuidad, sin estar sujeto a interrupciones que mengüen su eficacia y es necesario que haya una parte y un defensor legalmente constituidos- para ampararse en las facultades que esta misma norma otorga.   Esta facultad se otorga en el marco de la instrucción judicial iniciada formalmente, y no antes, en el curso de una investigación policial previa.


    Villareal, Miriam Mariela s/ P.s.a. in. Ley 23.737- causa n°213/99


    V. 123, XXXVII, 18 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Distribución de la Competencia. 


    Interposición de queja. Alcance de la ley 24.390. Modificación del computo de la pena. Agravios de naturaleza federal.


    La jurisprudencia internacional, por más novedosa y pertinente que se repute no podrá constituir un motivo de revisión de las decisiones judiciales -equiparable al recurso de revisión- pues ello afectaría la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales, la que, en la medida en que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es exigencia del orden público y posee jerarquía constitucional


    A., Jorge Francisco s/ Recurso de casación- causa n° 1813-


    A. 89, XXXV, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Competencia de Tribunales Nacionales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. 


    Interposición de recurso extraordinario. Sobreseimiento y extinción de la acción penal.


    Como resultado de la interposición del recurso extraordinario, se debe suspender el trámite de la queja y de la que corre por cuerda hasta tanto se resuelve la incidencia.


    S., Darío Gerardo y Ramos, Isabel Dora s/ Recurso de queja- causa n° 38-


    S. 180, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Recursos. Recurso de Casación. 


    Recurso de Queja. Recurso de Casación: naturaleza restrictiva. Límites de la sana crítica  Art. 14 de la ley 48. Debido proceso. Defensa en juicio.


    Si bien el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta improcedente cuando se pretende revisar decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, la CSJN ha hecho excepción a ese principio y lo ha admitido, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando se presentan supuestos de arbitrariedad.  Si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas, ello no impide determinar si la ponderación de las referencias fácticas de la decisión ha rebasado los límites impuestos por la sana crítica racional.  Se ha buscado conferir a los automotores una desmedida protección frente a las posibles interrupciones en su circulación, pues en aras de la garantía de libertad de tránsito, parece intentarse limitar la retención o demora de los vehículos exclusivamente a los casos allí admitidos, esto es, requerimiento de documentación por parte de autoridad competente o cuando existe orden judicial.


    M., Analía y otro s/ Recurso de queja- causa n° 1760-


    M. 365, XXXVI, 06 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Abuso sexual calificado. Víctima menor de edad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, en el sub judice puede hacerse excepción a dicho principio en tanto el a quo ha denegado el recurso ante ella interpuesto sobre la base fórmulas dogmáticas y genéricas, lo que importa una violación a las reglas del debido proceso.En efecto, en la sentencia por la que se denegó el recurso de casación los magistrados afirmaron dogmáticamente que el auto impugnado no era uno los previstos taxativamente en el artículo 457 del Código Procesal Penal, omitiendo considerar que la decisión impugnada, por su naturaleza y consecuencias, pone fin a la cuestión federal articulada sobre el punto y causa un gravamen de insusceptible reparación posterior, por lo que reviste entidad suficiente para ser equiparada a definitiva. Tal omisión, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por la Corte, priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.La Corte ha establecido que las resoluciones que disponen la producción de una prueba revisten entidad suficiente para ser equiparadas a sentencia definitiva, a los fines del artículo 14 de la ley 48, cuando por su naturaleza y características ponen fin a la cuestión federal articulada sobre el punto y causan un gravamen de insusceptible reparación ulterior.El agravio relativo a la afectación de la Convención sobre los Derechos del Niño suscita una cuestión federal suficiente, pues se ha cuestionado la inteligencia de normas contenidas en un tratado internacional, que además posee jerarquía constitucional, y la decisión jurisdiccional ha sido contraria al derecho fundado en ellas.Sobre esa base adquiere plena vigencia la doctrina de la Corte por la cual se estableció que en el ordenamiento procesal actual la Cámara Nacional de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, máxime si los agravios invocados, involucran una cuestión federal.


    M., A. s/ Abuso deshonesto


    M. 1116, XXXVI, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Amenazas. Lesiones leves. Prescripción de la acción penal. Suspensión del incidente. 


    Las decisiones dictadas en materia de competencia no son susceptibles de ser revisadas por la vía del recurso extraordinario federal, cuando -como en este caso- versen sobre el conocimiento y distribución de los juicios entre magistrados nacionales.


    A., Alejandro Javier s/ Amenazas- causa n° 3.263


    A. 725, XXXVI, 06 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Asociación ilícita calificada. Prisión preventiva. Excarcelación. Admisibilidad del recurso. 


    Por principio, la Corte tiene establecido que el auto de prisión preventiva no constituye sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48, ni tampoco es equiparable a ella. En particular, la reparabilidad del auto que decreta la prisión cautelar del imputado la ha fundamentado la Corte en la circunstancia de que la tutela jurisdiccional de la libertad ambulatoria puede ser obtenida por medio de la articulación de la excarcelación, y, en su caso mediante la interposición del recurso extraordinario contra la sentencia que la deniega y definitivamente coarta la libertad. Pero son precisamente esos mismos fundamentos los que han llevado a la Corte a concluir que, excepcionalmente, el auto de prisión cautelar debe equipararse a definitivo cuando, dadas las particulares circunstancias del caso, aparece demostrado que ya con su dictado puede configurarse para el procesado un perjuicio de insusceptible reparación ulterior. En este sentido, la Corte ha dicho que cuando esta medida cautelar carece de una fundamentación adecuada, ha sido dictada sobre la base de una disposición tachada de inconstitucional, o de una interpretación de normas federales que se reputa errada, y la calificación jurídica de los hechos impide la excarcelación del imputado, no existe otro modo de resguardar inmediatamente la libertad durante el proceso si no es admitiendo la procedencia formal del recurso extraordinario contra aquélla.  La Corte ha establecido que en los casos en que se discute un pedido de excarcelación, tras el paso de la causa por una cámara de apelaciones, queda satisfecha la exigencia relativa a que la decisión impugnada provenga del tribunal superior. Con idéntica lógica ha de concluirse, entonces, que el mismo criterio debe regir cuando la privación de la libertad, ordenada con carácter cautelar, no puede ser discutida ante la Corte por la vía de impugnar la denegación de la excarcelación, sino que es admisible cuestionarla por vía de la directa impugnación del auto que decretó esa prisión.


    S., Néstor Edgardo y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de Apelación


    S. 471, XXXVII, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene establecido que la admisibilidad de la apelación federal queda condicionada, en atención a la finalidad del artículo 6 de la ley 4050, a que el pronunciamiento que se pretende traer a juicio de la Corte no sea susceptible de ser revisado por otro tribunal inferior.  Por otro lado, el recurso no puede prosperar puesto que no concurre el requisito de sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48.  Teniendo en cuenta esta consideración negativa sobre la admisibilidad del recurso, así como que la discusión giraría en tomo a cuestiones de derecho común susceptibles de ser debatidas ampliamente en otras etapas del proceso, y sin que se haya demostrado que en el sub judice el principio constitucional invocado de manera implícita: la división de poderes, demande una urgente reparación, se opina que la Corte debe desestimar la queja interpuesta.


    V., Antonio Ángel s/ Causa N° 798/95


    V. 209, XXXVII, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C.S. 387, L. XXXVII "S., Luis E. y otros s/ Procesamiento - Causa N° 16.852".


    S., Luis Eustaquio Agustín y otros s/ Procesamiento - Causa N° 16852


    S. 589, XXXVII, 22 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Reformatio in pejus. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, cabe observar que en este caso no se ha cumplido con el requisito de que la sentencia provenga del más alto tribunal de la causa, puesto que no ha intervenido la Cámara Nacional de Casación Penal, "órgano judicial intermedio", teniendo en cuenta la doctrina de la Corte que establece que la admisibilidad de la apelación federal queda condicionada, en atención a la finalidad del artículo 6 de la ley 4050, a que el pronunciamiento que se pretende traer a juicio de la Corte no sea susceptible de ser revisado por otro órgano judicial.  Por otro lado, y sin perjuicio de lo expuesto, tampoco concurre en autos la exigencia de sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48.  Por último, y en lo que respecta a la alegación de que el fallo de la cámara habría incurrido en una violación del principio de la reformatio in peius, la parte no demuestra que cuando se dispone que se sigan investigando los hechos bajo estudio, se refiere a los delitos por los cuales el sobreseimiento quedó firme, y no, como sería de suponer, a las distintas acciones que permitirían establecer si el imputado integró o no una asociación ilícita.


    S., Luis E. y otros s/ Procesamiento - Causa N°16.852-


    S. 387, XXXVII, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Atribuciones de la Oficina Anticorrupción. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia definitiva. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Existe en el caso cuestión federal suficiente toda vez que la arbitraria interpretación de las normas procesales en la resolución recurrida restringió el acceso a esa instancia, impidiendo, en consecuencia, el examen de la cuestión federal directa suscitada por la discutible hermenéutica de las normas de carácter federal en juego y su armonización con el artículo 120 de la Constitución Nacional.  Desde fallos 317:1346 la Corte ha señalado que la Cámara Nacional de Casación Penal posee, en el nuevo ordenamiento procesal, facultades revisoras no sólo respecto de aquellas resoluciones que dicten los tribunales orales, sino, también, de las que adopten los Jueces de instrucción. Posteriormente, en fallos 318:514, se resaltó su función como "tribunal intermedio" creado para cimentar las condiciones necesarias para que el Tribunal satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante él pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto más elaborado.  Este principio general reconoce excepciones en los casos en que se encuentra en juego la libertad personal del reclamante. Es por esta razón que se admitió el ingreso inmediato a esta instancia extraordinaria en los procesos de habeas corpus o cuando se impugna la prisión preventiva, o la denegatoria de la excarcelación, o en situaciones donde se rechazase en las instancias anteriores una solicitud de exención de prisión.   En cuanto al requisito de sentencia definitiva la Corte considero que la exclusión de la competencia de la Cámara Nacional de Casación Penal se basa en un principio insostenible si lo hace en un concepto de sentencia definitiva más restrictivo que el artículo 14 de la ley 48 que regla el acceso a la Corte, cuando ambos, en esencia, se vinculan a pronunciamientos que causan agravio de imposible reparación ulterior.  En cuanto a la existencia de agravio para esta parte por la inclusión del titular de la Oficina Anticorrupción como contendiente en este proceso, no debe olvidarse que el oficio fiscal tiene por naturaleza el exclusivo objeto de pedir la observancia y aplicación de la ley y es en defensa de la legalidad y el orden jurídico en general en que este Ministerio Público ha actuado, en virtud del mandato constitucional que así se lo exige, razón por la cual y en defensa del debido proceso se habrá de mantener este recurso, remitiéndose en un todo a la consideraciones del representante de este Ministerio Público en la instancia anterior.  Además, téngase en cuenta que, en este caso, el agravio es imposible de ser subsanado al momento del dictado de la sentencia final, cuando el tratamiento de la cuestión sería ya estéril, ni tampoco corresponde aplazar la cuestión a momentos posteriores del proceso; la inclusión de una persona ajena produce una afectación que debe ser reparada al momento de verificarse, siendo irrazonable postergarlo a etapas posteriores sin mengua del correcto desenvolvimiento de este procedimiento.  No escapa al suscripto que, en principio, las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia de excepción, pero tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando el tribunal a quo incurrió en un excesivo rigor formal al ponderar las exigencias legales de la apelación.  En base a estos principios, la decisión de la Cámara Nacional de Casación Penal es impugnable por esta vía en base a la doctrina de la arbitrariedad ya que, cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente se traduce en una violación de la garantía de debido proceso.


    A., Víctor Adrián s/ Causa N° 3056


    A. 271, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Calumnias e injurias. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen del  legajo M-150, libro XXXVII, del registro de entradas del Tribunal.


    R. de I., Gladis s/ Querella por calumnias e injurias c/ F., Pablo


    R. 157, XXXVII, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Diputados nacionales. Conciliación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fallos:319:585.


    La Corte tiene dicho en el fallo de referencia que en cuanto en autos se discute si el llamado a dos diputados nacionales a la audiencia de conciliación en los delitos de acción privada implica o no el sometimiento a proceso al que se refieren los artículos 68, 69 y 70 de la Constitución Nacional, reglamentados por los artículos 189 y 191 del Código Procesal Penal, el pronunciamiento que rechaza la posibilidad de discutir ese asunto produce un gravamen actual de imposible reparación ulterior, pues no podrá subsanarse una vez celebrada la audiencia dispuesta. Por lo tanto, el pronunciamiento debe ser equiparado a sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, y suscita cuestión federal bastante en tanto se discute el alcance de esas garantías constitucionales y la resolución ha sido contraria a la pretensión de los recurrentes.


    M., Rubén s/ Querella por calumnias e injurias c/ F., Pablo


    M. 150, XXXVII, 12 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Contrabando. Regímenes especiales de importación. Personas con discapacidad. Inadmisibilidad del recurso. 


    Fallo de la causa "Vigil, Constancio y otros s/ Contrabando", V. 185 L. XXXIII (considerando 8°).


    La Corte sostuvo que valerse de un discapacitado que podía beneficiarse legítimamente de una excepción al régimen de importación referido por su condición de tal, constituyó el ardid que permitió impedir -y no tan solo "dificultar"- el control aduanero. Agregó entonces que el hecho de resultar prácticamente automática y exenta de controles la importación, una vez concedida la franquicia, era precisamente lo que garantizaba el éxito de la operación. En dicho precedente la Corte destacó que el hecho atribuido no significó una mera violación al régimen de la ley 19.279 o el incumplimiento de las obligaciones que condicionaban el beneficio derivado de ella, sino que representó, además, una acabada burla a las facultades legales de control de la aduana, cuya protección constituye el fundamento de la incriminación del contrabando. Allí se sostuvo también, que el proceder de los imputados impidió que el servicio aduanero ejerciera su función específica de verificar, clasificar y valorar la mercadería de que se trata, a fin de determinar el régimen legal aplicable a ella, en el ejercicio del control sobre el tráfico internacional de mercaderías, que es parte de sus facultades de aplicar y fiscalizar las prohibiciones a la importación.


    G., Rosa y otros c/ Contrabando - Causa N° 9.099-


    G. 477, XXXVI, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Defensa de la competencia. Recurso de casación penal. Sentencia no firme. Doble instancia. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte resolvió que la garantía de la doble instancia en materia penal ha sido consagrada sólo en beneficio del inculpado. En los casos restantes tal principio no reviste jerarquía constitucional y el Ministerio Público no se encuentra amparado por tal derecho.  Por lo expuesto, no procede el recurso de casación contra la resolución de la Cámara Nacional en lo Penal Económico en un proceso que tramita conforme a la ley 22.262.


    Arte Gráfico Editorial Argentino Sociedad Anónima s/ Recurso extraordinario


    A. 120, XXXV, 23 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Delitos contra la fe pública. balance o informes falsos. Sentencia arbitraria. Errónea apreciación de la prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si bien es cierto que en un delito como el de balance falso, en la generalidad de los casos, la intervención de especialistas en la materia resulta esencial, no debe olvidarse que los dictámenes periciales están sujetos a valoración por parte de los jueces y no son obligatorios para los mismos cuando las circunstancias objetivas de la causa así lo aconsejan, máxime cuando se cuenta con un peritaje producido en el transcurso del proceso, con la participación de expertos contadores y -cabe resaltarlo- de especialistas propuestos por las partes.  Además, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional, en que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la “sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y18 de la Constitución Nacional.


    O., Juan Carlos s/ Recurso de hecho


    O. 340, XXXII, 30 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Delitos militares. Irrespetuosidad. Desistimiento del recurso. 


    Cuando no concurren en autos especiales circunstancias que provoquen una actividad recurrente del Ministerio Público con fundamento en la defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad (artículo 120 de la Constitución Nacional), corresponde desistir formalmente de la queja planteada.


    G., Nelson Ramón s/ Recurso de hecho


    G. 616, XXXVII, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Torturas. Admisibilidad del recurso. Nulidad de sentencia. 


    En los casos en que el fiscal pide durante el debate la absolución, el tribunal no se encuentra habilitado para dictar una sentencia condenatoria.  Además, no se respetarían las formas sustanciales del juicio, cuando se dicta una sentencia condenatoria sin que haya mediado acusación.


    S., Néstor Raúl y otros s/ P.S.A. de omisión de evitar tortura, seguida de homicidio y tortura cometida por negligencia


    S. 710, XXXVI, 07 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Excepción de prescripción. Pedido de extradición. Falta de personería. Apoderado. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    En principio, las resoluciones  que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa son ajenas a la instancia de excepción  pero tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando el tribunal a quo incurrió en un excesivo rigor formal al ponderar las exigencias legales de la apelación.  En base a estos principios, la decisión es impugnable, ya que cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, se traduce en una violación de la garantía de debido proceso,  y en estos casos el Tribunal ha admitido el recurso, en salvaguarda de esta garantía, cuando se presentan supuestos de arbitrariedad.  Se considera tribunal superior de la causa a aquél que dentro de la respectiva organización procesal se encuentra habilitado para decidir en último término sobre la materia que suscita la cuestión federal o para reparar el gravamen del recurrente.  A raíz de la vigencia del actual Código Procesal Penal de la Nación (ley 23984) se creó la Cámara Nacional de Casación Penal (leyes 24050 y 24121), que posee facultades revisoras -por intermedio de los recursos de casación, inconstitucionalidad y revisión- no sólo respecto de aquellas resoluciones que dicten los tribunales orales, sino también de las que adopten los jueces de instrucción.  Actualmente se admite la revisión de las sentencias con base en la doctrina de la arbitrariedad, se declaró la inconstitucionalidad de la limitación a acceder a esa instancia en razón del monto de la condena, se admitió su intervención en los juicios que tramitan bajo el régimen de la ley 23077 y en los recursos contra las decisiones tomadas por las cámaras federales en el marco de los procesos regidos por el artículo 10 de la ley 23049.   Se otorgó así una interpretación más dúctil de los requisitos formales establecidos en los artículos 456 al 475 del código procesal, atendiendo a dos objetivos primordiales: resguardar la garantía de la doble instancia y evitar que el recurso extraordinario sea la única forma de rever casos que podrían encontrar adecuada solución en aquella instancia, instaurándose así una suerte de "per saltum legal implícito".   Pero partiendo de este principio general, la Corte ha contemplado algunas excepciones  en ocasiones en las que se restringía la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, afectándose así el derecho a gozar de la libertad durante el proceso, al que la Corte ha conferido jerarquía constitucional ya que, como tiene dicho, esta garantía requiere una tutela inmediata.  Situación que se extendió también a los procesos de habeas corpus donde, al flexibilizar el requisito formal del superior tribunal, se atiende acabadamente a la finalidad tenida en mira por el legislador al crear este amparo de rango constitucional.  Son pues estos los casos en los que se debe interpretar que las cámaras de apelaciones constituyen la máxima instancia en el orden nacional, ya que la restricción de los derechos que podría acarrear el sometimiento a un proceso penal merece, en algunas ocasiones, una rápida solución, y la multiplicación de las instancias recursivas redundaría, en perjuicio de la urgencia del caso.


    A. C., Enrique Lautaro y otros s/ Recurso de hecho - Causa N° 1516/93


    A. 38, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Rebeldía. Pedido de extradición. Admisibilidad del recurso. 


    La designación de oficio del defensor público en ausencia o rebeldía del imputado, tiene por objeto salvaguardar sus intereses de tal forma que pueda contar con un contralor de parte en la práctica de aquéllos actos "definitivos e irreproducibles".  Por otro lado, la Corte ha rechazado sistemáticamente la procedencia del remedio extraordinario -ya sea por vía de recurso o mediante queja- cuando el recurrente se encuentra prófugo  ya que en virtud de su situación carece de derecho para impetrar el resguardo de garantías ante la autoridad que él mismo ha desconocido y el cumplimiento de preceptos cuya observancia elude, impidiendo por un acto propio su puntual satisfacción.


    C. H., Mariana Inés s/ Recurso de queja


    C. 92, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 839, L. XXXV, "G., Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo".


    M., Eduardo Ángel s/ Homicidio simple - Causa N° 35.198


    M. 164, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Homicidio. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G.839, XXXV "G., Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo".


    V., Daniel Horacio s/ Homicidio


    V. 370, XXXV, 31 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Injurias. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión de derecho común. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    En forma reiterada la Corte ha sostenido que lo relativo a la determinación de los límites de la competencia de los tribunales cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos, dado el carácter fáctico y procesal de la cuestión, constituye una facultad propia de los Jueces de la causa ajena, por regla, a la instancia extraordinaria, incluso en el supuesto de tratarse de leyes locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones que tienen las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.  Sin embargo, también reconoció la Corte, que cabía hacer excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, cuando los tribunales exceden la jurisdicción que les acuerdan dichos recursos, pues al prescindir de esa limitación y resolver cuestiones ajenas a las pretendidas por las partes, quedan afectadas las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Por otra parte, ha sostenido reiteradamente la Corte, que la arbitrariedad resulta particularmente restringida cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia que deciden recursos extraordinarios de orden local.  Así las cosas, la crítica del apelante se vincula al criterio con que el tribunal de la causa ponderó la adecuación de los hechos a normas de derecho común, cuya inteligencia es ajena a la jurisdicción de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria.  En consecuencia, el recurso extraordinario adolece de la debida fundamentación que requiere el artículo 15 de la ley 48 en tanto no expresa más que una discrepancia sobre la forma en que fue apreciada la prueba acerca de la comisión de un presunto delito previsto por la ley común, aspectos ajenos a la apelación federal y que han sido también resueltos con suficientes fundamentos que, más allá de su acierto o error, impiden descalificar el pronunciamiento con base en la alegada arbitrariedad.


    C., Miguel c/ R., Luis Eduardo


    C. 74, XXXVI, 18 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Sentencia condenatoria. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios del recurrente, en tanto se refieren a los fundamentos fácticos a partir de los cuales se tuvo por acreditada la conducta imputada a su pupilo y a la interpretación de normas de derecho común, remiten al análisis de cuestiones ajenas a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria.  Por otro lado, el Tribunal tiene resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  Sin embargo, la sentencia recurrida contiene un minucioso análisis de la conducta desplegada por el procesado, que no ha sido suficientemente rebatido para acreditar la alegada arbitrariedad del decisorio.  En este orden de ideas, el recurrente no se ha hecho cargo de cada uno de los fundamentos que sustentaron la conclusión del a quo, como así tampoco formuló una crítica concreta y razonada de los motivos que condujeron a la denegatoria del remedio federal intentado.   Además, es doctrina reiterada de la Corte que los jueces no están obligados a considerar todas las pruebas de la causa sino sólo aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones extremo que exige una particular fundamentación en aquellos casos en que se intenta la alegación de arbitrariedad respecto de decisiones jurisdiccionales que invocan circunstanciados fundamentos fácticos y jurídicos.  En ausencia de tales necesarios recaudos, el agravio del recurrente sólo se apoya en un criterio distinto al seguido por el a quo, que no resulta suficiente para la procedencia del recurso que intenta, pues la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia sentencias equivocadas o que el apelante considere tales a raíz de su discrepancia con el alcance atribuido por el juzgador a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional.


    R. U. s/ Insolvencia Fraudulenta - Causa N° 45.683


    R. 416, XXXIV, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Instigación a cometer delitos. Homicidio con alevosía. Prisión perpetua. Accesorias legales. Costas. Acusación fiscal. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Debido proceso. Apartamiento de la doctrina de la corte. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La exigencia de acusación, como forma sustancial en todo proceso penal, salvaguarda la defensa en juicio del justiciable y condenar sin que medie ese acto procesal pone al descubierto una transgresión a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso.  Tal inteligencia encuentra fundamento en una antigua doctrina del Tribunal que estableció que en materia criminal la garantía consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas sustanciales del juicio, relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales.  En efecto, este criterio de base doctrinaria no ha variado con la reforma de 1994, pues el nuevo artículo 120 de nuestra Ley Suprema ratifica la dirección impuesta al proceso penal, en el que es el fiscal el encargado de promover la acción, mientras que los jueces tienen a su cargo el conocimiento y decisión de los asuntos que el Ministerio Público promueve.  Esta concepción del Poder Judicial, además de responder al pensamiento inspirador de nuestro sistema político de base republicana, es la que mejor se adecua -por su intrínseca equidad- al régimen de garantías jurídicas de los derechos individuales. Por ello, los inconvenientes que puede acarrear su mantenimiento celoso, son preferibles al daño que comportaría su menoscabo.  En consecuencia, debe afirmarse que nunca pueden los tribunales ejercer jurisdicción en ausencia de un agravio real y concreto de algunas de las partes en el proceso.  Por otro lado, la Corte ha sostenido que si bien es cierto que la autoridad de la jurisprudencia no es siempre decisiva, no lo es menos la evidente conveniencia de su estabilidad, de allí que cuando no se han planteado en el curso del juicio cuestiones diferentes a las analizadas por el Tribunal en otras causas precedentes, es pertinente corroborar el criterio seguido, en tanto no se alleguen fundamentos o medien razones que hagan ineludible su modificación.


    M., Pedro Julio y otros s/ Homicidio calificado - Causa N° 15.888/98


    M. 886, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Cónsules honorarios. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Si bien existiría en el caso cuestión federal, en la medida que se pretende discutir el alcance o inteligencia de normas esencialmente federales -artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, y leyes 48, 13.998 y 17.081 (aprobación de la Convención de Viena de 1963 sobre relaciones consulares)- y la decisión apelada resuelve en forma contraria a la pretensión que el recurrente funda en ellas, la apelación extraordinaria no puede prosperar pues, las escuetas críticas del apelante vertidas en relación con aquella, no satisfacen el requisito de fundamentación autónoma exigido por el artículo 15 de la ley 48.  Cabe destacar, además, que tampoco aparece desvirtuada por argumento alguno del presentante, la interpretación legal que realiza el a quo a la luz de los artículos 64 y 71 de la Convención de Viena sobre relaciones consulares -aprobada por ley 17.081- en tanto prevén que la protección que se debe brindar a los cónsules honorarios como la inmunidad de jurisdicción que les corresponde tanto a éstos como a los de carrera que sean nacionales del Estado receptor se limita únicamente a los actos oficiales realizados en ejercicio de sus funciones.  Finalmente, cabe agregar a lo expuesto que no se llega a advertir cuál sería el agravio concreto que le ocasionaría al recurrente que la justicia provincial entienda de la acción civil accesoriamente deducida en el proceso penal, cuando ningún reparo tuvo en ese sentido, a que ello aconteciera respecto de este último.


    B., Juan Roberto s/ Lesiones culposas


    B. 527, XXXV, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A. de A. T. C. S.A. s/ Causa N° 2927


    A. 292, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Robo calificado. Armas de uso civil. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 839, XXXV "G., Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo".


    A., Diego Alejandro c/ Robo agravado por el uso de armas


    A. 842, XXXV, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 839, L. XXXV, "G., Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo".


    C., Rosa María Aurora y otros s/ Robo doblemente calificado y tenencia ilegal de arma de guerra - Causa N° 13


    C. 437, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Robo seguido de homicidio. Defensa en juicio. Facultades del Superior Tribunal. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Es reiterada la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local.  Es aplicable al sub judice la excepción a tal principio, que determina que aquella resulta procedente cuando media un apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio.  Corresponde descalificar como acto judicial válido la decisión que se limitó a declarar mal concedido el recurso de inaplicabilidad de ley, pues de esa forma se vedó definitivamente el acceso a la instancia superior, sin atender a los argumentos expuestos por el recurrente tendientes a lograr la revisión en la instancia casatoria de la condena impuesta. La falta de tratamiento de esos agravios, podría así acarrear una seria restricción a los derechos constitucionales invocados, sobre todo si se repara en que la defensa oficial ha cumplido con el recaudo exigido en el segundo párrafo del referido artículo 451 del Código Procesal Penal provincial.  Esta última circunstancia, cuya consideración se ha omitido en el fallo, adquiere relevancia en la medida que desvirtúa el único fundamento en el que se apoya el superior tribunal bonaerense para negarse a conocer el tema planteado, que se torna así en un exceso de rigor formal y satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa, lo que autoriza a su descalificación con base en la doctrina de la arbitrariedad.


    G., Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo


    G. 839, XXXV, 31 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Situación del imputado. Procesamiento. Prevención de enfermedades. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos para ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, se encuentra aplicable al sub judice la excepción posible a esa regla, en la medida que lo decidido se aparta de las constancias del proceso restringiendo indebidamente el derecho de defensa en juicio.  Se pretende sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el de la Corte para resolver cuestiones de hecho, prueba y derecho común, cuya apreciación constituye facultad propia de los jueces y ajena, por ende, a esta instancia extraordinaria.  Por el contrario, la ausencia de consideración de aquellas cuestiones de igual naturaleza, oportunamente introducidas por el recurrente y conducentes para la adecuada solución de la causa, permite aplicar la excepción a esa regla con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    B., Sara s/ Causa N° 3070


    B. 515, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien el remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta improcedente cuando se pretende revisar decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, la Corte ha hecho excepción a ese principio y lo ha admitido, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando concurren supuestos de arbitrariedad.  Esta es, precisamente, la situación excepcional que se ha configurado en autos. Ello es así pues, al resolver como lo hicieron, los jueces omitieron considerar una cuestión esencial planteada por la señora Fiscal, cual es que el auto impugnado, en tanto impide la continuación de las actuaciones y determina la extinción de la acción de cumplirse las condiciones establecidas, ocasiona al Ministerio Público Fiscal un perjuicio de imposible reparación ulterior y, por lo tanto, es equiparable a una sentencia definitiva.  Tal omisión, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por el Tribunal, priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.  Por lo demás, en cuanto la relevancia de la argumentación que el a quo omitió evaluar, la propia Corte estableció que "la resolución que hace lugar a la suspensión del proceso a prueba (artículos 76 bis y ter del Código Penal) es susceptible de ser recurrida mediante el recurso de casación (artículo 457 del Código Procesal Penal) al tratarse de una resolución equiparable a definitiva, puesto que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior. Y agregó que: "ello es así dado que la citada decisión impide que el proceso continúe hasta el dictado de la sentencia definitiva, con la consecuencia de que se extinguirá la acción penal al cumplirse las condiciones establecidas". Este criterio fue reiterado posteriormente el precedente publicado en Fallos:  320:2451.  Es oportuno señalar que aun cuando los precedentes citados se refieren a la suspensión del proceso a prueba prevista en el artículo 76 bis del Código Penal, resultan de entera aplicación también al caso, puesto que más allá de la finalidad curativa especial que posee la suspensión prevista por el artículo 18 de la ley 23.737, existe entre ambos una amplia similitud en cuanto a la naturaleza jurídica, efectos y alcances que acarrean dichos institutos en el procedimiento penal.  En este sentido, cabe recordar que es doctrina del Tribunal que si bien sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia y, por tal razón, carecen de fundamento las sentencias de los tribunales que se apartan de los precedentes de la Corte sin proporcionar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada.  En cuanto a los demás requisitos de impugnabilidad objetiva, es un principio reconocido que si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por los tribunales de mérito al valorar las pruebas, ello no obsta a que se pueda determinar si la ponderación de las referencias fácticas de la decisión ha excedido los límites impuestos por la sana critica racional. Por lo demás, idéntica procedencia cabe predicar respecto de la errónea interpretación del artículo 18 de la ley 23.737, en tanto se trata de una norma sustantiva regulatoria del ejercicio de la acción penal. En esta inteligencia, los agravios que motivaron esta presentación directa, debieron ser considerados por el tribunal a quo, tal como surge de los artículos 123 y 456, incisos 1° y 2°, del Código Procesal Penal de la Nación.  Por último, el Tribunal tiene decidido que en el ordenamiento procesal actual la Cámara de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, máxime si los agravios invocados, como la arbitrariedad alegada en el presente caso, involucran una cuestión federal.


    C., Juan Manuel s/ Causa N° 2.706


    C. 1625, XXXVI, 14 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El recurso carece del requisito de adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que en su crítica sólo se limita a sostener un determinado criterio sobre aspectos no federales, sin rebatir los argumentos de esa misma naturaleza que sustentan la decisión.  Si bien las cuestiones como las suscitadas en el sub judice, vinculadas sustancialmente con la forma en que fue apreciada la prueba, constituyen una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por principio, a esta instancia extraordinaria, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos su análisis permita la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.


    G., Guillermo Jorge y otros s/ Tenencia estupefacientes con fines de comercialización – Causa 179/99


    G. 1262, XXXVI, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Violación calificada por muerte de la víctima. Violación calificada por el concurso de personas. Uso indebido de estupefacientes. Acusación alternativa. Debido proceso. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    La acusación alternativa es el mejor remedio para evitar la doble acusación penal susceptible de provocar la indefensión del imputado. Ella supone que el acusador pondrá en juego las hipótesis posibles, cuidando de describir todas las circunstancias necesarias para que puedan ser verificadas en la sentencia, sin perjuicio de ordenar el escrito de manera que permita entender cuál es la tesis principal y cuál o cuáles las subsidiarias o alternativas. Una acusación construida de esa forma permite la contestación defensiva, la prueba y la decisión; se observa claramente cómo ella es el pilar fundamental que permite el ejercicio idóneo del derecho de defensa. Es recomendable siempre para el acusador cuidar de describir circunstanciadamente el hecho y, cuando duda, acudir al remedio de la acusación subsidiaria o alternativa. La razón por la cual deben preverse acusaciones alternativas, es que aceptan, de antemano, la posibilidad de que fracase alguna de las imputaciones o la imputación principal. La imputación alternativa es la solución para respetar la defensa del imputado sin someterlo a más de una persecución penal.  El fundamento de la institución de la acusación alternativa o subsidiaria, basada en el hecho diverso, debe buscarse en la razón práctica consistente en evitar que el proceso vuelva a una etapa anterior para que se reformule la requisitoria fiscal y, tal vez, el auto de elevación a juicio, en violación, justamente, de los principios de preclusión y progresividad y de la garantía del ne bis in idem.  Un hecho es determinable por muchos medios u órganos de prueba. Excluir ciertos órganos de prueba que pueden proporcionar información en el procedimiento, es prescindir de una de las posibilidades de averiguar la verdad.  La renuncia consciente a la verdad es incompatible con el servicio de la Justicia, y no se debe olvidar que el procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio, ya que aquél no es sino el medio para alcanzar los valores más altos: la verdad y la justicia.  La idea de justicia impone que el derecho a la sociedad a defenderse contra el delito sea conjugado con el del individuo sometido a proceso, en forma que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro;  tan delicado equilibrio se malogra cuando se abusa de la facultad de anular actos procesales en casos en que resulta innecesaria tal anulación para preservar la garantía de defensa en juicio o debido proceso, lo que puede tomar, en la práctica, estéril la persecución penal del delito.  Los jueces no pueden prescindir del uso de los medios a su alcance para determinar la verdad jurídica objetiva y evitar que el proceso se convierta en una sucesión de ritos caprichosos, pues de ser ello así, la sentencia sería la conclusión arbitraria de un rito errátil y confuso, con la consiguiente frustración ritual de la aplicación del derecho y el dispendio de actividad jurisdiccional que ello provoca.  Desconocer la eficacia de una constancia probatoria indubitable, haciendo mérito de una deficiente introducción de la cuestión, equivale tanto como a una renuncia de la verdad, lo que, por cierto, resulta incompatible con la debida administración de justicia.  La hipotética nulidad de la resolución de aclaratoria no causaría la invalidez de la sentencia, puesto que el punto aclarado no implica la corrección de un error o de una omisión esencial de ésta. Al no resultar imprescindible la aclaratoria para la validez de la sentencia o para algún aspecto esencial del proceso o de los derechos y garantías judiciales, el agravio se basa en consideraciones rituales insuficientes para demostrar un supuesto de gravedad extrema que justifique la sanción de nulidad.  El hecho de que no se jure, es decir de que no se prometa solemnemente decir la verdad poniendo como testigo las propias creencias o convicciones, no significa que no se le recuerde a quien declara que existe un compromiso ético que merece ser protegido por el Derecho.  Para que el hecho imputado sea juzgado en el fuero federal, es indispensable que la conducta se dirija hacia un interés eminentemente nacional. Si el designio del autor fue violar y el medio empleado fue el uso de estupefacientes, la acción básica consistió en la violación y la circunstancia agravante, que no afecta el interés de la Nación y su seguridad, de ningún modo puede determinar la competencia federal. El delito de violación es de competencia local, aun cuando en la violencia típica se hayan utilizado estupefacientes, sin perjuicio de la competencia federal para investigar las conductas previstas específicamente en la ley citada.  En el sistema procesal penal vigente, en consonancia con el sistema oral, se ha impuesto el de la sana crítica para la valoración de la prueba, las que encuentran valor, no en predeterminaciones, fijaciones o tabulaciones, sino en el marco que, por presunción legal, el juzgador les asigna. Los jueces no están obligados a ponderar una por una todas las probanzas agregadas, sino sólo aquéllas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones.  El empleo de armas o de veneno, constituyen agravantes específicas de determinadas figuras simples; en cambio, el uso de estupefacientes es una calificante genérica, carácter que cuando se pretenda su aplicación a cada una de las distintas figuras penales, exige un análisis individual de compatibilidad con el tipo básico.  En el supuesto del acceso carnal a una persona, no puede agravarse el hecho por el suministro de drogas, porque, ya existe una equiparación legal previa: estupefacientes igual a violencia.


    L., G. D. s/ Recurso de queja


    L. 223, XXXIV, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Accionar policial. Requisa personal. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    La policía tiene la facultad de efectuar requisas personales sin orden judicial previa, siempre y cuando concurran las siguientes circunstancias: a) motivos suficientes para presumir que oculta cosas delictivas en su cuerpo y b) razones de urgencia para practicar la medida.  Por la ley 23.950  los funcionarios policiales están autorizados a arrestar y demorar a una persona para establecer su identidad, puede deducirse que también lo están para una medida de menor coerción e injerencia, como es pedirle en la vía pública que se identifique, aun cuando en ese momento no existiese la presunción fundada de que hubiese cometido o pudiese cometer un delito o contravención.  Para determinar si existe “causa probable" o "sospecha razonable" para inspecciones y requisas, se debe considerar la totalidad de las circunstancias del caso.


    Szmilowsky, Tomás Alejandro s/ Causa N° 4.606/00


    S. 304, XXXVII, 29 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Corrupción calificada por relación familiar. Doctrina de la arbitrariedad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La vulnerabilidad de los menores víctimas del delito de corrupción y la reactualización del daño psíquico ya sufrido, equipara el pronunciamiento apelado a sentencia definitiva, pues la realización de un nuevo juicio provocaría un daño irreparable a la salud psíquica de los menores cuando deban volver a relatar su traumática vivencia. Situación que atentaría contra el interés superior del niño.  No puede obviarse una consideración al  interés superior del niño, principio consagrado en la Convención sobre los Derechos del Niño e incorporado a nuestra legislación por el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional, parámetro que importa el reconocimiento del niño como una persona, con sus propios derechos y necesidades, los que siempre deben contemplarse en la singularidad de la situación planteada; De este modo, al reencontrarse con su agresor y reeditar los sucesos y vivencias pasadas, ya ventiladas en el juicio celebrado, sin duda, implicará para los niños acrecentar la impronta de aquel "sentimiento de ultraje", generado por el delito.  En materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento específico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgarlos según sus libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso. Lo cual de ningún modo puede ser objeto de un nuevo examen SI no surge en forma manifiesta algún vicio de razonamiento con entidad suficiente como para hacer caer el decisorio por falta de logicidad.


    B., H. C. s/ Corrupción de menores - Causa N° 631


    B. 422, XXXVII, 26 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Defraudación. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 475, L. XXXVI.


    M. A., Jorge Oscar s/ Defraudación por administración fraudulenta s/ Incidentes varios de excepción de falta de acción -causa n° 16.059


    M. 1286, XXXVI, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Régimen penal tributario. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    A. M. y M. M. S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    A. 134, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    A. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    A. 203, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    A., José s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 68/2000/2199


    A. 106, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    B. A. C. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    B. 490, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    B. y C. S.C. s/ Infracción Ley 11.683


    B. 286, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    B., Ricardo s/ Infracción Ley 11.683


    B. 202, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    C. C., Oh s/ Infracción Ley 11.683


    C. 190, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    C. O. M. Sociedad de Hecho s/ Infracción Ley 11.683


    C. 388, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    C. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 191, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    C. W. Y. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 161, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    C., Martha R. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 1112/00


    C. 164, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    D. J. O. s/ Infracción Ley 11.683


    D. 253, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    E. E. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 616/2000


    E. 38, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    F. R. B. e H. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    F. 378, XXXVII, 15 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    G., Javier Gustavo s/ Infracción Ley 11.683


    G. 308, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    H. L. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    H. 19, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    H., Alejandra Paula s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 45198


    H. 77, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    J. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    J. 9, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    K. Y. S. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 1068/2000


    K. 18, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    L. C. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 90, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    L. R., D. y M. S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 227, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    L. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 89, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    La P. del O. d. H., Rubén Humberto s/ Infracción Ley 11.683 – Causa N° 44779


    L. 377, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    M. B. H. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683  - Causa n° 2012/2000 2371


    M. 162, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    Miguel Ángel R. y Oscar José S. S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    M. 299, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    P. Nicolás s/ Infracción Ley 11.683


    P. 127, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    P. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    P. 269, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    S. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    S. 303, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    V. S.A.C.I. s/ Infracción Ley 11.683


    V. 65, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    B. H. E. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 11.318


    B. 206, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    D. S.H. de F. d. C., Hugo s/ Infracción Ley 11.683


    D. 91, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    F., Noemí Elena c/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 2281/2000


    F. 102, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    O., Héctor s/ Infracción Ley 11.683 - causa n° 652/2000


    O. 27, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    C. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 429, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    D., Miguel Ángel s/ Infracción Ley 11.683


    D. 221, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 53, L. XXXVI, "Y. C. P. M. S.A. s/ Infracción Ley 11.683".


    Z., Pedro y Sariego, S. Ana S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    Z. 28, XXXVII, 12 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    La confrontación crítica de todos los indicios resulta inexcusable para poder descartarlos, por lo que la supuesta ambivalencia individual de cada uno de ellos, que no permitiría adquirir la certeza para condenar, es un fundamento sólo aparente, que convierte en arbitrarla la sentencia portadora de ese vicio.  Si bien es cierto que en materia de selección y valoración de las pruebas, los jueces no están obligados a tratar una por una todas las producidas, sino que basta con que mencionen aquellas que a su juicio sean decisivas para fundar la solución que adopten, no parece razonable excluir sin tan siquiera analizar, la prueba que arrojaría por tierra las excusas del imputado,  La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha tachado de arbitrarias sentencias en las que la interpretación de la prueba se limitó al análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en la causa, pero que no se la integra ni armoniza debidamente en su conjunto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios.


    Aquino, Sebastián Andrés s/ Art. 5 inc. "c" de la ley 23.737 -causa n° 520-.


    A. 97, XXXVII, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z, L. 81, “Z., Ariel F. s/ Recusación”.


    O., Favio Jorge s/ Recurso de casación


    O. 108, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Robo calificado. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 886, L. XXXVI, “M., Pedro Julio y otros s/ Homicidio calificado”.


    G., Carlos Guillermo y otro P.SS.AA. Robo calificado - Causa N° 2/99-


    G. 827, XXXVI, 25 de junio de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Homicidio culposo. Límites del pronunciamiento. 


    Imposibilidad de la Corte de expedirse sobre la procedencia del recurso.


    Si bien la Corte tiene establecido que la validez constitucional de la norma procesal en cuestión se halla supeditada a que la limitación de las facultades del particular damnificado para interponer recursos extraordinarios locales que contiene, sea obviada cuando estén involucradas cuestiones de naturaleza federal, se considera que la Corte no se encuentra en condiciones de resolver el caso, en la medida que no se halla acreditado que la decisión que se pretende someter a su conocimiento constituya efectivamente la sentencia definitiva del tribunal superior de la causa.


    C., Silvia Diana c/ Homicidio culposo


    C. 1220, XXXVI, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 243, XXXVI "S., David Juan s/ Extinción acción penal por prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo (causa n° 190/88)".


    Metalúrgica s/ Contrabando s/ D.G.A. s/ Apela extinción por prescripción acción penal y sobreseimiento parcial y definitiva de Eduardo M. de Dios.


    M. 1379, XXXVI, 15 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Abuso de autoridad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Abuso autoridad


    A. 728, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián y otros s/ Abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público - Causa  N° 3251/98


    A. 452, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVIl.


    A., Víctor Adrián y otros s/ Administración fraudulenta - Causa N° 12330/99


    A. 259, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Causa n° 31.983


    A. 321, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Causa N° 961/98


    A. 451, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Excepción de falta de acción


    A. 635, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Incidente de excepción de falta de acción - Causa N° 11.586/99


    A. 407, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Incidente de reposición


    A. 729, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián y otros s/ Causa  N° 3.391


    A. 732, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián y otros s/ Asociación ilícita - Causa  N° 1240/2000


    A. 260, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Victor Adrián y otros s/ Asociación ilícita - Causa  N° 1240/2000


    A. 261, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Buques. Competencia federal. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos 323:462.


    Cuando el hecho ocurre en una jurisdicción ejercida de manera exclusiva por el Estado Nacional, debe entender la justicia federal sin excepción alguna.


    E., Gastón E. s/ Denuncia por hurto


    E. 226, XXXVI, 02 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Contrabando con intervención de funcionario público. Tentativa. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha señalado que toda forma de ocultación y todo acto tendiente a substraer una mercadería a la verificación aduanera es contrabando, aún cuando no existiera la posibilidad de un perjuicio fiscal.  Por su parte, esta Procuración General, en oportunidad de dictaminar en Fallos: 296:473 señaló que "la finalidad de la figura de contrabando es la preservación de los objetivos de política económica fijados por el Estado en su carácter de órgano rector de la economía nacional..." y que "...cualquier engaño destinado a burlar el debido control aduanero, aun cuando sea aprovechando las deficiencias organizativas del servicio, es punible con arreglo al artículo 187, inc. f) De la ley de Aduanas". En ese mismo precedente la Corte estableció que la segunda parte del citado artículo 187, inc. f) contempla "... aquellos supuestos en que, si bien las formas en la documentación aparecen guardadas ello sólo constituye un ropaje de legitimidad para encubrir el verdadero propósito perseguido que no es otro que eludir mediante ese ardid alguna prohibición o determinado tratamiento fiscal.", agregando que no valen para sacar el caso de ese contorno argumentos sobre la aptitud de la Aduana para proceder con la debida diligencia.  Dentro de esta concepción, la Corte insistió en que "... el artículo 863 del Código Aduanero se refiere a las funciones que las leyes acuerdan a las aduanas para el control sobre las importaciones y exportaciones..." y que "... las funciones a las que se refiere aquella norma son las específicamente previstas en el artículo 23 del código, en tanto se refieran directamente al control sobre las importaciones o las exportaciones...".  El artículo 10 de la Resolución 1141/89 de la entonces Administración General de Aduanas dispuso que "A los fines previstos por los artículos 148, inciso c) y 403, inciso c) de la ley 22.415 y por el artículo 45, inciso b) del Decreto 1001/82, el servicio aduanero exigirá la presentación del Manifiesto Único Internacional de Cargas por Carretera para el tráfico entre nuestro país y los demás países signatarios del Convenio de Transporte ...", sin que pueda soslayarse que el segundo párrafo del Considerando de dicha Resolución señala que "...el manifiesto citado ... contiene, entre otras informaciones, la necesaria y suficiente a los fines estrictamente aduaneros".  El artículo 148, inciso c) de la ley 22.415 establece, a su vez, que "Todo automotor de carga debe traer a bordo para su presentación al servicio aduanero: ...c) el o los manifiestos originales de la carga, incluida, en su caso, la declaración de equipaje no acompañado y de las encomiendas", mientras que el artículo 403, inc. c) de la misma ley prevé que: "Sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes especiales, todo medio de transporte que hubiere de salir del territorio aduanero debe: ... e) Presentar al servicio aduanero dentro de los plazos que estableciere la reglamentación, la relación de la carga, en la que se incluirá el equipaje no acompañado".  En otro orden, el artículo 45, inciso b) del Decreto 1001/82 dispone que: A los fines previstos en el artículo 403, inc. c) Del Código Aduanero, los transportistas o los agentes de transporte aduanero que los representaren deben presentar al servicio aduanero, la relación de la carga, según el medio de transporte, en los plazos que se determinen a continuación: ....b) Camiones u otros automotores similares: de inmediato, una vez presentado el vehículo y expedida la vía para su posterior salida".  Por su parte, el artículo 863 del Código Aduanero establece que será reprimido con prisión de seis meses a ocho años el que, por cualquier acto u omisión, impidiere o dificultare, mediante ardid o engaño, el adecuado ejercicio de las funciones que las leyes acuerdan al servicio aduanero para el control sobre las exportaciones y las importaciones.


    B., Rubén s/ Recurso de casación


    B. 222, XXXVI, 11 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Contrabando. Cuestión federal. Improcedencia del recurso. 


    Cuando a partir de las constancias a la vista se manifiesta que a la cuestión no cabe atribuir disposición federal, la Corte debería declarar improcedente el recurso extraordinario.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Apela prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo de B., R. A. y M., F. C. - Causa n° 70/93


    F. 500, XXXVI, 26 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa V. 143, XXXIV "Vasconcello, Roberto y otros s/ Contrabando"


    Dirección General de Aduanas s/ Apela sobreseimiento de Margarita R., P. (Causa 195/88)


    D. 187, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa V. 143, XXXIV, "Vasconcello, Roberto y otros s/ Contrabando" (causa N° 55 .237).


    Dirección General de Aduanas s/ Apelación prescripción acción penal y sobreseimiento de Elías, G. F. y otros en causa 354/88: M., E s/ Contrabando


    M. 403, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Reformatio in pejus. Sentencia arbitraria. Desistimiento del recurso. Acusación fiscal. Falta de expresión de agravios. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que declarar desistidos los recursos -sea el de la acusación o de la defensa- cuando los apelantes no expresan agravios, aparte de no compadecerse con el texto del artículo 527 del Código de Procedimientos en Materia Penal, no atiende a la especial naturaleza del juicio criminal en el que –a diferencia de lo que acontece en el procedimiento civil- no puede considerarse limitada la potestad jurisdiccional por las respectivas pretensiones de las partes; ello, por supuesto, sin desconocer la prohibición de la reformatio in pejus cuando falta recurso acusatorio en segunda instancia.  Al pronunciarse la Corte, se refirió al alcance de ciertos actos procesales como la acusación del fiscal y la expresión de agravios.  Con respecto a la primera, sostuvo que delimita el objeto procesal y que es tal la importancia del acto que su omisión impide –en el procedimiento escrito- el dictado de una sentencia condenatoria. En cambio, la expresión de agravios, como su nombre lo indica, se sustenta en un examen crítico de los aspectos del fallo de primera instancia que la parte considera erróneos y la ausencia de ese acto resulta irrelevante para el ejercicio del poder jurisdiccional, razón por la cual no existe impedimento legal para que la Cámara modifique lo resuelto en primera instancia si ha sido apelada la sentencia por el fiscal.   Por lo tanto, la bilateralidad del proceso penal y la necesidad de juicio contradictorio no dejan de cumplirse porque en la segunda instancia no se exija expresión de agravios contra la sentencia absolutoria apelada.  Por otra parte, el fallo impugnado contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del proceso y en las normas que la Cámara consideró aplicables al caso que, más allá de su acierto o error, no autorizan a descalificar al pronunciamiento como acto jurisdiccional.  La cuestión que se intenta someter a consideración de la Corte, se limita a aseverar un enfoque distinto en una materia no federal, reduciéndose la crítica a una mera discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados los hechos de la causa y la consecuente responsabilidad que le cupo al imputado, aspectos que por su naturaleza, resultan ajenos a la jurisdicción extraordinaria de la Corte.


    N., Martin Urbano s/ Defraudación por administración fraudulenta


    N. 101, XXXV, 19 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Calumnias. Injurias. Prescripción de la acción penal. Sobreseimiento. Doctrina de la arbitrariedad. Improcedencia del recurso. 


    La apelación deducida por el recurrente se vincula con la aplicación de normas procesales y la inteligencia de las reglas relativas a las causales de suspensión e interrupción de la prescripción y la secuela de juicio, lo que constituyen cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas en principio a la jurisdicción extraordinaria federal, salvo que se compruebe que el tribunal ha incurrido en un alejamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables o en graves carencias de fundamentación que inhabiliten lo resuelto a la luz de la doctrina de la arbitrariedad. Ello es así pues, las cuestiones relativas al trámite dado a los autos por él a quo resultan irrelevantes cuando se trata de la prescripción de la acción penal que opera de pleno derecho y puede disponerse de oficio en cualquier instancia del juicio por cualquier tribunal, sin que la ausencia de traslado a las partes configure agravio al artículo 18 de la Constitución Nacional.  El recurso no cumple con el requisito de adecuada fundamentación según el criterio que surge de fallos: 303:267; 304:1626; 305:1140 y 311:904.  Es oportuno recordar que según tiene establecido la Corte para la procedencia del recurso extraordinario no basta con sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos que la sustentan, y tanto más exigible resulta ese requisito cuando, como en el caso, la apelación se apoya en la doctrina de la arbitrariedad, pues la admisibilidad de esa tacha depende de que se demuestre que lo resuelto importa un apartamiento manifiesto de la solución legalmente prevista o presente una absoluta falta de fundamentación.


    E., Vicente Constancio, Juez Federal de Corrientes s/ Querella por supuestas calumnias c/ M. L., José Rodolfo


    E. 17, XXXVI, 25 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos  c/ Palacios S.R.L. s/ Infracción Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 1138, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Martin Domingo s/ Infracción al art. 40 de la ley 11.683


    A. 1142, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Martin Domingo s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 1139, XXXVI, 22 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Martin Domingo s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 1140, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Palacios S.R.L. s/ Infracción Artículo 40 de la Ley 11.683


    A. 1123, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    D., Miguel Ángel s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    D. 837, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Envasal S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    E. 246, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    Eugenio Lesser S.R.L. s/ Infracción al Artículo 40 de la Ley 11.683


    E. 255, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 1141, L. XXXVI, “AFIP c/ Povolo, Luis Dino s/ Infracción al Art. 40 de la Ley 11.683”.


    San José de Lidia Zulema Gerez c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    S. 1262, XXXVI, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Desistimiento del recurso. 


    Cuestión análoga a los fallos de las causas Comp. N° 542, L. XXXVI, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado y otro” y Comp. N° 86 L. XXXVI, “Cabrera, Oscar Andrés s/ Infracción art. 189 bis del C. P.”.


    N.N. s/ Delito contra la seguridad pública


    N. 189, XXXVI, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Médicos. Cuestiones de hecho y prueba. Debido proceso. Doble instancia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La contestación de la Corte al recurso de casación planteado por la parte, resultaría insuficiente, puesto que no entra a considerar la tacha de arbitrariedad alegada (que presentaría aspectos que, aunque son cuestiones de hecho, merecerían tener una respuesta), sino que la rechaza de plano bajo la invocación general de que se trata de cuestiones de prueba ajenas a esa vía recursiva. De esa manera, la sentencia del a quo habría incurrido en un exceso de rigor formal, lo que conducirla a una restricción sustancial y arbitraria de la vía utilizada, sin fundamento idóneo o suficiente, defecto susceptible de lesionar la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, por lo que correspondería el dictado de una nueva que contemple una respuesta a estos argumentos defensivos.  En este sentido, el recurso de casación presentado ante el máximo tribunal provincial, constituye una vía apta para que todo imputado acuda en remedio del fallo condenatorio de un tribunal de sentencia al que tacha, con cierto fundamento, de arbitrario. Máxime teniendo en cuenta su carácter de órgano judicial intermedio en estas cuestiones.  Interpretado el recurso de casación planteado oportunamente por la defensa tal como se lo propone precedentemente: de manera amplia y contemplando las causales de arbitrariedad alegadas, no se advierte un menoscabo a la garantía de la doble instancia judicial en materia penal (artículo 8, párrafo 2°, apartado h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo 75, inciso 20, de la Constitución Nacional), tal como la interpretó la Corte en la doctrina desarrollada a lo largo de los precedentes "Giroldi" (Fallos: 318:514); "Arce" (Fallos: 320:2145); "Gorriarán Merlo" (Fallos: 322:2488); y "Felicetti". A ello puede agregarse la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que ha admitido que el recurso de casación satisface la garantía de la doble instancia, en tanto no se regule, interprete o aplique con rigor formalista, sino que permita con relativa sencillez al tribunal de casación examinar la validez de la sentencia recurrida en general, así como el respeto debido a los derechos fundamentales del imputado, en especial los de defensa y al debido proceso. Por lo tanto, el recurso federal no debe prosperar en ese aspecto.


    P., Mirta Yolanda s/ Homicidio culposo


    P. 555, XXXVI, 30 de agosto de 2001


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 886, L. XXXVI, “M. Pedro Julio y otros s/ Homicidio calificado”.


    M., Julio Gabriel s/ Homicidio culposo


    M. 528, XXXV, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Homicidio. Defensa en juicio. Debido proceso. Principio de progresividad. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El proceso penal se integra con una serie de etapas a través de las cuales y en forma progresiva se tiende a poner al juez en condiciones de pronunciar un veredicto de absolución o de condena y por ello, cada una de estas fases constituye el presupuesto necesario de la que le subsigue, en forma tal que no es posible eliminar una de ellas sin afectar la validez de las que le suceden.  Dentro de este itinerario, el respeto a la garantía de debido proceso, invocable tanto por la persona que se encuentra sometida a juicio como por los demás actores del proceso consiste en la correcta observancia de estas formas sustanciales relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia.  En efecto, la nulidad propugnada no implica violar dicho principio, ya que de ser así, el instituto de la nulidad misma -previsto en todos los códigos procesales- carecería de sentido en tanto que jamás se podría condenar al imputado sin que se lesionase el non bis in idem razonamiento que resulta inaceptable. Por el contrario, dado que la sentencia anulada carece de efectos, no puede decirse que al dictarse una nueva haya dos fallos que juzguen el mismo hecho, pues hay sólo uno que puede considerarse válido.


    V., Víctor Julio s/ Homicidio s/ Casación


    V. 113, XXXVII, 09 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Incidente de excarcelación. Cuestión abstracta. 


    Incidente de excarcelación de María Isabel S. C. en autos: H. V., Victoria Eugenia o S. C. s/ Infracción Ley 23.733


    H. 148, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Legitimación activa. Abandono de la querella. Falta de agravio concreto. Improcedencia del recurso. 


    No se advierte que subsista el gravamen que la apelación extraordinaria pretende remediar y tampoco se advierte la existencia de una cuestión de orden público que cause agravio al Ministerio Fiscal.  En tales condiciones, ingresar al conocimiento de la cuestión de fondo equivaldría a pronunciarse en abstracto sobre la constitucionalidad de las normas cuestionadas,  contrariando aquel principio que reclama para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte la existencia actual de una controversia.


    Procurador General s/ Planteo de inconstitucionalidad en Expediente N° 70/98


    P. 485, XXXV, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Asistencia médica. Historia clínica. Cuestión federal. Oportunidad procesal. Deber de imparcialidad. Principio de congruencia. Facultades del querellante. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "Z., Ariel F. s/ Recurso extraordinario" (Z. SI.L. XXXIII, Fallos 322:1941).


    En orden al primero de los agravios, esta cuestión, aunque introducida recién en el recurso de casación, no corresponde desecharla por ausencia del requisito de oportunidad, por las razones que se apuntarán a continuación.  En primer lugar, el tribunal tiene resuelto que la cuestión federal, fundamento del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión que brinde el procedimiento pues tanto el acogimiento cuanto el rechazo de las pretensiones de las partes constituyen sucesos previsibles que obligan a su pertinente propuesta. Sin embargo, la Corte también tiene establecido que cuando la sentencia definitiva ha examinado y resuelto la cuestión federal articulada, queda subsanada la posible extemporaneidad del planteo, a los efectos de habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48.  Habida cuenta de ello y toda vez que tanto el magistrado correccional al momento de rechazar el recurso de casación interpuesto como el tribunal a quo al no hacer lugar a la queja por casación denegada, se pronunciaron en sentido contrario a las pretensiones del recurrente ingresando al fondo del asunto, la circunstancia de que la cuestión federal haya sido introducida recién en la oportunidad de interponer recurso de casación, no obsta a la procedencia de la apelación intentada.  Esta conclusión se robustece cuando se descubre que más allá del interés del recurrente en hacer efectiva en tiempo propio la garantía constitucional de la defensa en juicio, entre cuyas formas sustanciales se incluye asegurar al imputado el derecho de comparecer ante un tribunal imparcial y apto, converge en esta causa un interés institucional de orden superior, que radica en evitar hacer incurrir en responsabilidad internacional a la República, a la luz de las previsiones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que no sólo ha sido ratificada por nuestro país, sino que fue incorporada a la Constitución Nacional, en los términos expuestos por el artículo 75, inciso 22, a partir de la reforma de 1994.  En cuanto a lo esencial del asunto, el Juez correccional, por haber instruido la causa, se encuentra sujeto a la posibilidad negativa de no ser considerado objetivamente imparcial para dictar sentencia.  En cuanto a la observancia del principio de congruencia entre la acusación y el fallo, dado que el recurrente sostiene que la sentencia condenó al imputado con relación a un hecho por el que no había sido acusado. Alega, que se le atribuyó haber consentido "el retiro prematuro del anestesista de la clínica, antes de concluir el post operatorio inmediato y que, en todo caso, el cirujano se tendría que haber quedado para sustituirlo", mientras que en los alegatos la fiscalía desistió de su acusación y el querellante mantuvo la suya aunque con una restricción fáctica esencial, pues limitó voluntariamente el objeto procesal a la externación del quirófano sin recuperación anestésica y a la omisión de derivar a la paciente a una sala de recuperación.  En la sentencia del tribunal a quo, se respondió a este último agravio aduciendo que “una vez más, el recurrente había parcializado las conclusiones sobre los hechos del juez correccional, pues el fundamento de la condena fue que el cirujano pudo y debió haberse percatado, en su visita a la habitación, que el estado de la paciente no era el que le había comunicado el anestesiólogo.  Por su parte, la cámara desestimó el agravio procesal con remisión a distintos pronunciamientos del tribunal en los que se estableció que la acusación, en el nuevo sistema procesal penal, se integra con dos actos complementarios, los previstos en los artículos 347 y 393 del código de forma, extremo  que impide sostener que cualquiera de ellos agote por sí solo la exigencia constitucional de que la sentencia verse sólo sobre los hechos por los que el imputado ha sido acusado. Asimismo, y a los fines de declarar inadmisible el recurso, reprochó al impugnante no haberse hecho cargo de esos argumentos que informaban un reiterado lineamiento jurisprudencial.  Así, asiste razón al apelante cuando se agravia por la falta de congruencia entre la acusación y la sentencia, pues más allá de las facultades reconocidas al querellante al momento del alegato por el artículo 393 de la ley de forma, lo cierto es que en la etapa intermedia su carácter adhesivo le impide provocar por si la apertura del juicio, y ello obsta a que su requerimiento pueda ser considerado como la acusación que proporcionará la plataforma fáctica sobre la que versará el debate.  El propio código confirma esta conclusión al facultar únicamente al fiscal, en la oportunidad prevista por el artículo 381, para que amplíe la acusación incluyendo hechos, no contenidos en el requerimiento fiscal o en el auto de elevación a juicio. En cuanto al requerimiento de elevación que puede formular el acusador particular en esa etapa procesal, la lógica de los sistemas procesales que optan por un querellante adhesivo indica que ese acto sólo cumple la función de provocar el control del pedido de sobreseimiento que pudiera formular el agente fiscal y también, los alcances del requerimiento de elevación de ese funcionario.   Por lo tanto debe atenerse, para verificar la existencia de esta tacha, solamente al requerimiento fiscal de elevación a juicio. Y en este sentido, se ha desatendido la congruencia que debe mediar entre acusación y sentencia.  En cuanto a los agravios restantes, deviene inoficioso su tratamiento, toda vez que el tribunal a quo no abrió el recurso de casación por ella planteado.


    P., Rolando Amadeo s/ Lesiones culposas


    P. 1046, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Coacción calificada. Protección de la flora y fauna silvestre. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    No se puede aprehender a una persona que con antelación cometió una infracción a la ley de conservación de la fauna, utilizando medios asaz compulsivos.  La norma del artículo 35 del Código Penal sólo contempla aquellas conductas que tienen un comienzo justificado, pero se prolongan en el tiempo, fuera del amparo del permiso legal, por haber cesado sus caracteres propios. Por el contrario, quien nunca se encontró en una situación típica permisiva, sea de defensa, sea de necesidad, mal puede exceder los límites de esa defensa o de esa necesidad. En este sentido, se ha caracterizado el exceso como la "intensificación innecesaria de la acción inicialmente justificada".   Por lo tanto, y teniendo en cuenta que no concurrieron en las especie los requisitos de inmediatez, actualidad y flagrancia, es de conclusión válida, decir que la conducta de los imputados no tuvo tan siquiera un comienzo justificado.  Desde otro ángulo, sí podría interpretarse -favor rei- que la conducta de los imputados, consistente en aprehender de manera violenta a su víctima con la finalidad de conducirla a la policía, implicaba una cierta creencia por parte de- los imputados, de que actuaban en el marco de un permiso legal, puesto que no es dable suponer que acudieron al destacamento por algún sentimiento de constricción o autodenuncia. Entonces nos encontraríamos ante un error de prohibición indirecto, es decir, ante la falsa suposición de la existencia de un permiso y de una situación de justificación putativa. Este error que habría afectado el conocimiento de la antijuridicidad de su accionar, en el caso que nos ocupa y teniendo en cuenta las características personales de los imputados, se trataría de un error vencible, toda vez que les era del todo exigible a los autores que lo superaran, exigiéndose a sí mismos, un obrar acorde con la ley, frente a este tipo de situaciones.   De tal forma, este error de prohibición indirecto vencible de ninguna manera elimina la culpabilidad, aun cuando debería provocar una reducción de la pena hasta el mínimo legal establecido para el delito de que se trate, según las pautas de los artículos 40 y 41 del Código Penal.


    C., Jorge - D. C., Mario Eduardo s/ Coacción agravada y lesiones en concurso real


    C. 397, XXXVII, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 271, XXXVII.


    A., Víctor Adrián s/ Causa N° 3057


    A. 272, XXXVII, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Ocultamiento del menor. Retención del menor. Falsedad ideológica. Pena. Atenuantes de la pena. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    El ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, al ámbito de la apelación federal extraordinaria.  No obstante, como excepción a esa regla, la Corte ha reconocido que si lo resuelto fue posible sólo merced a una consideración fragmentada y aislada de las pautas relevantes a tal efecto, puede habilitarse el recurso extraordinario con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.  También el agravio es improcedente pues, tal como tiene establecido la Corte, para la apelación extraordinaria no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso contestar mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella.  Por lo demás, los agravios de los apelantes sólo traducen su discrepancia con el alcance que otorgaron los jueces a las circunstancias atenuantes del caso, lo cual no justifica la tacha de arbitrariedad invocada.  En este sentido, tal como tiene establecido esa Corte, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se considere tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas del razonamiento lógico que sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impiden considerar el pronunciamiento como un acto jurisdiccional válido.


    Samuel, C. de M. s/ Supresión de estado civil


    M. 718, XXXIV, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Régimen Penal Económico. AFIP DGI. Ministerio Público Fiscal. Representación procesal. Mantenimiento del recurso. 


    En primer lugar, cabe mencionar que aún cuando el magistrado recurrente no ha fundado directamente su impugnación en los artículos 96 y 97 de la ley 11.683, sino que los ha invocado para su interpretación armónica con el artículo 27 de la ley 24.946, que excluye de las funciones del Ministerio Público la representación en juicio del Estado y/o del Fisco, el texto que de aquellas normas se ha transcripto no coincide con el vigente. En efecto, el artículo 18 de la ley 25.239 sustituyó ésos y otros preceptos de la ley 11.683 como consecuencia de esa reforma, actualmente la representación de la A.F.I.P. ante todas las jurisdicciones e instancias se ha concentrado indistintamente en los procuradores o agentes fiscales, quienes pueden ser patrocinados por letrados de esa repartición, y reciben instrucciones directas de esa dependencia. Pero al margen de ello, resulta imperativo destacar que con anterioridad a esa modificación, en ocasión de emitir dictamen, esta Procuración General de la Nación concluyó que, en lo pertinente, el artículo 96 de la ley 11.683 había sido tácitamente derogado por el artículo 76 in fine de la Ley Orgánica del Ministerio Público, en tanto se contrapone con las funciones que excluye el citado artículo 27. Al dictar sentencia en ese expediente, la Corte declaró abstracta la cuestión por considerar que la reforma de los artículos 96, 97 y 98 de la ley 11.683, sancionada por la ley 25.239, traducía la superación del conflicto sometido a su decisión. Asimismo, es pertinente mencionar que a través de la disposición n° 81/2000 de la A.F I.P., se confirió el carácter de "agentes fiscales" a los letrados del organismo que tienen a su cargo la radicación e impulso de los juicios de ejecución fiscal. Para concluir con este apartado y por la afinidad que guarda con cuanto viene desarrollándose, se señala que el artículo 7° de la ley de emergencia financiera n° 25.344  ha regulado un sistema que, para el interior del país, prevé supuestos en que la representación judicial del Estado Nacional o sus entes descentralizados, recaiga en el representante del Ministerio Público de la Defensa con competencia en el lugar.  Resulta improcedente ingresar al tratamiento del posible conflicto que podría configurarse entre las garantías consagradas por el artículo 120 de la Constitución Nacional, expresamente reflejadas en la Ley Orgánica del Ministerio Público y las previsiones de los artículos 96 y concordantes de la ley 11.683, en tanto contemplan que los integrantes del Ministerio Público Fiscal podrán representar y recibir instrucciones directas de la A.F.l.P., órgano dependiente del Poder Ejecutivo Nacional. Recuérdese que la posterior ley 25.344 ha dejado a salvo aquéllas garantías. Ello sin perjuicio que la citada disposición 81/00 de la A.F.I.P., que confirió la calidad de "agentes fiscales" a los letrados de esa repartición, haya podido atenuar las consecuencias de esa potencial incompatibilidad normativa.  En el precedente publicado en Fallos: 311:593, con remisión a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General de la Nación, la Corte hizo lugar al remedio federal de un procesado para permitir al representante del Ministerio Público Fiscal el ejercicio de la magistratura de control, la custodia del orden público y la defensa del orden jurídico en su integridad. Para arribar a tal conclusión, consideró que en esa causa, en la cual se había apartado al fiscal interviniente y asignado la representación del Ministerio Público al titular de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas, convergía un interés institucional de orden superior, que radica en la necesidad de procurar una recta administración de justicia para lo cual es indispensable preservar el ejercicio pleno de las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público no sólo como titular de la pretensión punitiva. En la actualidad, surgen del texto del artículo 120 de la Constitucional Nacional, en tanto establece que el Ministerio Público tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, y del artículo 25 de la ley 24946 que regula su actuación.  En cuanto al fondo del asunto, la intervención necesaria que en autos reclama el representante del Ministerio Público, en modo alguno puede confundirse con la que, sin perjuicio de lo enunciado en los apartados II y III de este dictamen, surge del artículo 96 de la ley 11 683, en el cual él a quo ha fundado su decisión de declarar mal concedido el recurso del fiscal. Toda vez que para apartar al Ministerio Público se ha invocado que la autoridad tributaria interviene en autos a través de sus representantes legales, es preciso señalar que ni el texto vigente del artículo 96 de la ley 11.683, como así tampoco el anterior, permiten sustentar ese criterio, pues en modo alguno se ha contemplado allí que la intervención de los letrados de aquella administración, fuera como tales o en su novel status de "agentes fiscales", desplace la del procurador fiscal, desde que se trata de representaciones que la propia ley ha previsto que se ejercen "indistintamente" más aún, adviértase que la reforma sancionada por la ley 25.239, limitó la actuación de esos letrados exclusivamente al rol de patrocinantes.  Corresponde, por último, dejar expresa constancia que la intervención que se reclama no contradice el artículo 27 de la ley 24.946 ni el temperamento adoptado al dictaminar en la causa C. 356 Libro XXXV, pues no se trata aquí de ejercer la representación en juicio del Estado, sino de la función de defensa de la legalidad que, con prescindencia de los intereses de las partes, imponen al Ministerio Público el artículo 120 de la Ley Fundamental y el artículo 25 de la ley 24.946. Para decirlo con palabras de la Corte, esa función incluye, indudablemente, los asuntos constitucionales, los de competencia, los de prescripción y los de recusación de los magistrados, entre otros; este criterio ha sido utilizado por la Corte.


    Y. C. P. M. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 1015/2000/1226


    Y. 53, XXXVI, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Homicidio calificado. Aplicación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    No corresponde el examen de los agravios que no constituyan una crítica razonada de las partes del fallo que se consideran equivocadas. Además, deben reputarse satisfechos los recaudos formales previstos en los artículos 19, inciso 3° y 30 del Tratado de Montevideo de 1889, si en el testimonio agregado se incluyen las decisiones que resuelven el auto de procesamiento y prisión, los datos imprescindibles para determinar la naturaleza del delito imputado y las disposiciones penales aplicables.


    L. M., Javier s/ Extradición


    L. 321, XXXVII, 10 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Cooperación internacional. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    La primera regla en la interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante, debiendo mediante esta operación preferirse la interpretación que favorezca y no la que dificulte los fines perseguidos por la legislación que alcance el punto debatido.   La extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional cuyo fundamento radica en el interés común a todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, procurando beneficiar la colaboración entre las naciones en la persecución y juzgamiento de los delitos acaecidos en sus respectivos territorios, por lo que en la aplicación de sus normas debe buscarse la que mejor se ajuste a estos fines.  El proceso de extradición es reglamentario del artículo 14 de la Constitución Nacional dado que importa excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, derecho que será jurídicamente restringido por la sola admisión del extrañamiento por el delito "de mayor gravedad", por lo que la consiguiente aceptación de los otros no pone en juego ninguna garantía que se haya visto ya legalmente coartada.  Al mismo tiempo, no se debe interpretar una norma de manera aislada o literal, sino armonizándola con el resto del ordenamiento específico, es decir, haciendo de éste, como totalidad, el objeto de una razonable y discreta hermenéutica.


    B., Norberto Oscar s/ Extradición Artículo 52


    B. 459, XXXVII, 20 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Non bis in ídem. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    La dualidad típica que el delito de tráfico podría encerrar queda desvirtuada ante la regla de interpretación que establece el artículo 36, párrafo segundo, apartado "a", inciso "i" de la Convención Única de Estupefacientes de donde surge que los delitos allí enumerados deben considerarse como infracciones distintas si son cometidos en diferentes países ya que las acciones de exportar e introducir, lesionan ambos ordenamientos y tienen distintos momentos de consumación, aun cuando puedan resultar de un único designio.


    A. P., Tamara y otros s/ Extradición


    A. 234, XXXVII, 09 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Valor probatorio. Actos y diligencias procesales. Cooperación internacional. Pacta sunt servanda. Confirmación de sentencia. 


    No es posible tratar en el juicio de extradición cuestiones atinentes al proceso que tramita en el Estado requerido. Las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales celebrados deben ventilarse allí mismo, toda vez que el procedimiento al que están sometidas las solicitudes de extradición no constituye un juicio contra el reo en sentido propio y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables.  Sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2 de la ley de cooperación internacional en materia penal para aquello que no disponga en especial el Tratado que rija la ayuda, la normativa interna -ley 24767- no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanta y las reglas de interpretación fijadas por  la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en los artículos 26, 31 Y 32 -ley 19865.  Por otro lado, el artículo 12 de la ley 24767, que establece una opción a favor del Estado argentino para juzgar en el país al requerido, no rige si resulta aplicable un tratado.


    C., Daniel Gustavo; B., Eduardo Daniel y B., Walter David s/ Extradición


    C. 293, XXXVII, 05 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Prisión preventiva. Tenencia de estupefacientes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pedido formal de extradición, funciona en nuestro sistema procesal de forma similar –aunque obviamente no idéntica- al instituto de la requisitoria de elevación a juicio, piedra basal de la acusación, que sin embargo no precisa de una invocación expresa por parte de la fiscalía para que goce de plena existencia válida en el juicio. Circunstancia que, además, queda expresamente aclarada con la sóla lectura de las previsiones de la ley ritual, en cuanto determina que al iniciarse el debate propiamente dicho, debe darse lectura al requerimiento fiscal de elevación, o en su caso, al auto que así lo ordena.   Para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda no es posible admitir requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esta manera se afectaría el principio pacta sunt servanta y las reglas de interpretación fijadas por los artículos 26, 31 Y 32 de la Convención de Viena sobre el Derechos de los Tratados -ley 19865-  Se considera cumplido el requisito de la doble incriminación con la constatación de los elementos esenciales que constituyen lo que el Tribunal ha dado en llamar la "sustancia de la infracción". Para ello, debe confrontarse la descripción del hecho efectuada por el país requirente con el ordenamiento penal argentino, a fin de determinar si aquél es subsumible en algún tipo legal conminado con una pena.  Es indudable que en el presente caso, la actitud asumida si bien resulta una desobediencia a una orden concreta y particular, emanada de autoridad competente para dictarla, tal como lo contempla el tipo objetivo del artículo 239 del Código Penal y, además, claramente antijurídica, no contiene el elemento de culpabilidad, por lo que esta acción sólo alcanza a constituir una indisciplina procesal, que tiene previstas sus propias sanciones: la declaración de rebeldía y el libramiento de una orden de captura (artículos 288 y 289 del Código Procesal Penal de la Nación), además de otras consecuencias secundarias (artículo 290 y 291), por ejemplo, en el régimen de la excarcelación (artículo 319) y de la prisión preventiva (ley 24390, modificada por ley 25430). En consecuencia, al no constituir delito en nuestra legislación la sola incomparecencia a la citación de un magistrado, corresponde rechazar la extradición por este hecho (artículo 2do. inciso 10 del tratado) por no cumplirse, a este respecto, el requisito de la doble punibilidad.


    B., Héctor Antonio s/ Arresto preventivo


    B. 752, XXXVII, 14 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Resolución inaudita parte. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Una vez superada la etapa de la controversia (el debate), el juez se encuentra en mejor posición para poder valorar si realmente los recaudos faltantes resultan indispensables para proceder a la extradición o si es posible prescindir de ellos y, aun así, dar curso al extrañamiento.  Si bien en los casos de extradición el proceso judicial no va enderezado a determinar la inocencia o culpabilidad de la persona reclamada, no cabe prescindir del carácter contencioso del debate que se desarrolla en él, fruto de la contraposición de intereses que subyacen, ya que pugnan, por un lado, el interés del Estado Nacional de dar satisfacción al requerimiento de la potencia reclamante y por el otro, el del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada.  En el instituto de la extradición, su fundamento radica en el interés común a todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos y atiende correctamente a la salvaguarda de los compromisos adoptados por la Nación en materia de lucha contra el tráfico de estupefacientes.


    V. R., Aída s/ Pedido de extradición


    V. 60, XXXVII, 27 de abril de 2001


    Ver dictamen


    Recursos


    Extradición. Asociación ilícita. Non bis in ídem. Confirmación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que el país requerido no puede modificar la calificación atribuida al hecho por el requirente.  El delito de asociación ilícita exige determinadas características para su concreción, a saber: a.- un elemento teleológico, la finalidad de cometer un número indeterminado de delitos; b.- un elemento "asociativo", esto es, la concurrencia de más de tres personas con, por lo menos, un mínimo grado de organización y distribución de tareas para lograr más eficazmente estos fines y c.- un elemento temporal, es decir, que esta comunidad no se conforme circunstancialmente para un hecho único y determinado sino con cierta "permanencia" en el tiempo.  Es tarea del magistrado requirente dar por probada la existencia del delito y tomar las decisiones sobre la culpabilidad o inculpabilidad del imputado en los hechos que dan lugar al reclamo. Cualquier observación sobre eventuales deficiencias en materia de prueba o subsunción, son ajenas al magistrado requerido y deben ser ventiladas en el proceso principal.   Si el extraditable solicitare ser juzgado en Argentina es de aplicación el artículo 12 de la ley 24767, es decir, que la decisión sobre su procedencia corresponde al Poder Ejecutivo.  Por último, cabe recordar que si se presume la incompetencia del tribunal requirente, su prueba incumbe a quien la alega, por tratarse de una excepción.


    B., Norberto Oscar s/ Extradición


    B. 459, XXXVII, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z, L. 81, “Z., Ariel F. s/ Recusación”.


    V., Hernán Martin s/ Lesiones culposas – Causa N° 3524


    V. 114, XXXVII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Requisitoria fiscal


    Acción penal. Actos y diligencias procesales. Cónsules. Amenazas. Competencia de la Corte Suprema. 


    Por lo expuesto en la causa, se debería de tener por presentado en tiempo y forma el presente requerimiento impulsando la acción penal en orden al delito descripto, con arreglo de lo prescripto en el artículo 180 del Código Procesal Penal de la Nación. Al mismo tiempo, se debe ordenar la producción de las medidas solicitadas “ut supra” sin perjuicio de otras que pudieren ser requeridas por este Ministerio Público en su oportunidad, de acuerdo al resultado que arrojen las propuestas.


    R., Luis Alberto s/ Denuncia


    R. 529, XXXVI, 11 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Uso de documento falso


    Nueva vista. 


    Habida cuenta que a partir de las fotocopias que integran el presente incidente, en su mayor parte ilegibles, no resulta posible establecer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que fue descubierto del documento presuntamente falso, se devuelven las actuaciones a la Corte a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego corra una nueva vista.


    M.  S. , José s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP. 1623, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo XI


      Derecho Tributario y Aduanero


    Acción meramente declarativa


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Distribución de energía eléctrica. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 30, L. XXXV, “Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión (TRANSENER S.A.) c/ Neuquén, provincia del s/ Acción declarativa".


    Compañia de Transporte de Energía Electrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


    C. 1456, XXXV, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    AFIP


    Multa. Clausura del establecimiento. Fisco nacional. Monotributista. Contribuyentes. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Cignarelli de Alul Ilda Angelica s/ Apela Resolución D.G.I.


    C. 122, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Clausura del establecimiento. Controladores fiscales. 


    El Decreto 93/00, estableció un régimen de consolidación y de facilidades de pago por obligaciones tributarias y de recursos de la seguridad social, vencidas al 31 de octubre de 1999 y de condonación de determinadas sanciones. El beneficio fue otorgado a condición de que las sanciones no se encontraran firmes. Así surge tanto del art. 5°, inc. a), del decreto 93/03, como también del primer párrafo del art. 7°,. Y, para el caso en que tal deber no fuere susceptible de cumplimiento ulterior, la sanción quedaba condonada de oficio.  El Poder Ejecutivo nacional estableció una modalidad diversa a la que había puesto en práctica anteriormente con el decreto 493/95, de facilidades de pago y de condonación de multas e infracciones. Allí, en su art 1°, se fijó la condonación de multas y demás sanciones, sin importar si estaban firmes o no, siendo el criterio de exclusión el del efectivo cumplimiento de la sanción.   Si bien en el sub lite no se discute que el amparista omitió cumplir con un deber formal y que no era posible remediarlo dada su naturaleza, al no haber recurrido el acto que le impuso tal sanción, ésta se encontraba firme antes de la entrada en vigor del decreto en el cual pretende fundar su derecho. En efecto, al no haber hecho uso de la posibilidad recursiva ante la Justicia que le brinda el art. 78 de la Ley 11.683, contra la resolución de la Región La Plata, notificada al actor, ésta quedó firme y consentida a los cinco días hábiles judiciales siguientes, y, por ende, fuera del ámbito de aplicación del Decreto 93/00, publicado en el Boletín Oficial el 27 de enero de 2000.  Por tales motivos, no resulta aplicable lo dispuesto por la Corte en las causas M. 362, L. XXXV, "Méndez, Virginia Licia s/ Recurso de apelación", y B. 505, L. XXXV, "Barletta, Franco J. C. s/ apelación de clausura y multa", donde se eximió de pena a los infractores, puesto que aún no existía resolución firme al respecto.


    Pacheco, Luis Fidel c/ Dirección General Impositiva s/ Amparo


    P. 898, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Demanda


    Juicios contra el Estado. Distribución de energía eléctrica. Mercado eléctrico. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Estado de incertidumbre. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 46, LXXXIII, “Empresa Distribuidora Sur Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    La Corte continúa siendo competente para entender en forma originaria en las presentes actuaciones.  Respecto de la controvertida calidad de contribuyente del gravamen sobre los ingresos brutos, se considera pertinente destacar que, más allá de lo manifestado por la Provincia en cuanto a que es la propia actora quien ha entorpecido la obtención del reconocimiento de su carácter de sujeto exento, en los términos del inc. k), del artículo 155 del Código Fiscal, lo cierto es que su condición de sujeto no alcanzado por dicha gabela no proviene de la normativa local.  En efecto y, la exención del gravamen en crisis tiene su fuente directa en el decreto 714/92, el cual, como lo ha destacado la Corte, encuentra apoyo en las atribuciones del Gobierno Federal conferidas por las leyes 14.772, 15336 y 24.065, las cuales, a su vez, poseen clara raigambre constitucional en los incisos 13 y 18 del artículo 75 de la Ley Fundamental.  Es pertinente recordar que esta Procuración General al dictaminar en la causa de fallos: 322.2624, sostuvo que esta modalidad de intervención del Estado Nacional, si bien no es de uso frecuente, resulta jurídicamente admisible, pues su objeto radica en evitar que las jurisdicciones locales puedan sufrir un radical despojo de sus potestades impositivas, o de la riqueza potencialmente imponible que exista dentro de sus territorio. Se agregó que se ha sustituido el producto de la potestad tributaria local por otro tributo creado por la Nación, adecuado a los fines de utilidad pública de su intervención.  Además, resulta dable destacar que el gravamen sobre los ingresos brutos no se encuentra entre los supuestos excepcionales que desplazan la exención general de tributos locales, establecidos en el artículo 21 del decreto 714/92.   Por otra parte, también obsta a la pretensión fiscal sustantiva lo establecido en el Pacto Federal del 12 de agosto de 1993, en tanto en su artículo 1°, punto 2, acuerda la derogación inmediata de los impuestos provinciales específicos que graven la transferencia de energía eléctrica, tal como lo sostenido por la Corte en fallos: 322: 1781 y 2624.  Así las cosas, queda acabadamente demostrado que el beneficio del cual goza la actora proviene de las normas federales indicadas, esquema que no podría ser alterado por una eventual derogación del inciso k) del artículo 155 del Código Fiscal de la Provincia. Por otro lado, si bien este último, al parecer, preceptúa lo mismo que han establecido las normas nacionales ut supra señaladas, no podría establecer una solución diferente sin resultar irrita por violación del artículo 31 de la Constitución Nacional.  Por tales razones, le asiste razón a la actora en cuanto a que no es contribuyente del impuesto sobre los ingresos brutos en la provincia por la actividad que desarrolla en el marco del servicio público de distribución y comercialización de energía eléctrica.


    Edenor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 298, XXXII, 31 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Determinación de impuestos


    Determinación de oficio. Determinación sobre base presunta. AFIP DGI. Derivación no razonada del derecho vigente. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que la sentencia cause un agravio que, por su magnitud o  circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, pues ello acuerda al decisorio el carácter de definitivo a los efectos de la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48, o bien cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas. Las referidas circunstancias excepcionales se verifican en la especie y además, los agravios de la quejosa suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, toda vez que lo resuelto no constituye derivación razonada del Derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa.  La viabilidad de las medidas precautorias, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro de la demora, y que, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.   La parte no acompañó copia de los actos recurridos y el expediente administrativo recién fue incorporado a la causa una vez concedida la cautela por el juez de origen. Más allá de que, esa documentación permaneció reservada, tampoco hay referencia concreta alguna en el fallo de la Alzada a los actos de determinación de oficio cuyos erectos se han suspendido. Es decir, que la arbitrariedad endilgada por el a quo al actuar del Fisco y que daría verosimilitud de derecho a la petición de la actora, sólo se ha fundado en los dichos de ésta, mas no en la debida indagación en los fundamentos y constancias de los propios actos atacados.  Así, el cuestionamiento relativo a la ilicitud del proceder de la AFIP, que consistiría en haber realizado una determinación de oficio sobre base presunta en vez de hacerla sobre base cierta, aparece huérfano de todo sustento en esta etapa. De igual modo, las escasas aportaciones realizadas por la actora donde hace referencia a comparaciones entre los precios y cantidades de las mercaderías que comercia estimados por el ente recaudador y los que ella afirma son los reales, no están respaldadas por ningún otro tipo de documento, constancia o indicio y están también desprovistas, aún en el marco del proceso cautelar, de la fuerza de convicción necesaria para fincar la concesión de la medida en crisis. Por otra parte, en lo que hace al restante requisito, no hay más basamento en el auto apelado que los meros dichos de la parte, referidos a que la ejecución de los actos impugnados la llevaría a la quiebra, sin que haya siquiera intentado demostrar los fundamentos de su aserto.   Como es sabido, las resoluciones de la AFIP, como todo acto administrativo, gozan de presunción de legitimidad. Ello autoriza a afirmar que, en el reducido ámbito cognoscitivo en el que deben ser emanadas resoluciones como la aquí cuestionada, no resulta fundado admitir su ilicitud o arbitrariedad, sin que medie un análisis concreto y preciso sobre los vicios que, al menos prima facie, lo privarían de su validez.   Por último, el criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos, manifestado expresamente por el a quo, dista del sostenido por la Corte, que ha dicho con firmeza, en reiteradas oportunidades, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro en el tiempo y modo dispuestos legalmente es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado. Además, uno de los peores males que soporta el país es el gravísimo perjuicio social causado por la ilegítima afectación del régimen de los ingresos públicos, que proviene tanto de la evasión como de la demora excesiva e injustificada en el cumplimiento de las obligaciones tributarias sustantivas. Así, en la medida en que su competencia lo autorice, los tribunales tienen el deber de contribuir a su eliminación o, a la aminoración de esos dañosos factores, en la inteligencia de que lo dicho no implica que no sea posible suspender los efectos de los actos de la Administración Tributaria en caso alguno, sino que tal postergación ha de estar avalada por un análisis serio, detallado y convincente de los defectos insalvables que dicho acto tenga, elementos que, no surgen de las alegaciones ni de las probanzas de autos.


    Carnicerías Las Negritas S.A c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    C. 1329, XXXV, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo


    Pago de tributos. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto cause un agravio que, por su magnitud o circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, pues ello acuerda al decisorio el carácter de definitivo a los efectos de la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48, o bien cuando excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.  Las referidas circunstancias excepcionales se verifican en la especie y, además, los agravios de la quejosa suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, toda vez que lo resuelto no constituye derivación razonada del Derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa.  La viabilidad de las medidas precautorias, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora, y que dentro de aquellas la  innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.  En lo que atañe al sub examine, la medida precautoria en crisis fue otorgada con el solo respaldo de las afirmaciones de la actora, las cuales, a su vez, carecen de todo apoyo probatorio.


    Magnelli, Daniel Héctor c/ Dirección General Impositiva s/ Imposición de acto administrativo y prohibición de innovar - Incidente de apelación cautelar


    M. 923, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Moratoria impositiva


    Ejecución contra el concursado. Discrepancia del recurrente. Falta de agravio concreto. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones referentes a medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48 y la invocación de arbitrariedad no suple la ausencia de dicho requisito, salvo que se demuestre que el perjuicio que la decisión pueda ocasionar es de imposible reparación ulterior.  En el sub-lite no se verifica tal recaudo en tanto la decisión impugnada se limita a admitir una medida de no innovar respecto de la posible decisión del órgano fiscal de dar por decaído el plan de pago en cuotas a que se acogiera la concursada, en cuyo incumplimiento según adelanta va a incurrir por imposibilidad de pago, razón por la que pretende cancelarlo mediante la compensación con un crédito fiscal que a su vez intenta le reconozca el Estado Nacional.  Por otro lado, los agravios referidos a que la decisión sobre la medida cautelar resulta contraria a lo preceptuado por la norma federal invocada y que importa prejuzgamiento acerca de su inconstitucionalidad y de la decisión final del litigio, resultan meras especulaciones conjeturales del apelante, por cuanto la consideración del a quo sobre la verosimilitud del derecho del pretensor para obtener la cautela, dejó en claro que ello no importaba adelantar opinión sobre el resultado del proceso, consideraciones de las que surge claramente que la alzada no decidió sobre la admisibilidad, ni sobre el reconocimiento del crédito fiscal    y que deviene necesario para que la compensación pueda proceder.  Por otra parte, tampoco el fallo adelanta criterio alguno, ni podría hacerlo, por cuanto no es de su incumbencia, respecto al alcance de los recaudos que se deben cumplir para declarar el carácter de deuda del Estado Nacional, limitándose a referir como pauta de la verosimilitud del derecho las propias manifestaciones de la apelante, sobre el monto conformado de un crédito fiscal, que pudiera llegar a revestir el carácter de deuda del Estado Nacional, sujeto a la presentación que debe efectuar oportunamente la concursada conforme a la resolución 4040 de la D.G.I., respecto de la cual tampoco el tribunal adelantó opinión alguna.   Por ello, no mediando decisión final alguna sobre el alcance y aplicación de las normas federales invocadas, ni prejuzgado el tribunal sobre el posible resultado definitivo del litigio cuyo destino incierto expresamente dejo a salvo, no corresponde por carecer de interés actual, tratar los agravios relativos a la configuración de decisión contraria al derecho federal invocado, ni la citada declaración implícita de inconstitucionalidad.


    Agro Industrias Inca S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por la concursada al crédito de Dirección  General Impositiva


    A. 279, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    AFIP DGI. Fisco nacional. Exenciones impositivas. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cabe advertir que la Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa.  El restante agravio de la recurrente se dirige a cuestionar la inteligencia otorgada por la sentencia en recurso al art. 20, inc. 1) de la ley del impuesto, al sostener que debe requerirse -de las personas beneficiadas por la exención- que persigan una finalidad de bien público.  Resulta aplicable en autos aquella jurisprudencia de la Corte que establece que el recurso extraordinario es formalmente improcedente si no se han expuesto fundamentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma federal aplicada.  La única virtualidad que poseen los actos administrativos emanados de la DGI que reconocen la existencia de una situación de exención acerca de un sujeto, está referida a obligaciones de tipo formal, y a ciertas obligaciones conexas con la obligación tributaria principal, en especial la sujeción a regímenes de retención o percepción. Así, los terceros que operen con un sujeto que posee este certificado acreditativo del beneficio, ante su exhibición, están relevados del deber de efectuarle retenciones o percepciones (confr. Art. 33, del Dec.2.353/86 reglamentario de la ley del gravamen).  Frente a los supuestos de exención, y aún cuando el particular tenga expedido a su favor este certificado, ello no implica un status de indemnidad respecto de las potestades de fiscalización y verificación del organismo recaudador, sino que, por el contrario, éste las conserva de igual forma que respecto a los casos gravados y puede llegar, en ejercicio de su potestad de imposición, a liquidar el tributo, aplicando la exención. En forma correlativa, el particular debe soportar la actuación de aquél y llevar a cabo el cumplimiento de determinados deberes formales, en igual posición jurídica que si existiera la obligación sustantiva de pago.


    Cámara de Propietarios Hoteles Alojamientos c/ Dirección General Impositiva


    C. 410, XXXV, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    AFIP. Ejecución fiscal. Impuestos. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El remedio federal es formalmente admisible pues, como ha expresado la Corte, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por deuda inexistente, cuando esto resulta manifiesto de autos, circunstancia que importaría un grave menoscabo de garantías constitucionales.  Por otra parte, en el sub lite se trata de una sentencia que resulta inapelable en virtud de la reforma introducida por la ley 23.568 al artículo 92 de la ley de procedimiento tributarios y, por ende, emanada del superior tribunal de la causa.   Es menester precisar que, de acuerdo con las pautas supra indicadas, los tribunales inferiores también se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos, razón por la cual se concluye, sin dificultad que no pueden ser tenidas como sentencias válidas aquellas que omitan tratar en forma adecuada las defensas aludidas, toda vez que aquéllas han de gravitar fundamentalmente en el resultado de la causa.  Además, de acuerdo con el artículo 116 de la ley 11.683, resulta aplicable a su Titulo 1 -dentro del que se insertan los artículos 92 y cc., referidos a la ejecución fiscal- el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ordenamiento ritual que no excluye, para esta clase de procesos, la posibilidad de realizar diligencias probatorias a la par que exige, en todo caso, una resolución fundada que desestime los elementos de juicio ofrecidos.


    AFIP c/ Banco 1784 S.A. s/ Ejecución fiscal


    F. 796, XXXVI, 17 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Concursos. Tributos. Proceso de verificación. Legislación tributaria provincial. Prescripción. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Como se sostuvo recientemente en el dictamen F. 194, L. XXXIV, “Filcrosa S.A.”, que es doctrina de la Corte que “de acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos, en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos. Dentro de este contexto, cabe entender que las prerrogativas de los municipios derivan de las correspondientes a las provincias a las que pertenecen.  Asimismo, tiene declarado la Corte, no es objetable “la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108, hoy artículo 126 de la Constitución, siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña.  En este orden de ideas, resulta indiscutible que “Ios actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas”.  Sin embargo, lo que constituye el tema decidendum en el  sub judice, es la atribución de las provincias para regular sobre la prescripción liberatoria en materia de obligaciones originadas en gravámenes locales y, en ese aspecto, la Corte ha expresado, en términos claros, la vigencia de las normas de la legislación común dictada por el Congreso de la Nación, sin que puedan apartarse de lo allí dispuesto las leyes y ordenanzas locales.  En fechas más recientes la Corte ha reiterado esta doctrina al sostener que la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores corresponde a la legislación nacional, por lo que no cabe a las provincias dictar leyes incompatibles con lo que los códigos de fondo establecen al respecto, ya que, al haber delegado en la Nación la facultad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que las contradigan.  Por las razones expuestas, y de acuerdo con lo declarado por él a quo, resulta inaplicable el artículo 111 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires en cuanto ha regulado un aspecto de las obligaciones tributarias que le está vedado. De allí que, resulta aplicable el artículo 4027, inc. 3° del Código Civil, en cuanto declara que se prescriben por cinco años las obligaciones de pagar los atrasos “de todo lo que debe pagarse por años, o plazos periódicos más cortos”.  Es oportuno recordar aquí, por último, que la solución propuesta concuerda con los principios que fundan el establecimiento de un plazo de prescripción más corto para los créditos de devengamiento periódico, puesto que tiende a evitar que la desidia del acreedor ocasione al deudor trastornos en su economía, al acumularse un crecido número de cuotas al cabo del tiempo, sin que se advierta la imposibilidad de la Provincia de obrar con adecuada diligencia dentro de un plazo como el de cinco años, ya bastante prolongado, puesto que los modernos sistemas de computación pueden ser actualizados en el momento oportuno para detectar la nómina de los deudores y promover las acciones legales pertinentes en resguardo de sus intereses.


    Davio, Luis Alberto s/ Concurso preventivo c/ Incidente de revisión por Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires


    D. 721, XXXVI, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Acción de amparo. AFIP. Juicios contra el Estado. Derechos y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1326, L. XXXVI, “Cámara de Comercio, Industria y Producción el Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo".


    La Corte sostuvo enfáticamente, que el conjunto de normas relativas al cumplimiento de los deberes formales, por parte de los contribuyentes y demás responsables tributarios, "constituye el núcleo sobre el que gira todo el sistema económico y de circulación de bienes" y que la "tan mentada equidad tributaria se tornaría ilusoria de no mediar, al menos, el cumplimiento de los deberes formales establecidos en cabeza de quienes tengan responsabilidad impositiva", pues, precisamente, "resulta un hecho notorio la situación en que se encuentran aquéllos que en el ejercicio de sus actividades cumplen con los recaudos que las leyes y reglamentos les imponen, frente a otros que operan en los circuitos económicos informales y de creciente marginalidad. El cumplimiento de los extremos formales constituye (...) el instrumento que ha considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse las relaciones económicas y de mercado. En lo particular, las exigencias relativas a la emisión de facturas se establecen para garantizar la referida igualdad tributaria; desde que permiten determinar la capacidad tributaria del responsable y ejercer el debido control del circuito económico en que circulan los bienes". Esta doctrina ha sido reiterada en otros precedentes.   Resulta indudable, la estrecha vinculación que la Corte considera que existe entre el estricto acatamiento de este cúmulo de deberes de carácter formal, por un lado, y la correcta determinación y cumplimiento de las obligaciones tributarias de naturaleza sustantiva, por el otro. Es más, la Corte sostuvo que frente a los valores de solidaridad, que se traducen en el logro de legítimos recursos económicos que permitan concretar el bien común de toda una sociedad, resulta errónea una concepción de la libertad que la mantenga aislada del cumplimiento de aquellas obligaciones que atiendan al respeto de los derechos de la comunidad y de la finalidad ética que sustenta al Estado, y agregó que estos postulados se convierten de imposible cumplimiento cuando el trabajo se manifiesta aislado dentro del cuerpo social que torna posible su accionar e insensible a las necesidades generales, debido a la evasión deliberada de aquellas obligaciones sociales comunes, como son las de naturaleza tributaria.  En el sub lite, resulta aplicable la conocida doctrina de la Corte acerca de la existencia de gravedad institucional, que habilita la apertura de la vía extraordinaria del artículo 14 de la ley 48, pese a no existir sentencia definitiva, en aquellos casos donde se halla en juego la percepción de las rentas públicas, circunstancia que se erige en base indispensable para el regular funcionamiento del Estado y que hace que el otorgamiento de medidas cautelares que, en definitiva, traben ese normal flujo de fondos hacia el erario público, deba ser apreciado con particular estrictez.  Se debe destacar que  la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora y que, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión.


    Cámara de Comercio e Industria de Santiago del Estero c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    C. 1306, XXXVI, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El artículo 33 de la Ley 11.683 dispone que, con el fin de verificar oportunamente la situación impositiva de los contribuyentes y demás responsables, la AFIP podrá exigir que estos lleven libros o registros especiales de las negociaciones y operaciones propias y de terceros. Asimismo y, en lo que aquí interesa, su segundo párrafo la faculta para exigir que los responsables otorguen determinados comprobantes y conserven sus duplicados, como así también que lleven registros con los documentos que las respalden. Tales facultades se corresponden con los amplios poderes que posee el Fisco para verificar el cumplimiento que los obligados den a las leyes y demás disposiciones tributarias, contenidos en el artículo 35 de la ley de rito -en especial los incisos. b) y c)- atinentes a exigir la presentación de los libros, papeles y documentos acreditativos de las operaciones de los responsables y efectuar su consiguiente estudio.  En tal sentido, no ha de soslayarse la importancia innegable que reviste, en materia fiscal, la emisión, registro y conservación de los comprobantes y demás documentos respaldatorios de todas las operaciones, en especial las comerciales, que realizan los contribuyentes de los diversos tributos, puesto que se hallan ligadas, en forma más o menos clara, a la determinación de sus obligaciones sustantivas. Como lo ha expresado con claridad la Corte, la sujeción de los particulares a los reglamentos fiscales constituye el núcleo sobre el que gira lodo el sistema económico y de circulación de bienes, a lo que se agrega que la tan mentada equidad tributaria se tornaría ilusoria de no mediar, al menos, el cumplimiento de los deberes formales establecidos en cabeza de quienes tengan responsabilidad impositiva. Con base en el citado artículo 33 de la Ley de Procedimientos Fiscales, la AFIP ha dispuesto la forma y demás modalidades que los distintos responsables deben cumplir, en cuanto a la emisión y registro de las facturas y demás instrumentos. Así, la R.G. 4.104 tuvo por objeto sustituir el régimen de la n° 3.419, por uno más exigente y confiable, que no solamente regula la forma, modalidades, requisitos e información necesaria que ha de volcarse en cada comprobante, para dar noticia cabal de los referidos circuitos económicos y de la realización de los distintos hechos imponibles, sino también facilita y agiliza en forma relevante las tareas dirigidas a fiscalizar la situación de los responsables, pues permite obtener datos fidedignos y su tratamiento informático inmediato por parte de los funcionarios del Fisco. De esta manera estableció, en cabeza de los contribuyentes y responsables que desarrollen las actividades o realicen las operaciones allí determinadas, la obligación de utilizar únicamente el equipamiento electrónico denominado “controlador lise.” para emitir los comprobantes y demás documentos. Asimismo, aclaró que si los sujetos obligados no utilizan dicho dispositivo, se configurará un incumplimiento liso y llano de las disposiciones de la R.G. 3.419 y modificatorias, salvo los supuestos de excepción previstos. Sin perjuicio de tal obligación, ciertamente, mantuvo el deber de tener habilitado un sistema manual de emisión de comprobantes, ajustado a los requisitos y condiciones de la R.G. 3.419 pero sólo para ser utilizado excepcionalmente: cuando los controladores fiscales se encuentren inoperables o bien para documentar la anulación de instrumentos emitidos por error por medio de aquéllos. En forma concomitante, dispuso que la habilitación del sistema de controladores implica la desafectación automática y definitiva de todos los sistemas mecánicos, electromecánicos, electrónicos o computadorizados para la emisión de comprobantes. La resolución general de mentas previó también la posibilidad de que no existan controladores compatibles y homologados por la AFIP, para cubrir las especiales necesidades operativas de un contribuyente, y otorgó un plazo de 180 días hábiles administrativos, a partir de la homologación del modelo de equipo que resulte apto para tales requerimientos, para cumplir con el deber de instalarlo y utilizarlo.  Hay que recordar, como punto de partida, que todo derecho consagrado constitucionalmente no es absoluto, sino que debe actuarse de conformidad con las leyes que reglamentan su ejercicio, las cuales, a su vez, no pueden alterarlos, lo que sucede cuando sus previsiones resultan irrazonables, o sea, cuando no se adecuan al fin que requirió su establecimiento o incurren en manifiesta iniquidad. Resulta incuestionable la facultad concedida al legislador de establecer los requisitos a los que debe ajustarse una determinada actividad.  Por otra parte, como lo ha admitido la Corte, las facultades de reglamentación que confiere el artículo 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional, habilitan para establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta.  Además, tiene dicho la Corte, que la declaración de inconstitucionalidad de una norma implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico, y que es preciso poner de resalto que está a cargo, de quien invoca una irrazonabilidad, la alegación y prueba respectiva.  Es menester recordar que el debate sobre la razonabilidad de una norma no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ella contenidas y de modo alguno sobre la base de los resultados posibles de su aplicación, lo que importaría valorarla en merito a factores extraños a sus disposiciones. Sabido es que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera esta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen y que para ello es menester que precise y acredite fehacientemente el perjuicio que le origina su aplicación, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. Por otra parte, ha de recordarse que sostuvo la Corte que las normas resultan irrazonables cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad y que, en consecuencia, los jueces deben inclinarse a aceptar la legitimidad si tienen la certeza de que expresan, con fidelidad, la conciencia jurídica y moral de la comunidad. No corresponde juzgar el acierto o conveniencia del medio arbitrado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones para alcanzar el fin propuesto, pues el control de constitucionalidad que incumbe a los jueces excluye tal examen.


    Cámara de Comercio, Industria y Producción c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    C. 1326, XXXVI, 27 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción meramente declarativa. Energía eléctrica. Concesión comercial. Impuesto sobre los ingresos brutos. Admisibilidad del recurso. 


    No nos encontramos frente a la creación ex novo de una exención por medio de un reglamento sino que, por el contrario, en virtud de lo claramente dispuesto por el art. 12 de la ley 15.336, la autoridad nacional competente se limitó a constatar la ocurrencia, en los hechos, del presupuesto fáctico contemplado en la norma legal de exención, que reposa en claras facultades constitucionalmente otorgadas a la Nación.  Por ende, lejos de establecer un beneficio fiscal por decreto, en desmedro de las potestades locales, el Poder Ejecutivo Nacional ha ejercido sus competencias legalmente atribuidas para establecer una tarifa que, además, según el art. 40 y cc. de la ley 24.065, ha de ser uniforme en todo el país y, por ende, mal podría contemplar la incidencia de un tributo que está expresamente excluido por ley federal.  Por otra parte, en relación al Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, aprobado por ley de la Nación, ratificado por decreto y mediante ley local, la Corte tras indicar que el universo legislativo sobre el que actúa el Pacto Federal presenta diversos matices en lo referido a su vigencia -inmediata o subordinada a determinados efectos- y en cuanto a la materia sobre la que actúa, recordó el punto 2 del art. 1°, en cuanto establece "Derogar de inmediato los Impuestos Provinciales específicos que graven la Transferencia de Combustible, Gas, Energía Eléctrica, incluso los que recaen sobre la auto generada, y Servicios Sanitarios, excepto que se trate de transferencias destinadas a uso doméstico. Asimismo se derogarán de inmediato las que graven directa o indirectamente, a través de controles, la circulación interjurisdiccional de bienes o el uso para servicios del espacio físico, incluido el aéreo.". Y sostuvo que el Pacto, en este punto, tiene vigencia inmediata, y "elimina toda pretensión tributaria local" en el caso de la energía cuyo régimen regulan las leyes nacionales 15.116 y 24.065 y que el Pacto viene a integrar, conjuntamente con estas normas, el régimen federal de la energía.  Agregó la Corte que "al suscribirlo la provincia asumió la obligación de derogar de manera inmediata los impuestos provinciales específicos que graven la transferencia de energía eléctrica" y que, por ende "la subsistencia de los aquí impugnados entra en colisión con aquellas disposiciones, frustra el objeto y fin del tratado y deviene inconstitucional.  Por último, el Tribunal sostuvo que los impuestos automotor e inmobiliario, que incidían de forma genérica sobre la energía eléctrica en el caso de una empresa prestataria del servicio público de distribución de electricidad, resultaban asimismo en colisión con el art. 1, ap. 2) del pacto.


    Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en alta tensión Transener S.A. c/ Neuquén, Provincia de del s/ Acción declarativa


    C. 30, XXXV, 29 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    AFIP DGA. Multa aduanera. Ley aduanera. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El remedio interpuesto resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la interpretación que corresponde atribuir a normas de carácter federal y la sentencia del tribunal superior de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente fundó en ellas.  El artículo 959 inc. c) del código aduanero establece que no será sancionado el que hubiere presentado una declaración inexacta, siempre que mediare una diferencia en la cantidad de mercadería de una misma posición arancelaria que no excediese del 2% sobre la unidad de medida que correspondiere a la misma. No distingue si la diferencia es por sobrante o por faltante. Pero, el precepto autoriza a que la reglamentación aumente ese porcentaje en atención a la naturaleza de la mercadería de que se trate.  En este sentido, el artículo 97 del decreto n° 1001/82, reglamentario de la ley aduanera, determinó que, cuando se tratare de mercadería sólida, líquida o gaseosa que, en razón de sus condiciones intrínsecas o por circunstancias extrínsecas, fuere susceptible de aumentar o disminuir su cantidad, se admitirá hasta un 4% de diferencia sobre la base de la unidad de medida. No estableció distinción alguna en cuanto a que la diferencia fuera en más o en menos.  Es del caso recordar, como reiteradamente sostuviera la Corte, que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para ello es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador sino aplicar la norma como la concibió y que, en tanto la norma no haga distingos, no cabe al intérprete hacerlos.


    Nidera S.A. (TF 9533 A) c/ Dirección General de Aduanas


    N. 33, XXXVII, 24 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Casa Andes S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    C. 633, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Corralón El Gigante S.R.L. C/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    C. 242, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Firenze S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    F. 141, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    García, Federico c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    G. 224, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Miguel Segura S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    M. 239, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Videgain, Etelvina s/ Interpone recurso de apelación c/ Resolución Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    V. 154, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    AFIP. Multa. Clausura del establecimiento. Fisco nacional. Monotributista. Contribuyentes. Admisibilidad del recurso. 


    La ley 24.977 instituyó, en el orden tributario nacional, el denominado “Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes" o "'monotributo", consistente en un mecanismo fiscal integrado, en relación a los impuestos a las Ganancias y al Valor Agregado y, también, al sistema nacional de seguridad social, para los pequeños contribuyentes allí definidos (conf. art. 1 del anexo de la ley). Su finalidad, destacada por el Legislador, fue insertar en el sistema tributario a estos contribuyentes, quienes, de lo contrario, debían tributar cada uno de los gravámenes indicados, en forma separada, soportando una presión impositiva mayor.  Dentro de la mecánica establecida, dicha ley prevé un conjunto de obligaciones -tanto sustanciales como formales- para aquellos que se encuadren en sus preceptos y de sanciones particulares para quienes los infrinjan.  En lo que interesa al sub examine, cabe poner de relieve que, entre los deberes formales específicos para los monotributistas, el art. 21, ubicado en el Título II, Capítulo X preceptúa que los contribuyentes del Régimen Simplificado “deberán exhibir en sus establecimientos, en lugar visible al público, los siguientes elementos: a) Placa indicativa de su condición de pequeño contribuyente y de la categoría en la cual se encuentra inscripto b) Comprobante de pago perteneciente al último mes del Régimen Simplificado ".  Estas cargas, como ocurre en general con el resto de los deberes formales establecidos en las leyes impositivas, tienden a resguardar las facultades de inspección y verificación que posee el Fisco. La Corte ha destacado, con énfasis, que el cumplimiento de los deberes formales fijados por las normas tributarias constituye el instrumento que ha considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse las relaciones económicas y de mercado, erradicar circuitos marginales de circulación de bienes y permitir el ejercicio de una adecuada actividad fiscalizadora.  En este orden de ideas, parece claro que los deberes impuestos por el art. 21 del Régimen Simplificado tienen por finalidad facilitar el control del cumplimiento de las obligaciones tributarias de los responsables por parte de la Administración y que sus agentes, al inspeccionar a un contribuyente, puedan tener un conocimiento expedito y rápido de su situación impositiva, es decir, tanto de su inscripción y categorización en el monotributo como, asimismo, constatar si se hallan al día con el pago del gravamen o no.  Con dicho fin, el art, 22 del Régimen Simplificado, en su primer párrafo, sujeta a los contribuyentes a las disposiciones de la ley 11.683 -con las particularidades que en él se detallan- en cuanto a las normas de procedimiento aplicables como también en relación a las medidas precautorias y a las sanciones.  Interesa puntualizar aquí, sobre el aspecto represivo tendiente a resguardar el bien jurídico constituido por las ya mentadas facultades de fiscalización y verificación, que el inc. b), ap. II, del citado art. 22 del Régimen Simplificado, dispone que las sanciones establecidas en el art. 40 de la ley de rito fiscal serán aplicables a los pequeños contribuyentes cuando incurran en alguno de los hechos u omisiones previstos en éste o bien cuando -y señala entre otros supuestos: no exhibiere en el lugar visible que determine la reglamentación, la placa indicativa de su condición de pequeño contribuyente en la que conste la categoría en la cual se encuentra inscripto o la constancia de pago del Régimen Simplificado (RS) correspondiente al último mes".  Contrariamente a lo postulado por el a quo, el sentido de la conjunción disyuntiva "o" en este párrafo II transcripto es claro y bastará con que se omita mostrar en lugar visible una de las dos constancias requeridas, para que la infracción formal se configure, al menos desde un punto de vista objetivo. En otros términos, que corresponde la sanción de clausura y multa del art. 40 de la ley 11.683, tanto para la falta de exhibición de la constancia acreditativa de la condición de monotributista, como para la del comprobante de pago del último mes.  No puede argüirse, como lo pretende la Cámara, que es suficiente exponer a la vista de la fiscalización uno de los dos instrumentos mencionados para cumplir con el deber formal ya que, como quedó dicho, el art. 21 del Régimen Simplificado pone en cabeza de los pequeños contribuyentes la obligación de exhibir ambos elementos, en forma conjunta. Por lo tanto, si sólo se enseñara uno de éstos, no se estaría cumpliendo íntegramente con dicha encomienda.  Hay que recordar que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley, así como que los jueces no deben sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió, para todo lo cual se deben computar la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando, como verdadero, el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.


    Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y multa


    T. 407, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Clausura judicial. Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Brodsky, Gustavo en representación de Manolo S.R.L. s/ Apelación clausura


    B. 817, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Catrogiovani, Héctor s/ Apelación de clausura


    C. 930, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Deximar S.A. s/ Apelación clausura


    D. 430, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Luna, Pablo Basilio c/ Apelación clausura


    L. 479, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Valmag S.R.L. s/ Apelación clausura


    V. 302, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Zárate, Nora Teresita y Zárate, Graciela s/ Apelación clausura


    Z. 92, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Alparamis S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    A. 781, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Compañía General de Comercio e Industria S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 725, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Norwalk S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    N. 91, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Declaración de mercaderías. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La claridad de las normas en juego impone apegarse al principio conforme el cual la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de su texto si no media debate y declaración de inconstitucionalidad, ya que la exégesis de la norma, aun con el fin de adecuación a principios y garantías constitucionales, debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu.  Así, ha sostenido el Tribunal que el bien jurídico tutelado mediante el art. 954 del Código Aduanero es el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería que es objeto de una operación o destinación de Aduana, al entender que, en la confiabilidad de lo declarado mediante las correspondientes documentaciones, reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan. Y, más recientemente, dijo que la función primordial del organismo aduanero consiste en ejercer el control sobre el tráfico internacional de mercaderías, para lo cual no puede resultar indiferente la fiscalización de la correspondencia entre los importes emergentes de las declaraciones comprometidas por quienes actúan en dicho ámbito y los atribuibles a las operaciones efectivamente realizadas.  Agregó que el inc. c), ap. 1° del art. 954 de la ley 22.415 debe ser apreciado desde esa amplia perspectiva, que se vincula y guarda coherencia con el ejercicio del poder de policía del Estado.  El aludido artículo, en su primer apartado, sanciona a quien efectuare ante el servicio aduanero "una declaración que difiera con lo que resultare de la comprobación y que, en caso de pasar inadvertida, produjere o hubiere podido producir: …  e) el ingreso o el egreso desde o hacia el exterior de un importe pagado o por pagar distinto del que efectivamente correspondiere”, con una multa de 1 a 5 veces el importe de la diferencia.  Por su parte, el art. 956, inc. c), establece que la presentación del manifiesto general de la carga equivale a efectuar una declaración relativa a lo expresado en él. Constituye así, a una presentación destinada a fijar los alcances de expresiones y elementos utilizados en la descripción del tipo infraccional del art. 954 del mismo cuerpo legal. De acuerdo con la Exposición de Motivos, el fin de la norma es que las inexactitudes que se conectan respecto de la mercadería involucrada en los documentos descriptos en el inc. c) del art. 956, queden incluidas en la infracción tipificada por el art. 954.  En este orden de ideas, yerra el a quo al sostener que no se aprecia la vinculación entre un manifiesto de carga inexacto, por una parte, y la posibilidad de que se produjere o hubiese podido producir un egreso hacia el exterior -al tratarse de una importación- de una suma pagada o por pagar distinta de la que efectivamente correspondiere.  Efectivamente, como lo ha sostenido el Tribunal, las diferencias entre el contenido del manifiesto general de la carga y el resultado de la comprobación efectuada por la autoridad aduanera, que no hubiesen sido justificadas por alguno de los modos establecidos por el Código y su reglamentación, dan lugar a las sanciones previstas en el art. 954, habida cuenta de que la presentación del manifiesto de la carga como declaración de los efectos que se encuentran a bordo para su descarga, es sin duda el antecedente necesario de esta operación. Y asimismo, tal como la Corte lo estableció al considerar la ley 22.415 como importada, a toda mercadería que ya ha traspasado la línea demarcatoria del territorio aduanero -aspecto que la operatoria de descarga presupone-, no cabe sino atribuir al acto de que se trata la condición de haber sido efectuado para cumplir una operación de importación, sin que ello implique prejuzgar sobre la desestimación aduanera que posteriormente le pudiere ser asignada.


    Agencia Marítima Río Paraná S.A. (TF 9495-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 1030, XXXVI, 31 de mayo de 2001


    Ver dictamen


    Delitos aduaneros. Contrabando. AFIP DGA. Interrupción de la prescripción. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso es procedente desde que no se trata en el sub lite de discernir la inteligencia de normas relativas al instituto de la prescripción, sino de establecer las reglas aplicables al caso con base en el criterio que se adopte respecto de una cuestión anterior, implícita en la controversia, cual es la relativa a la naturaleza jurídica de la figura con la que se calificó el hecho de autos y de las sanciones cuya imposición la ley confía al juez penal y al órgano administrativo aduanero.  La Corte expresó que el contrabando y sus tipos subordinados no poseían una doble naturaleza delictiva e infraccional sino que revestían sólo la calidad de delitos y, acorde con ello, concluyó que la atribución de competencia a la Aduana para la aplicación de las sanciones previstas en el del artículo 191, apartado 1°, incisos a, b, c, f y g de la Ley de Aduanas no respondía a la jurisdicción de ese organismo en cuestiones de infracciones aduaneras sino a la facultad administrativa que la ley le otorga para imponer ciertas consecuencias accesorias a la condena penal. Asimismo, como corolario de la interpretación que realizó sobre la naturaleza y alcance de la facultad conferida por la ley al órgano administrativo para la imposición de esas sanciones, la Corte concluyó que la Administración Nacional de Aduanas no se hallaba habilitada para aplicarlas,  hasta tanto recayera sentencia definitiva en la causa penal por contrabando.  En sentido concordante, cabe también destacar que de acuerdo con el artículo 1121 del Código Aduanero el único aspecto en que el régimen de las infracciones resulta aplicable al caso es el relativo al procedimiento que debe seguir la aduana para imponer las sanciones accesorias a la condena penal.   Por otra parte, la aplicación del artículo 890 del Código Aduanero resulta conducente para la solución del pleito.  Asimismo y aún cuando la interpretación y aplicación de lo dispuesto por el artículo 67 del Código Penal sea una cuestión de hecho, prueba y derecho común, que deberá por tanto analizar el tribunal de la causa, no se puede dejar de señalar con referencia a la relación directa que debe existir entre la cuestión federal y el resultado del juicio que la tesis del recurrente acerca de la suspensión ministerio legis del curso de la prescripción derivada de esa norma presenta, en principio, virtualidad para modificar la decisión del litigio.


    M., Carlos Isaac por apelación demanda c/ A.N.A.


    M. 721, XXXV, 10 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    DGI. Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Farmacia Sindical de la Carne s/ Interpone recurso de apelación c/ Resolución Dirección General Impositiva en Expediente S/R279/163-C/99


    F. 191, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Los Gallegos S.A. s/ Apelación Dirección General Impositiva


    L. 415, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Pérez, Néstor José s/ Apela resolución Dirección General Impositiva


    P. 518, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Triunfadores S.A. s/ Apela resolución Dirección General Impositiva


    T. 163, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. IVA. Sistema único de la seguridad social. Renta pública. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Plan de pagos. Declaración de inconstitucionalidad. Derecho de propiedad. Confiscatoriedad. División de poderes. Facultades del juez. Igualdad tributaria. Rechazo parcial de la demanda. 


    En cuanto al fondo del presente juicio de apremio, el remedio federal es formalmente admisible pues, como ha expresado la Corte, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, dada la manera en que ha sido resuelto el sub lite, el Fisco Nacional no podría iniciar un nuevo juicio mediante el trámite previsto en el art. 92 de la ley de rito fiscal, lo cual, por otro lado, configura una cuestión que excede el interés individual de las partes y afecta al de la comunidad en razón de que lo resuelto podría importar un entorpecimiento en la percepción de la renta pública. Asimismo, la sentencia ha sido dictada por el superior tribunal de la causa ya que, en virtud de la reforma introducida por la ley 23.658 al art. 92 de la ley de rito fiscal, aquélla no es apelable.  Además, el fallo resulta descalificable con arreglo a la doctrina elaborada por la Corte en torno a la arbitrariedad de sentencias, puesto que, al momento de decidir lo atinente al reclamo efectuado por el Fisco Nacional en vía de apremio, el a quo se ha apartado de las constancias obrantes en la causa.  En relación al tratamiento del agravio del fisco vinculado con la declaración de inconstitucionalidad de la atribución introducida por la ley 25.239 para decretar medidas cautelares sobre el patrimonio de los ejecutados, la referida potestad es independiente de las contingencias y desarrollo procesal del juicio ejecutivo en el cual se ejerce y, de esta manera, lo que se decida a su respecto puede configurar un agravio en sí mismo para alguna de las partes.  Además, el allanamiento realizado por la ejecutada, fue respecto del monto reclamado en concepto de deuda de la seguridad social, sin que de él, ni de las demás normas del Decreto 93/00, pueda colegirse que implicó abdicar también de toda defensa vinculada, no directamente con la existencia y causa de la obligación reconocida, sino con la admisión de cualquier modo de hacerla efectiva o de cualquier medida procesal precautoria dirigida a asegurar su cobro.  Corrobora esta inteligencia lo dispuesto por el art. 307 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su segundo párrafo, en cuanto a que el allanamiento del demandado a las pretensiones obliga al juez a dictar sentencia conforme a derecho, "pero que si estuviere comprometido el orden público, el allanamiento carecerá de efectos y continuará el proceso según su estado”, norma que resulta aplicable al sub examine, toda vez que, al existir un supuesto, de violación de la división de poderes en el gobierno de la República, es indudable que existe en autos un compromiso para el orden público.  Por otro lado, si bien tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan, como principio, el otorgamiento del recurso extraordinario, tal doctrina no es aplicable a lo decidido aquí, toda vez que no se trata de un recurso extraordinario dirigido contra una decisión judicial que haya rechazado una medida cautelar, sino que se cuestiona la declaración de inconstitucionalidad de la norma que autoriza al organismo recaudador a disponerla, de tal forma que no podría volver a ejercitar las referidas potestades respecto de la deuda en disputa, ya que el Juzgador le ha privado de ellas, extremo que, evidencia el carácter definitivo del agravio.  Acerca del agravio fundado en la declaración de inconstitucionalidad de la ley 25.239, que introdujo diversas modificaciones en la ley de rito fiscal,  cabe advertir que facultó a la AFIP en el art. 92, párrafos 9°, 10 y 11, a decretar y trabar, por sí, medidas cautelares precautorias sobre bienes del responsable ejecutado: embargos de cuentas bancarias, fondos y valores depositados en entidades financieras, o de bienes de cualquier tipo y naturaleza, inhibición general de bienes y otras medidas que tiendan a garantizar el recupero de la deuda.   Como mecanismo para su traba, preceptúa que la medida es decretada directamente por el agente fiscal y que se tramitará por un simple oficio expedido por éste, con el mismo valor que una requisitoria emanada de una orden judicial, pudiendo utilizar todos los sistemas o medios informáticos a su alcance para así proceder. Por lo que la sentencia debe ser mantenida en este punto.   Es terminante el art. 17 de la Ley Suprema, cuando establece: "La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley". Y no menos rotundo es el art. 14, cuando señala que se reconoce a aquéllos el derecho de "usar y disponer" de su propiedad, facultades ambas que el precepto legal bajo cuestión permite que sean afectadas por otro Poder del Estado, en contraposición flagrante al claro texto de la norma superior de nuestro ordenamiento.  Tiene dicho la Corte, en conocida doctrina, que "El término propiedad, cuando se emplea en los arts. 14 y 17 de la Constitución o en otras disposiciones de ese estatuto comprende como lo ha dicho esta Corte, “todos los intereses apreciables que un hombre puede poseer, fuera de sí mismo, fuera de su vida y de su libertad”. Todo derecho que tenga un valor reconocido como tal por la ley, sea que se origine en las relaciones de derecho privado, sea que nazca de actos administrativos, a condición de que su titular disponga de una acción contra cualquiera que intente interrumpirlo en su goce así sea el Estado mismo, integra el concepto constitucional de propiedad". Y también que la tutela que el Estado constitucional hace de la propiedad no se limita a una garantía formal, sino que tiende a impedir que se prive de contenido real a este derecho.  Es indiscutible que las medidas cautelares, cualesquiera sean, afectan concretamente el derecho de propiedad del individuo, por su propia naturaleza, ya que si bien no importan una ablación en su patrimonio, su función es, precisamente, limitar de manera efectiva otros atributos no menos importantes de ese derecho, cuales son los de usar y disponer de él, con una función de garantía. Para el caso, la afectación producida en la esfera del derecho de propiedad individual resulta palmariamente inconstitucional, ya que la cautela se ha decretado sobre el patrimonio de la ejecutada sin que exista una sentencia emanada de un juez competente, tal como lo exige sin excepción alguna el art. 17 de la Carta Magna. En virtud de esta norma, para poder acceder y afectar la esfera garantizada por el derecho de propiedad individual de los habitantes de nuestro suelo, resulta insoslayable la existencia de una decisión judicial sobre el punto.  La facultad concedida por el Legislador a la AFIP implica, es una invasión de las atribuciones propias de otro Poder del Estado, que deriva, así, en una violación inadmisible del principio de división de funciones.  Es cierto que no incumbe a los jueces, en el ejercicio regular de sus atribuciones, sustituir a los demás poderes del Estado en las funciones que les son propias, sobre todo cuando la misión más delicada de la Justicia es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar los cometidos que corresponden a los otros poderes.  Pero no lo es menos que la mentada doctrina de la división de los poderes o de la separación de las funciones, especialmente en las sociedades modernas, halla su causa y finalidad en la especialización que pide el cumplido ejercicio de las diversas tareas que deben satisfacer los Estados, y la distribución de dichas funciones en órganos, cuya integración personal y medios instrumentales está pensada con arreglo a la especificidad de aquéllas, es prenda de un mejor acierto de sus proyectos y realizaciones.  Es doctrina del Tribunal, expresada en el conocido precedente de Fallos: 247:646, considerando 21°, que el principio de división de poderes puede y, sin duda, precisa ser adecuado a las necesidades de la vida contemporánea, en la medida en que lo toleren la generalidad y la sabiduría de las normas constitucionales, prescriptas para regir indefinidamente en el tiempo, pero que una cosa es la adecuación de él y otra la patente violación de su esencia. Y que el desposeimiento de atribuciones en perjuicio del Poder Judicial no puede ser convalidado ya que, admitir su legitimidad, importaría tanto como autorizar la supresión o, cuando menos, la omisión del aludido principio, sin cuya vigencia la forma republicana de gobierno queda sin base que la sustente y, en consecuencia, las funciones estatales resultan potencialmente desquiciadas con el consiguiente desamparo de las libertades humanas.  La Constitución Nacional, ha establecido, esta distribución de funciones, en cuanto en su art. 109, veda terminantemente, la asunción de funciones judiciales por parte del órgano ejecutivo, sea para las causas pendientes o las ya fenecidas. Ya desde el precedente de Fallos: 190:142, la Corte sostuvo que el ejercicio de funciones judiciales, en contravención del art. 95 de la Constitución Nacional, afecta un pilar básico del sistema político adoptado, según cl cual el Poder Judicial como una de las ramas del gobierno, sólo puede ser desempeñado por los jueces nombrados en la forma señalada por la Constitución y por las leyes e investidos de la potestad de juzgar, con independencia de los otros dos poderes que lo integran.  Si bien es cierto, que en la especie se trata de medidas cautelares que, por su esencia, no implican una decisión sobre el fondo de la disputa, no es menos cierto que éstas tienen establecidos ciertos requisitos específicos para ser decretadas, extremos cuya ocurrencia debe ser examinada cuidadosamente por un magistrado judicial, aunque se trate de un marco cognoscitivo restringido. Lo contrario implicaría poner la decisión al respecto en cabeza del Fisco, que actuaría como juez y parte, carente de imparcialidad, en contra de los más elementales fundamentos del principio de tutela judicial efectiva que garantiza de manera implícita el art. 18 de la Constitución Nacional, como también, en forma coincidente, los Pactos Internacionales incorporados con tal jerarquía por el inc. 22 de su art. 75, según doctrina de Fallos: 312:2021, cons. 11. Esta intervención preventiva de los jueces supone la actuación de un órgano rodeado de las máximas garantías constitucionales que resguardan su independencia respecto de los otros poderes del Estado, que resulta ajeno a los intereses en disputa y que toma sus decisiones observando el derecho de defensa en juicio de los involucrados.  Al mismo tiempo, ese carácter de juez y parte que la norma otorga a la AFIP, afecta sustantivamente una de las emanaciones del principio de igualdad en materia tributaria, reconocido en el art. 16 de la Carta Magna. En efecto, la relación tributaria entre el Estado y el contribuyente ha devenido en un vínculo de carácter jurídico, abandonando el viejo esquema medieval de la relación de poder, una vez que al primero de aquéllos se le ha reconocido supremacía sólo al momento de dictar la ley. Emanada la norma y nacida, en consecuencia, la obligación tributaria, los sujetos activos y pasivos de dicha relación están en un plano de igualdad jurídica.   Lo pretendido por la actual redacción del art. 92 de la Ley 11.683 implica un inaceptable retroceso hacia la relación tributaría como un vínculo de poder, que posterga al contribuyente a una condición de súbdito cuando, como consecuencia del art. 16 de la Ley Fundamental, tanto el contribuyente como el Fisco se encuentran sometidos a la Constitución y a la ley, sin supremacías ni sumisiones, donde las eventuales controversias deben ser dirimidas por un órgano independiente e imparcial, esto es, la magistratura judicial.  La Ley 11.683, con la reforma de su similar N° 25.239, permite al Poder Ejecutivo, actuando en calidad de parte, no sólo utilizar sus potestades para verificar cumplimiento que los responsables hagan de sus obligaciones tributarias, fiscalizar la situación de los sujetos pasivos, impugnar sus declaraciones juradas e intimar el pago y, en definitiva, para emanar los títulos ejecutivos, sino que hasta se le otorga la potestad de dilucidar las condiciones para dictar medidas cautelares, relegando al juez de la causa a un papel subordinado y pasivo.  En conclusión, los propósitos perseguidos por el Legislador en cuanto al aseguramiento y recaudación pronta de las rentas públicas no pueden excusar tal flagrante violación a las garantías institucionales. No escapa, a esta Procuración General, que es impostergable recrear una cultura financiera en el pueblo, donde todos concurran en la medida en que la ley equitativamente lo exija a soportar los gastos públicos que el Congreso Nacional haya establecido, como herramienta insustituible para superar, de una vez, la recurrente crisis que amenaza y diluye nuestro futuro como país, en la inteligencia de que sin Tesoro no hay Nación posible. Sin embargo, ello no significa que se consienta que, en la consecución de esos recursos, se puedan estructurar procedimientos irregulares y mecanismos que resulten vejatorios de las garantías fijadas por nuestra Carta Magna. Además, si bajo el pretexto de acelerar la recaudación en vía de apremio, se pretende consumar violaciones a la Norma Fundamental, los cuestionamientos que los afectados realicen ante los jueces del país harán que se demore aún más la resolución de las causas pendientes.   La declaración de inconstitucionalidad constituye la última ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía y, en tal sentido, el juzgador debe apartarse de tal precepto y dejarlo de aplicar, a fin de asegurar la primacía de la Ley Fundamental, como medio de afianzar la justicia que está encargado de administrar. No empece a ello, el argumento del Fisco en cuanto a que si bien la medida fue dispuesta por él, no fue efectivamente trabada, pues esto constituye una mera contingencia y, además, lo relevante en el punto está centrado en dilucidar quién es, en verdad, el Único Órgano estatal que, constitucionalmente, puede disponer tales arbitrios sobre la propiedad de los particulares.  Es por ello que, debe ser confirmada la sentencia del a quo en este punto y, por ende, declarada la inconstitucionalidad de los arts. 92, 107 y cc. de la ley de rito fiscal, en cuanto facultan la AFIP para trabar, sin orden judicial, cualquier tipo de medida cautelar sobre el patrimonio de los contribuyentes y demás responsables.


    Consorcio Forestal Andina por Ejecución fiscal


    A. 413, XXXVII, 12 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Fisco nacional. Multa. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Aduco, Isidro Oscar s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    A. 12, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Barcos, Laura Analía s/ Apelación Clausura y Multa


    B. 26, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Bauza, Ángel Bernardo s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    B. 152, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Boudot, Horacio s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    B. 25, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Febre, Alberto Martin s/ Clausura y Multa


    F. 14, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Ferrari, María Luz s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    F. 133, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    González, Analía Fabiana s/ Apelación Clausura y multa


    G. 1076, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Inda de Di Falco, Ema s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    I. 16, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Martegani Betancur, Carlos Américo s/ Apelación Clausura y multa


    M. 70, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Méndez, Diego Hernan s/ Apelación, Clausura y Multa


    M. 1256, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Paul, Agustín s/ Apelación Clausura y Multa


    P. 887, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Polonsky, Berta s/ Apelación clausura y multa


    P. 896, XXXVI, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Sittner, María Cristina s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    S. 13, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Salazar, María de los Ángeles s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    S. 94, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa T. 407, L.XXXVI,  "Toso, Gabriel Armando s/ Apelación clausura y Multa".


    Scevola, Miguel Ángel s/ Apela Resolución Dirección General Impositiva


    S. 182, XXXVII, 12 de julio de 2001


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. Perito contador. AFIP. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que, como principio general, las cuestiones referidas a los honorarios regulados en instancias ordinarias, la determinación del interés comprometido y las bases consideradas para su fijación, así como la interpretación y aplicación de normas arancelarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común, son materia extraña al recurso extraordinario. Sin embargo, cabe la posibilidad de hacer excepción a tal regla, cuando lo decidido a su respecto es encuadrable en los supuestos de sentencias arbitrarias.  Le asiste razón a la recurrente cuando sostiene que la sentencia no es una derivación razonada de la normativa aplicable, ya que se aparta de lo preceptuado por la ley arancelaria y de la doctrina de la Corte.  En efecto, en el precedente de Fallos: 318:213, la Corte determinó que el decisorio allí apelado, en cuanto al punto de partida de los intereses devengados por honorarios, resultaba arbitrario por no seguir el principio establecido en el artículo 622 del Código Civil y en el artículo 61 de la ley N° 21.839 de aranceles profesionales. Dijo la Corte, en esa oportunidad, que, en función de la finalidad resarcitoria que poseen los intereses, ellos tienen como presupuesto la mora del deudor y sólo se devengan a partir del momento en que se configura dicha situación de retardo.  Por último, resta aclarar que, si bien el estipendio del perito contador se rige por las previsiones del decreto ley n° 16.638/57, esta norma prevé que las cuestiones profesionales derivadas de actuaciones judiciales no previstas en ella expresamente, serán resueltas por aplicación analógica de las disposiciones del régimen de honorarios de abogados o procuradores, normado en la ley 21.839.


    Pluspetrol S.A. c/ Estado Nacional (DGI) s/ Dirección General Impositiva


    P. 673, XXXV, 18 de octubre de 2001


    Ver dictamen


    Multa. Clausura judicial. Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Balbi, José Antonio s/ Apelación de multa y clausura


    B. 603, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Esso SAPA s/  Apelación multa y clausura


    E. 94, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Esso SAPA s/ Apelación de Multa y Clausura


    E. 105, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Graciani, Ramón s/ Apelación clausura y multa


    G. 965, XXXVI, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Martini, Berta Ana s/ Apelación de multa y clausura


    M. 304, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.   Resulta, de las constancias del sub lite, que la infracción imputada, consiste en la falta de emisión de facturas en las formas y condiciones establecidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos, cuya inobservancia, por su naturaleza, no podría ser subsanada con posterioridad, dada la evidente imposibilidad de retrotraer la operatoria.


    Ludin, Viviana Sandra s/ Apelación de multa y clausura


    L. 303, XXXVII, 21 de diciembre de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Derechos Humanos


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Conviviente. Beneficios previsionales. Derecho al beneficio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aún cuando es facultad privativa de los jueces valorar las respuestas de los testigos y, por ende, desechar las que consideran irrelevantes, en el caso de autos exorbitaron tal prerrogativa, razón por la cual su actuar se muestra en colisión con lo prescripto por el artículo 386 del Código Procesal Civil y Comercial da la Nación, circunstancia que en este tipo de contiendas, por si sola, conlleva la descalificación del decisorio.  Sin perjuicio de ello, los jueces hicieron también hincapié en el hecho de que la actora no aportó pruebas documentales de las que se mencionan en el decreto 166/89, reglamentario de la ley 23.570, cuando en realidad, tampoco examinaron o lo hicieron someramente otros documentos que se aportarán y cuyo estudio debieron encarar indefectiblemente dado que, del contenido de la citada norma, la enumeración que ella establece no es taxativa. Cabe, entonces, señalar que las afirmaciones que en este aspecto del decisorio expresaron para fundamentar el criterio que sostuvieron, también, se muestra en colisión con el artículo 386 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Queda agregar que la interesada vio frustrada su posibilidad de acceder a un derecho de raigambre constitucional por un decisorio que carece del fundamento exigible a esta clase de actos.


    Gómez, María Elena c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del ejército)


    G. 544, XXXV, 08 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Recurso de inaplicabilidad de la ley. Discrepancia del recurrente. Desestimación del recurso. 


    En casos en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, esa Corte Suprema ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse como "particularmente restrictiva".  No cabe considerar que se configure una violación a la garantía constitucional de la defensa en juicio, o se haya violado su derecho de propiedad sin sentencia fundada en ley, si el procedimiento judicial ha observado la facultad de accionar y contradecir, de alegar y probar en apoyo de los derechos invocados, y también la expectativa de obtener un procedimiento resolutorio acorde con las constancias procesales y el derecho vigente. Ello, al margen de la coincidencia o no que puedan tener las partes con la solución final de las cuestiones debatidas, cuyo resultado guarda relación con los propios actos y conductas procesales del quejoso.  La doctrina de las sentencias arbitrarias exige -para el andamiento de la tacha- la existencia de graves falencias e irregularidades de los resolutivos atacados. Estas deficiencias de las sentencias arbitrarias producen una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que deciden o deben decidir, implicando por ello –y al no contar con respaldo fáctico o jurídico- la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio y del debido proceso, e indirectamente la de propiedad. Sólo concurre el requisito de "relación directa e inmediata" cuando la resolución que deba acordarse dependa, necesariamente, de la interpretación que se asigne a las cláusulas constitucionales.  Tiene decidido esa Corte Suprema que no bastan las meras invocaciones formuladas por el recurrente. Así, ha expresado que la sola invocación de preceptos constitucionales no basta para la viabilidad del recurso extraordinario, si el agravio del apelante se ha fundado directamente en la violación de la ley de derecho común, y sólo indirectamente en el texto constitucional. De otro modo la jurisdicción de la Corte sería ilimitada, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución, aunque esté directa e inmediatamente regido por el derecho común.   Tiene expresado también el Tribunal que tampoco concurre el requisito relativo a la relación directa e inmediata cuando la resolución impugnada tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común o local o en cuestiones de hecho y prueba que resultan suficientes para la solución integral del caso. La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir al criterio de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso, o una absoluta carencia de fundamentación.  Por último, los argumentos de la sentencia apelada, además de no estar adecuadamente controvertidos por el recurrente, acuerdan suficiente sustento a la resolución impugnada, que no resulta así descalificable en los términos de la doctrina que venimos analizando.


    Costa Perktold, Ana María c/ Fernández, Robustiano y otros s/ Cumplimiento de contrato compra venta – simulación – embargo preventivo


    C. 668, XXXVI, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Amparo. Expendio de medicamentos. Anticoncepción hormonal de emergencia. Métodos abortivos. Derecho a la vida. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Gravedad institucional. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las sentencias que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, no tienen carácter definitivo. Sin embargo, tal principio no es absoluto y admite excepciones cuando lo decidido causa un agravio de imposible o muy dificultosa reparación ulterior, categoría en la que la Corte incluyó, entre otros, a los pronunciamientos que ponían en juego derechos de naturaleza alimentaria, o cuando resultaba verosímil el corte en el suministro de un servicio esencial.  Se configura un supuesto excepcional que permite habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48, cuando, aunque la decisión del a quo formalmente no impediría iniciar una acción ordinaria para dilucidar las cuestiones discutidas, a fin de evitar la frustración de una garantía constitucional, por la posibilidad cierta de afectación del derecho esencial a la vida que podría ocasionar el fallo recurrido hasta tanto aquélla se resuelva, se impone flexibilizar el cumplimiento del aludido requisito. Máxime, cuando sería aplicable la doctrina de la Corte en materia de gravedad institucional. En efecto, “el Tribunal ha reconocido que, en su función de intérprete y salvaguardia último de las disposiciones de la Constitución Nacional, de cuya efectividad y vigencia depende una adecuada convivencia social, es pertinente en ocasiones de gravedad obviar ápices formales que obstarían al ejercicio de tal elevada función".  El a quo desestimó la acción de amparo por considerar que la resolución del tema debatido exigía mayor amplitud de debate y prueba y descalificó la rendida en el expediente, por entender que resultaba escasa, tal decisión importa un criterio en extremo formalista, que atenta contra la efectiva protección de los derechos que aquel instituto busca asegurar.  En efecto, el a quo, so pretexto de necesitar amplitud de debate, evitó pronunciarse sobre el tema sujeto a revisión y cumplir con la función específica del Poder Judicial. Del mismo modo, el fallo apelado carece de sustento para ser considerado como acto jurisdiccional válido y debe ser revocado, en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.  Por otra parte, si bien en principio, la apreciación de las piezas probatorias es función reservada a los jueces de la causa y el amparo no tiene por fin reemplazar a los medios ordinarios para la solución de controversias, en ciertos casos,  por la trascendencia de los derechos comprometidos, es necesario evitar decisiones que con excesivo rigor formal, desatiendan la pronta resolución de asuntos que pueden afectar al derecho a la vida, cuya defensa es misión ineludible de todos los poderes de la República.


    Portal de Belén Asociación Civil sin fines de lucro c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación s/ Amparo


    P. 709, XXXVI, 24 de abril de 2001


    Ver dictamen


     


    Desaparecidos. Reparación económica para familiares de desaparecidos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El sub examine está aprehendido en la disposición del art. 2° de la Ley 24.411, ya que la muerte fue consecuencia del accionar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad.  La ley, a efectos de otorgar los beneficios que prevé, sólo exige que el accionar de aquellas fuerzas haya ocasionado la muerte de un ciudadano, sin distinguir entre conducta legitima o ilegitima, directa o indirecta.


    De Paz, Josefa Matilde de la Asunción c/ Ministerio del Interior - Artículo 6° Ley 24.411


    D. 770, XXXVI, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible pues, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la Ley 48.  Por último es jurisprudencia constante del Tribunal que las objeciones vinculadas con los argumentos fácticos del fallo sólo traducen la discrepancia del recurrente con lo expresado por la Cámara sobre la base de fundamentos de hecho y prueba que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentar lo resuelto y excluir la descalificación de la sentencia.


    Juárez de Suárez, María Alejandra c/ Ministerio del Interior - Artículo 6 Ley 24.411


    J. 23, XXXVI, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    El remedio federal es formalmente inadmisible, pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la Ley 48.  Al respecto, es jurisprudencia constante del Tribunal que las objeciones vinculadas con los argumentos fácticos del fallo sólo traducen la discrepancia del recurrente con lo expresado por la Cámara sobre la base de fundamentos de hecho y prueba que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentar y excluir la descalificación de la sentencia.


    Di Paolo, Patricia A. y otros c/ Ministerio del Interior – Artículo 6° Ley 24.411


    D. 502, XXXV, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    El remedio federal es formalmente inadmisible, pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la Ley 48.  Al respecto, es jurisprudencia constante del Tribunal que las objeciones vinculadas con los argumentos fácticos del fallo sólo traducen la discrepancia del recurrente con lo expresado por la Cámara sobre la base de fundamentos de hecho y prueba que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentar y excluir la descalificación de la sentencia.


    Palma de Gómez, Leticia del Carmen c/ Ministerio del Interior - Artículo 6° Ley 24.411


    P. 330, XXXVI, 30 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Omisión de considerar cuestión propuesta. Sentencia arbitraria. Prueba hematológica. Medios de prueba. Violación de derechos humanos. Derecho a la intimidad. Derecho a la privacidad. Sustracción de menores. Delitos contra el estado civil. Concesión parcial del recurso. Falta de agravio concreto. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 


    Es inveterada doctrina del Tribunal, que incurre en arbitrariedad la sentencia que omite pronunciarse sobre una cuestión oportunamente planteada y que podría resultar conducente para la solución del caso.  En tales condiciones, la falta de tratamiento de la cuestión planteada, priva a la decisión impugnada de fundamentos suficientes que lo sustenten y la descalifica como acto jurisdiccional válido.  Por otro lado, la cuestión relativa a la admisibilidad de una extracción compulsiva de sangre ordenada por el juez, ha de resolverse con arreglo a los principios generales que rigen la admisibilidad de las medidas de coerción en el proceso penal, tanto respecto del imputado como de terceras personas.  Ciertamente, es un valor entendido que los derechos a la intimidad y a la privacidad, al igual que los demás derechos individuales que la Constitución Nacional garantiza, suponen límites a la averiguación de la verdad real en el proceso penal. Pero también lo es, que la propia Constitución admite que la ley autorice en ciertos casos la intromisión de los órganos estatales encargados de la persecución penal en la libertad, la intimidad, la vida privada y demás derechos de la persona en aras de salvaguardar el interés de la sociedad en la investigación y castigo de los delitos.  Ello es lógica consecuencia de aquel principio fundamental en virtud del cual los derechos y garantías que la Constitución consagra no tienen carácter absoluto, sino que la ley puede imponer restricciones a su ejercicio que guarden adecuada proporción con la necesidad de preservar los derechos de los demás y los intereses generales de la sociedad.  Una primera cuestión a resolver consiste entonces, en establecer si la extracción compulsiva de una muestra de sangre, a pesar de la intromisión que supone en el cuerpo, la esfera privada y la libertad de la persona que la padecerá, es una de las medidas probatorias que, en virtud de la ponderación de intereses señalada, podría ser autorizada para la averiguación de la verdad en el marco de un proceso penal.  Así, la Corte sostuvo que tales medidas no eran, en sí mismas, incompatibles con el texto constitucional; dijo, que no se observaba la afectación de derechos fundamentales como “la vida, la salud o la integridad física, porque la extracción de unos pocos centímetros de sangre, si se realiza por medios ordinarios adoptados por la ciencia médica, ocasiona una perturbación ínfima en comparación con los intereses superiores de resguardo de la libertad de los demás, la defensa de la sociedad y la persecución del crimen". Y a ello agregó que "por no constituir una práctica humillante o degradante, la intromisión en el cuerpo que la medida dispuesta importa, se encuentra justificada por la propia ley pues en el procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio, ya que aquél no es sino el medio para alcanzar los valores más altos: la verdad y la justicia".  De más está decir que las mismas consideraciones referidas al ínfimo sacrificio que representa la medida frente a la trascendencia de los intereses a tutelar, justifican, asimismo, la restricción que una extracción compulsiva de sangre representa también para los derechos a la privacidad, la intimidad y la libertad del afectado.   En efecto, se halla satisfecha la exigencia de que la injerencia en la integridad corporal del afectado guarde una razonable proporción con la gravedad del hecho investigado, pues la medida ha sido dispuesta para el esclarecimiento de delitos sumamente graves, como lo son la sustracción, retención y ocultamiento de un menor de diez años, la supresión del estado civil, y diversas falsedades documentales en instrumentos públicos destinados a acreditar la identidad.  Incluso, sin perjuicio de que lo que se pretende establecer con el examen cuestionado es precisamente la existencia de una relación de parentesco, nuestro ordenamiento jurídico es categórico en cuanto a los límites de tales exenciones: la prohibición de no declarar contra los parientes enumerados en los artículos 163 y 278 del Código de Procedimientos en Materia Penal no rige cuando el delito ha sido ejecutado contra el propio declarante o contra una pariente suyo de grado más próximo que el que lo liga con el imputado. Son las mismas limitaciones, por lo demás, que establecen los artículos 242 y 243 del Código Procesal Penal ahora vigente, lo cual es demostrativo de que no ha habido en nuestro sistema una modificación de la valoración al respecto.  Ello sentado, sólo queda por mencionar que al momento de ponderar los intereses en juego para resolver sobre la proporcionalidad, al interés general en la persecución de los delitos se suma en este caso la necesidad de asegurar el derecho a la verdad.  En este sentido, los casos de violaciones sistemáticas a los derechos humanos, como las ocurridas entre los años 1976 y 1983 en nuestro país, exigen como imperativo insoslayable, y más allá de la posibilidad de imponer sanciones, una búsqueda comprometida de la verdad histórica como paso previo a una reconstrucción moral del tejido social y de los mecanismos institucionales del Estado.  También la Corte, en diversos pronunciamientos, ha reconocido expresamente el derecho de la sociedad a conocer la verdad sobre las violaciones a los derechos humanos ocurridas con anterioridad al restablecimiento del orden institucional y, en particular, el derecho de los familiares de las víctimas a conocer lo que aconteció con sus seres cercanos como presupuesto para la reconstrucción de sus vínculos familiares y, con ello, de su identidad.  Estas consideraciones son aplicables también al caso en examen, desde que las constancias de la causa indicarían que podría tratarse de una niña hija de padres desaparecidos durante el último período de facto.  Por las consideraciones expuestas, la medida dispuesta no acarrea violación alguna a los derechos y garantías constitucionales, en tanto aparece como razonable y proporcionada restricción de los derechos de la presunta víctima, que halla justificación en la necesidad de salvaguardar el interés general en el esclarecimiento de los delitos investigados y el castigo de sus responsables, así como en el derecho a la verdad.  Por último, es doctrina de la Corte que la existencia de un gravamen actual, como requisito para la procedencia del recurso extraordinario, determina la inadmisibilidad de las apelaciones que se apoyan en agravios futuros o meramente conjeturales, tal como lo es la alegada posibilidad de que el resultado de la medida sea de cargo y que en ella se sustente una sentencia condenatoria.  Por último, la aplicación de los artículos que postula el recurrente, se refiere a la interpretación de normas procesales, materia que por regla es propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad que no se advierte en el caso.


    V. F., K. s/ Retención de documento


    V. 356, XXXVI, 07 de mayo de 2001


    Ver dictamen


     


    Prescripción de la acción penal. Crímenes de lesa humanidad. Dictadura militar. Desaparecidos. Desaparición del menor. Derecho penal internacional. Imprescriptibilidad. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ius cogens. Denegatoria del recurso. 


    Si de lo hasta aquí expuesto se deduce que la acción penal no se halla prescripta a la luz de las reglas del derecho interno, lo cierto es que los hechos imputados también constituyen crímenes contra la humanidad en virtud de normas del derecho penal internacional de los derechos humanos, vinculantes para el estado argentino, y son como tales imprescriptibles.  Es oportuno recordar que por desaparición forzada de personas se entiende en el derecho penal internacional la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuera su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del  Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona.  Tal es la formulación adoptada por el artículo 2 de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas incorporada a la Constitución por ley 24.556, que no hizo más que receptar en esa medida ]a noción que era ya de comprensión general en el derecho internacional de los derechos humanos.  Una vez establecido así el alcance de la figura, se desprende, que al menos algunos casos de desaparición forzada de personas ya se encuentran tipificados en distintos artículos de nuestra legislación penal interna. Así, del universo abarcado por el delito de desaparición forzada de personas, un sector, el que se refiere a la desaparición forzada de menores de 10 años sustraídos a sus padres se encuentra ya previsto como un caso específico del delito -más genérico del artículo 146 del Código Penal-, que se le enrostra al imputado.  Debe quedar claro que no se trata entonces de combinar, en una suerte de delito mixto, un tipo penal internacional –que no prevé sanción alguna- con la pena prevista para otro delito de la legislación interna. Antes bien, se trata de reconocer la relación de concurso aparente existente entre ambas formulaciones delictivas y el carácter de lesa humanidad que adquiere la sustracción, ocultación o retención de un menor de diez años cuando es realizada en condiciones tales que constituyen una desaparición forzada. Tan es así que una de las razones que motivaron al legislador a aumentar la escala penal de la figura prevista en el mentado artículo 146 fue precisamente, la consciencia asumida por la sociedad acerca de la extrema gravedad que podía adquirir este delito a la luz de los hechos acaecidos durante el último gobierno de facto.  Por último, son estas mismas razones  las que determinan que no sea correcto sostener como lo hace el apelante, que la Convención Interamericana sobre Desaparición  Forzada de Personas sea programática en su aplicación al caso en examen.  En cuanto a la vigencia temporal de la figura de mención, la evolución del derecho internacional a partir de la segunda guerra mundial permite afirmar que para la época de los hechos imputados el derecho internacional de los derechos humanos condenaba ya la desaparición forzada de personas como crimen de lesa humanidad.  Es que la expresión desaparición forzada de personas no es más que el nomen iuris para la violación sistemática de una multiplicidad de derechos humanos, a cuya protección se había comprometido internacionalmente el estado argentino desde el comienzo mismo del desarrollo de esos derechos en la comunidad internacional una vez finalizada la guerra.  En esa inteligencia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en sus primeras decisiones sobre denuncias de desaparición forzada de personas expresó que si bien no existía al tiempo de los hechos "ningún texto convencional en vigencia, aplicable a los Estados Partes en la Convención, que emplee esta calificación, la doctrina y la práctica internacionales han calificado muchas veces las desapariciones como un delito contra la humanidad". También señaló que "la desaparición forzada de personas constituye una violación múltiple y continuada de numerosos derechos reconocidos en la Convención y que los Estados Partes están obligados a respetar y garantizar". la ratificación en años recientes de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas por parte de nuestro país sólo ha significado,  la reafirmación por vía convencional del carácter de lesa humanidad postulado desde antes para esa práctica estatal.  Comprendido entonces que ya para la época en que fueron ejecutados los hechos investigados eran considerados crímenes contra la humanidad por el derecho internacional de los derechos humanos, vinculante para el estado argentino, de ello se deriva como lógica consecuencia la inexorabilidad de su juzgamiento y su consiguiente imprescriptibilidad, como fuera expresado ya por la Procuración General y la mayoría de la Corte en el precedente publicado en Fallos: 318:2148.  Por lo demás, sin perjuicio de las normas de ius cogens que reputan una conducta como de lesa humanidad, al momento de los hechos, el estado argentino había contribuido a la formación de una costumbre internacional en favor de la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad.  En el marco de esta evolución, una vez más la incorporación a nuestro ordenamiento de la Convención de Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad y de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas que en su artículo séptimo declara imprescriptible ese crimen de lesa humanidad-, ha representado únicamente la cristalización de principios ya vigentes para nuestro estado nacional.


    V., J. R. s/ Incidente de apelación y nulidad de prisión preventiva


    V. 2, XXXVI, 23 de agosto de 2001


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo XIII


     Seguridad Social


    Acción de amparo


    Universidades privadas. Recursos de la seguridad social. Declaración de inconstitucionalidad. Insuficiencia del agravio. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    En primer término, el artículo 2° de la ley 16.986, deben interpretarse a la luz de lo normado por el artículo 43 de la Constitución Nacional reformada, que ha establecido la procedencia de dicha acción "siempre que no exista otro medio judicial más idóneo".  Tiene dicho la Corte que la alegada existencia de otras vías procesales aptas que harían improcedente el amparo no es postulable en abstracto, sino que depende de la situación concreta de cada demandante, cuya evaluación, es propia del tribunal de grado.  Además, la vía del amparo se verá desplazada cuando se demuestre la existencia de un recurso que resulte con mejor aptitud procesal para lograr la plena restitución del derecho afectado. En el sub lite, la recurrente no ha demostrado que se configure dicha circunstancia, y los argumentos de orden fáctico y procesal alegados no tienen entidad suficiente, para refutar los fundamentos dados por el a quo, ni para dilatar el control de constitucionalidad que constituye la primera y principal misión del Tribunal.  En lo que respecta a la denunciada falta de legitimación sustancial activa del Sindicato Argentino de Docentes Particulares para promover el amparo bajo examen, los jueces de la causa han cumplido con su función indeclinable de resolver las causas sometidas a su conocimiento, teniendo como norte el asegurar la efectiva vigencia de la Constitución Nacional, sin que puedan desligarse de este esencial deber, so color de eventuales limitaciones de índole procesal que no resultan procedentes.  En ese contexto, no aparece como indebida la legitimación procesal que se ha otorgado al sindicato amparista, asociación que cuenta con la respectiva personería gremial, y por lo tanto encargada de representar frente al Estado y los empleadores, tal el caso de autos, los intereses individuales y colectivos de los trabajadores.  Por otra parte, la reforma de la Constitución Nacional de 1994 introdujo una modificación trascendente en relación a la acción de amparo, otorgándole una dinámica desprovista de aristas formales que obstaculicen el acceso a la jurisdicción cuando están en juego garantías constitucionales, y ampliando la legitimación activa de los pretensores potenciales en los casos de incidencia colectiva en general, legitimando en este aspecto a las asociaciones, de las que no cabe excluir a las sindicales.  En cuanto al fondo del asunto, estimo pertinente adelantar que los agravios de la accionada no constituyen una crítica concreta y razonada que permita darles andamiento. En su fallo, el a quo destaca que la delegación legislativa que el Congreso otorgó al Poder Ejecutivo Nacional mediante el art. 75 de la ley n° 24.521, de Educación Superior, se limita a la facultad de eximir total o parcialmente a las universidades de impuestos y contribuciones previsionales, y debe ser interpretada restrictivamente conforme al precepto constitucional, anterior y superior a la normativa bajo análisis. Siendo ello así el poder administrador no podía válidamente extender a las contribuciones de la seguridad social destinadas a financiar las asignaciones familiares, una exención sólo prevista para otros supuestos, en violación a una ley en sentido material y formal, y excluyendo sin razón valedera del régimen de pago de las asignaciones familiares, a una categoría de trabajadores, esto es los docentes dependientes de las universidades privadas.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    S. 729, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Beneficios previsionales. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E. O.S.P. y otros s/ Proceso de conocimiento"; y Comp. 266, L. XXXV, "Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Verón, Santos y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Diferencias de pago - Complementación


    COMP. 1443, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Prestaciones complementarias. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 266 L. XXXV, "Zubielqui Néstor Ramón c/ Bco. de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones".


    Palacios, Modesto Emilio y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Diferencia pago complementación


    COMP. 1586, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Fondo compensador. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E. O.S.P. y otros s/ Proceso de conocimiento", y Comp. 266, L. XXXV, “Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Figueroa, Américo y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Reintegro de Aportes


    COMP. 1466, XXXVI, 19 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Amparo por mora. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, Inc., 7° del decreto-ley 1285/58, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Obra Social de la Industria del Hielo y Mercados Particulares c/ Ministerio deTtrabajo - Ministerio de la Seguridad Social s/ Amparo por mora de la administración


    COMP. 1302, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia laboral. 


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75, resulta competente la justicia nacional del trabajo.


    García, Eladio c/ ANSES s/ Ejecución Previsional


    COMP. 1184, XXXVI, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75, resulta competente para seguir conociendo en este caso, el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Stermieri, María c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 1240, XXXVI, 08 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Medidas cautelares


    Beneficios previsionales. Derecho al beneficio. Verosimilitud del derecho invocado. Gravamen irreparable. 


    Tiene dicho la Corte que, si bien las decisiones vinculadas con medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, resultan en principio ajenas a la vía del recurso extraordinario por no ser definitivas, cabe hacer excepción a ese principio cuando lo decidido ocasiona un perjuicio que, por las circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.  Del juego armónico de los arts. 53 y 15 de la ley 24.241 surge indubitablemente que la Administración sólo podía declarar extinguida la prestación si ésta hubiera padecido de nulidad absoluta, que resultara de hechos o actos fehacientemente probados, circunstancia que, no se da en el sub lite. En efecto, en el caso sólo se encuentra demostrado que la actora y el causante estaban separados al momento de la muerte del segundo, pero jamás se probó, ni siquiera se invocó, que hubiera mediado declaración de culpabilidad, ni que se hubiera presentado reclamando el beneficio conviviente alguno.  Por lo expresado, surge la verosimilitud del derecho invocado por la pretensora en su acción sumaria, y dado el carácter alimentario de la pensión y la situación de peligro concreto en que la decisión administrativa coloca a la actora, aparece como razonable la medida innovativa dispuesta por el estrado de primera instancia.  Se da en este caso el supuesto de excepción admitido por la Corte para el caso de las medidas cautelares en relación a la instancia extraordinaria, ya que el perjuicio que el resolutivo atacado puede ocasionar a la actora resultaría de insuficiente o tardía reparación ulterior, supuesto que se toma aún más atendible al tratarse de una cuestión previsional.


    Gómez, Timotea c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    G. 11, XXXVI, 30 de noviembre de 2001


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Amparo por mora. Mora de la administración. Juicios en que es parte una provincia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte que, si bien las cuestiones suscitadas en la etapa de ejecución de sentencia no configuran, en principio, la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal, al no haber dado respuesta adecuada al planteo relacionado con las astreintes, causó un daño de insuceptible reparación ulterior.  La resolución impugnada debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, toda vez que media en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, haciendo lugar a la queja, declarando procedente el recurso extraordinario planteado y dejando sin efecto el resolutorio con el alcance indicado.


    Montiel, Raúl Norberto c/ Estado Provincial


    M. 647, XXXI, 21 de septiembre de 2001


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Tiene decidido la Corte que las decisiones dictadas en materia de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal.   También, que la ausencia de dicho requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.


    Vallone, Oscar Alberto c/ ANSES


    V. 219, XXXVI, 30 de marzo de 2001


    Ver dictamen


    Regímenes jubilatorios especiales. Jubilación de magistrados. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que es procedente el recurso extraordinario si se encuentran en juego la interpretación, alcance y aplicación de leyes federales como la 18.464 y la decisión fue contraria a la pretensión que la recurrente fundó en dicha norma.  En lo que respecta al fondo del asunto, la interpretación que realizó la Cámara a-quo de los artículos 5° y 6° de la referida ley es correcta toda vez que, conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte, las normas que otorgan beneficios que puedan importar un privilegio en el contexto del sistema jubilatorio deben interpretarse estrictamente.  Así lo ha realizado el juzgador, desde que en su sentencia ha analizado en forma precisa el funcionamiento de la ley 18.464, al momento del fallecimiento del causante, descartando la posibilidad llevada por la actora que no se adecua a la rigurosa exégesis aludida, al tratar de incluir su situación en un encuadramiento normativo que exige para ello el cumplimiento de una serie de requisitos claramente estipulados en la ley especial de ninguna manera prescindibles.  Por otro lado, tampoco le asiste razón a la quejosa en cuanto pretende que con la aplicación de lo dicho por la Cámara se le ha discriminado. En efecto, respecto a este punto esa Corte Suprema ha sostenido que no puede alegarse desigualdad en los preceptos de una normativa cuando ella no establece, entre los que se encuentran en las mismas condiciones, distingo alguno.


    Daffis de Aguirre, Raquel Haydée c/ INPS - Caja Nacional de Previsión Para el Personal del Estado y Servicios Públicos


    D. 89, XXXV, 12 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Reapertura del procedimiento administrativo


    Beneficios previsionales. Jubilaciones. Apartamiento de las constancias de la causa. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Apartamiento de la doctrina de la Corte. 


    Del estudio de las constancias de las actuaciones, surge que, tanto el obrar de las autoridades administrativas cuando les tocó intervenir, cuanto la actuación de los jueces posteriormente, se muestra en colisión con los principios que la Corte reiteradamente encareció como orientadores en la aplicación de las leyes jubilatorias, especialmente el referido a la prudencia que ha de emplearse antes de llegar a desconocer los beneficios que acuerda la Seguridad Social.  Pues la citada colisión queda en evidencia cuando en su primera presentación y a pesar que la interesada demostró fehacientemente que se hallaba a cargo del causante, como así también que por razones ajenas a su voluntad nunca había ejercido actividad remunerada alguna y que carecía de la instrucción necesaria para acceder a un puesto acorde con su edad, la autoridad de aplicación le exigió, para poder acceder al beneficio, que además debía demostrarse su incapacidad física al momento de fallecer aquél. Es decir, al requerir tal exigencia, dicha autoridad soslayó analizar si la solicitante, por las circunstancias señaladas a las que cabía agregar que el ámbito rural en que residía condicionaba su participación en el mercado del trabajo, había perdido su capacidad de ganancia, exigencia que le imponía la reiterada jurisprudencia de la Corte.  Cabe, también, señalar otra circunstancia que muestra la irrazonabilidad del actuar del organismo regional. Ella es, que cuando sus agentes debieron ponderar las pruebas que ofreció posteriormente la interesada, neutralizaron su contenido, emitiendo un breve dictamen, en el que sólo manifestaron que tales elementos no permitían modificar los criterios médicos sustentados con anterioridad", pese a que conocían fehacientemente las exigencias, que según el criterio de la Corte, debían reunir tales piezas médicas para ser consideradas válidas.  Queda así en evidencia, que en sede administrativa el pedimento de la interesada no fue examinado a la luz de los parámetros sentados por la doctrina del Tribunal, es decir, no se extremó el cuidado que dicha doctrina impone debe prevalecer para llegar a denegar una solicitud de un beneficio de carácter asistencial.  Pero, tampoco en la órbita judicial el pedimento de la solicitante fue objeto de un tratamiento razonable. En efecto, y examinando la actuación de los magistrados de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, es de advertir que, si bien cabe compartir su criterio respecto a que el planteo de la interesada debe considerarse como una solicitud de reapertura de la instancia, no puede, sin embargo, suscribir la solución a la que, en definitiva, arribaron cual es, en sustancia, que la peticionaria no ofreció pruebas que presenten nuevos elementos de juicio".  Tal proceder, también se muestra en colisión con los principios que el Tribunal reiteradamente encareció como orientadores en la aplicación de las leyes jubilatorias, especialmente al referido a la prudencia que ha de emplearse antes de llegar a desconocer los beneficios que acuerda la Seguridad Social.  Si bien, por las circunstancias reseñadas queda despejada, la posibilidad, previa apertura de la instancia pertinente, de un nuevo tratamiento del reclamo de la titular, la Corte debería ordenar se le otorgue la pensión que pretende, dado que, si no hubiese sido por la irrazonabilldad de la postura de las autoridades, tanto administrativas cuanto judiciales, dicha prestación debió, serle deferida.  Tal afirmación viene impuesta, no sólo por el ya por demás dilatado trámite de estas actuaciones, sino, también, por la edad actual de la actora y por, el cúmulo de circunstancias que ponen de resalto la evidente necesidad de una ayuda asistencial.


    Abataneo, Adelaida c/ Caja Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos


    A. 436, XXXIV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Haberes previsionales. Reajuste jubilatorio. 


    En una causa en que se debatía la declaración de invalidez de las normas, dictada por la misma sala previsional y con los iguales fundamentos a los que esgrimieron los jueces en estos autos, el Tribunal revocó tal decisión, sobre la base que en el caso no se había demostrado "la existencia de un perjuicio concreto y actual derivado de la aplicación del sistema cuya validez constitucional se cuestiona, por lo que no ha quedado en evidencia la irrazonabilidad de la pauta adoptada por el legislador".


    Iglesias, Manuel c/ ANSES s/ Reajustes por movilidad


    I. 110, XXXV, 13 de febrero de 2001


    Ver dictamen


    Pensiones. Sentencia definitiva. Procedencia del recurso. 


    Asiste razón a la recurrente cuando pone de relieve el carácter conjetural y dogmático de las consideraciones en que los magistrados sustentaron su declaración de invalidez, circunstancia que justifica revocar el fallo en recurso en este aspecto.  En efecto, no ha sido alegado ni probado que la aplicación de los artículos 22 y 23 de la ley 24.463, cause un perjuicio concreto y actual, por lo que no ha quedado en evidencia la irrazonabilidad de la pauta adoptada por el legislador.


    Córdoba, Susana c/ ANSES s/ Pensiones


    C. 863, XXXV, 22 de febrero de 2001


    Ver dictamen
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